[bookmark: _Hlk102255485]ACTA N° 36-2022
SESIÓN CONSEJO SUPERIOR DE PRESUPUESTO DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las quince horas del veintinueve de abril de dos mil veintidós.
Sesión Extraordinaria Presupuesto 2023 con asistencia de la Magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta en ejercicio, del integrante doctor Gary Amador Badilla, la integrante licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, del integrante suplente licenciado Gary Bonilla Garro y de la integrante suplente máster Dinorah Alvarez Acosta, además los representantes de los grupos gremiales master Adriana Orocú Chavarría y el licenciado Parris Quesada Madrigal.  Asiste también la Directora Ejecutiva, máster Ana Eugenia Romero Jenkins, la Directora de Planificación, licenciada Nacira Valverde Bermúdez, el Máster Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación y el licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos, en calidad de personas asesoras. 
ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 4240-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que mediante Oficio 362-ADM-OIJ-2022 del pasado 7 de abril, el Msc Walter Espinoza Espinoza, Director General del OIJ se refiere al acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión extraordinaria No. 29-2022 celebrada el 01 de abril de los corrientes, concretamente:



 Se acordó: 1) Se dan por conocidos los requerimientos solicitados en la subpartida 20203 Alimentos y Bebidas. Sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 2) En el caso de los requerimientos de la Escuela Judicial y del Organismo de Investigación Judicial, que justifican el crecimiento de la subpartida, dado que ambos centros de responsabilidad sobrepasan el límite establecido, deberán efectuar un ejercicio de establecer prioridades e indicar dentro de su límite presupuestario de dónde se tomarán los recursos para incorporar estos requerimientos. En el caso de la Escuela Judicial presenta un crecimiento del 6.2% del límite autorizado (¢26.343.941), mientras el Organismo de Investigación Judicial un 8% (¢1.034.432.460), en este último caso sin considerar lo correspondiente al fideicomiso del edificio de Puntarenas. La magistrada Solano, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.”

Al respecto, el Master Espinoza Esoinoza, señala:

“(…) 

Es importante indicar que esta Dirección no avala lo expuesto en la subpartida 20203 correspondiente a Alimentos y Bebidas, en virtud de que estos recursos están dispuestos para atender la totalidad de contratos que se tienen para la alimentación de privados de libertad y que como es conocimiento de esta instancia, los niveles de criminalidad han ido en ascenso, obligándonos a atender toda la demanda a en cuanto a alimentación refiere.

Además, las mismas directrices presupuestarias aprobadas por el Consejo indica:
“Los recursos solicitados en la Subpartida 20203 Alimentos y Bebidas deben ser iguales o inferiores al monto aprobado para el 2022, excepto las líneas relacionadas con la alimentación de privados de libertad, lo que contradice lo acordado por ese honorable Consejo”.

Como se menciona en este acuerdo, el año pasado la subpartida debió ser reforzada mediante modificaciones externas, lo que conllevó a realizar un sacrificio en otras subpartidas para poder atender la necesidad.  Es importante indicar que si bien es cierto hubo factor de pandemia de por medio, lo cierto del caso es que como se expuso al inicio, nos estamos enfrentando a aumento de la incidencia criminal lo que provoca mayor atención en este tema.

Por último, es de vital importancia mantener un adecuado manejo de la alimentación para los detenidos que deben permanecer en las diferentes celdas del país, debido a que no se puede dejar de brindar el servicio por las implicaciones legales y afectación a los derechos humanos de estas poblaciones.

  0     -

En la reunión de trabajo del pasado viernes 22 de abril, la Licda. Nacira Valverde manifestó que se debe considerar que aún existen algunos rubros o gastos institucionales en proceso de formulación que incidirán sobre el total del gasto corriente, tal es el caso del impacto por el ajuste en el tipo de cambio, el impuesto por concepto de especies fiscales, la actualización del costo de las necesidades afines a la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada y el impacto del aumento del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Lo anterior, con el fin de tener un panorama completo y la relevancia de autorizar o aprobar requerimientos adicionales a los centros de responsabilidad. 
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Por su parte, la Master Ana Eugenia Romero, Directora Ejecutiva manifestó que en el caso del OIJ para el 2021 se presentó una subejecución presupuestaria en algunas subpartidas, situación recurrente de años anteriores, por lo que estima que la Dirección de este Programa debería hacer un ejercicio de revisión y proyección, que le permita determinar cómo atender esta necesidad, pero sin incrementar su presupuesto ordinario. A continuación los datos correspondientes a la ejecución presupuestaria del OIJ para el año 2021. 
	Centro Gestor / Rubro
	Presupuesto Inicial
	Presupuesto Actual
	Monto Ejecutado
	Pendiente de Ejecutar
	Porcentaje de Ejecución

	ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL
	19.823.642.057
	20.849.024.968
	19.407.269.017
	1.441.755.951
	93,1%
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[bookmark: _Hlk102549691]Se acordó: 1.) Se comparte con el Organismo de Investigación Judicial la necesidad de reforzar el contenido presupuestario para la subpartida de alimentos y bebidas para atender la alimentación de personas detenidas, no obstante, existen las limitaciones presupuestarias impuestas al Poder judicial, en la que se delimitan restricciones en el tope de gasto corriente. 2.) Según la liquidación de la ejecución presupuestaria del 2021 remitida por la Dirección Ejecutiva, se visualizó la subejecución de recursos en algunas subpartidas del programa 928 Organismo de Investigación Judicial, por lo que de   previo a resolver la reconsideración planteada se solicita a la Dirección del OIJ la revisión de la formulación propuesta para el 2023 a partir de la subejecución señalada y remitir la propuesta de ajuste para cubrir el incremento presentado en los recursos solicitados para alimentación de detenidos en la subpartida de alimentos y bebidas. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO II 
DOCUMENTO N° 4187-2022

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que mediante Oficio 064-ORJR-22 del pasado 7 de abril, el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, en calidad de Rector de Justicia Restaurativa, se refiere a lo acordado por ese Consejo Superior en sesión 29-2022, artículo XII, comunicado mediante oficio No. 3424-2022 el  06 de abril, donde para lo que es de interés, no fueron aprobados los recursos adicionales, solicitados por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para la Subpartida 10701, correspondiente a Actividades de Capacitación.


Al respecto señala lo siguiente:
“(…)
Sobre el asunto resuelto solicito, en forma respetuosa pero vehemente, reconsiderar la incorporación de la suma de ¢781,600 a la subpartida citada del presupuesto de la referida Oficina.

En ese sentido, se llama la atención que  en sesión de Consejo Superior 35-17, celebrada el 18 de abril del 2017, artículo LIV, se conoció el informe elaborado por esta Dirección de Planificación 2429-PLA-B-2016 y entre otros aspectos se acordó: 
 
“a) Se aprueba la estructura administrativa y organización de trabajo propuesta para la Oficina de Justicia Restaurativa, cuyas plazas estarán adscritas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; y su dirección funcional estará a cargo de la Sala Tercera, específicamente por un Magistrado o Magistrada que asumirá la Coordinación del citado Programa.”.   

En el mencionado informe, se determina que  la  Oficina de Justicia Restaurativa, realizará actividades muy diversas, entre ellas:

Capacitación: se encargan de coordinar espacios de sensibilización, inducción y capacitación en el modelo de justicia restaurativa.

Como se puede extraer, de las actividades que realiza la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, la capacitación mantiene un rol principal para llevar a cabo el cumplimiento de la Ley de Justicia Restaurativa y más aún, lograr sensibilizar a todas las personas funcionarias y a la comunidad, cumpliendo con esto parte de las actividades del Plan Anual Operativo de la Oficina.

Por lo tanto, se solicita  la reconsideración  del acuerdo de la  sesión 29-2022, artículo XII, sobre el presupuesto asignado a la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa  y que se reincorporen a la Subpartida 10701 de Actividades de Capacitación, el monto de ¢781,600  que no fueron considerados.

En relación con el presupuesto del Programa de Justicia Restaurativa, en capacitación se formulan para el 2023 un total de ¢3.578.400, distribuidos de la siguiente manera:

En el artículo 22723 Capacitación se encuentra formulados ¢3.360.000 para Pueblos Indígenas, conforme a la directriz N°82: "En referencia a los acuerdos tomados por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en la sesión celebrada el 06 de marzo de 2020, artículo IV, relacionado con la formulación de presupuesto en temas de capacitación para las poblaciones indígenas, se indicó: “…las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ, Escuela Judicial, Dirección de Justicia Restaurativa, y las Comisiones, entre otros, se contemple un rubro bajo las partidas de capacitación, viáticos y transportes, a efecto de contar con recursos para la alimentación en las visitas a territorios indígenas. …”. Por lo que se recuerda a todas las Unidades de Capacitación incluir dentro de esta formulación en la subpartida de gastos de viaje y transporte en el interior del país los recursos necesarios para atender los traslados referentes a las actividades de capacitación dirigida a poblaciones indígenas u organizada en esas mismas poblaciones (Aprobado por el Consejo Superior en sesión 63-2020 del 14 abril, artículo XIX)."

Adicionalmente, se incluyen ¢218.400, para dar cumplimiento a las actividades planificadas a nivel de PAO y PEI, correspondientes a capacitaciones de en materia de Justicia Restaurativa tanto a nivel de personal judicial como a la comunidad, conforme lo estipula la Ley de Justicia Restaurativa, así como el Congreso de Capacitación Internacional de Justicia Restaurativa.

Los ¢781.600 que reconsidera el Mag. Gerardo Rubén Alfaro, son para reforzar este segundo item.

El presupuesto de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa tiene un comportamiento decreciente del 0,71%. En caso de aprobarse este requerimiento se tendría un aumento del 15,92%.
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Se acordó: 1.) Se comparte lo indicado por la Dirección del Programa de Justicia Restaurativa en cuanto a la necesidad de reforzar el contenido presupuestario para la subpartida de capacitación, sin embargo, existen las limitaciones presupuestarias impuestas al Poder judicial, en la que se delimitan restricciones en el tope de gasto corriente. 2.) Solicitar a la Dirección Ejecutiva que para el 2022 y 2023 valore en el proceso de ejecución presupuestaria la posibilidad de proponer la modificación presupuestaria interna o por decreto y brindar los recursos solicitados para cumplir los objetivos propuestos, lo cual deberá coordinar con la Secretaría del Programa de Justicia Restaurativa lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO III 
DOCUMENTO N° 3112-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone que el 17 de marzo anterior, mediante oficio CACC-135-2022 la Comisión de Acceso a la Justicia informó sobre el acuerdo tomado por esta Comisión en sesión celebrada el 9 de marzo de 2022, artículo IV, en relación con el oficio comunicado por la Dirección de Gestión Humana, Subproceso de Gestión de la Capacitación: PJ-DGH-CAP-066-2021, en respuesta a los oficios CACC-955-2021 y CACC-957-2021.  Concretamente, se dispuso lo siguiente:

SE ACUERDA: 1.Hacer una atenta instancia a las diferentes Comisiones Jurisdiccionales e Institucionales, para que valoren si tienen recursos disponibles dentro de sus presupuestos, específicamente en la Subpartida 1.07.01; de manera que consideren apoyar con el traslado de recursos a la Dirección de Gestión Humana para que se continúe fortaleciendo el proceso de capacitación en LESCO para la población judicial, al ser un tema de interés institucional que genera beneficios a todas las Jurisdicciones y en general, a los servicios que ofrece el Poder Judicial desde sus diferentes ámbitos conforme a la normativa vigente y resoluciones vinculantes emitidas por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. De tenerse la disponibilidad de recursos deberán coordinarlo de manera directa con la Dirección de Gestión Humana. 2. Hacer una atenta instancia al Consejo Superior y a Corte Plena para que a partir del análisis y revisión del presupuesto institucional 2023 y los presupuestos de años sucesivos, la reserva presupuestaria para que la institución cumpla con la normativa vinculada con el deber de contar con personas servidoras judiciales capacitadas en LESCO que ofrezcan el servicio de atención directa a las personas con discapacidad que así lo requieran; además de ser la accesibilidad un eje transversal del Plan Estratégico Institucional, estar la temática incorporada en la Política de Igualdad de Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena y estar este deber incorporado en las resoluciones emitidas por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; de igual manera, se visibilice en la propuesta de Presupuesto Institucional el deber de atender los requerimientos del Poder Judicial para la idoneidad en el servicio de administración de justicia a todas las personas usuarias en situación de vulnerabilidad, entre ellas: Personas con Discapacidad, Indígenas, Adultas Mayores, entre otras. 3. Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a Corte Plena y al Consejo Superior por medio de la Secretaria General de la Corte, a las Subcomisiones de Acceso a la Justicia y a la Dirección de Gestión Humana.




En el citado oficio, también se hace mención al acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad, del 01 de marzo de 2022, artículo XIX, concretamente:

“SE ACUERDA: 1. Se toma nota del oficio. 2. Comunicar a la Dirección de Gestión Humana que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad carece de presupuesto para poder colaborar. 3. Remitir el oficio de la DGH a la Comisión de Acceso a la Justicia, Escuela Judicial y Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial para lo de su cargo acerca de la disponibilidad presupuestaria para apoyar en la capacitación en la LESCO, en cuyo caso, remitir las respuestas directamente a la Dirección de Gestión Humana. 4. Se declara acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de Gestión Humana, Comisión de Acceso a la Justicia, Escuela Judicial y Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial”.
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Al respecto, se consultó a la licenciada Angie Calderón Chaves, Encargada interina de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, quien indicó que de parte de las Unidades de Capacitación no se había recibido respuesta o información, y además, que según una conversación sostenida con doña Cheryl Bolaños, Jefa del Subproceso de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, al tratarse de un tema de "servicio", la responsabilidad de capacitar en LESCO le corresponde a Gestión Humana únicamente.
En este sentido, la licenciada Jeannette Durán Alemán, Gestora de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante correo electrónico de este 30 de marzo, indicó lo siguiente:



“  Con base en las conclusiones y recomendaciones del Diagnóstico de Necesidades de Capacitación realizado en 2018 – 2019 para identificar los requerimientos de formación de las personas servidoras judiciales capacitadas en la Lengua de Señas Costarricense, las cuales fueron expuestas formalmente ante la Comisión de Acceso a la Justicia en la Sesión N°03-2019 del 4 de abril de 2019 y entregadas mediante el oficio PJ-DGH-CAP-158-2019 al Consejo Superior del Poder Judicial, se requiere la formación de personas intérpretes de esta lengua. Inicialmente, dos por circuito judicial (30 en total). 

Se adjunta proyección presupuestaria para iniciar con el proceso de certificación a partir del 2023. Tal como se observa en el documento adjunto (hoja 1), se plantean dos escenarios en atención a las caracteristicas de las certificación. Nuestra recomendación es que se acoja el presupuesto correspondiente al escenario 1: 


	Cantidad de personas por capacitar:
	30
	x30

	Costo total de la certificación (i.v.i):
	₡1 040 400,00
	₡31 212 000,00

	Costo por materia (i.v.i):
	₡61 200,00
	

	 
	 
	 
	Costo por año 

	Escenario
	Duración
	Carga horaria por semana
	2023
	2024

	1. Cuatrimestres de 4 materias: 
	20 meses (5 cuatrimestres) 
	10 horas aproximadamente
	₡22 032 000,00
	₡9 180 000,00



Se prevé iniciar con este proceso en el 2023 considerando que aún existen algunos pendientes alrededor del tema que deben ser analizados por otras instancias externas a esta Dirección, que nos permitan definir el perfil de ingreso las personas que serán certificadas y sus responsabilidades, así como la selección de estas.
En adición, y con el fin de preparar más personal – conforme al perfil definido – para esta certificación se requiere que las personas hayan completado los niveles del 1 a 4, por lo que se necesita presupuesto para la capacitación de al menos un grupo de 40 personas, para un total de ₡6 120 000,00 según se detalla en la hoja 2 del documento adjunto.
En el mejor de los casos, lo ideal, es contar con este presupuesto (₡6 120 000,00) para el 2022. No obstante, si no es posible, realizaríamos ambos procesos de formación en manera simultánea en el 2023.”



En síntesis, para certificar en LESCO a un total de 30 servidores judiciales se requiere un presupuesto total de ₡31.212.000 y que el proyecto se puede desarrollar en dos escenarios, el primero plantea la posibilidad de hacerlo en dos años (2023 -2024), a razón de 4 materias por cuatrimestre:
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Por su parte, en un segundo escenario, se propone desarrollar el proyecto de capacitación en tres períodos (2023-2024-2025), a razón de 2 materias por cuatrimestre:

[image: ]

Finalmente, la Dirección de Gestión Humana propone que de forma complementaria a la Certificación en LESCO, se otorgue presupuesto para continuar preparando más personal, en los niveles 1 a 4, personas que posteriormente puedan ser objeto de la certificación.  Para ello se solicita recursos para la capacitación de al menos un grupo de 40 personas, para un total de ₡6 120 000.
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En reunión de trabajo del pasado viernes 22 de abril, se discutió sobre la posibilidad de que la Dirección de Gestión Humana, considerando que esta obligación de capacitación en materia LESCO, tiene un carácter de necesidad permanente, por lo que se debería fortalecer un grupo de personas facilitadoras y que estas se mantengan en el tiempo para que capaciten a las personas funcionarias judiciales.  En este sentido, se propone por parte del Consejo Superior como sugerencia, que se fomente la creación de un programa permanente de formación, hoy día en proyectos se trabaja en la especialización interna, por lo que podría desarrollarse un curso formativo muy completo para no cancelar al TEC tantos recursos, podría pensarse algo parecido.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana, pero dadas las limitaciones presupuestarias no es posible aprobar los recursos solicitados. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana seguir impulsando el tema con los recursos disponibles para capacitación tal como lo ha venido realizando en la actualidad. 3.) Se comparte lo indicado por la Dirección de Gestión Humana, en cuanto a la necesidad de reforzar el contenido presupuestario para la subpartida de capacitación, sin embargo, existen las limitaciones presupuestarias impuestas al Poder judicial, en la que se delimitan restricciones en el tope de gasto corriente. 4.) Se le solicita a la Dirección Ejecutiva que para el año 2022 y 2023 valore en el proceso de ejecución presupuestaria la posibilidad de proponer la modificación presupuestaria interna o por decreto y brindar los recursos solicitados para cumplir los objetivos propuestos, por la Comisión de Acceso a la Justicia y la Dirección de Gestión Humana. 5.) Se solicita a la Dirección de Gestión Humana analizar lo discutido en la reunión de trabajo del 22 de abril conforme se indicó con anterioridad y realizar la propuesta a este Consejo Superior, con la finalidad de contar con programas de capacitación internos, ya que esta es una necesidad permanente en la Institución. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO IV 
DOCUMENTO N° 3644-2022
[bookmark: _Hlk86915140]La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que mediante oficio 022-702-2022 suscrito por el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, en calidad de Coordinador de la Comisión de Seguridad del Poder Judicial, comunicó a la Secretaría de la Corte, el acuerdo adoptado por la Comisión de Seguridad en sesión virtual N°03-2022 celebrada el 10 de marzo de 2022, artículo III, cuando recibió a la licenciada Sandra María Pereira Retana, Juez de la República y servidora en los Tribunales de Justicia de Cartago y al licenciado Luis Solís Jiménez, Administrador Regional de Cartago, Presidenta y Secretario del Consejo de Administración de la localidad respectivamente, quienes expusieron ante la Comisión, las debilidades en materia de seguridad que existen actualmente en el edificio de los Tribunales de Justicia de Cartago.


Al respecto la Comisión dispuso lo siguiente:
Al Respecto, se acordó: 1) Tener por recibido los oficios N° 12-SEG/LOC-2022 de fecha 16 de febrero y N° 80-DS-2022 de fecha 18 de febrero de 2022 del Departamento de Seguridad. 2) Tener por recibidas las manifestaciones del licenciado Luis Solís Jiménez y la licenciada Sandra Pereira Retana del Consejo de Administración de Cartago. 3) La Comisión de Seguridad hace constar el apoyo a las acciones que se están emprendiendo en el Consejo de Administración y en el Departamento de Seguridad en relación con la necesidad presupuestaria para cubrir los aspectos en seguridad. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior en su condición de revisor del presupuesto. ACUERDO FIRME.

ANEXOS

	Oficina
	N.º de oficio
	Documento

	Departamento de Seguridad
	12-SEG/LOC-2022
	


	Departamento de Seguridad
	80-DS-2022
	


	Dirección Ejecutiva
	666-DE-2022
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Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio 022-702-2022 suscrito por el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, en calidad de Coordinador de la Comisión de Seguridad del Poder Judicial, en relación con los requerimientos y acciones propuestas para fortalecer la seguridad del edificio de los Tribunales de Cartago.  2.) Tomar nota y ratificar lo indicado por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio 666-DE-2022 en el que se señala textualmente: “Vistas las recomendaciones del estudio y dada la cuantía de las recomendaciones, se le solicita elaborar un plan maestro en el cual se prioricen las necesidades identificadas y se ejecuten como un proyecto plurianual, de manera que en los próximos ejercicios presupuestarios se incorporen los recursos para su cumplimiento. Deberá esa Administración Regional dar seguimiento al plan que se defina para implementar las mejoras identificadas en materia de seguridad.” 3.) Cuando estén dispuestos los proyectos, deberá canalizarse su contenido por medio de los límites presupuestarios regidos en el área de construcciones y el área de seguridad, de acuerdo a las priorizaciones presupuestarias institucionales. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO V 
DOCUMENTO N° 3676-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa que mediante oficio PJ-DGH-SSS-0283-2022 de este 23 de marzo, suscrito por doctor Mauricio Moreira Soto, Jefe interino del Servicio de Salud, la licenciada Waiman Hin Herrera, SubDirectora de Gestión Humana y la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, señalaron lo siguiente:


“(…)
De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión 38-2020, celebrada el 17 de abril de 2020, artículo I y el cual indica entre otros acuerdos, el que interesa y se transcribe de seguido:

“4) Aprobar la propuesta presentada por la Dirección de Gestión Humana para que con la redistribución de los recursos disminuidos del programa de Becas y Capacitación se amplíen a 8 horas los puestos ordinarios de medio tiempo de Médico y Profesional en Enfermería de los Servicios de Salud de Limón y Heredia, para dar apertura en la segunda audiencia, a dos nuevos Servicios de Salud Institucional en los Circuitos de Guápiles y San Ramón”.

Es importante indicar, que estas aprobaciones no incorporaron la dotación de recursos presupuestarios para la apertura, tampoco para la sostenibilidad de los Servicios. 

De ahí que para la apertura de ambos Servicios de Salud y la dotación de equipos e insumos, fue posible al realizar una redistribución de los recursos presupuestarios del periodo 2020 y 2021, tomando en consideración que durante esos dos años de pandemia, en algunas subpartidas se tuvo algunos disponibles presupuestarios, así como la cantidad de artículos con que se contaba en el stock de inventarios, situación que se ha tornado diferente para este año 2022, donde ha sido necesario en algunos casos, solicitar recursos prestados para la contratación de algunos servicios necesarios para el funcionamiento de los Servicios de salud, como es el de Manejo de desechos bioinfecciosos.

Sin embargo, derivado de las Políticas restrictivas de la Institución, en cuanto al crecimiento del presupuesto, así como las condiciones de precios y de suministro de insumos médicos, cada vez se hace más difícil dotar a todos los Servicios de Salud de los requerimientos necesarios, contando con el mismo presupuesto de años atrás y donde no solo se ha incrementado la consulta, sino también la homologación de servicios en los diferentes lugares.

Por lo cual, estamos en la necesidad de solicitar que, para la formulación presupuestaria del año 2023, se habilite las oficinas de San Ramón y Guápiles, con el fin de formular los artículos que se consideran esenciales, para el funcionamiento y sostenibilidad de estos Servicios de salud.  Con el fin de ampliar la valoración, se procede a adjuntar como anexo el listado de artículos que se estarían formulando y el monto por cada Servicio.

En este sentido, el monto por formular para cada Servicio de Salud, es de 8.844.874,49  de colones para el período presupuestario 2023.

Por otra parte, de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión 13-2022 celebrada el 15 de febrero de 2022, artículo XXI, que literalmente indica:

“Acoger la solicitud presentada en oficio número 488-DE-2022 del 10 de febrero de 2022, por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en consecuencia: autorizar trasladar el servicio médico institucional de Grecia a la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, con el fin de que se brinde el servicio médico a tiempo completo y tramitar la contratación por consulta individual del servicio médico para el Circuito de Grecia.  Lo anterior en el entendido que este traslado se materializaría hasta que se concrete la nueva contratación, a efecto de no dejar a esa población sin el servicio.”  

Se aclara que el tiempo disponible de atención de medicina a trasladar a la Ciudad Judicial, corresponde a medio tiempo, y no a tiempo completo cómo se indica en la mención del acuerdo, además de precisar que esta media jornada corresponde al horario de la segunda audiencia, pues la primera audiencia es utilizada en otro Servicio de Salud. Con respecto a este traslado se solicita lo siguiente:

Trasladar la formulación presupuestaria realizada para el período 2023, de la oficina de Servicio de Salud de Grecia a San Joaquín de Flores.
Tener en consideración que se debe rescindir el contrato de Manejo de desechos para el Servicio de Salud de Grecia, en cuanto se concrete la nueva contratación del profesional en medicina para ese Circuito Judicial.

Elaborado por: Licda. Hannia Ramírez Picado, Profesional 2, Servicios de Salud

-0-
Se indica por parte de la Dirección de Planificación que el porcentaje final de la Ejecución Presupuestaria en la Dirección de Gestión Humana para el año 2021 fue un 96.27%, lo que evidencia que existen oportunidades de mejora para redireccionar recursos internos a estas necesidades planteadas
Se acordó:  Tomar nota del oficio PJ-DGH-SSS-0283-2022, no obstante, dada las limitaciones presupuestarias existentes deberá la Dirección de Gestión Humana hacer un ejercicio de establecer prioridades dentro de su presupuesto interno para poder atender los requerimientos expuestos e indicar a la Dirección de Planificación, los recursos que sacrificará para poder incorporar estas necesidades en caso de considerar prioritarios los recursos, ya que según la liquidación de ejecución presupuestaria 2021 remitida por la Dirección Ejecutiva se visualiza una sobre ejecución de recursos en algunas subpartidas del Ente gestor. Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO VI 
DOCUMENTO N° 4826-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa que el Consejo Superior en la sesión extraordinaria del pasado 1 de abril, en el artículo X, conoció el informe de presupuesto 2023 relacionado con la Subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo. Como parte de lo dispuesto por el Consejo Superior se acordó:
“(…)  2) Solicitar a la Jefatura de Trabajo Social que en el plazo máximo de 10 días naturales informe a este Consejo Superior, las razones de  la no ejecución de  los recursos asignados para implementar el proyecto de contrataciones externas en Trabajo Social y Psicología, de tal forma que ayuden a la disminución de los tiempos de respuesta en la prestación del servicio público, el informe deberá ir acompañado de la duración de los plazos hoy día por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología detallado por materia y por zona. A partir del informe se analizará incluir los recursos necesarios para hacerle frente a la atención de los servicios en el año 2023.

Sobre este particular, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa que mediante oficio DTSP-083-2022 de este 4 de abril, suscrito por la Master Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se refiere a  las razones de la no ejecución de los recursos asignados para implementar el proyecto de contrataciones externas en Trabajo Social y Psicología de tal forma que ayuden a la disminución de los tiempos de respuesta en la prestación del servicio público.


Al respecto, doña Alba señala lo siguiente:
“(…)
Mediante oficio N°361-DE-2021 dirigido a la Dirección de Planificación, el 4 de febrero 2021 la Dirección Ejecutiva informa que se adjuntó el presupuesto para el Programa 926 para la implementación del Código Procesal de Familia, contemplando ₡30.000.000, para el pago de peritajes de Trabajo Social solicitados por órdenes judiciales. Posterior en fecha 3 de marzo, se recibió el oficio 770-DE-2021 de la Dirección Ejecutiva, en el cual se solicitó confeccionar el destino de Solicitud de Modificación Interna, con el fin de trasladar a este Departamento la totalidad de los recursos indicados (₡30.000.000) para el pago de peritajes.

En consecuencia, el 26 de marzo se remitió a la Proveeduría el oficio DTSP-066-2021 (Decisión Inicial) para el trámite de contratación, no obstante, este fue devuelto el 14 de abril, ya que se requería información adicional que no se contempló en el oficio. Sucesivamente, se enviaron luego otros dos oficios de Decisión Inicial a la Proveeduría, DTSP-092-2021 el 23 de abril y DTSP-113-2021 el 20 de mayo, los cuales fueron devueltos el 4 y 28 del mes de mayo, respectivamente, por la falta de algún requisito relacionado con procedimientos de contratación administrativa. 

Relacionado con lo anterior, es importante mencionar que para el Departamento de Trabajo Social y Psicología, en adelante DTSP, era la primera vez que se realizaba un trámite de contratación de esa naturaleza, lo que implicó la búsqueda de asesoría de las instancias de la institución encargadas de estos procesos; siendo que a pesar de los esfuerzos para completar los requerimientos del proceso de contratación, se presentaron situaciones que se salieron de control, dado las dificultades para obtener la información necesaria, tal como con el estudio de mercado que se debió hacer para garantizar que hubiera consorcios o empresas interesadas en brindar el servicio que se requería contratar.

Finalmente, se logró concretar el oficio de Decisión Inicial (DTSP-171-2021), con todos los requerimientos administrativos hasta finales de junio 2021. 

El 3 de agosto 2021 se publicó por parte del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, el cartel de contratación directa 2021CD-000179-PROVCD, siendo que el 16 de ese mismo mes y año se recibió la resolución No. 000738-DPJ-2021-CD, en la que se indica entre otros aspectos que: “…en vista de que no se recibieron ofertas para esta contratación, se procede a Archivar la presente contratación, se hace de conocimiento del ente técnico que deberá de enviar nuevas especificaciones técnicas para que se realice una nueva contratación, igualmente valorar si es factible realizar una segunda contratación debido a que estamos a pocos meses de finalizar el año.”




Dados los resultados negativos con la contratación administrativa, el tema fue llevado por la suscrita ante la Comisión institucional de Familia, Niñez y Adolescencia, donde en la sesión virtual, N°12-2021 celebrada el día 17 de agosto 2021, se tomaron los siguientes acuerdos: 

“…se solicita al Consejo Superior lo siguiente: 
Dado que no se ha logrado adjudicar la contratación para los servicios profesionales de los peritajes requeridos y debido a que los recursos están formulados en el programa  926; que el Consejo Superior autorice de manera excepcional para lo que resta del período 2021,  que los despachos judiciales recurran al nombramiento de personas peritas en trabajo social por medio del Sistema Institucional de Administración de Peritos, y que dichos peritajes sean sufragados con los recursos  disponibles en el programa 926. 

En caso de que dicha alternativa no sea viable en vista de las restricciones en cuanto a la ejecución de recursos entre diferentes programas; se solicita que se valore autorizar al Departamento de Trabajo Social y Psicología,  para que se le asigne un perfil en el Sistema Institucional de Administración de Peritos,  de manera tal que mediante el rol correspondiente nombre las  personas peritas para las valoraciones que requieren estos casos de los distintos despachos  judiciales, en cuyo caso los peritajes serán sufragados con los recursos que ya cuenta ese departamento  en la subpartida 10499, programa 926.

Solicitar audiencia al Consejo Superior para explicar los requerimientos relacionados con este tema.”

Lo anterior, se remitió a la Secretaría General de la Corte mediante el oficio N°111-JVA-2021 del 25 de agosto 2021. 



[bookmark: _Toc81307742] El Consejo Superior en sesión N° 75-2021 celebrada el 31 de agosto del 2021, artículo LXII, acordó: “Trasladar la gestión presentada por la magistrada Julia Varela Araya, Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, mediante oficio N°111-JVA-2021 del 25 de agosto de 2021 a la Dirección Jurídica, para que por medio del trámite rápido elabore un estudio de lo solicitado.”

[bookmark: _Toc83050679][bookmark: _Hlk99981733]Posteriormente en la sesión N° 83-2021 celebrada el 23 de setiembre del 2021, artículo XXXIII el Consejo Superior acordó entre otros aspectos: “2.) Analizado el criterio jurídico anteriormente transcrito, se acoge el punto b.) del oficio N°111-JVA-2021 del 25 de agosto de 2021, suscrito por la magistrada Julia Varela Araya, Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, en consecuencia: Autorizar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que se le asigne un perfil en el Sistema Institucional de Administración de Peritos, de manera tal que mediante el rol correspondiente nombre las personas peritas para las valoraciones que requieren estos casos de los distintos despachos judiciales, en cuyo caso los peritajes serán sufragados con los recursos que ya cuenta ese departamento en la subpartida 10499, programa 926.” Esto fue comunicado mediante oficio N° 9102-2021 del 08 de octubre 2021.




A partir de ese momento, se procedió por parte de la jefatura de la Sección de Trabajo Social y el Administrador del Departamento, a realizar la designación de peritos externos inscritos en Sistema Institucional de Administración de Peritos que administra la Dirección Ejecutiva, para la valoración de los casos sociales de Familia pendientes en las distintas regiones del país.  

Cabe señalar, que para ese momento se había recibido solicitud de diversas instancias administrativas, para que se cedieran parte de los recursos asignados para atender otras necesidades institucionales, al considerar que el DTSP no iba a poder ejecutar la totalidad del presupuesto, dado lo próximo que estaba por concluir el período de ejecución presupuestaria. No obstante, como no se tenía conocimiento respecto al resultado que se obtendría con la contratación directa de peritos externos, se prefirió reservar el monto asignado para esa labor.  

Una vez que se contó con el aval del Consejo Superior para llevar a cabo la contratación directa por medio del Sistema Institucional de Administración de Peritos, se designó la responsabilidad del proceso a la jefa de la Sección de Trabajo Social MSc. Débora Rivera Romero y al administrador del Departamento Lic. Alcioni Vásquez Retana. Ambos procedieron a coordinar con el Lic. Roy Gutiérrez Navarro de la oficina de peritos para la respectiva capacitación en el uso del sistema.  

Los criterios para la asignación de los casos fueron: los de mayor antigüedad de ingreso al DTSP, además de considerar las zonas de residencia de las personas usuarias donde había peritos externos inscritos y se seleccionaron cantidad de casos en proporción a la cantidad de peritos por región, dado que en algunas solo había una persona perita y en otras había varias. Debido a lo pronto que estaba a vencer el plazo para la ejecución presupuestaria se estableció a los peritos el plazo de 15 días naturales para la entrega del respectivo dictamen a partir de la aceptación del nombramiento. 

En el siguiente cuadro se detallan los 68 expedientes que se asignaron a peritos externos:

Cuadro N°1Casos asignados a peritos externos
	

N°
	Oficina
	Juzgado 
	Expediente
	Proceso

	1
	OTSP Alajuela
	Juzgado de Familia de Alajuela
	19-001151-0292-FA
	Suspensión de patria potestad

	2
	OTSP Alajuela
	Juzgado de Familia de Alajuela
	19-002196-0292- FA
	Suspensión de patria potestad

	3
	OTSP Alajuela
	Juzgado de Familia de Alajuela
	20-000625-0292- FA
	Suspensión de patria potestad

	4
	OTSP Alajuela
	Juzgado de Familia de Alajuela
	20-000909-0673-NA
	Adopción

	5
	OTSP Alajuela
	Juzgado de Familia de Alajuela
	21-000104-0292- FA
	Suspensión de patria potestad

	6
	OTSP Alajuela
	Juzgado de Familia de Alajuela
	21-000549-0292- FA
	Suspensión de patria potestad

	7
	OTSP Corredores
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Corredores
	19-000081-1304- FA
	Régimen de interrelación familiar

	8
	OTSP Corredores
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Corredores
	20-000145-1304- FA
	Régimen de interrelación familiar

	9
	OTSP Corredores
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Corredores
	20-000304-1304- FA
	Régimen de interrelación familiar

	10
	OTSP Corredores
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Golfito
	21-000218-1086- FA
	Adopción

	11
	OTSP Corredores
	Juzgado De Familia y Violencia Doméstica de Golfito
	21-000227-1086- FA
	Suspensión de patria potestad

	12
	OTSP Heredia
	Juzgado de Familia de Heredia
	20-001390-0364- FA
	Suspensión de patria potestad

	13
	OTSP Heredia
	Juzgado de Familia de Heredia
	20-001826-0364- FA
	Adopción

	14
	OTSP Heredia
	Juzgado de Familia de Heredia
	20-002536-0364- FA
	Suspensión de patria potestad

	15
	OTSP Heredia
	Juzgado de Familia de Limon
	21-000199-1152- FA
	Suspensión de patria potestad

	16
	OTSP Liberia
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Liberia
	20-001016-1146- FA
	Suspensión de patria potestad

	17
	OTSP Limón
	Juzgado de Familia de Limón
	18-000628-1152- FA
	Salvaguardia

	18
	OTSP Limón
	Juzgado de Familia de Limón
	20-000019-1152- FA
	Insania

	19
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Nicoya
	17-000087-0869- FA
	Régimen de interrelación familiar

	20
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Nicoya
	20-000253-0869- FA
	Régimen de interrelación familiar

	21
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Nicoya
	20-000271-0869- FA
	Régimen de interrelación familiar

	22
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Nicoya
	20-000303-0869- FA
	Insania

	23
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Nicoya
	20-000307-0869- FA
	Régimen de interrelación familiar

	24
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Nicoya
	21-000184-0869- FA
	Adopción

	25
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Nicoya
	07-000109-0869- FA
	Insania

	26
	OTSP Nicoya
	Juzgado de Familia de Heredia
	18-002228-0364- FA
	Insania

	27
	OTSP Pococí
	Juzgado de Familia de Pococí
	20-001292-1307- FA
	Adopción

	28
	OTSP Puntarenas
	Juzgado de Familia de Puntarenas
	19-000743-1146- FA
	Suspensión de patria potestad

	29
	OTSP Puntarenas
	Juzgado de Familia de Puntarenas
	20-000269-1146- FA
	Adopción

	30
	OTSP Puntarenas
	Juzgado de Familia de Puntarenas
	20-000635-1146- FA
	Suspensión de patria potestad

	31
	OTSP Puntarenas
	Juzgado de Familia de Puntarenas
	21-000317-1146- FA
	Adopción

	32
	OTSP 
San Carlos
	Juzgado de Familia de San Carlos
	11-400036-0924- FA
	Régimen de interrelación familiar

	33
	OTSP 
San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	13-000726-0186- FA
	Régimen de interrelación familiar

	34
	OTSP 
San José
	Juzgado Segundo de Familia de San José
	16-000131-0187- FA
	Régimen de interrelación familiar

	35
	OTSP
 San José
	Juzgado Segundo de Familia de San José
	16-000159-0187- FA
	Insania

	36
	OTSP 
San José
	Juzgado Segundo de Familia de San José
	18-000096-0187- FA
	Insania

	37
	OTSP 
San José
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Golfito
	18-000149-1086- FA
	Régimen de interrelación familiar

	38
	OTSP San José
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal
	18-000276-1530- FA
	Insania

	39
	OTSP San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	19-000580-0186- FA
	Suspensión de patria potestad

	40
	OTSP
 San José
	Juzgado Segundo de Familia de San José
	19-000812-0187- FA
	Insania

	41
	OTSP 
San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	19-000850-0186- FA
	Insania

	42
	OTSP 
San José
	Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia
	19-000935-0673-NA
	Régimen de interacción familiar

	43
	OTSP 
San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	19-001208-0186- FA
	Insania

	44
	OTSP 
San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	20-000032-0186- FA
	Insania

	45
	OTSP 
San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	20-000239-0186- FA
	Insania

	46
	OTSP 
San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	20-000277-0186- FA
	Salvaguarda

	47
	OTSP 
San José
	Juzgado Primero de Familia de San José
	20-000703-0637- FA
	Régimen de interrelación familiar

	48
	OTSP 
San José
	Juzgado Segundo de Familia de San José
	20-000810-0187- FA
	Insania

	49
	OTSP 
San José
	Juzgado de Familia de Alajuela
	20-001158-0292- FA
	Insania

	50
	OTSP 
San José
	Juzgado Segundo de Familia de San José
	21-000086-0187- FA
	Suspensión de patria potestad

	51
	OTSP 
San José
	Juzgado Segundo de Familia de San José
	21-000274-0673-NA
	Suspensión de patria potestad

	52
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica e San Ramón
	12-000176-0688- FA
	Salvaguarda

	53
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	16-000239-0688- FA
	Insania

	54
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	19-000206-0688- FA
	Régimen de interrelación familiar

	55
	OTSP
 San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	19-000256-0688- FA
	Régimen de interrelación familiar

	56
	OTSP
 San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	19-000434-0688- FA
	Régimen de interrelación familiar

	57
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	20-000389-1302- FA
	Régimen de interrelación familiar

	58
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramon
	20-000464-0688- FA
	Insania

	59
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	20-000501-0688- FA
	Régimen de interacción familiar

	60
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	20-000534-0688- FA
	Insania

	61
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	20-000544-0688- FA
	Insania

	62
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	20-000553-0688- FA
	Insania

	63
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	20-000559-0688- FA
	Régimen de interrelación familiar

	64
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	20-000682-0256-PA
	Insania

	65
	OTSP 
San Ramón
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón
	21-000146-0688- FA
	Suspensión de patria potestad

	66
	OTSP Sarapiqui
	Juzgado Civil, Trabajo, Familia Penal Juvenil Y Violencia Domestica de Sarapiqui
	15-000264-1343- FA
	Suspensión de patria potestad

	67
	OTSP Turrialba
	Juzgado De Familia, Penal Juvenil Y Violencia Domestica De Turrialba
	19-000205-0675- FA
	Régimen de interrelación familiar

	68
	OTSP Upala
	Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	21-000760-1302- FA
	Suspensión de patria potestad




En cada uno de los procesos las personas peritas externas fueron debidamente notificadas por parte del Administrador del DTPS, estos contaban con un tiempo de 3 días naturales, según lo establece el reglamento, para aceptar o rechazar el cargo, resultando que en 42 de los expedientes la persona perita no aceptó el cargo, por lo que solo se pudieron asignar 26 casos. Entre las razones argumentadas para rechazar el cargo, se indicó poco tiempo para valorar el caso, bajo monto por concepto de honorarios y que los despachos judiciales tienden a demorar mucho en dar por aceptada la pericia para que se les pueda pagar sus honorarios. Se conoce de una persona que refirió ha sido contratada en otros procesos de familia ajenos al asunto de interés en este oficio y a la fecha tienen 1 año y 8 meses esperando que el despacho le cancele el dictamen elaborado, asimismo, otros peritos comentaron que cuando han sido designados directamente por un juzgado, el tiempo de cancelación de las pericias varía entre 3 y 8 meses. 

[bookmark: _Hlk100328200]Por otra parte, también se presentaron casos en los que, una vez nombrados los peritos externos se tuvo que dejar sin efecto algunos expedientes, lo cual obedeció a las razones que a continuación se detallan:

Casos que se encontraban muy próximos a ser atendidos por un profesional del Departamento
Casos en los que había faltante de información en la boleta de referencia del Juzgado de Familia respectivo, según lo indicaron inicialmente los peritos externos, que impedía localizar a la persona usuaria, pero luego se conoció que el dato que contenía la boleta era un correo electrónico como medio de citación y resultó que la persona citada no dio respuesta y no pudo ser valorado el caso
Las partes no aceptaron la pericia o el despacho lo dejó sin efecto

Bajo esas circunstancias se tuvieron que dejar sin efecto 14 casos y no se pudo reasignar más a peritos externos dado que ya no daba tiempo para que pudieran realizar las valoraciones antes del vencimiento de los plazos de la ejecución presupuestaria.

Por lo tanto, finalmente de los casos que se asignaron y fue aceptada la valoración por parte del perito externo, se destacan 12 expedientes, según se aprecia en el siguiente cuadro: 


[bookmark: _Hlk100328371]Cuadro N°2  Detalle de los casos asignados a peritos externos y costo por pericia 

	

N°
	Oficina
	Juzgado 
	Expediente
	Proceso
	Monto 
Honorarios
	Observaciones

	1
	OTSP 
Alajuela
	Juzgado de 
Familia de 
Alajuela
	19-002196-0292-FA
	Suspensión de Patria Potestad
	211 400,00
	Ya tramitó factura (6 de abril de 2022), se devolvió por falta de documentos el 7 de abril de 2022

	2
	OTSP 
Alajuela
	Juzgado de 
Familia de 
Alajuela
	21-000104-0292-FA
	Suspensión de Patria Potestad
	211 400,00
	Informe entregado, el 6 de abril de 2022 envió al juzgado la factura para el visto bueno para luego proceder con el cobro de sus honorarios.

	3
	OTSP 
Corredores
	Juzgado de 
Familia y 
Violencia 
Domestica de Corredores
	20-000145-1304-FA
	Régimen de 
Interrelación 
Familiar
	95 700,00
	Ya presentó el informe y el juzgado no ha gestionado el visto bueno en la factura para que proceda con el pago respectivo. Se reenviará a ella una vez más el procedimiento establecido para el pago de honorarios. Indica que hace tres meses presentó la factura y el juzgado no le ha resuelto.

	4
	OTSP 
Heredia
	Juzgado de 
Familia de 
Heredia
	20-001390-0364-FA
	Suspensión de Patria Potestad
	211 400,00
	Ya tramitó factura (7 de abril de 2022), se devolvió por falta de documentos el 7 de abril de 2022

	5
	OTSP 
Heredia
	Juzgado de 
Familia de 
Heredia
	20-002536-0364-FA
	Suspensión de Patria Potestad
	211 400,00
	Informa que presentó la factura para visto bueno ante el juzgado, pero le indicaron que el pago no les corresponde a ellos, se le informo a doña norma que somos nosotros los que tramitamos la cancelación de honorarios por medio de la caja chica de financiero contable, lo que se ocupa es que se consigne en la factura el sello con visto bueno del juzgado para el trámite correspondiente.

	6
	OTSP 
Puntarenas
	Juzgado de 
Familia de 
Puntarenas
	20-000269-1146-FA
	Adopción
	129 700,00
	Ya presentó el informe, el juzgado indica desconocer el proceso de pago, se reenvía el procedimiento de pago correspondiente para proceder con la cancelación de honorarios, por tal razón no ha presentado la factura a cobro.

	7
	OTSP 
Puntarenas
	Juzgado de 
Familia de 
Puntarenas
	21-000317-1146-FA
	Adopción
	129 700,00
	Indica que no ha tramitado la factura por desconocer el trámite de la cancelación, se le informa nuevamente sobre el trámite de cancelación

	8
	OTSP 
San José
	Juzgado 
Segundo de 
Familia de San José
	16-000159-0187-FA
	Insania
	74 100,00
	Informa la perita que está en espera del pago de honorarios, no ha presentado la gestión de cobro ante el juzgado, ya se le explicó el proceso a seguir.

	9
	OTSP 
San José
	Juzgado Civil,
Trabajo y 
Familia de 
Puriscal
	18-000276-1530-FA
	Insania
	74 100,00
	Ya presentó el informe indica que desconocía el trámite por lo que aún lo tiene pendiente de gestionar el cobro. Se reenviará el procedimiento para el trámite

	10
	OTSP 
San 
Ramón
	Juzgado de 
Familia y 
Violencia 
Doméstica de San Ramón
	12-000176-0688-FA
	Salvaguardia
	74 100,00
	Ya entregó el informe, no ha realizado el trámite de cobro correspondiente, desconoce el trámite de cobro, se reenvía el procedimiento para que proceda con el cobro

	11
	OTSP 
San 
Ramón
	Juzgado de Familia y 
Violencia 
Doméstica de San Ramón
	19-000256-0688-FA
	Régimen de 
Interrelación 
Familiar
	95 700,00
	Informa que presentó la factura para visto bueno ante el juzgado, pero le indicaron que el pago no les corresponde a ellos, se le informo a doña norma que somos nosotros los que tramitamos la cancelación de honorarios por medio de la caja chica de financiero contable, lo que se ocupa es que se consigne en la factura el sello con visto bueno del juzgado para el trámite correspondiente.

	12
	OTSP 
San 
Ramón
	Juzgado de Familia y 
Violencia 
Doméstica de San Ramón
	20-000464-0688-FA
	Insania
	74 100,00
	Ya entregó el informe, no ha realizado el trámite de cobro correspondiente, desconoce el trámite de cobro, se reenvía el procedimiento para que proceda con el cobro



Tal como se aprecia en el cuadro anterior, si bien algunas personas peritas indicaron no conocer el procedimiento para el pago de la pericia, esta información se les había suministrado y explicado en anteriores ocasiones, sin embargo, nuevamente se debió comunicarles por correo el trámite, así se retomó en la reunión del 25 de marzo. 



[bookmark: _Hlk100328581]En cuanto al costo económico para cubrir el pago de honorarios de peritos externos de los casos que se pudieron asignar y de quienes aceptaron el nombramiento asciende a la suma de ¢ 1.799.864,00 incluyendo el IVA.

Para ese momento como se indicó, no se pudo proceder a contratar más peritos externos como tampoco se pudieron ceder los recursos a otras instancias de la institución, por el asunto de los plazos, convirtiéndose en compromisos no devengados la totalidad de los recursos, dado que a pesar de que los peritos entregaran la pericia en el tiempo establecido no se les ha podido cancelar a la fecha, debido a que algunos no han realizado la gestión ante el respectivo Juzgado y en otros casos es la autoridad judicial la que no ha dado por recibida la pericia o indica no conocer del proceso, a pesar de que fueron debidamente comunicados. 

En concordancia con lo anterior, es importante señalar respecto de las limitaciones o dificultades que se enfrentaron en el proceso de contratación de peritos externos inscritos en el Sistema Institucional de Administración de Peritos:
En el proceso ordinario de nombramiento de peritos cuando el despacho judicial realiza la designación, de inmediato le genera el acceso al expediente virtual por medio del sistema de gestión, para que conozca el caso y determine si acepta la designación o no. En las designaciones realizadas por el DTSP, se contó con la limitación de que no se pudo dar acceso al expediente judicial, por lo que hubo que enviar un comunicado a todos los Juzgados de Familia para informarles del acuerdo del Consejo Superior de contratación de peritos externos y de la necesidad de que habilitaran el acceso a los expedientes a los peritos designados y se le informó a cada despacho los expedientes en los que se realizaría la valoración de esa manera. 



  
No obstante, hubo resistencia de parte de algunas personas coordinadoras judiciales para que habilitaran al perito externo el acceso al expediente; lo que conllevó atrasos en el proceso, generando otras acciones como coordinaciones telefónicas y escritas de manera directa con la persona técnica judicial.

Una vez que la persona perita externa emite el dictamen al respectivo despacho el juez o jueza debe darlo por recibido para que se pueda cancelar la pericia; en la factura del perito se debe consignar el visto bueno y el sello del despacho, pero a la fecha prácticamente no ha habido respuesta de las autoridades judiciales en familia, para poder proceder con la cancelación de las pericias. Tal como se señaló entre las razones por las que algunos peritos externos no aceptaron el nombramiento, está la demora de la persona juzgadora en dar por aceptado el dictamen.  

En síntesis, como se ha dado a conocer, el primer procedimiento realizado para la ejecución del monto total asignado para la realización de peritajes mediante contratación de peritos externos conllevó una serie de trámites administrativos hasta que se pudo publicar el cartel de contratación directa, sin embargo, se tuvo que archivar, dado que no se recibieron ofertas para esa contratación. En la resolución de archivo del Departamento de Proveeduría, se indicó además la conveniencia de que se valorara en ese momento, a mediados del mes de agosto 2021, si era factible realizar una segunda contratación debido a que se estaba a pocos meses de finalizar el año. 
Se buscó por lo tanto otra alternativa, la cual fue autorizar la contratación directa por parte de este Departamento de Trabajo Social y Psicología, de los peritos externos inscritos en el Sistema Institucional de Administración de Peritos, para cuya autorización del Consejo Superior, conllevó varias semanas (incluyendo consulta a la Dirección Jurídica) siendo que cuando se contó con el aval, ya se estaba a poco tiempo para la ejecución presupuestaria dentro de los plazos. Pese a ello se realizó el esfuerzo por cumplir a tiempo y tratando de asignar la mayor de cantidad de pericias posibles, pero por las razones expuestas ajenas al control del DTSP, el resultado no fue el deseable. 
(…)”
-0-
Adicionalmente, vía correo electrónico el Master Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación de la Dirección de Planificación consultó a doña Alba Gutiérrez en relación con las acciones realizadas en este 2022, cuáles son los despachos que no han dado vistos buenos y si existe un plazo legal para que respondan los despachos.
Sobre estas consultas, doña Alba señaló:  

Las acciones ejecutadas para este año: 
Revisión del proceso de contratación 2021, identificando aspectos a mejorar para el período 2022, en caso de que se ejecute de la misma manera.
Se inició el proceso de identificación de los casos que se designarán para valoración por peritos externos.
Se llevó a cabo una reunión el 25 de marzo 2022 de 8 a 12 con las personas peritos externos que aceptaron la designación de pericias el año pasado, se les convocó a la totalidad mediante correo electrónico, Teams y mensaje telefónico, siendo que solo participaron 4 personas. El objetivo de esta reunión explicarles todo el proceso, atender inquietudes y motivarles a participar.  e
Se solicitó un espacio en la Comisión de Familia institucional, con el fin de exponer los resultados de este proceso de contratación externa para las pericias, así como las limitaciones identificadas, se espera contar con el respaldo de la Comisión para lograr una mejor respuesta de los despachos de Familia, en el acceso del expediente judicial en el Sistema de Gestión a los peritos externos una vez que se les notifica la designación de una pericia.  Así como de los tiempos de respuesta de la persona juzgadora en dar por recibida la pericia y otorgar el visto bueno para poder cancelar el servicio. La presentación de resultados a la Comisión está programada para el martes 19 de abril a las 8:00 am.
Se solicitó una cita con la Sra. Sandra Pizarro, integrante del Consejo Superior para exponerle los resultados y limitaciones del proceso de contratación de previo a rendir el informe a ese órgano, con el fin de poder explicar con mayor amplitud las preocupaciones y aspectos de mejora requeridos, así como la necesidad de que se autorice, salvo mejor criterio, continuar este año con el proceso de contratación directa, por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología, del Sistema Institucional de Administración de Peritos. Esta reunió está programada para el martes 19 de abril a las 14:00 horas.

2. En el siguiente cuadro se especifica el despacho que solicitó la pericia, que serían los que deben otorgar el visto bueno una vez rendido el informe pericial. Se agregó una columna de observaciones, donde se detalla si la persona perita ya realizó la gestión del visto bueno o no y en caso de haberlo hecho si el despacho ha dado respuesta.  Este aspecto se amplió en el oficio.




3. De conformidad con la consulta realizada al señor Roy Gutiérrez Navarro del Sistema Institucional de Administración de Peritos, así como al señor Mario Agüero Díaz del subproceso de egresos de FICO, no existe plazo para que las autoridades judiciales otorguen el visto bueno o recibido conforme del dictamen realizado por un perito externo. 

 0    -
Adicionalmente, según  oficio de la Secretaría General de la Corte 11417-2021, en donde se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en la sesión 103-2021 del 01 de diciembre de 2021, artículo LV, en que se acordó lo siguiente:  “Acoger la solicitud de la máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante oficio N° DTSP-306-2021 del 17 de noviembre de 2021, en consecuencia: Trasladar la gestión a la Dirección de Planificación, a fin de que realice el estudio para el año 2022, sobre la estructura organizativa del citado despacho en cuanto a la conformación, procesos, tramos de control, cargas de trabajo de jefaturas y supervisión, así como de las coordinaciones de oficina y del personal administrativo, para los cuales no se cuenta con indicadores de gestión, así como determinar el recurso humano necesario para operacionalizar las cargas de trabajo existentes y la evaluación y actualización del Modelo de Carga Laboral y Modelo de Roles y Agendas diseñado en el 2017 para el personal pericial..” 
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Finalmente, es oportuno señalar como antecedente que por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante la circular 08-2018-DTSP, relacionada con los tiempos de entrega de los informes periciales estableció los siguientes plazos de entrega de los productos que se generen de la intervención profesional por parte de las personas peritos.

Tiempos para la materia de Familia:

Informe de gestión: 1 semana calendario.
Informe de intervención: 3 meses calendario.
Dictamen: 5 meses calendario.

Casos del Tribunal de Familia:
1 mes calendario a excepción del Informe de Gestión, que se rinde en una semana.
Tiempos para la materia de Violencia Doméstica:

Informe de gestión: 1 semana calendario.
Informe evaluativo: 2 semanas calendario.
Informe de intervención: 2 meses y medio calendario.
Dictamen: 3 meses calendario.

Tiempos para la materia de Pensiones Alimentarias:
Informe de gestión: 1 semana calendario.
Informe de intervención: 1 mes y medio calendario.
Dictamen: 3 meses calendario.

-0-

En la reunión de trabajo del pasado 22 de abril, al revisar este tema se señaló por parte de don Fernando Cruz  que la situación que acontece con el Departamento de Trabajo Social y Psicología es una evidencia más del impacto en la mora judicial, se viene determinado por agentes externos al servicio jurisdiccional. Por lo que resulta necesario revisar estos tiempos de respuesta. Por su parte, doña Adriana Orocú hace referencia a que debe mejorar la gestión administrativa para lograr ejecutar los recursos que se brindan al Departamento de Trabajo Social y Psicología. 
Doña Ana Romero, Directora Ejecutiva también señaló que el Departamento de Trabajo Social y Psicología debería emitir el criterio técnico sobre la aprobación del peritaje y no trasladar la responsabilidad a la judicatura, por lo que sugiere una revisión del procedimiento implementado para mejorarlo.  Al respecto, don Gary Bonilla propone la creación de un grupo de trabajo que impulse y corrija la situación descrita. Doña Adriana Orocú aclara e indica que se debe revisar  el procedimiento que están realizando los jueces para la aceptación de los peritajes. 
Al respecto, doña Sandra Pizarro señala que se reunió con doña Alba Gutiérrez, y que le trasladó su preocupación por la subejecución presupuestaria.  Indica que doña Alba se comprometió que para el año 2022 los recursos serían ejecutados y que para los años anteriores, se detallaron todos los problemas que se tuvieron para utilizar el nuevo mecanismo de contratación.   
Finalmente, doña Nacira indica, que previo a solicitar un estudio de este Departamento, es necesario que la Jefatura impulse el cambio en la prestación del servicio y fortalezca los nuevos procedimientos, posterior a esa consolidación, se podrían realizar los estudios que correspondan. 
Se acordó: 1.) Conformar un equipo de trabajo con la coordinación de la Integrante del Consejo Superior licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, con la integración conjunta del Departamento de Trabajo Social y Psicología, Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación, Gestor en materia de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica  para definir el procedimiento de trámite y pago de estos peritajes. 2.) Solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología en coordinación con el Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional una convocatoria a las personas juzgadoras de la materia de Familia, Pensiones Alimentarias, así como de la materia de Violencia Doméstica, para que expongan una vez aprobado el procedimiento descrito en el punto 1. 3.) El Departamento de Trabajo Social  y Psicología deberá informar mensualmente al Consejo Superior los casos atendidos y el impacto en la disminución de los plazos de respuesta en cada uno de los casos atendidos. 4.) Se informa a las comisiones de Familia y Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, las acciones realizadas para impulsar los nuevos mecanismos de contratación deberán valorar dichas comisiones darle seguimiento desde sus competencias, de tal forma que se puedan ir visualizando la mejora de los tiempos de respuestas en los diferentes expedientes judiciales en las respectivas materias. 5.) El estudio de las cargas de trabajo solicitado a la Dirección de Planificación del citado Departamento, se mantendrá en suspenso hasta que el Departamento de Trabajo Social y Psicología, impulse y materialice el mecanismo de las contrataciones a nivel nacional, ya que por las limitaciones presupuestarias no hay posibilidad de crecimiento de recurso interno en el Poder Judicial y se requiere de forma prioritaria la mejora en la disminución de los plazos para la atención de las personas usuarias en los diferentes expedientes judiciales. Para lo anterior, deberá valorarse al cierre del 2022 el impacto del servicio prestado con las mejoras implementadas por la jefatura de Trabajo Social y Psicología. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO VII 
DOCUMENTO N° 4828-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que mediante circular DGPN-CIR-0004-2022 de la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, el pasado 1 de abril, se comunicaron los lineamientos técnicos para la formulación presupuestaria del 2023.


En este oficio se cita que los Lineamientos Técnicos sobre el Presupuesto de la República que regirán para la formulación del presupuesto del 2023 en adelante, se encuentran disponibles en la siguiente dirección electrónica: 
https://www.hacienda.go.cr/contenido/14063-lineamientos-tecnicos-sobre-presupuesto-nacional


Al respecto, una vez realizada una comparación con emitidos para el  2022, se hacen las siguientes observaciones:

Fueron eliminados los artículos N°13 Racionalización de Recursos Públicos y N°49 Remanentes de Remuneraciones del 2022.

Artículo 13-Racionalización de recursos públicos. Con el fin de atender lo establecido en el decreto 42798-H, en el que se toman medidas para controlar y reducir el gasto público, se deberán minimizar los gastos en los siguientes rubros: 
0.01.03 - Servicios Especiales. 
0.01.05 - Suplencias. 
0.02.01 - Tiempo extraordinario 
0.02.02 - Recargo de funciones 
0.02.03 - Disponibilidad laboral 
0.02.04 - Compensación de vacaciones 
0.02.05 - Dietas 
Todas las subpartidas que conforman la partida 1 – Servicios, a excepción del grupo 1.09 – Impuestos (ya que este forma parte de transferencias corrientes). 
Todas las subpartidas que componen la partida 2 – Materiales y suministros 
3.04.01 - Comisiones y otros gastos sobre títulos valores internos 
3.04.02 - Comisiones y otros gastos sobre títulos valores del sector externo 
3.04.03 - Comisiones y otros gastos sobre préstamos internos 
3.04.04 - Comisiones y otros gastos sobre préstamos al sector externo     

Artículo 49- Remanentes de remuneraciones. Los ministerios y otros poderes de la República no podrán destinar los remanentes que se produzcan en las diferentes subpartidas de la partida 0-Remuneraciones, para incrementar otras partidas presupuestarias, con excepción de las subpartidas: 
• 6.01.03- Transferencias corrientes a instituciones descentralizadas no empresariales, para contribuciones sociales estatales. 
• 6.03.99- Otras prestaciones, para el financiamiento de subsidios por incapacidad. 
• 7.01.03- Transferencias de capital a instituciones descentralizadas no empresariales, para contribuciones sociales estatales. 
• 6.03.01- Prestaciones legales. 
• 6.06.01- Indemnizaciones. 
• 6.06.02- Reintegros o devoluciones. 

Se modificó el artículo N°12 Justificaciones y Coletillas de los Rubros de Gasto, reduciendo de 27 a 15 las subpartidas para las cuales se debe de incluir una coletilla en el Sistema de Formulación Presupuestaria. Ahora quedó de la siguiente forma:

Artículo 12-Justificaciones y coletillas de los rubros de gasto. Los anteproyectos de presupuesto deberán obligatoriamente incluir en el SFP para todas las subpartidas, las respectivas justificaciones que de manera concisa contengan como mínimo la necesidad y descripción general de lo que se va a adquirir, los beneficios, la finalidad, así como indicar la consecuencia de no contar con esos recursos para contratar el bien o servicio; esto en el menú de captura de partidas presupuestarias, campo “justificaciones de monto”. 
Adicionalmente, se deberán incluir las respectivas coletillas donde se detalle el uso de los recursos presupuestados en los siguientes rubros de gasto: 7 




También se deberán incluir coletillas a los gastos que se presupuestan con recursos que provienen de leyes específicas cuando así lo disponga la DGPN (Impuesto al banano, Impuesto a las Personas Jurídicas, Impuesto a los Casinos, Órgano de Normalización Técnica, entre otros), así como las transferencias (tanto corrientes como de capital) que posean identificador de partida (IP). 

La información de las coletillas debe ser ingresada en el SFP en letra mayúscula, entre paréntesis y con punto final.

El artículo Otras Asignaciones de Gasto que pasa de ser el N°14 al N°13, elimina de la lista el punto 3. Incorporación a la OCDE, quedando ahora de la siguiente forma:

Artículo 13-Otras asignaciones de gasto. Los ministerios y otros poderes de la República deberán remitir, como anexo al anteproyecto de gasto, el detalle de los recursos presupuestados para los temas de: 
1. Equidad de género. 
2. Medio ambiente y cambio climático. 
3. Gestión de riesgo y variabilidad. 
4. Pueblos autóctonos. 
5. Atención de la Ley 7600. 

En dicho anexo se deben incluir las acciones que se pretenden atender, con información del programa y subprograma presupuestario, fuente de financiamiento, monto, subpartida objeto de gasto y tema al que se dirige dicha acción; de no indicar información al respecto, se asumirá que el título presupuestario en cuestión no cuenta con acciones ni presupuesto en estas materias.

En el artículo N°2 Comisión Institucional de Presupuesto, se incorpora nuevamente para el 2023 que se debe comunicar a la DGPN la conformación de esta Comisión.

Artículo 2-Comisión Institucional de Presupuesto. Con el objetivo de establecer mecanismos y procedimientos que permitan el análisis y discusión ordenados y sistemáticos del presupuesto de cada programa, deberá la administración activa conformar una comisión institucional de presupuesto, la misma debe estar integrada por su jerarca, directores(as) de programa y subprograma, así como las personas responsables de las unidades de apoyo que participan en el proceso presupuestario: planificación, financiero, proveeduría y recursos humanos. 

Al ser la conformación de la citada comisión responsabilidad exclusiva de la administración activa, esta comunicará únicamente para efectos informativos a la DGPN de la constitución de la misma. 

Los ministerios que cuentan con OD, deberán incorporar al menos un representante de cada uno de estos en la citada comisión, cuya designación deberá ser comunicada al ministerio al que se encuentra adscrito. 

La comisión deberá asegurar que la documentación que ampara el desarrollo de la fase de aprobación presupuestaria interna del anteproyecto de presupuesto se mantenga actualizada, protegida y foliada, así como disponible para los órganos de fiscalización internos y externos.

Se incluyen como nuevos los artículos N°41 y  N°78

Artículo 41-Traslados de puestos programáticos o de nivel. Los traslados internos dentro de la institución, deberán de remitirse en una resolución emitida por el jerarca. 

Artículo 78-Facturación Planilla Patronal conforme a la Estructura Programática. Una vez aprobada y publicada la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para cada ejercicio económico, Las instituciones deben realizar las gestiones pertinentes ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS)-SICERE, para informar a dicha entidad cualquier variación o cambio que haya sufrido la estructura programática de la dependencia a su cargo. Lo anterior, con el fin de que la facturación de las planillas patronales correspondientes al ejercicio económico del período presupuestario que inicia, esté conforme a lo establecido en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República aprobada.            Las entidades que cuentan con OD operaran de acuerdo a lo establecido en Ley 9524.

Se adjunta documento:



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo indicado por la Dirección de Planificación. 2.) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana el artículo 41 y 78 para lo que corresponda, deberá valorar con la Dirección Jurídica la interpretación de la aplicación de la norma en el artículo 41 por tratarse de un Poder de la República. 3.) En atención a lo indicado en el artículo 2 sobre la conformación de la Comisión de Presupuesto, la Secretaría General de la Corte deberá comunicar a la Dirección General de Presupuesto Nacional la conformación del Consejo Superior como instancia Institucional que conoce y consolida  el Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial asesorado por las diferencias Direcciones Técnicas, con la representación de los diferentes gremios sindicales,  organizaciones, en las sesiones de trabajo  y que posteriormente lo traslada a Corte Plena para su discusión y aprobación y remisión al Ministerio de Hacienda, conforme a la Ley orgánica del Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO VIII 
DOCUMENTO N° 4830-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indica que mediante el oficio DM-0426-2022 de fecha 6 de abril, la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda comunicó el gasto presupuestario máximo para el Poder Judicial para el 2023.  




En el citado oficio se establece que el tope máximo del presupuesto institucional es de ¢490.479,0 millones, mientras que para el caso del gasto corriente, el monto máximo a presupuestar es de ¢464.937,5 millones. 
Adicionalmente, se señala que el financiamiento del gasto presupuestario máximo comprende los ingresos por destinos específicos definidos por el Ministerio de Hacienda, con fundamento en los artículos 15, 23, 24 y 25 del Título IV de la Ley No. 9635, según el siguiente detalle:

	Personas jurídicas 1/ 
	¢967,3 

	Honorarios servicios Oficina defensa Civil de la Víctima 2/ 
	¢66,3 

	Plataforma de Información Policial (PIP) 3/ 
	¢40,0 

	Plataforma de Información Policial (PIP) 4/ 
	¢1,1 

	Centro Judicial de Intervención de Comunicaciones (CJIC) /4 
	¢0,3 

	Ministerio Público /4 
	¢0,3 


Finalmente se reitera lo siguiente:
“(…)  Dentro de los montos máximos de gasto total y corriente comunicados, deberán incorporarse los gastos de carácter ineludible que cubran la totalidad de las operaciones institucionales, tales como: remuneraciones y contribuciones sociales asociadas, servicios públicos, así como contratos vigentes por servicios de limpieza, seguridad y alquileres, entre otros. No será de recibo un anteproyecto de presupuesto en el que se financien otros gastos en detrimento de los señalados anteriormente o la presupuestación parcial de los mismos. 

Debido a la situación fiscal y sin excepción, no se incrementarán los montos de gasto presupuestario máximo comunicados, ni se autorizará la creación de plazas, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP). 

De acuerdo con lo anterior, el anteproyecto de gasto deberá coincidir con los montos de gasto máximo, total y corriente, incluidos en el SFP, de lo contrario los documentos que se remitan al efecto no serán de recibo por este Despacho, ni los tramitará la Dirección General de Presupuesto Nacional (DGPN). 

Los recursos incluidos en el anteproyecto 2023, deberán observar la obligada vinculación con la programación presupuestaria, misma que a su vez debe garantizar su alineamiento con los objetivos que se definan en la planificación institucional para el 2023, de manera que se garantice la vinculación plan-presupuesto. 

Finalmente, según lo dispuesto en los artículos 34, 35 y concordantes de la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos de la República, Ley No. 8131, no es viable ampliar la fecha de entrega del anteproyecto de presupuesto de su representada, por lo que el mismo deberá ser remitido a este Despacho a más tardar el 15 de junio del año en curso, a la cuenta de correo electrónico despachomh@hacienda.go.cr. Adicionalmente, los archivos correspondientes a los Anteproyectos de Gasto y Relación de Puestos (RP) deberán colocarse en esa misma fecha en los siguientes enlaces, según corresponda … (…)”
-0-
Se acordó: Tomar nota de la comunicación recibida por el Ministerio de Hacienda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO IX 
DOCUMENTO N° 4832-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa que mediante oficio DGPN-CIR-0005-2022 suscrito por el licenciado José Luis Araya Alpizar, Director General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, indica que como complemento a los “Lineamientos Técnicos sobre el Presupuesto de la República” y para el proceso de formulación presupuestaria del ejercicio económico 2023, la Dirección General de Presupuesto Nacional (DGPN) señala las siguientes variables a utilizar: 
“Tipo de cambio del dólar: ¢686 

Es importante considerar que la actual política cambiaria se rige por un esquema de tipo de cambio de flotación administrada, mediante el cual el tipo de cambio es determinado por el mercado a través de la oferta y demanda de divisas; sin embargo, a pesar de que el Banco Central de Costa Rica (BCCR) puede intervenir para evitar fluctuaciones respecto a lo que se espera sobre el comportamiento de esta variable en el mediano y largo plazo, se pueden presentar desvíos respecto al dato en referencia, que será el que se utilice para la formulación del proyecto de ley de presupuesto para 2023. Al respecto, las instituciones tendrán que tomar las previsiones que consideren necesarias para hacer frente a las fluctuaciones que se presenten en la ejecución, con los recursos que le han sido asignados”.

Sobre este tema, se debe considerar que para la formulación 2023 el Departamento Financiero Contable mediante el oficio No 420-FC-2021 estableció que el tipo de cambio del colón respecto al dólar es de ¢653.93,y fue  con el que se realizaron las proyecciones, menor en ¢32.07 al que establece el Ministerio de Hacienda por  ¢686

Es importe indicar que, mediante correo electrónico del viernes 8 de abril dirigido al Lic. Miguel Ovares Chavarría Jefe del Departamento Financiero Contable, la Dirección de Planificación solicitó la estimación del impacto presupuestario que se generará en los contratos que utilizan el dólar como moneda.

Como ha sido usual en los años anteriores, el Poder Judicial se ha acogido al tipo de cambio que establece el Ministerio de Hacienda, que siempre ha sido hacia la baja, por las coyunturas macroeconómicas de la economía nacional y la internacional, esta vez el tipo de cambio sube respecto al estimado inicialmente, por lo que se debe considerar este aspecto, para la no afectación de las contrataciones en dólares que se estimaron y generaron desde el sistema de formulación SIGA-PJ.  Ello conlleva a un aumento en la propuesta de formulación de presupuesto producto del aumento en el tipo de cambio de estas contrataciones. 

“Contribuciones sociales:

Con base en   Reforma Reglamento del Seguro de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social aprobada por su Junta Directiva en sesión N° 9038, celebrada el 20 de junio de 2019,  se modifica el  artículo 18°, de tal forma que la estimación de la subpartida 60404 “Transferencias corrientes a otras entidades privadas sin fines de lucro”

Este rubro corresponde  a la cuota estatal para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Ley Nº 34 del 9 de junio de 1939, reformada mediante Ley Nº 7333 del 5 de mayo de 1993, se modifica y pasa de 1.41% a 1.57%  a partir de la formulación 2023, lo que en el Anteproyecto de presupuesto actual,  es un incremento de 430 millones aproximadamente. Se adjunta la tabla:


Sa adjunta archivo:


Se acuerda: 1.) Tomar nota de lo indicado por la Dirección de Planificación en el sentido de que siempre el cálculo remitido por Hacienda ha sido hacia la baja, sin embargo, por las coyunturas macroeconómicas de la economía nacional e internacional, esta vez el tipo de cambio propuesto sube respecto al estimado inicialmente, por lo que se debe considerar este aspecto, para la no afectación de las contrataciones en dólares que se estimaron y generaron desde el sistema de formulación SIGA-PJ. Ello conllevará un aumento en la propuesta de formulación de presupuesto producto del aumento en el tipo de cambio de estas contrataciones. 2.) Estar a la espera de la estimación afectación en los contratos en dólares del tipo de cambio establecido por el Ministerio de Hacienda que está realizando el Departamento Financiero Contable. 3.) Autorizar a la Dirección de Planificación para que en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones realice el procedimiento de actualización en SIGA-PJ del tipo de cambio fijado por el Ministerio de Hacienda. 4.) Tomar nota de la modificación realizada en el porcentaje de la  cuota estatal para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y que se  aplique a la formulación para 2023, ello implica un aumento en el presupuesto del año 2023 de  aproximadamente ¢430 millones. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO X 
DOCUMENTO N° 4834-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indica que mediante el oficio N°PJ-DGH-AP-1280-2022 del 01 de abril, la Dirección de Gestión Humana remite las estimaciones para el 2023 de la subpartida 60301 Prestaciones Legales. En el oficio se indica que: 

“Es importante indicar que, para determinar el monto de ¢2,020,000,000.00, se analizó el comportamiento del gasto de los últimos 4 años, evidenciándose que desde el 2020, los montos pagados por concepto de prestaciones legales se han visto disminuidos considerablemente, llegando a pagar en promedio 990 millones de colones, cuantía inferior a lo pagado en los años 2019 y anteriores. Aunado a lo anterior, se tiene que, hasta el 2024, se mantiene la tendencia de que la población con requisitos jubilatorios que hacen efectivo su derecho represente un mínimo porcentaje respecto a las solicitudes de pago de prestaciones legales, estimándose así que, durante el 2023, este grupo de personas no representaría un mayor gasto al pagado entre el 2020 y el 2021.” 

A continuación se muestra un cuadro con la distribución por programa presupuestario de los recursos solicitados para el 2023 en la subpartida 60301 Prestaciones Legales, haciendo una comparación con lo aprobado para el 2022 y mostrando las diferencias del incremento absoluto y porcentual. También se muestran en el cuadro los valores de las ejecuciones presupuestarias de los periodos 2020 y 2021.


Fuente: Elaboración propia con datos de las liquidaciones presupuestarias del Departamento Financiero Contable y del Sistema SIGA-PJ.

En el siguiente gráfico se muestra la distribución porcentual por programa presupuestario de la estimación realizada por la Dirección de Gestión Humana.


Se consulta al Lic. Carlos Lizano Alfaro, Jefe del Subproceso Administración de Personal, por qué se indica en el oficio que el pago de prestaciones legales se ha visto disminuido en los últimos años y que la tendencia hasta el 2024 es que sea un mínimo porcentaje, pero el monto estimado para el 2023 se incrementa, al respecto señala que: 
“Dentro de los escenarios a considerar, se deben formular los recursos que como mínimo debe contar el Poder Judicial para liquidar todos los extremos laborales de las servidoras y servidores judiciales que a la fecha cuentan con el derecho a la jubilación cumplido, pero que por razones personales siguen postergando. Esa postergación implica que año con año el Poder Judicial se vea en la obligación de formular esos recursos, debido a que por disposición constitucional, al momento que estas personas decidan hacer efectivo el derecho a la jubilación, la Administración cuenta con un plazo de dos meses para liquidar sus derechos.”. 

Es decir, los recursos estimados para el 2023 contemplan el monto requerido para atender la ejecución presupuestaria histórica y los derechos de jubilación cumplidos pero en espera de declaración por parte de las personas funcionarias, ya que de acuerdo con la ley, la Administración debe prever con el presupuesto para liquidar dichos compromisos, evitando posibles recursos o demandas.
Además don Carlos Lizano indica que:
 “También es importante acotar, que a la fecha se mantienen pendientes de resolución algunas acciones ante la Sala Constitucional contra la ley 9544. De momento los recursos planteados por servidores y servidoras no han sido acogidos por la Sala IV, sin embargo, en caso que alguna de esas acciones prospere y la Sala reconozca derechos de jubilación inmediatos para algún porcentaje de la población conforme la ley anterior, no se contaría con la provisión de recursos, lo que implicaría que lo formulado no alcanzaría para liquidar esos derechos y los que a la fecha ya están adquiridos. No obstante lo anterior, la formulación presentada no considera recursos para estos casos ya que están sujetos al criterio de la Sala IV, pero representan un riesgo al presupuesto.”

Al respecto la Dirección de Planificación manifiesta que considerando las ejecuciones de los años 2020 y 2021 y la situación del límite presupuestario establecido por el Ministerio de Hacienda para 2023, el Consejo Superior debe valorar un segundo escenario que podría ser mantener a lo sumo los recursos formulados para el 2022 y que la Dirección de Gestión Humana durante el proceso de ejecución presupuestaria del 2023, en conjunto con la Dirección Ejecutiva y de acuerdo a los plazos de las modificaciones por decreto que definan el Ministerio de Hacienda,  haga un constante monitoreo del comportamiento del gasto, en caso de que se requiera reforzar la subpartida, lo anterior por Programa de la siguiente forma:

En caso, de que la Dirección de Gestión Humana, requiera ajustar los montos por programa, lo podrá realizar de acuerdo con la ejecución, sin aumentar el límite presupuestario indicado. 
Doña Ana Eugenia Romero, indica que solicitó los datos a Financiero Contable de  la ejecución presupuestaria, por lo que se confirman los datos aquí planteados y se coparte la propuesta de la Dirección de Planificación de acuerdo a los datos expuestos.
Se acordó: 1.) Aprobar la formulación presupuestaria para el 2023 en Prestaciones Legales por el mismo monto  aprobado para el 2022, esto es de ¢1.500.000.000, con fundamento en la ejecución presupuestaria de los recursos del año 2021, ya que este monto, supone una previsión de ¢500.000.000 en el 2022, mismo que se mantendría para el 2023. 2.) Deberá la Dirección de Gestión de Humana revisar la distribución por programa, considerando la ejecución presupuestaria de los años 2020 y 2021 en esta subpartida, en caso de requerir algún ajuste informarlo a la Dirección de Planificación de forma inmediata. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, monitorear de forma oportuna y constante la ejecución presupuestaria de la subpartida con la finalidad de ajustar mediante modificaciones por Decreto, si se llegará a requerir algún monto adicional en el transcurso del año, para ello el Ministerio de Hacienda informa la posibilidad de realizar cuatro modificaciones por decreto durante cada año, lo que permite estimar con tiempo el comportamiento de la subpartida. 
ARTÍCULO XI 
DOCUMENTO N° 4837-2022
[bookmark: _Hlk99357021]La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación presenta el proyecto de presupuesto para el 2023 del Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y Programa 927 Servicio Jurisdiccional.
Información General


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

A nivel general el anteproyecto de presupuesto 2023 del programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y programa 927 Servicio Jurisdiccional presenta un crecimiento del 3,56% con respecto al presupuesto aprobado el 2022. A nivel de programa presupuestario se muestra un crecimiento de 4,95% en el programa 926 y un 0,13% en el programa 927. 


      	Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo

En el siguiente cuadro se muestran las subpartidas para el programa presupuestario 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, comparando los recursos aprobados para el 2022 y los formulados en el anteproyecto de presupuesto 2023 y la diferencia entre ambos períodos.

	Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo
Comparativo por Subpartida Presupuestaria 2022-2023

	Subpartida Presupuestaria
	2022
	2023
	Diferencia

	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	₡854 903 329
	₡3 010 295 168
	₡2 155 391 839

	Alquiler de maquinaria, equipo y mobiliario
	₡154 500
	₡0
	-₡154 500

	Alquiler de equipo de cómputo
	₡597 869 252
	₡777 014 882
	₡179 145 630

	Alquiler de equipo y derechos comunicaciones
	₡21 791 579
	₡0
	-₡21 791 579

	Otros alquileres
	₡352 116 770
	₡362 300 000
	₡10 183 230

	Servicio de agua y alcantarillado 
	₡170 414 893
	₡171 333 900
	₡919 007

	Servicio de energía eléctrica
	₡745 026 606
	₡745 523 654
	₡497 048

	Servicio de correo
	₡195 199 321
	₡210 199 231
	₡14 999 910

	Servicio de telecomunicaciones
	₡1 157 629 755
	₡1 245 007 546
	₡87 377 791

	Otros servicios básicos 
	₡122 209 861
	₡112 893 289
	-₡9 316 572

	Información 
	₡99 953 387
	₡97 432 062
	-₡2 521 325

	Publicidad y propaganda
	₡12 571 333
	₡12 371 333
	-₡200 000

	Impresión, encuadernación y otros
	₡97 993 632
	₡92 681 700
	-₡5 311 932

	Transporte de bienes
	₡26 119 819
	₡23 043 034
	-₡3 076 785

	Servicios aduaneros
	₡700 000
	₡300 000
	-₡400 000

	Comisiones y gastos servicios financieros y comerciales
	₡143 809 179
	₡258 059 334
	₡114 250 155

	Servicios de tecnologías de información
	₡40 269 087
	₡37 362 240
	-₡2 906 847

	Servicios en ciencias de la salud
	₡222 750 089
	₡225 913 574
	₡3 163 485

	Servicios de ingeniería y arquitectura
	₡34 435 720
	₡95 696 457
	₡61 260 737

	Servicios en ciencias económicas y sociales
	₡38 957 001
	₡30 467 926
	-₡8 489 075

	Servicios informáticos
	₡528 299 040
	₡521 750 000
	-₡6 549 040

	Servicios generales 
	₡5 366 038 371
	₡5 447 237 294
	₡81 198 923

	Otros servicios de gestión y apoyo
	₡233 289 868
	₡245 579 438
	₡12 289 570

	Transporte dentro del país
	₡41 697 082
	₡42 315 989
	₡618 907

	Viáticos dentro del país
	₡397 637 595
	₡396 185 004
	-₡1 452 591

	Transporte en el exterior
	₡2 000 000
	₡2 000 000
	₡0

	Viáticos en el exterior
	₡2 000 000
	₡2 000 000
	₡0

	Seguros 
	₡2 580 541 569
	₡2 888 404 975
	₡307 863 406

	Actividades de capacitación
	₡64 372 423
	₡65 035 167
	₡662 744

	Actividades protocolarias y sociales 
	₡5 654 005
	₡7 301 531
	₡1 647 526

	Mantenimiento de edificios y locales
	₡1 902 108 327
	₡2 465 287 948
	₡563 179 621

	Mantenimiento de vías de comunicación
	₡42 100 000
	₡62 018 859
	₡19 918 859

	Mantenimiento de instalaciones y otras obras
	₡43 634 505
	₡56 301 698
	₡12 667 193

	Mantenimiento y rep. maquinaria y equipo producción
	₡164 545 000
	₡160 245 507
	-₡4 299 493

	Mantenimiento y reparación de equipo transporte
	₡139 427 262
	₡160 641 684
	₡21 214 422

	Mantenimiento y reparación de equipo de comunicación
	₡99 720 478
	₡79 206 890
	-₡20 513 588

	Mantenimiento y reparación equipo y mobiliario oficina
	₡374 790 999
	₡413 686 850
	₡38 895 851

	Mantenimiento y rep. equipo de cómputo y sistemas inf.
	₡297 499 784
	₡289 001 026
	-₡8 498 758

	Mantenimiento y reparación de otros equipos
	₡242 147 448
	₡224 707 998
	-₡17 439 450

	Otros impuestos
	₡59 590 350
	₡65 000 000
	₡5 409 650

	Otros servicios no especificados
	₡0
	₡676 490
	₡676 490

	Combustibles y lubricantes
	₡252 505 529
	₡266 373 940
	₡13 868 411

	Productos farmacéuticos y medicinales
	₡96 702 429
	₡82 977 735
	-₡13 724 694

	Tintas, pinturas y diluyentes 
	₡164 093 046
	₡152 315 440
	-₡11 777 606

	Otros productos químicos y conexos
	₡12 294 178
	₡13 960 091
	₡1 665 913

	Productos agroforestales
	₡1 672 252
	₡2 473 252
	₡801 000

	Alimentos y bebidas
	₡49 275 023
	₡71 551 668
	₡22 276 645

	Alimentos para animales
	₡2 500
	₡2 500
	₡0

	Materiales y productos metálicos
	₡61 785 929
	₡60 467 642
	-₡1 318 287

	Materiales y productos minerales y asfálticos
	₡7 147 460
	₡15 958 195
	₡8 810 735

	Madera y sus derivados
	₡7 441 179
	₡6 300 708
	-₡1 140 471

	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y cómputo
	₡409 390 970
	₡193 728 834
	-₡215 662 136

	Materiales y productos de vidrio
	₡5 337 882
	₡5 424 624
	₡86 742

	Materiales y productos de plástico
	₡14 359 173
	₡14 913 878
	₡554 705

	Otros materiales y productos de uso en la construcción
	₡21 718 745
	₡19 096 399
	-₡2 622 346

	Herramientas e instrumentos
	₡35 293 815
	₡26 577 208
	-₡8 716 607

	Repuestos y accesorios
	₡201 038 819
	₡207 767 048
	₡6 728 229

	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	₡122 470 716
	₡81 351 425
	-₡41 119 291

	Útiles y materiales médico, hospitalario y investigación
	₡42 571 741
	₡44 553 994
	₡1 982 253

	Productos de papel, cartón e impresos
	₡147 264 995
	₡144 645 065
	-₡2 619 930

	Textiles y vestuario
	₡75 621 009
	₡75 065 111
	-₡555 898

	Útiles y materiales de limpieza
	₡216 619 669
	₡232 475 628
	₡15 855 959

	Útiles y materiales de resguardo y seguridad
	₡126 848 189
	₡139 216 734
	₡12 368 545

	Útiles y materiales de cocina y comedor
	₡1 462 944
	₡1 237 658
	-₡225 286

	Otros útiles, materiales y suministros diversos
	₡64 181 593
	₡63 785 314
	-₡396 279

	Maquinaria y equipo para la producción
	₡59 246 461
	₡31 930 392
	-₡27 316 069

	Equipo de transporte
	₡198 613 671
	₡278 290 302
	₡79 676 631

	Equipo de comunicación
	₡585 855 068
	₡651 381 922
	₡65 526 854

	Equipo y mobiliario de oficina
	₡499 660 168
	₡449 407 811
	-₡50 252 357

	Equipo de cómputo
	₡2 087 523 686
	₡2 515 313 409
	₡427 789 723

	Equipo sanitario, de laboratorio e investigación
	₡25 399 818
	₡22 166 605
	-₡3 233 213

	Equipo y mobiliario educacional, deportivo y recreativo
	₡78 827 584
	₡49 553 734
	-₡29 273 850

	Maquinaria y equipo diverso
	₡506 377 982
	₡570 528 785
	₡64 150 803

	Edificios
	₡5 523 577 148
	₡4 956 218 354
	-₡567 358 794

	Vías de comunicación terrestre
	₡92 026 485
	₡2 500 000
	-₡89 526 485

	Piezas y obras de colección
	₡0
	₡4 000 000
	₡4 000 000

	Bienes intangibles
	₡4 685 072 220
	₡4 126 752 030
	-₡558 320 190

	Otros bienes duraderos
	₡2 061 120
	₡3 542 550
	₡1 481 430

	Ayudas a funcionarios 
	₡180 000 000
	₡180 000 000
	₡0

	Transferencias corrientes a asociaciones
	₡20 500 000
	₡20 500 000
	₡0

	Indemnizaciones
	₡278 548 442
	₡418 338 024
	₡139 789 582

	Transferencias corrientes a organismos internacionales
	₡684 102
	₡684 102
	₡0

	Fondos en fideicomiso para gasto de capital 
	₡1 063 110 879
	₡0
	-₡1 063 110 879

	TOTAL
	₡35 546 153 838
	₡37 305 807 789
	₡1 759 653 951


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el siguiente gráfico se muestran las subpartidas con más recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto 2023, en el programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Entre las subpartidas que más recursos se formulan en el anteproyecto de presupuesto del 2023 en el programa 926, se encuentra la subpartida 10406 Servicios Generales con ¢5.447.237.294, principalmente para los servicios de vigilancia y limpieza. La subpartida 50201 Edificios se muestra de segunda en la lista con ¢4.956.218.354 y seguidamente la subpartida 59903 Bienes Intangibles ¢4.126.752.030 para la compra y renovación de licencias informáticas. 
En el programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, se presentan subpartidas que incrementaron considerablemente en el 2023, en el siguiente cuadro se muestran las más relevantes.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

La subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos se ve incrementada por los recursos correspondientes al Fideicomiso del nuevo Edificios de Puntarenas. En el caso de la Subpartida 10306 Comisiones y Gastos por Servicios Financieros y Comerciales: se tiene que el contrato número N°090120 para la implementación y prestación del uso del Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP incrementó en ¢94.245.675 con relación al monto aprobado para el 2023.  Adicionalmente, el artículo N°24822 Servicio de Plataforma de Pagos por Medios Electrónicos, se reforzó e incrementó en ¢21.000.000 con la justificante de que, en periodos anteriores se han tenido que buscar recursos extraordinarios para poder cubrir los gastos ya que han sido deficitarios, además, de verse afectada por los incrementos del tipo de cambio. Revisada la liquidación 2021 en esta subpartida se muestra una ejecución del 99,3% del monto asignado.

En el siguiente cuadro se muestran las subpartidas que más decrecen en el 2023 para este mismo programa.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Programa 927 Servicio Jurisdiccional

En el siguiente cuadro se muestran las subpartidas para el programa presupuestario 927 Servicio Jurisdiccional, comparando los recursos aprobados para el 2022 y los formulados en el anteproyecto de presupuesto 2023 y la diferencia entre ambos períodos.

	Programa 927 Servicio Jurisdiccional
Comparativo por Subpartida Presupuestaria 2022-2023

	Subpartida Presupuestaria
	2022
	2023
	Diferencia

	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	₡6 511 944 305
	₡7 380 491 188
	₡868 546 883

	Alquiler de equipo de cómputo
	₡531 265 684
	₡688 302 349
	₡157 036 665

	Servicio de agua y alcantarillado 
	₡339 405 102
	₡343 853 666
	₡4 448 564

	Servicio de energía eléctrica
	₡1 138 571 038
	₡1 136 713 998
	-₡1 857 040

	Servicio de correo
	₡12 352 713
	₡12 352 713
	₡0

	Servicio de telecomunicaciones
	₡1 333 717 214
	₡1 332 577 938
	-₡1 139 276

	Otros servicios básicos 
	₡5 231 227
	₡2 994 095
	-₡2 237 132

	Información 
	₡47 668 377
	₡38 043 693
	-₡9 624 684

	Impresión, encuadernación y otros
	₡24 941 880
	₡31 781 125
	₡6 839 245

	Transporte de bienes
	₡500 000
	₡425 000
	-₡75 000

	Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales
	₡397 110
	₡0
	-₡397 110

	Servicios de tecnologías de información
	₡3 660 080
	₡3 252 080
	-₡408 000

	Servicios de ingeniería y arquitectura
	₡45 200
	₡81 360
	₡36 160

	Servicios generales 
	₡1 310 565 697
	₡1 395 156 309
	₡84 590 612

	Otros servicios de gestión y apoyo
	₡179 833 029
	₡293 471 164
	₡113 638 135

	Transporte dentro del país
	₡23 252 581
	₡20 489 528
	-₡2 763 053

	Viáticos dentro del país
	₡126 215 128
	₡114 032 986
	-₡12 182 142

	Transporte en el exterior
	₡2 000 000
	₡2 000 000
	₡0

	Viáticos en el exterior
	₡2 000 000
	₡2 000 000
	₡0

	Actividades de capacitación
	₡19 029 126
	₡17 317 211
	-₡1 711 915

	Actividades protocolarias y sociales 
	₡907 551
	₡898 481
	-₡9 070

	Mantenimiento de edificios y locales
	₡184 403 413
	₡66 373 855
	-₡118 029 558

	Mantenimiento y rep. maquinaria y equipo producción
	₡3 634 794
	₡2 989 484
	-₡645 310

	Mantenimiento y reparación de equipo de transporte
	₡30 408 188
	₡36 996 621
	₡6 588 433

	Mantenimiento y reparación de equipo de comunicación
	₡10 243 661
	₡4 531 586
	-₡5 712 075

	Mantenimiento y reparación  equipo y mobiliario de oficina
	₡58 400 366
	₡58 639 415
	₡239 049

	Mantenimiento y rep.equipo cómputo y sist. informacion
	₡31 970 562
	₡32 126 597
	₡156 035

	Mantenimiento y reparación de otros equipos
	₡4 908 356
	₡4 783 316
	-₡125 040

	Otros servicios no especificados
	₡0
	₡389 790
	₡389 790

	Combustibles y lubricantes
	₡60 216 368
	₡55 357 448
	-₡4 858 920

	Productos farmacéuticos y medicinales
	₡12 982 513
	₡11 223 860
	-₡1 758 653

	Tintas, pinturas y diluyentes 
	₡170 899 192
	₡172 184 412
	₡1 285 220

	Otros productos químicos y conexos
	₡1 013 714
	₡923 717
	-₡89 997

	Productos agroforestales
	₡100 000
	₡100 000
	₡0

	Alimentos y bebidas
	₡1 077 173
	₡1 001 277
	-₡75 896

	Materiales y productos metálicos
	₡2 887 949
	₡2 882 769
	-₡5 180

	Materiales y productos minerales y asfálticos
	₡129 277
	₡137 586
	₡8 309

	Madera y sus derivados
	₡128 111
	₡128 111
	₡0

	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y cómputo
	₡54 052 585
	₡51 230 606
	-₡2 821 979

	Materiales y productos de vidrio
	₡0
	₡367 250
	₡367 250

	Materiales y productos de plástico
	₡408 402
	₡329 208
	-₡79 194

	Otros materiales y productos de uso en la construcción
	₡668 258
	₡667 658
	-₡600

	Herramientas e instrumentos
	₡2 724 598
	₡2 228 613
	-₡495 985

	Repuestos y accesorios
	₡56 120 421
	₡64 524 963
	₡8 404 542

	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	₡50 152 636
	₡54 015 179
	₡3 862 543

	Útiles y materiales médico, hospitalario e investigación
	₡261 624
	₡539 788
	₡278 164

	Productos de papel, cartón e impresos
	₡101 109 328
	₡98 271 147
	-₡2 838 181

	Textiles y vestuario
	₡19 081 277
	₡21 984 419
	₡2 903 142

	Útiles y materiales de limpieza
	₡63 873 185
	₡63 286 096
	-₡587 089

	Útiles y materiales de resguardo y seguridad
	₡17 882 989
	₡21 337 174
	₡3 454 185

	Útiles y materiales de cocina y comedor
	₡228 425
	₡228 425
	₡0

	Otros útiles, materiales y suministros diversos
	₡4 982 043
	₡4 709 193
	-₡272 850

	Maquinaria y equipo para la producción
	₡580 647
	₡0
	-₡580 647

	Equipo de transporte
	₡392 077 845
	₡254 594 915
	-₡137 482 930

	Equipo de comunicación
	₡124 089 829
	₡62 831 622
	-₡61 258 207

	Equipo y mobiliario de oficina
	₡162 629 715
	₡197 962 601
	₡35 332 886

	Equipo de cómputo
	₡162 306 118
	₡134 485 922
	-₡27 820 196

	Equipo sanitario, de laboratorio e investigación
	₡0
	₡395 500
	₡395 500

	Equipo y mobiliario educacional, deportivo y recreativo
	₡2 584 020
	₡5 629 433
	₡3 045 413

	Maquinaria y equipo diverso
	₡3 948 853
	₡11 118 873
	₡7 170 020

	Edificios
	₡453 575 764
	₡60 000 000
	-₡393 575 764

	Bienes intangibles
	₡840 000
	₡2 684 213
	₡1 844 213

	Otros bienes duraderos
	₡64 410
	₡0
	-₡64 410

	Transferencias corrientes a organismos internacionales
	₡3 000 000
	₡3 500 000
	₡500 000

	Fondos en fideicomiso para gasto de capital 
	₡501 499 458
	₡0
	-₡501 499 458

	TOTAL
	₡14 365 649 109
	₡14 383 927 526
	₡18 278 417


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el siguiente gráfico se muestran las subpartidas con más recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto 2023, para el programa presupuestario 927 Servicio Jurisdiccional.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

La subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos ¢7.380.491.188 concentra la mayor cantidad de recursos, seguida de las subpartidas 10406 Servicios Generales,  10204 Servicio de Telecomunicaciones, 10406 Servicios Generales y 10202 Servicio de Energía Eléctrica. 

En el programa 927 Servicio Jurisdiccional, se presentan subpartidas que incrementaron considerablemente en el 2023, en el siguiente cuadro se muestran las más relevantes.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
En el siguiente cuadro se muestran las subpartidas que más decrecen en el 2023 para este mismo programa.

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Comportamiento del Gasto Corriente y Gasto de Capital Programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional

En cuanto al comportamiento del gasto corriente y gasto de capital de los programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional, en el anteproyecto de presupuesto del 2023 se presenta un incremento en el gasto corriente de 14,06% y una disminución en el gasto de capital de 16,39%.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Comportamiento del Gasto Corriente y Gasto de Capital Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo

En el programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, se presenta un incremento en el gasto corriente de 17,41% y una disminución en el gasto de capital de 11,33%. Según se muestra en el siguiente cuadro, la diferencia total absoluta es de ¢1.759.653.951 con respecto al aprobado para el año 2022.

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En cuanto al incremento en el gasto corriente del programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, se presenta principalmente en las siguientes subpartidas:
Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos aumenta en ¢2.155.391.839
Subpartida 10801 Mantenimiento de Edificios y Locales aumenta en ¢563.179.621
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo aumenta en ¢427.789.723
Subpartida 10601 Seguros aumenta en ¢307.863.406   EL Incremento de ¢149.135.016 en la póliza de riesgos del trabajo según indica DGH, la estimación del 2023 considera la liquidación del 2021, se le añadió el 0.80% de la tarifa de renovación establecida por el Instituto Nacional de Seguros para 2023, así como un 10% adicional que corresponde al promedio de los porcentajes de aumento anual de la póliza de los últimos 5 años. Por otra parte, un incremento de ¢158.728.390 que el Departamento de Proveeduría indica que se debe a que las pólizas de vehículos y equipo de cómputo en los últimos años han venido aumentando mucho y siempre en el año  se debe buscar dinero para terminar de pagar.

En cuanto a la disminución del gasto de capital se presenta principalmente en las siguientes subpartidas:
Subpartida 70107 Fondos en Fideicomiso para Gasto de Capital ¢1.063.110.879
Subpartida 50201 Edificios disminuye en ¢567.358.794 El incremento en esta subpartida se concentra en el presupuesto de Construcciones específicamente en el Primer Circuito Judicial de San José (¢625.160.506) para la impermeabilización de la azotea del edificios de Tribunales de San José, el cual cuenta con criterio técnico del Departamento de Servicios Generales.
Subpartida 59903 Bienes Intangibles disminuye en ¢558.320.190
Subpartida 20304 Materiales y Productos Eléctricos, Telefónicos y Cómputo disminuye ¢215.662.136
Subpartida 50202 Vías de Comunicación Terrestre disminuye en ¢89.526.485

Comportamiento del Gasto Corriente y Gasto de Capital Programa 927 Servicio Jurisdiccional

En el programa 927 Servicio Jurisdiccional se presenta un crecimiento en el gasto corriente 8,70% y una disminución en el gasto de capital de 59,56%. Según se muestra en el siguiente cuadro, la diferencia total absoluta es de ¢18.278.417 más con respecto al aprobado para el año 2022.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En cuanto al incremento del gasto corriente del programa 927 Servicio Jurisdiccional, se presenta principalmente en las siguientes subpartidas:
Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos aumenta en ¢868.546.883
Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo aumenta en ¢157.036.665
Subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo aumenta en ¢113.638.135 Directriz N°49, hace referencia a circular N°138-2021 de la DE que indica “Dado los inconvenientes que se han presentado a nivel institucional con el pago de peritajes, principalmente en el programa 927 “Servicio Jurisdiccional”, debido a que los recursos formulados en la subpartida no fueron suficientes para cubrir la gran demanda; se les comunica que, en la pasada modificación externa, se incorporaron recursos para atender el compromiso que mantienen algunas oficinas en este rubro, los cuales serán distribuidos por la Dirección Ejecutiva, conforme las necesidades más apremiantes. Por lo anterior, y con el fin de minimizar el riesgo de que esa situación se presente de nuevo; se les solicita tomar las previsiones necesarias a inicios del 2022 para afrontar el gasto durante el año  Asimismo, se les solicita formular para el 2023 los recursos que estiman requerir, bajo el histórico de gasto de cada oficina en el programa correspondiente”
Subpartida 10406 Servicios Generales aumenta en ¢84.590.612

En cuanto a la disminución del gasto de capital del programa 927 Servicio Jurisdiccional, se presenta principalmente en las siguientes subpartidas:
Subpartida 70107 Fondos en Fideicomiso para Gasto de Capital disminuye en ¢501.499.458
Subpartida 50201 Edificios disminuye en ¢393.575.764
Subpartida 50102 Equipo de Transporte disminuye en ¢137.482.930
Subpartida 10801 Mantenimiento de Edificios y Locales disminuye en ¢118.029.558

Medidas para el Cumplimiento del Acuerdo de Corte Plena de 0% Crecimiento en el Anteproyecto de Presupuesto 2023

Directriz N°16. La Ley 9635 Fortalecimiento de las Finanzas Públicas implicó limitaciones de crecimiento presupuestario desde el 2020, y bajo el supuesto de que se mantendrán las mismas medidas de contención del gasto y que nuevamente no habrá posibilidad de un incremento en el presupuesto solicitado por el Poder Judicial, los Centros de Responsabilidad deben ajustar el límite de sus solicitudes de gasto. Para el 2023 los Centros de Responsabilidad en lo correspondiente a gasto corriente (Partidas 0, 1, 2, 6 y 9) y en cuanto a gasto de capital (Partida 5 y 7), deberán formular a lo sumo el monto que será comunicado por la Dirección de Planificación, conforme lo que establezca oportunamente el Consejo Superior.   

Al respecto, Corte Plena en la sesión N°54-2021 celebrada el 13 de diciembre, artículo XXVIII, conoció el oficio número N°1291-PLA-PP-2021 del 16 de noviembre, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, relacionado con el informe de la estimación del porcentaje de crecimiento para el presupuesto 2023, aprobándose un 0%. Es decir, decir que el límite presupuestario para el 2023 debe ser igual o menor al aprobado para el presupuesto del 2022, respetando el equilibrio de los montos asignados de gasto corriente (partidas 0, 1, 2, 6 y 9) y gasto de capital (partidas 5 y 7).
 
Directriz N°17. Aun cuando el presupuesto del Centro de Responsabilidad no sobrepase el monto máximo establecido, se podrán realizar recortes en las subpartidas considerando la información de la ejecución presupuestaria del 2021.

Directriz N°18. El monto máximo que se puede formular en el presupuesto no es un derecho, por lo que aún y cuando el presupuesto no lo exceda, las solicitudes son analizadas con el fin de dar el mejor uso a los recursos y poder atender las necesidades institucionales apremiantes.

Directriz N°22. Como parte de la aplicación de la Ley N°9696 Reforma al artículo 176 de la Constitución Política (Principios de sostenibilidad fiscal y plurianualidad), todas aquellas oficinas que se encuentran ejecutando proyectos los cuales se extiendan hasta el año 2023, así como aquellos proyectos nuevos que se estiman iniciar en ese mismo año deberán haber consignado los recursos en el Sistema de Proyección Plurianual. Por lo cual, se tomará la información del presupuesto de estos proyectos según lo consignado en el sistema citado supra.

Directriz N°27. En cuanto a los alquileres de locales y parqueo como parte de las medidas tomadas a nivel institucional para controlar el crecimiento del gasto corriente, para los contratos que vencen en el 2021, 2022 o parte del 2023, en todos los casos se modificó en el Sistema la fecha de fin de vigencia, indicando 31/12/2023, con el objetivo de que se genere el año completo del servicio y no sea necesario agregar líneas adicionales al presupuesto por parte de los encargados de Centros de Responsabilidad. 

De acuerdo con lo anterior se procedió a inactivar los artículos asociados al alquiler de local y alquiler de parqueo, si existiera algún caso especial de la necesidad de un contrato nuevo que responda a un requerimiento legal o sanitario o de un adendum a uno ya existente, se deberá indicar a la Dirección de Planificación, quien a su vez lo enviará a análisis de la Dirección Ejecutiva para su correspondiente valoración y si luego de este análisis se determina que efectivamente se deben incorporar más recursos, será la Dirección de Planificación quien incluya la línea en el Sistema SIGA-PJ.    

Cabe indicar  que, los contratos de alquiler para 2023, ya contemplan el resultado de las renegociaciones de lo establecido en la circular de la Dirección Ejecutiva N°47-2021 “Inicio II Fase para el cumplimiento Norma Presupuestaria N°13. Estudios de Costo-beneficio en contratos de alquileres de edificios, locales y terrenos”, cuyos resultados fueron conocidos por el Consejo Superior  en sesión N°52-2021 realizada  el 24 de junio, artículo X.

Directriz N°28: Debido a restricciones presupuestarias a raíz de la situación fiscal del país y comprometidos con las medidas de contención del gasto, no es permitido incluir nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos de limpieza, jardinería o vigilancia, por lo que los artículos correspondientes se inactivarán en el Catálogo de Bienes y Servicios del Sistema SIGAPJ y las necesidades de nuevos contratos o adendum a los ya existentes, deberán ser enviadas a la Dirección de Planificación para ser analizadas en conjunto con la Dirección Ejecutiva.

Directriz N°30. En cuanto a la Subpartida 10103 Alquiler de equipo de cómputo, los recursos del contrato N°054118 “Arrendamiento de Microcomputadoras”, se generarán automáticamente en las oficinas hasta el 31/12/2023. La Dirección de Tecnología de la Información como administrador del contrato, incluirá en el presupuesto 2023 la estimación del faltante para el nuevo contrato. Las oficinas no pueden incluir líneas adicionales a las generadas automáticamente (tiene contrato), debido a que el artículo se inactivará.

Directriz N°32. Los recursos solicitados en la Subpartida 20203 Alimentos y Bebidas deben ser iguales o inferiores al monto aprobado para el 2022, excepto las líneas relacionadas con la alimentación de privados de libertad, así como la alimentación de personas víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes solicitadas por el Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.  

Como parte de las medidas tomadas a nivel institucional para controlar el crecimiento del gasto corriente, para los contratos de alimentación de personas privados de libertad que vencen en el 2021, 2022 o parte del 2023, en todos los casos se modificó en el Sistema la fecha de fin de vigencia, indicando 31/12/2023.

Se debe valorar que lo solicitado sea estrictamente necesario, justificado y se demuestre el valor agregado que se va a obtener en el servicio. El caso del Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, la excepción se debe a  que mediante esta subpartida se compra la alimentación para las personas de escasos recursos económicos o para aquellas que aun teniendo recursos en ese momento no pueden costear la alimentación, las que debido a su participación en los procesos penales, se incorporan al programa de protección y la única forma de salvaguardar su vida e integridad física es sometiéndose a medidas extraprocesales.

Cuando haya personas detenidas a la orden de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público en las celdas de la policía administrativa, el Poder Judicial debe cubrir el costo de su alimentación, considerando los recursos previstos por los contratos de alimentación de detenidos tramitados por el Organismo de Investigación Judicial.

Directriz N°33. Como restricción se tiene que el monto a formular en las Subpartidas 10303 Impresión, Encuadernación y Otros, 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes (específicamente el tóner para impresoras) y 29903 Productos de Papel, Cartón e Impresos, debe ser igual o inferior al aprobado para el 2022. 

Directriz N°36. Se aplican medidas de austeridad en la instalación de cortinas, persianas, alfombras y polarizado de vidrios.[footnoteRef:2] En caso de considerar la inclusión de estos requerimientos, se debe contar con un informe técnico sobre la necesidad, debiendo indicar el número del informe en el campo Justificaciones de la pantalla de Formulación. [2:  Acuerdo de Corte Plena de sesión Nº16-09 del 11 de mayo de 2009, art. XXI, punto Nº46.] 


Directriz N°37. En cuanto a las suscripciones de periódicos y revistas, se deben presupuestar las que se consideren estrictamente necesarias, justificando dichas solicitudes.

Directriz N°42. Como medida de contención del gasto, la Corte Plena en sesión N°28-2017, articulo XV, aprobó restringir las autorizaciones para viajes al exterior, realizando únicamente aquellos viajes oficiales de interés institucional que sean estricta y absolutamente necesarios, en los cuales todos los gastos sean cubiertos por la entidad organizadora, se exceptúa de lo anterior, los viajes para atender compromisos previamente adquiridos relacionados con las Cumbres Judiciales y la Interpol. Al igual que restringir el pago de diferencias o viáticos complementarios cuando sea procedente.[footnoteRef:3] Posteriormente, el Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y Corte Plena en la sesión N°13-13, artículo XLIV, aprueban los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, en donde se acuerda que, en Gastos de Viaje y Transporte en el Exterior del País, se debe mantener el mismo monto del presupuesto aprobado para el año anterior. [3:  Acuerdo de Corte Plena, tomado en sesión Nº16-09 del 11 de mayo de 2009, art. XXI, punto N°35.] 


Directriz N°43. Con relación a los Gastos de Viaje y Transporte en el Interior del País, de acuerdo con los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, aprobados por Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y acogidos por Corte Plena en sesiones Nº13-13, artículo XLIV y Nº28-2017, artículo XV, se aprobó que se deben limitar las giras y en su lugar, hacer uso de medios tecnológicos para realizar reuniones, conversatorios, actividades de capacitación y diligencias judiciales. De manera que, en todos los casos, los montos formulados deben ser a lo sumo iguales al monto aprobado para el año 2022.

Directriz N°46. Según acuerdo de Consejo Superior en sesión Nº12-13, artículo VII y Corte Plena en sesión Nº13-13, artículo XLIV, las publicaciones en medios nacionales proceden únicamente cuando sean estrictamente necesarias. En la medida que sea posible, la información se divulgará a través del sitio web del Poder Judicial y redes sociales. El monto formulado en la subpartida 10301 Información debe ser igual o menor al aprobado para el 2022.

Directriz N°47. Los recursos para atender nuevas necesidades de escaneo de documentos, relacionado estrictamente con proyectos institucionales (subpartida 10303 Impresión, Encuadernación y Otros), serán formulados por la Dirección Ejecutiva en un solo monto en su anteproyecto de presupuesto.

Directriz N°48. Según acuerdo de Consejo Superior tomado en la sesión Nº12-13, artículo VII y Corte Plena en la sesión Nº13-13, artículo XLIV, en la subpartida 10702 Actividades Protocolarias y Sociales se debe mantener un monto igual o menor al aprobado para el año anterior. Además, conforme los dispuesto por Corte Plena, sesión N°28-2017, artículo XV, estas se limitarán a las autorizadas por el Consejo Superior, el cual aplicará criterios restrictivos y de racionalidad del gasto en su aprobación.

Directriz N°62. Con el fin de cumplir con el acuerdo del Consejo Superior sesión Nº54-17 celebrada el 2 de junio del 2017, artículo LXXVII, se solicita  a las Administraciones Regionales y demás centros de responsabilidad, que para la adquisición de equipos con especificaciones técnicas que permitan el ahorro de agua y electricidad, consideren el “Catálogo de Especificaciones Técnicas Básicas, para la Estandarización del Suministro de Equipos de Ahorro del Consumo de Agua y Energía Eléctrica, en las Edificaciones Sostenibles del Poder Judicial”, de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional.

Directriz N°64. Como medida de contención del gasto el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional debe diseñar y ejecutar una campaña para el ahorro en el consumo de los servicios públicos (agua, electricidad y teléfonos) para que los servidores judiciales se sensibilicen sobre el tema y hagan uso racional de estos recursos. Asimismo, la Dirección de Tecnología de Información debe implementar medidas tendientes a lograr una disminución en el consumo telefónico, limitando por oficina la cantidad de aparatos con salida a la red nacional de telefonía. Igualmente debe valorar la ampliación de los sistemas de comunicación internos, a fin de que el mayor número de llamadas se pueda hacer a través de la red interna de seis dígitos.

Directriz N°67. Como parte de las medidas de contención del gasto, se restringe la inclusión en el presupuesto de equipos tales como: televisores, pantallas, juegos de comedor, máquinas para gimnasio, dispensadores de agua, equipo de refrigeración, hornos de microondas, percoladores y coffee maker, para uso específico en las áreas comunes de las oficinas judiciales. Solo se podrá incluir aquellos casos debidamente justificados, los cuales deben contar previamente con la autorización de la Dirección Ejecutiva. Por lo anterior, cuando se formulen estos artículos se debe adjuntar en el espacio de observaciones el documento que lo respalde. Aprobado por la Corte Plena en la Sesión N°28-2017 del 28 de agosto del 2017, artículo XV. Adicionalmente, los Centros de Responsabilidad deberán incluir dentro de su presupuesto las refrigeradoras para las salas de lactancia, para lo cual deberá consignar la debida justificación en el espacio de observaciones.

Directriz N°68. Las solicitudes para la compra de equipo educacional como video beam y proyectores, procede únicamente cuando vayan a ser instalados en áreas comunes de los edificios con el fin de que puedan ser utilizadas por varias oficinas.

Directriz N°69. El mobiliario de oficina se presupuesta exclusivamente por motivo de sustitución, cuando la reparación no sea lo más conveniente. De no ser posible reparar, el mobiliario debe ser trasladado a la Unidad de Patrimonio o en su defecto donado o destruido previa autorización razonada por parte del Departamento de Proveeduría.

Directriz N°71. La inclusión de fotocopiadoras procede cuando no se disponga de un contrato de servicio de fotocopiado. Esta norma aplica para las oficinas que se encuentran en un mismo edificio. Las oficinas que se localizan en lugares periféricos y que por la distancia se les dificulta acceder al servicio contratado, podrán gestionar la adquisición de este equipo.

Directriz N°72. Al presupuestar fotocopiadoras, cámaras fotográficas, cámaras de video y equipos similares, se deben solicitar los de menor costo.[footnoteRef:4] Si la necesidad así lo requiere, se podrán presupuestar equipos de mayor costo debidamente justificados. [4:  Acuerdo del Consejo Superior, sesión Nº16, Reunión de Trabajo de Presupuesto 2008, art. VII.] 


Directriz N°73. En la formulación de aires acondicionados nuevos se mantiene la política institucional de que solamente se aprueba para las oficinas ubicadas en zonas cuyo clima lo justifica, si están situadas en espacios que por su naturaleza no cuentan con ventilación o para cuartos de servidores de cómputo del área informática.

Directriz N°74. Se presupuestan juegos de muebles sólo por sustitución y cuando su reparación no es factible. La solicitud debe especificar la justificación y se debe considerar el cambio de muebles por sillas de visita, particularmente si el espacio es reducido.

Directriz N°75. Los muebles modulares o cubículos dadas las restricciones presupuestarias se consideran como bienes restringidos y no se deben formular, salvo con el fin de maximizar el uso del espacio físico o atender el cumplimiento de la Ley N°7600 (cuando se trate específicamente de mostradores, para lo cual se puede solicitar criterio al Subproceso de Salud Ocupacional). Para estos casos, de excepción, se deberá contar con el aval técnico del Departamento de Servicios Generales.

Directriz N°76. Procede la inclusión de equipos de fax solamente en las oficinas ubicadas en locales donde no se cuenta con el servicio común de envío y recepción de documentos,[footnoteRef:5] con excepción de las oficinas que tramitan la materia penal y que no sean de la Defensa Pública, las cuales pueden valorar su inclusión. En las dependencias judiciales autorizadas para tener este equipo, solo se les permitirá la existencia de un aparato. Debe considerarse que los faxes de alta capacidad (código 16424) y faxes multifuncionales (código 21426) se asignan a las Oficinas de Comunicaciones Judiciales y otros despachos con altos volúmenes de transacciones. En aquellas oficinas en las cuales la carga de trabajo que soporta el fax es normal, se debe presupuestar el fax de baja capacidad (código 16425). [5:  Acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión Nº16 Reunión de Trabajo de Presupuesto 2008, art. VII.] 


Directriz N°83. Según acuerdo de Consejo Superior tomado en la sesión Nº12-13, artículo VII y de Corte Plena tomado en la sesión Nº13-13, artículo XLIV, en la subpartida 10701 Actividades de Capacitación se debe mantener un monto igual o menor al aprobado para el 2022 (para las oficinas citadas en la directriz anterior). Además, se debe valorar que lo solicitado sea estrictamente necesario y esté debidamente justificado, que las actividades de capacitación se realicen en las instalaciones del Poder Judicial, con recursos propios y sin acudir a la contratación de servicios de alimentación. Se debe potenciar el uso de los medios tecnológicos para estas actividades, tales como cursos virtuales y videoconferencias. Para la formulación presupuestaria del 2023 se elimina la sustitución del personal cuando asista a actividades de capacitación tanto en condición de docente como de estudiante; la participación será posible siempre y cuando no se afecte la prestación del servicio público a su cargo y no se suspendan audiencias, ni las diligencias judiciales. Dadas las limitaciones presupuestarias, cada despacho u oficina buscará formas de organización a lo interno, que permitan cubrir las labores de la persona ausente.

Directriz N°87. Conforme la política institucional y las normas de formulación presupuestaria, el cambio de los vehículos se realiza cuando cumplen 6 años de antigüedad; por lo tanto, para el período presupuestario 2023 se autoriza el cambio de los vehículos cuyo modelo sea del año 2017 o anterior a este, conforme las directrices enviadas en circular 123-2021 de la Dirección Ejecutiva; sin detrimento de la aplicación de nuevas políticas externas relacionadas con la formulación presupuestaria.

Es importante señalar que a pesar del esfuerzo realizado por los centros de responsabilidad, no se logra el cumplimiento del 0% de crecimiento aprobado por Corte Plena, esto por cuanto existen gastos ineludibles que a nivel institucional no pueden ser rebajados, tales como: servicios públicos (agua, electricidad y telecomunicaciones), alquileres de edificios, locales y terrenos, servicios de vigilancia y limpieza, alquiler de equipo de cómputo, licencias, seguros, honorarios, peritajes, mantenimientos, contratos, entre otros.
Distribución del Anteproyecto de Presupuesto 2023 por Centro de Responsabilidad de los Programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional

En el siguiente cuadro se muestra la información de los centros de responsabilidad que componen los programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional. Para el 2022 el dato que se muestra en cada caso corresponde al presupuesto depurado que se utilizó para estimar los límites máximos autorizados para la formulación del 2023 y por tanto, no incluye las Áreas (Construcciones, Informática, Vehículos y Seguridad), ni los otros rubros que se hayan agregado al presupuesto posterior a su aprobación inicial por parte del Consejo Superior. Para el “2023 Sin Áreas” el dato que se muestra es el que se registra en cada centro de responsabilidad en el Sistema SIGA-PJ, sin considerar los rubros que se analizan y presentan por separado al Consejo Superior de las áreas: Construcciones, Seguridad, Informática y Vehículos. Por último, en la columna “Variación con Áreas” se muestra el crecimiento del centro de responsabilidad pero ya considerando los rubros de las áreas que se asignará a cada uno de ellos. En este sentido es importante indicar que los anteproyectos de presupuesto del Área de Informática, Seguridad, Vehículos y Construcciones se ajustaron al 0% de crecimiento establecido por Corte Plena. 


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Nota: Se incluyen los recursos de las Comisiones como parte de los presupuestos de los programas 926 y 927; sin embargo, el análisis de dichos presupuestos se conoció de manera separada. 
Aspectos Relevantes

Centros de Responsabilidad que Presentan Crecimiento 

En la siguiente tabla se presentan los centros de responsabilidad que muestran un crecimiento en el anteproyecto de presupuesto 2023, considerando los recursos aprobados a través de las Áreas de Informática, Construcciones, Vehículos y Seguridad, que como se indicó anteriormente, estos anteproyectos de presupuesto para el 2023 se ajustaron al 0% de crecimiento establecido por Corte Plena

	Centros de Responsabilidad que Presentan Crecimiento
	Crecimiento
2022-2023

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	555,9%

	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones
	445,3%

	Administración de Turrialba
	227,3%

	Dirección de Planificación
	154,8%

	Consejo Superior
	135,9%

	Sala Segunda
	129,7%

	Sala Tercera
	111,7%

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	104,7%

	Oficina de Control Interno
	104,5%

	Sala Primera
	79,6%

	Administración de Golfito
	63,4%

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	62,4%

	Dirección Ejecutiva
	46,8%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	39,9%

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	38,7%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	36,5%

	Segundo Circuito Judicial San José
	34,4%

	Primer Circuito Judicial San José
	34,2%

	Administración de Santa Cruz
	33,4%

	Centro Electrónico de Información Jurisprudencial
	29,5%

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	27,1%

	Administración de Quepos
	27,1%

	Contraloría de Servicios
	25,8%

	Administración de Sarapiquí
	23,7%

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	23,5%

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	21,6%

	Despacho de la Presidencia
	21,3%

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	19,2%

	Tercer Circuito Judicial San José
	15,5%

	Comisión Nacional Mejoramiento de Justicia
	13,7%

	Escuela Judicial
	13,4%

	Unidad de Adiestramiento
	11,7%

	Circuito Judicial Heredia
	11,0%

	Circuito Judicial Cartago
	9,5%

	Centro Judicial de Intervención Comunicaciones (CJIC)
	9,0%

	Presidencia de la Corte
	7,4%

	Secretaría Técnica de Ética y Valores
	7,4%

	Dirección de Gestión Humana
	7,4%

	Administración de Grecia
	5,1%

	Auditoría
	4,7%

	Secretaría de la Corte
	4,6%

	Sala Constitucional
	3,2%

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	3,0%

	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	1,8%

	Administración de Osa
	0,4%

	Oficina de Cumplimiento
	0,2%


      Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.


	Centro de Responsabilidad
	Crecimiento
	Justificación

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	555,9%%
	El crecimiento obedece a los recursos incluidos para el equipamiento del nuevo edificio.

	Dirección Tecnología Información y Comunicaciones
	445,3%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área de Informática, sin esos rubros el anteproyecto de presupuesto más bien disminuye en un 0,6%. El crecimiento que se muestra del 445,3% es cuando se vuelcan los rubros formulados a través del Área de Informática.

	Administración de Turrialba
	227,3%
	El crecimiento corresponde a los recursos que se incluyen por medio del Área de Construcciones, sin esos recursos el incremento sería de 2,4%, que obedece al contrato de Alquiler de Equipo de Cómputo.


	Dirección de Planificación
	154,8%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área de Informática, sin esos rubros el anteproyecto de presupuesto disminuye un 1,8% 

	Consejo Superior
	135,9%
	El crecimiento obedece a los recursos solicitados en el Área de Informática y Vehículos. 

	Sala Segunda
	129,7%
	El crecimiento obedece a los recursos solicitados en Vehículos. 

	Sala Tercera
	111,7%
	El crecimiento obedece a la inclusión de recursos por medio del Área de Informática y Vehículos, si se excluyen esos rubros el anteproyecto mostraría una disminución de 0.8%.

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	104,7%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través de  Construcciones, Área de Informática y Vehículos. También se incrementa por nuevas contrataciones realizadas para atender el Edificio de los Chiles, debido a que ya venció el período de garantía. 

	Oficina de Control Interno
	104,5%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área de Informática, sin ese rubro el anteproyecto de presupuesto disminuye un 13%.

	Sala Primera
	79,6%
	El crecimiento obedece a los recursos solicitados en Vehículos. 

	Administración de Golfito
	63,4%
	El aumento se debe principalmente a la inclusión de recursos mediante Construcciones, Vehículos y el Área de Informática. Adicionalmente, se incrementó en contratos de equipo de cómputo, vigilancia, limpieza, mantenimiento de chiller y sistema contra incendio.

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	62,4%
	El crecimiento corresponde a los recursos que se incluyen en las Áreas de Informática y Construcciones, sin esos rubros el crecimiento sería de 2,5% que obedece al contrato de Alquiler de Equipo de Cómputo.

	Dirección Ejecutiva
	46,8%
	Crecimiento justificado en los requerimientos aprobados mediante Construcciones, Área de Informática y Vehículos. Adicionalmente, se presentan incrementos en servicios de correo, Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP) y seguros. 

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	39,9%
	El incremento se debe a los recursos incorporados a través de las Áreas, en donde resaltan ¢222.766.348 incluidos en Construcciones, de los cuales ¢192.766.348 son para el acondicionamiento eléctrico del Edificio de Tribunales y ¢30.000.000 para emparejar el piso, instalar porcelanato y habilitar servicios sanitarios para los funcionarios.   

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	38,7%
	El incremento se debe a la inclusión de recursos en Construcciones para atender el proyecto 0117-DE-P07 para la construcción de planta de tratamiento para el Edificio de Tribunales, además de recursos del Área de Informática. Por su parte dentro del anteproyecto de presupuesto se presentan incrementos en contratos de edificios, alquiler de equipo de cómputo, vigilancia y limpieza.  

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	36,5%
	El incremento se presenta por recursos incluidos por medio de Construcciones para sustitución completa del sistema hídrico y tuberías del Edificio, además de la Segunda Etapa de la salida de emergencias del Edificio de Tribunales, también se incluyeron recursos en Vehículos. Adicionalmente, se presentan  incrementos en contratos de alquiler de equipo de cómputo, mantenimientos de planta eléctrica y UPS del edificio, peritajes, transportes y viáticos en ayudas económicas. 

	Segundo Circuito Judicial San José
	34,4%
	El incremento se presenta principalmente por dos proyectos incluidos en Construcciones que en conjunto suman ¢331.000.000. Se trata de ¢221.000.000 para la continuidad del proyecto del sistema de detección de incendios, procedimiento de contratación que fue readjudicado y de ¢110.000.000 para la segunda etapa de sustitución de elevadores para el edificio principal. Adicionalmente se presenta un incremento en el contrato de alquiler de computadoras, entre otros aumentos debidamente justificados.

	Primer Circuito Judicial San José
	34,2%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área  de Informática, Construcciones y Vehículos, sin esos rubros el anteproyecto de presupuesto presenta 0% de crecimiento.

	Administración de Santa Cruz
	33,4%
	El incremento se debe a tres proyectos incluidos en Construcciones: ¢60.000.000 para el cambio de la entrada de acceso al público del edificio del Juzgado Contravencional de Carrillo, ¢50.418.830 para pintura interna del edificio de Santa Cruz y ¢30.000.000 para reparación y mantenimiento de los portones eléctricos de la cochera del Edificio de Tribunales.

	Centro Electrónico de Información Jurisprudencial
	29,5%
	El incremento se debe principalmente a la inclusión de recursos a través del Área de Informática.

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	27,1%
	El incremento se debe a los recursos incorporados a través de Construcciones que en total ascienden a ¢199.131.820 para nuevos proyectos, de los cuales sobresalen ¢73.400.000 para la pintura externa de las Torres 1 y 2, ¢37.500.000 para pintura externa de la Tercera Torre, ¢28.800.000 para impermeabilización canoas de Torres y ¢26.000.000 para el mantenimiento y pintura de las losas de las torres 1-2-3.

	Administración de Quepos
	27,1%
	El crecimiento corresponde a los recursos que se incluyen en las Áreas de Informática y Vehículos, sin esos rubros el crecimiento sería de 2,4% que obedece al contrato de alquiler de equipo de cómputo, contrato de servicio de limpieza y servicio de vigilancia.

	Contraloría de Servicios
	25,8%
	El crecimiento se debe a los recursos aprobados a través del Área de Informática.

	Administración de Sarapiquí
	23,7%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área  de Informática y Vehículos, sin esos rubros el anteproyecto de presupuesto presenta 0,3% de crecimiento.

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	23,5%
	El crecimiento se debe a la inclusión de recursos para el mantenimiento del sistema de aire acondicionado del Edificio de Tribunales debido a que finalizó el período de garantía y la sustitución del Banco de Baterías de las UPS. 

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	21,6%
	El incremento se debe principalmente a los recursos incorporados a través de las Áreas donde resaltan ¢28.034.582 de Vehículos, Construcciones se incluyen ¢18.448.071 tres proyectos: ¢8.000.000 para la reparación de la cubierta de techo del Juzgado Civil y de Trabajo del II CJ de Guanacaste y ¢7.448.071 para pintura para la cubierta de techo del edificio de los Tribunales de Justicia de Nicoya. El resto del incremento se debe a un aumento en contratos de alquiler de local, de computadoras, de servicios de limpieza y vigilancia y en peritajes.

	Despacho de la Presidencia
	21,3%
	El crecimiento se presenta porque se solicitó hacer una distribución del monto generado en el servicio telefónico de la Presidencia de la Corte, en las oficinas del Despacho de la Presidencia. Es decir, lo que se solicitó fue una redistribución de los recursos entre las oficinas de la Presidencia y el Despacho de la Presidencia, lo cual hace que entre los centros de responsabilidad se compensen.

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	19,2%
	El crecimiento se presenta principalmente en las subpartidas 10803 Mantenimiento de Instalaciones y Otras Obras para atender el servicio de mantenimiento y operación de la planta de tratamiento de aguas residuales de tipo FAFA y en la subpartida 10807 Mantenimiento y Reparación de Equipo y Mobiliario de Oficina por el nuevo contrato N°005122 para el Mantenimiento preventivo y correctivo del sistema de aires condicionados VRV o VRF en el edificio de Tribunales de Pococí.

	Tercer Circuito Judicial San José
	15,5%
	El crecimiento se presenta en las subpartidas 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos por incremento en los alquileres de la Oficina de Comunicaciones Judiciales III Circuito Judicial San José, Juzgado Contravencional de Acosta y el Tribunal Penal III Circuito San José Sede Suroeste, subpartida 10406 Servicios Generales por el nuevo servicio de limpieza del Juzgado de Pensiones Alimentarias III Circuito Judicial de San José y por último, en la subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo por el incremento en Peritajes.

	Comisión Nacional Mejoramiento de Justicia
	13,7%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área de Informática, sin ese rubro el anteproyecto de presupuesto presenta 0% de crecimiento.

	Escuela Judicial
	13,4%
	El incremento se presenta en los recursos incorporados por el medio del Área de Informática. Adicionalmente, se presenta un crecimiento en el contrato de concesión del servicio de soda y de alimentación para la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores.

	Unidad de Adiestramiento
	11,7%
	El incremento se debe a los recursos formulados a través del Área de Informática.

	Circuito Judicial Heredia
	11,0%
	El crecimiento se presenta por recursos incluidos por medio de Construcciones. Adicionalmente, se presentan incrementos en contratos de alquileres de edificio, equipo de cómputo, servicios de vigilancia y limpieza. 

	Circuito Judicial Cartago
	9,5%
	El crecimiento corresponde a los recursos que se incluyen en las Áreas de Informática, Vehículos y Construcciones, sin esos rubros el crecimiento sería de 3% que obedece al contrato de alquiler de equipo de cómputo, contrato de servicio de limpieza y servicio de vigilancia.

	Centro Judicial Intervención Comunicaciones (CJIC)
	9,0%
	El incremento se presenta por la inclusión de recursos mediante el Área de Informática.

	Presidencia de la Corte
	7,4%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área  de Informática, sin esos rubros el anteproyecto de presupuesto decrece un 26,9%.

	Secretaría Técnica de Ética y Valores
	7,4%
	El crecimiento se presenta por los recursos que se incluyen a través del Área de Informática, sin ese rubro el anteproyecto de presupuesto presenta 0% de crecimiento.

	Dirección de Gestión Humana
	7,4%
	El crecimiento se debe al incremento de la póliza institucional de riesgos del trabajo. 

	Administración de Grecia
	5,1%
	El crecimiento se presenta en el alquiler de equipo de cómputo y a los recursos solicitados en el Área de Informática. 

	Auditoría
	4,7%
	El crecimiento obedece a que para el 2023 los contratos de servicio de limpieza y de renovación de licencias de Team Mate, presentaron incrementos en relación con el monto aprobado para el 2022. 

	Secretaría de la Corte
	4,6%
	El crecimiento se debe al reforzamiento de la subpartida 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes, para la compra de tóner debido a que se entregó equipo nuevo. 

	Sala Constitucional
	3,2%
	El incremento se debe a la inclusión de recursos en Vehículos. Adicionalmente, se presenta un aumento en el alquiler de edificio, servicio de vigilancia y peritajes.

	Departamento Prensa y Comunicación Organizacional
	3,0%
	El incremento se debe a recursos formulados por el Área de Informática. Adicionalmente, se presenta un aumento en el contrato del servicio de difusión, monitoreo y análisis de las interacciones en redes sociales sobre temas del Poder Judicial.

	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	1,8%
	El crecimiento corresponde al contrato de alquiler de equipo de cómputo.

	Administración de Osa
	0,4%
	El crecimiento se presenta por la inclusión de recursos para reforzar el contrato de limpieza.

	Oficina de Cumplimiento
	0,2%
	El exceso es de ¢5.316 en la subpartida 29905 Útiles y Materiales de Limpieza.


Fuente: Elaboración propia.

Centros de Responsabilidad que Presentan Decrecimiento
En la siguiente tabla se presentan los centros de responsabilidad que muestran un decrecimiento en el anteproyecto de presupuesto 2023, considerando los recursos aprobados a través de las Áreas de Informática, Construcciones, Vehículos y Seguridad.


     Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

	[bookmark: _Hlk65502925]Centro de Responsabilidad
	Decrecimiento
	Justificación

	Circuito Judicial Puntarenas
	-25,0%
	Se presenta una disminución de ¢298.585.920 en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos por el alquiler de los locales de Puntarenas que pasarán al nuevo edificio..

	Centro de Gestión de la Calidad
	-12,4%
	El decrecimiento se presenta porque en las subpartidas 10302 Publicidad y Propaganda y 10303 Impresión, Encuadernación y Otros ya no se formulan recursos porque se utilizan medios internos para comunicar los mensajes y el Departamento de Artes Gráficas hace las impresiones y encuadernaciones. Por otra parte, también disminuye la formulación materiales y suministros.

	Centro Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	-7,9%
	El decrecimiento se presenta porque en la subpartida 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes se  formularon menos recursos considerando el consumo real de la oficina.

	Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia
	-4,8%
	El decrecimiento se debe a que para el 2022 por error se duplicaron los montos de servicios públicos y para el 2023 se incluyeron los rubros correctos. 

	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	-2,2%
	El decrecimiento se presenta en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos porque la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Puntarenas para el 2023 deja de alquilar inmueble para trasladarse al nueva edificio; sin embargo, se compensa con los recursos para el Fideicomiso del edificio nuevo de Puntarenas que en este caso se incluyeron ¢73.005.301. Entonces sin los recursos del Fideicomiso el centro de responsabilidad presenta un decrecimiento de 2,2% pero si se incluyen dichos recursos, se muestra un  incremento del 2%. 

	Inspección Judicial
	-0,8%
	El decrecimiento se debe a los rebajos por cumplimiento de directrices presupuestarias que se realizaron en la subpartida de viáticos dentro del país.

	Justicia Restaurativa
	-0,7%
	En este centro de responsabilidad el anteproyecto de presupuesto del 2023 decrece en ¢33.553, monto insignificante que se compone por la suma de pequeñas diferencias en varias subpartidas.


Fuente: Elaboración propia.
Análisis del Presupuesto Asociado a la Ejecución de Proyectos Estratégicos del Portafolio de Proyectos Institucional


Proyectos Estratégicos que Formularon Recursos en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP) para el 2023

Como parte de la implementación del Sistema de Proyección Plurianual, a partir del mes de octubre del año 2020 se les solicitó a las oficinas realizar la inclusión de recursos asociados a los proyectos debidamente constituidos en el Portafolio de Proyectos Institucional del Poder Judicial.

Aunado a lo anterior, en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°08-2022 del 26 de enero, artículo XIV, se conoció el informe de la Dirección de Planificación Nº47-PLA-PP-PE-2022 del 18 de enero de 2021, relacionado con el cumplimiento de la norma de ejecución presupuestaria N°20, contenida en la Ley de Presupuesto del 2021. Al respecto se acordó: “Solicitar a la Dirección Ejecutiva que en coordinación con la Dirección de Planificación, en el plazo de 8 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, presenten a este Consejo, una propuesta consensuada de implementación de la norma.”.

En la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio del 2022, como parte de las normas de ejecución presupuestaria, en la norma N°18 se señala lo siguiente:
“Norma 18. Todos los recursos asignados a gasto de capital durante el 2022, a excepción de las transferencias a las municipalidades y los concejos municipales de distrito, deberán formar parte de uno o varios proyectos formalmente elaborados y entregados ante el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplán), que tendrá la obligación de custodiar dichos expedientes y revisar su avance. El Ministerio de Hacienda deberá incluir, en el informe de ejecución física definido en el párrafo segundo del artículo 52 de la Ley 8131, Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001, el nivel de incumplimiento, los resultados parciales o totales del proyecto en cuestión y las propuestas de mejora.”

Para atender lo señalado en las leyes de presupuesto y dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior del 18 de enero del 2021, la Dirección Ejecutiva y Dirección de Planificación establecieron una propuesta que incluye de manera resumida los siguientes puntos:

La Dirección Ejecutiva coordinará con las dependencias a su cargo la definición y creación de proyectos para la distribución de los recursos asignados para el 2022 en el rubro de equipos de inventarios, vehículos, seguridad y construcciones (en este caso para los programas 926 y 927, según se trata de proyectos estratégicos, operativos o de la Ley N°7600, a nivel institucional, siguiendo el procedimiento establecido por la Metodología de Administración de Proyectos.
La Dirección de Planificación coordinará una reunión con la DTI para solicitarle la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 al Área de Tecnología (en cuanto a los recursos asignados para el 2022, se refiere al detalle del gasto a partir del pase a ejecución). 
La Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, coordinarán una reunión con los responsables de cada Programa Institucional y Centro de Responsabilidad, para orientarlos en cuanto a la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 en las subpartidas de gasto de capital (en cuanto a los recursos asignados para el 2022.

Considerando lo indicado anteriormente, a partir de la formulación de los anteproyectos de presupuesto del 2023 y siguientes, es indispensable que desde la formulación presupuestaria se establezca el vínculo de los recursos formulados en el Sistema de Proyección Plurianual y los proyectos contenidos en el Portafolio de Proyectos Institucional. 

Específicamente para el proceso presupuestario del anteproyecto de presupuesto del 2023, la Dirección de Planificación como ente coordinador de este proceso, mediante la Circular Externa N°08-2021 “Formulación de los recursos presupuestarios requeridos para la ejecución de los proyectos estratégicos en el Sistema de Proyección Plurianual”, publicada el 17 de setiembre del 2021, comunicó que todas las oficinas que tienen a cargo proyectos estratégicos, tenían que tomar en consideración las disposiciones para la formulación de recursos asociados a la ejecución de los proyectos.

Como parte del alcance de indica de dicha circular se indica que: “La aplicación de estos lineamientos es de carácter obligatorio para todas aquellas oficinas que se encuentran ejecutando o tienen proyectado la ejecución de proyectos estratégicos en períodos presupuestarios futuros, para lo cual se consideran los proyectos que se encuentran en ejecución y están alineados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado por la Corte Plena en la sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.”.

El sistema utilizado para consignar los recursos presupuestarios de los proyectos es el Sistema de Proyección Plurianual, entendiendo que todos los recursos, tanto gasto variable como recurso humano que se requieran para la ejecución de proyectos estratégicos institucionales durante el ejercicio económico 2023, debían ser incluidos en el Sistema de Proyección Plurianual, sin excepción.

En cuanto a los programas 926 Dirección y Administración y 927 Servicio Jurisdiccional, para el 2023 contemplando los proyectos que finalizan ese año como los que finalizan en años posteriores, se tendrían un total de 43 proyectos estratégicos activos de acuerdo con la programación y cronogramas que actualmente se encuentran en la plataforma de MS Project Online. En 36 de estos proyectos se tienen recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto del 2023 en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP). En el archivo adjunto se muestra el detalle de cada uno de ellos. 




Proyectos que NO Formularon Recursos en Sistema de Proyección Plurianual (SPP)

Actualmente en los programas 926 Dirección y Administración y 927 Servicio Jurisdiccional, se tiene un total de 7 proyectos a los cuales no se le incluyeron recursos en el Sistema de Proyección Plurianual para el 2023. 


Fuente: Elaboración propia con datos de Portafolio de Proyectos Institucional.

En el archivo adjunto se muestra el detalle de estos proyectos con las justificaciones correspondientes en cada uno de los casos. 




Detalle de Requerimientos Adicionales

Debido a las limitaciones presupuestarias establecidas y al cumplimiento de límites presupuestarios que señalan que los anteproyectos de presupuesto para el 2023 no deben crecer, en algunos centros de responsabilidad se recortaron recursos para necesidades que se consideran impostergables. Estas necesidades se identifican como “requerimientos adicionales” porque no están incluidos dentro de los anteproyectos de presupuesto y son remitidas al Consejo Superior para su conocimiento y aprobación.

A continuación, se detallan los requerimientos adicionales solicitados por centro de responsabilidad dentro de los programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional. 

	Centro de Responsabilidad
	Subpartida
	Monto Solicitado
	Justificación

	
	
	
	

	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	29905 Útiles y Materiales de Limpieza
	¢3.200.739
	Monto requerido para la compra adicional de 110 paquetes del artículo 25222 TOALLAS P/ DISPENSADOR. Por límites de crecimiento esta cantidad de paquetes de toallas se tuvo que recortar. Señala la Administración que la cultura de lavarse las manos llegó para quedarse, señala además, que producto de la pandemia se tuvo que aumentar la cantidad de lavamanos y por ende los dispensadores de toallas, colocándose nuevos en varios lugares. Indica que, además del aumento del precio que este producto ha experimentado, hubo una variación en la cantidad por cada caja, ahora las cajas traen menos toallas, antes traían 6 rollos, ahora traen solo 4, por lo cual la cantidad de cajas actual significa menos rollos de toallas en total. La Dirección Ejecutiva señala que: “de conformidad con la información y justificación aportada por Giselle Castrillo, del Departamento de Proveeduría, esta Dirección Ejecutiva autoriza para que la Administración de la Zona Atlántica, presupueste la cantidad de papel toalla que ustedes indican.

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	29999 Otros Útiles, Materiales y Suministros Diversos
	¢600.000
	Se solicita incluir ese monto para compra de artículos para decoración navideña, que desde hace varios años al departamento se les asignó la función de colocar la decoración de los árboles de navidad en los edificios de la Corte, OIJ y Tribunales, labor que hace como recargo una compañera auxiliar de la Sección de Comunicación Organizacional. Señalan además, que años atrás se contaba con ese recurso presupuestario, pero en una discusión de presupuesto decidieron eliminarlo. Actualmente no se cuenta con suficiente decoración, ya que la misma se ha deteriorado con los años y en época navideña se les ha manifestado que siempre se coloca lo mismo o que la decoración es muy básica. 

	
	
	
	

	
	
	
	

	Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	10801 Mantenimiento de Edificios y Locales
	 ¢67.314.114
	Para la sustitución de las verjas de los ventanales externos del costado sur del edificio principal de los Tribunales de San Ramón, en vista de que están en muy mal estado, lo que implica que en cualquier momento se pueda desprender una pieza, ocasionando daños a transeúntes y vehículos e inseguridad en las instalaciones judiciales. Se excluyeron por crecimiento del presupuesto. Esto es un proyecto para considerar en el área de construcciones, se consulta a la Administración la inclusión del proyecto en el Centro Gestor y doña Kathia Quesada indica que inicialmente los recursos se solicitaron por Construcciones, pero como la Dirección Ejecutiva los eliminó, la Administración Regional debido a la necesidad, optó por incluirlos dentro del anteproyecto de presupuesto. Durante el proceso de análisis se determinó que el presupuesto sobrepasaba el límite establecido y se eliminaron, entonces se solicitó la inclusión como requerimiento adicional.

	
	
	
	

	Dirección de Gestión Humana

	Varias Subpartidas 
	¢17.479.748
	Solicitan ¢17.479.748 para equipar con las necesidades básicas a las nuevas Unidades de Servicios Médicos de Guápiles (¢8.739.874) y San Ramón (¢8.739.874), las cuales ya se encuentran funcionado. 

	
	
	
	

	TOTAL
	¢88.594.601
	 


Fuente: Elaboración propia con información de los informes por centro de responsabilidad.

En caso de aprobarse los requerimientos adicionales de los programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional, los cuales totalizan ¢88.594.601, el resultado final sería el que se muestra en el siguiente cuadro.


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo se presentaría un crecimiento de 5,20% y el 927 Servicio Jurisdiccional 0,13%.

Detalle del Presupuesto Formulado para el 2023

A continuación, se incluyen los reportes con el detalle del gasto del anteproyecto de presupuesto 2023 de cada centro de responsabilidad que conforman los programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional.

	Centro de Responsabilidad
	Detalle del Gasto 2023

	
	

	Consejo Superior
	


	Presidencia de la Corte
	


	Despacho de la Presidencia
	


	Secretaría de la Corte
	


	Sala Constitucional
	


	Sala Primera
	


	Sala Segunda
	


	Sala Tercera
	


	Centro Electrónico de Información Jurisprudencial 
	


	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	


	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	


	Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones
	


	Oficina Rectora de Justicia Restaurativa
	


	Contraloría de Servicios
	


	Auditoría
	


	Centro de Gestión de la Calidad
	


	Inspección Judicial
	


	Oficina de Control Interno
	


	Secretaría Técnica de Ética y Valores
	


	Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia
	


	Escuela Judicial
	


	Unidad de Adiestramiento
	


	Dirección de Gestión Humana
	


	Dirección de Planificación
	


	Dirección Tecnología de Información y Comunicaciones
	


	Dirección Ejecutiva
	


	Oficina de Cumplimiento 
	


	Dirección Jurídica
	


	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	


	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	


	Comisión Nacional para el Mejoramiento Administración de Justicia
	


	Primer Circuito Judicial de San José
	


	Segundo Circuito Judicial de San José
	


	Tercer Circuito Judicial de San José
	


	Primer Circuito Judicial de Alajuela
	


	Segundo Circuito Judicial de Alajuela
	


	Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	


	Administración de Grecia
	


	Circuito Judicial de Cartago
	


	Administración de Turrialba
	


	Circuito Judicial de Heredia
	


	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	


	Administración de Sarapiquí
	


	Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	


	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste
	


	Administración de Santa Cruz
	


	Circuito Judicial de Puntarenas
	


	Administración de Quepos
	


	Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	


	Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur
	


	Administración de Golfito
	


	Administración de Osa
	


	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	


	Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	


	Comisión Contra el Hostigamiento Sexual
	


	Comisión de Acceso a la Justicia
	


	Comisión de Asuntos Penales 
	


	Comisión de Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar
	


	Comisión de Género
	


	Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos 
	


	Comisión de Gestión Ambiental Institucional 
	


	Comisión de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia (GICA)
	


	Comisión de la Jurisdicción Agrario y Agroambiental
	


	Comisión de la Jurisdicción Civil
	


	Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa
	


	Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia 
	


	Comisión de la Jurisdicción Laboral 
	


	Comisión de Relaciones Laborales
	


	Comisión de Salud Ocupacional 
	


	Comisión de Transparencia Institucional  
	


	Comisión Interinstitucional de Tránsito 
	


	Programa Hacia Cero Papel
	


	Consejo de Personal
	




Informe Sobre la Carga de Trabajo Programa 927 Servicio Jurisdiccional

A continuación, se muestra un cuadro con el porcentaje de la relación de los casos entrados y los terminados de las oficinas del programa 927 Servicio Jurisdiccional, por Centro de Responsabilidad, período 2020-2021.
	Programa
	927
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Centro de Responsabilidad
	Entrados 
	Reentrados 
	Reactivados 
	Terminados 
	Inactivos 
	Relación Salida vrs Entrada 
	Circulante final 
	Circulante en espera de cumplimiento 
	Circulante en trámite 

	927
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	2907
	231
	14
	2956
	184
	102%
	4512
	4001
	511

	2021
	2804
	255
	240
	2994
	1364
	107%
	3490
	2976
	514

	Administración de Golfito
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	8321
	542
	153
	6016
	168
	72%
	16136
	5560
	10576

	2021
	7548
	291
	50
	5631
	100
	75%
	18242
	        6594
	11648

	Administración de Grecia
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	11125
	9471
	220
	10563
	11176
	95%
	22030
	9569
	12461

	2021
	11542
	8286
	137
	10285
	13870
	89%
	17524
	8268
	9256

	Administración de Osa
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	3368
	384
	0
	3146
	398
	93%
	3253
	1616
	1637

	2021
	3920
	507
	0
	4510
	181
	115%
	3060
	1742
	1318

	Administración de Quepos
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	724
	14
	4
	947
	9
	131%
	482
	208
	274

	2021
	668
	10
	7
	919
	12
	138%
	459
	191
	268

	Administración de Santa Cruz
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	17507
	906
	459
	13598
	567
	78%
	34262
	9777
	24485

	2021
	17265
	1321
	668
	15632
	909
	91%
	37318
	11189
	26129

	Administración de Sarapiquí
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	4822
	416
	97
	4802
	446
	100%
	5804
	3652
	2152

	2021
	5005
	480
	222
	5353
	275
	107%
	6106
	3923
	2183

	Administración de Turrialba
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	6670
	614
	87
	6993
	609
	105%
	7136
	3663
	3473

	2021
	6272
	614
	51
	6761
	616
	108%
	6927
	4003
	2924

	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	9024
	107
	0
	9045
	0
	100%
	2096
	0
	2096

	2021
	11409
	122
	0
	11207
	0
	98%
	2418
	0
	2418

	Circuito Judicial Cartago
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	51301
	4420
	1548
	42304
	14764
	82%
	102595
	31285
	71310

	2021
	50263
	8899
	1951
	45325
	3571
	90%
	115885
	36515
	79370

	Circuito Judicial Heredia
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	45417
	6618
	2728
	32934
	7511
	73%
	83566
	25201
	58365

	2021
	44714
	4823
	2609
	36084
	2919
	81%
	97470
	29623
	67802

	Circuito Judicial Puntarenas
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	32016
	2725
	899
	28906
	2895
	90%
	56694
	22018
	34676

	2021
	32663
	2953
	818
	29839
	2571
	91%
	61554
	24534
	37020

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	55470
	9284
	1015
	53266
	10797
	96%
	104459
	25906
	78553

	2021
	60048
	11975
	644
	57419
	23520
	96%
	97232
	33206
	64027

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	24172
	1915
	300
	21362
	1458
	88%
	49650
	16385
	33265

	2021
	26370
	3325
	206
	23374
	7283
	89%
	49425
	16675
	32750

	Primer Circuito Judicial San José
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	122188
	28445
	9593
	100507
	31228
	82%
	376344
	144582
	231762

	2021
	115253
	31534
	4682
	97834
	47545
	85%
	383433
	156988
	226445

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	24225
	3470
	984
	20947
	7398
	86%
	42353
	14345
	28008

	2021
	25125
	7638
	912
	21817
	13567
	87%
	41009
	15062
	25947

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	20095
	7646
	806
	18906
	11881
	94%
	37006
	18428
	18578

	2021
	19548
	8966
	489
	19927
	10493
	102%
	36250
	19611
	16639

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	29653
	2364
	465
	23222
	3744
	78%
	54323
	20178
	34145

	2021
	31148
	3242
	751
	29451
	4188
	95%
	56938
	21736
	35202

	Segundo Circuito Judicial San José
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	68832
	16399
	10103
	82862
	17464
	120%
	195291
	84928
	110363

	2021
	70930
	20534
	5822
	79670
	28972
	112%
	186694
	83959
	102735

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	30110
	3631
	140
	25418
	5932
	84%
	60279
	18927
	41354

	2021
	30559
	4351
	97
	26943
	5682
	88%
	63435
	20403
	43032

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	7806
	1549
	0
	8649
	1345
	111%
	8125
	4343
	3782

	2021
	8040
	1417
	0
	8460
	1116
	105%
	8127
	4429
	3698

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	15410
	992
	208
	14421
	732
	94%
	28299
	13858
	14441

	2021
	14802
	1068
	330
	14899
	1705
	101%
	28029
	15201
	12828

	Tercer Circuito Judicial San José
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	30083
	3654
	0
	31904
	6370
	106%
	38404
	18996
	19408

	2021
	32225
	4663
	0
	35134
	3226
	109%
	38381
	21551
	16830

	Sala Constitucional
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	23160
	99
	0
	23174
	0
	100%
	3068
	1791
	1277

	2021
	26040
	45
	0
	26927
	0
	103%
	2215
	330
	1885

	Sala Primera
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	2144
	27
	0
	3128
	1
	146%
	4086
	136
	3950

	2021
	1758
	38
	0
	2214
	0
	126%
	3675
	37
	3638

	Sala Segunda
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	2970
	3
	0
	2194
	0
	74%
	4970
	190
	4780

	2021
	2900
	9
	0
	2672
	0
	92%
	5180
	152
	5028

	Sala Tercera
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2020
	1268
	24
	0
	1449
	0
	114%
	329
	0
	329

	2021
	1226
	23
	0
	1275
	0
	104%
	303
	0
	303




Con base en la revisión de las variables estadísticas, se determinó que dos centros de responsabilidad; Primero de San José y Golfito, muestran un incremento en el circulante final, debido a aumentos en los casos entrados, reentrados y reactivados , lo cual no fue compensado con la cantidad de casos terminados e inactivos.
Si bien es cierto, también se aprecian otros centros de responsabilidad con incremento en su circulante, se logró determinar que esto responde a aumentos en la cantidad de casos entrados que superan la capacidad de atención de los despachos, dado que también aumentaron la cantidad de casos terminados, pero en menor proporción que el incremento en la demanda, tal es el caso de los Circuitos de  Santa Cruz, Cartago y Puntarenas.
Informe Sobre la Ejecución Presupuestaria 2021

En la siguiente tabla se muestra la información de ejecución presupuestaria de todos los centros gestores, ordenando de forma descendente conforme al porcentaje de ejecución del 2021. También se detalla si con respecto al año anterior el centro gestor aumentó o disminuyó su porcentaje de ejecución presupuestaria. En color verde se identifican los centros de responsabilidad que en el 2021 presentaron una ejecución presupuestaria entre 100-90%, en color amarillo los que mostraron un porcentaje entre el 89,9-60% y en color rojo los menores al 60%.   


Fuente: Elaboración propia con información de la Liquidación 2021 Departamento de Financiero Contable.
Nota: El monto ejecutado se obtuvo luego de sumar los montos comprometidos y los devengados del reporte del Departamento de Financiero Contable.

A continuación, la justificación brindada por los centros de responsabilidad cuya ejecución presupuestaria fue inferior al 50%.

Sala Primera
Según la información que se muestra en la liquidación presupuestaria del 2021, este centro de responsabilidad tuvo un porcentaje de ejecución presupuestaria del 47,26%. Las justificaciones de las subpartidas que influyeron en esta baja ejecución se muestran a continuación.
	Subpartida
	Justificación

	Subpartida 10701 Actividades de Capacitación
	Estos recursos no se ejecutaron al 100% ya que por la pandemia se cancelaron actividades.

	Subpartida 10806 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Comunicación
	No se necesitó gestionar el mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario.

	Subpartida 10808 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Cómputo y Sistemas de Información
	

	Subpartida 10899 Mantenimiento y Reparación de Otros Equipos
	

	Subpartida 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes
	Debido a los cambios de impresoras se utilizó únicamente el stock de tintas que traen los equipos nuevos, por lo que no fue necesario incurrir en el gasto. 


Secretaría Técnica de Ética y Valores
Según la información que se muestra en la liquidación presupuestaria del 2021, este centro de responsabilidad tuvo un porcentaje de ejecución presupuestaria del 40,41%. Las justificaciones de las subpartidas que influyeron en esta baja ejecución se muestran a continuación.
	Subpartida
	Justificación

	10303 Impresión, Encuadernación y Otros
	Debido a la pandemia no se tuvieron que imprimir los Códigos de Ética.

	10501 Transporte dentro del País
	Debido a la pandemia se cancelaron las giras.

	10502 Viáticos dentro del País
	Debido a la pandemia se cancelaron las giras.

	10702 Actividades Protocolarias y Sociales 
	Debido a la pandemia se canceló el acto cívico en celebración del 15 de setiembre de manera presencial, se pensó utilizar en su lugar para la celebración del 195 aniversario de la Corte Suprema de Justicia; sin embargo, cuando se hizo la proyección del gasto, el dinero no iba a ser suficiente. 

	20203 Alimentos y Bebidas
	Debido a la pandemia, se cancelaron las reuniones presenciales, por lo tanto, no se realizaron las compras.

	20306 Materiales y Productos de Plástico
	Debido a la pandemia se decidió ceder los recursos al Departamento de Artes Gráficas, ya no que iba a ser material ejecutado por la oficina, debido a que las giras y capacitaciones fueron canceladas.

	20402 Repuestos y Accesorios
	Se procedió con la compra de una maleta y el precio de la compra fue menor a lo estimado.

	29904 Textiles y Vestuario
	Debido a la pandemia se decidió ceder los recursos al Departamento de Artes Gráficas, ya no que iba a ser material ejecutado por la oficina, debido a que las giras y capacitaciones fueron canceladas.

	29907 Útiles y Materiales de Cocina y Comedor
	Debido a la pandemia se cancelaron las reuniones presenciales, por lo tanto, no se necesitaron hacer este tipo de compras.



Departamento de Trabajo Social y Psicología (Sede Central)
Según la información que se muestra en la liquidación presupuestaria del 2021, este centro de responsabilidad tuvo un porcentaje de ejecución presupuestaria del 32,63%. Las justificaciones de las subpartidas que influyeron en esta baja ejecución se muestran a continuación.
	Subpartida
	Justificación

	Subpartida 10499 Otros servicios de gestión y apoyo
	Se tramitó la contratación directa N°2021CD-000179-PROVCD “Contratación de profesionales en trabajo Social, para la realización de pericias sociales en materia de Familia”, sin embargo, en la resolución N°000738-DPJ-2021-CD, de agosto del 2021, se archivó la contratación dado que no se recibieron ofertas. Se buscaron otras opciones para la ejecución de los recursos por medio del Módulo de Peritos, sin embargo, esto significo consultas jurídicas y trámites que acortaron los tiempos para la ejecución de los recursos. 



Centro Gestión de la Calidad
Según la información que se muestra en la liquidación presupuestaria del 2021, este centro de responsabilidad tuvo un porcentaje de ejecución presupuestaria del 30,68%. Las justificaciones de las subpartidas que influyeron en esta baja ejecución se muestran a continuación.
	Subpartida
	Justificación

	Subpartida 10302 Publicidad y Propaganda
	Se utilizaron servicios institucionales para promover la política y no medios externos.

	Subpartida 10406 Servicios Generales
	Debido a la pandemia hubo poco personal presencial, por lo que se hicieron limpieza solo de mantenimiento.

	Subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo
	Por recibirse los certificados en la última semana de noviembre cuando ya era la entrega de acreditación, fue imposible realizar gestiones para proceder con enmarcado.

	Subpartida 10501 Transporte dentro del País
	Por no realizarse giras por la pandemia, este monto no se ejecutó.

	Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
	

	Subpartida 10702 Actividades Protocolarias y Sociales
	El Departamento de Proveeduría indicó que en la actividad de entrega de reconocimientos, la compra de bocadillos no correspondió a esta subpartida y tampoco se autorizó por parte de la Dirección Ejecutiva la compra de artículos para la actividad de entrega de reconocimientos.

	Subpartida 10807 Mantenimiento y Reparación de Equipo y Mobiliario de Oficina
	No se necesitó gestionar ningún trámite de mantenimiento y reparación.

	Subpartida 10808 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Cómputo y Sistemas
	

	Subpartida 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes
	Se entregó una impresora nueva pero utilizaba el mismo tipo de tinta de la anterior y se contaba con suficientes unidades.

	Subpartida 20203 Alimentos y Bebidas
	Se afectaron las compras ya que con la pandemia disminuyeron las actividades presenciales.

	Subpartida 20304 Materiales y Productos Eléctricos
	No se logró realizar a tiempo la gestión por medio de compra menor, se buscaron opciones para la compra de discos duros antigolpes pero se presentó un problema por falta de existencias en el mercado por problema de contenedores.

	Subpartida 29901 Útiles y Materiales de Oficina 
	Se afectaron las compras ya que con la pandemia disminuyeron las actividades presenciales.

	Subpartida 29907 Útiles y Materiales de Cocina
	

	Subpartida 29999 Otros Útiles, Materiales y Suministros Diversos
	Se realizó compra de tablas de reconocimiento pero se logró un buen precio por parte del proveedor adjudicado y no fue necesario comprar un juego didáctico para talleres presenciales, es por la pandemia.

	Subpartida 50104 Equipo y Mobiliario de Oficina
	Se realizó una revisión de la documentación de la oficina, mucha de la cual se decidió digitalizar, ahorrándose espacio y dejando de ser necesaria la compra de un artículo de almacenamiento.



Oficina de Cumplimiento
Según la información que se muestra en la liquidación presupuestaria del 2021, este centro de responsabilidad tuvo un porcentaje de ejecución presupuestaria del 27,50%. Las justificaciones de las subpartidas que influyeron en esta baja ejecución se muestran a continuación.
	Subpartida
	Justificación

	Subpartida 10701 Actividades de Capacitación
	La Oficina de Cumplimiento había programado actividades de capacitación para temas de conflicto de interés, con lo cual se realizarían giras a Zonas Regionales (Zona Sur, Guanacaste); sin embargo, las restricciones por efectos de la pandemia en cuanto a las variantes del virus, limitó poder ejecutarlas.

	Subpartida 10807 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Oficina
	Los recursos no fueron ejecutados por cuanto no hubo requerimiento en términos del mobiliario. 

	Subpartida 20104 Tintas Pinturas y Diluyentes
	No hubo requerimiento del artículo de tintas y en virtud de las restricciones sobre traslado de recursos a otras subpartidas en el 2021 no se pudo efectuar las modificaciones correspondientes.



Inspección Judicial
Según la información que se muestra en la liquidación presupuestaria del 2021, este centro de responsabilidad ejecutó un 17,11% de los recursos. Las justificaciones de las subpartidas que influyeron en esta baja ejecución se muestran a continuación.
	Subpartida
	Justificación

	10304 Transporte de Bienes
	Los vehículos se encuentran en buen estado y dicha subpartida solo se utilizaría para el servicio de grúa en caso de falla o algún accidente de tránsito.  

	10406 Servicios Generales
	El lavado de muebles fue menor debido a que los Inspectores Generales se encuentran en teletrabajo. En cuanto al lavado de los vehículos como no salen diariamente debido a la pandemia, también se lavan menos. 

	10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo
	Servicio de Monitoreo por GPS que se tramitan las facturas mensualmente mediante el contrato.  

	10501 Transporte dentro del País
	Debido a la pandemia muchas de las diligencias se realizan de manera virtual, solo se realizan giras cuando son estrictamente necesarias.

	10502 Viáticos dentro del País
	

	10801 Mantenimiento de Edificios y Locales
	No fue posible realizar el trámite de pintura en razón de las múltiples diligencias que fueron asignadas de manera urgente.  

	10805 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Transporte
	No se utilizó la totalidad de dicha subpartida, ya que con el poco uso dado a los vehículos asignados del Tribunal de la Inspección Judicial no resultó necesario.   

	10806 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Comunicación
	No se presentaron necesidades de reparación para el mantenimiento de los equipos y mobiliario de la oficina.  

	10807 Mantenimiento y Reparación de Equipo y Mobiliario de Oficina
	

	10808 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Cómputo y Sistemas de Información
	

	20101 Combustibles y Lubricantes
	Debido a la pandemia se ha generado una disminución de los vehículos asignados al Tribunal de la Inspección Judicial.

	20402 Repuestos y Accesorios
	No fue necesario utilizar la totalidad de dicha subpartida, toda vez que por el poco uso de los vehículos asignados al Tribunal de la Inspección Judicial no se ha requerido en gran número la compra de repuestos y accesorios.



Informe sobre el Avance en el Cumplimiento del Plan Anual Operativo (PAO) 2021

En la siguiente tabla se muestra la información del porcentaje de cumplimiento del Plan Anual Operativo (PAO) 2020-2021, de los centros de responsabilidad de los programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional. También se detalla si con respecto al año anterior se presenta un aumento o una disminución en el cumplimiento de los planes anuales operativos.
	Centro de Responsabilidad
	Cumplimiento 2020
	Cumplimiento 2021
	Comparativo Anual

	Administración de Santa Cruz
	69,43%
	91,75%
	Aumentó

	Unidad de Adiestramiento
	84,00%
	100,00%
	Aumentó

	Comisión Nacional Mejoramiento de Justicia
	92,37%
	100,00%
	Aumentó

	Administración de Quepos
	87,70%
	95,22%
	Aumentó

	Circuito Judicial Puntarenas
	88,93%
	94,11%
	Aumentó

	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	88,95%
	94,00%
	Aumentó

	Escuela Judicial
	95,50%
	100,00%
	Aumentó

	Departamento Prensa y Com. Organizacional
	94,17%
	98,61%
	Aumentó

	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	95,95%
	99,06%
	Aumentó

	Comisiones Institucionales
	93,21%
	95,71%
	Aumentó

	Ministerio Público
	95,95%
	98,33%
	Aumentó

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	92,98%
	95,05%
	Aumentó

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	91,09%
	92,36%
	Aumentó

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	91,21%
	92,24%
	Aumentó

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	91,67%
	92,34%
	Aumentó

	Segundo Circuito Judicial San José
	91,44%
	92,05%
	Aumentó

	Tercer Circuito Judicial San José
	93,82%
	94,42%
	Aumentó

	Justicia Restaurativa
	99,47%
	100,00%
	Aumentó

	Dirección de Gestión Humana
	99,67%
	99,97%
	Aumentó

	Defensa Pública 
	99,99%
	100,00%
	Aumentó

	Auditoría
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Contraloría de Servicios
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Centro Judicial Intervención Comunicaciones (CJIC)
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Centro de Gestión de la Calidad
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Despacho de la Presidencia
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Presidencia de la Corte
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Secretaría de la Corte
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Consejo Superior
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Oficina de Control Interno
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Dirección Jurídica
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Centro Electrónico de Información Jurisprudencial
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Dirección de Planificación
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Inspección Judicial
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Secretaría Técnica de Ética y Valores
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Oficina de Cumplimiento
	100,00%
	100,00%
	Se mantiene

	Organismo de Investigación Judicial
	99,81%
	99,77%
	Disminuyó

	Dirección Ejecutiva
	96,63%
	96,38%
	Disminuyó

	Centro Apoyo, Coord. y Mej. Función Jurisdiccional
	100,00%
	99,43%
	Disminuyó

	Dirección Tecnología Información y Comunicaciones
	100,00%
	99,42%
	Disminuyó

	Salas
	96,13%
	95,53%
	Disminuyó

	Servicio Atención y Protección Víctimas y Testigos
	98,66%
	97,88%
	Disminuyó

	Primer Circuito Judicial San José
	94,51%
	92,74%
	Disminuyó

	Circuito Judicial Cartago
	96,36%
	94,30%
	Disminuyó

	Administración Ciudad Jud. San Joaquín de Flores
	100,00%
	97,80%
	Disminuyó

	Circuito Judicial Heredia
	94,61%
	92,30%
	Disminuyó

	Administración de Grecia
	97,46%
	94,86%
	Disminuyó

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	97,15%
	93,99%
	Disminuyó

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	96,33%
	92,92%
	Disminuyó

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	93,96%
	90,12%
	Disminuyó

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	94,08%
	89,10%
	Disminuyó

	Administración de Sarapiquí
	98,21%
	93,06%
	Disminuyó

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	98,76%
	92,16%
	Disminuyó

	Administración de Golfito
	98,33%
	90,58%
	Disminuyó

	Administración de Turrialba
	95,31%
	83,50%
	Disminuyó

	Administración de Osa
	*
	86,76%
	*


Fuente: Sistema PAO.
(*) Oficinas que se evalúan por primera vez.

A partir del 01/01/2021 se crea Osa como un centro de responsabilidad.

Se debe llamar la atención de los que muestran en “Cumplimiento 2021” un porcentaje menor al 90% que según los parámetros utilizados por el Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación , sería un cumplimiento medio o bajo, según la siguiente escala:



En este sentido y según la información de la tabla anterior que muestra la información del porcentaje de cumplimiento del plan anual operativo (PAO), para el 2021 prácticamente el total de los centros de responsabilidad presenta un “Cumplimiento Alto (CA)”, ya que se encuentran por encima del 90%.


En el siguiente gráfico se muestra el porcentaje un 98,84% de cumplimiento de las metas propuestas en los planes anuales operativos del programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo durante el 2021, porcentaje superior al 98,13% alcanzado en el 2020.

Cumplimiento Planes Anuales Operativos 2021
Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo


Fuente: Sistema PAO 2021.


En el siguiente gráfico se muestra el porcentaje un 92,41% de cumplimiento de las metas propuestas en los planes anuales operativos del programa 927 Servicio Jurisdiccional durante el 2021, porcentaje inferior al 92,92% alcanzado en el 2020.

Cumplimiento Planes Anuales Operativos 2021
Programa 927 Servicio Jurisdiccional


Fuente: Sistema PAO 2021.
Programación Presupuestaria del Ministerio de Hacienda

La programación presupuestaria del programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, está respaldada por los planes anuales operativos elaborados en concordancia con el plan estratégico 2019-2024, conforme se describe a continuación. 



La programación presupuestaria del programa 927 Servicio Jurisdiccional, está respaldada por los planes anuales operativos elaborados en concordancia con el plan estratégico 2019-2024, conforme se describe a continuación. 



Anteproyecto de Presupuesto 2023 y el Cumplimiento con las Metas y Objetivos del Plan Estratégico Institucional 2019-2024

Se consultó a los centros de responsabilidad si con los recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto 2023, era posible el cumplimiento a los objetivos y metas de los planes anuales operativos elaborados en concordancia con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, al respecto 51 es decir un 70% señalaron que sí era posible dar cumplimiento, 20 es decir un 27% manifestaron que no es posible y dos no respondieron (3%). 

En el siguiente cuadro se muestran los centros de responsabilidad que indican la afectación para el cumplimiento de las metas y objetivos del PEI o que remitieron alguna observación importante en este sentido.

	Centro de Responsabilidad
	Justificación

	Comisión de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia (GICA)
	La Comisión GICA conoció sobre el tema e instruyó en contestar que con los recursos asignados se proyecta dar cumplimiento a los objetivos y metas del PEI, a pesar de que la Dirección de Planificación informó mediante oficio N°056-PLA-PE-2022 que se mantiene en suspenso la solicitud de alineamiento estratégico solicitada mediante oficio GICA-005-2021, del 7 de abril del 2021. Al respecto la Dirección de Planificación indica que se está a la espera de llevarse a cabo una audiencia en la que la Comisión tratará el tema del alineamiento estratégico de la Política de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia al Plan Estratégico Institucional.  


	Comisión de Gestión Ambiental Institucional
	Indican que tentativamente estiman que sí es posible, no obstante, es importante aclarar que actualmente se está en proceso de elaboración de una Política Ambiental y todavía no se han definido las actividades que se llevarían a cabo para implementarla y la necesidad de recurso asociada.

	Oficina Rectora de Justicia Restaurativa
	Mediante el oficio N°029-ORJR-22 del 03 de marzo, el magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas indicó que: "...a pesar de la reducción en el anteproyecto de presupuesto asignado para el año 2023, se realizará un esfuerzo para ejecutar todas las acciones que permitan contribuir con el Plan Estratégico Institucional. Sin embargo, para dicho cumplimiento, se torna indispensable contar con las plazas para la ampliación a nivel nacional. En esa misma línea, es importante destacar que, mediante acuerdo del Consejo Superior, en sesión N°107-2021 celebrada el 14 de diciembre del 2021, Artículo LVII, dicha instancia comunicó a su Dirección, el traslado de riesgo Denegación del servicio de Justicia Restaurativa a nivel nacional, a partir del 20 de enero del 2022, en razón de no contar con el presupuesto para el recurso humano que permita el servicio de Justicia Restaurativa en todo el país.". Al respecto la Dirección de Planificación mediante el oficio N°179-PLA-2022 del 04 de marzo, señala que: “con oficio 174-PLA-MI-2022 de 3 de marzo del presente año, remitido a la Secretaría General de la Corte esta Dirección indica entre -otras cosas- que para la formulación presupuestaria 2023, nuevamente esta Dirección  de Planificación, se encuentra trabajando en la actualización del informe de presupuesto por impacto de ley 9582 Justicia Restaurativa, para ser sometido a discusión del Consejo Superior y la Corte Plena, quienes finalmente decidirán la incorporación de los recursos a partir de las necesidades ordinarias y los límites de crecimiento del presupuesto impuesto por el Ministerio de Hacienda.”. 

	Dirección Jurídica
	Señalan que la Dirección podría cumplir con sus objetivos y metas establecidas en el PEI, en el tanto no se dé una variación a las condiciones actuales, sea por factores ambientales, sean internos o externos que pueda afectar negativamente su accionar. Por ejemplo, el incremento desproporcional de la carga de trabajo en relación a la capacidad de respuesta del personal, fuga de personal capacitado, entre otros elementos.

	Centro Gestión de la Calidad
	La Comisión GICA conoció sobre el tema e instruyó en contestar que con los recursos asignados se proyecta dar cumplimiento a los objetivos y metas del PEI, a pesar de que la Dirección de Planificación informó mediante oficio N°056-PLA-PE-202 que se mantiene en suspenso la solicitud de alineamiento estratégico solicitada mediante oficio GICA-005-2021, del 7 de abril del 2021. Al respecto la Dirección de Planificación indica que se está a la espera de llevarse a cabo una audiencia en la que la Comisión tratará el tema del alineamiento estratégico de la Política de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia al Plan Estratégico Institucional. 

	Primer Circuito Judicial de San José
	Señalan que con los recursos solicitados sería factible la atención del PEI, siempre y cuando se aprueben los requerimientos adicionales solicitados.

	Tercer Circuito Judicial de San José
	Señalan que con los recursos solicitados sería factible la atención del PEI, siempre y cuando se aprueben los requerimientos adicionales solicitados.

	Administración de Sarapiquí
	Señalan que tanto la Administración como las oficinas adscritas, con los recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto 2023, cumplirán con las metas y objetivos del PEI, pese a quedar ajustados con los recortes presupuestarios realizados por la contención del gasto, lo que limita la actuación ante cualquier eventualidad o nueva necesidad.

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Señalan que existen necesidades de infraestructura y remodelación que no pudieron ser incorporadas por un principio de austeridad, pero que consideran son prioritarias para el cumplimiento de los objetivos estratégicos de Planificación Institucional y Optimización e Innovación de los Servicios.
Remodelación de la Administración, DTI y Contraloría de Servicios ¢65.500.000 
Cambio de aceras externas ¢32.500.000 
Construcción del Edificio de Siquirres
Torre aledaña del OIJ sin cuantificar ya que son proyectos de gran impacto
Torre aledaña de Reforma Laboral y Civil, se encuentra en los presupuestos plurianuales)

	Circuito Judicial de Heredia
	El cumplimiento de los objetivos estará sujeto a mucho más que la designación presupuestaria, pero al menos en lo que a formulación presupuestaria se refiere, se considera que de no haber rebajas unilaterales, sí sería lo justo para atender lo necesario.

	Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	Indican que les preocupa los límites establecidos ya que afecta proyectos y necesidades que no son contempladas en su totalidad, se debe dar prioridad dentro de las necesidades reales a aquellas de mayor impacto, dejando de lado la atención de otras que por ser excluidas no dejan de ser necesarias. Al no contar con porcentajes de crecimiento como se ha tenido desde hace varios años, lo que ocasiona es un decrecimiento de los recursos con los que se debe trabajar, siendo que se atiende situaciones de emergencias y no de acciones proactivas para el beneficio de la población judicial y personas usuarias.

	Escuela Judicial
	De mantenerse el presupuesto máximo autorizado para el año 2023 y no tomarse en consideración el incremento señalado en el rubro de contratos, subpartida alimentos y bebidas, la Escuela Judicial podría correr el riesgo de no cumplir con los compromisos del PEI para el año 2023. Lo anterior porque generaría una afectación directa en la cantidad de personas que la Escuela Judicial proyecta reciban capacitación y afecta directamente en el cumplimiento de las metas estratégicas.   

	Segundo Circuito Judicial de San José
	De mantenerse las condiciones socioeconómicas actuales y si se respeta la formulación hecha por la Administración en atención a las necesidades del Circuito, no debería de existir una afectación para el logro de los objetivos y metas institucionales.

	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Debido a las restricciones se tuvieron que hacer recortes para ajustarse, por lo que no se ha podido crecer más en el presupuesto; sin embargo, se hará lo posible por dar cumplimiento a los compromisos.

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	Se afectará directamente el cumplimiento de objetivos y metas del PEI, porque se plantean diversas acciones dentro del PAO para cumplir, pero se tuvieron que hacer ajustes, es decir, hay una afectación del impacto que se pudo tener con algunas acciones, pero se han definido otras para cumplir con las metas. Se dispone de recursos para difusión de la campaña de institucionalidad, que son mensajes sobre servicios del Poder Judicial, que se pautan en medios de comunicación, ante la reducción de presupuesto se hace un plan de medios que se ajusta al recurso disponible y se toman decisiones que procuran maximizar el disponible presupuestario. También se busca el apoyo por ejemplo con la Dirección Ejecutiva o el Despacho de la Presidencia, para en caso de tener la disponibilidad de algún recurso se pueda reforzar la campaña.

	Primer Circuito Judicial de Alajuela
	La Administración Regional se orienta a satisfacer las necesidades operativas fundamentales para el ejercicio de las actividades de cada una de las oficinas que comprenden este circuito y por ende, contribuir al logro de los objetivos estratégicos del PEI.

	Tercer Circuito Judicial de Alajuela
	La Administración formuló el presupuesto 2023 de forma responsable; no obstante, a pesar de las limitaciones de los recursos para cubrir las necesidades del circuito, estamos en la posibilidad de cumplir con las metas y objetivos del Plan Estratégico Institucional, siempre y cuando no se hagan recortes en el presupuesto. 

	Administración Regional de Quepos
	Los recursos solicitados mediante el anteproyecto de presupuesto 2023 son los necesarios para cumplir los objetivos y metas operativas básicas que se mantienen a la fecha.  : Los recursos indicados se incluyeron como parte de otros requerimientos operativos 2023.

	Circuito Judicial de Cartago
	Lo formulado tiene por objetivo dar cumplimiento a los objetivos y metas del Plan Estratégico Institucional (PEI), siempre y cuando se apruebe todo.
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[bookmark: _MailAutoSig]Se acordó: 1) Se da por conocido el anteproyecto de presupuesto y las programaciones de los programas 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 927 Servicio Jurisdiccional; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral con todas las necesidades institucionales. 2) En la subpartida 10306 Comisiones y Gastos por Servicios Financieros y Comerciales, se llama la atención del contrato N°090120 Implementación y prestación del uso del Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP por un total de ¢167.086.831, para la utilización de la plataforma tecnológica de uso obligatorio de la Administración Central para la tramitación de los procedimientos de contratación, decisiones externas al Poder Judicial que generan un aumento del gasto a nivel institucional que antes no se requería. 3) Se toma nota del ahorro para el año 2023 de ¢298.585.920 en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos por el alquiler de los locales de Puntarenas que pasarán al nuevo edificio, igualmente se destaca el avance del Proyecto de Construcción de los Tribunales de Puntarenas y los recursos asociados para cancelar en el año 2023 la cuota de arrendamiento respectiva, monto que justifica para este período el aumento global de la subpartida de alquileres. 4) Se toma nota del análisis del presupuesto asociado a la ejecución de Proyectos Estratégicos del Portafolio de Proyectos Institucional, se insta a las instancias responsables al cumplimiento de estos según la metodología aprobada. 5) Reiterar que a partir de la formulación del anteproyecto de presupuesto del 2023 y siguientes, es indispensable que desde la formulación presupuestaria se establezca el vínculo de los recursos formulados en el Sistema de Proyección Plurianual y los proyectos contenidos en el Portafolio de Proyectos Institucional, entendiendo que todos los recursos, tanto gasto variable como recurso humano que se requieran para la ejecución de proyectos estratégicos institucionales, deben ser incluidos en el Sistema de Proyección Plurianual, sin excepción. 6) Con respecto a los requerimientos solicitados como “Requerimientos Adicionales Incluidos en los Informes por Centro de Responsabilidad”, detallados en el punto 4 del informe, no se aprueban debido a las limitaciones presupuestarias y en apego a los lineamientos de directrices de formulación presupuestaria; en apego de los lineamientos en caso de que algún Centro de Responsabilidad considera los requerimientos como indispensables deberá priorizar con los recursos asignados a su presupuesto ordinario. 7) Tomar nota del informe sobre la carga de trabajo de los distintos circuitos judiciales, en los casos  del Primer  Circuito Judicial de San José y de la Administración de Golfito, se solicita a los Consejos de Administración y despachos involucrados, tomar las acciones pertinentes para la mejora continua en la resolución de asuntos. 8) Se toma nota del informe sobre la ejecución presupuestaria de los distintos centros gestores y solicitar a los Consejos de Administración de Circuito y a las Jefaturas correspondientes, dar seguimiento permanente con el fin de lograr una mayor ejecución, de tal forma que se tomen las acciones en tiempo y forma para lograr la mejor utilización de los recursos. 9) Deberán los Consejos de Administración de Circuito, Jefaturas de los Centros de Responsabilidad, Programas y Oficinas, dar seguimiento constante para el cumplimiento del 100% de los planes anuales operativos propuestos. Especialmente a la Administración de Turrialba y Administración de Osa que para el 2021 presentaron un porcentaje menor al 90% y que según los parámetros utilizados por el Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación en el seguimiento al cumplimiento de los PAOs institucionales, sería un cumplimiento medio. 10) Se toma nota de los centros de responsabilidad que indicaron la afectación o que remitieron alguna observación, para el cumplimiento de las metas y objetivos del PEI. En cuanto a lo indicado por la Comisión de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia (GICA) y el Centro de Gestión de la Calidad, la Dirección de Planificación señala que se está a la espera de realizar una audiencia solicitada por la Comisión para ver el tema del alineamiento estratégico de la Política de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia al Plan Estratégico Institucional. 11.) En el caso de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, la Dirección de Planificación mediante el oficio N°179-PLA-2022 del 04 de marzo, indicó que para la formulación presupuestaria 2023, nuevamente se está trabajando en la actualización del informe por impacto de ley N°9582 Justicia Restaurativa, para que posteriormente sea sometido a discusión del Consejo Superior y la Corte Plena, quienes finalmente decidirán la incorporación de los recursos a partir de las necesidades ordinarias y el límite de crecimiento establecido por el Ministerio de Hacienda. 12.) En la Escuela Judicial se aprueba el incremento de ¢22.858.773 en el contrato de concesión del servicio de soda y alimentación para la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores, subpartida 20203 Alimentos y Bebidas, considerando lo manifestado en torno a su preocupación de no poder cumplir con los compromisos del PEI y de ser necesario incluso tener que replantear los objetivos. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XII 
DOCUMENTO N° 4839-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación presenta el proyecto de presupuesto para el 2023 del Programa 928  Organismo de Investigación Judicial.
Información General
	Presupuesto
Aprobado 2022 
	Presupuesto Formulado 2023
	Diferencia Absoluta
	Porcentaje de Variación

	¢18.920.981.348
	¢19.355.897.787
	¢434.916.439
	2.3%




[bookmark: _Hlk4071890]Aspectos Relevantes 

Variación 2022-2023
[bookmark: _Hlk4071911]El presupuesto en gasto variable solicitado presenta un crecimiento del 2.3% respecto al aprobado para el 2022.


Distribución del Presupuesto 2023 por Subpartida

El 78% del presupuesto de gasto variable ordinario del OIJ para el 2023 se concentra en 14 subpartidas, tal como se aprecia a continuación:



Justificación crecimiento del presupuesto que supera el límite del gasto 

El incremento del presupuesto del Organismo de Investigación Judicial para 2023 en gasto variable se sustenta en los siguientes puntos:

¢792.598.950 de los recursos requeridos para la sustitución de 981 chalecos antibalas por vencimiento de estos en marzo del 2023, recursos que se formulan por la subpartida 29906 Útiles y Materiales de Resguardo y Seguridad. Estos chalecos tienen una garantía de siete años, por lo que la sustitución anterior de este grupo se realizó en el 2016 bajo el pedido 2016-061084 que incluía el cambio de 952 chalecos, para ello se formularon en el  presupuesto ordinario ¢574.513.550 y esa fue una de las razones por las que para ese año el presupuesto total del OIJ no se pudo ajustar al incremento máximo autorizado el que se sobrepasó en un 2.5% sobre el 7% autorizado para ese ejercicio presupuestario. 

Consultada al respecto la Licda Carolina Castillo Obando de la Administración´ del OIJ, manifestó que este cambio masivo se debe a la gran cantidad de plazas (500) que se otorgaron a través del Proyecto de Seguridad Ciudadana en el 2009, por lo que  ese movimiento de recambio se produce cada 7 años, siendo esta la segunda vez que ocurre.

¢202.696.487 en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos, correspondientes al incremento en el monto total que le corresponde asumir a este Programa por concepto del Fideicomiso para construcción del nuevo edificio en Puntarenas, respecto del rubro que se le asignó el período anterior. Para 2022 se incluyeron ¢325.564.395 mientras que para 2023 ¢528.260.882. 
¢131.600.000 de incremento en el contrato de mantenimiento de aires acondicionados, subpartida 10807 Mantenimiento y Reparación de Equipo y Mobiliario de Oficina, específicamente en el Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses, cifra que se requiere para hacer frente al contrato de mantenimiento correctivo y preventivo de las etapas 1 y 2 del proyecto de cargas térmicas dado la finalización de la garantía.

¢66.186.291 de crecimiento en la subpartida 20203 Alimentos y Bebidas, y correspondientes a los distintos contratos de servicio de alimentación para las personas privadas de libertad, línea que pasa de ¢530.247.760 en 2022 a ¢596.434.051 en 2023, provocado principalmente por el aumento en la criminalidad que hace que cada vez se tengan más personas detenidas.

Sobre este tema y al conocer el informe de subpartidas sensibles, específicamente el de la 20203 Alimentos y Bebidas, el Consejo Superior en reunión de trabajo del 18 de marzo, en el punto N°14, específicamente en el punto N°2, acordó lo siguiente: “En el caso de los requerimientos de la Escuela Judicial y del OIJ, que justifican el crecimiento de la subpartida, dado que ambos centros de responsabilidad sobrepasan el límite establecido, deberán efectuar un ejercicio de establecer prioridades e indicar dentro de su límite presupuestario de dónde se tomarán los recursos para incorporar estos requerimientos”. Al respecto el OIJ presentó una reconsideración, la que ya fue conocida en el punto N°XX de esta misma sesión.

¢65.459.860 de crecimiento en la subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo, debido a que el contrato vence en octubre 2022 y para el presupuesto 2022 la línea adicional requerida para la renovación de este fue presupuestada en su totalidad por la Dirección de Tecnología de la Información, mientras que para el 2023 ya se refleja a nivel de cada oficina el monto requerido para los doce meses del contrato. 

Por lo anterior, en la Dirección de Tecnología de la Información se muestra un decrecimiento del 98,68% en esta subpartida, pasando de ¢408.197.419 en 2022 a ¢5.372.009 en 2023, debido a que en el 2022 se incluyó la línea por ¢403.713.750 para la renovación del contrato a nivel nacional.

¢37.300.300 en la subpartida 10204 Servicios de Telecomunicaciones, específicamente en el contrato de servicio radiolocalización móvil troncalizado, presupuestado por la Sección de Comunicaciones, incremento que se debe al aumento en la flotilla de radios.

Detalle de nuevos contratos 
Para 2023 no existen contratos nuevos.

[bookmark: _Hlk4072330]Aspectos relevantes de algunas subpartidas 

Subpartida 10199 Otros Alquileres
La totalidad de recursos formulados en esta subpartida (¢170.367.258) por parte de la Plataforma de Información Policial, se requieren para el pago del convenio con el INS para albergar los servidores de cómputo para el Centro de Datos Principal del Poder Judicial y además, para el convenio con el ICE que funciona como respaldo por si falla el Centro Alterno del INS, en este segundo convenio se incluyen solamente los Sistemas más críticos del OIJ y es parte del Plan General de Continuidad de Servicio del Poder Judicial.
 
Subpartida 10299 Otros Servicios Básicos
Recursos necesarios para el pago de los servicios de destrucción de productos químicos y de desechos contaminados con biológicos, tanto del Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses como de las distintas Unidades de Medicina Legal del país. Se incluye además por parte de la Unidad de Taller Mecánico, el servicio de recolección de desechos.

Subpartida 10307 Servicios de Tecnologías de Información
El incremento presentado en esta subpartida se debe a la inclusión por parte de la Sección de Apoyo Psicológico Operacional, de ¢2.999.472 para test psicológicos electrónicos, los que se justifica que se requieren por cuanto ya no se van a trabajar los test en papel, sino que todo se va a digitalizar. 

Subpartida 10403 Servicios de Ingeniería y Arquitectura
Se solicitan ¢4.644.000 por parte de la Oficina de Planes y Operaciones en la línea de consultoría en servicios de ingeniería, recursos que se justifica se requieren para el pago de regencia ambiental del incinerador de drogas, proyecto que se espera esté listo en junio del 2022.

Subpartida 10405 Servicios Informáticos
Los ¢30.470.000 formulados en esta subpartida, se incluyeron en el Sistema de Proyección Plurianual por parte de dos oficinas, la Plataforma de Información Policial y la Oficina de Planes y Operaciones. En el primero de los casos son ¢15.470.000 para el Proyecto 1167-OIJ-P18 “Acreditación ISO 27001 UTI y PIP” y en cuanto a la OPO son ¢15.000.000 para el Proyecto 1167-OIJ-P24 “Sistema Único Policial Especializado en la Resolución de la Criminalidad Común, Organizada y la Prevención (SUPERCOP)”.

Subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo
El incremento del 59% (¢34.236.435) registrado, se debe por una parte a una línea incluida en el Sistema de Proyección Plurianual por la Administración del Organismo, por ¢13.773.031 para el Proyecto 1167-OIJ-P17 “Acreditación ISO 17020 e ISO 17025 SIORI”. Adicionalmente, se presentan aumentos de ¢8.480.000 y de ¢6.225.000 en el Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses y Departamento de Medicina Legal respectivamente, debido al incremento en el pago anual por concepto de las acreditaciones en Normas de Calidad ISO. En el caso de Ciencias Forenses y Medicina Legal, el tema de las acreditaciones se ha venido trabajando durante ya varios períodos, de hecho en Ciencias Forenses todos los años se deben de cancelar las acreditaciones para mantener los diferentes certificados ISO y en Medicina Legal se está en proceso de certificación. Por otra parte, en el caso del SIORI el proyecto inició desde octubre 2019 y está para finalizar en diciembre de 2024, actualmente está en progreso con un 82% de avance y ya para el 2023 se espera certificar.

Subpartida 10808 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Cómputo y Sistemas de Información
El incremento registrado se debe a un aumento de ¢10.200.000 en el Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses, específicamente en la línea de mantenimiento preventivo y correctivo de UPS, el que se justifica se requiere para el mantenimiento y cambio de baterías de las UPS de las etapas 1 y 2 del proyecto de cargas térmicas, se indica además, que cada UPS utiliza 36 baterías.   

Subpartida 10899 Mantenimiento y Reparación de Otros Equipos
El crecimiento del 15% registrado en esta subpartida, se debe a un incremento en los montos solicitados tanto por el Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses y sus Secciones, como también por el Departamento de Medicina Legal, para hacer frente a los aumentos en los distintos contratos de mantenimiento de equipos de tomografía, ultrasonido, cámaras enfriadoras y congeladoras, equipos de Rayos X, calibración/verificación de los equipos instrumentales, entre otros.

Subpartida 20199 Otros Productos Químicos y Conexos
El incremento de casi ¢30 millones se debe a un aumento de ¢12,8 millones en el presupuesto total solicitado por las distintas Delegaciones, Subdelegaciones y Oficinas Regionales para compra de pruebas presuntivas de drogas; además, de ¢7,5 millones de crecimiento en un artículo solicitado por la Sección de Química Analítica, llamado “Patrón de Drogas de Abuso Tipo 1”, que se justifica es para adquirir los materiales requeridos para la implementación de las metodologías de análisis para distinguir entre marihuana y cáñamo, labor realizada por las Unidades de Drogas y de Sustancias Tóxicas. Adicionalmente, se dio un aumento de ¢3,5 millones en el artículo llamado “Saligae para la Identificación Forense de Saliva”, por cuanto se ha registrado un aumento en el consumo de esta prueba inmunocromatográfica requerida por las secciones de Bioquímica y Biología Forense para la detección de saliva, consumo que pasó de 7 cajas en 2020 a 21 en 2021 por efecto de la pandemia, dado el uso obligatorio de este artículo en la población. 

Subpartida 20301 Materiales y Productos Metálicos
El crecimiento mostrado de ¢5,2 millones, se debe en parte a un aumento de ¢3,5 millones en el presupuesto requerido para compra de cadenas para llantas de vehículos, principalmente por una solicitud de 16 juegos realizada por la Unidad de Transporte Forense. Adicionalmente, la Delegación Regional de Limón solicita ¢2,3 millones para instalación de puertas metálicas.

Subpartida 20304 Materiales y Productos Eléctricos, Telefónicos y de Cómputo
El incremento de ¢20 millones se debe a un aumento de ¢16,5 millones en el monto total solicitado para la instalación de paneles de iluminación Led en sustitución de los sistemas actuales de balastro, el cambio se requiere principalmente en las Secciones de Imagen y Sonido Forense y en la de Ingeniería Forense. Por otra parte, la Sección de Pericias Físicas incorpora ¢6,6 millones para la compra de UPS Batería de Respaldo, las que se justifica son para sustitución en los distintos equipos analíticos, cada uno de los cuales requiere de varias UPS, por cuanto las actuales fueron instaladas en 2020 y ya requieren ser cambiadas.  

Subpartida 20306 Materiales y Productos de Plástico
Se presenta un crecimiento de ¢2,1 millones, debido a la inclusión por parte de la Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios, de 75 unidades de evidenciadores verticales, artículo que no se formuló para 2022 y que es utilizado en las escenas donde se ha cometido algún delito.     

Subpartida 20401 Herramientas e Instrumentos
El aumento de ¢10,1 millones (17,9%) se debe principalmente al incremento de ¢6,2 millones en el rubro para compra de medidores de distancia digital (distanciómetros) que se requieren para poder realizar con más exactitud las mediciones en los sitios de suceso. 

Subpartida 29999 Otros Útiles, Materiales y Suministros Diversos
El incremento de ¢9 millones se debe a un aumento de ¢5 millones en el presupuesto requerido para compra de bolsas plásticas para evidencia, artículo que pasa de 61 a 104 paquetes. De igual forma se requieren ¢2,6 millones adicionales en el monto total requerido para compra de paquetes de bolsas plásticas para cadáver. Adicionalmente, la Sección de Patología Forense incluye ¢2,8 millones para la compra de 40 ataúdes rústicos de madera, los que se requieren para los entierros de los cuerpos autopsiados que no son retirados de la morgue. 
	
Subpartida 60701 Transferencias Corrientes al Sector Externo
Los recursos de esta subpartida son para el pago anual de la membresía por la pertenencia a Interpol Internacional y el incremento del 20,5% presentado que equivale a ¢11.050.650, se debe al aumento aprobado por parte de la Asamblea General y comunicado por la Unidad Financiera de la Secretaría General de Interpol.


Aspectos Relevantes en Inversión

Subpartida 50101 Maquinaria y Equipo para la Producción
Según consulta realizada a la Administración del OIJ, se indica que el proyecto de contratación de servicio de mecánica para los automóviles del OIJ está pensado sólo a nivel regional, por lo que las reparaciones de todos los vehículos de San José las seguirá realizando el Taller Mecánico.

La Unidad de Taller Mecánico incluye ¢14.464.000 para un elevador más para realizar una nueva estación de trabajo y un escáner para motocicletas, ambos con el fin de dotar de herramientas más especializadas al taller mecánico aunado al cambio de tecnología a la que se enfrentan con los automotores. Adicionalmente se presupuestan ¢9.944.000 para la compra de cinco prensas hidráulicas para distintas oficinas (Son equipos especiales que se requieren para el ingreso a estructuras metálicas en viviendas) y ¢4.600.000 para una herramienta hidráulica para cortar, estas son las líneas más representativas.

Subpartida 50103 Equipo de Comunicación
En esta subpartida al igual que en años anteriores la mayoría de los recursos son formulados por la Sección de Comunicaciones. En esta ocasión entre las líneas más representativas se incluye la compra de 24 radios portátiles con pantalla y teclado (¢55,8 millones), 21 radios móviles de 2 piezas para vehículo (¢54,4 millones), 25 radios de comunicación portátil troncalizados (¢50,4 millones), 28 cargadores múltiples para baterías de radio (¢10,3 millones) y 5 radio base comunicación móvil 1 pieza (¢9,6 millones). Adicionalmente se formulan ¢6,4 millones para la compra de 19 cámaras de video para vehículo por parte de varias oficinas y ¢7,3 millones para 20 cámaras digitales compactas (video y fotografía), entre otras líneas.

Subpartida 50104 Equipo y Mobiliario de Oficina
Dentro de los recursos presupuestados seguidamente se citan algunos ejemplos: ¢28,3 millones para compra y sustitución de aires acondicionados de distintas capacidades, ¢12,5 millones para sustitución de sillas giratorias secretariales en diferentes oficinas, ¢3,5 millones para sustitución de estaciones de servicio, ¢3,2 millones para trituradoras o destructoras de papel medianas y ¢2,7 millones para sustitución de ventiladores de pared, entre algunos de los más relevantes. En el caso de los aires acondicionados, en Garabito, Limón y Bribrí, los recursos formulados son para sustitución de equipos en mal estado, mientras que los equipos nuevos son para Pérez Zeledón y la Sección de Pericias Físicas. En cuanto a Pérez Zeledón, existe una recomendación de la Unidad de Salud Ocupacional para la instalación de este equipo, dado que la Delegación se ubica en un espacio que no tiene ningún tipo de ventilación, por su parte en Pericias Físicas, lo que se requiere es acondicionar el espacio donde se va a instalar el microscopio de barrido electrónico con detector de rayos x, dado que sin este aire no sería posible su buen funcionamiento.

Subpartida 50106 Equipo Sanitario, de Laboratorio e Investigación
Se incluyen ¢55 millones de un centro de atención forense para la Sección de Patología Forense y al respecto se justifica lo siguiente: “El Centro de Atención Forense (CAF) con el que cuenta actualmente la Sección de Patología Forense para la atención de emergencias y desastres masivos que involucren personas fallecidas cuya atención le corresponde al OIJ, debe tener para alcanzar completa funcionalidad al menos 3 módulos que incluyan los modelos de shelter GK20 y shelter GK1935 de la marcha Western Shelter. En la actualidad, ya contamos con los primeros dos módulos, el primero adquirido con recursos del Departamento de Medicina Legal y el segundo por medio del ICD, estando pendiente la adquisición del tercer módulo el cual se ha venido presupuestando durante los últimos años, pero que sin embargo, no ha sido posible adquirir porque los recursos se han requerido para atender otras necesidades emergentes que ha presentado la Sección durante dichos ejercicios presupuestarios. Por lo anterior, se mantuvo la incorporación al presupuesto para el año 2023 del costo del módulo faltante para completar el CAF de la Sección de Patología Forense”. 

Adicionalmente se formulan ¢55 millones de un microscopio de comparación para la Sección de Biología Forense, ¢13,7 millones para kits de luz forense portátil, ¢12,7 millones para refrigeradores para almacenamiento de muestras biológicas, ¢10,3 millones para sierras eléctricas para autopsias de Patología Forense, y ¢6 millones de un congelador para laboratorio de la Sección de Bioquímica, entre las líneas más relevantes. 

Según se consultó al OIJ, para atender la Ley de Bienestar Animal en el presupuesto 2022, efectivamente dentro de los ¢113.200.000 que se incorporaron en la Sección de Delitos Varios, se incluía un microscopio de comparación con un costo de ¢51.000.000. Este otro microscopio para el 2023 lo formula la Sección de Biología Forense, para el área de laboratorio y es para reemplazo del equipo que se tiene y que está fuera de uso.

Subpartida 50199 Maquinaria y Equipo Diverso
Se solicitan ¢69,2 millones para sustitución de 80 pistolas calibre 9MM, ¢34,5 millones para distintos tipo de cámaras fotográficas, ¢24,8 millones para un sistema de medición GPS de la Sección de Ingeniería Forense, ¢10 millones de un congelador vertical para la Sección de Toxicología, ¢6 millones de un equipo de corte, apertura y compresión de la Sección de Crimen Organizado, ¢4 millones para un vehículo no tripulado (dron), ¢4 millones para tres extractores de malos olores, ¢3,9 millones para diez navegadores GPS, ¢3,4 millones de tres armarios para resguardo y seguridad de armas de fuego, ¢3,3 millones para siete rastreadores vehiculares y ¢2,3 millones de seis lentes fotográficos angulares de la Sección de Imagen y Sonido Forense, entre las líneas más significativas. 

Se debe considerar que, en un presupuesto de gasto variable fuerte como es el del OIJ especialmente lo requerido por los laboratorios y equipo de los investigadores, el impacto del Impuesto al Valor Agregado ha sido muy significativo, ya que con la asignación limitada que se ha dado, ha debido hacer frente a este pago, lo que crea una especie de “hueco” presupuestario, que nos es posible subsanar en el tiempo, puesto que las asignaciones presupuestarias no pueden crecer lo suficiente.

Otro aspecto no menos importante, que se debe considerar en el presupuesto del OIJ es lo referido al efecto que generan las compras de equipos especializados y de alto costo, usados principalmente por las distintas secciones de los laboratorios, en cuanto a que cuando se hace la compra traen un tiempo de garantía, que al vencer aumentan los costos asociados de mantenimiento y repuestos en los presupuestos sucesivos.

Análisis del Presupuesto Asociado a la Ejecución de Proyectos Estratégicos del Portafolio de Proyectos Institucional

Proyectos Estratégicos que Formularon Recursos en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP) para el 2023

Como parte de la implementación del Sistema de Proyección Plurianual, a partir del mes de octubre del año 2020 se les solicitó a las oficinas realizar la inclusión de recursos asociados a los proyectos debidamente constituidos en el Portafolio de Proyectos Institucional del Poder Judicial.

Aunado a lo anterior, en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°08-2022 del 26 de enero, artículo XIV, se conoció el informe de la Dirección de Planificación Nº47-PLA-PP-PE-2022 del 18 de enero de 2021, relacionado con el cumplimiento de la norma de ejecución presupuestaria N°20, contenida en la Ley de Presupuesto del 2021. Al respecto se acordó: “Solicitar a la Dirección Ejecutiva que, en coordinación con la Dirección de Planificación, en el plazo de 8 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, presenten a este Consejo, una propuesta consensuada de implementación de la norma.”.

En la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio del 2022, como parte de las normas de ejecución presupuestaria, en la norma N°18 se señala lo siguiente:

“Norma 18. Todos los recursos asignados a gasto de capital durante el 2022, a excepción de las transferencias a las municipalidades y los concejos municipales de distrito, deberán formar parte de uno o varios proyectos formalmente elaborados y entregados ante el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplán), que tendrá la obligación de custodiar dichos expedientes y revisar su avance. El Ministerio de Hacienda deberá incluir, en el informe de ejecución física definido en el párrafo segundo del artículo 52 de la Ley 8131, Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001, el nivel de incumplimiento, los resultados parciales o totales del proyecto en cuestión y las propuestas de mejora.”

Para atender lo señalado en las leyes de presupuesto y dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior del 18 de enero del 2021, la Dirección Ejecutiva y Dirección de Planificación establecieron una propuesta que incluye de manera resumida los siguientes puntos:

La Dirección Ejecutiva coordinará con las dependencias a su cargo la definición y creación de proyectos para la distribución de los recursos asignados para el 2022 en el rubro de equipos de inventarios, vehículos, seguridad y construcciones (en este caso para los programas 926 y 927), según se trata de proyectos estratégicos, operativos o de la Ley N°7600, a nivel institucional, siguiendo el procedimiento establecido por la Metodología de Administración de Proyectos.

La Dirección de Planificación coordinará una reunión con la DTI para solicitarle la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 al Área de Tecnología (en cuanto a los recursos asignados para el 2022, se refiere al detalle del gasto a partir del pase a ejecución). 

La Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, coordinarán una reunión con los responsables de cada Programa Institucional y Centro de Responsabilidad, para orientarlos en cuanto a la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 en las subpartidas de gasto de capital (en cuanto a los recursos asignados para el 2022.

Considerando lo indicado anteriormente, a partir de la formulación de los anteproyectos de presupuesto del 2023 y siguientes, es indispensable que desde la formulación presupuestaria se establezca el vínculo de los recursos formulados en el Sistema de Proyección Plurianual y los proyectos contenidos en el Portafolio de Proyectos Institucional. 

Específicamente para el proceso presupuestario del anteproyecto de presupuesto del 2023, la Dirección de Planificación como ente coordinador de este proceso, mediante la Circular Externa N°08-2021 “Formulación de los recursos presupuestarios requeridos para la ejecución de los proyectos estratégicos en el Sistema de Proyección Plurianual”, publicada el 17 de setiembre del 2021, comunicó que todas las oficinas que tienen a cargo proyectos estratégicos, tenían que tomar en consideración las disposiciones para la formulación de recursos asociados a la ejecución de los proyectos.

Como parte del alcance de dicha circular se indica que: “La aplicación de estos lineamientos es de carácter obligatorio para todas aquellas oficinas que se encuentran ejecutando o tienen proyectado la ejecución de proyectos estratégicos en períodos presupuestarios futuros, para lo cual se consideran los proyectos que se encuentran en ejecución y están alineados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado por la Corte Plena en la sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.”.

El sistema utilizado para consignar los recursos presupuestarios de los proyectos es el Sistema de Proyección Plurianual, entendiendo que todos los recursos, tanto gasto variable como recurso humano que se requieran para la ejecución de proyectos estratégicos institucionales durante el ejercicio económico 2023, debían ser incluidos en el Sistema de Proyección Plurianual, sin excepción.

En cuanto al Programa 928 Organismo de Investigación Judicial, para el 2023 contemplando los proyectos que finalizan ese año como los que finalizan en años posteriores, se tendrían un total de siete proyectos estratégicos activos de acuerdo con la programación y cronogramas que actualmente se encuentran en la plataforma de MS Project Online. De esos proyectos, seis tienen recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto del 2023 en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP). En el archivo adjunto se muestra el detalle de cada uno de ellos, donde se incluye adicionalmente el Proyecto 0117-DE-P05 Construcción Edificio Circuito Judicial Puntarenas, para el que se indican específicamente los recursos que se incorporaron en este Programa (¢528.260.882) dado que para el proyecto completo se formularon un total de ¢4.861.213.607. 

Es importante señalar que estos recursos se analizaron como parte del límite autorizado, de hecho en la subpartida 10701 se debieron eliminar ¢22.000.000, tanto por cumplimiento de la directriz de cero crecimiento, como por incremento en el presupuesto total.





Proyectos que NO Formularon Recursos en Sistema de Proyección Plurianual (SPP)
En el Programa 928 Organismo de Investigación Judicial hay un proyecto en estado “aprobado – no iniciado” que incluyó recursos en el Sistema de Proyección Plurianual, específicamente en Construcciones, solicitud que finalmente no fue incorporada en el anteproyecto de la Comisión de Construcciones; además, existe otro proyecto de los que sí tienen recursos de gasto variable que también se incluye en este apartado, por cuanto una parte del total del presupuesto solicitado finalmente no forma parte del anteproyecto del Organismo de Investigación Judicial. En el archivo adjunto se muestra el detalle de lo descrito anteriormente con las explicaciones de cada caso.



Cabe señalar que el proyecto que solicitó recursos en Construcciones pero que finalmente no quedaron dentro del presupuesto de esa Comisión, es el Proyecto 1167-OIJ-P31 Construcción de los Pisos Faltantes del Edificio de Toma de Muestras, para el que originalmente se incluyeron ¢400.000.000. Al respecto indica la Administración del OIJ que el proyecto se encuentra en redefinición de especificaciones por un replanteo de las necesidades actuales.

Detalle de Rebajos por Subpartida
Conforme las Directrices Técnicas para la Formulación de la Programación Anual y Anteproyecto de Presupuesto 2023, y específicamente en el caso de las subpartidas restringidas en cuanto a su crecimiento, fue necesario aplicar rebajos por un total de ¢76.112.136, desglosados de la siguiente forma:



Por otra parte, se rebajaron un total de ¢7.445.835, que corresponde a artículos que debieron ser eliminados de oficio del presupuesto, por cuanto son de tipo recurso tecnológico, y por tanto según se indica en las directrices, debieron ser incluidos en el presupuesto del Área de Informática, para que fueran valorados por la Dirección de Tecnología de la Información.



Por otra parte y producto de la revisión realizada, la aplicación de directrices y el resultado de las consultas planteadas, se aplicaron rebajos por un total de ¢38.780.399 en las siguientes subpartidas.




Finalmente y como alternativa ofrecida por la misma Administración del OIJ, para incorporar al presupuesto los requerimientos operativos solicitados para el alquiler del nuevo local de la Oficina Regional de La Fortuna y la contratación del servicio de limpieza en la Subdelegación Regional de Tres Ríos, se rebajaron ¢19.032.429 en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País.




Detalle de Requerimientos Adicionales
No se solicitan requerimientos adicionales.


Otros Requerimientos Operativos

Originalmente el Organismo de Investigación Judicial solicitó un total de ¢183.211.512 distribuidos en ¢148.571.566 de servicios de vigilancia, ¢30.329.864 de alquileres y ¢4.310.082 de servicios de limpieza, recursos que fueron a análisis de la Dirección Ejecutiva quienes recomendaron incorporar ¢42.080.317 en vigilancia, ¢14.722.347 en alquileres y ¢4.310.082 en limpieza, para un total de ¢61.112.746.  

Finalmente y ante el acuerdo tomado por el Consejo Superior,  la Dirección Ejecutiva mediante oficio 1101-DE-2022  informó del análisis realizado con  los distintos Centros de Responsabilidad siendo que para este caso específico, la Administración del OIJ decidió mantener los recursos adicionales para el alquiler del nuevo local de la Oficina Regional de la Fortuna (¢14.722.347) y para la contratación del servicio de limpieza en la Subdelegación Regional de Tres Ríos (¢4.310.082), tomando para ello los recursos de la subpartida 10502 Viáticos dentro del País, propuesta que fue conocida  y aprobada por el Consejo Superior en la sesión del pasado viernes 1 de abril, por lo que estos ajustes ya se encuentran aplicados.

Detalle del Presupuesto Formulado para 2023
A continuación, se incluye el archivo que contiene el detalle del gasto de los recursos formulados para el 2023. 
[bookmark: _MON_1615717268][bookmark: _MON_1647518598]




Carga de Trabajo de los Circuitos Judiciales y Centros de Responsabilidad 
A continuación, se presenta un resumen de algunas de las actividades desarrolladas por el Organismo de Investigación Judicial durante el periodo comprendido entre enero y diciembre de los años 2020 y 2021.

Oficina de Planes y Operaciones
	Unidad
	2020
	2021
	% variación
2020-2021

	
	Ingres.
	Tramit.
	Ingres.
	Tramit.
	Ingres.
	Tramit.

	Unidad de Administración de Sistemas
	57 301
	57 301
	56275
	56275
	-2%
	-2%

	Centro de Información Confidencial
	71 880
	71 880
	50815
	50815
	-29%
	-29%

	Unidad Tecnológica Informática
	21 491
	21 459
	31 828
	31 523
	48%
	47%

	Plataforma de Información Policial
	11 447
	11 441
	10 339
	10 281
	-10%
	-10%

	Unidad de Víctimas y Testigos
	4 389
	4 389
	14 804
	14 033
	237%
	220%

	Interpol
	21 154
	21 145
	29 877
	29 877
	41%
	41%

	Unidad de Análisis Criminal
	4 246
	4 199
	4 291
	5 179
	1%
	23%

	Unidad Canina
	564
	584
	1 819
	2 104
	223%
	260%

	Unidad de Asesores Operativos
	377
	343
	1 378
	1 353
	266%
	294%

	Servicio Especial de Respuesta Táctica
	142
	142
	67
	67
	-53%
	-53%

	Unidad de Recolección de Información Policial
	393
	366
	1 151
	1 133
	193%
	210%

	Bodega de Drogas
	1 319
	1 319
	1 835
	1 835
	39%
	39%

	Unidad de Vigilancia y Seguimiento
	93
	93
	720
	704
	674%
	657%

	Unidad de Supervisión
	950
	950
	1 048
	1 048
	10%
	10%

	Unidad de Protección a Funcionarios
	122
	122
	140
	140
	15%
	15%

	Unidad de Vínculos Criminales
	50
	17
	264
	165
	428%
	871%

	Total
	195 988
	195 750
	206 651
	206 532
	5%
	6%


Fuente: Información suministrada por la Oficina de Planes y Operaciones.

Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses

	Variable
	Enero-diciembre 2020 
	Enero-diciembre 2021
	Variación

	
	Ingresado
	Ingresado
	

	Casos ingresados
	30910
	33138
	2228    7.2%

	Casos salidos
	32667
	32816
	  149       0,46%

	Casos pendientes                                                
	3300
	3620
	    320      9.7%


                                  
Fuente: Información suministrada por el Departamento de Ciencias Forenses.


Departamento de Medicina Legal
	Variable
	Enero-Diciembre 2020
	Enero-Diciembre 2021
	
	

	
	Ingresado
	Ingresado
	                                           

Diferencia

Absoluta
	



Porcentual

	Casos atendidos por la Unidad de Radiología
	3904
	3135
	-769
	-20%

	Autopsias realizadas por la Sección de Patología Forense
	3281
	3560
	279
	9%

	Sección de Medicina del Trabajo, 
	3824
	3142
	-682
	-18%

	Sección de Psiquiatría y Psicología Forense
	2397
	2848
	451
	19%

	Casos atendidos por el Consejo Médico Forense
	521
	542
	21
	4%

	Casos atendidos por la Sección Clínica Médico Forense
	9738
	9364
	-374
	-4%

	Casos atendidos en las Unidades Médico Legales
	16201
	19322
	3121
	19%

	Videoconferencias realizadas
	62
	89
	27
	44%


Fuente: Información brindada por el Departamento de Medicina Legal  


Departamento de Investigaciones Criminales
	Sección
	2020
	2021
	Variación

	
	Ingre-sado
	Trami-tado
	Ingre-sado
	Trami-tado
	Ingre-sado
	Trami-tado

	Asaltos
	4234
	982
	3975
	940
	-6%
	-4%

	Fraudes
	7072
	4417
	7409
	3497
	5%
	-21%

	Robos*
	3612
	1047
	3525
	877
	-2%
	-16%

	Hurtos*
	3397
	837
	4700
	1020
	38%
	22%

	Robo de Vehículos
	1131
	417
	1162
	367
	3%
	-12%

	Homicidios
	227
	155
	200
	136
	-12%
	-12%

	Penal Juvenil
	798
	600
	916
	599
	15%
	0%

	Delitos Varios
	3498
	1252
	4399
	1696
	26%
	35%

	Contra la Integridad Física y Tránsito
	1281
	1072
	1896
	1175
	48%
	10%

	Violencia de Género, Trata y Tráfico
	1143
	758
	1614
	704
	41%
	-7%

	SIORI
	1893
	1893
	1959
	1959
	3%
	3%

	Cibercrimen
	1008
	747
	1042
	1116
	3%
	49%

	Económicos y Anticorrupción
	583
	648
	147
	51
	-75%
	-92%

	Legitimación de Capitales
	169
	99
	194
	93
	15%
	-6%

	Estupefacientes
	134
	124
	156
	99
	16%
	-20%

	Crimen Organizado
	15
	8
	30
	16
	100%
	100%

	Total
	30 195
	15 051
	33 324
	14 345
	10%
	-5%


Fuente: Información suministrada por la Oficina de Planes y Operaciones.


Oficinas Regionales
	Oficina
	2020
	2021
	Variación

	
	Ingresado
	Tramitado
	Ingresado
	Tramitado
	Ingresado
	tramitado

	Alajuela
	5755
	1836
	5580
	1964
	-3%
	7%

	Cartago
	4126
	1614
	4348
	1593
	5%
	-1%

	Corredores
	2319
	931
	2573
	880
	11%
	-5%

	Heredia
	6766
	2152
	7371
	2481
	9%
	15%

	Liberia
	2801
	1139
	3155
	1015
	13%
	-11%

	Limón
	2065
	1125
	2341
	959
	13%
	-15%

	Pérez Zeledón
	2161
	835
	2401
	789
	11%
	-6%

	Pococí
	2943
	1096
	3310
	1135
	12%
	4%

	Puntarenas
	2010
	1150
	2256
	925
	12%
	-20%

	San Carlos
	2060
	811
	2406
	923
	17%
	14%

	San Ramón
	2162
	818
	2444
	866
	13%
	6%

	Cañas
	1180
	411
	1259
	595
	7%
	45%

	Garabito
	891
	397
	1222
	424
	37%
	7%

	La Unión
	1644
	865
	1695
	763
	3%
	-12%

	Nicoya
	1372
	661
	1657
	614
	21%
	-7%

	Quepos
	1497
	705
	1548
	583
	3%
	-17%

	Santa Cruz
	1992
	739
	2313
	642
	16%
	-13%

	Sarapiquí
	1113
	300
	1299
	358
	17%
	19%

	Siquirres
	1330
	589
	1590
	501
	20%
	-15%

	Turrialba
	1474
	728
	1631
	639
	11%
	-12%

	Batán
	916
	326
	996
	281
	9%
	-14%

	Bribrí
	774
	299
	963
	358
	24%
	20%

	Cóbano
	472
	238
	645
	186
	37%
	-22%

	Grecia
	897
	467
	1020
	438
	14%
	-6%

	La Fortuna
	875
	399
	918
	350
	5%
	-12%

	Osa
	877
	346
	955
	299
	9%
	-14%

	Puriscal
	817
	261
	862
	358
	6%
	37%

	Atenas
	321
	179
	385
	132
	20%
	-26%

	Buenos Aires
	644
	262
	592
	255
	-8%
	-3%

	Los Chiles
	675
	314
	897
	359
	33%
	14%

	Los Santos
	464
	256
	546
	306
	18%
	20%

	Monteverde
	258
	139
	261
	124
	1%
	-11%

	Orotina
	696
	316
	708
	266
	2%
	-16%

	Upala
	761
	383
	876
	316
	15%
	-17%

	Total
	57 108
	23 087
	63 023
	22 677
	10%
	-2%


Fuente: Información suministrada por la Oficina de Planes y Operaciones.

Ejecución Presupuestaria
En la siguiente tabla se muestra la información de la ejecución presupuestaria del Organismo de Investigación Judicial que fue del 93,1%, lo que significa que estuvo por encima del mínimo del 90% que establece como parámetro el Ministerio de Hacienda para calificar el cumplimiento como alto. 

	Centro Gestor / Rubro
	Presupuesto Inicial
	Presupuesto Actual
	Monto Ejecutado
	Pendiente de Ejecutar
	Porcentaje de Ejecución

	ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL
	19.823.642.057
	20.849.024.968
	19.407.269.017
	1.441.755.951
	93,1%


[image: ]
Plan Anual Operativo

Cumplimiento del Plan Anual Operativo 2021

El siguiente gráfico permite observar el porcentaje de cumplimiento de las metas propuestas en los Planes Anuales Operativos del Programa durante el 2021.  Según se visualiza en el siguiente gráfico, se logró un alto porcentaje de cumplimiento con un 99,71%.




Seguidamente, en el archivo inserto se puede observar el porcentaje de cumplimiento de cada una de las oficinas que integran el Organismo de Investigación Judicial.




Programación Presupuestaria

La programación presupuestaria del Programa 928, está respaldada por los planes anuales operativos elaborados en concordancia con el plan estratégico 2019-2024, por las oficinas del Organismo de Investigación Judicial. 





Afectación PEI

En relación con el tema de si con el límite presupuestario autorizado por Corte Plena para el 2023, considera este Programa que se puede ver afectado el cumplimiento del PEI para ese año, la respuesta brindada fue la siguiente: 

“Para el 2023 sí se está experimentando una afectación, debido a que se ha tenido que dejar de incorporar algunos servicios como por ejemplo la seguridad de Sarapiquí que se solicitó como un adicional y no se pudo cubrir. Por otra parte, para solventar el tema de un alquiler en La Fortuna y el servicio de limpieza de La Unión, se tuvo que sacrificar en viáticos, además tenemos en este momento un alquiler de Nicoya que estamos a la espera de que nos brinden monto final y se debería incluir como un adicional y todo apunta a que se tendría que rebajar en otras líneas para realizar compensación.

Otro aspecto importante de considerar es que con el aumento de la criminalidad se requiere reforzar en temas de seguridad, como por ejemplo cascos de kevlar, escudos balísticos, fusiles de asalto y el presupuesto actual no está permitiendo estas consideraciones, lo que conlleva a un riesgo para los compañeros que deben afrontar las diferentes investigaciones.

Además, Salud Ocupacional está recomendando la utilización de uniformes para toda la policía incluyendo calzado y no estamos teniendo capacidad para afrontarlo. Y normalmente la práctica que se venía manejando con la indumentaria de la policía, era brindar camiseta, gorra y jacket, y ya esta última no se está logrando presupuestar debido a los costos que implica.

También preocupa que con los proyectos de construcción que se han venido desarrollando, estos una vez vencida la garantía, se está teniendo que afrontar contratos de mantenimiento que son bastante costosos, para este caso tenemos cargas térmicas y proyecto de la Morgue.

Adicional con el trabajo que está realizando nuestra policía, el tema de viáticos ha ido en aumento exponencialmente y es una de las subpartidas que no tienen crecimiento, lo que implica que en los últimos años se hayan tenido que estar realizando modificaciones externas para alivianar la demanda, pero que no resulta ser lo más conveniente, ya que este insumo es de vital importancia para la operatividad de nuestro cuerpo policial.

Es importante dejar claro que ante tanto aumento de temas criminalísticos y en aras de brindar una respuesta adecuada a la sociedad, no se puede pensar en trabajar en presupuestos futuros sin crecimiento, porque vamos a quedar en una desventaja latente y por ende una ciudadanía más indefensa.”
-0-
Se acordó: 1) Dar por conocido el presupuesto y la programación presupuestaria del Programa 928 Organismo de Investigación Judicial para el 2023; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto, para presentar una propuesta general que integre todas las necesidades institucionales. 2) Instar a todas las oficinas del Organismo de Investigación Judicial a continuar con el alto cumplimiento de las metas propuestas en sus Planes Anuales Operativos. 3) En cuanto a los requerimientos adicionales operativos requeridos por el OIJ y conforme el análisis efectuado por la Dirección Ejecutiva mediante oficio 1101-DE-2022, se aprueban, en el entendido que la Administración del OIJ decidió mantener los recursos adicionales para el alquiler del nuevo local de la Oficina Regional de la Fortuna, es decir por una suma (¢14.722.347) y para la contratación del servicio de limpieza en la Subdelegación Regional de Tres Ríos (¢4.310.082), tomando para ello los recursos de la subpartida 10502 Viáticos dentro del País, propuesta que fue conocida  y aprobada por el Consejo Superior en la sesión del pasado viernes 01 de abril.  Por lo anterior, la incorporación de estos recursos no representa un incremento adicional en el presupuesto presentado por el OIJ para el 2023. Se declara este acuerdo firme
ARTÍCULO XIII 
DOCUMENTO N° 4841-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el proyecto de presupuesto para el 2023 del Programa 929  Ministerio Público.
Información General
	Presupuesto
Aprobado 2022
	Presupuesto Formulado 2023
	Diferencia Absoluta
	Porcentaje de Variación

	¢4.009.246.231
	¢3.940.195.059
	¢-69.051.273
	-1.72%


Aspectos Relevantes 

Variación 2022-2023
El presupuesto solicitado presenta un decrecimiento del -1.72% respecto al aprobado para el 2022.


[bookmark: _Hlk36908289]Distribución del Presupuesto 2023, por Subpartidas más significativas 

En el caso del Ministerio Público la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos, presenta un crecimiento de ¢64.335.441, en relación con los recursos aprobados para el 2022, debido a ¢20.591.529 por el incremento en el monto total que le corresponde asumir a este Programa por concepto del Fideicomiso para construcción del nuevo edificio en Puntarenas, respecto del rubro que se le asignó el período anterior (409.997.865). 
¢34.440.000, por los recursos incluidos para atender el aumento por el traslado al nuevo edificio que se requiere para la unificación de locales y entre ellos, la Fiscalía de Hatillo. 
¢9.303.912, corresponden a el incremento en los Contratos actuales en relación con el monto aprobado para el 2022, producto principalmente del costo utilizado para cuantificar los contratos en dólares. 

En el gráfico anexo se observa que el 86.00% del presupuesto del Gasto Variable está concentrado en 7 subpartidas y el resto está distribuido entre las 46 subpartidas restantes, de las cuales ninguna supera el 2%.  



[bookmark: _Hlk36908322]Justificación de la disminución del presupuesto 

Corte Plena en la sesión Nº 54-2021 celebrada el 13 de diciembre, artículo XXVIII, conoció el oficio número N°1291-PLA-PP-2021 del 16 de noviembre, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, relacionado con el informe de la estimación del porcentaje de crecimiento para el presupuesto 2023, aprobándose un 0%. Es decir,  que el límite presupuestario para el 2023 debe ser igual o menor al aprobado para el presupuesto del 2022.  

El decrecimiento que presenta este programa presupuestario obedece principalmente a que la Oficina de Defensa Civil de la Víctima formuló para el 2022 la suma de ¢198.973.372 , mientras que para el 2023, se están incluyendo únicamente ¢66.261.112 o sea ¢132.712.260 de menos.

Presupuesto de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima. 

Mediante oficio N°. 132-ODCV-2022, la licenciada Ana Deisy Quirós Barrantes, Fiscala Adjunta-Oficina de Defensa Civil de las Víctimas remitió el detalle de los recursos necesarios para la adquisición de bienes y servicios para el pago de económicos urgentes a víctimas, así como recursos para el mejoramiento de la ODCV, correspondiente al período 2023; de conformidad con el Artículo 35 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, por la suma de ¢66.261.112.62. 



Mediante Oficio 308-UAMP-2022 del pasado 03 de marzo los licenciados David Brown Sharpe  y Ana Deisy Quirós Barrantes, Administrador del Ministerio Público y Fiscala adjunta de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, en su orden, comunicaron a la Unidad de Ingresos Fiscales y Programación Plurianual de la Tesorería Nacional  del Ministerio de Hacienda, el traslado de los recursos del sistema de depósitos Judiciales de la ODCV por la suma de ¢66.261.112.62, con el fin de que sean incorporados dichos recursos al presupuesto 2023.


Por otra parte,  mediante correo electrónico del pasado 16 de marzo del 2022, se recibió de Tesorería Nacional correo de la autorización pagadas de los recursos recibidos de la ODCV, por parte del Ministerio de Hacienda. 


Finalmente, hay que indicar que se procedió a incorporar dentro del Anteproyecto de presupuesto del Programa 929, el Presupuesto de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, por el monto de ¢66.261.112.62, donde se destacan ¢15.152.000, para el pago de Peritajes, ¢7.600.000, para capacitaciones y ¢9.228.412.50, para atender la compra de tóner de los equipos multifuncionales de las sedes a nivel nacional.  

Aspectos relevantes de algunas subpartidas 

Como se indicó en el punto 2.3 el Ministerio Público se ajustó al límite de crecimiento establecido para el 2023; sin embargo, las siguientes subpartidas mostraron un crecimiento importante. 

Subpartida 10101 Alquiler de Edificios Locales y Terrenos 

Esta subpartida presenta un crecimiento de un 6.71% en comparación con el año anterior, lo que se traduce en un monto de ¢64.335.441 en términos absolutos. El crecimiento lo ocasiona principalmente ¢20.591.529 incluidos de más en la Fiscalía de Puntarenas para atender el monto que le corresponde asumir a este Programa por concepto del Fideicomiso para construcción del nuevo edificio en Puntarenas y ¢34.440.000, para atender por 6 meses el alquiler del nuevo local de la Fiscalía de Hatillo.

Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo

El Contrato 054118 que brinda el servicio de Alquiler de Equipo de Cómputo a las diferentes oficinas del programa,  vence en octubre del 2022, por lo para este año se cargó en la Subpartida únicamente 10 meses y los 2 meses restantes los está asumiendo la Dirección de Tecnología de la Información, mientras que para el 2023 se le imputa el monto total del contrato a cada Centro de Responsabilidad, mostrando un crecimiento de ¢63.437.689. 

Subpartida 10701 Actividades de Capacitación

Esta subpartida muestra un crecimiento del 149.31% en relación con el monto aprobado en el 2022, y en términos absolutos de ¢7.600.000. Este incremento lo ocasiona los recursos incluidos por la Oficina de Defensa Civil de la Víctima para atender dos cupos para capacitaciones, en el tema de Fideicomisos y Leasing, para el personal de la ODCV a nivel nacional con el fin de mejorar el servicio público que se brinda mediante la adquisición de nuevos conocimientos.  Estos recursos están incluidos, bajo la certificación de recursos emitidos por la Tesorería  Nacional, mediante Oficio TN-UCI-0430-2022, del 23 de marzo del 2022. 

Subpartida 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes
Esta Subpartida presenta un crecimiento de ¢9.228.413 (19.40%) en relación con los recursos solicitados para el 2022, debido a que la Oficina de Defensa Civil de la Víctima incorporó dentro de su presupuesto la suma de ¢9.228.413, para atender la compra de tóner de los equipos multifuncionales que se van a adquirir para entregar a las sedes a nivel nacional.

 Es importante indicar que la Administración del Ministerio Público procedió a rebajar la suma de ¢40.304.554, en esta subpartida en cumplimiento a establecido en las Directrices de Formulación Presupuestaria 2023, donde en el Ítem 33 indica: 
“Como restricción se tiene que el monto a formular en las Subpartidas 10303 Impresión, Encuadernación y Otros, 20104 Tintas, Pinturas y Diluyentes (específicamente el tóner para impresoras) y 29903 Productos de Papel, Cartón e Impresos, debe ser igual o inferior al aprobado para el 2022. “

Subpartida 29901 Útiles y Materiales de Oficina y Computo
 Esta Subpartida presenta un crecimiento de ¢7.383.119 (69.43%) en relación con los recursos solicitados en el 2022 (¢10.634.428), debido a que la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima formuló del presupuesto la suma de ¢7.506.923, para atender la compra de equipo y/o mobiliario recomendado en los informes de Salud Ocupacional realizados en las sedes a nivel nacional, mientras que para el 2022 solicitó ¢127.690. 

En consulta realizada al licenciado Ricardo Enrique Vega Solano de la Unidad de Gestión Financiera y Administrativa de la ODCV, sobre cómo se justifica estos requerimientos en relación con el Teletrabajo manifestó que:

“La formulación de estos recursos obedecen a la atención de los estudios del Subproceso de Salud Ocupacional, donde se indica en el apartado de Conclusiones y Acciones de Control, que se deben adquirir artículos para la prevención o mejora de la posición del personal en su área de trabajo. Es Importante indicar que actualmente la ODCV a nivel nacional se encuentra laborando de forma presencial; únicamente las sedes que son virtuales, y la Unidad de Gestión Financiera y Administrativa cuentan con un día asignado semanalmente de teletrabajo siempre y cuando no se deban atender gestiones presenciales; siendo así, a pesar de existe la modalidad de teletrabajo; la mayor parte del tiempo laboral, se realiza presencial; por lo que se requiere así mejorar la condición del área de trabajo de acuerdo a lo indicado en los informes de Salud Ocupacional.”

. Aspectos relevantes en Inversión 

Subpartida 50104 Equipo y Mobiliario de Oficina
Se formulan recursos por un monto de ¢27.345.773 de los cuales ¢9.949.158 se requieren para la adquisición de aires acondicionados para las fiscalías que por su ubicación geográfica manejan altas temperaturas, como lo son la zona de Golfito, Garabito, Guatuso,  y el II Circuito Judicial de la Zona Sur. Además, se formularon recursos por la suma de ¢17.396.615, para la sustitución de los siguientes artículos: 



Subpartida 50199 Maquinaria y Equipo Diverso

Se formulan recursos por la suma de ¢1.241.085, de los cuales ¢527.999 se requieren para la compra de 1 refrigeradora para la sala de lactancia de Tarrazú, autorizado por la Dirección Ejecutiva, mediante correo electrónico del pasado 14 de enero. Además, la compra de 4 extintores para la fiscalía de Guápiles,  Bribri y Upala, por la suma de ¢330.016 y la sustitución de 2 loker para la fiscalía de Siquirres y Bribri, por la suma de ¢383.070.

Detalle de nuevos contratos 

No se presentan contratos nuevos para este periodo. 

Análisis del Presupuesto Asociado a la Ejecución de Proyectos Estratégicos del Portafolio de Proyectos Institucional

Proyectos Estratégicos que Formularon Recursos en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP) para el 2023

Como parte de la implementación del Sistema de Proyección Plurianual, a partir del mes de octubre del año 2020 se les solicitó a las oficinas realizar la inclusión de recursos asociados a los proyectos debidamente constituidos en el Portafolio de Proyectos Institucional del Poder Judicial.

Aunado a lo anterior, en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°08-2022 del 26 de enero, artículo XIV, se conoció el informe de la Dirección de Planificación Nº47-PLA-PP-PE-2022 del 18 de enero de 2021, relacionado con el cumplimiento de la norma de ejecución presupuestaria N°20, contenida en la Ley de Presupuesto del 2021. Al respecto se acordó: “Solicitar a la Dirección Ejecutiva que, en coordinación con la Dirección de Planificación, en el plazo de 8 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, presenten a este Consejo, una propuesta consensuada de implementación de la norma.”.

En la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio del 2022, como parte de las normas de ejecución presupuestaria, en la norma N°18 se señala lo siguiente:
“Norma 18. Todos los recursos asignados a gasto de capital durante el 2022, a excepción de las transferencias a las municipalidades y los concejos municipales de distrito, deberán formar parte de uno o varios proyectos formalmente elaborados y entregados ante el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplán), que tendrá la obligación de custodiar dichos expedientes y revisar su avance. El Ministerio de Hacienda deberá incluir, en el informe de ejecución física definido en el párrafo segundo del artículo 52 de la Ley 8131, Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001, el nivel de incumplimiento, los resultados parciales o totales del proyecto en cuestión y las propuestas de mejora.”

Para atender lo señalado en las leyes de presupuesto y dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior del 18 de enero del 2021, la Dirección Ejecutiva y Dirección de Planificación establecieron una propuesta que incluye de manera resumida los siguientes puntos:

La Dirección Ejecutiva coordinará con las dependencias a su cargo la definición y creación de proyectos para la distribución de los recursos asignados para el 2022 en el rubro de equipos de inventarios, vehículos, seguridad y construcciones (en este caso para los programas 926 y 927, según se trata de proyectos estratégicos, operativos o de la Ley N°7600, a nivel institucional, siguiendo el procedimiento establecido por la Metodología de Administración de Proyectos.

La Dirección de Planificación coordinará una reunión con la DTI para solicitarle la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 al Área de Tecnología (en cuanto a los recursos asignados para el 2022, se refiere al detalle del gasto a partir del pase a ejecución). 
La Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, coordinarán una reunión con los responsables de cada Programa Institucional y Centro de Responsabilidad, para orientarlos en cuanto a la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 en las subpartidas de gasto de capital (en cuanto a los recursos asignados para el 2022).

Considerando lo indicado anteriormente, a partir de la formulación de los anteproyectos de presupuesto del 2023 y siguientes, es indispensable que desde la formulación presupuestaria se establezca el vínculo de los recursos formulados en el Sistema de Proyección Plurianual y los proyectos contenidos en el Portafolio de Proyectos Institucional. 

Específicamente para el proceso presupuestario del anteproyecto de presupuesto del 2023, la Dirección de Planificación como ente coordinador de este proceso, mediante la Circular Externa N°08-2021 “Formulación de los recursos presupuestarios requeridos para la ejecución de los proyectos estratégicos en el Sistema de Proyección Plurianual”, publicada el 17 de setiembre del 2021, comunicó que todas las oficinas que tienen a cargo proyectos estratégicos, tenían que tomar en consideración las disposiciones para la formulación de recursos asociados a la ejecución de los proyectos.
Como parte del alcance de indica de dicha circular se indica que: “La aplicación de estos lineamientos es de carácter obligatorio para todas aquellas oficinas que se encuentran ejecutando o tienen proyectado la ejecución de proyectos estratégicos en períodos presupuestarios futuros, para lo cual se consideran los proyectos que se encuentran en ejecución y están alineados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado por la Corte Plena en la sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.”.

El sistema utilizado para consignar los recursos presupuestarios de los proyectos es el Sistema de Proyección Plurianual, entendiendo que todos los recursos, tanto gasto variable como recurso humano que se requieran para la ejecución de proyectos estratégicos institucionales durante el ejercicio económico 2023, debían ser incluidos en el Sistema de Proyección Plurianual, sin excepción.

En cuanto a los programas 929 Ministerio Público, para el 2023 contemplando los proyectos que finalizan ese año como los que finalizan en años posteriores, se tendrían un total de 7 proyectos estratégicos activos de acuerdo con la programación y cronogramas que actualmente se encuentran en la plataforma de MS Project Online. De esos proyectos se tienen recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto del 2023 en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP) 2 proyectos. En el archivo adjunto se muestra el detalle de cada uno de ellos. 




Detalle de Rebajos por Subpartida

Conforme las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023 y en coordinación con la Licda. Johan Vallecillos Canales se realizaron rebajos por un total de ¢61.781.167, tal como se aprecia a continuación:
	Código Subpartida
	Descripción de la Subpartida
	Monto

	10501
	Transporte Dentro del País
	₡1.149.080

	20104
	Tintas, Pinturas y Diluyentes
	₡40.504.554

	29903
	Productos de Papel e Impresos 
	₡4.512.392

	Total: 
	₡46.166.026



En consulta realizada a Johan Vallecillo se le solicitó ajustar o justificar los recursos; sin embargo optó por rebajarlos.   En consulta realizada a Johan Vallecillo, Coordinadora de la Sección de Gestión Presupuestaria, sobre el recorte realizado en la Subpartida 20104 “Tintas, Pinturas y Diluyentes” manifestó que, durante varios años cada oficina formula los recursos que requiere en relación con las tintas y tóner para las impresoras sin considerar que estos productos son de alto costo para la Institución, por lo que se ha procedido a ajustarlos conforme a las Directrices de Formulación Presupuestaria 2023.

Adicionalmente y en coordinación con la licenciada Johan Vallecillo Canales, se procedió a realizar los siguientes rebajos con el fin de ajustar el presupuesto al crecimiento máximo aprobado por Corte Plena. 
	Código Subpartida
	Descripción de la Subpartida
	Monto

	20304
	Materiales y Productos Eléctricos, Telefónicos y de Cómputo. 
	₡10.125.971

	29904
	Textiles y Vestuario
	₡4.018.440

	29905
	Útiles y Materiales de Limpieza
	₡1.470.730

	Total:
	₡15.615.141



Otros Requerimientos Operativos  

6.1. Mediante oficio 1101-DE-2022 la Dirección Ejecutiva solicita conforme a los términos de los acuerdos tomados por la Comisión de Rediseño Penal, adoptar las previsiones presupuestarias para la formulación del 2023, para el alquiler de un local donde se reúnan el Tribunal y Juzgado Penal de Pavas, así como la Fiscalia y otro para el Tribunal (separación del Tribunal de Pavas) y el Juzgado de Hatillo y la Fiscalía de ese distrito.

Conforme a lo anterior el Ministerio Público solicita la suma de ¢93.710.806 para atender las necesidades de la Fiscalía de Hatillo 

	Fiscalía
	Subpartida 
	Código Artículo 
	Nombre Artículo
	Cantidad 
	Monto Total 

	Fiscalía de Pavas 
	10101
	19606
	Alquiler de Edificios y Locales
	12
	24.830.806

	Fiscalía de Hatillo
	10101
	19606
	Alquiler de Edificios y Locales
	12
	₡68.880.000


  Total                                                                                                                      ¢ 93.710.806

En relación con lo anterior, mediante oficio 1101-DE-2022, la Dirección Ejecutiva envió propuesta con la revisión efectuada, la cual fue conocida por el Consejo Superior el pasado 1 de abril en el Artículo IV, donde se acordó aprobar únicamente ¢34.440.000, para sufragar el alquiler por 6 meses de la Fiscalía de Hatillo, recursos que ya se incorporaron en la formulación 2023 del Ministerio Público. 
Otros Requerimientos Adicionales

La administración del Ministerio Público solicita valorar la inclusión de ¢1.851.300, para atender las siguientes necesidades:

En relación con estos recursos, la Dirección de Planificación manifiesta que, el Ministerio Público cuenta con 2 becas en el Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP), para la Maestría en Gerencia de Proyectos de Desarrollo, la cual dio inicio en marzo del 2022 y finaliza en octubre 2023, personal que se puede aprovechar para retroalimentar al personal del Ministerio Público que así lo requiera.

Por otra parte, de requerirse una capacitación específica sobre la Metodología de ejecución de Proyectos en el Poder Judicial, se puede coordinar con el Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación

Es importante indicar que estos recursos no fueron considerados en el análisis de Subpartidas de la subpartida 10701 “Actividades de Capacitación”, que conoció el Consejo Superior en la sesión de trabajo del viernes 18 de marzo del 2022. 

De aprobarse los recursos “Otras Necesidades Adicionales” por (¢1.851.300), el Anteproyecto de Presupuesto del Ministerio Publico sería de ¢ 3.942.046.359 con un decrecimiento del 1.68% y en términos absolutos de ¢67.199.973

Detalle del Presupuesto Formulado para 2023
A continuación, se incluyen los archivos que contienen el detalle del gasto de los recursos formulados para el 2023.




Carga de Trabajo de los Circuitos Judiciales y Centros de Responsabilidad 

A continuación, se presenta al análisis del comportamiento interanual del balance general de la carga de trabajo correspondiente al bienio 2020-2021 para el Ministerio Público. A continuación se incorpora el Informe de Rendición de Cuentas 2020-2021 del Ministerio Público, donde se sustentan los recursos asignados y ejecutados por este Programa.   




Cuadro Nº 1
Movimientos de trabajo del Centro de Responsabilidad 
del Ministerio Público durante el período 2020-2021
(Fiscalías Penales de Adultos)

	Variable Estadística
	Año
	Variación absoluta
	Variación Porcentual

	
	2020
	2021
	
	

	
	 
	 
	 
	

	Circulante inicial
	75 892
	78 716
	2 824
	3,7

	Casos Entrados
	201 063
	209 961
	8 898
	4,4

	Casos Reentrados
	12 168
	13 097
	929
	7,6

	Casos Reactivados*
	0
	0
	0
	---

	Testimonios de piezas
	609
	711
	102
	16,7

	Casos Terminados
	213 897
	222 389
	8 492
	4,0

	Casos Inactivos*
	0
	0
	0
	---

	Circulante final
	79 274
	80 402
	1 128
	1,4

	 
	 
	 
	 
	 

	* No se calculan las variaciones porcentuales, debido a las frecuencias nulas de las cifras absolutas. 

	Fuente: Sub-Proceso de Estadística, Dirección de Planificación, Poder Judicial.

	


De las cifras contenidas en la tabla anterior, destacan los siguientes hechos:
Casos entrados: El Centro de Responsabilidad del Ministerio Público acogió el ingreso de 209.961 causas durante el 2021, lo cual implica un incremento de 8.898 unidades versus el volumen admitido el año anterior, para un repunte porcentual de 4,4%. 

Sobre este particular, se tiene que 69 de las 129 oficinas que componen este Centro de Responsabilidad, a nivel nacional, presentaron un aumento en esta ocasión, sobresaliendo las fiscalías de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de Alajuela, la Adjunta del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados), la Adjunta del Segundo Circuito Judicial de San José y la adjunta del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia), que reflejaron los incrementos más significativos, con 2.714, 1.463, 1.068 y 1.068 procesos, en ese orden.  

Casos terminados:  El número de casos terminados en este Centro de Responsabilidad llegó a 222.389 en esta oportunidad, por lo que la resolución de este órgano auxiliar de justicia externó un incremento de 8.492 causas, versus el registro correspondiente al año 2020, lo cual implica un repunte relativo de 4,0%. 

En forma análoga a la variable anterior, 67 de las 129 sedes del país reflejaron un ascenso en el último año, siendo las fiscalías de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de Alajuela, la Adjunta del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados), de Grecia, la Adjunta del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) y la adjunta del Primer Circuito Judicial de Alajuela las oficinas que mostraron los mayores repuntes en cuanto a su resolución, con 3.276, 2.004, 859, 852 y 842 casos, respectivamente. 

Relación del volumen cancelado, versus el volumen ingresado: Al ejecutar el cociente entre el volumen cancelado[footnoteRef:6] y el volumen ingresado[footnoteRef:7], en las oficinas adscritas al Centro de Responsabilidad del Ministerio Público se obtiene, para el año 2021, un resultado de 1,00 , lo cual implica el finiquito de 100 expedientes, por cada 100 ingresos; es decir, que existe una atención muy expedita y al día, en la prestación del servicio a las personas usuarias, a pesar de los elevados volúmenes de expedientes registrados, conforme se deduce de la tabla anterior. [6:  Se entiende como volumen cancelado, del circulante de los despachos: el número de casos terminados (222.389 unidades, en el 2021).]  [7:  Se entiende como volumen ingresado, al circulante de los despachos: la suma de los casos entrados, reentrados y reactivados (209.961 + 13.097 + 0 asuntos, en el 2021).   ] 


Circulante Final: En las oficinas del Centro de Responsabilidad del Ministerio Público acumularon un circulante de 80.402 expedientes al finalizar el 2021, por lo que su pendencia experimentó un aumento de 1.128 causas en comparación con el circulante existente al cierre del año anterior, para un repunte porcentual de 1,4%. 
En este sentido, sobresale de la tabla anterior que la resolución lograda en estos despachos resultó superior en 12.428 asuntos versus el caudal de demandas recibidas en el presente año (209.961 vs. 222.389). Sin embargo, este logro no se tradujo en una reducción en el circulante final, debido al efecto de los casos reentrados, los cuales se registraron en 13.097 expedientes, en este período.     


Ejecución Presupuestaria

En la siguiente tabla se muestra la información de ejecución presupuestaria del Ministerio Público para 2021, la cual fue del 93.90%, superior a lo ejecutado en el 2020, el cual fu del 93%.
	[bookmark: RANGE!L64]Centro Gestor / Rubro
	Presupuesto Inicial
	Presupuesto Actual y en Tránsito
	Monto Ejecutado
	Pendiente de Ejecutar
	Porcentaje de Ejecución

	
	
	
	
	
	

	Ministerio Público
	4.353.236.338
	4.584.901.398
	4.305.062.422
	279.838.876
	93.90%

	
	
	
	
	
	




Es importante señalar que el monto total sin ejecutar es de ¢279.838.876, entre todas las subpartidas expuestas en el cuadro anterior, que en consecuencia significa que se alcanzó un 93.90% de ejecución presupuestaria, cifra mayor a la alcanzada durante el año 2020, cuando se logró un 93%; superando el porcentaje meta establecido por el Ministerio de Hacienda que es de un 90%.

Plan Anual Operativo

Cumplimiento del Plan Anual Operativo 2021

El siguiente gráfico permite observar el porcentaje de cumplimiento de las metas propuestas en los Planes Anuales Operativos del Programa durante el 2021.  Según se visualiza en el siguiente gráfico, se logró un porcentaje de cumplimiento del 98.33%, resultado superior al realizado en el 2020, donde se logró un 95.65%.




A continuación, se detalla el porcentaje del cumplimiento PAO 2020 de las oficinas que componen el Ministerio Público: 



10. Programación Presupuestaria

La programación presupuestaria del Programa 929 Ministerio Público, está respaldada por los planes anuales operativos elaborados en concordancia con el plan estratégico 2019-2024. 



[bookmark: _MON_1679150079]
11. Cumplimiento del Plan Estratégico Institucional (PEI)

Mediante correo electrónico del pasado 15 de febrero se le consultó al licenciado David Brown Sharpe, Administrador del Programa del Ministerio Público,  si con los recursos formulados  en el anteproyecto de presupuesto 2023, es posible el cumplimiento de los Objetivos y Metas del Plan Estratégico Institucional  manifestó que, de acuerdo con la información que nos brinda nuestra  oficina técnica (UMGEF), si no existe alguna variación de las condiciones humanas y materiales tomadas en cuenta al  momento en que los Despachos formularon el presupuesto – Guerra mundial, Ola Pandémica- se confirma lo que Usted nos  indica, en el sentido de  que podemos establecer la posibilidad de cumplir las metas y objetivos  estratégicos establecidos para el año 2023. 
[bookmark: _Hlk36907812]
Se acordó: 1) Dar por conocido el presupuesto y la programación presupuestaria del Programa 929 Ministerio Público para el 2023; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto, para presentar una propuesta general que integre todas las necesidades institucionales. 2) Aprobar el Presupuesto en Honorarios 2023 de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, por la suma de ¢66.261.112.62, e insistir con el Ministerio de Hacienda que el considerar estos recursos como “recurrentes” e incluirlos dentro del límite presupuestario impuesto al  Poder Judicial por el Ministerio de Hacienda, perjudica directamente el presupuesto del Ministerio Público, impidiéndole cubrir necesidades prioritarias a pesar que estos recursos provienen de una Ley  específica que cuenta con sus propios ingresos. 3)Solicitar a la Unidad Administrativa del Ministerio Público continuar con el seguimiento al cumplimiento de los objetivos y metas propuestos en el Plan Anual Operativo por parte de cada una de las oficinas, fiscalías y despachos que componen el Programa. 4) Resaltar el porcentaje alcanzado por el Ministerio Público e instar a todas sus oficinas a continuar con el alto cumplimiento de las metas propuestas en sus Planes Anuales Operativos. 5)  En relación a los requerimientos adicionales para capacitación no se aprueban, se recomienda  lo indicado por la Dirección de Planificación, en cuanto a que el  Ministerio Público cuenta con 2 becas en el Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP), para la Maestría en Gerencia de Proyectos de Desarrollo, la cual dio inicio en marzo del 2022 y finaliza en octubre 2023, personal que se puede aprovechar para retroalimentar al personal del Ministerio Público que así lo requiera. Además de requerirse una capacitación específica sobre la Metodología de ejecución de Proyectos en el Poder Judicial, y que se puede coordinar con el Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación. Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO XIV 
DOCUMENTO N° 4842-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación presenta el proyecto de presupuesto para el 2023 del Programa 930  Defensa Pública.
Información General
	Presupuesto
Aprobado 2022
	Presupuesto Formulado 2023
	Diferencia Absoluta
	Porcentaje de Variación

	¢2.430.538.891
	¢2.847.947.502
	¢417.408.612
	17.17%



Aspectos Relevantes

Variación 2022-2023
El anteproyecto de presupuesto 2023 de la Defensa Pública presenta una variación del 17.17% respecto al aprobado para el 2022, cifra en términos absolutos asciende a un exceso de ¢417.408.612.

Es importante indicar que, para el 2023 a la Defensa Pública se le cargan dentro de su anteproyecto sumas que corresponden a excesos de necesidades inevitables que aumentan en ¢114.278.796 sus requerimientos según se indica: ¢67.837.800 que le corresponde  asumir a este Programa por concepto del Fideicomiso para construcción del nuevo edificio en Puntarenas, ¢37.835.170 de incremento en el contrato de Equipo de cómputo, ¢2.628.275 para atender las necesidades de los contrato 037119, 055118, 051119 y 005120   por el servicio de fotocopiado, venta de CDs, llaves USB y escaneo de documentos, además, por vez primera asume el pago de Servicios Municipales del edificio denominado Ofomeco que asciende a la suma de ¢5.900.000, Este monto quién lo pagaba? Deben trasladarle a ellos el contenido? el incremento en los contratos 038118 del servicio de limpieza y del contrato 016120 de servicio de seguridad, puntos que serán detallados más adelante en el presente informe. 

Considerando lo anterior, al excluir estos requerimientos que son obligaciones inevitables, el presupuesto 2023 de la Defensa Pública crecería en un 7.37%.

Asimismo,  para el 2023 a la Defensa Pública le aprobaron Otros Requerimientos Operativos para alquileres por la suma de ¢116.592.089 para las Oficinas de la Defensa Pública de Hatillo, Desamparados y Puriscal.

Adicionalmente, la Defensa Pública para el 2022 por medio de las áreas le aprobaron ¢95.946.35 y para 2023 solicita la suma de ¢313.035.104, lo que representa un aumento en requerimientos del 226.26%,  distribuidos de la siguiente forma:

Solicitud en áreas 2023:


 Tabla número 1. Presupuesto 2022-2023



	Distribución del Presupuesto 2023 por Subpartida

       
En el gráfico siguiente se muestra que el 87.10% del presupuesto de gasto variable de la Defensa Pública para el 2023 se concentra en 7 subpartidas incorporadas en el gráfico anexo y el restante 12.90% del presupuesto queda distribuido entre 42 subpartidas y de éstas ninguna supera el 2.45% de representatividad.



Justificación crecimiento del presupuesto que supera el límite del gasto

10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos, el incremento en esta subpartida se da principalmente por la imputación de los recursos necesarios para el pago del nuevo alquiler de la Defensa Pública de Hatillo por la suma de ¢24.272.159, además de ¢54.000.000 para el alquiler de la Defensa Pública de Desamparados autorizado debido a las malas condiciones del local por recomendación del Departamento de Servicios Generales y contar con una orden Sanitaria y ¢9.000.000 para incrementar el monto del alquiler de la Defensa Publica de Puriscal para buscar una edificación que reúna mejores condiciones. Además, de la inclusión de ¢67.837.800 para el pago del Fideicomiso para la construcción del nuevo edificio en Puntarenas, proporción que le corresponde  asumir a este Programa por este concepto.
 
10103 Alquiler de Equipo de Cómputo,  el contrato incrementa en ¢37.835.170 con relación al 2022, debido a que, para el 2022 esta proporción fue cargada a la Dirección de Tecnología de la Información y para este período presupuestario se le imputa el monto total del contrato a cada Centro de Responsabilidad. Lo anterior implica que en la Dirección de Tecnología de la Información se muestra un decrecimiento del 98,68% en esta subpartida, pasando de ¢408.197.419 en 2022 a ¢5.372.009 en 2023, debido a que en el 2022 se incluyó la línea por ¢403.713.750 para la renovación del contrato a nivel nacional.

10299 Otros Servicios Básicos, para el 2023 la Defensa Pública por vez primera debe asumir el pago de los servicios municipales del Edificio denominado Ofomeco, incrementando la subpartida en ¢5.977.551.

10303 Impresión, Encuadernación y Otros, aumento en los contratos por servicio de fotocopiado, dentro de los que se pueden citar: contrato número 037119 de la Defensa Pública del Primer Circuito de Alajuela que pasó de ¢8.656.563 a ¢9.107.853 para el 2023, contrato número 055118 de la Defensa Pública de Sarapiquí que incrementó en ¢317.575 respecto al 2022, el contrato 051119 de la Defensa Pública de Quepos que incrementa en ¢846.070 respecto al 2022 y por último el contrato 005120 de la Administración de la Defensa Pública  que incrementa en ¢754.700 con respecto al monto aprobado para el 2022.

En consulta realizada a Lic. Paulo Calvo de la Proveeduría, indicó que el aumento obedece a la redistribución del costo de los contratos entre los centros de responsabilidad, según las proyecciones del gasto y a solicitud de los interesados.

10406 Servicios Generales, incrementa un total de ¢13.490.261 debido al aumento de los contratos número 038118 del servicio de limpieza y del contrato 016120 por el servicio de vigilancia que alberga los edificios del Poder Judicial a nivel nacional en la modalidad de contratación de entrega según demanda. Adicionalmente, le fue aprobado como otro requerimiento operativo la suma de ¢26.421.308 para servicios de vigilancia en la Defensa Pública de Siquirres y Liberia.

10801 Mantenimiento de Edificios, Locales y Terrenos: ¢60.317.480 para el mantenimiento y reparación de los edificios que atiende esta Defensa Pública según se detalla: Defensa Pública II Circuito de San José ¢10.000.000, Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de Alajuela, ¢8.000.000, Defensa Pública de Guatuso ¢6.000.000, Defensa Pública de Los Chiles ¢2.500.000 y ¢16.000.000 para la Administración de la Defensa Pública.

Recursos solicitados para dar mantenimiento a las infraestructuras de esta Defensa, tales como: Realizar la pintura interna de la Defensa Pública de Alajuela, ya que el edificio hace más de 5 años no se ha pintado, en la Defensa Pública de Guatuso se pretende hacer reparaciones por daños ocasionados por los desastres naturales a la infraestructura y en la Administración de la Defensa Pública se dará mantenimiento, mejora y reparación de escaleras de emergencia y su iluminación, además, de  la instalación de luminarias externas, instalación de anclaje para limpieza de vidrios, pintura de rutas de evacuación y remodelación de servicio sanitario. Según consulta realizada al Lic.  José Luis Soto, Jefe de Servicios Generales, la realización de pinturas no requiere criterio para realizar estas obras.

Además, a través de esta subpartida se solicitan los recursos necesarios para el mantenimiento de los ascensores y cortinas metálicas.

Aspectos relevantes en Inversión
La Defensa Publica para el 2022 en la Partida 5 Bienes Duraderos, está solicitando un total de ¢119.610.715 y las subpartidas con mayor representación son:

50103 Equipo de Comunicación ¢504.293, suma requerida para la compra de ocho megáfonos solicitados por la Administración de la Defensa Pública, según consulta realizada al Licenciado Josué González Granados, administrador de la Defensa, manifiesta que su adquisición es necesaria por recomendación del Subproceso de Salud Ocupacional. Según consulta realizada a Josué González serán utilizados en el Edificio de la Defensa Pública de San José,  por recomendación de Salud Ocupacional debe de haber un megáfono en cada piso de este edificio y actualmente solo cuentan con uno.

50104 Equipo y Mobiliario de Oficina ¢115.160.743, necesarios para la compra de equipo y mobiliario de oficina para el desarrollo de las labores diarias durante al año, dentro de los artículos que se destacan  en esta subpartida es la solicitud de 456 Sillas Fixer MID, para dotar al personal de las oficinas que integran este programa de equipo ergonómico de manera preventiva para mejorar las condiciones de los puestos de trabajo, es importante indica que todas las solicitudes cuentan en el estudio técnico correspondiente del Subproceso de Salud Ocupacional, conforme lo establece la directriz de formulación 2023 número 125, adicionalmente, mediante esta subpartida se canaliza la compra de aires acondicionados y sillas secretariales. 

Al respecto, es oportuno señala que por directriz, los Centros de Responsabilidad deben formular dentro de su presupuesto los recursos para la compra de equipo ergonómico de manera preventiva para mejorar las condiciones de los puestos de trabajo, el requisito para incluirlos es que, se cuente con el estudio técnico de Salud Ocupacional. Para este caso el Administrador de la Defensa Pública aportó el estudio solicitado en todos los casos.

Adicionalmente, indicó el Licenciado González Granados que por la naturaleza de la labor este Programa aplica un porcentaje muy bajo de teletrabajo y en pocos casos supera los 2 días a la semana, entre los puestos que aplica son proyectos especiales, disciplinario y algunas plazas autorizadas por la jefatura.

En cuanto a los aires acondicionados son solicitados por oficina ubicadas en zonas de climas calientes, autorizados por directriz, requeridos para sustitución o instalación en oficina donde por las limitaciones no ha sido posible instalo tal es el caso de la Defensa Pública del Primer Circuito de la Zona Sur:



Detalle de nuevos contratos  
Para el 2023 a la Defensa Pública del Tercer Circuito Judicial de San José como Otro Requerimiento Operativo le fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión del 01 de abril, artículo IV la suma de ¢83.319.930 para alquiler de un edificio para ubicar a esta oficina por existir orden sanitaria debido a las malas condiciones del local.

[bookmark: _Hlk65503013]Proyectos Estratégicos que Formularon Recursos en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP) para el 2023

Como parte de la implementación del Sistema de Proyección Plurianual, a partir del mes de octubre del año 2020 se les solicitó a las oficinas realizar la inclusión de recursos asociados a los proyectos debidamente constituidos en el Portafolio de Proyectos Institucional del Poder Judicial.

Aunado a lo anterior, en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°08-2022 del 26 de enero, artículo XIV, se conoció el informe de la Dirección de Planificación Nº47-PLA-PP-PE-2022 del 18 de enero de 2021, relacionado con el cumplimiento de la norma de ejecución presupuestaria N°20, contenida en la Ley de Presupuesto del 2021. Al respecto se acordó: “Solicitar a la Dirección Ejecutiva que en coordinación con la Dirección de Planificación, en el plazo de 8 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, presenten a este Consejo, una propuesta consensuada de implementación de la norma.”.

En la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio del 2022, como parte de las normas de ejecución presupuestaria, en la norma N°18 se señala lo siguiente:
“Norma 18. Todos los recursos asignados a gasto de capital durante el 2022, a excepción de las transferencias a las municipalidades y los concejos municipales de distrito, deberán formar parte de uno o varios proyectos formalmente elaborados y entregados ante el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplán), que tendrá la obligación de custodiar dichos expedientes y revisar su avance. El Ministerio de Hacienda deberá incluir, en el informe de ejecución física definido en el párrafo segundo del artículo 52 de la Ley 8131, Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001, el nivel de incumplimiento, los resultados parciales o totales del proyecto en cuestión y las propuestas de mejora.”

Para atender lo señalado en las leyes de presupuesto y dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior del 18 de enero del 2021, la Dirección Ejecutiva y Dirección de Planificación establecieron una propuesta que incluye de manera resumida los siguientes puntos:

La Dirección Ejecutiva coordinará con las dependencias a su cargo la definición y creación de proyectos para la distribución de los recursos asignados para el 2022 en el rubro de equipos de inventarios, vehículos, seguridad y construcciones (en este caso para los programas 926 y 927, según se trata de proyectos estratégicos, operativos o de la Ley N°7600, a nivel institucional, siguiendo el procedimiento establecido por la Metodología de Administración de Proyectos.
La Dirección de Planificación coordinará una reunión con la DTI para solicitarle la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 al Área de Tecnología (en cuanto a los recursos asignados para el 2022, se refiere al detalle del gasto a partir del pase a ejecución). 
La Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, coordinarán una reunión con los responsables de cada Programa Institucional y Centro de Responsabilidad, para orientarlos en cuanto a la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 en las subpartidas de gasto de capital (en cuanto a los recursos asignados para el 2022.

Considerando lo indicado anteriormente, a partir de la formulación de los anteproyectos de presupuesto del 2023 y siguientes, es indispensable que desde la formulación presupuestaria se establezca el vínculo de los recursos formulados en el Sistema de Proyección Plurianual y los proyectos contenidos en el Portafolio de Proyectos Institucional. 

Específicamente para el proceso presupuestario del anteproyecto de presupuesto del 2023, la Dirección de Planificación como ente coordinador de este proceso, mediante la Circular Externa N°08-2021 “Formulación de los recursos presupuestarios requeridos para la ejecución de los proyectos estratégicos en el Sistema de Proyección Plurianual”, publicada el 17 de setiembre del 2021, comunicó que todas las oficinas que tienen a cargo proyectos estratégicos, tenían que tomar en consideración las disposiciones para la formulación de recursos asociados a la ejecución de los proyectos.

Como parte del alcance de indica de dicha circular se indica que: “La aplicación de estos lineamientos es de carácter obligatorio para todas aquellas oficinas que se encuentran ejecutando o tienen proyectado la ejecución de proyectos estratégicos en períodos presupuestarios futuros, para lo cual se consideran los proyectos que se encuentran en ejecución y están alineados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado por la Corte Plena en la sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.”.

El sistema utilizado para consignar los recursos presupuestarios de los proyectos es, el Sistema de Proyección Plurianual, entendiendo que todos los recursos, tanto gasto variable como recurso humano que se requieran para la ejecución de proyectos estratégicos institucionales durante el ejercicio económico 2023, debían ser incluidos en el Sistema de Proyección Plurianual, sin excepción.

En cuanto a programa 930 Defensa Pública, para el 2023 considerando los proyectos que finalizan en el 2023 y los que finiquitan en años posteriores, se tendrían un total de cuatro proyectos estratégicos activos de acuerdo con la programación y cronogramas que actualmente se encuentran en la plataforma de MS Project Online. De esos proyectos se tienen recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto del 2023 en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP) tres proyectos. En el archivo adjunto se muestra el detalle de cada uno de ellos. 
	Código del Proyecto
	Nombre del proyecto
	Recursos Formulados 2023
	Estado de Proyecto en Portafolio
	% completado
	Comienzo
	Fin
	Centro de Responsabilidad
	Programa Presupuestario
	Oficina Líder de Proyecto
	Coordinador o Líder del Proyecto

	0117-DE-P05
	Construcción Edificio Circuito Judicial Puntarenas
	₡176 739 376
	En progreso
	42%
	28/09/2017
	02/11/2023
	Dirección Ejecutiva
	926 Dirección Administración y Otros Órganos de Apoyo
	0149 DEPARTAMENTO DE SERVICIOS GENERALES / 0117 DIRECCION EJECUTIVA
	Hector Maroto Cambronero

	0032-DP-P01
	Estrategia de Comunicación y Proyección de la Defensa Pública
	₡2 731 501
	En progreso
	25%
	06/01/2020
	24/12/2024
	Defensa Pública
	930 Defensa Pública
	0032 JEFATURA DEFENSA PUBLICA
	Angélica Gutiérrez Sancho

	0032-DP-P02
	Estrategias de Coordinación de la Defensa Pública
	₡1 000 000
	En progreso
	60%
	01/10/2019
	19/07/2024
	Defensa Pública
	930 Defensa Pública
	0032 JEFATURA DEFENSA PUBLICA
	Didier Murillo Espinoza



Proyectos que NO Formularon Recursos en Sistema de Proyección Plurianual (SPP)
En relación al proyecto 0032 DP-P03 “Estrategia de Capacitación de la Defensa Pública” no formuló recursos debido a que indicó el Administrador que lo requerido era el uso de una licencia pero que lo asumirían con recursos ordinarios.

Detalle de Rebajos por Subpartida
En coordinación con el Lic. Josué González Granados, se realizaron rebajos al anteproyecto de Presupuesto 2023 de la Defensa Pública por un monto total de ¢145.813.101, con el propósito dar cumplimiento a las directrices de formulación y a la vez ajustar el anteproyecto por exceder el límite autorizado. A continuación se muestra un resumen por subpartida:

Tabla número 8. Rebajos por subpartida


Adicionalmente, a los rebajos detallados en la tabla anterior, a este anteproyecto se le aplicaron rebajos en apego a las directrices de formulación 2023, excluyendo de oficio la suma de ¢43.706.433 según el siguiente detalle:



En la subpartida 10301 “Información” se excluyen ¢5.000.000 solicitados por la Jefatura de la Defensa Pública por incumplimiento de la directriz de formulación 2023 número 46, al establecer que se debe formular en esta subpartida a lo sumo un monto igual o menor al aprobado para el 2022.

En la subpartida 10502 “Viáticos dentro del País” se excluyen ¢6.500.000 solicitados por la Jefatura y Administración de la Defensa Pública por incumplimiento de la directriz de formulación 2023 número 41, donde se dispone que,  en esta subpartida se debe mantener el monto aprobado para el 2022.

En la subpartida 50103 Equipo de Comunicación se excluyeron ¢1.000.000 incluidos para adquirir un circuito cerrado de Televisión, solicitud que se canaliza a través del área de seguridad. Según se consultó a la Defensa Pública, esta necesidad tampoco fue incluida como parte del presupuesto del Área de Seguridad. 

En la Subpartida 50104 “Equipo y mobiliario de oficina” se elimina la solicitud de 69 sillas Fixer MID, solicitadas por diferentes oficinas que componen esta Defensa Pública por no aportar el estudio correspondiente del Subproceso de Salud Ocupacional.

En la Subpartida 50106 Equipo y Mobiliario Educativo, Deportivo y Recreativo se eliminan las solicitudes de 45 sillas de ruedas, 15 botiquines, 1 desfibrilador, 45 muletas y 15 unidades de camilla de emergencia que suman ¢13.330.937, solicitados por la Administración de la Defensa Publica por incumplimiento de la directriz de formulación 2023 número 127,  al no contar estas solicitudes con la asesoría y criterio técnico del personal profesional en medicina de trabajo del Servicio de Salud de la Dirección de Gestión Humana.

Detalle de Requerimientos Adicionales

Como requerimientos adicionales y que no se encuentran contemplados en el presupuesto, para que sean valorados por el Consejo Superior, se tiene la siguiente solicitud:

Tabla número 9. Requerimientos adicionales
	Centro de Responsabilidad y/o Oficina
	Subpartida
	Monto
	Justificación

	Programa 930 “Defensa Pública” 
	50103 “ Equipo de Comunicación
	¢45.200.000
	Recursos requeridos para la compra de un Equipo de Sonido para Voceo Externo en el Edificio de la Defensa Publica de San José, lo anterior según lo indicó Josué González Granados por recomendación del Subproceso de Salud Ocupacional, sin embargo, no aportó el criterio técnico.

	Total
	¢45.200.000
	



Otros Requerimientos Operativos 

El programa 930 Defensa Pública remitió con su Anteproyecto de Presupuesto 2023, necesidades de alquiler de locales, servicio de vigilancia y servicio de limpieza para ser analizados por la Dirección Ejecutiva como  “Otros Requerimientos Operativos” por un total de ¢342.803.602 distribuidos de la siguiente forma.



Es importante indicar que estos rubros no forman parte del Anteproyecto de Presupuesto y tampoco se encuentran incluidos en el Sistema SIGA-PJ.

Posteriormente, mediante correo electrónico del 16 de febrero en curso la Dirección Ejecutiva da respuesta a las solicitudes de necesidades adicionales planteadas por los centros de responsabilidad con el siguiente resultado para la Defensa Pública:



Conforme el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión extraordinaria N°22-2022, del 11 de marzo, artículo X,  en el cual se convino: “…2)  Solicitar a la Dirección Ejecutiva revisar en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados e indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos. 3) No autorizar el traslado a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución.  Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler, sino no que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida…”

En relación con lo anterior, el 01 de abril del año en curso el Consejo Superior aprobó los “Otros Requerimientos Operativos” en los artículos IV y IX por la suma de ¢143.013.390 según se detalla en los cuadros adjuntos.

10101 Alquiler, Edificios Locales y Terrenos (artículo 19606)
	Centro de Responsabilidad
	Código de Oficina
	Nombre de Oficina
	Formulado 2023
	Nuevo requerimiento adicional 2023
	Total 
	Criterio de la Dirección Ejecutiva 17 de marzo 2022

	Defensa Pública
	259
	Defensa Pública de Desamparados
	 ₡                 -   
	 ₡   83 319 930,00 
	 ₡        83 319 930,00 
	El monto se logra por medio de una propuesta de rebajos, pero aumento el monto respecto al original por el ajuste del precio por los estudios de mercado realizados por la Administración de la Defensa Pública.


	
	260
	Defensa Pública de Hatillo
	 
	 ₡   24 272 159,00 
	 ₡        24 272 159,00 
	

	
	261
	Defensa Pública de Puriscal
	 ₡ 9 294 649,00 
	 ₡     9 000 000,00 
	 ₡        18 294 649,00 
	

	 
	 
	 
	 ₡ 9 294 649,00 
	 ₡116 592 089
	 ₡    125 886 738
	



10406 Servicios Generales (artículo 04265 Seguridad)
	Centro de Responsabilidad
	Código de Oficina
	Nombre de Oficina
	Formulado 2023
	Nuevo requerimiento adicional 2023
	Total 
	Criterio de la Dirección Ejecutiva 17 de marzo 2022

	Defensa Pública
 
	482
	Defensa Pública de Siquirres
	 ₡ 1 278 376,00 
	 ₡   13 210 654,00 
	 ₡      14 489 030,00 
	Se mantiene el requerimiento dado que se llevó a cabo una propuesta de recorte del presupuesto 2023 en otras líneas. 

	
	407
	Defensa Pública de Liberia
	 ₡                    -   
	 ₡   13 210 654,00 
	 ₡      13 210 654,00 
	

	 
	 
	 
	 ₡ 1 278 376,00 
	 ₡ 26 421 301,00 
	 ₡    27 699 677 
	 



[bookmark: _Hlk499110055]Detalle del Presupuesto Formulado para 2023

A continuación, se incluyen los archivos que contienen el detalle del gasto de los recursos formulados para el 2023. 




Carga de Trabajo 

A continuación, se detalla la carga de trabajo correspondiente al bienio 2020-2021 para la Defensa Pública. Los datos fueron proporcionados por parte del Subproceso de Estadística.

[bookmark: _Hlk4489462]Movimientos de trabajo del Centro de Responsabilidad de la Defensa Pública
durante el período 2020-2021

	Variable Estadística 
	Año 
	Variación 2020-2021

	
	2020
	2021
	Absoluta 
	Relativa 

	
	 
	 
	 
	 

	Circulante al iniciar*
	123 096
	127 169
	4 073
	3,3

	Casos entrados 
	90 211
	101 536
	11 325
	12,6

	Casos terminados 
	96 883
	111 268
	14 385
	14,8

	Circulante al finalizar 
	116 424
	117 437
	1 013
	0,9

	 
	 
	 
	 
	 

	* El circulante al iniciar el 2021 no coincide con el circulante al finalizar el 2020, 

	    por presentarse las cifras del 2021 con carácter de preliminares. 

	Fuente: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación, Poder Judicial. 



Casos entrados: Las cifras contenidas en el cuadro anterior evidencian una entrada de 101.536 casos en el Centro de Responsabilidad de la Defensa Pública durante el año 2021, volumen que implica un importante incremento de 11.325 unidades, versus el caudal recibido el año anterior, para un incremento porcentual de 12,6%. 

Destaca, en este sentido, el hecho de que 38 de las 45 sedes existentes a nivel nacional mostraron un aumento en la actualidad, sobresaliendo las oficinas localizadas en los circuitos judiciales Primero de Alajuela, Segundo de la Zona Atlántica (Pococí), Primero de San José y Primero de la Zona Atlántica (Limón), las cuales incrementaron sus registros en 2 294, 1 347, 1 324 y 1 109 expedientes, respectivamente. 

Casos terminados:  El número de casos terminados en los despachos de la Defensa Pública llegó a 111.268 en esta ocasión, por lo que la resolución mostrada en este órgano auxiliar de justicia expresó un crecimiento de 14.385 demandas, versus la atención ofrecida durante el año 2020, para un alza relativa de 14,8%. 

Análogamente a la variable anterior, se tiene que 30 de las 45 sedes del país reflejaron un ascenso en el presente período, caracterizándose las oficinas radicadas en los circuitos judiciales Primero de Alajuela, Segundo de la Zona Atlántica (Pococí), Segundo de San José, Primero de la Zona Atlántica (Limón) y Hatillo, por exhibir los repuntes más significativos, con 4 207, 2 538, 1 639, 1 425 y 1 185 finiquitos de más, versus lo dilucidado el año anterior. 

Circulante Final: Los despachos pertenecientes al Centro de Responsabilidad de la Defensa Pública acumularon un circulante de 117.437 procesos al finalizar el año 2021, siendo este pendiente superior en 1.013 procesos en cuanto a las existencias habidas hace un año exacto, que representa a un repunte porcentual moderado de 0,9%. 

Para esta variable, se detecta que 26 de las 45 sedes del territorio nacional expresaron un aumento en la cantidad de casos activos, prevaleciendo sobre este particular los despachos arraigados en los circuitos judiciales Segundo de Alajuela (San Carlos), Tercero de San José (Pavas), Segundo de Guanacaste (Nicoya), Tercero de Alajuela (San Ramón) y Primero de San José, por ampliar sus pendencias en 776, 666, 606, 418 y 403 litigios, en ese orden. 

Por otro lado, destaca de la tabla anterior que la resolución mostrada en esta oportunidad resultó siendo mayor en 9.732 asuntos, en cotejo con el flujo de demandas ingresadas.   

Ejecución Presupuestaria

En la siguiente tabla se muestra la información de ejecución presupuestaria de los gastos variables del Programa 930 Defensa Pública para el 2021.

	Centro Gestor / Rubro
	Presupuesto Inicial
	Presupuesto Actual y en Tránsito
	Monto Ejecutado
	Pendiente de Ejecutar
	Porcentaje de Ejecución

	Programa 930 Defensa Pública
	
¢2.870.223.356

	¢2.994.380.937

	¢2.816.092.359

	¢178.288.578

	94,05%



      Elaboración propia con datos de la liquidación de Financiero Contable 2021.

Es importante indicar que la cifra ejecutada por la Defensa Pública para el 2021 es mayor a la alcanzada durante el 2020, cuando se logró ejecutar un 92% de los recursos asignados.


Plan Anual Operativo 
 
Cumplimiento del Plan Anual Operativo 2021 
 

Del siguiente gráfico, se puede observar el porcentaje de cumplimiento de las metas propuestas en los Planes Anuales Operativos del Programa 930 durante el 2021 es del 100,00% y al comparar con el porcentaje de cumplimiento del PAO 2020, se puede indicar que logró un cumplimiento superior al del 2020, cuando se logró un 99,99%.
 
 
A continuación, se detalla el porcentaje del cumplimiento PAO 2021 de las oficinas que componen la Defensa Pública: 




Programación Presupuestaria



Afectación Plan Estratégico Institucional 
Por último, se consultó al Licenciado Josué González Granados, Administrador a.i de la Defensa Pública si el presupuesto máximo autorizado por Corte Plena para el 2023 afecta los compromisos del PEI para este período, quien indicó lo siguiente: 

“…se realizará el mayor de los esfuerzos para gestionar los recursos asignados de manera que se logre alcanzar el cumplimiento de los objetivos y metas del Plan Estratégico Institucional.”

   O       -
Mediante oficio 3635-2022 de este 18 de abril, la Secretaría de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 31-2022 del 7 de abril, artículo LXVI, relacionado con la solicitud que hace la Dirección de la Defensa Pública para incluir presupuesto que permita participar como parte de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF).


El Consejo Superior dispuso lo siguiente:

Se acordó: Acoger la solicitud del máster Juan Carlos Pérez Murillo, Director de la Defensa Pública, mediante oficio N° JEFDP-132-2022 del 31 de marzo de 2022; en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de la Defensa Pública de Costa Rica como parte de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF). 2.) Con relación a la inclusión del presupuesto institucional en el Programa 930-Defensa Pública, para el pago anual de las cuotas indicadas, deberá la Defensa Pública coordinar lo necesario con la Dirección de Planificación como órgano técnico encargado para estos trámites. Se declara acuerdo firme.”

   0     -

Al respecto mediante correo electrónico de este 27 de abril, el Lic. Josué González Granados, Administrador de la Defensa Pública, señaló tomar estos recursos de la subpartida 29906, de los artículos 25470 y 25511, correspondientes a Mascarillas de Tela Antifluidos, por partes iguales, conforme el siguiente detalle:





Se acordó: 1.) Dar por conocido el presupuesto y la programación presupuestaria del Programa 930 Defensa Pública; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para presentar una propuesta integral que considere todas las necesidades institucionales. 2.) Denegar el recurso adicional solicitado por la Defensa Pública por la suma de ¢45.200.000 para la compra de un Equipo de Sonido para Voceo Externo en el Edificio de la Defensa Publica de San José, debido a que no se cuenta con Criterio Técnico. Lo anterior, considerando además que ese requerimiento incrementaría aun mas el presupuesto solicitado el cual ya supera el límite presupuestario del programa. 3.) Resaltar el porcentaje logrado por la Defensa Pública para alcanzar el 100% de cumplimiento de los PAOS en el 2021 e instar a todas sus oficinas a continuar con el alto cumplimiento de las metas propuestas en sus Planes Anuales Operativos. 4.) En relación con los recursos para participar de participar como parte de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), se aprueba la propuesta de la Administración de la Defensa Pública de rebajar los artículos 25470 y 25511, correspondientes a Mascarillas de Tela Antifluidos, por partes iguales para cubrir la inscripción correspondiente. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XV 
DOCUMENTO N° 4844-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación presenta el proyecto de presupuesto para el 2023 del Programa 950  Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.
Información General
	Presupuesto Aprobado 2022
	Presupuesto Formulado 2023
	Diferencia Absoluta
	Porcentaje de Variación

	     1,416,521,333 
	      1,424,379,578 
	      7,858,245 
	0.55%



Aspectos Relevantes
 
Variación 2022-2023

El presupuesto solicitado presenta un crecimiento del 0.55% respecto al aprobado para el 2022.  
	PRESUPUESTO 2022 – 2023

	 
	Presupuesto 2022
	Presupuesto 2023
	Diferencia  Absoluta

	Presupuesto Gasto Variable
	1,094,904,701
	1,118,310,302
	23,405,601

	Más
	 
	 
	 

	Área de Informática 
	21,566,105
	42,094,445
	20,528,340

	Vehículos 
	249,043,806
	248,584,544
	-459,262

	Seguridad
	 
	90,287
	90,287

	Becas 
	531,959.00
	0.00
	-531,959

	Prestaciones Legales
	15,000,000
	15,000,000
	0

	Ingresos Ley 8754 Delincuencia Organiza.
	298,345
	300,000
	1,655

	Distribución por rebajos Tipo de cambio
	618,716
	 
	 

	Computadores y Licencias de Plazas para Delincuencia Organizada
	34,557,701
	 
	 

	TOTAL
	1,416,521,333
	1,424,379,578
	7,858,245



Por otra parte, es importante mencionar que el análisis del presupuesto del Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos se realizó en apego a lo establecido en las directrices de formulación presupuestaria del periodo 2023 en su apartado N° 11, el cual indica:
“Según lo acordado por el Consejo Superior en la Sesión N°058-2018, artículo XLIII, el responsable de representar presupuestariamente el Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, será la Jefatura de la Oficina de Atención a la Victima de Delitos, en el entendido que es un aspecto administrativo que no implica cambio o ajustes a nivel de sistema de formulación, conservando su composición a saber: 718 Oficina de Atención a la Víctima de Delitos y la 1106 Unidad de Protección de Víctimas y Testigos.”

2.2 Subpartidas más Representativas del Anteproyecto de Presupuesto 2023 del Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos 
Es importante hacer notar que el 89% del presupuesto del Programa se concentra en 10 subpartidas que son Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos, Viáticos dentro del País, Servicios Generales, Gastos Confidenciales, Combustibles y Lubricantes, Alquiler de Equipo de Cómputo, Servicio de Telecomunicaciones, Servicio de Energía Eléctrica, Útiles y materiales de resguardo y seguridad, Mantenimiento y Reparación de equipo de Transporte y Otros, tal como se aprecia a continuación:


2.3 Justificación crecimiento del presupuesto 

Cabe destacar que este presupuesto presenta un incremento de ¢7.858.245, en relación con los recursos aprobados en el 2022. El crecimiento en el presupuesto se debe a que para el periodo 2023 el Área de Informática y Seguridad aumentó en su previsión presupuestaria en ¢20.528.340 y ¢90.287 respectivamente, con respecto al 2022. Lo anterior es con el fin de sustituir equipo de cómputo que ya cumplió su vida útil, al igual que la pistola eléctrica que según define el Departamento de Seguridad ya perdió su vida útil y por lo tanto se debe sustituir. 
Además, en la Subpartida 10101 en el Alquiler de Edificio, Locales y Terrenos se presenta un incremento de ¢20.347.257 con respecto a lo aprobado en el 2022, debido a que es aquí donde se formulan los montos relacionados con el Fideicomiso de Puntarenas por un monto de ¢102.755.451 y en cuanto a la Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo se presenta un incremento de ¢19.433.581, lo que corresponde a un 86.35% con respecto a lo aprobado por el 2022. Este aumento se debe al Contrato de Alquiler de Computadora N°054118.

Detalle de nuevos contratos 

Este Programa no presenta nuevos contratos para la formulación presupuestaria 2023.

Aspectos relevantes de algunas subpartidas 

Subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo: El incremento en esta subpartida es por ¢2.854.199 lo que es equivalente al 50.77% con respecto a lo aprobado en el 2022 y corresponde al Contrato de Servicio de Monitoreo por GPS N°066120. Según lo indicado por el Lic, Pedro Arce González, Jefe de la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos para el 2022 por error involuntario en dicha oficina no se contemplaron recursos en ese artículo.  Para este 2022 van a solicitar la colaboración a la Oficina de Atención que sí formularon recursos y en caso de ser necesario solicitarían los recursos a otros centros.
Subpartida 29904 Textiles y Vestuario: El incremento en esta subpartida es de ¢4.469.745 para la adquisición de Uniformes Tácticos, el incremento corresponde a dos aspectos; el primero que para el 2022 se nombraron todas las plazas asignadas a la Unidad de Protección y con lo aprobado en el presupuesto se queda personal sin poder dotarles de los uniformes respectivos. Segundo; tomando en consideración el aumento de las temperaturas, la Jefatura considera conveniente adquirir además de las prendas que siempre se acostumbran a adquirir, sea; (pantalones tipo cargo y Camisas manga larga táctica) otra camisa tipo polo de cuello, manga corta que le diera al agente la posibilidad de variar con más frescura, comodidad y sin perder el detalle del uniforme que es fundamental para la distinción de las actividades que les corresponde ejecutar de forma operativa.   Según se consultó a la Licda. Carolina Castilla Obando de la Administración del OIJ sí se aprueba la adquisición de dichas camisas.   

Subpartidas relacionadas con la atención de necesidades básicas de las personas usuarias del Servicio de Atención y Protección.

Un tema relevante en el Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, son las ayudas económicas, estas por la naturaleza del programa son necesarias para la atención de servicios básicos de las personas que requieren los servicios de protección.  Cuando una persona se acoge a una medida de protección, la oficina está en la obligación de brindar al afectado los insumos para cubrir sus necesidades básicas. A continuación, se detallan los recursos solicitados para este fin para el 2023: 
	DETALLE DE AYUDAS ECONÓMICAS 

	N° DE SUBPARTIDA
	NOMBRE SUBPARTIDA
	ARTÍCULO
	TOTAL

	10304
	Transporte de bienes
	Menaje
	12,740,000

	10401
	Servicios en ciencias de la salud
	Servicio Médico
	100,000

	10501
	Transporte dentro del país
	Servicio Transporte
	100,000

	10502
	Viáticos dentro del país
	Viáticos
	82,650,000

	20102
	Productos farmacéuticos y medicinales
	Productos Medicinales
	350,000

	20203
	Alimentos y bebidas
	Alimentos y Bebidas
	15,500,000

	29902
	Útiles y mat. médicos, hosp.y de investig.
	Artículo Médico
	80,000

	29903
	Productos de papel, cartón e impresos
	Productos de Papel
	150,000

	29904
	Textiles y vestuario
	Textiles
	400,000

	29905
	Útiles y materiales de limpieza
	Artículos de Limpieza
	1,250,000

	29907
	Útiles y materiales de cocina y comedor
	Materiales de Cocina
	100,000

	29999
	Otros útiles, mat. suministros diversos
	Otros Suministros
	150,000

	TOTAL
	113,570,000



Subpartida 90101 Gastos Confidenciales 

Por la peculiaridad que conlleva esta subpartida es difícil calcular el monto a formular, sin embargo, la ejecución del periodo anterior es un parámetro para la solicitud de recursos, los cuales se prevén con un incremento para cubrir las necesidades del Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos. En el 2021 se formularon ¢105.987.000 y su ejecución fue del 56.61%; esto se produjo según se argumenta debido a que la pandemia redujo considerablemente el ingreso y permanencia de usuarios que requirieron el servicio que genera el consumo de esta subpartida. En el 2022 se formuló ¢105.987.000 y para el 2023 se formulan ¢102.465.880. En el 2019 se formularon ¢95.000.000 y su ejecución fue del 100% y en el 2020 se formularon ¢108.150.000 y su ejecución fue del 100%.

Aspectos relevantes en Inversión

Dentro de los aspectos relevantes en inversión para el Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos cabe señalar:

Subpartida 50104 Equipo y Mobiliario de Oficina

Dentro de esta subpartida se está formulando ¢2.163.323 para adquirir Aire Acondicionado, el cual tiene restricciones para su formulación, sin embargo, los que aquí se mencionan son para la sustitución de equipo que ya sobrepasó la vida útil, los cuales, están ubicados en zonas que por el tipo de clima su formulación es permitida, tal es el caso de Guápiles. Además, se requieren ¢ 1,315,050 para adquirir los siguientes artículos que han perdido su vida útil:

	DETALLE
	ARTÍCULO
	CANTIDAD
	TOTAL 

	Escritorio Ejecutivo
	Art.: 16687
	1
	190,280

	Sillón Ejecutivo
	Art. 16704
	1
	60,172

	Ventilador de Pared
	Art. 16710
	5
	172,607

	Silla de Espera (Visita) Tapizada
	Art. 16752
	2
	82,232

	Silla Giratoria Secretarial (Ergonómica)
	Art. 16753
	1
	81,360

	Silla Ergonómica Spacer con brazos
	Art. 22160
	4
	728,399

	TOTAL
	1,315,050



Subpartida 50199 Maquinaria y Equipo Diverso

En esta subpartida se estiman recursos para la compra de equipo que será utilizado en la ayuda de víctimas y testigos, que forman parte del programa de protección y atención. A continuación, se muestra detalle de los artículos:

	DETALLE
	ARTÍCULO
	CANTIDAD
	TOTAL 

	Silla de Niños para Vehículo
	Art.: 23431
	2
	429,400

	Plantilla Eléctrica (2 discos)
	Art. 20698
	11
	372,900

	Olla Arrocera
	Art. 22515
	9
	173,907

	Sartén Eléctrico
	Art. 22652
	2
	119,353

	TOTAL
	1,095,560



Análisis del presupuesto asociado a la ejecución de proyectos estratégicos del Portafolio de Proyectos Institucional.

Proyectos Estratégicos que Formularon Recursos en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP) para el 2023.

Como parte de la implementación del Sistema de Proyección Plurianual, a partir del mes de octubre del año 2021 se les solicitó a las oficinas realizar la inclusión de recursos asociados a los proyectos debidamente constituidos en el Portafolio de Proyectos Institucional del Poder Judicial.

Aunado a lo anterior, en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°08-2022 del 26 de enero, artículo XIV, se conoció el informe de la Dirección de Planificación Nº47-PLA-PP-PE-2022 del 18 de enero de 2021, relacionado con el cumplimiento de la norma de ejecución presupuestaria N°20, contenida en la Ley de Presupuesto del 2021. Al respecto se acordó: “Solicitar a la Dirección Ejecutiva que, en coordinación con la Dirección de Planificación, en el plazo de 8 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, presenten a este Consejo, una propuesta consensuada de implementación de la norma.”.

En la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio del 2022, como parte de las normas de ejecución presupuestaria, en la norma N°18 se señala lo siguiente:
“Norma 18. Todos los recursos asignados a gasto de capital durante el 2022, a excepción de las transferencias a las municipalidades y los concejos municipales de distrito, deberán formar parte de uno o varios proyectos formalmente elaborados y entregados ante el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplán), que tendrá la obligación de custodiar dichos expedientes y revisar su avance. El Ministerio de Hacienda deberá incluir, en el informe de ejecución física definido en el párrafo segundo del artículo 52 de la Ley 8131, Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001, el nivel de incumplimiento, los resultados parciales o totales del proyecto en cuestión y las propuestas de mejora.”

Para atender lo señalado en las leyes de presupuesto y dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior del 18 de enero del 2021, la Dirección Ejecutiva y Dirección de Planificación establecieron una propuesta que incluye de manera resumida los siguientes puntos:

La Dirección Ejecutiva coordinará con las dependencias a su cargo la definición y creación de proyectos para la distribución de los recursos asignados para el 2022 en el rubro de equipos de inventarios, vehículos, seguridad y construcciones (en este caso para los programas 926 y 927, según se trata de proyectos estratégicos, operativos o de la Ley N°7600, a nivel institucional, siguiendo el procedimiento establecido por la Metodología de Administración de Proyectos.

La Dirección de Planificación coordinará una reunión con la DTI para solicitarle la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 al Área de Tecnología (en cuanto a los recursos asignados para el 2022, se refiere al detalle del gasto a partir del pase a ejecución). 

La Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, coordinarán una reunión con los responsables de cada Programa Institucional y Centro de Responsabilidad, para orientarlos en cuanto a la vinculación correspondiente de los recursos asignados para 2022 en las subpartidas de gasto de capital (en cuanto a los recursos asignados para el 2022.

Considerando lo indicado anteriormente, a partir de la formulación de los anteproyectos de presupuesto del 2023 y siguientes, es indispensable que desde la formulación presupuestaria se establezca el vínculo de los recursos formulados en el Sistema de Proyección Plurianual y los proyectos contenidos en el Portafolio de Proyectos Institucional. 

Específicamente para el proceso presupuestario del anteproyecto de presupuesto del 2023, la Dirección de Planificación como ente coordinador de este proceso, mediante la Circular Externa N°08-2021 “Formulación de los recursos presupuestarios requeridos para la ejecución de los proyectos estratégicos en el Sistema de Proyección Plurianual”, publicada el 17 de setiembre del 2021, comunicó que todas las oficinas que tienen a cargo proyectos estratégicos, tenían que tomar en consideración las disposiciones para la formulación de recursos asociados a la ejecución de los proyectos.

Como parte del alcance de dicha circular se indica que: “La aplicación de estos lineamientos es de carácter obligatorio para todas aquellas oficinas que se encuentran ejecutando o tienen proyectado la ejecución de proyectos estratégicos en períodos presupuestarios futuros, para lo cual se consideran los proyectos que se encuentran en ejecución y están alineados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado por la Corte Plena en la sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.”.

El sistema utilizado para consignar los recursos presupuestarios de los proyectos es el Sistema de Proyección Plurianual, entendiendo que todos los recursos, tanto gasto variable como recurso humano que se requieran para la ejecución de proyectos estratégicos institucionales durante el ejercicio económico 2023, debían ser incluidos en el Sistema de Proyección Plurianual, sin excepción.

En cuanto al programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, para el 2023 contemplando los proyectos que finalizan ese año como los que finalizan en años posteriores, se tendrían un total de un proyecto estratégico activo de acuerdo con la programación y cronogramas que actualmente se encuentran en la plataforma de MS Project Online. De ese proyecto se tienen recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto del 2023 en el Sistema de Proyección Plurianual (SPP), en el cuadro adjunto se muestra el detalle: 

	Código del Proyecto
	Nombre del proyecto
	Recursos Formulados 2023
	Estado de Proyecto en Portafolio
	% completado
	Comienzo
	Fin
	Centro de Responsabilidad
	Programa Presupuestario
	Oficina Líder de Proyecto
	Coordinador o Líder del Proyecto

	0718-OAPVT-P04
	Estudio de impacto de la Ley 8720
	3,779,583.50
	Aprobado - No iniciado
	0%
	10/01/2023
	02/05/2023
	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	0718 Oficina de Atención a la Victima de Delitos
	Alexa Gómez Herrera



El objetivo del proyecto consiste en realizar un estudio de impacto en las personas usuarias de la OAPVD de la Ley 8720 “Protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal”, mediante un análisis comparativo del periodo previo a su promulgación versus un periodo igual desde su entrada en vigencia, correlacionándolo con el gasto que ha significado para el Estado y el Poder Judicial.

Desde el surgimiento de la OAPVD existe un antes y un después a partir de la promulgación de la Ley 8720, ya que a partir de ésta se generó una asignación de recursos que han dado la oportunidad a muchas personas usuarias acceder al proceso penal.

Es así como se pretende llevar a cabo un estudio comparativo del periodo en que la OAPVD prestó sus servicios sin contar con la Ley 8720 versus un periodo igual a partir de su existencia.

Detalle de Rebajos por Subpartida

Del análisis efectuado en las subpartidas tanto sensibles como con directrices y del resto del presupuesto, luego de las consultas y revisión no fue necesario realizar rebajos en el periodo presupuestario 2023 de la Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos.

Detalle de requerimientos adicionales

Para el periodo presupuestario 2023 el Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos no solicita requerimientos adicionales.

Otros Requerimientos Operativos

Conforme el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión N°21-2021, del 12 de marzo, artículo X, en el cual se acordó: “Solicitar a la Dirección Ejecutiva que en coordinación con la Dirección de Planificación y debido a las limitaciones presupuestarias, realice un análisis de las necesidades adicionales solicitadas por cada una de las oficinas estableciendo una propuesta de priorización a nivel institucional.”, se indica que para el programa presupuestario 950 no se están solicitando recursos. 

Detalle del Presupuesto Formulado para 2023

A continuación, se incluye archivo que contiene el detalle del gasto de los recursos formulados para el 2023. 



8.  Carga de Trabajo de los Circuitos Judiciales y Centros de Responsabilidad 

A continuación, se detalla la información de la carga de trabajo 2020-2021 del Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.

[bookmark: _MON_1578287628][bookmark: _MON_1578311419][bookmark: _MON_1578311436][bookmark: _MON_1578298139][bookmark: _MON_1578298295][bookmark: _Hlk67393652]Movimientos generales de trabajo en el Centro de Responsabilidad de la Administración Regional del Servicio de Atención y Protección a la Víctima
del Delito, durante el bienio 2020-2021

Cuadro N° 1
Movimientos generales de trabajo para el Centro de Responsabilidad de la
Administración Judicial del Servicio de Atención y Protección a la Víctima
del Delito durante el bienio 2020-2021

	Variable
	Año
	Variación absoluta
	Variación Porcentual

	
	2020
	2021
	
	

	
	 
	 
	 
	 

	Circulante al iniciar
	6 975
	6 498
	-477
	-6,8

	Casos entrados
	16 080
	17 441
	1 361
	8,5

	Casos reentrados
	812
	932
	120
	14,8

	Casos reactivados 
	0
	0
	0
	---

	Testimonio de piezas
	0
	0
	0
	---

	Casos terminados
	17 370
	18 556
	1 186
	6,8

	Casos inactivos
	0
	0
	0
	---

	Circulante al finalizar*
	6 497
	6 251
	-246
	-3,8

	* El circulante al iniciar el 2021 supera en un asunto al circulante al finalizar el 2020, debido

	    la recepción de un expediente, en un mes posterior. 

	** El circulante al finalizar el año 2021 no se obtiene de la suma del circulante al iniciar el año, 

	      con los casos entrados y reentrados, menos los asuntos terminados, por la ejecución 

	      de diversos ajustes, en los despachos y en el sistema informático institucional. 

	Fuente: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación, Poder Judicial.



De las cifras presentadas en el cuadro anterior, destacan los siguientes hechos: 

Casos entrados: La cantidad de causas ingresadas en el Centro de Responsabilidad del Servicio de Atención y Protección a la Víctima del Delito llegó a 17.441 casos durante el año 2021, mostrando un incremento de 1.361 unidades versus el volumen admitido el año anterior, para un crecimiento porcentual de 8,5%. 

Casos terminados: La cifra de procesos terminados en este Programase registró en 18.556 durante el 2021, mostrando -al igual que la entrada- un repunte, con 1.186 asuntos de más versus la resolución lograda en el 2020, para un alza relativa de 6,8%. 

Relación del volumen cancelado, versus el volumen ingresado: Al ejecutar el cociente entre el volumen cancelado[footnoteRef:8] y el volumen ingresado[footnoteRef:9] en el Servicio de Atención y Protección a la Víctima del Delito se obtiene, para el año 2021, un resultado de 1,01 , lo cual implica el finiquito de 101 causas, por cada 100 ingresadas. [8:  Se entiende como volumen cancelado, del circulante de los despachos: el número de casos terminados (18.556 unidades, en el 2021).]  [9:  Se entiende como volumen ingresado, al circulante de los despachos: la suma de los casos entrados, de los casos reentrados y de los casos reactivados (17.441 +  932 +  0 asuntos, en el 2021).   ] 


Circulante al finalizar al año: El circulante de la Unidad de Protección de Víctimas se reportó en 6.251 causas al finalizar el año 2021, que refleja una disminución de 246 expedientes versus el circulante acumulado hace un año exacto, para una merma porcentual de 3,8%. 

En este sentido, se debe destacar que a pesar de ser un poco más acentuado el incremento de los casos entrados, en comparación con el aumento mostrado por los asuntos terminados, es un hecho que la resolución resultó siendo superior en el presente período, versus el caudal de demandas ingresadas (18.556 vs. 17.441 unidades), con una diferencia de 1.115 causas, lo cual justifica la baja percibida en el circulante al finalizar al año, según se comentó, en el párrafo anterior.    

Finalmente, se recuerda la ocurrencia de las situaciones externas y extralaborales, ampliamente conocidas a nivel nacional, relacionadas con la pandemia, provocada por la propagación del virus Covid-19, conocido popularmente como “Coronavirus”, cuyos efectos se mitigaron, en forma paulatina, en el transcurso del último año. 

9. Ejecución Presupuestaria

En la siguiente tabla se muestra la información de ejecución presupuestaria del Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos. Cabe señalar que con respecto al presupuesto aprobado de ley para el 2021, se dio un aumento de presupuesto por Ley mediante Modificación Extraordinaria de Ley N°3 donde se inyectaron recursos en la Subpartida 70107 Fondos en Fideicomiso para gasto capital por ¢88.800.000,  posteriormente se hicieron rebajos a solicitud del Ministerio de Hacienda para atención de efectos de la pandemia  por ¢32,555,441. 
	Centro Gestor / Rubro
	Presupuesto Inicial
	Presupuesto Actual 
	Monto Ejecutado
	Pendiente de Ejecutar
	Porcentaje de Ejecución

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	1,353,659,905
	1,409,904,464
	1,244,159,888
	165,744,576
	88.24%



El monto total sin ejecutar para el periodo 2021 es de ¢165,744,576 que en consecuencia significa que se alcanzó un 88.24% de ejecución presupuestaria, cifra inferior a la alcanzada durante el 2020, cuando se logró un 89%.


A continuación, se presentan las justificaciones de las subpartidas con baja ejecución:

Los recursos de la subpartida 10502 Viáticos dentro del país, presentan un monto sin ejecutar de ¢26.541.175, (16%) del total de recursos no ejecutados; debido a que el gasto dependerá de las personas usuarias de programas de Atención y Protección de Víctimas y Testigos y la situación económica que presenten en su momento. Con esta subpartida se paga hospedaje, alimentación, arriendo de casa entre otros, sin embargo, solo se brinda a las personas que exponen la necesidad por los escases de recursos.  También se usa para viáticos del personal y en este caso dependerá de las giras programadas a realizarse, en 2021 las giras tuvieron ajustes por tema de pandemia. 

Para la subpartida 20402 Repuestos y Accesorios, el monto sin ejecutar es de ¢4.912.731 (3%) del total de recursos no ejecutados; los encargados del Programa 950 coordinaron lo referente a reparación y mantenimiento de los vehículos, sin embargo; en algunos casos los costos resultaron menores a los proyectados, al disminuir las giras y salidas producto de la pandemia, disminuye el uso de vehículos lo que también se traduce en menos mantenimientos. En tema de repuestos, cabe indicar que algunos montos se trasladaron como compromisos no devengados para 2022 en vista que algunos repuestos debieron traerse del extranjero, y no fue posible contar con el ingreso en diciembre 2021, lo que afectó la ejecución.

Por motivo de la pandemia la ejecución de los gastos confidenciales se vio afectada debido a que se redujo considerablemente la cantidad de personas usuarias que se someten a medidas de protección, lo que provocó una menor necesidad de utilización de estos recursos.

Plan Anual Operativo

10.1 Cumplimiento del Plan Anual Operativo 2021

El siguiente gráfico permite observar el porcentaje de cumplimiento de las metas propuestas en los Planes Anuales Operativos del Programa 950 durante el 2021 es del 97,88% y al comparar con el porcentaje de cumplimiento del PAO 2020, se puede indicar que logró un cumplimiento inferior al del 2020, cuando se logró un 98,66%.

Programa 950: Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos.


	Porcentaje Avance Total:
	97.88%
	 
	 
	 
	 

	Total de Metas con Avance:
	49
	Total de Metas Formuladas:
	49
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Circuito o Programa
	Código
	Oficina
	Metas Formuladas
	Metas con Avance
	Porcentaje

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	718
	Oficina de Atención a la Víctima de Delito
	38
	38
	98.03%

	
	1106
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	11
	11
	97.73%




Programación presupuestaria

La programación presupuestaria del Programa 950, está respaldada por los planes anuales operativos elaborados en concordancia con el plan estratégico 2019-2024, por la Oficina de Atención y la Unidad de Protección a la Víctima del Delito.



                     

Afectación Plan Estratégico Institucional

En cuanto a si el presupuesto máximo autorizado por Corte Plena para 2023 afecta los compromisos del PEI para el periodo presupuestario 2023, se realizó la consulta y la respuesta es que no se visualiza afectación. 

Se acordó: 1.) Dar por conocido el presupuesto y la programación presupuestaria del Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos para el 2023; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto, para presentar una propuesta general que integre todas las necesidades institucionales. 2.) Se insta a la jefatura del Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, a dar seguimiento permanente a la ejecución presupuestaria con el fin de lograr una mayor ejecución de los recursos presupuestarios asignados. 3.) Resaltar el porcentaje alcanzado por el Programa en relación con el alto cumplimiento de las metas propuestas en sus Planes Anuales Operativos. 
ARTÍCULO XVI 
DOCUMENTO N° 4847-2022
[bookmark: _Hlk68871219]La licenciada Nacira Valverde Bermúdez remite la solicitud de recursos para 2023 del Programa 951 Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo establecido en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018), donde se indica que esta Junta goza de independencia funcional, técnica y administrativa.
Al respecto, en primera instancia se considera oportuno reiterar los antecedentes relacionados con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
ANTECEDENTES

1. En sesión N° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, la Corte Plena del Poder Judicial, promulgó el “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

2. Tras un proceso de elecciones internas efectuado en el año 2019, la Junta fue juramentada por la Corte Plena el día 27 de enero de 2020, sesión N° 04-2020, artículo VII, quedando debidamente constituida, conformada y habilitada para el ejercicio de sus competencias legales al amparo de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

3. Por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en sesión N° 06-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LXXVIII, se aprobó la suscripción del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, el cual fue suscrito en 27 de enero de 2020, por un período de dos años prorrogables.

4. Con fecha 16 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) remite, mediante el oficio SP-439-2020, por medio del cual solicita en su inciso 1) lo que a continuación se destaca:

“Conforme lo establecido en el artículo 8 sobre responsabilidades generales del Órgano de Dirección, se le solicita informar en el proceso que se encuentra el nombramiento del Director Ejecutivo o equivalente, el Auditor Interno y el responsable de la función de cumplimiento para el Fondo.”

5. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, analizó que, para cumplir con el requerimiento remitido por la SUPEN, era necesario tener claridad sobre su naturaleza jurídica y su relación con el Poder Judicial.

6. Mediante Oficio N°. 265-2020 del 11 de mayo de 2020, la Junta Administradora emite un plan de acción con el fin de cumplir con lo solicitado por la Superintendencia considerando un plazo estimado de seis meses, adjuntando un plan de acción específico para su atención.

7. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 393-2020, del 26 de junio de 2020, solicita a la Procuraduría General de la República, atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta Administradora, a efecto de tener claridad acerca del grado de desconcentración que le fue otorgado a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros.

8. Mediante el oficio N°. 0564-2020 del 24 de agosto de 2020, se expone la situación presentada por la Junta Administradora y las acciones realizadas para la atención de los requerimientos solicitados por la Superintendencia de Pensiones.

9. Dicho ente supervisor mediante oficio SP-1137-2020 con fecha 03 de septiembre 2020, atiende parte de los requerimientos y petitorias expuestos, sin embargo, en lo que respecta al plan de acción para el nombramiento de la estructura administrativa señala lo que a continuación se destaca:

“Por lo anterior y siendo responsabilidad de esa Junta Administradora el aprobar la estructura organizacional y funcional del Fondo; así como, el proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, aunque se conocen sus particularidades, no es posible otorgar una prórroga para el nombramiento del Director Ejecutivo, Función de Auditoría y Función de Cumplimiento, requerimientos que se comunicaron en los oficios referenciados en la segunda petitoria, y se les insta a que se ajusten a la normativa en el menor plazo posible.”

10. De acuerdo con la solicitud realizada por la Procuraduría General de la República en el oficio N°. ADPb-7273-2020, la Superintendencia de Pensiones, emite criterio mediante el oficio SP-1399-2020 del 30 de octubre del 2020, resaltando que:

“[…] comparte el criterio que acompaña el oficio N° 393-2020, en el sentido de que la naturaleza de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es la de un órgano desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del Fondo.

Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento.”

11. El 29 de enero de 2021, mediante oficio C-021-2021 de la Procuraduría General de la República, remite criterio, del cual se destaca sus conclusiones como siguen:
“[…] 1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo.

2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público.”

12. En sesión de fecha 8 de febrero de 2021 N° 6-2021, artículo III la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acordó lo siguiente:

“[…] Tras un análisis a profundidad de los pormenores indicados en el documento de referencia, este órgano colegiado del Poder Judicial, de forma unánime se acordó: 1) Tomar nota del Dictamen C-021-2021, remitido por el Procurador Alonso Arnesto Moya, recibido el 01 de febrero del 2021. 2) Declarar que la Junta Administradora del FJPPJ es un órgano del Poder Judicial con personalidad jurídica instrumental independiente, con grado de desconcentración máximo en lo referente a la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), pero que conserva relación con este Poder de la República como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, con la Corte Plena como superior jerárquico; que cuenta con capacidad de contratación de nuevo personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de empleo público y que es capaz de gestionar su propio presupuesto y patrimonio.3) De la lectura de dicho dictamen interpreta esta Junta Administradora del FJPPJ que posee las competencias suficientes para: a) El uso de la comisión del cinco por mil establecida por la Ley N°. 9544, su saldo acumulado a la fecha y sus aportes futuros. b) Gestionar su propio presupuesto, contratar servicios de proveedores, ejecutar la compra de activos, adquisición de licencias, software, cancelación del canon de supervisión y demás gastos administrativos de forma directa, con los recursos provistos por la citada ley. c) La contratación de nuevo personal necesario para la ejecución de sus funciones establecidas por Ley y normativa específica del CONASSIF, siendo que dicho personal mantiene la aplicación del régimen de empleo público como cualquier otro servidor del Poder Judicial. d) Trasladar recursos al Poder Judicial únicamente sobre las nuevas plazas que lleguen a ser creadas o gastos administrativos adicionales en que se incurran para la gestión de este régimen de pensiones.4) Remitir al distinguido Consejo Superior los productos de la consultoría especializada contratada con la firma PricewaterhouseCoopers para valorar la potencial estructura administrativa necesaria para la Junta Administradora del FJPPJ, con el fin de administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 5) Realizar formal gestión ante el honorable Consejo Superior del Poder Judicial con el fin de que se instaure en la estructura interna de ese Poder de la República conforme a los requerimientos normativos vigentes y se indiquen los canales formales necesarios para que este órgano colegiado traslade al Poder Judicial los costos asociados a la contratación del nuevo personal de referencia, que a criterio de la Junta Administradora del FJPPJ se consideren necesarios contratar. 6) Solicitar al distinguido (SIC) Consejo Superior que se ordene a las instancias administrativas del Poder Judicial efectuar (a la mayor brevedad posible) los ajustes y alineamientos necesarios para considerar a este órgano como parte del Poder Judicial, satisfaciendo los requerimientos que para una adecuada gestión del FJPPJ sean necesarios de ejecutar, en particular se solicita aclarar la relación de la Auditoria Judicial para la supervisión de la Junta Administradora y del FJPPJ, dado el criterio vinculante emitido. 7) Conformar una comisión especial integrada por el Dr. Juan Carlos Segura Solis Integrante Suplente y el MPM. Oslean Mora Valdez Encargado de Apoyo Administrativo, para la preparación de una solicitud de ampliación del criterio emitido por la Procuraduría General de la República, brindando espacio de una semana al resto de integrantes para la remisión de sus sugerencias. 8) Someter a conocimiento de la Superintendencia de Pensiones el citado dictamen y el detalle de este acuerdo, con el fin de que se considere los tiempos y movimientos necesarios para el alineamiento de los requerimientos ineludibles, situación que podrá influir en el cumplimiento de los plazos en los planes de acción correspondientes. 9) Someter a conocimiento de toda la población afiliada al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el dictamen N°. C-021-2021, como un ejercicio de apertura y transparencia ante el colectivo judicial. Se declara este acuerdo firme…” (el enmarcado no pertenece al documento original)

13. En sesión de fecha 18 de febrero de 2021 N° 14-2021, Artículo LXVI el Consejo Superior, conoció el acuerdo celebrado en la N° 06-2021 del 08 de febrero de 2021, artículo III por parte de la Junta Administradora del FJPPJ y tomando en consideración el criterio emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021 acordó gestionar con las instancias técnicas correspondientes la valoración de la potencial estructura administrativa necesaria, el tema presupuestarios y la metodología para incorporar recursos económicos de la Junta Administradora al presupuesto del Poder Judicial que surgen de la comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo (Articulo N° 239 LOPJ), con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que contraiga esa Junta Administradora.

14. Mediante oficio DGPN-0244-2021 de 16 de abril, remitido por el Lic. José Luis Araya Alpizar Director a.i. de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, da respuesta a las consultas realizadas a esa dependencia por la Directora Ejecutiva Master Ana Eugenia Romero Jenkins en el oficio 750-DE-2021, relacionas con la Junta de Pensiones del Poder Judicial, al respecto se contestó lo siguiente:



 “…se ha valorado lo siguiente respecto a lo que han denominado en el oficio en referencia una propuesta de ejecución: 

- “1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, los cuales se financiarán con los recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo N° 239), conocidos como Comisión de Administración.” 

En lo que priva establecer a esta Dirección, se considera que, para garantizar la independencia de administración y disposición de los recursos que la ley N°9524 establece para el financiamiento de dietas, salarios y, en general, los gastos administrativos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se creará, dentro de la estructura programática del Poder Judicial, el programa 951-Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cuya unidad ejecutora será la Junta antes citada. 
El monto que compete presupuestar en el gasto de este programa corresponderá estimarlo y distribuirlo, según el clasificador del gasto, a la Junta de cita, quien deberá coordinar a lo interno del Poder Judicial lo correspondiente a la incorporación de su presupuesto dentro del presupuesto institucional. 

1.Una vez conocido el monto del presupuesto de la Junta, los trámites que se deberán gestionar ante esta Dirección serán: 

Solicitar la autorización de la ampliación del límite correspondiente al correo electrónico notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr, con el fin de que el traslado de instancia del Anteproyecto institucional se realice sin ningún inconveniente en el SFP. 

2. Establecer contacto, lo antes posible, con el señor Néstor Chinchilla Dinarte, teléfono 25396292, correo electrónico Chinchilladn@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de Ingresos Fiscales y Programación Plurianual, para coordinar lo relacionado con la estimación e incorporación de los recursos que percibe la Junta para su financiamiento en los ingresos del Proyecto de Ley de Presupuesto 2022. 

3. Establecer contacto, lo antes posible, con la señorita Karla Cortés Chinchilla, teléfono 25394326, correo electrónico cortesck@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de Relación de Puestos, para coordinar los detalles correspondientes a la creación e incorporación de las plazas en la relación de puestos del programa 951. 

- “2. Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen parte del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al Poder Judicial, para acreditar las sumas que resulten necesarias, producto de la recaudación de la comisión por gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, para hacer frente a los gastos en remuneraciones y gastos variables de la Junta.” 

Sobre este punto, esta Dirección entabló una conversación preliminar con el Subtesorero Nacional, quien ha manifestado su apertura para que se coordine con esa dependencia lo correspondiente. Dirección: Edificio la Virgen, La Uruca, 50 metros al sureste de la Antigua Bomba Shell. San José, Costa Rica - Tel: (506) 2539-6240 - www.hacienda.go.cr 

- “3. Garantizar por medio formal que: 

a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la instancia que se determine, por provenir de un destino específico, no estarían sujetos a los límites existentes en relación con el presupuesto ordinario del Poder Judicial. 

b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser utilizadas en el siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos o recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del Fondo no sean utilizadas en un 100% en la ejecución del presupuesto, previa conciliación de saldos.” 

En lo que se refiere al punto anterior, es importante indicar que en las atribuciones y competencias que corresponden a esta Dirección, no está la posibilidad de garantizar lo que allí se propone, porque nos debemos al acatamiento del marco normativo que rige sobre la materia presupuestaria. 

No obstante, en comprensión de los objetivos que se persiguen, hemos realizado las siguientes gestiones: 

En cuanto al punto 3.a., se ha puesto en autos a las autoridades superiores actuales del Ministerio para que se autorice, como una ampliación al límite, el presupuesto del programa que se está asignando a la Junta dentro de la estructura programática del Poder Judicial, para la administración y ejecución de los recursos que esta disponga para su operación. Lo cual quedó evidenciado en el oficio de comunicación del límite al Poder Judicial, DM-0340 del 15 de abril de 2022. 

En lo que se refiere al punto 3.b., sobre las cuantías o fondos a favor de la Junta y su uso en el periodo siguiente, se efectuó una conversación preliminar con la Contadora Nacional a fin de que se coordine con esa dependencia lo correspondiente, en cuanto a los fondos trasladados por la Junta y la conciliación de saldos, este es un tema que también debe coordinarse con la Tesorería Nacional. 

Finalmente, se debe recordar que la formulación y ejecución de recursos autorizados mediante ley de presupuesto, atenderán lo que al respecto establezca la normativa legal y la técnica presupuestaria que rige sobre estas etapas del proceso presupuestario, sin demerito del accionar que corresponda a los rectores de los subsistemas de Tesorería Nacional y Contabilidad Nacional, dentro del marco normativo que rige sus actividades”.

15.  Mediante oficio 1315-DE-2021 de 22 de abril pasado, la Master Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, comunica a la Secretaría General de la Corte, los alcances de las gestiones y consultas realizadas ante el Ministerio de Hacienda, que generaron el oficio N° 750-DE-2021 y su correspondiente respuesta con   oficio N° DGPN-0244-2021 detalle que se encuentra en el cuerpo de este artículo, indica la señora Directora Ejecutiva que: 



“Lo anterior se hace de conocimiento del Consejo Superior para que se considere en el proceso de formulación del presupuesto 2022, en tanto esta Dirección, en coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo, la Dirección de Planificación y del Departamento Financiero Contable acuerdan con la Tesorería y la Contabilidad Nacional los procedimientos para incorporar los recursos y hacer la liquidación anual”.
0     -

“El Consejo Superior en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero del 2021, artículo LXVI, acordó:

“Se acordó: 1.) Tener por conocidos los acuerdos adoptados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 06-2021, celebrada el 8 de febrero de 2021, artículos III y XXIV. 2.) Tomando en consideración el criterio emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, se acogen las pretensiones emitidas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en consecuencia: a.) Remitir el presente acuerdo a la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que replantee el enfoque de las labores que se le encomendaron, tomando en consideración los nuevos elementos aportados en el citado dictamen de la Procuraduría General de la República y lo solicitado por la Junta. b.) La Dirección Ejecutiva y la Dirección de Planificación deberán valorar lo correspondiente en cuanto al tema presupuestario, referente a la metodología para incorporar económicos de la Junta Administradora al presupuesto del Poder Judicial, con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que contraiga esa Junta Administradora. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para los fines correspondientes.”

Con motivo de lo anterior la Dirección Ejecutiva, con el apoyo técnico del Departamento de Servicios Generales, en coordinación con la Dirección de Planificación elevó consulta con oficio N° 750-DE-2021 a la Dirección Nacional de Presupuesto en los siguientes términos:

“Con la entrada en vigor, el 22 de mayo de 2018, de la Reforma a la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, la normativa modifico específicamente el capítulo del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trajo consigo la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual mediante el criterio N°. C-021-2021 de la Procuraduría General de la República, define que dicha instancia es un Órgano del Poder Judicial, requiriendo su atención en los siguientes aspectos: 
 
 Lo anterior se hace de conocimiento del Consejo Superior para que se considere en el proceso de formulación del presupuesto 2022, en tanto esta Dirección, en coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo, la Dirección de Planificación y del Departamento Financiero Contable acuerdan con la Tesorería y la Contabilidad Nacional los procedimientos para incorporar los recursos y hacer la liquidación anual.

-0-
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, en oficio N° 512-PLA-2021 de 5 de mayo de 2021, remitió el informe en relación con los recursos presupuestarios a incorporar para el 2022 para el financiamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que dice:

 Mediante oficio 2832-2021, la Secretaria de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 25-2021 celebrada el 25 de marzo de 2021, artículo XLIX, en donde se dispuso lo siguiente:

“(…) se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del Poder Judicial, en sesión N° 2-2021 del 15 de marzo de 2021, artículo IV. 2.) De conformidad con el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, dejar sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y la citada Junta, en vista que ya perdió vigencia. 3.) Ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial que deben atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones. Se declara acuerdo firme.”

Presupuesto para 2023
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, indica que los  recursos solicitados  por la JUNAFO para el 2023, no han sido analizados en el fondo por la Dirección de Planificación, sino que responde al trámite de la solicitud planteada y aprobada por parte de la Junta Administradora según Oficio N°. 0103-DJA-2022, donde el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.í. de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones remitió el detalle del presupuesto del período 2023, definido para la JUNAFO, donde indica que:
“Para su conocimiento y fines consiguientes, se detalla el presupuesto final del periodo 2023 definido para la JUNAFO, cuya ejecución se encuentra a cargo de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, programa N.º 951 “Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual asciende a la suma total de ¢2.281.884.021,57 (dos mil doscientos ochenta y un millones ochocientos ochenta y cuatro mil veintiún colones con cincuenta y siete céntimos). 

Se destaca que, la partida de remuneraciones considera las estimaciones realizadas por la Dirección de Gestión Humana por un monto total de ¢1.594.867.707,19 (mil quinientos noventa y cuatro millones ochocientos sesenta y siete mil setecientos siete colones con diecinueve céntimos) dada la nueva estructura determinada como necesaria por parte de la JUNAFO para ese periodo, su evolución, y las necesidades considerando los requerimientos normativos establecidos por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Al respecto, es importante recordar que, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial es la encargada de determinar las sumas finales definitivas referentes a las partidas de remuneraciones siendo actualizada esta información, conforme a los datos remitidos por dicha Dirección. 

Por otra parte, las remuneraciones de las plazas antiguas (18 plazas trasladadas en sesión número 26-2021 del artículo XXXI del Consejo Superior) seguirán siendo financiadas con recursos del Poder Judicial; los gastos variables, así como las plazas nuevas incluidas, serán costeadas por la comisión de administración del cinco por mil, establecida en el art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ). Al respecto, es importante señalar que, dicho artículo de la LOPJ en lo que interesa, indica:

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones
que le otorga la ley.
Le corresponde a la Junta:
…
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.”
…

La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley. (subrayado no es del original)

De igual forma conviene destacar que, se mantiene pendiente de resolución la acción de inconstitucionalidad presentada bajo el expediente número 20-009378-0007-CO referente a la posible devolución de esta contribución parafiscal[footnoteRef:10], situación que deberá ser oportunamente analizada al momento de recibir la resolución judicial pertinente.  [10:  Conforme la clasifica la Contraloría General de la República en dictamen DCA-4802 del 15 de diciembre de 2021.] 


Dado lo anterior, a continuación, se detalla un resumen del presupuesto determinado para este Órgano de Desconcentración Máxima del Poder Judicial[footnoteRef:11] para el periodo 2023, conforme se aprecia en el siguiente detalle:” [11:  Conforme lo dictaminó la Procuraduría General de la República según dictamen C-021-2021 del 29 de enero del 2021.] 


Tabla N°.1
Presupuesto del Periodo 2023 Definido para la JUNAFO
	[bookmark: _Hlk99534953]Partida
	Descripción
	Presupuesto 2022
	Presupuesto 2023
	Diferencia Absoluta
	Diferencia Relativa

	Total remuneraciones
	₡1 204 209 981,00
	₡1 594 867 707,19
	₡390 657 726,19
	32,44%

	 Partida : 0
	Remuneraciones
	1 204 209 981,00
	1 594 867 707,19
	390 657 726,19
	32,44%

	Total Gasto Variable
	₡517 816 398,00
	₡687 016 314,39
	₡169 199 916,39
	32,68%

	 Partida : 1  
	Servicios
	323 686 792,00
	485 219 919,00
	161 533 127,00
	49,90%

	 Partida : 2  
	Materiales y Suministros
	2 000 000,00
	14 447 889,00
	12 447 889,00
	622,39%

	 Partida : 5  
	Bienes Duraderos
	165 826 121,00
	156 329 335,00
	-9 496 786,00
	-5,73%

	 Partida : 6  
	Transferencias Corrientes
	26 303 485,00
	31 019 171,39
	4 715 686,39
	17,93%

	Monto presupuesto total
	₡1 722 026 379,00
	₡2 281 884 021,57
	₡559 857 642,57
	32,51%



Detalle del Presupuesto
A continuación, se presenta el detalle del Presupuesto solicitados por la JUNAFO para el 2023, por un monto de ¢2.281.884.022, según detalle: 


Partida de Remuneraciones 

Para el cálculo de Salarios se consideraron 46 plazas de las cuales 18 son financiadas con recursos del Poder Judicial (18 plazas trasladadas en sesión número 26-2021 del artículo XXXI del Consejo Superior) y las restantes 28 se crean dada la nueva estructura determinada como necesaria por parte de la JUNAFO para el 2023, considerando las necesidades, y los requerimientos normativos establecidos por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). De estas 28 plazas 20 son ordinarias y 8 extraordinarias, según detalle: 


Es importante destacar que, el aumento en el monto total del presupuesto del año 2023 se debe principalmente a variaciones en los siguientes elementos:

Según acuerdo tomado por la JUNAFO en sesión N° 10-2022, artículo XIV del 28 de febrero del 2022, fue necesaria la creación  de  8 plazas extraordinarias para el 2023, para cubrir las siguientes necesidades:


	Cantidad Plazas
	Descripción
	Justificación

	          

3
	1 Auditor Interno
1 Auditor Financiero y de Procesos
1 Auditor de Tecnología de Información 
	Conforme al estudio realizado por la firma consultora externa PricewaterhouseCoopers durante el periodo 2020, se estimó necesario contar con una unidad conformada por tres profesionales, que efectúen la función de Auditoría Interna necesaria para la JUNAFO.
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2 Ing. En Programación y Desarrollo
1 Ing. En Proyectos de T.I. 
	Para completar el equipo de trabajo recomendado por la DTIC. (Actualmente ya se cuenta con 3 plazas ordinarias). 

Conforme al estudio efectuado por la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones del Poder Judicial, se estima que dada la cantidad de mejoras pendientes de ejecutar para el adecuado funcionamiento de este régimen básico del primer pilar, así como para el correcto alineamiento a los requerimientos del Reglamento de Tecnología de Información exigible a los supervisados por SUPEN, se requiere contar con al menos 6 personas funcionarias para esta área.
 

	





1
	





Técnico Administrativo 1
	Para reforzar la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones. 

Para realizar el control y seguimiento de la población pensionada estudiante, actualizar el expediente de gestiones de cada persona beneficiaria, realizar la conciliación contra las bases de datos del Tribunal Supremo de Elecciones, la CCSS, conciliaciones de impuestos sobre la renta, generación de cuentas por cobrar a las personas beneficiarias por pagos en demasía, proyección del flujo de necesidades, entre otros elementos que son asociados por la SUPEN a la actividad significativa del proceso de “Desacumulación”, donde se atiende a una población aproximada de 4,216 entre jubiladas y pensionadas. 
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Asistente de Prosecretario 
	Para realizar preparación de las agendas y actas de este cuerpo colegiado, comunicación de los acuerdos, seguimiento, certificación, depósito de documentos en los accesos propios de la SUPEN y publicación de esta documentación en la página web del FJPPJ. Así mismo brindan apoyo y acompañamiento a los Comités de Inversiones, Riesgos y Auditoría, cumpliendo con la remisión de información a la SUPEN en los plazos definidos en la normativa.







Es importante indicar que las 3 plazas para la Auditoría, la  JUNAFO se ve en la obligación de crearlas en la Formulación  2023, debido a que Corte Plena en la sesión 10-2022 celebrada el pasado 28 de febrero acordó: 

“1.) Acoger el informe de la Dirección Jurídica remitido mediante oficio N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril del 2021, así como las conclusiones que contiene, a saber,  

 Conforme a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y lo dispuesto en el artículo 239 de la LOPJ, dicho órgano debe contar con una estructura administrativa básica y funcional que sea financiada con los recursos previstos en dicha norma, no siendo dable que con recursos públicos del Poder Judicial se mantenga la misma.
 
  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones requiere tener su propia estructura de control financiada con recursos previstos en la Ley ° 9544 del 24 de abril de 2018.
 
  Corresponderá a la Auditoría Interna propia de dicha Junta emitir las recomendaciones y advertencias que correspondan al órgano decisor de la misma.

2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en atención a la instancia planteada ante esta Corte Plena, y de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 

 Se adjunta Oficio 2694-2022



Requerimientos Presupuestarios

Del monto total de este presupuesto estimado, la suma de ¢1.774.688.740,57 (mil setecientos setenta y cuatro millones seiscientos ochenta y ocho mil setecientos cuarenta colones con cincuenta y siete céntimos) corresponden estrictamente al costo de las plazas que se crean para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, más el gasto variable asociado al funcionamiento de dicho Órgano, mientras que la suma de ¢507.195.281,00 (quinientos siete millones ciento noventa y cinco mil doscientos ochenta y un colones) corresponden al costo de las plazas trasladadas por el Consejo Superior en sesión N.º 26-2021 artículo XXXI, plazas contratadas históricamente para la atención de este régimen jubilatorio previamente a la promulgación de la Ley N° 9544.”

Es importante indicar que los cálculos de la Partida de “Remuneraciones” fueron realizados por la JUNAFO con la información proporcionada por el licenciado David Madrigal Robles, de la Dirección de Gestión Humana, mediante correo del 29 de marzo del 2022.
Si bien es cierto, la Dirección de Planificación no participa en el análisis del fondo de las solicitudes, ya que corresponde a la Junta su solicitud y aprobación, a nivel de estructuras de oficinas, si se observa  que existe una debilidad al plantear para el año 2023 la composición de forma ordinaria del Subdirector del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, ya que dentro de las estructuras formales de la institución, lo que corresponde es mantener los dos jefes de proceso, que corresponden a la figura de sub jefe en cada proceso que interviene, por lo que adicionar un Subdirector, duplica la estructura. Lo anterior, y para lo que corresponda, se analiza a partir de lo que establece el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, MIDEPLAN, en la “Guía para el Levantamiento de Procesos”, la cual está orientada a la organización por procesos y que desempeñan sus actividades ordinarias en procesos de Reorganización Administrativa en el sector público costarricense.

Por otra parte, MIDEPLAN, define que todo proceso de reorganización, integral   o parcial deberá tener una orientación hacia procesos integrados de trabajo,    con clara secuencia de la gestión y determinar la pertinencia de algunos procesos o subprocesos para la obtención de productos específicos, a fin de evitar la excesiva fragmentación y consecuente inflexibilidad de la gestión. A partir de este concepto, y al analizar los componentes que definen la teoría de los procesos, se puede determinar que la propuesta estructural para la gestión de la JUNAFO se ajusta dentro del concepto por procesos, por ende, requiere de la estructura organizacional definida por Macroproceso, Procesos y Subproceso. Los cuales estarán conformados por las actividades (entiéndase el conjunto de tareas, decisiones y puntos de control) que se ejecutan y que contribuirán a alcanzar los objetivos dentro de una estructura estratégica que está debidamente definida.

Gasto Variable
En la tabla siguiente se muestra el resumen comparativo de los recursos formulados para el año 2022 y el detalle de los recursos solicitados para el año 2023, por la JUNAFO.

Tabla 1. Comparativo de los recursos solicitados para el 2022-2023.
En la tabla siguiente se muestra el resumen comparativo de los recursos aprobados para el año 2022 y el detalle de los recursos solicitados para el año 2023, para la JUNAFO.

	Programa:
	951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones
	
	

	Tipo Presupuesto:
	Ordinario 
	
	
	
	

	Partida 
	Descripción 
	 Año Anterior
	 Año Actual 
	Diferencia 
	Variación % 

	Total Gasto Variable: 
	517.816.398
	687.016.314
	169.199.916
	32,68%

	Partida : 1 
	Servicios
	323.686.792,00
	485.219.919,00
	161.533.127,00
	49,90%

	Partida : 2 
	Materiales y Suministros
	2.000.000,00
	14.447.889,00
	12.447.889,00
	622,39%

	Partida : 5 
	Bienes Duraderos
	165.826.121,00
	156.329.335,00
	-9.496.786,00
	-5,73%

	Partida : 6 
	Transferencias Corrientes
	26.303.485,00
	31.019.171,00
	4.715.686,00
	17,93%



Indica la JUNAFO que el crecimiento que presenta el presupuesto del 2023 en relación con lo aprobado para el 2022, obedece principalmente a:
Inclusión de los rubros de alquiler de edificio por la suma de ¢124.736.349, servicios públicos por ¢3.788.473, servicio de vigilancia por ¢11.487.122 y  limpieza por ¢2.301.807, para un total de ¢142.313.751,00, conforme se indicó en el oficio N° 0013-DJA-2022 del 14 de enero del 2022. 

Aumenta de ¢9.608.209 en la estimación de la subpartida del Canon de Supervisión de la SUPEN, conforme a los históricos anuales de las sumas giradas al Ente Supervisor y lo que establece la Ley Reguladora del Mercado de Valores, que en el Artículo 175 indica: 


Inclusión de kit de dispositivos de manos libres para integrantes y funcionarios de la Dirección de la JUNAFO, así como kit de mantenimiento de impresoras, fax y escáner.

Justificación por Subpartida de los recursos solicitados para el 2023.
A continuación, se justifican los recursos solicitados por la JUNAFO, en cada una de las Subpartidas de Gasto Variable. 

	NOMBRE
	CÓDIGO
	 MONTO  
	JUSTIFICACIONES

	Alquileres
	10101
	        124.736.349 
	Para el pago de alquiler de local 

	Servicios Públicos
	10201/10202/10204
	            3.788.473 
	Pago de servicios públicos

	Información
	10301
	          12.726.188 
	Publicaciones en periódicos de circulación nacional y en el diario oficial La Gaceta para brindar validez a reglamentos, políticas y demás normativa, así como para anuncios de acercamiento con la población afiliada.

	Publicidad y propaganda
	10302
	          15.000.000 
	Campaña publicitaria a la población afiliada, con el fin de transparentar las gestiones que la JUNAFO efectúa. Este requerimiento nace de la SUPEN para efectos de una mayor rendición de cuentas con la población afiliada.- Estos recursos son los mismos que se presupuestaron para el 2022 y son una proyección porque aún no cuentan con un dato para comparar. .

	Impresión, Encuadernación y Otros
	10303
	            2.030.000 
	Rubro para escaneo de documentos de la Dirección de la JUNAFO 

	Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales
	10306
	            1.200.000 
	Espacio para comisiones por servicios bancarios que se generen por las operaciones normales de transferencias de recursos, solicitud de certificaciones, auditorias presenciales de títulos valores, entre otros.

	Servicios de Tecnologías de Información
	10307
	          27.765.172 
	Nuevos contratos de servicios de gestión y apoyo. Contratación de la herramienta Bloomberg costo estimado ₡20.183.639, suscripción al vector de precios de PIPCA ₡4.655.328 y acceso a los sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias ₡2.926.206.

	Servicios jurídicos
	10402
	          31.994.820 
	Conforme a las potestades de Ley brindadas a la JUNAFO, se valora la posibilidad de contratar servicios profesionales externos, que brinden una mayor agilidad para el tratamiento de asuntos jurídicos requeridos. Se estiman a razón de 6 horas promedio por gestión y una vez por semana para todo el año.

	Servicios en Ciencias Económicas
	10404
	          64.962.452 
	Para contratos vigentes: 
₡35.977.067 “Contratación externa de servicios profesionales en actuarial para el FJPPJ.
₡6.780.000 “Servicios de Asesoría Profesional en materia económica, inversiones, bursátil y financiera para el FJPPJ.
₡5.362.980 “Servicio de un asesor externo del Comité de Riesgos para el FJPPJ”. 
₡7.797.000 "Servicio de Auditoría Externa para el FJPPJ. 
₡2.825.000 "Servicio de Auditoría Externa para la Junta Administradora del FJPPJ.
₡6.220.404 "Servicio de asesor externo Comité de Auditoría.

	Servicios de Desarrollo de Sistemas Informáticos
	10405
	          44.200.000 
	Nuevo contrato: Servicio de contratación para el establecimiento del Marco de Gobernanza de las T.I. de la Junta Administradora del FJPPJ.

	Servicios Generales
	10406
	          13.788.929 
	Para atender lo proporcional a los servicios de Limpieza y Vigilancia del local.

	Otros servicios de gestión y apoyo
	10499
	            5.610.991 
	Para contratos nuevos: ₡4.610.991 “Servicios de suscripción a plataforma de servicios de Perfil Financiero para negociación en mercados nacionales" y ₡1.000.000 rubro genérico para que su consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO.

	Transporte dentro del país
	10501
	            1.000.000 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO, se indicó para cubrir gastos de integrante de la junta que vive en Parrita; además se tiene planteando realizar giras  a los Circuitos. 

	Viáticos dentro del país
	10502
	            1.000.000 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO.  Se indicó para cubrir gastos de integrante de la junta que vive en Parrita; además se tiene planteando realizar giras  a los Circuitos. 

	Seguros
	10601
	          30.639.078 
	Seguro contratado directamente por la Junta Administradora, para protección por responsabilidad Civil para Directores y Oficiales previendo futuras demandas a integrantes de la JUNAFO, por el ejercicio de sus funciones.

R/ En mayo se formaliza la póliza.  4 de los 6 son jubilados y 2 miembros externos. 

	Actividades de capacitación
	10701
	          50.354.587 
	Diferentes actividades de capacitación relativas a la Dirección de la JUNAFO.

	Actividades protocolarias y sociales
	10702
	            9.100.000 
	Actividades de rendición de cuentas ante gremios y afiliados, al menos dos veces por año, presentación de resultados de Estados Financieros y Actuariales. Este requerimiento nace de la SUPEN para efectos de una mayor rendición de cuentas con la población afiliada, requerimiento recurrente en sus visitas de auditoría.

	Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina
	10807
	            1.000.000 
	Para el mantenimiento del mobiliario y equipo del personal 

	Servicios de Regulación
	19901
	          43.322.880 
	Contribución al canon de supervisión de SUPEN de forma obligatoria, según dicta Art. 241 de LOPJ.

	Otros servicios no especificados
	19999
	            1.000.000 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO, Se indicó para crear un fondo caja chica (Especial) para atender gastos misceláneos. 

	Tintas, pinturas y diluyentes 
	20104
	               509.435 
	Para la compra de tóner y otros insumos

	Alimentos y Bebidas
	20203
	            5.000.000 
	Para reuniones presenciales de los miembros de la JUNAFO y Comités Técnicos.

	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo
	20304
	               802.386 
	Compra de Kit de mantenimiento para las impresoras y discos duros. 

	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	29901
	            7.636.068 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO. Firma Digital para personal de nuevo ingreso con nivel de clase de puesto de profesional 1 o superior. Inclusión de kit de dispositivos de manos libres para integrantes y funcionarios de la Dirección de la JUNAFO, para realizar reuniones de forma virtual aunque se regrese a la presencialidad. 

	Otros útiles, materiales y suministros diversos
	29999
	               500.000 
	Rubro genérico para reconocimientos (Pergaminos a placas) de directores y exdirectores de la JUNAFO como agradecimiento. 

	Equipo de comunicación
	50103
	            1.309.195 
	Para la compra de pantalla y video beam para reuniones presenciales de la JUNAFO.

	Equipo y mobiliario de oficina
	50104
	            6.236.377 
	Para la adquisición de sillas ergonómicas para la Dirección de la JUNAFO.

	Equipo y programas de computo
	50105
	            6.364.328 
	Para adquisición de equipo y software que pudiese ser requerido por la Dirección de la JUNAFO.

	Bienes intangibles
	59903
	        142.419.435 
	Para contratos vigentes: ₡15.919.721 “Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.  Asimismo, para contratos nuevos: ₡126.499.714 "Servicio de contratación de horas bajo demanda, con proveedores externos para el desarrollo outsourcing de los requerimientos informáticos pendientes para el FJPPJ"

	Transferencias corrientes a Instituciones Descentralizadas no Empresariales
	60103
	            2.864.333 
	Rubro para la Contribución Estatal al Seguro de Salud.

	Transferencias corrientes a otras entidades privadas sin fines de lucro
	60404
	          16.154.838 
	Rubro aporte Estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

	Indemnizaciones
	60601
	          12.000.000 
	Reserva para pago de costas judiciales o resarcimiento económico por el daño o perjuicio causado por la Institución.

	Total Gasto Variable: 
	 
	  687.016.314 
	 



Se adjunta archivo con el detalle del Gasto Variable



 

Fuente de Financiamiento, proyección de ingresos.
[bookmark: _Hlk98252136]Mediante oficio N° 0107-DJA-2022, del  04 de abril anterior, el Master Oslean Mora Valdez, Director a.i. de JUNAFO remitió a la  Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, la estimación de ingresos para la JUNAFO periodo 2023.




En este oficio se indica lo siguiente:

“(…)

Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, conforme a solicitud de su representada y según el procedimiento establecido en el oficio DGPN-0244-2021 del 16 de abril del 2021, me permito remitir anexo a este documento el detalle de la estimación de ingresos probables a percibir por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) para el periodo 2023, que brindan soporte al presupuesto elaborado para el programa 951 del Poder Judicial, al respecto, respetuosamente se indica: 

ANTECEDENTES 

Que la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) introducida mediante Ley N°. 9544 publicada el 22 de mayo de 2018, crea un nuevo órgano dentro de la estructura del Poder Judicial, otorgándole una fuente de financiamiento propio, según se desprende del artículo N°. 239 de dicho cuerpo normativo:

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley… 
[…]
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.” El resaltado no pertenece al original.

Que mediante el dictamen de la Procuraduría General de la República N°. C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, es claro en determinar que la JUNAFO es un órgano del Poder Judicial, con quien no interrumpe su relación orgánica y que su personal no se desliga del Poder Judicial, según se puede apreciar a continuación: 



Al respecto es importante destacar que, la Dirección General de Presupuesto Nacional remite oficio N° DGPN-0244-2021 del 16 de abril de 2021, mediante el cual se establece un mecanismo para la inyección de los recursos a percibir por parte de la JUNAFO para la ejecución de su propio presupuesto, creando el programa N°. “951-Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones” mediante el cual se centralizan los gastos asociados a este Órgano de Desconcentración Máxima del Poder Judicial. 

Que una vez creado dicho programa, la JUNAFO determinó un presupuesto propio para el periodo 2022, el cual se incluyó en la corriente de aprobación del Poder Judicial como un todo, siendo este remitido en tiempo y forma según lo establecido para este tipo de trámites, volviéndose Ley de la República N.°10103, mismo procedimiento que se sigue para la tramitación del presupuesto del periodo 2023. 

Que producto de la metodología definida en el oficio N° DGPN-0244-2021, se vuelve necesario remitir una estimación de los ingresos probables a percibir por la JUNAFO durante el periodo 2023, el cual se detalla a continuación:



Que la cifra total de estimación del ingreso probable de la JUNAFO para el año 2023, debe interpretarse en la cifra de ¢ 1,788,440,670.00 (unos mil setecientos ochenta y ocho millones cuatrocientos cuarenta mil seiscientos setenta colones con cero céntimos), por cuanto se esperan más de ciento cuarenta y nueve millones de colones de ingresos mensuales por concepto del aporte por “comisión de administración del cinco por mil” definido en el art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Conforme a lo anterior y al considerar los procesos internos respectivos, se estima atendido el requerimiento de información presentado por el Ministerio de Hacienda referente al dato de estimación de ingresos probables de la JUNAFO para el periodo 2023. 

Programación Presupuestaria



Plan Anual Operativo


En virtud que esta estructura esta recién conformada y ya se cuenta con un Plan de Acción que fue revisado y aprobado en forma conjunta con la  Dirección de Planificación  y el Fondo de Jubilaciones en su oportunidad para el período 2021-2022, y al efectuar  una correlación entre el Plan Anual operativo 2023 y el citado Plan de Acción, se recomienda hacer una revisión integral con el objetivo de que se consideren  todos los ítems incorporados en dichos documentos a fin de darle continuidad y mejorar sustancialmente el PAO presentado. 

Con el fin de facilitar esta tarea se recomienda implementar el instrumento denominado “Guía para elaborar un Plan Operativo” el cual contiene las acciones que se deben desarrollar para vincular ambos instrumentos con el Plan Estratégico Institucional. 


[bookmark: _MON_1710878562]                    

Tabla de documentos Anexos: 
	Numero
	Nombre 
	Documento

	1
		Oficio N.° 0013-DJA- 2022 



	


	2
	Oficio N.°0076-DJA- 2022. Plazas JUNAFO 2023 

	


	3
	Detalle del presupuesto del periodo 2023 

	


	4
	Correo de la DGH
	


	5
	Oficio 107-DJA-2022
	




Se acordó: 1.) Tomar nota de la solicitud de requerimientos formulados por concepto de Remuneraciones y Gasto Variable por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como de la Programación Presupuestaria, para incorporar como parte del presupuesto del Programa 951 Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,  que se incluirá en el Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial para el 2023. 2.) Para el cálculo de Salarios tomar nota que se consideraron 46 plazas de las cuales 18 son financiadas con recursos del Poder Judicial (18 plazas trasladadas en sesión número 26-2021 del artículo XXXI del Consejo Superior), por lo que la Dirección de Planificación las considerara en el presupuesto ordinario del Poder Judicial y las restantes 28 se crean dada la nueva estructura determinada como necesaria por parte de la JUNAFO para el 2023, considerando las necesidades, y los requerimientos normativos establecidos por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). De estas 28 plazas 20 son ordinarias y 8 extraordinarias, mismas que serán financiadas con recursos propios de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones. 3.) Tomar nota de la creación de 8 plazas extraordinarias que se justifican para consolidar la estructura de la JUNAFO,   de las cuales 3 son para atender la Auditoría Interna, 3 para atender los proyectos de Tecnología de la Información, 1 para apoyar la Unidad de Pagos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y 1 Asistente de Prosecretario para reforzar la preparación de agendas y actas del cuerpo colegiado, entre otros temas. 4.) Desde las relaciones de cooperación y coordinación entre la JUNAFO y el Poder Judicial y en el apego en el artículo 239 de la Ley Orgánica, se hace la observación sobre la solicitud de consolidar como plaza ordinaria para el 2023 la plaza de Subdirector General 2, aspecto que llama la atención, a este Consejo,  dado que ya existen creados de forma ordinaria dos jefes de Proceso, y según las estructuras formales de la Institución generar está consolidación, supone duplicar las estructuras, por lo que se comunica a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones para su valoración respectiva e informe a este Consejo Superior, lo que corresponda. 5.) Se recomienda hacer una revisión integral de la Programación y el PAO 2023, con el objetivo de que se consideren todos los ítems incorporados en el Plan de Acción 2021-2022 a fin de darle continuidad y mejorar sustancialmente los objetivos y metas que sustentan la formulación presupuestaria del 2023, la revisión realizada, deberá ser remitida a la Dirección de Planificación para la consolidación del presupuesto que se debe remitir a la Corte Plena para su discusión. Se declara este acuerdo firme.   
ARTÍCULO XVII 
DOCUMENTO N° 4849-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe 275-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- Ley 9458 que reforma la Ley 4573, Código Penal y Ley 7451, Ley de Bienestar de los Animales 9458, suscrito por el Ing. Jorge Rodríguez Salazar, Jefe a.i. del Subproceso de Modernización Institucional.
En este informe se indica lo siguiente:
“(…)
Ref. SICE: 77-2022

Ley 9458 que reforma la Ley 4573, Código Penal y Ley 7451, Ley de Bienestar de los Animales 9458

IMPLICACIONES ORGANIZACIONALES
Impacto de la Ley 9458 que reforma la Ley 4573, Código Penal y Ley 7451, Ley de Bienestar de los Animales 9458 publicada en la Gaceta No. 95 el 22 de mayo del 2017.
Esta reforma a la Ley trajo consigo una serie de variantes en la tramitación e investigación de Crueldad contra los animales, al ser normado como delito.
Dentro de las particularidades de la Ley, se identificó cambios que impactan en el Poder Judicial:
El artículo 2 adiciona una sección V al título IX "Delitos contra la seguridad común" de la Ley N° 4573, Código Penal, de 4 de mayo de 1970, los cuales son el artículo 279 bis, 279 ter, 279 ter, 279 quáter, 279 quinquies y 279 sexies, “Crueldad contra los animales” “Muerte del animal”, “Actividades exceptuadas”, “Peleas entre animales” y “Pena alternativa”, delitos que son competencia de las instancias judiciales.
Asimismo, el artículo 3, adiciona un nuevo artículo 405 bis, “Maltrato de animales” en que se castiga con multa el “Maltrato animal”. 
En los artículos 2 y 3 de la reforma de Ley 9458 en estudio, en su parte dispositiva final establecen: “Las organizaciones debidamente inscritas en el Registro Judicial podrán representar los intereses difusos de los animales afectados por las conductas descritas en esta norma”.
En virtud de la importancia de esta Reforma y las implicaciones sobre el Poder Judicial, se procedió a realizar un análisis de esta, para estimar el presupuesto de su implementación.
El Registro Judicial deberá registrar aquellas instituciones que representen los intereses difusos de los animales, por lo que debe crearse un módulo en el Sistema de Registro. (se requiere una plaza de Informático para su desarrollo). Al 2019 se cuentan con únicamente 4 empresas inscritas. 
Se debe reforzar con dos investigadores 1 y un jefe 1, a la Sección de Delitos Varios del Departamento de Investigaciones Criminales y se crean cinco plazas para el Departamento de Ciencias Forenses para el análisis de las pruebas derivadas de los delitos contra los animales, ambos Departamentos del Organismo de Investigación Judicial. Así mismo 11 investigadores 1, para las delegaciones Regionales del OIJ y un profesional 2 para la Administración y ejecución presupuestaria. Cada uno de estos funcionarios, debe contar con su equipo de trabajo tal como: esposas, chaleco antibalas, gorra, camiseta, jacket, municiones y arma de fuego. Además, como parte del equipo de oficina deben contar con su respectivo escritorio, silla y una computadora para esa pareja de trabajo.
Por otro lado, como parte de equipo especializado para el trato y manejo de animales deberán contar con; kenels de transporte, palos de ahorque, bozal, manga de entrenamiento, los cuales deberán ser distribuidos al menos uno en cada delegación regional, para atención de eventuales casos. 
Bajo análisis presupuestarios de años anteriores se consideró el criterio del señor Walter Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y del Licenciado Mauricio Chacón Hernández Jefe de la Departamento de Ciencias Forenses, relacionado con el impacto a nivel de este ente, tanto en investigación como en pruebas de laboratorio donde se requiere de dos Peritos Judiciales 2B, uno para la sección de Bioquímica y otro para la sección de Toxicología, un Perito 2 y un Técnico especializado 6 para la sección de Química Analítica y un Perito Judicial 1 para la sección de Pericias físicas, quienes se encargarán no solo de la atención y el mejoramiento en el servicio, como en capacidad de respuesta, sino en la atención de los casos que se deben atender por la Ley de Bienestar animal. Estas plazas deben contar con su respectivo escritorio, silla y una computadora. Además, se tiene la necesidad de equipo para la investigación de este tipo de delitos, relacionados con los animales. Así como el equipo mínimo necesario para el manejo y traslado de los animales, además de los costos por la atención veterinaria por parte de veterinarios privados estimado en ₡100,000,000,00.
El 03 de febrero 2022 se le realizó una consulta al Msc Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, referente a la posibilidad de que la Administración de dicho Organismo asuma de manera ordinaria los costos relacionados a dicha Ley, lo anterior bajo el oficio 108-PLA-MI-2022 con fecha del 08 de febrero de 2022. 
Para dicha consulta se tuvo como respuesta lo siguiente:   
Se recibió correo electrónico remitido por parte de la señora Atilia Carvajal Elizondo, Administradora de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, donde se indica que el tema relacionado con la consulta bajo el oficio 108-PLA-MI-2022 “formulación presupuestaria para el 2023 para la implementación de la Ley 9458 de Bienestar Animal” se dio respuesta el 09 de febrero del 2022, donde la Administración indica lo siguiente: 
“Buenas tardes don Dixon, en atención al oficio 108-PLA-MI-2022 correspondiente a la formulación presupuestaria para el 2023 para la implementación de la Ley 9458 de Bienestar Animal, al respecto le informo que en reunión sostenida con don Mauricio Fonseca el día de hoy, llegamos a la conclusión que efectivamente la Administración podría asumir ciertas compras como se le mencionó a don Steven Pérez en correo adjunto.
No obstante en referencia a el presupuesto y la estimación de costos de plazas, adjunto se remite la actualización realizada para un gran total de ₡597.904.000, toda vez que del presupuesto de gastos operativos se dedujo lo que esta Administración puede adquirir por recursos propios y dejando solamente lo concerniente a las líneas presupuestarias que no se pueden asumir del presupuesto ordinario.
Cabe destacar que en la estimación de plazas, se incluyeron solamente las indicadas en el estudio de referencia para un total de 20 plazas con su respectiva oficina destacada.”
El monto de presupuesto requerido para el 2023 es de ₡641 163 320.00. Se crean 14 plazas extraordinarias por un periodo de un año (un profesional 2 en informática, 11 investigadores 1, un jefe 1 y un profesional 2) más gastos variables.


Cuadro  1: Detalle del costo total requerido para la atención de la Ley Bienestar Animal durante el 2023.


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, Dirección de Planificación.
Seguidamente se presentan los costos por programa.
Cuadro  2: Gasto por recurso humano para la atención de la Ley Bienestar Animal durante el 2023.
	Programa 928
	Programa 926
	Total solicitado

	
₡483 945 000,00 

	₡34 981 000,00 
	₡518 926 000,00 


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, Dirección de Planificación 
Nota: Programas: 926 (Dirección, Administración y otros Órganos de Apoyo), 928 (Organismo Investigación Judicial).

Cuadro  3: Detalle de las remuneraciones por Recurso Humano requerido para la atención de la Ley Bienestar Animal durante el 2023.

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, Dirección de Planificación 
Cuadro  4: Gasto Variable requerido para la atención de la Ley Bienestar Animal durante el 2023.
	Detalle
	Programa 928
	Programa 926
	Total solicitado

	Materiales y Suministros
	₡0
	₡0
	₡0

	Bienes Duraderos
	₡0
	₡0
	₡0

	Mobiliario y equipo
	₡21 178 400,00 
	₡1 058 920,00 
	₡22 237 320,00 

	Atención Veterinaria 
	₡100 000 000,00 
	₡0
	₡100 000 000,00

	Total
	
	
	₡122 237 320,00



Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, Dirección de Planificación 
Nota: Programas: 926 (Dirección, Administración y otros Órganos de Apoyo), 928 (Organismo Investigación Judicial).

Programa 926 “Dirección, Administración y otros Órganos de Apoyo”
Incluye el costo de una plaza de un profesional en Informática 2 por un período de 12 meses, en condición extraordinaria, para que se avoque al desarrollo de un módulo en el Registro Judicial, para el resguardo de la información de las instituciones que representan los intereses difusos de los animales afectados por las conductas descritas (artículo 2 y 3 de la reforma de Ley 9458).
El monto requerido para recurso humano en este programa es de ₡34 981 000,00 

Programa 928 “Organismo de Investigación Judicial”
Unidad de Alerta Temprana del Departamento de Investigaciones Criminales.
Al tomar como referencia la media de denuncia que atiende mensualmente un Investigador, la cual es de ocho casos mensuales, según lo establecido por la Oficina de Planes y Operaciones y el modelo de oficina que se pretende aplicar bajo el Proyecto institucional denominado “Mejora Integral del Proceso Penal” y tomando en consideración los 162 casos a nivel nacional atendidos (2018), se necesitaría de una pareja de investigadores para su atención anual, partiendo de la premisa de que un investigador no debe atender en forma individual un caso, los cuales se ubicaran en San José, en la Unidad de Alerta Temprano de la Sección de Delitos Varios del Departamentos de Investigaciones Criminales, sin embargo de acuerdo con las reconsideraciones planteadas por el Director General del OIJ en el oficio 596-DG-2019  del 17 de mayo de 2019 y lo acordado por el Consejo Superior en su sesión 47-19, del 24 de mayo de 2019, artículo XIX, se adicionó 11 investigadores 1 para las regionales del OIJ, un jefe 1 para la sección de Delitos Varios y un profesional 2. 
Cada uno de estos funcionarios, debe contar con su equipo de trabajo tal como: esposas, chaleco antibalas, gorra, camiseta, jacket, municiones y arma de fuego. Además, como parte del equipo de oficina deben contar con su respectivo escritorio, silla y una computadora para esta pareja de trabajo.
Por otro lado, como parte de equipo especializado para el trato y manejo de animales deberán contar con kenels de transporte, palos de ahorque, bozal, manga de entrenamiento, los cuales deberán ser distribuidos al menos uno en cada delegación regional, para atención de eventuales casos. 
Departamento de Ciencias Forenses.
Se estima necesario incorporar dos Peritos Judiciales 2B uno para Bioquímica y otro para Toxicología, un Perito 2 y un Técnico especializado 6 para Química Analítica y un Perito Judicial 1 para Pericias físicas, quienes se encargarán no solo de la atención y el mejoramiento en el servicio, como en capacidad de respuesta, sino en la atención de los casos que se deben atender por la Ley de Bienestar animal. Estas plazas deben contar con su respectivo escritorio, silla y una computadora.
2.1 Equipo Requerido 
Para analizar las distintas pruebas, será necesaria la adquisición de un cromatógrafo de gases para no frenar los flujos de trabajo actuales en análisis de drogas y otras sustancias que habitualmente son estudiadas con dicho equipo, según criterio de Don Mauricio Chacón Hernández, jefe del Departamento de Ciencias Forenses, además se consideró que el equipo será de gran utilidad en otras investigaciones. 
Se requiere un Microscopio de Comparación[footnoteRef:12] específicamente para el análisis balístico que eventualmente se le debe realizar a un animal que recibe uno o varios impactos de bala (una vez extraído el elemento balístico por parte de un profesional en veterinaria o alguien con la competencia).  Según lo indicado por el señor Chacón Hernández, jefe del Departamento, se requiere por cuanto los casos de balística derivados de homicidios, sicariato y otros tienen colapsada la Unidad y sería imposible atender adicionalmente lo relacionado con bienestar animal (particularmente el asunto de lesiones con arma de fuego). [12:  Se debe señalar que el costo total del cromatógrafo de gases y microscopio de comparación corresponden a un total de ¢113.200.000,00, dicho monto no se contempla en el análisis del presente informe, por cuanto fue incorporado al presupuesto ordinario del Poder Judicial, según sesión extraordinaria del Consejo Superior, celebrada el 30 de abril de 2021.] 


El monto requerido para recurso humano en este programa (928) es de ₡483 945 000,00 

A continuación, se hace un desglose de los recursos pendientes de asignar en el proyecto de ley de Bienestar Animal y se destaca los que ya fueron otorgados según la sesión extraordinaria del Consejo Superior, celebrada el 30 de abril de 2021, aprobado por Corte Plena en sesión 21-21 del 1 de junio de 2021, artículo II:
	Recursos Pendientes de asignar

	
Remuneraciones


	Perito Judicial 1
	Un total de 21 plazas para un costo de 
₡518 926 000.00


	Perito Judicial 2
	

	Perito Judicial 2B
	

	Perito Judicial 2B
	

	Técnico Especializado 6
	

	Investigador 1
	

	Profesional en Informática 2
	

	Investigador 1
	

	Jefe de investigación 1
	

	
Mobiliario y Equipo

	

	Programa 928 (OIJ)
	Costo total de ₡21.178.400,00 


	Programa 926 (Adm)
	Costo Total de ₡1.058.920,00 


	Atención veterinaria

	Total de ₡100.000.000,00

	Total pendientes de asignar
	
₡641 163 320,00


	Recursos Otorgados
	Sesión en la que se otorga.

	
Un Cromatógrafo de gases

	Sesión extraordinaria del Consejo Superior, celebrada el 30 de abril de 2021. aprobado por Corte Plena en sesión 21-21, del 1 de junio de 2021, artículo II.
Monto Total: ¢113.200.000,00


	Un Microscopio de comparación

	

	Recursos que asume el Organismo de Investigación Judicial para el 2023.
(Materiales y Suministros, Bienes duraderos)

	Gorras
	El total del monto que asume el Organismo de Investigación Judicial con su recurso ordinario es de ¢20.058.450,00

	Camisetas 
	

	Jackets 
	

	Munición 
	

	Esposas 
	

	Chalecos Antibalas 
	

	Kenel de transporte (perros, gatos) 
	

	Pistolas 
	



Se acordó: 1.) Aprobar el informe 275-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- Ley 9458 que reforma la Ley 4573, Código Penal y Ley 7451, Ley de Bienestar de los Animales 9458. 2.) El contenido económico actualizado y requerido se remitirá de forma independiente al presupuesto ordinario, ya que responde a una necesidad producto de una ley especial, que a la fecha se encuentra vigente y que la Asamblea Legislativa no ha asignado ningún recurso económico adicional para su implementación. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XVIII 
DOCUMENTO N° 4850-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe 276-PLA-OI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- necesidad de recurso humano en el Juzgado de Cobro de Golfito, suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, jefa del Subproceso de Organización Institucional.
En este informe se indica lo siguiente:
“(…)
	Dirección de Planificación
	Fecha:
	29/03/2022

	Estudio de Requerimiento Humano
	# Informe:
	276-PLA-OI-RH-2022

	Proyecto u oficinas analizadas:
	Juzgado de Cobro de Golfito

	Referencia Interna:
	Ref: 140-2022



	I. Plazas por Analizar
	
   Cuadro 1
Cantidad de Recurso Humano solicitado

	Cantidad
	Tipo de plaza
	Observación
	Acuerdo del Consejo Superior

	2
	Técnico Judicial 1
	El Consejo de Administración de Golfito, solicita las tres plazas para atender el aumento en la carga de trabajo del Juzgado de Cobro de Golfito
	
Sesión 105-2021 del 7 de diciembre de 2021, artículo XXXIX

	1
	Juez 1
	
	

	TOTAL 52


Fuente: 07-CAG-2021 del 22 de noviembre de 2021[footnoteRef:13]. [13:  Ver anexo 1.] 



	II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada
	
El Consejo de Administración de Golfito expuso la situación por la que atraviesa el Juzgado de Cobro de Golfito, en cuanto al incremento de asuntos para resolver que se ha presentado en el último año, por lo que presenta la siguiente gestión:

“… la solicitud de que se analice y se valore la realización de un estudio por parte del Departamento de Planificación que venga a  determinar la necesidad de más recurso de personal en el Juzgado de Cobro de Golfito, sea creación de dos plazas de técnicos judiciales permanentes u ordinarias y una plaza de Juez… requerimos un estudio para determinar si existe necesidad de dotar de más recurso humano, cuando la institución pueda y tenga presupuesto para hacerlo, pero si necesitamos de un estudio que nos indique si es procedente o no lo que se les solicita”. (LA NEGRITA NO ES DEL ORIGINAL).



	III. Información Relevante
	3.1- Composición de personal en el Juzgado de Cobro de Golfito

Según la Relación de Puestos del Poder Judicial para el 2022, el Juzgado de Cobro de Golfito tiene la siguiente estructura de recurso humano:

1 Jueza o Juez 2
1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
1 Técnica o Técnico Judicial 2
2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1

Esta composición de personal se mantiene invariable desde el 2020, cuando se les asignó de forma ordinaria dos puestos de apoyo (1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1 y 1 Técnica o Técnico Judicial 1).

Por otra parte, se revisó la composición total de los 17 despachos competentes en materia Cobratoria a nivel nacional, según se observa a continuación:

Cuadro 2
Composición de personal en los Juzgados Cobratorios del país


FUENTE: Elaboración propia, con base en la Relación de Puestos 2022.


Tal como se observa, existen 6 juzgados con dotaciones de personal adscrito inferiores a las 10 plazas: Golfito, Santa Cruz (5 puestos por despacho), San Ramón (8), Grecia, Liberia y Pococí (9 plazas cada uno). 

Además, es de notar que Golfito y Santa Cruz son los únicos juzgados unipersonales del país, es decir, que cuentan con una persona juzgadora.

3.2.- Proyectos para el descongestionamiento de Cobro, a cargo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Con respecto a la utilización de la metodología de administración de proyectos, se determinó que al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) se le autorizó en el 2021 la implementación del Proyecto 1324-CACMFJ-P02 denominado “Planes de Descongestionamiento para la materia Cobro Judicial”, cuyo objetivo consistía en “Atender por etapas los juzgados en materia de Cobro mediante la tramitación y firma de expedientes, priorizando a aquellos despachos que muestran mayor retraso judicial y cumplimiento de cuotas de trabajo”. Para esos efectos, el indicador definido fue alcanzar un valor esperado mensual de 1.134 asuntos resueltos (contando con 3 Jueces y 6 Técnicos Judiciales).

Cabe indicar que en el 2020 el Juzgado de Cobro de Golfito contó con la colaboración de 1 Juez y 2 Técnicos Judiciales por un periodo de cuatro meses (de julio a octubre); con el recurso antes descrito y pese a la emergencia nacional por el COVID-19 se logró para la totalidad del proyecto una efectividad de un 104%, en relación con la cuota ajustada, por cuanto de 67.674 expedientes esperados se logró tramitar y firmar 70.602 asuntos (2.928 expedientes adicionales)[footnoteRef:14].  [14:  Así consta en el Acta de Constitución de Proyecto del “Plan de Descongestionamiento para la materia de Cobro” para el 2021.] 


Para el 2021 se brindó apoyo al Juzgado de Cobro de Golfito con las mismas cantidades de puestos, por el último trimestre (de octubre a diciembre). Los permisos con goce de salario y sustitución del plan de descongestionamiento en materia de Cobro, fueron prorrogados por el Consejo Superior para el periodo de octubre a diciembre de 2021, según consta en la sesión N° 80-2021, del 14 de setiembre de 2021, artículo XXIV.

En esta oportunidad, la efectividad general del proyecto fue de 106%, en relación con la cuota ajustada, ya que se esperaban 73.512 expedientes y de ellos fue posible tramitar y firmar 77.729 asuntos (4.217 expedientes adicionales)[footnoteRef:15]. [15:  Datos aportados por la Licda. Ana Yancy García Rodríguez, Profesional 2 del CACMFJ.] 



3.3.- Carga laboral en los Juzgados Especializados de Cobro

Con el fin de conocer la evolución de la carga de trabajo en la materia Cobratoria a nivel nacional, se consultó al Lic. Jorge Rodríguez Salazar, Jefe del Subproceso de Modernización Institucional de esta Dirección, quien comentó que dentro del informe 190-PLA-MI-TR-2022, relacionado con el “Análisis de los datos de Juzgados Especializados de Cobro”, se aportaron elementos de interés sobre el comportamiento de la carga laboral de la materia Cobratoria en todo el país, incluyendo al Juzgado de Cobro de Golfito. Seguidamente se comentan los resultados más relevantes:


Incremento de asuntos cobratorios

De la revisión hecha a la entrada total de asuntos a los juzgados de cobro judicial (periodo 2008 – 2021), se evidenció el crecimiento exponencial en la entrada de demandas desde el 2008 cuando entró a regir la anterior Ley de Cobro Judicial, la cual quedó derogada con la Ley 9342 nuevo “Código Procesal Civil”, a partir del 8 de octubre de 2018. 

A partir de 2013 la entrada total se ha mantenido sobre el rango de 200 mil asuntos anuales, alcanzando en el 2018 el valor más alto con 339.337 asuntos entrados. Pese a haberse registrado una disminución en el último trienio, en parte por los efectos de la enfermedad COVID-19, la tendencia general (línea punteada) evidencia un crecimiento constante desde el 2008, tal como se observa en la Ilustración 1:

Ilustración 1
Entrada total en materia de cobro judicial desde el 2008 hasta el 2021



En el caso particular del Juzgado de Cobro de Golfito, seguidamente se presenta el balance general correspondiente al periodo 2015-2021:

Cuadro 2
Movimiento Histórico y Relación Salida versus Entrada en materia Cobratoria en el Juzgado de Cobro de Golfito, durante el
periodo 2015 - 2021


FUENTE: Elaboración propia, con base en los datos del Informe 425-PLA-MI-2019 y del Subproceso de Estadística. A partir del 2018 se da la readecuación de competencias a nivel nacional producto de la aplicación de la nueva ley Procesal Civil.

Es de notar que la entrada total en Golfito ha mostrado un comportamiento similar al de la materia Cobratoria a nivel nacional, donde el monto registrado por el Juzgado de Cobro de Golfito en el 2021 (3563) representó 254% del valor obtenido en el 2015 (1007). 


Cantidad y plazos: circulante, demandas nuevas y entrada de escritos

Se analizaron todos los Juzgados de Cobro del país, con los datos reportados entre enero 2019 y setiembre 2021, para conocer el funcionamiento de esos despachos desde la Reforma Procesal Civil. Los resultados se presentan en la Tabla 1:
 


De los datos anterior se aprecia que Golfito ocupa el cuarto lugar entre los despachos con los valores promedio de entrada mensual de demandas nuevas más bajos, por encima de Grecia y San Ramón que tienen 9 y 8 plazas adscritas, respectivamente, en tanto Golfito cuenta con 5 puestos asignados.

En el caso del Juzgado de Cobro de Golfito, se indicó que junto a sus homólogos de Pococí, Cartago, Heredia, Alajuela y el Segundo Especializado del Primer Circuito Judicial de San José, se encuentran en el intervalo de los 8 y 9 meses para poder atender un escrito que sea presentado por una persona usuaria, plazo que supera entre 2 y 3 meses el valor promedio para resolver escritos (6 meses). 

Aunado a lo anterior, Golfito registró un plazo de 3,2 meses para la resolución de demandas nuevas, el cual supera en más del 50% el valor promedio obtenido (de 2 meses) y también fue superior al de San Ramón (1,25) y de Grecia (0,00).

Al respecto, se ha definido dentro de los indicadores de gestión que los plazos para resolver demandas nuevas en la materia Cobratoria sean entre 1 y 3 meses (2 meses el valor normal esperado), en tanto los plazos para resolver escritos se ubiquen entre 1 y 5 meses (3 meses como valor normal esperado). La posición de Golfito en ambas variables (3,2 y 8,19) evidencia dificultades para cumplir con esos plazos de trámite manteniendo la dotación actual de puestos.  

Tratándose de los niveles de circulante, el monto reportado por Golfito (13.451) está por encima de los datos obtenidos por San Ramón (12.933) y Grecia (9.599), pese a que estos dos últimos despachos registraron mayores promedios mensuales de entrada de escritos (2.451 y 3.647) frente a Golfito (1.590).


Carga de trabajo 

Con los datos anteriores se estableció la “carga diaria” de cada despacho judicial especializado en Cobro, la cual se confrontó con la cantidad actual de personal tramitador y con los parámetros definidos por la Dirección de Planificación, para establecer las dotaciones de personal técnico judicial y personal juzgador adicional. A continuación, se presenta la condición obtenida por el Juzgado de Cobro de Golfito:






Tabla 1
Estructuras de trabajo de los Juzgados, carga diaria y necesidades de personal humano


Lo anterior permite estimar los requerimientos de recurso humano para el Juzgado de Cobro de Golfito en 2 Técnicos Judiciales 1 y 1 Juez 2 adicionales, dotaciones similares a las colaboraciones o apoyos brindados en los últimos años. 

Precisamente el Subproceso de Modernización Institucional estableció con base en el análisis realizado en el informe 190-PLA-MI-TR-2022 la pertinencia de fortalecer la capacidad operativa de los juzgados cobratorios, en procura de atender bajo mejores condiciones las demandas nuevas y escritos que son presentados de forma diaria a nivel nacional.

Se aclara que esa estimación fue únicamente para cubrir la entrada, siendo que adicionalmente estos despachos tienen asuntos, demandas y escritos pendientes de resolver, ya que de no cubrir la entrada se genera la acumulación de asuntos en trámite. 

En el caso del Juzgado de Cobro de Golfito, el estado de esas variables a inicios de diciembre 2021 era el siguiente, donde las demandas nuevas superaban los 460 asuntos, los escritos alcanzaron los 8059, y los asuntos pendientes de fallo, 30: 










Tabla 2 
Cantidad de asuntos pendientes a inicios de diciembre 2021
	Juzgados
	Cantidad de asuntos pendientes a inicios de diciembre 2021

	
	Demandas nuevas 
	Escritos 
	Fallo 

	Juzgado de Cobro de Golfito 
	467
	8 059
	30


Fuente: Informe 1038-CACMFJ-REF-2021. 
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De lo expuesto se evidencia que la solicitud del Juzgado de Cobro de Golfito en cuanto a determinar la necesidad de más recurso de personal es procedente, luego del análisis efectuado por el Subproceso de Modernización Institucional al comportamiento de su carga laboral reportado en los últimos años, por lo que resultaría beneficioso para las personas usuarias atender ese requerimiento en los términos solicitados (asignar 2 Técnicos Judiciales 1 y 1 Juez 2, ambos en forma ordinaria).


3.4.- Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial

La Corte Plena en la sesión 27-17 del 21 de agosto del 2017, artículo XVI, aprobó el punto primero de las “Medidas de Adopción Inmediata” contenido en el informe de las Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial, en los siguientes términos: “No se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”.

Posteriormente, la Corte Plena en la sesión del 4 de febrero del 2019, conoció el oficio 1417-PLA-2018, de 15 de noviembre de 2018, que fue aprobado en artículo XIX; donde, se indica que con base en las medidas de contención del gasto emitidas por Corte Plena y citadas anteriormente, la Dirección de Planificación propone las siguientes prioridades en relación con las solicitudes de recurso humano en el periodo presupuestario 2020:

	“1. Con el fin de contribuir en la contención del gasto público, se recomienda no crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019, esto en el tanto y cuando queden aprobadas en el Presupuesto al 30 de noviembre del año en curso.

2. Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la Institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”. 

Este tema fue incorporado dentro de las “Directrices Técnicas para la Elaboración de la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM) y el Anteproyecto de Presupuesto 2019”, que reza:

“O.	Creación de Plazas 2019

Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y N°29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta Costa Rica, la cual se ha visto acentuada por problemas de liquidez del Gobierno de la República para hacer frente a sus obligaciones de pago.

111.	En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó que no se crearan plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”.

Además, el Ministerio de Hacienda en oficio DM-615-2019 del 10 de abril de 2019, que hace referencia a los esfuerzos realizados con el objetivo de mejorar la deteriorada situación fiscal del país, establece dentro de los límites al gasto público, que: “ En la presente coyuntura, no se autorizará la creación de plazas, ni solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP).”.

Asimismo, en las  Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020 y 2021, se indicó en lo que respecta a la creación de plazas: la Corte Plena aprobó que no se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario,  fundamentado en lo dispuesto por Corte Plena en los citados acuerdos.

Por su parte, la Circular Externa 1-2021 sobre la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022, comunicó las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022, aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 118-2020, del 10 de diciembre del 2020, que en lo que interesa reza:

[bookmark: _Toc528045424][bookmark: _Toc52372487]"T. Creación de Plazas 2022

En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó en sesión N° 54-2019 del 18 de diciembre de 2019, artículo único, no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes. “

3.5.- Solicitud de creación de plazas para el 2023

En lo que respecta al ejercicio presupuestario para el próximo año, la Circular Externa 11-2021 “Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023”, informa sobre las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023[footnoteRef:16], aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 103-2021, artículo XXV, del 01 de diciembre del 2021, y de manera específica emiten la reiteración de no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes. [16:  Ver anexo 4.] 


Esta Dirección es consciente de la petición planteada por la oficina solicitante; sin embargo, como órgano técnico se procede a dar a conocer las limitaciones presupuestarias emitidas en los últimos años, respecto del no crecimiento de plazas en el Poder Judicial, y reiterado, a partir de los oficios del Ministerio de Hacienda DM-0436-2020, Título IV de la Ley 9635 “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas”, que establecen como la regla fiscal la no autorización para la creación de plazas, ni la solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP).

A pesar de lo expuesto, se procede a poner en conocimiento la solicitud detallada en este informe, a fin de ser analizada por el honorable Consejo Superior, y que determine lo que a bien estime conveniente, según sus competencias.


	IV. Elementos Resolutivos
	4.1.- El Consejo de Administración de Golfito expuso la situación por la que atraviesa el Juzgado de Cobro de Golfito, en cuanto al incremento de asuntos para resolver, razón por la cual solicitan la realización de un estudio que determine lo correspondiente.

4.2.- El Juzgado de Cobro de Golfito dispone de la siguiente estructura de recurso humano:

1 Jueza o Juez 2
1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
1 Técnica o Técnico Judicial 2
2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1

4.3.- De los 17 despachos competentes en materia Cobratoria a nivel nacional, Golfito y Santa Cruz son los juzgados con la menor dotación de personal (5 puestos por despachos) y ambos son los únicos juzgados unipersonales del país, es decir, que cuentan con una persona juzgadora. 

4.4.- El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) se le autorizó en el 2021 la implementación del Proyecto 1324-CACMFJ-P02 denominado “Planes de Descongestionamiento para la materia Cobro Judicial”, cuyo objetivo consistía en “Atender por etapas los juzgados en materia de Cobro mediante la tramitación y firma de expedientes, priorizando a aquellos despachos que muestran mayor retraso judicial y cumplimiento de cuotas de trabajo”, y se definió un indicador mensual de 1.134 asuntos resueltos.

4.5. En el 2020 el despacho contó con la colaboración de 1 Juez y 2 Técnicos Judiciales por un periodo de cuatro meses (de julio a octubre); con el recurso antes descrito y pese a la emergencia nacional por el COVID-19 se logró para la totalidad del proyecto una efectividad de un 104%, en relación con la cuota ajustada.

4.6. Para el 2021 se brindó apoyo al Juzgado de Cobro de Golfito con 1 Juez y 2 Técnicos Judiciales, por el último trimestre (de octubre a diciembre). Los permisos con goce de salario y sustitución del plan de descongestionamiento en materia de Cobro fueron prorrogados por el Consejo Superior para el periodo de octubre a diciembre de 2021, según consta en la sesión N° 80-2021, del 14 de setiembre de 2021, artículo XXIV. 

4.7. La efectividad general del proyecto fue de 106%, en relación con la cuota ajustada, ya que se esperaban 73.512 expedientes y de ellos fue posible tramitar y firmar 77.729 asuntos (4.217 expedientes adicionales) .

4.8.- El Subproceso de Modernización Institucional, elaboró el informe 190-PLA-MI-TR-2022, relacionado con el “Análisis de los datos de Juzgados Especializados de Cobro”, donde se analizó el comportamiento de la carga laboral de la materia Cobratoria en todo el país, incluyendo al Juzgado de Cobro de Golfito. 

4.9.- Se evidenció el crecimiento exponencial en la entrada de demandas desde el 2008 cuando entró a regir la anterior Ley de Cobro Judicial, la cual quedó derogada con la Ley 9342 nuevo “Código Procesal Civil”, a partir del 8 de octubre de 2018. 

4.10.- Al revisar el balance general del Juzgado de Cobro de Golfito, para el periodo 2015-2021, se obtiene que la entrada total de ese despacho ha mostrado un comportamiento similar al de la materia Cobratoria a nivel nacional, siendo que el monto del 2021 representó 254% del valor obtenido en el 2015.

4.11.- A partir de 2013 la entrada total se ha mantenido sobre el rango de 200 mil asuntos anuales, alcanzando en el 2018 el valor más alto con 339.337 asuntos entrados, a pesar de una disminución en el último trienio, en parte por los efectos de la enfermedad COVID-19. 

4.12.- Con los datos del periodo enero 2019 a setiembre de 2021, se obtuvo que Golfito ocupó el cuarto lugar entre los despachos con los valores promedio de entrada mensual de demandas nuevas más bajos, por encima de Grecia y San Ramón que tienen 9 y 8 plazas adscritas, respectivamente, en tanto Golfito cuenta con 5 puestos asignados.

4.13.- El Juzgado de Cobro de Golfito, junto a sus homólogos de Pococí, Cartago, Heredia, Alajuela y el Segundo Especializado del Primer Circuito Judicial de San José, se encuentran en el intervalo de los 8 y 9 meses para poder atender un escrito que sea presentado por una persona usuaria, plazo que supera entre 2 y 3 meses el valor promedio para resolver escritos (6 meses). 

4.14.- Al revisar los indicadores de gestión correspondientes a los plazos para resolver demandas nuevas en la materia Cobratoria, definidos entre 1 y 3 meses (2 meses el valor normal esperado), así como los plazos para resolver escritos de entre 1 y 5 meses (3 meses como valor normal esperado), se determinó que la posición de Golfito en ambas variables (3,2 y 8,19) evidencia dificultades para cumplir con esos plazos de trámite manteniendo la dotación actual de puestos.  

4.15.-Los niveles de circulante reportado por Golfito (13.451) está por encima de los datos obtenidos por San Ramón (12.933) y Grecia (9.599), pese a que estos dos últimos despachos registraron mayores promedios mensuales de entrada de escritos (2.451 y 3.647) frente a Golfito (1.590). 

4.16.- Golfito registró un plazo de 3,2 meses para la resolución de demandas nuevas, el cual supera en más del 50% el valor promedio obtenido (de 2 meses) y también fue superior al de San Ramón (1,25) y de Grecia (0,00).

4.17.- Se estableció la “carga diaria” de cada despacho judicial especializado en Cobro, la cual se confrontó con la cantidad actual de personal tramitador y con los parámetros definidos por la Dirección de Planificación, para establecer las dotaciones de personal técnico judicial y personal juzgador adicional, dando como resultado 2 Técnicos Judiciales 1 y 1 Juez 2 adicionales, dotaciones similares a las colaboraciones o apoyos brindados en los últimos años para el Juzgado de Cobro de Golfito. 

4.18.- A inicios de diciembre 2021, el Juzgado de Cobro de Golfito, disponía de más de 460 demandas nuevas, 8059 escritos y 30 asuntos pendientes de fallo.

4.19.- La solicitud del Juzgado de Cobro de Golfito en cuanto a determinar la necesidad de más recurso de personal es procedente, luego del análisis efectuado por el Subproceso de Modernización Institucional en el informe 190-PLA-MI-TR-2022, relacionado con el “Análisis de los datos de Juzgados Especializados de Cobro”, se aportaron elementos de interés sobre el comportamiento de la carga laboral de la materia Cobratoria en todo el país, incluyendo al Juzgado de Cobro de Golfito. 

4.20.- Para el periodo presupuestario 2023, el Consejo Superior en la sesión 103-2021, artículo XXV, del 01 de diciembre del 2021, reiteró nuevamente no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes. 



	V. Recomendaciones
	Al Consejo Superior

5.1.- Según el análisis efectuado sobre el comportamiento de la carga laboral del Juzgado de Cobro de Golfito, se estima la necesidad de fortalecer el despacho con más recurso humano[footnoteRef:17]. No obstante, la Dirección de Planificación estima, que en atención a lo dispuesto por el órgano superior, en cuanto a la “no  creación de plazas nuevas” para el próximo periodo presupuestario, y debido a las limitaciones económicas por las que atraviesa la institución,  salvo disposición en contrario, no existe la posibilidad económica para la inclusión de las plazas solicitadas, ni crecimiento de recursos para el 2023, por lo que se pone en conocimiento del honorable Consejo Superior, a fin de que determine lo que estime oportuno. [17:  Determinado así mediante el informe 190-PLA-MI-TR-2022, relacionado con el “Análisis de los datos de Juzgados Especializados de Cobro”, señalado por el Jefe del Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.] 


5.2.- A pesar de lo anterior y en razón de haberse determinado la necesidad de reforzar el despacho con las plazas solicitadas, se procede a detallar el impacto económico que conllevaría para el próximo año, la creación de las 2 plazas de Técnico Judicial y 1 de Juez 1, las cuales ascienden a un monto de 82.487.522 colones aproximadamente:
	
IMPACTO ECONÓMICO DE LA CREACIÓN DE LAS 3 PLAZAS SOLICITADAS 
POR EL JUZGADO DE COBRO DE GOLFITO
	Tipo de Puesto
	Cantidad de Puestos
	Costo Total Anual
	Costo Total de Equipo
	TOTAL

	Juez 1
	1
	51.061.000
	1.552.682
	52.613.682

	Técnico Judicial 1
	2
	27.756.000
	2.117.840
	29.873.840

	TOTAL GENERAL
	3
	78.817.000
	3.670.522
	82.487.522


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos suministrados por el Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos

Al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, el Juzgado de Cobro de Golfito y la Administración Regional de Golfito

5.3.- Que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, apoye y colabore con el Juzgado de Cobro de Golfito en la atención de su carga laboral, mediante planes de descongestionamiento u otros similares, en la medida de las posibilidades institucionales, al menos mientras sea factible la asignación de recursos en forma ordinaria.

5.4.- Que la Administración Regional de Golfito gestione la mayor optimización posible del recurso humano existente en el Circuito, a fin de darlo a conocer al Consejo de Administración y distribuir el personal en los despachos en los que se haya determinado la necesidad de reforzar para atender la carga de trabajo, como el presente caso.

5.5.- No se estima conveniente la asignación de recursos con permisos con goce de salario y sustitución para atender la necesidad que presenta este despacho, por cuanto la modalidad de estos permisos está reservada para situaciones o requerimientos de carácter transitorio; y la atención de esta solicitud, reviste un carácter permanente y de naturaleza ordinaria.

A la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones

5.6.- Impulsar la implementación de la herramienta tecnológica para el trámite automatizado de los escritos que se está trabajando con inteligencia de la información, de tal forma que pueda impactar en el corto plazo, la tramitología de estos asuntos en la materia cobratoria. 


	Realizado por:
	Lic. Minor Anchía Vargas, Coordinador de Unidad 3

	probado por:
	Lic. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional.

	Visto bueno:
	Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación




Se acordó:  Aprobar el informe 276-PLA-OI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- necesidad de recurso humano en el Juzgado de Cobro de Golfito y sus recomendaciones. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XIX 
DOCUMENTO N° 4852-2022

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe 290-PLA-OI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima de Siquirres, suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, jefa del Subproceso de Organización Institucional.
En este informe se indica lo siguiente:

“(…)

	Dirección de Planificación
	Fecha:
	31 de marzo de 2022

	Estudio de Requerimiento Humano
	# Informe:
	290-PLA-OI-RH-2022

	Proyecto u oficinas analizadas:
	Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima de Siquirres.

	Referencia Interna:
	Ref: 2534-2021



	I. Plazas por Analizar
	
   Cuadro 1
Cantidad de Recurso Humano solicitado
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Observación
	Comunicado por el SGC mediante oficio

	1
	Fiscala o Fiscal 
	[bookmark: _Hlk95315253]Solicitud realizada mediante oficio 81-ADM-PISAV-2021
	11020-2021

	TOTAL 


Fuente: Consejo Superior sesión 103-2021, del 01 de diciembre del 2021, artículo LVIII. [footnoteRef:18] [18:  Ver anexo 1.] 


	II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada
	
Las licenciadas María Gabriela Alfaro Zúñiga, Karla Pamela Cascante Aguilar y la Máster Sara Arce Moya, por su orden, Fiscala Adjunta Coordinadora de Fiscalías modalidad PISAV, Administradora de Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima y Coordinadora Técnica Modelo Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima, solicitan ante el Consejo Superior un segundo recurso de persona Fiscal para la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima de Siquirres, específicamente en la Fiscalía, modalidad PISAV. 

Lo anterior, argumentando, que se requiere de otra persona fiscal que atienda los asuntos de la plataforma, ya que en muchas ocasiones esta no puede asistir a las intervenciones en Violencia Doméstica porque se encuentra en audiencia o atendiendo otros asuntos urgentes.  

Se indica que la necesidad detectada se establece realizando un análisis cualitativo, por la especialidad del servicio que se brinda y no cuantitativo, siendo que aun cuando el ingreso de causas sea menor a otras Unidades de Género del país, por tratarse de una atención especializada, que involucra factores como la menor revictimización, una atención conjunta e integral unido a un servicio de calidad, por lo que se hace necesario contar con la posibilidad de que la víctima reciba efectivamente esa atención, lo que no ocurre en este momento en la mayoría de las intervenciones, como consecuencia de contar con una única fiscala en la Plataforma.

El Consejo Superior acordó trasladar a la Dirección de Planificación para que valore e indique lo que corresponda en cuanto a la necesidad.


	III. Información Relevante
	3.1-Antecedentes

Oficina PISAV en la localidad de Siquirres

El PISAV de Siquirres se creó mediante el Informe 67-PLA-CE-2014 de Requerimiento Humano para el 2015, cuando se analizó la factibilidad de crear la Plataforma Integral de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV) para las oficinas en La Unión (Tres Ríos), San Joaquín de Flores, Siquirres y la definición de la Estructura Organizacional con la que deben contar este tipo de oficinas. El Consejo Superior en sesión 35-14, del 23 de abril del 2014, artículo LXI, conoció y aprobó el respectivo informe.

Es así, como el PISAV de Siquirres inicia a dar el servicio a partir del 2015, momento en que se empieza a disponer del equipo de trabajo con recurso extraordinario, a partir de los análisis y recomendaciones de la Dirección de Planificación a través de los estudios de Requerimiento Humano en los siguientes ejercicios presupuestarios[footnoteRef:19]. No obstante, es hasta en el último trimestre del 2019, cuando las oficinas que conforman el PISAV se encuentran laborando en un edificio de forma conjunta bajo el modelo en que laboran todas las plataformas de servicio PISAV instauradas en el país.  [19:  Estudios números 40-PLA-CE.2015, 3-PLA-CE-2016, 14-PLA-EV-17, 9-PLA-OI-2018 y 207-PLA-RH-EV-2019.] 


Finalmente, a partir del 2021 se recomienda la estructura de personal en forma ordinaria, donde se dispone únicamente de una plaza de persona Fiscal, según se establece en el informe 549-PLA-RH-OI-EV-2020 de esta Dirección, aprobado en sesión 45-2020 del 8 de mayo del 2020, artículo XVII. 

3.2.- Estructura de Personal

3.2.1.- Conformación de Estructuras de las Plataformas PISAV

En el informe 549-PLA-RH-OI-EV-2020, relacionado con las estructuras que integran las plataformas de los PISAV, se estableció de manera resumida, el detalle de las estructuras que conforman cada plataforma de los PISAV, en donde se puede percibir que disponen una misma estructura básica de puestos, con algunas excepciones en el caso de Pavas y La Unión, que tienen incluido personal médico.

Como se puede percibir, la cantidad total de plazas muestran diferencias en la conformación de cada plataforma, y de manera particular la cantidad de puestos de Técnicos Judiciales es variable, así como la de Fiscales. Por el contrario, la cantidad de personal para la Defensa Pública como el de las Oficinas de Atención a las Víctimas y Testigos, así como del área de Trabajo Social y Psicología, preservan la misma cantidad y tipo de puestos. PISAV La Unión, es la única que tiene adscrito un puesto de Técnico en Comunicaciones Judiciales y de Profesional 2 que corresponde al puesto de la persona que funge como Administradora de las Plataformas.
 
Para el caso que nos ocupa, se visualiza que la cantidad de plazas de Fiscal Auxiliar asignada a las PISAV muestra una variación en las plataformas, donde la Fiscalía de Siquirres y San Joaquín tienen únicamente un puesto de esta categoría.

Si bien, el modelo fue concebido con dos puestos de Fiscal Auxiliar para las PISAV, según se establece en el informe 67-PLA-CE-2014, se recomendó únicamente una plaza de Fiscal Auxiliar, por cuanto se estimó que la carga de trabajo que se generaría a nivel del Ministerio Público podía ser atendida por un solo puesto, con el correspondiente personal de apoyo (una plaza).

3.2.2.- Estructura de Personal de la Fiscalía de Siquirres

Mediante el informe 1140-PLA-MI-2021[footnoteRef:20] relacionado con el Rediseño de procesos de la Fiscalía de Siquirres, se determinó la siguiente estructura organizacional: [20:  Aprobado por el Consejo Superior en sesión 99-2021 del 18 de noviembre de 2021, artículo	XXIII.] 

	“Figura 1
Estructura organizacional de la Fiscalía de Siquirres, a marzo de 2020



Como parte de la estructura de esta Fiscalía, ubicamos en un primer nivel jerárquico a una Fiscala Adjunta o Fiscal Adjunto, el cual se encuentra ubicado físicamente en el Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica (Pococí), en un segundo nivel jerárquico se encuentra una persona Fiscala Coordinadora o Fiscal Coordinador, para lo cual es importante mencionar que esta oficina cuenta con un puesto de Fiscala o Fiscal de Juicio, destacado de forma temporal en el Plan de descongestionamiento del Tribunal Penal de Siquirres, de acuerdo a los estudios 681-PLA-2018, 1707-PLA-OI-MI-2019 y 2130-PLA-PE-2019, citados en el apartado anterior de estudios preliminares. En un tercer nivel jerárquico, se encuentran tres plazas de Fiscal Auxiliar y adicionalmente, la localidad de Siquirres cuenta con una persona Fiscal Auxiliar destacada en la Plataforma Integral de Servicios de Atención a Víctima (en adelante PISAV). En un cuarto nivel se encuentra la Coordinadora o Coordinador Judicial quien se dedica a la supervisión general del personal Técnico Judicial y de velar por el buen funcionamiento de la Fiscalía, de seguido en un quinto nivel jerárquico se ubican tres personas Técnicas Judiciales que laboran respectivamente con cada Fiscal Auxiliar, identificándose, además, a una persona Técnica Judicial destacada en PISAV que labora con el Fiscal Auxiliar que atiende en ese servicio. En un sexto nivel jerárquico de dicha estructura se puede observar a una persona Auxiliar de Servicios Generales 2 (Conserje).

En consulta realizada al Ing. Nelson Arce Hidalgo, Coordinador de Unidad del Subproceso Modernización Institucional, indicó que producto del análisis efectuado en la Fiscalía de Siquirres, no se recomendó ninguna variación, por lo que la estructura actual está bien y se mantiene.

Asimismo, en el referido estudio se indica que: “Hasta el 2018, la Fiscalía de Siquirres contó con un equipo de trabajo compuesto por una persona Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial de la Fiscalía Especializada de Género”. 

Tal como se evidencia, la Fiscalía de Siquirres dispone de un Fiscal de Juicio y 4 Fiscal Auxiliar, una de las plazas atiende Plataforma Integral de Servicios de Atención a Víctima (PISAV).

En lo que respecta a la estructura de la Fiscalía para el PISAV, ya se mencionó, que el modelo fue concebido con dos puestos de Fiscal Auxiliar para las PISAV, según se establece en el informe 67-PLA-CE-2014, no obstante, se recomendó únicamente una plaza de Fiscal Auxiliar, por cuanto se estimó que la carga de trabajo que se generaría a nivel del Ministerio Público podía ser atendida por un solo puesto, con el correspondiente personal de apoyo.

3.3.- Requerimiento humano para el presupuesto del 2023 

De seguido se presenta la siguiente información presentada ante el Consejo Superior, mediante oficio 81-ADM-PISAV-2021, sobre la necesidad del recurso humano solicitado[footnoteRef:21]. [21:  Ver anexo 1.] 


Tal como se indicó en párrafos anteriores se solicita una segunda plaza de persona Fiscal debido a que en la plataforma se dispone de sólo un recurso y en muchas ocasiones no puede asistir a las intervenciones en Violencia Doméstica porque se encuentra en audiencia o atendiendo otros asuntos urgentes, en detrimento del servicio que se presta y el objetivo de la oficina que es garantizar el respeto a los derechos de las personas víctimas de delitos, minimizando la revictimización y facilitando el acceso a los servicios de manera interdisciplinaria.

3.3.1- Criterio del personal involucrado sobre la necesidad del recurso:

A continuación, se detalla el criterio emitido por las diversas instancias involucradas en la Plataforma y que han determinado la necesidad del recurso:
	[bookmark: _Hlk95386386]Oficina
	Justificación

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Siquirres, modalidad PISAV.
	Por parte del equipo de trabajo, se indica "1. Al haber solo un fiscal se obtiene afectación a las personas usuarias tanto para la toma de denuncia como para la intervención única junto con el Juzgado debido a que el fiscal no se encuentra en la oficina porque tuvo que salir a realizar vistas o audiencias.
2. Consideramos que debe de haber una persona fiscal especializado que atienda diferentes tareas como juicios y audiencias que conozcan de los casos para no vulnerar los derechos de las personas víctimas.
3. Por último, considerando el circulante de casos que se manejan y las denuncias que ingresan, así como la naturaleza de los delitos y la necesidad en la Fiscalía se hagan visitas domiciliarias dependiendo de los hechos.". 

	Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito de Siquirres, modalidad PISAV. 
	"De parte del equipo OAPVD de esta plataforma uno de los principales inconvenientes que nos han manifestado algunas usuarias de nuestra oficina es sobre el tiempo que tardan en la Fiscalía para resolver sus casos, lo cual consideramos que con otro Fiscal o Fiscala se podría agilizar el tema del trámite de los expedientes y la redacción de acusaciones. 
Otra de las situaciones que se han presentado desde siempre es en el momento de intervenciones a menores de edad para toma de denuncia, en ocasiones no se pueden llevar a cabo en el día que ya se tenía agendado ya que la Fiscal tiene que salir rápidamente a atender alguna vista o audiencia, esto genera inconvenientes como reprogramar la diligencia para otra hora o fecha, hacer esperar por varias horas a las ofendidas, acumulación de diligencias en el mismo día lo cual provoca molestia en los usuarios y usuarias, situación que se podría resolver contando con un segundo Fiscal o Fiscala.
De parte de nuestra oficina esperamos que la situación se resuelva de la mejor manera en beneficio de la persona usuaria.". 

	Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Siquirres, modalidad PISAV. 
	La Licda. Elsa Azofeifa Méndez, Jueza Coordinadora, indica que “En reiteradas ocasiones, debido a las múltiples funciones que tiene la persona fiscal designada esta PISAV, se ha visto imposibilitada a presentarse en todas las intervenciones de Violencia Doméstica, de ahí que, se debe de testimoniar piezas y eso desnaturaliza el objetivo principal del modelo.  
La presencia de la persona fiscal en las intervenciones es de suma importancia, siendo que de esa manera se le brinda a la persona presunta víctima un abordaje integral, además, se cumple la misión que tiene el PISAV “la no revictimización de la persona solicitante de las medidas de protección”, dado que en una sola entrevista la persona solicitante hará la narración de los hechos. 
De igual manera en este Juzgado, se tiene un ingreso considerable de casos de Violencia Doméstica, tal es el caso, que, durante el mes de agosto del 2021, ingresó un total de 64 intervenciones, de las cuales 61 son de violencia intrafamiliar y tan solo 3 fueron consignadas como denuncia penal, por lo tanto, se evidencia la necesidad de que la persona fiscal pueda asistir a las intervenciones para que pueda explicar a la persona usuaria y esta no desista del proceso cuando se amerita.
Es importante indicar que la fiscal, a parte de las intervenciones que se debe de atender, realiza visitas domiciliares, atención de juicios o bien, atiende casos propios de Delitos Sexuales de mayores o menores de edad, y personas adultas mayores, es por lo anterior, se valore la importancia de contar con un segundo fiscal.”. 

	Fiscalía de Siquirres, modalidad PISAV. 
	La Licda. Karla Valverde Bonilla, Fiscala Auxiliar refiere “En vista del acuerdo tomado en fecha 22 de julio del año 2021, en reunión mensual de PISAV Siquirres, en el que se determinó la necesidad de un segundo recurso como Fiscal; explicó a continuación las razones por las cuales dicho recurso es pertinente en la Plataforma desde el punto de vista del Ministerio Público.
En primera instancia es importante recordar que las PISAV nacieron a razón de la víctima de violencia doméstica, en la que se pretendía minimizar la revictimización de la misma, teniendo en un solo lugar el personal para la atención debida al usuario y usuaria. Parte de esa intención es que cuando la víctima interponga solicitud de medidas de protección el Juzgado de Violencia Doméstica, en el acto, sea atendido por el Fiscal o la Fiscala de la plataforma, a fin de informarle su derecho a denunciar en la vía penal y si la víctima desea hacer valer su derecho y que la misma denuncia del proceso de violencia doméstica sea, al menos, la base para el proceso penal. De forma tal que el usuario y usuaria no deba de repetir su relato y así evitar su revictimización. Haciendo esta situación que sea necesaria la participación del Fiscal o la Fiscala en la intervención de la víctima junto con el Juez o Jueza para que la denuncia quede lo más completa posible y precisamente para la explicación del proceso penal.
Es en este punto que la Plataforma en Siquirres, no está logrando la atención integral junto con el Juez y/o Jueza de Violencia Doméstica, debido a que en muchas ocasiones mi persona se encuentra fuera del despacho en alguna audiencia, vista, visitas a ofendidas; o bien en la oficina atendiendo testigos, denuncia de menor, denuncia de víctima en estado emocional delicado, disponibilidad (personas detenidas). Estas atenciones hacen que mi presencia en la intervención inicial no se logré concretar ya que no puedo abandonar una diligencia ya iniciada; provocando que el Juzgado de Violencia Doméstica deba de remitir posteriormente un Testimonio de Piezas a la Fiscalía y nosotros citar al ofendido u ofendida nuevamente al edificio a fin de explicarle su derecho a denunciar y sobre el programa de Atención y Protección a la Víctima del delito; y en otros casos la víctima debe de esperar a que se atendida por nosotros hasta que concluyamos la diligencia ya iniciada, y aunque contamos con la denuncia del Juzgado de Violencia Doméstica, se debe de ampliar la misma para los fines del proceso penal, es decir, el tiempo de espera se alarga y además debe de alguna manera contar “nuevamente” los hechos.
Si bien, la cantidad de ingresó con relación a causas no es un gran número, lo cierto es que acá en PISAV Siquirres el movimiento de usuarios y usuarias en el Juzgado de Violencia Doméstica, así como las demás diligencias con las que cuenta la Fiscala, hacen que rebase la posibilidad de que una única Fiscala pueda dar la debida atención a cada una de las víctimas.”.  



De la información plasmada anteriormente, se puede determinar que, a criterio de las personas entrevistadas, se hace indispensable contar con la segunda plaza de Fiscal (a) en la Plataforma, porque debido a la cantidad de funciones que tiene que asumir la única persona fiscal designada en el PISAV, se ha visto limitada su participación en las intervenciones de Violencia Doméstica y eso desnaturaliza el objetivo principal del modelo.  


3.3.2.- Información Estadística PISAV Siquirres


De seguido se muestra los datos estadísticos sobre el movimiento de trabajo de la Fiscalía, modalidad PISAV, según el siguiente cuadro:

	Cuadro Nº 1
Movimiento de trabajo del 1 de enero 2019 al 31 de octubre 2021

	Año
	Entrados
	Terminados
	Circulante

	2019
	434
	428
	289

	2020
	371
	331
	340

	2021
	310
	530
	238

	Fuente: Fiscalía de Siquirres, modalidad PISAV. 



También en el cuadro siguiente, se aporta información, relacionada con el movimiento en violencia doméstica, en lo que se refiere a las intervenciones judiciales recibidas, donde lo ideal según el modelo PISAV, es que la persona Fiscal, participe en la entrevista, cuando se conforma el equipo de abordaje.

	Cuadro Nº 2
Intervenciones en Violencia Doméstica

	Año
	LPVCM
	Intrafamiliar
	Cantidad Total
	Cantidad en la que ha participado la persona Fiscal. 

	2019
	131 
	533 
	664
	148 

	2020
	77 
	410 
	487 
	70 

	2021
	64
	390
	454 
	32

	Fuente: Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Siquirres, modalidad PISAV.



También como aspecto a tomar en cuenta se menciona que, según la matriz de indicadores de gestión del Juzgado del Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, en el mes de octubre un 17% de lo ingresado se envió por medio de testimonio de piezas a dicha Fiscalía, lo que provoca que la Fiscalía, deba entrevistar nuevamente a la persona víctima y atrasos en la tramitación del proceso. 
(...)
Cabe indicar que en este momento la Fiscalía Adjunta de Género, debió intervenir y poner en práctica un plan de descongestionamiento de resolución de causas, siendo que se cuenta con 79 causas pendientes de realizar acto conclusivo de Acusación, lo que provoca una clara afectación a las víctimas al ver retrasados los procesos, precisamente por la imposibilidad de la Fiscala de atender todas las gestiones dada la carga laboral por tratarse de un único recurso de Fiscal o Fiscala, plan que únicamente resuelve el problema de manera temporal en cuanto al retraso en la gestión de resolución, pero no impacta en la atención de las víctimas, siendo que las múltiples gestiones de la Fiscala  impiden que participe en las atenciones inmediatas de las ofendidas, lo que entra en conflicto con la naturaleza de la Plataforma y el servicio especial que en principio se brinda, así como genera otro tipo de retrasos como el enunciado en cuanto a la resolución de causas, por tratarse de un único recurso profesional en la Plataforma.”

De la información suministrada sobre la necesidad del recurso se determina que la plaza de persona Fiscal se requiere para mantener la presencia permanente del Ministerio Público en la plataforma, con el objetivo de no desatender las labores encomendadas por falta de personal y brindar el servicio de manera integral, realizando un abordaje a la población vulnerable en el menor tiempo posible, contribuyendo en la disminución de la revictimización y no sólo valorando la gestión por la cantidad de asuntos que ingresan o tramitan.


3.4.-Informe 549-PLA-RH-OI-EV-2020 sobre Requerimiento de Recurso Humano para la Oficina Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), ubicada en Siquirres.

Es importante indicar que la Dirección de Planificación elaboró un estudio en Oficina Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), ubicada en Siquirres, donde se indica lo siguiente, relacionado con la participación de la persona Fiscal en la oficina del PISAV:

“…Dentro de la entrevista inicial cuando se presenta una persona usuaria a poner una denuncia, se trata de una conversación y/o relación interpersonal, en la cual participan la persona usuaria, el Juez o la Jueza, Fiscal o Fiscala, auxiliar judicial del Juzgado de Violencia Doméstica, para detectar de manera clara y en el mínimo de tiempo posible, las necesidades y demandas de la persona entrevistada, con el fin de redireccionar a la persona usuaria al o los servicios que se brindan en la PISAV.

En el caso del Ministerio Público se requiera la figura de la Fiscala o Fiscal para la atención del tema de medidas cautelares, tiene a cargo la investigación ante el Juez o Jueza penal, para garantizar los fines del proceso, el sometimiento del imputado al proceso y la protección de la Víctima. Esta solicitud la puede hacer el representante del Ministerio Público desde el inicio de la investigación o durante el proceso.” (La negrita no pertenece al original)

Asimismo, se indicó el criterio sobre el tema, en la entrevista realizada a la Máster María Gabriela Alfaro Zuñiga, Fiscala Adjunta Especializada en Género, quien señaló que la apertura de la Plataforma PISAV en Siquirres ha fortalecido el servicio que se brinda en la zona y se ha convertido en un gran apoyo para la Fiscalía de Siquirres en la atención de los delitos sexuales y de penalización. No obstante, le preocupa la poca cantidad de personal asignado en la plataforma, por cuanto la demanda es muy alta y no se da abasto con la atención a cargo de una sola plaza de Fiscal. 

Adicionalmente, la licenciada Alfaro Zúñiga, insistió en la necesidad de fortalecer el personal de la fiscalía de las plataformas, ya que cuentan con una estructura tan mínima que genera en ocasiones que las víctimas no puedan ser atendidas, por cuanto a un solo fiscal de PISAV, le corresponde atender una serie de actividades iniciales propias de la investigación, que le van a generar ausentarse de la oficina. A manera de ejemplo menciona los casos comunes de delitos sexuales y de penalización en donde existe un porcentaje muy alto de riesgo para las víctimas, que por disposición de la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Género, les conlleva a los fiscales presentar una solicitud de medidas cautelares, que les obliga trasladarse al Juzgado Penal y esperar mientras se resuelve la situación jurídica de la persona imputada, con el agravante que si el personal de apoyo no está en la oficina (por enfermedad, atención de asuntos, u otros), se deja desatendida la oficina. 

También, refiere que otras de las actividades que lleva a cabo la o el Fiscal son las vistas, las audiencias, los anticipos jurisdiccionales de prueba, que les implica estar fuera de la oficina, sin mencionar una apertura de evidencia y el acompañamiento que se debería brindar en la etapa de juicio. Tiene claro que lo ideal es cumplir con el protocolo de atención, pero la dinámica ordinaria del trabajo no les permite tener una permanencia en la oficina en una gran parte de la jornada.

Por otra parte, manifiesta que la única plaza asignada en PISAV, también es quien realiza la disponibilidad que inicia el lunes a las 7:00 a.m.  y finaliza los viernes a las 16:30 todas las semanas, e ingresa al rol de disponibilidad los fines de semana que es compartido con los Fiscales de Siquirres y le corresponde un fin de semana mantener la disponibilidad. Lo anterior, se hace para aprovechar el recurso y priorizar la atención de la víctima y atraerla a la plataforma que de manera integral, inmediata y oportuna debe ofrecer el servicio.

Por su parte, la Licda. Ana Yansi Ruphuy Herrera, Fiscala Coordinadora de la Fiscalía de Siquirres destaca la labor de la Fiscala del PISAV,” quien asume la disponibilidad en la jornada ordinaria de lunes a viernes, lo que contribuye a identificar los delitos que requieren la atención integral que brinda el PISAV, ante la necesidad de una denuncia por violencia doméstica, la solicitud de una pensión alimentaria, la contención psicológica y todo dentro de un solo servicio.”

Además, se realizó un análisis del movimiento de trabajo del Ministerio Público (modalidad PISAV), donde se indicó que el personal destacado a las Fiscalías del modelo PISAV se encuentran adscritas directamente a la Fiscalía General; sin embargo, pueden ser movidas a otra oficina, siempre y cuando destaquen a otra persona en el puesto, ya que el modelo requiere para su funcionamiento óptimo contar con la presencia del Ministerio Público.

En relación con la carga laboral de la Fiscal Auxiliar del PISAV de Siquirres se determinó lo siguiente: 

“…al tomar en consideración el promedio de 66.76 casos nuevos ingresados, se nota que es el mayor promedio a nivel individual que tiene el puesto de Fiscal Auxiliar en esa zona con respecto a las otras oficinas, ya que solo se destaca un puesto para atender todo lo relacionado con el Ministerio Público. 

Debido a la carga de trabajo que atiende un solo puesto a nivel de asuntos ingresados, es probable que esta situación esté afectando en la cantidad de asuntos terminados que se reportan en promedio, ya que son alrededor de 25 asuntos menos que salen con relación a lo ingresado, situación que se refleja directamente en el circulante, pasando de 150 casos al iniciar el año a 289 casos, es decir, con 139 casos más de lo que inició.”

Además, se indicó en esa ocasión que el modelo de trabajo requiere de una presencia permanente de la figura de la Fiscala o Fiscal, lo cual permite una atención y valoración inmediata de la situación en aquellos casos en los que se determina que la situación que muestra la persona usuaria requiere ser elevada a la materia Penal y no únicamente gestionarla a nivel del Juzgado de Violencia Doméstica. 

Asimismo, se consultó a la Licda.  Maria Gabriela Alfaro Zuñiga, Fiscala Adjunta de Asuntos de Género, quien también está involucrada en la atención de los asuntos de los fiscales en PISAV, refiere su criterio: 

“(…) los PISAV deben disponer de una cantidad de plazas de Fiscales para ir a juicio ya que los casos deben ser acompañados hasta esa etapa procesal. Además, menciona que disponer únicamente de un recurso en algunas de estas oficinas es insuficiente pues la dinámica les demanda realizar vistas, audiencias y otro tipo de diligencias que les conlleva salir de las oficinas y no estar presentes cuando se reciben las personas denunciantes. Adicionó que en la Fiscalía PISAV de Pavas y de La Unión, los Fiscales asignados sí van a la etapa de juicios, no así en San Joaquín y Siquirres por disponer solo de un recurso. (La negrita no pertenece al original)

Hace ver que a pesar de existir el deseo de colaborar con las causas de los delitos que asume el PISAV para elevarse al juicio, la agenda de la Fiscala de Juicio está saturada con los delitos que se atienden en la plataforma, al tener que brindar una prioridad por los asuntos de vulnerabilidad que representan en la materia de género.

Tal como lo aportó en párrafos anteriores de este informe, la Máster Alfaro Zúñiga, señala que operativamente es muy común que los delitos sexuales y de penalización reflejen un porcentaje muy alto de riesgo, donde la valoración es muy positiva para la solicitud de medidas cautelares que conlleva la inversión de tiempo en las audiencias y ausentarse de la oficina, lo que genera desatender la denuncia de otras víctimas por la falta de personal existente.”
(…)

Importante tomar en consideración que para estas oficinas no solo se deben tomar en cuenta el dato estadístico, sino la inmediatez con la que se pueda abordar los casos, lo cual son parte del objetivo que tienen los PISAV como aspecto cualitativo, ya que actualmente se destaca el personal mínimo para estas oficinas.  Estos modelos trabajan bajo el principio de integralidad e inmediatez al momento de prestar un servicio, razón por lo que muchas veces priva más el aspecto cualitativo que el cuantitativo para ambos profesionales.”

Finalmente, en lo que interesa, se concluye:

”… 5.32. A nivel del Ministerio Público durante el 2019, se nota que la mayor carga de trabajo en esta modalidad de trabajo recae sobre la oficina de Pavas con un promedio mensual de 140 casos al mes, seguido de la oficina de La Unión (77) y Siquirres (66) . Importante indicar que no solo se debe medir la gestión por la cantidad de asuntos que ingresan o tramitan, sino por la presencia permanente de la Figura del Ministerio Público, con el objetivo de brindar el servicio de manera integral y con un abordaje hacia una población vulnerable en el menor tiempo posible, apoyando esto además en la disminución de la revictimización. 

5.33.	A criterio de la Fiscala Adjunta especializada en Género, las PISAV logran disponer en un solo lugar los servicios que se requieren para brindar la atención de manera integral a las víctimas, sin embargo, estima necesario e indispensable reforzar las Fiscalías de PISAV en donde solamente se tiene un recurso para que puedan atender los asuntos en las diversas etapas procesales.”

Y relacionado con la necesidad de una segunda plaza de persona Fiscal para el PISAV de Siquirres se indica en la recomendación 6.12. lo siguiente: “... Asimismo, se sugiere que la Fiscalía General, en caso de reconsiderar la necesidad de trasladar algún recurso, pueda reforzar la Fiscalía del PISAV de Siquirres”.

De lo expuesto se evidencia que la Dirección de Planificación, mediante el informe citado, abordó la necesidad de la segunda plaza de Fiscal para el PISAV de Siquirres, tomando en consideración los mismos argumentos que justifican la actual solicitud, sea, tomando en cuenta aspectos cualitativos y cuantitativos, sobre la necesidad de disponer permanentemente una persona Fiscal, en concordancia con el objetivo de  las oficinas PISAV de garantizar el respeto a los derechos de las personas víctimas de delitos, minimizando la revictimización y facilitando el acceso a los servicios de manera ágil e interdisciplinaria y no necesariamente sólo valorando la carga laboral, y por lo cual se sugirió a  la Fiscalía General de ser posible reforzar la Fiscalía del PISAV de Siquirres.


3.5. Actualización del movimiento de trabajo del Ministerio Público (modalidad PISAV).

Se consideró pertinente actualizar la carga de trabajo del Ministerio Público (modalidad PISAV) de Siquirres, con los años 2020-2021, obteniéndose el siguiente resultado:

Cuadro N°1
Movimiento de trabajo de las oficinas de la Plataforma Integral de Servicios de Atención a la Víctima del Ministerio Público, durante el periodo 2017-2021


Fuente: Sistema informático SIGMA y datos proporcionados por la Administradora del PISAV.
Nota: (*) Incluye los 280 casos de delitos sexuales contra menores de edad que se trasladaron de la Fiscalía de Pavas a PISAV de la misma zona. 
(**) incluyen los 245 asuntos que se trasladaron de la Fiscalía ordinaria al PISAV de Siquirres (cerró Delitos Sexuales y Ley de Penalización).


En términos generales, se observa que en el quinquenio analizado la representación del Ministerio Público a nivel de las oficinas PISAV ha mostrado un aumento significativo en la variable independiente de casos entrados, principalmente en la de Pavas, que muestra mayor cantidad, seguido de la Unión, Siquirres y en la última posición San Joaquín de Flores. 

Durante el 2020 y 2021 la cantidad de casos entrados y salidos fue muy similar, en tres de las fiscalías, no así en Siquirres, que registra la mayor cantidad de asuntos salidos durante el 2021. 

La variable circulante muestra una leve disminución en el 2021, respecto del año anterior a excepción de la Fiscalía de Siquirres (PISAV), que muestra un incremento.

Para el caso que nos ocupa Siquirres, es importante aclarar que a pesar de que el puesto de Fiscal Auxiliar se destacó de manera extraordinaria para la atención de casos de PISAV desde el 2017, los casos que se registraron no eran individualizados al no tener en ese momento un código de oficina PISAV, razón por lo que los casos atendidos fueron reportados dentro de la estadística normal de la Fiscalía de Siquirres. 
Los casos entrados reportan un incremento de aproximadamente un 28% en el año 2021, respecto del año anterior y por ende aumenta el promedio mensual de asuntos que debe atender la persona Fiscal.

Al tomar en consideración el promedio de 46.4 casos nuevos ingresados, se nota que es el mayor promedio a nivel individual que tiene el puesto de Fiscal Auxiliar en esa zona con respecto a las otras oficinas, sea Pavas con 36, 9 (3 Fiscal Auxiliar); La Unión 28,9 (2 Fiscal Auxiliar) y San Joaquín 28,7 (1 Fiscal Auxiliar) De asignarse un recurso adicional a Siquirres el nuevo promedio sería 23.2 casos, siendo este promedio levemente inferior al de a sus homólogos la Unión y San Joaquín; asimismo permitiría la atención de poco más de un caso por día hábil para cada profesional, y brindar una atención más oportuna, minimizando la revictimización y en apego en con el objetivo de  la creación de las oficinas PISAV. 

En relación con los casos terminados se visualiza un aumento, del 2020 al 2021 de casi un 81%, lo cual según lo indicado por la Licda. Maria Gabriela Alfaro Zúñiga, Fiscala Adjunta de Género, fue producto de que en ese año  regresó la titular del puesto de Fiscala Auxiliar de la PISAV Siquirres, Licda. Karla Valverde, quien aumentó la resolución de expedientes, además el personal de la Fiscalía Adjunta de Género intervino a través de un plan temporal de descongestionamiento, dada la gran cantidad de expedientes pendientes para realizar con acto conclusivo de Acusación con el que contaba dicho despacho, lo que se calificó por mi persona como un riesgo y una afectación a la persona usuaria. 
           
Adicionó, que dichos apoyos se realizan con el esfuerzo y sacrificio de los compañeros y compañeras de la Fiscalía Adjunta de Género que mantienen sus cargas laborales, pero comprenden las necesidades que se evidencian cuando se emprenden colaboraciones a las Unidades de Género de todo el país.

La acción expuesta, incidió favorablemente en el promedio mensual de casos terminados que pasó de 30,04 a 54,22, tal como se refleja.

No obstante, lo anterior el circulante registra un incremento de un 18% del 2020 al 2021 y es el segundo más alto con relación a sus homólogos.

3.6.- Informe 1140-PLA-MI-2021 sobre el Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información en la Fiscalía de Siquirres.

Esta Dirección a través del Subproceso de Modernización Institucional, realizó el informe 1140-PLA-MI-2021 relacionado con el Rediseño de procesos de la Fiscalía de Siquirres, donde se analizó la carga de trabajo de esta oficina, y se determinó lo siguiente[footnoteRef:22]: [22:  Diapositivas 21 y 27.] 


  “               Movimiento de trabajo de la Fiscalía de Siquirres



2019 reporta la menor cantidad anual de casos entrados. Durante los últimos dos periodos se registra mayor producción respecto al 2017 lo que refleja para el 2019 el menor circulante de los tres periodos.

Promedio de entrada mensual por plaza de Fiscal según Fiscalía homóloga

En promedio por plaza de Fiscal Auxiliar ingresaron 76 asuntos en el 2019, un asunto menos de la media nacional pese a que durante el 2019 se presentó una disminución en la entrada de asuntos (17%).

Asimismo, en el apartado 5 Conclusiones, se indicó lo siguiente:

[bookmark: _Hlk99542292]“5.21.	Al realizar una comparación de Fiscalías homólogas (estructuras similares de tres personas Fiscales Auxiliares destacadas en la atención de la materia Penal de adultos) para el periodo del 2017 al 2019, se logra determinar que esta Fiscalía, en cuanto a la variable de asuntos entrados, se encuentra en un asunto por debajo del promedio nacional, siendo de 77 casos entrados por mes durante el 2019, pese a que para los periodos 2017 y 2018, se registró un mayor ingreso de asuntos para Siquirres en comparación con las otras Fiscalías homólogas. Por otro lado, al analizar los asuntos terminados, es posible determinar que esta Fiscalía supera el promedio nacional de asuntos terminados de todos los periodos analizados, sea de 79 asuntos mensuales para el periodo 2019 y en promedio 67 asuntos por mes durante los periodos 2017 y 2018, respectivamente. De manera general, se debe resaltar que, al comparar la estructura organizacional de esta Fiscalías con sus homólogas, la composición de recurso humano responde a una estructura ideal para brindar una atención oportuna a la carga de trabajo que ingresa a esa oficina (diapositivas 27 y 28).”

Como se puede apreciar, el análisis realizado en esa oportunidad conlleva el estudio específico en la Fiscalía de Siquirres, sin considerar el puesto que ocupa el Fiscal Auxiliar que asume los casos del PISAV de Siquirres.

3.7.- Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial

La Corte Plena en la sesión 27-17 del 21 de agosto del 2017, artículo XVI, aprobó el punto primero de las “Medidas de Adopción Inmediata” contenido en el informe de las Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial, en los siguientes términos: “No se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”.

Posteriormente, la Corte Plena en la sesión del 4 de febrero del 2019, conoció el oficio 1417-PLA-2018, de 15 de noviembre de 2018, que fue aprobado en artículo XIX; donde, se indica que con base en las medidas de contención del gasto emitidas por Corte Plena y citadas anteriormente, la Dirección de Planificación propone las siguientes prioridades en relación con las solicitudes de recurso humano en el periodo presupuestario 2020:

	“1. Con el fin de contribuir en la contención del gasto público, se recomienda no crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019, esto en el tanto y cuando queden aprobadas en el Presupuesto al 30 de noviembre del año en curso.

2. Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la Institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”. 

Este tema fue incorporado dentro de las “Directrices Técnicas para la Elaboración de la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM) y el Anteproyecto de Presupuesto 2019”, que reza:

“O.	Creación de Plazas 2019

Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y N°29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta Costa Rica, la cual se ha visto acentuada por problemas de liquidez del Gobierno de la República para hacer frente a sus obligaciones de pago.

111.	En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó que no se crearan plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”. (La negrita no pertenece al original)

Además, el Ministerio de Hacienda en oficio DM-615-2019 del 10 de abril de 2019, que hace referencia a los esfuerzos realizados con el objetivo de mejorar la deteriorada situación fiscal del país, establece dentro de los límites al gasto público, que: “ En la presente coyuntura, no se autorizará la creación de plazas, ni solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP).”.

Asimismo, para la formulación presupuestaria de los periodos 2021, 2022 y 2023, mediante las circulares externas 8-2019, 1-2021 y 11-2021[footnoteRef:23] mediante las Directrices Técnicas se reiteró sobre no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes.  [23:  Ver anexo 2.] 


Por su parte, la Circular Externa 1-2021 sobre la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022, comunicó las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022, aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 118-2020, del 10 de diciembre del 2020, que en lo que interesa reza:

"T. Creación de Plazas 2022

En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó en sesión N° 54-2019 del 18 de diciembre de 2019, artículo único, no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes. “

3..1.- Solicitud de creación de plazas para el 2023

En lo que respecta al ejercicio presupuestario para el próximo año, la Circular Externa 11-2021 “Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023”, informa sobre las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023 , aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 103-2021, artículo XXV, del 01 de diciembre del 2021, y de manera específica emiten la reiteración de no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes.

De lo expuesto se visualiza, que los órganos superiores institucionales desde el año 2017 han establecido medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial y en las directrices técnicas para los periodos presupuestarios han dispuesto no crear plazas nuevas.

Esta Dirección es consciente de la petición planteada por la oficina solicitante; sin embargo, como órgano técnico se procede a dar a conocer las limitaciones presupuestarias emitidas en los últimos años, respecto del no crecimiento de plazas en el Poder Judicial, y reiterado, a partir de los oficios del Ministerio de Hacienda DM-0436-2020, Título IV de la Ley 9635 “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas”, que establecen como la regla fiscal la no autorización para la creación de plazas, ni la solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP).

A pesar de lo expuesto, se procede a poner en conocimiento la solicitud detallada en este informe, a fin de ser analizada por el honorable Consejo Superior, y que determine lo que a bien estime conveniente, según sus competencias.



	IV. Elementos Resolutivos
	4.1.-. La PISAV de Siquirres entró en funcionamiento oficialmente a partir de noviembre del 2019 con una estructura de personal de forma extraordinaria y a partir del año 2021 se recomendó ordinaria, donde se dispone de una plaza de persona Fiscal para realizar la labor encomendada al Ministerio Pública dentro de la plataforma.

4.2.- La cantidad de plazas de Fiscal Auxiliar asignadas muestran diferencias en la conformación de cada plataforma, donde la Fiscalía de Siquirres y San Joaquín disponen de un puesto de esta categoría. No obstante, el modelo de las PISAV fue concebido con dos puestos de Fiscal Auxiliar para cada plataforma, sin embargo, por la carga de trabajo que se generaría a nivel del Ministerio Público de esas zonas, se estimó podía ser atendida por un solo puesto.

4.3.-Esta Dirección determinó que la composición de recurso humano de la Fiscalía de Siquirres responde a una estructura ideal para brindar una atención oportuna a la carga de trabajo que ingresa a esa oficina. Se debe aclarar que el análisis realizado no contemplaba la plaza asignada al modelo de los PISAV.

4.4.- Las personas gestionantes solicitan una plaza de persona Fiscal Auxiliar, para la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima de Siquirres, específicamente en la Fiscalía, modalidad PISAV, argumentando que se requiere de otra persona Fiscal que atienda los asuntos de la plataforma, ya que en diversas ocasiones esta no puede asistir a las intervenciones en Violencia Doméstica porque se encuentra en audiencia o atendiendo otros asuntos urgentes y por aspectos cualitativos y no cuantitativos.

4.5.- Se determina que la plaza de persona Fiscal se requiere para mantener la presencia permanente del Ministerio Público en la plataforma, con el objetivo de no desatender las labores encomendadas por falta de personal y brindar el servicio de manera integral, realizando un abordaje a la población vulnerable en el menor tiempo posible, contribuyendo en la disminución de la revictimización y no sólo valorando la gestión por la cantidad de asuntos que ingresan o tramitan.

4.6.- La Dirección de Planificación, ya había valorado la necesidad de la segunda plaza de Fiscal para el PISAV de Siquirres, tomando en cuenta los mismos argumentos que justifican la actual la necesidad de disponer permanentemente una persona Fiscal, en concordancia con el objetivo de  la creación de las oficinas PISAV, minimizando la revictimización y facilitando el acceso a los servicios de manera interdisciplinaria y no únicamente valorando la carga laboral, por lo cual se sugirió a  la Fiscalía General de ser posible reforzar la Fiscalía del PISAV de Siquirres.

4.7.- En el quinquenio analizado el Ministerio Público a nivel de las oficinas PISAV ha mostrado un aumento significativo en los casos entrados, principalmente en la de Pavas, la Unión y Siquirres.

La Fiscalía del PISAV de Siquirres reporta un incremento en los casos entrados de aproximadamente un 28% en el año 2021 respecto del año anterior, efecto que aumenta el promedio mensual de asuntos que debe atender la persona Fiscal (46.4 casos nuevos), siendo esta cifra el mayor promedio a nivel individual con respecto a las otras oficinas, sea Pavas con 36, 9; La Unión 28,9 y San Joaquín 28,7 .De asignarse un recurso adicional a Siquirres el nuevo promedio sería 23.2 casos, siendo este promedio levemente inferior al de a sus homólogos La Unión y San Joaquín; asimismo permitiría la atención de poco más de un caso por día hábil para cada profesional, y brindar una atención más oportuna, minimizando la revictimización y en apego con el objetivo de  la creación de las oficinas PISAV. 


Los casos terminados registran un aumento, en el 2021 de aproximadamente un 81%, respecto del 2020, lo cual, según lo indicado fue producto del aumento de la resolución de expedientes, y de que la Fiscalía Adjunta de Género intervino con un plan temporal de descongestionamiento. No obstante, el circulante registra un incremento de un 18% del 2020 al 2021 y es el segundo más alto con relación a sus homólogos.

4.8.-Se concluyó que las personas Fiscales Auxiliares de la Fiscalía de Siquirres destacadas en la atención de la materia Penal de adultos) para el periodo analizado, en cuanto a la variable de asuntos entrados, se ubica en un asunto por debajo del promedio nacional, siendo de 77 casos entrados por mes durante el 2019, pese a que para los periodos 2017 y 2018, se registró un mayor ingreso de asuntos para Siquirres en comparación con las otras Fiscalías homólogas.

4.9.- Los órganos superiores institucionales desde el año 2017 han establecido medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial y en las directrices técnicas para los periodos presupuestarios han dispuesto no crear plazas nuevas.

4.10.- Para el presente periodo presupuestario 2023, el Consejo Superior dispuso la no creación de plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes[footnoteRef:24]. [24: En sesión 103-2021, artículo XXV, del 01 de diciembre del 2021. ] 



	V. Recomendaciones
	
Al Consejo Superior

5.1.- Según el análisis efectuado en el informe emitido por esta Dirección se había determinado la necesidad de fortalecer el despacho con un recurso humano adicional de Fiscal (a) para la PISAV de Siquirres[footnoteRef:25]. No obstante, la Dirección de Planificación estima, que en atención a lo dispuesto por el órgano superior, en cuanto a la “no  creación de plazas nuevas” para el próximo periodo presupuestario, y debido a las limitaciones económicas por las que atraviesa la institución,  salvo disposición en contrario, no existe la posibilidad económica para la inclusión de las plazas solicitadas, ni crecimiento de recursos para el 2023, por lo que se pone en conocimiento del honorable Consejo Superior, a fin de que determine lo que estime oportuno. [25:  Informe 549-PLA-RH-OI-EV-2020, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 45-20 del 08/05/20, artículo XVII] 


5.2.- En caso de que se desee conocer el impacto que conllevaría reforzar el despacho con la plaza solicitada, se procede a detallar el impacto económico que conllevaría para el próximo año, la creación de la plaza de Fiscal o Fiscala, las cuales ascienden a un monto de 55.763.682 colones aproximadamente:
	
IMPACTO ECONÓMICO DE LA CREACIÓN DE LAS 3 PLAZAS SOLICITADAS 
POR EL JUZGADO DE COBRO DE GOLFITO
	Tipo de Puesto
	Cantidad de Puestos
	Costo Total Anual
	Costo Total de Equipo
	TOTAL

	Fiscal
	1
	54.211.000
	1.552.682
	55.763.682

	
	
	
	
	


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos suministrados por el Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos

5.3.- De no poder suministrarse el recurso se considera pertinente que la Fiscalía General analice y realice una valoración interna para valorar posibles redireccionamientos de los recursos internos hacia la atención de las necesidades críticas (áreas sensibles) como las que aquí se apuntan de reforzar la Fiscalía del PISAV de Siquirres con una persona Fiscal y de esa forma maximizar los recursos, que ayuden a equilibrar las cargas de trabajo entre las dependencias a su cargo y atender las prioridades institucionales.  

5.4.- La Administradora de las plataformas PISAV, deberá estar monitoreando el comportamiento en la carga de trabajo de estos despachos, a fin de girar las recomendaciones respectivas para, fortalecer los equipos de trabajo.


	
		ANEXOS

	
Acuerdo del Consejo Superior (solicitud de creación de plazas 2023)

	


	Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023.
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	Realizado por:
	Licda. Marlene Alpízar López, Profesional 2

	probado por:
	Lic. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional.

	Visto bueno:
	Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación



Se acordó:  Aprobar el informe 290-PLA-OI-RH-2022, y sus recomendaciones relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima de Siquirres. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XX 
DOCUMENTO N° 4853-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe 313-PLA-OI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente con la valoración de la necesidad de crear una nueva plaza de Técnico Judicial o de Técnico de Servicios Generales, para el Juzgado Agrario de San Ramon, remitido por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa Subproceso de Organización Institucional.
En este informe se indica lo siguiente:
“(…)
Mediante oficio de fecha el 14 de octubre del 2021, la licenciada Tatiana Rodríguez Herrera, Jueza coordinadora del Juzgado Agrario de San Ramon, solicita ante el Consejo de Administración y esta Dirección, se “valore, la necesidad de crear una nueva plaza de Técnico Judicial o de Técnico de Servicios Generales”[footnoteRef:26], en razón del aumento de asuntos en ese despacho, que superan los otros despachos competentes en materia Agraria. Al respecto, el Consejo de Administración, también remite oficio a esta Dirección, mediante el informe 13-CASR-2021 del 8 de diciembre de 2021. Debido a lo anterior, me permito informarle lo siguiente, con base en la información recopilada por la Licda. Marlene Alpízar López, Profesional 2 del proceso a mi cargo. [26:  Ver anexo 1.] 


1.- Antecedentes 

El Juzgado Agrario de San Ramón ha sido abordado por esta Dirección en diversas ocasiones con el propósito de organizarlos y maximizar los recursos con que se dispone, dadas las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa la institución y en atención a lo dispuesto por el órgano superior respecto a que “no se crearán plazas nuevas”. 

Así las cosas, es importante señalar que mediante el informe 412-PLA-MI-2021[footnoteRef:27] relacionado con el seguimiento a los despachos de materia Agraria, con ocasión de la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario, se emitieron diversas recomendaciones orientadas a avanzar con las propuestas de mejora que se incorporarían de forma definitiva en los informes finales de Rediseño de procesos de esta jurisdicción[footnoteRef:28].  [27:  Conocido por el Consejo Superior en la sesión  36-21 celebrada el 04 de mayo de 2021 artículo XLII]  [28:  Conocido por el Consejo Superior en la sesión 95-19 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXVII.] 


El documento contempla la totalidad de informes de abordajes realizados en los 12 juzgados agrarios del país, el detalle de los indicadores de gestión implementados en ese momento, el detalle de las fechas de implementación del Modelo de Sostenibilidad y emisión de primeros indicadores por el Despacho, el detalle de las actividades de seguimiento de indicadores de gestión realizadas por el equipo del Subproceso de Modernización Institucional y ajustes a indicadores propuestos. 

Al respecto, se detallan algunas de las recomendaciones que se emitieron para los diversos Juzgados Agrarios del país, entre ellos, al Juzgado Agrario de San Ramón, que dice:

A los distintos Juzgados Agrarios a nivel nacional.

Cumplir con las cuotas de trabajo establecidas para todo el personal de acuerdo con las matrices de indicadores de gestión, tanto para las personas Juzgadoras como las personas técnicas judiciales.
Dar cumplimiento y seguimiento a los distintos planes de descongestionamiento creados para cada uno de los Juzgados a nivel nacional, a fin de mejorar la gestión de los despachos. 
Los Equipos de Mejora deberán dar seguimiento a la implementación del Modelo de Sostenibilidad del Proyecto de Rediseño, para analizar y verificar el correcto desempeño del Juzgado, utilizando los Indicadores de Gestión establecidos.  
Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18 y 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial. 

[bookmark: _Hlk98292802]Asimismo, mediante el informe 932-PLA-MI-2021, del pasado 23 de agosto de 2021, relacionado con los indicadores de gestión de materia Agraria y algunas recomendaciones varias para la mejora continua para los despachos de la Judicatura, se enlistaron los principales antecedentes sobre los estudios realizados que cuentan con aprobación del Consejo Superior, así como los informes de presupuesto, entre ellos, el Juzgado Agrario de San Ramón:

“Informes de Presupuesto:

•	Informe 630-PLA-RH-MI-2019 relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2020, Ley 9609, incorpora los Acuerdos del Consejo Superior en la Sesión Extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2019) celebrada el 16 de mayo del 2019, Sesión Extraordinaria 47-19 artículo XXIII, celebrada el 24 de mayo del 2019 y Sesión de Corte Plena 22-19 artículo VI, celebrada el 6 de junio del 2019.

•	Informe 555-PLA-RH-MI-2021, relacionado con Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2021, Ley 9609, conocido y aprobado por el Consejo Superior en la sesión 45-2020 celebrada el 08 de mayo del 2020, Artículo XVIII y Corte Plena sesión 31-2020 (Presupuesto 2021) artículo II, celebrada el 2 de junio del 2020.

•	Informe 428-PLA-RH-MI-2021, relacionado con Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2022, Ley 9609, conocido y aprobado en sesión extraordinaria (presupuesto) Consejo Superior 30 -2021 celebrada el 16 de abril del 2021 artículo XXII y en sesión extraordinaria de presupuesto del 30 de abril del 2021. Sesión de Corte Plena 21-2021, del 1 de junio, artículo II.”

Respecto al tema de indicadores de gestión es importante mencionar, como se visualiza en el contenido del informe 412-PLA-MI-2021, los despachos iniciaron con los indicadores de gestión en el 2019, por lo tanto, a la fecha se cuenta con la información de los indicadores de gestión para todos los despachos competentes en materia agraria para el 2020 y los meses que corresponden al 2021, considerando el período de pandemia, razón por la cual esta Dirección les brinda el respectivo seguimiento.

Mediante el informe 932-PLA-MI-2021, se destacó que se realizaron unos ajustes a las matrices de indicadores que se comunicaron a los despachos involucrados mediante correo electrónico, donde se socializa la última versión de la matriz de indicadores de gestión, y que de manera específica se coordinó con el Juzgado Agrario de San Ramón, según consta en la siguiente minuta:




De la información presentada en los informes detallados anteriormente, se puede determinar que el seguimiento efectuado para cada uno de los despachos busca brindar una retroalimentación de manera mensual, con el fin de alcanzar las metas establecidas y el cumplimiento de cada uno de los indicadores de gestión dados para cada oficina, además de ayudar como guía en la correcta incorporación de la información, así mismo según sea la necesidad de cada despacho se podría sugerir la incorporación de planes remediales de trabajo.

Finalmente, a través del informe relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2023, Ley 9609, se analizaron nuevamente los despachos de materia Agraria y en lo que interesa para el Juzgado Agrario de San Ramón, se determinó lo siguiente:
“
[bookmark: _Toc94015030]Análisis de Cargas de Trabajo Juzgados Especializados Agrarios
Tomando en consideración el impacto del nuevo Código Procesal Agrario para el 2023, es importante realizar un análisis de las cargas de trabajo (casos entrados nuevos + casos reentrados) durante el periodo 2016 – 2021, con el personal existente en cada una de las dependencias especializadas del país, el cual se resume en el siguiente cuadro: 

Cuadro 1
Análisis comparativo de la cantidad carga trabajo (entrados + reentrados), en Despachos Especializados Agrarios 2016-2021


Del cuadro anterior se puede observar que, durante el periodo 2016 al 2021 existe disparidad en cuanto a cargas de trabajo ingresadas en los Juzgados especializados, la cual registra una entrada promedio mensual por persona juzgadora de 20 casos y una entrada promedio mensual por persona técnica judicial de 13 asuntos. 
(…)
… los Juzgados que presentan en promedio menor ingreso mensual por plaza de Jueza o Juez, son los Juzgados ubicados en Cartago con 15 asuntos, San Ramón con 14 asuntos y Alajuela con 12 asuntos; lo cual significa un ingreso porcentual menor al promedio del 25%, 30% y 40% respectivamente. En relación con el ingreso casos entre el personal técnico judicial, los Juzgados Agrarios de Pérez Zeledón, Liberia, Pococí y Alajuela, presentan una entrada promedio mensual de 8 a 11 casos, por lo cual se consideran estos dos (2) últimos Juzgados como los de menor ingreso por plaza de Técnica o Técnico Judicial. (La negrita no corresponde al original).”

Adicionalmente, en el análisis de Indicadores de Gestión de Juzgados Especializados Agrarios, se indicó, entre otros temas, lo siguiente:

“Con base a los análisis de los indicadores realizados, se presenta una comparación entre los valores de cada indicador entre el 2020 y 2021, el cual se detalla a continuación:

Cuadro 14
Análisis Comparativo de los Indicadores de Gestión de los Juzgados Agrarios Especializados entre los años 2020 y 2021

 Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con base a los Indicadores de Gestión y en los datos
A continuación, se analiza la comparación de resultados de los indicadores de gestión en relación con el 2020 y 2021:
(…)
Juzgado Agrario de San Ramón
Este Despacho presenta un porcentaje de mejora en el 2021 de acuerdo con el 2020 del 41%, lo que hace indicar que mejoraron en siete (7) indicadores dentro de los cuales se encuentran terminados, circulante, expedientes pasados a firmar, entre otros. Caso contrario se encuentran (9) indicadores que desmejoraron, entre ellos se encuentran el circulante, plazo de dictado de sentencia, plazo para resolver escritos, entre otros. El indicador de plazo para resolver demandas nuevas no presentó variaciones.”
En línea con lo anterior, se concluyó sobre el análisis de Indicadores de Gestión de los Juzgados Agrarios especializados y relacionado específicamente con el despacho de San Ramón lo siguiente:

“23.	Han logrado disminuir el plazo de espera para el dictado de sentencia, con la excepción del Juzgado Agrario de Alajuela, Corredores, San Ramón que aumentó el plazo considerablemente con respecto al 2020.”
(…)
28.	La cantidad de escritos pendientes de resolver para el 2021, aumentó el promedio de casos en relación con el 2020. Este comportamiento se aprecia principalmente en los Juzgados Agrarios de Santa Cruz, San Ramón, y Alajuela quienes aumentaron el promedio con diferencias que oscilan entre 51 y 280 escritos.”

[bookmark: _Hlk100048567]Del análisis realizado por parte del Subproceso de Modernización Institucional, se visualiza que la carga de trabajo de la persona Técnica Judicial se encuentra en una posición intermedia en relación con sus homólogos, razón por la cual no se determinó necesidad de recurso humano adicional para el Juzgado Agrario de San Ramón.

2.- Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial

La Corte Plena en la sesión 27-17 del 21 de agosto del 2017, artículo XVI, aprobó el punto primero de las “Medidas de Adopción Inmediata” contenido en el informe de las Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial, en los siguientes términos: “No se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”.

Posteriormente, la Corte Plena en la sesión del 4 de febrero del 2019, conoció el oficio 1417-PLA-2018, de 15 de noviembre de 2018, que fue aprobado en artículo XIX; donde, se indica que con base en las medidas de contención del gasto emitidas por Corte Plena y citadas anteriormente, la Dirección de Planificación propone las siguientes prioridades en relación con las solicitudes de recurso humano en el periodo presupuestario 2020:

	“1. Con el fin de contribuir en la contención del gasto público, se recomienda no crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019, esto en el tanto y cuando queden aprobadas en el Presupuesto al 30 de noviembre del año en curso.
2. Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la Institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales”. 

Este tema fue incorporado dentro de las “Directrices Técnicas para la Elaboración de la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM) y el Anteproyecto de Presupuesto 2019”, que reza:

“O.	Creación de Plazas 2019

Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y N°29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta Costa Rica, la cual se ha visto acentuada por problemas de liquidez del Gobierno de la República para hacer frente a sus obligaciones de pago.

111.	En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó que no se crearan plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario. “.

Además, el Ministerio de Hacienda en oficio DM-615-2019 del 10 de abril de 2019, que hace referencia a los esfuerzos realizados con el objetivo de mejorar la deteriorada situación fiscal del país, establece dentro de los límites al gasto público, que “ En la presente coyuntura, no se autorizará la creación de plazas, ni solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP)”.

Asimismo, la Circular Externa 8-2019 sobre la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2021, se establecieron las Directrices Técnicas para la Programación Anual y Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2021[footnoteRef:29], que en lo que interesa establece: [29:  Ver anexo 2.] 


“S.	Creación de Plazas 2021

127.	En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó que no se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.  Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y N°29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, donde aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta Costa Rica.”.

En la Circular Externa 1-2021 sobre la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022, se comunicaron las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022[footnoteRef:30], aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 118-2020, del 10 de diciembre del 2020, que en lo que interesa reza: [30:  Ver anexo 3.] 


"T. Creación de Plazas 2022

En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó en sesión N°54-2019 del 18 de diciembre de 2019, artículo único, no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes.”.

Finalmente, mediante Circular Externa 11-2021 “Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023”, se informaron la Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023[footnoteRef:31], aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 103-2021, artículo XXV, del 01 de diciembre del 2021, sobre la creación de plazas, se reiteró, no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes. [31:  Ver anexo 4.] 


En atención a lo dispuesto por el órgano superior y debido a las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa no solo la institución, sino el país, la Dirección de Planificación no podrá atender las solicitudes de creación de plazas nuevas para el ejercicio presupuestario del 2023. 

3.- Por otra parte, el Consejo Superior aprobó el procedimiento para solicitar estudios a la Dirección de Planificación comunicado mediante la circular 9-2018 de la Secretaría General de la Corte[footnoteRef:32], y reiterado en la circular 159-2021, donde se aprobó un procedimiento para “filtrar” las solicitudes de estudio por parte de los Despachos Judiciales (denominado procedimiento de tamizaje), según el cual las gestiones de los despachos y oficinas judiciales del país deben someterse a diferentes etapas de revisión y valoración, de previo a ser puestas en conocimiento de la Dirección de Planificación, como última instancia de análisis. [32:  En la sesión 95-16 del 13 de octubre del 2016, artículo LXII, avaló el oficio N°1576-PLA-2016-B, donde como parte de las propuestas de mejora, se aprobó un procedimiento para “filtrar” las solicitudes de estudio por parte de los Despachos Judiciales (denominado procedimiento de tamizaje ), según el cual las gestiones de los despachos y oficinas judiciales del país deben someterse a diferentes etapas de revisión y valoración, de previo a ser puestas en conocimiento de la Dirección de Planificación, como última instancia de análisis. (Ver anexo 5). ] 


Debido a lo indicado en las referidas circulares, la Dirección de Planificación quedó autorizada para no atender aquellas solicitudes de las dependencias judiciales, ingresadas con posterioridad al acuerdo del Consejo Superior antes mencionado, y que se aparten de la utilización del referido procedimiento, el cual ha sido graficado en la siguiente figura: 

“Procedimiento para solicitud de estudios por parte de los despachos Judiciales”
 

Adicionalmente, el Consejo Superior en sesión N° 44-2021 del 27 de mayo de 2021, artículo L, conoció el informe 240-PLA-2021 remitido por la Dirección de Planificación y acordó entre otros aspectos que “las solicitudes dirigidas a la Dirección de Planificación solamente deberán ser canalizadas por medio del Consejo Superior, la Corte Plena, así como las solicitudes de información que realice la Dirección Ejecutiva”. 

En razón del esquema propuesto, cada despacho, deberá realizar el procedimiento anterior, para asegurarse que se han cumplido las diversas etapas que contribuyan a la autogestión de los circuitos para el respectivo abordaje en el despacho solicitante. En caso de agotar las diversas etapas, se procederá a plantear la solicitud ante el Consejo Superior, quien determinará si la remite o no a esta Dirección.

4. Criterio de la Dirección de Planificación. -

[bookmark: _Hlk89677628]Es importante indicar que el Juzgado Agrario de San Ramón fue abordado como parte del proyecto de implementación del Código Procesal Agrario por parte del Subproceso de Modernización Institucional[footnoteRef:33],  donde se hizo un abordaje de revisión de la organización funcional y estructural del despacho, análisis de funciones por puestos de trabajo, conformación de Equipo de Mejora, análisis y distribución de cargas de trabajo, implementación del Modelo de Sostenibilidad, propuesta de los Indicadores de Gestión, planes de trabajo, entre otras actividades.  [33:  Iinforme 412-PLA-MI-2021] 


Posteriormente, se realizó un seguimiento de la implementación del Modelo de Sostenibilidad y de la propuesta de los Indicadores de Gestión, con el objetivo de optimizar la organización del Juzgado y brindarle herramientas de trabajo que permita su autogestión. Del análisis realizado recientemente por parte del citado Subproceso, se evidencia que la carga de trabajo de la persona Técnica Judicial no justifica la recomendación de recurso humano adicional para el Juzgado Agrario de San Ramón.

De lo expuesto se evidencia que la oficina solicitante está siendo atendida a través de los seguimientos que se realizan por parte del Modelo de Seguimiento y de estimarse oportuno se realizan planes de trabajo para su sostenibilidad en coordinación con el Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, por lo que deberán continuar buscando alternativas que contribuyan a maximizar los recursos existentes, en razón de las políticas restrictivas presupuestarias que enfrenta la institución.

Adicionalmente, no siguió el procedimiento administrativo indicado en la circular de referencia, por cuanto la gestión deben someterla a las diferentes etapas de revisión y valoración, de previo a ser puesta en conocimiento de la Dirección de Planificación, como última instancia de análisis.

Finalmente, en atención a lo dispuesto por el órgano superior y debido a las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa no solo la institución, sino el país, la Dirección de Planificación no podrá atender las solicitudes de creación de plazas nuevas para el ejercicio presupuestario del 2023, de conformidad con lo indicado mediante Circular Externa 11-2021 “Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023”, en que se reiteró, la no creación de plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes, por lo que pone en conocimiento de lo expuesto al honorable Consejo Superior.

	ANEXOS

	
Solicitud de creación de la plaza.

	



	Directrices Técnicas para la Programación Anual y Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2021
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	Circular 9-2018 “Utilización del formulario de solicitud de estudio a la Dirección de Planificación”


Circular 159-2021 “Reiteración de la circular N°09-2018 relativa a la Utilización del formulario de solicitud de estudio a la Dirección de Planificación”
	






Este informe cuenta con las revisiones y ajustes correspondientes de las jefaturas indicadas.
	
	NOMBRE
	Puesto

	Elaborado por
	Licda. Marlene Alpízar López
	Profesionales 2

	Aprobado por:
	Licda. Ginethe Retana Ureña 
	Jefa Subproceso de Organización Institucional 

	Visto Bueno
	Licda. Nacira Valverde Bermúdez
	Directora a.i. de Planificación



Se acordó: Aprobar el informe 313-PLA-OI-RH-2022, y sus recomendaciones relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente con la valoración de la necesidad de crear una nueva plaza de Técnico Judicial o de Técnico de Servicios Generales, para el Juzgado Agrario de San Ramón. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XXI 
DOCUEMENTO N°4856-2022

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe 314-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente el informe suscrito por el Subproceso de Modernización Institucional, sobre el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia para el 2023, remitido por el ingeniero Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe interino del Subproceso de Modernización Institucional.
Este informe además brinda respuesta a los oficios y referencias que se citan en el siguiente recuadro:
	Oficio
	Fecha del
Oficio
	Remitente
	Tema
	Referencia Interna
Dir. Planificación

	19-2022
	7-1-2022
	Sala Segunda 
	Relacionado con la solicitud de una plaza de Profesional en Derecho para dar apoyo en la fase de admisibilidad de los procesos de la Sala Segunda
	39-2022

	---
	---
	
	Relacionado con formulación presupuestaria 2023 Proyecto de Implementación Ley 9747- Código Procesal de Familia
	71-2022

	---
	---
	Estudio complementario proyecto de Implementación al Código Procesal de Familia, informe 389-PLA-RH-MI-2021
	Relacionado con análisis competencia actual del Juzgado de Niñez y Adolescencia, respecto casos de Pérez Zeledón
	1689-2021

	073-CACMFJ-REF-2022
	3-3-22
	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	Detalle asuntos fallados con plan de trabajo FA y PA enero 2022
	452-22

	4-CJF-2022
	20-1-22
	Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia
	Solicitud de estudio de unificación de los despachos de Familia de San José
	236-22




En el informe se indica lo siguiente:
“(…)

[bookmark: _Toc37670444]Antecedentes
El “Código Procesal de Familia” fue aprobado bajo Decreto Legislativo 9747 el 12 de febrero del 2020, según alcance 19 del Diario Oficial La Gaceta 28 del 23 de octubre de 2019 y rige a partir del 1 de octubre de 2022 de conformidad con la vacancia de 2 años aprobada por la Asamblea Legislativa, Ley 9904, publicada el 29 de setiembre del 2020 en el Diario Oficial La Gaceta 239,  alcance 257, la cual contiene un único artículo que modifica el Transitorio III de la Ley 9747 Código Procesal de Familia:

“ARTÍCULO ÚNICO de la Ley 9904- Para que se modifique la fecha de entrada en vigencia de la Ley N°9747 Código Procesal de Familia, del 23 de octubre de 2019 y se lea de la siguiente manera:

Este Código regirá en su integridad a partir del 01 de octubre de 2022. Se mantiene en vigencia el Transitorio III, como lo dispone la Ley N°9747 Código Procesal de Familia, del 23 de octubre de 2019”.

A continuación, se mencionan los informes o documentos utilizados como antecedentes en la confección del presente informe:
Oficio 1554-PLA-2014, que remite el informe 87-PI-2014, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 56-14 del 1 de diciembre de 2014, artículo XXXII, en el que se acordó:
“1)Aprobar el informe 87-PI-2014 elaborado por la Sección de Proyección Institucional de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Proyecto de Rediseño de Procesos del Segundo Circuito Judicial de Alajuela a través de Nuevas Tecnologías y Moderna Gestión”, en consecuencia, esa Dirección realizará un seguimiento en abril de 2015 de los indicadores de cada despacho u oficina, y de las acciones emprendidas, con el fin de verificar los resultados que se estén dando desde lo interno del propio circuito, y su impacto en el servicio. 2.) Disponer que se proceda a replicar la experiencia en los circuitos judiciales de Cartago, Segundo de San José y Primero de Alajuela, en ese orden, conforme estudios que anteriormente presentó la Dirección de Planificación”.

Oficio 1259-PLA-2016 que remite el informe 125-PI-2016, relacionado con el “Plan de Trabajo para el Desarrollo del Proyecto de Rediseño de los Despachos Judiciales del Circuito Judicial de Cartago, a través de nuevas tecnologías y moderna gestión”, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 80-16 del 24 de agosto de 2016, artículo XXXIV, en el que se acordó: 

Oficio 1981-PLA-2016, que remite el informe 190-PI-2016-B, relacionado con el “Modelo de sostenibilidad de los proyectos de rediseños de oficinas, así como el resultado del seguimiento que se realizó al Circuito Judicial de San Carlos” aprobado por el Consejo Superior en la sesión 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX, en el que se acordó: 

“Tener por rendido el informe”.

Oficio 34-PLA-EV-2017, relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial con el Código Procesal de Familia, específicamente sobre las prioridades presupuestarias para el ejercicio económico del 2018 y el impacto del CPF. Conocido por el Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto 43-17, del 5 de mayo del 2017, artículo XXIV y por Corte Plena en sesión 16-2017, del 1 de junio del 2017, artículo II.
En el 2018, se elaboró un estudio preliminar y actualización del informe 34-PLA-EV-2017 para presupuesto 2019 (33-PLA-EV-2018), relacionado con “el Impacto Organizacional y Presupuestario en el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado Código Procesal de Familia”, aprobado por Consejo Superior en sesión 34-18 de 25 de abril de 2018, artículo IV y modificado en sesión 42-18 del 15 de mayo 2018, artículos VII, XII, XIII, XIV. Sin embargo, en ese momento al no considerarse como Ley aprobada, la Corte Plena dispuso no incluir recursos como parte del anteproyecto de presupuesto del Poder Judicial para el 2018.
En oficio 101-P-2019, de fecha 17 de mayo de 2019 y dirigido a la Ministra de Hacienda, el Presidente de la Corte y en alusión al oficio DM-0466-2019, mediante el cual se informó de la aplicación de la Regla Fiscal en el presupuesto 2020, entre otras ideas al referirse al monto máximo autorizado al Poder Judicial, se indicó:

“(…) Es importante señalar que estos datos no incorporan los requerimientos asociados a las nuevas obligaciones impuestas por la Asamblea Legislativa por aprobación de leyes, los cuales será necesario solicitar ante el Ministerio de Hacienda de forma complementaria al presupuesto ordinario.”.

En el oficio DM-0945-2019, de fecha 11 de junio del 2019, la señora Ministra de Hacienda y en alusión a lo indicado en el oficio 101-P-2019, comunica al presidente de la Corte Suprema de Justicia: 
“(…) Finalmente, en relación con las solicitudes complementarias al Anteproyecto de presupuesto de la institución a que se hace alusión en su oficio, le informo que el cumplimiento de la regla fiscal no da espacio para el financiamiento de nuevos gastos.”.

En el oficio 118-P-2019 del 14 de junio de 2019, el presidente de la Corte solicitó a la Ministra de Hacienda valorar la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario para atender esta y cinco nuevas obligaciones más encomendadas por la Asamblea Legislativa.
Mediante oficio 1538-PLA-PP-2019, de fecha 20 de setiembre de 2019, la Dirección de Planificación al revisar el Proyecto de Presupuesto 2020 trasladado por el Ministerio de Hacienda a la Asamblea Legislativa y en relación directa con los recursos adicionales solicitados por el Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones, en el apartado A.1. se indicó: 
“(…) No fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa.”.

El oficio mencionado anteriormente fue conocido por Corte Plena en sesión 41-2019, de fecha 30 de setiembre de 2019, artículo XV.
De acuerdo con la Ley 9791 Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2020, aprobada por la Asamblea Legislativa, se comprobó que los recursos para la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas no fueron incorporados durante la etapa de análisis y discusión por parte de la Asamblea Legislativa, esto según informe 1932-PLA-PP-2019 relacionado con el seguimiento realizado al Expediente 21.568 “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2020” en la Comisión de Asuntos Hacendarios.
Mediante el informe 1285-PLA-2019, del 16 de agosto de 2019, la Dirección de Planificación modifica las estimaciones del impacto presupuestario que tendría la implementación del proyecto de Ley del Código Procesal de Familia, que se tramita en el expediente 19.455 de la Asamblea Legislativa. Este nuevo planteamiento difiere del presentado en su momento ante la Comisión de Asuntos Jurídicos en el 2017, propiamente en cuanto a la exclusión de 33 plazas de Defensora y Defensor Público (con un costo asociado de ₡1.784.673.000), que se requerían para dar cobertura nacional a la atención en pensión alimentaria a la parte beneficiaria que no cuente con recursos económicos para contratar patrocinio letrado conforme lo establece el artículo 56 de este proyecto de Ley, ya que según lo indicado en correo recibido, se indica textualmente:  
“…el contenido del artículo 56, del proyecto de Ley consultado a Corte, cuyo informe se rindió el pasado lunes 12 de agosto, solo refleja lo que actualmente está dentro la Ley de Pensiones Alimentarias vigente; por lo que no debe de interpretarse que se están creando obligaciones nuevas de plazas para Defensa Pública, para atender casos de pensiones alimentarias…“.

Oficio 2043-PLA-ES-2019, relacionado con la “Fórmula estadística e instructivo en materia de familia en primera instancia”, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 107-19 del 10 de diciembre de 2019, artículo XLVIII, en el que se acordó: 
“Tener por rendido el informe.”.

El informe 656-PLA-RH-MI-2020 “Impacto Organizacional y Presupuestario en el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado Código Procesal de Familia” para el 2021 fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 45-2020 celebrada el 8 de mayo de 2020, artículo XIX, en la que se acordó: 
“1.) Aprobar técnicamente el informe 656-PLA-RH-MI-2020 de la Dirección de Planificación, y sus recomendaciones en los plazos establecidos para ello. 2.) Para efectos del seguimiento respectivo se informa al Despacho de la Presidencia, al Centro de Seguimiento y Apoyo a la Función Jurisdiccional y a la Comisión de la Jurisdicción de Familia, a la Dirección de Tecnología de la Información y a la Dirección de Planificación, que deberán tomar nota de las recomendaciones aquí señaladas y sus plazos respectivos para dar cumplimiento a las recomendaciones emanadas del informe de la Contraloría General de la República 2.) Aprobar la propuesta de la Dirección Ejecutiva por ₡60.000.000 para el pago de peritajes solicitados por órdenes judiciales, de los cuales se deben incluir dentro del presupuesto ordinario ₡30.000.000 y el restante como parte del requerimiento que se solicita por aparte al Ministerio de Hacienda en virtud de tratarse de una Ley Especial. 3.) Aprobar la propuesta de circular que indica la Dirección de Planificación, para lo que la Secretaría General de la Corte tomará nota para lo de su cargo. 4.) Se deberán cumplir con las cuotas de trabajo establecidas por la Dirección de Planificación por parte del personal técnico y juzgador presentadas en este informe. Se declara este acuerdo firme.” 

Finalmente, en sesión del Consejo Superior 48-2020 celebrada el 14 de mayo de 2020, artículo XIII, se aprueba el oficio 706-PLA-MI-2020 para excluir de este informe una plaza de Técnico Judicial del Juzgado Civil, Laboral y Familia de Buenos Aires ya que la misma se contempló en el presupuesto de Agrario.

El informe 656-PLA-RH-MI-2020 relacionado con el “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia” para 2021, que consideraba las acciones a seguir para la implementación de la Ley 9747 también fue aprobado por Corte Plena en sesión 31-2020 del dos de junio del 2020, artículo I.

Sin embargo, de acuerdo con la Ley 9926 Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2021, aprobada por la Asamblea Legislativa, se comprobó que los recursos solicitados para la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas ni para la Ley 9747 Código Procesal de Familia, no fueron trasladados por el Ministerio de Hacienda a la Asamblea como parte del Proyecto de Presupuesto 2021.

El informe 389-PLA-RH-MI-2021 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia para el 2022” aprobado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria (presupuesto) 30-2021 celebrada el 16 de abril de 2021, artículo XX y el acuerdo del Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto 35-21 del 30 de abril 2021, artículo XII. Aprobado por Corte Plena en sesión 21-2021 del 1 de junio de 2021, artículo 2. 
Este informe pese a ser remitido al Ministerio de Hacienda, justificándose incluso la necesidad de los recursos formulados a partir de la Ley 9747, que entra a regir el 1 de octubre 2022, no fue considerado dentro del proyecto de Ley de Presupuesto 2022, y por ende esta reforma no cuenta con contenido presupuestario este periodo.
Por fuera del presupuesto de reforma, e incorporado en el presupuesto ordinario institucional se incluyeron ₡84,250,000.00 para la capacitación de la Jurisdicción de Familia en 2022, por acuerdo del Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto del 30 de abril del 2021. 
Adicionalmente, por parte del Ministerio de Hacienda se incorporaron 17 plazas de Defensor Público para la materia de Pensiones Alimentarias (15 para atención de asuntos ordinarios y 2 específicamente población de pueblos indígenas) a partir del 1 de enero de 2022, dentro del proyecto de Ley de Presupuesto 2022, el cual fue aprobado en segundo debate el 23 de noviembre 2021 por parte la Asamblea Legislativa.

Creación de plazas
La Corte Plena aprobó en sesión 54-2019 del 18 de diciembre de 2019, artículo único, no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes.
Adicionalmente, en las sesiones 27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, 28- 2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y 29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta el país, y con relación a la creación de plazas dispuso que:
“No se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario. Poder Judicial.”.

[bookmark: _Hlk98105773]Por otra parte, el presupuesto solicitado para el financiamiento de las Leyes 9747 Código Procesal de Familia, 9609 Nuevo Código Procesal Agrario, 9458 Bienestar Animal y 9582 Justicia Restaurativa, no fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa para 2022. 

Contraloría General de la República
Como parte del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia” se incorporó la atención de las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República (CGR) número DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias”, de conformidad con el acuerdo del Consejo Superior en sesión 19-2020 celebrada el 10 de marzo del 2020, artículo LI:
“1.) Tener por recibido el oficio  DP-126-2020 de 5 de marzo de 2020, suscrito por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en el que remite el oficio DFOE-PG-0098 (2683)-2020 de la Contraloría General de la República relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020, de la auditoría operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los Juzgados de Familia y de Pensiones Alimentarias. 2.) En razón de las recomendaciones planteadas por la Contraloría General de la República, se dará el cumplimiento de las mismas de la siguiente manera: a) Respecto a las disposiciones 4.4, 4.5, 4.6 y 4.7 deberán ser atendidas por la Dirección de Planificación, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, con la salvedad de que respecto a la disposición 4.6 la Dirección de Tecnología de la Información brindará el apoyo que se requiera. b.) Conforme a la recomendación 4.8 deberá la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación, en coordinación con el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y los despachos judiciales que involucre, revisar la información que se encuentra almacenada en la base de datos del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y depurar las inconsistencias que sean encontradas, con el propósito de que la información que se encuentra en este sistema esté razonablemente libre de errores y mantiene los criterios de confiabilidad, oportunidad y utilidad.”.

Respecto al mismo tema, la Corte Plena en sesión 17-2020 celebrada el 30 de marzo del 2020, artículo XXXIII, conoce el acuerdo del Consejo Superior en sesión 19-2020 celebrada el 10 de marzo del 2020, artículo LI:

“Se dispuso: Tener por conocido el acuerdo adoptado por Consejo Superior, referente al oficio DP-126-2020 de 5 de marzo de 2020, suscrito por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en el que remite el oficio DFOE-PG-0098 (2683)-2020 de la Contraloría General de la República relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020, de la auditoría operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los Juzgados de Familia y de Pensiones Alimentarias.”.

El acuerdo del Consejo Superior en sesión 43-2020 celebrada el 05 de mayo del 2020, artículo XXXVI, autorizó a la Dirección de Planificación a colaborar con la Comisión de Familia:

“Acoger la gestión de la máster Julia Varela Araya, en su condición de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, en oficio 22-JVA-2020 de 29 de abril de 2020, en consecuencia, autorizar a las Direcciones de Planificación y Tecnología de la Información, para que colaboren con la Comisión de la Jurisdicción de Familia, en la preparación del plan de trabajo que solicita la Contraloría General de la República. En los términos que se pide por dicho órgano Contralor.”.

El Consejo Superior en sesión 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX aprobó el informe 1981-PLA-2016 de la Dirección de Planificación sobre el Modelo de Sostenibilidad y las responsabilidades de cada dependencia para garantizar la sostenibilidad a los modelos de gestión implementados (oficina judicial, Administración Regional, Consejo de Administración, Dirección de Planificación, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Consejo Superior).

Oficio 217-PLA-2020, relacionado con las propuestas de mejora en la aplicación del actual Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de proyectos en las oficinas y despachos judiciales, aprobado por el Consejo Superior en sesión 16-2020 celebrada el 27 de febrero del 2020, artículo LXXIII.

Oficio 039-JVA-2020 suscrito por la MSc Julia Varela Araya, Magistrada Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, donde comunica el acuerdo de la Comisión de Familia en sesión celebrada el 25 de junio de 2020 donde:

“Se acuerda:  1) Aprobar que la Dirección de Planificación asuma la Dirección de la Reforma Procesal de Familia y sea acompañada por el Juez Gestor de la materia y esta Comisión. 2) La Comisión de Familia, asume el compromiso de brindar el apoyo que corresponda en la parte que le compete.

Se tiene como acuerdo firme.”.

Oficios 991-PLA-ES-EV-2020 y 1004-PLA-ES-2020 aprobados por el Consejo Superior en sesión 70-2020 celebrada el 09 de julio del 2020, artículo LVIII donde acordó el plan de trabajo para atender esas recomendaciones según responsable:
“Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 991-PLA-EV-ES-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los Juzgados de Familia y de Pensiones Alimentarias, esto con la aprobación de la Ley 9747 “Código Procesal de Familia”, con la entrada en vigencia el 1° de octubre de 2020. 2.) Aprobar a la Dirección de Planificación la propuesta de liderar el Proyecto de Implementación del Código Procesal de Familia. Trabajo que realizará de forma interdisciplinaria con la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia, y los demás entes administrativos que tienen participación en el Proyecto, conforme a los plazos de cumplimiento de actividades presentados. 3.) Aprobar el plan de trabajo establecido por la Dirección de Planificación en el punto 9 de este informe, para brindar cumplimiento a lo establecido por la Contraloría General de la República en el estudio DFOE-PG-IF-00002-2020 relacionado con “Informe de la Auditoría Operativa sobre la Gestión del Poder Judicial en cuanto a la Oportunidad de la Prestación del Servicio Público de Administración de la Justicia de los Juzgados de Familia y de Pensiones Alimentarias”. 4.) Aprobar las giras y suministros de protección, solicitados en el punto 9.12 y conforme a la circular 22-PROV-2020 del Departamento de Proveeduría, para la realización de las giras para las personas trabajadoras de la Dirección de Planificación, tomando en consideración las medidas sanitarias en contra de disminuir el contagio del COVID-19. 5.) Aprobar los requerimientos solicitados a la Dirección de Tecnología de la Información, para la implementación de las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República en el estudio DFOE-PG-IF-00002-2020, según se establece en el punto 11 de este informe. 6) Comunicar a los despachos judiciales en materia de familia y pensiones alimentarias que a partir de la carga generada del mes de agosto 2020 se incluirá dentro de las inconsistencias a revisar y corregir mensualmente las siguientes variables:
•	Expedientes con fecha de entrada mayor a la fecha de término.
•	Expedientes donde la clase de asunto asignada no corresponde a las aprobadas por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia. 
•	Expedientes donde el procedimiento asignado no corresponde a los aprobados por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia.
•	Expedientes donde el principal se encuentra cerrado estadísticamente, pero tiene un incidente o legajo de apremio que se está tramitando.
•	Expedientes donde la fecha de pase a fallo sea menor a la fecha de dictado de sentencia. 
7.) Reiterar a los despachos judiciales en materia de familia y pensiones alimentarias las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18 y 94-2019 con relación a la obligación de mantener todos los registros actualizados en el Sistema de Gestión y Escritorio Virtual. Aclarando que los datos que se visualizan en los reportes de inconsistencias estadístico que se generan hoy día son: 

•	Datos generales: variable acorde al tipo de carpeta.
•	Datos de seguimiento: procedimiento, fase y estado
•	Responsables: decisor, tramitador y auxiliar. 
•	Ubicaciones y tareas: que coincida con la fase. 
•	Sello de inventario: opción inventario 2020.
•	Intervinientes: sexo, edad, nacionalidad, domicilio, ocupación, estado civil, fecha de nacimiento, Grupo étnico.
•	Datos adicionales: Testimonio de piezas: tenga marca de si es o no un testimonio; Cantón de procedencia, procedencia. 

Por lo anterior, indicado las personas servidoras deben velar por el debido registro de la información, igualmente los jueces coordinadores y juezas coordinadoras deberán informar que los datos registrados en sus sistemas, es la que se encuentra activa en sus despachos y que corresponde a la realidad actual de los registros, esto al mes de diciembre, ya que es lo que solicita la Contraloría General de la República.

8.) La Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia deberá: a) Presentar a la Dirección de la Planificación la documentación del Proyecto que mantiene pendiente (el plan de gestión y el segundo avance, conforme al acuerdo del Consejo Superior sesión 108-2019 celebrada el 12 de diciembre de 2019, artículo LXXI), lo anterior para dar continuidad a plan de trabajo. b) Dar cumplimiento a lo indicado en el punto 12 de este oficio e informar su grado de avance según el plan de trabajo. 9.) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional deberá realizar en conjunto con el Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, una propuesta que plantee el apartado sobre la aplicación del Régimen Disciplinario ante el incumplimiento de las acciones establecidas en el procedimiento del Modelo de Sostenibilidad. 10.) El Despacho de la Presidencia dará el seguimiento respectivo con la finalidad de atender los plazos impuestos por la Contraloría General de la República. 11.) La Dirección de Tecnología de la Información deberá incluir el reporte 11.9.4., Reporte que permita visualizar clases de asuntos por tipo de carpeta por ejemplo un expediente principal con clase de asunto incidente cobro de honorario o como legajo de apremio dentro de los requerimientos actuales para el Sistema de Gestión nuevo. 12.) En cuanto al oficio N° 1004-PLA-ES-2020 del 6 de julio de 2020, emitido por la Dirección de Planificación, se acoge las recomendaciones indicadas, en consecuencia: a.) Se toma nota de las inconsistencias detectadas en las oficinas competentes en materia de Familia y Pensiones Alimentarias a nivel nacional en cumplimiento de la recomendación 4.8. del informe DFOE-PG-IF-00002-2020 de la Contraloría General de la República y el acuerdo del Consejo Superior 19-2020 celebrada el 10 de marzo del 2020, artículo LI. b.) Deberán las oficinas competentes en materia de Familia y Pensiones Alimentarias a nivel nacional corregir las inconsistencias detectadas en los presentes informes. c.) Reiterar las instrucciones y circulares a Despachos Judiciales en materia de pensiones alimentarias y de Familia la obligatoriedad de mantener los sistemas informáticos con la información actualiza y registrada de forma correcta. d.) A la Comisión de Familia Niñez y Adolescencia deberá tomar nota de los resultados obtenidos en las revisiones a nivel nacional de inconsistencias en materia de Familia y Pensiones Alimentarias con corte al 31 de mayo 2020, por lo que deberá reiterar a los Despachos Judiciales en materia de Familia y Pensiones Alimentarias el cumplimiento en cuanto a las obligaciones de mantener los sistemas informáticos actualizados. e.) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá dar seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones aquí emitidas por parte de las oficinas judiciales. 13.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación, del Departamento de Tecnología de la Información, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, del Despacho de la Presidencia, de la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia, de los despachos en materia de familia y pensiones alimentarias, de la Auditoría Judicial, de la Oficina de Control Interno y de la Contraloría General de la República, para lo que a cada una corresponda. 14.) La Dirección de Planificación realizará el seguimiento correspondiente e informará oportunamente a este Consejo lo pertinente. Se declara acuerdo firme.”.

Respecto a las recomendaciones dadas de parte de la Contraloría General de la República, se emitieron los respectivos oficios en donde se tiene por acreditado el cumplimiento al 100% en 2021, ya el órgano contralor dio por finalizado el seguimiento al Poder Judicial y esto fue comunicado al Consejo Superior mediante oficio 1320-PLA-MI-2021 aprobado en sesión 02-2022 celebrada el 06 de enero del 2022, artículo XLI. La conclusión del proceso de seguimiento por parte de la Contraloría,  es comunicado sin perjuicio de la fiscalización posterior que pueda llevar a cabo y además reitera la responsabilidad que compete al Consejo Superior, de velar por la continuidad de las acciones implementadas en los Despachos Judiciales que atienden materia de Pensión Alimentaria y de Familia, así como adoptar las acciones adicionales que se requieran en un futuro para que no se repitan las situaciones que motivaron la disposición inicial.   

El resumen se presenta en el siguiente cuadro:  

Cuadro 2 
Resumen de cumplimiento de las recomendaciones de la CGR
	Recomendación
	Oficio de comunicación cumplimiento
	Acuerdo del Consejo Superior
	Oficio de la CGR donde dio por atendida la recomendación

	Recomendación 4.4 Definir e implementar rangos de duración de los procesos judiciales de familia y de pensiones alimentarias basados en datos que consideren como mínimo las particularidades de los juzgados, que le permitan contar con un insumo base para determinar la razonabilidad de la duración de dichos procesos a fin de monitorear la gestión de los juzgados desde una perspectiva que incluya su realidad. Al respecto, se le solicita remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 31 de agosto de 2020, una certificación que acredite la definición de los rangos de duración de los procesos judiciales de familia de pensiones alimentarias conforme lo dispuesto, así como una certificación en la cual conste su implementación a más tardar el 30 de noviembre de 2020.
	Meta 1: 1212-PLA-EV-2020
	Sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI
	DFOE-SD-0618

	
	Meta 2: 1801-PLA-ES-EV- 2020
	Sesión 111-2020 celebrada el 17 de noviembre del 2020, artículo XLVI
	

	Recomendación 4.5. Diseñar y establecer formalmente la herramienta de “libro de pase a fallo”, con el objetivo de que se cuente con un mecanismo estandarizado para todos los juzgados que facilite el control del cumplimiento de los plazos establecidos en el artículo 45 de la Ley de Pensiones Alimentarias N.°7654 para el caso de esta materia y lo establecido en el Código de Familia y Código Procesal Civil según el tipo de proceso de familia que corresponda. Remitir a la Contraloría General a más tardar el 15 de octubre de 2020, una certificación que acredite el establecimiento formal de la herramienta, así como una certificación a más tardar el 15 de marzo de 2021 en la cual conste su implementación. Ver párrafo del 2.29 al 2.32 y del 2.39 al 2.40.
	Meta 1: 1534-PLA-EV-2020
	[bookmark: x__Toc53061176]Sesión 97-2020 celebrada el 08 de octubre del 2020, artículo LI 

	DFOE-SEM-0325

	
	Meta 2: 199-PLA-MI-2021

	[bookmark: _Toc65509645]Sesión 18-2021 celebrada el 04 de marzo de 2021, artículo XXXI 
	

	Recomendación 4.6. Establecer e implementar instrumentos que faciliten la distribución de las cargas de trabajo a partir de parámetros técnicos y estadísticos en los que se considere el personal respecto del circulante que maneja el juzgado con el fin de propiciar una distribución uniforme de las cargas de trabajo en los despachos judiciales de familia y de pensiones. Remitir a la Contraloría General a más tardar el 31 de agosto de 2020, una certificación en la cual conste que se establecieron los instrumentos que faciliten la distribución de las cargas de trabajo a partir de parámetros técnicos y estadísticos; así como una certificación que acredite la implementación de los instrumentos solicitados a más tardar el 15 de enero de 2021. Ver párrafos del 2.41 al 2.45.
	Meta 1: 1211-PLA-EV-2020
	Sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XL 
	DFOE-SEM-1239

	
	Meta 2: 792-PLA-MI-2021
	[bookmark: _Toc77604234]Sesión 61-2021 celebrada el 22 de julio del 2021, artículo XLVIII
	

	Recomendación 4.7. Diseñar e implementar procedimientos relacionados con los procesos de retroalimentación y seguimiento de la gestión de los juzgados de familia y de pensiones alimentarias, considerando el artículo 15 inciso a) de la Ley General de Control Interno N.º 8292, así como la norma 4.1 de las Normas de Control Interno para Sector Público N-2-2009-CO-DFOE. Al respecto, se le solicita remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 31 de agosto de 2020, una certificación que acredite el diseño de los procedimientos de retroalimentación, y otra certificación, a más tardar el 15 de enero de 2021, donde se haga constar que están siendo implementados. Ver párrafos del 2.46 al 2.48.
	Meta 1: 1213-PLA-EV-2020
	Sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI 
	DFOE-SD-0618

	
	Meta 2: 2058-PLA-EV-2020
	Sesión 2-2021 celebrada el 07 de enero del 2021, artículo XXXIX 
	

	
Recomendación 4.8: Girar las instrucciones a quien corresponda para que se revise la información que se encuentra almacenada en la base de datos del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y depurar las inconsistencias que sean encontradas, con el propósito de que la información que se encuentra en este sistema esté razonablemente libre de errores y mantiene los criterios de confiabilidad, oportunidad y utilidad. Remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 16 de marzo de 2020, una certificación que acredite que se giraron las instrucciones solicitadas, a más tardar el 15 de julio de 2020 una certificación que acredite la identificación de las inconsistencias, así como una certificación a más tardar el 15 de diciembre de 2020 en la cual se haga constar su depuración
	Meta 1: 2550-2020 de la Secretaría General de la Corte
	Sesión 19-2020 celebrada el 10 de marzo del 2020, artículo LI
	DFOE-SEM-1239

	
	Meta 2: 991-PLA-EV-ES-2020 y 1004-PLA-ES-2020
	Sesión 70-2020 celebrada el 09 de julio del 2020, artículo LVIII
	

	
	Meta 3: 766-PLA-ES-MI-2021
	Sesión 61-2021 celebrada el 22 de julio de 2021, artículo XLVI
	

	Recomendación 4.9: Girar las instrucciones a quien corresponda para que se incorpore e implemente en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales los mecanismos de validación y control que brinden una seguridad razonable sobre la información ingresada a este sistema, relacionada con los expedientes de los procesos de familia y de pensiones alimentarias, a fin de que mantenga los criterios de calidad necesarios. Enviar a la Contraloría General, a más tardar el 16 de marzo de 2020, una certificación que acredite que se giraron las instrucciones solicitadas, a más tardar al 30 de setiembre de 2020, una certificación que acredite que se incorporó al SCGDJ, los mecanismos de validación y control, asimismo, al 26 de febrero de 2021, una certificación que acredite que dichos mecanismos se encuentran en implementación. Ver párrafos del 2.50 al 2.59”.
	Meta 1: 2550-2020 de la Secretaría General de la Corte
	Sesión 19-2020 celebrada el 10 de marzo del 2020, artículo LI
	DFOE-SEM-1239

	
	Meta 2: 1614-DTI-2020
	Sesión 86-3030 del 3 de setiembre 2020, artículo XLVIII
	

	
	Meta 3: 1418-DTI-2021
	Sesión 61-2021 del 22 de julio 2021, artículo LXXXVI
	

	Recomendación 4.10: A LA SEÑORA JULIA VARELA ARAYA EN SU CALIDAD DE COORDINADORA DE LA COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE FAMILIA, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA DEL PODER JUDICIAL O A QUIEN EN SU LUGAR OCUPE EL CARGO
4.10. Elaborar, oficializar e implementar un plan de trabajo con cronograma de implementación que detalle las acciones para formalizar la coordinación y cooperación entre los actores (instituciones y juzgados) identificados por el Poder Judicial, relacionados con los procesos de familia y de pensiones alimentarias. Remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 14 de agosto del 2020, una certificación que acredite la elaboración y formalización del plan de trabajo y cronograma señalados; y otra certificación a más tardar el 15 de enero del 2021 donde conste la implementación de las acciones señaladas. Ver párrafos del 2.20 al 2.21.
	Meta 1: 085-JVA-2020 y 1204-PLA-2020
	Sesión 79-2020 celebrada el 11 de agosto del 2020, artículo LXXIII
	DFOE-SEM-1239

	
	Meta 2: 91-JVA-2021

	Sesión 61-2021 celebrada el 22 de julio de 2021, artículo LXXVIII
	


Fuente: Oficio 192-PLA-PP-MI-OI-2022 de la Dirección de Planificación. 
Justificación
En virtud de la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia, surge la necesidad de analizar los requerimientos para la operativización de la norma, así como para implementar los cambios en la estructura organizativa necesarios en los despachos de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica a partir de la entrada en vigencia de la Ley 9747, prevista para el 1 de octubre de 2022, esta Dirección se da a la tarea de definir las prioridades presupuestarias para el ejercicio económico.  
Para 2021, el cual fue comunicado mediante oficio 656-PLA-RH-MI-2020, aprobado por el Consejo Superior en sesión 45-2020 celebrada el 8 de mayo de 2020, artículo XIX y la sesión 48-20 del 14 de mayo de 2020, artículo XIII, y por Corte Plena en sesión 31-2020 del dos de junio del 2020, artículo I, sin embargo el presupuesto formulado no fue incorporado en el anteproyecto de la Ley de Presupuesto para 2021. 
Misma situación en 2022 donde no hay contenido presupuestario, pese a que la Ley 9747 entra en vigencia el próximo primero de octubre de 2022, formulación incorporada en el informe 389-PLA-RH-MI-2021, aprobado por Consejo Superior en sesión extraordinaria (presupuesto) 30-2021 celebrada el 16 de abril del 2021, artículo XX. Incorpora el acuerdo del Consejo Superior en sesión 35-21 extraordinaria de presupuesto del 30 de abril 2021, artículo XII; y aprobado por Corte Plena en sesión 21-21, del 1 de junio de 2021, artículo II.    
Para la formulación del presupuesto 2022, igualmente se realiza la estimación del costo a nivel presupuestario para la institución de implementar la Ley 9747. Ley que para el 2023 ya tendrá incluso 3 meses de vigencia. Por lo que en el presente informe se procede a la actualización del informe 389-PLA-RH-MI-2021.

Metodología
El análisis del impacto de cambios con la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia en el Poder Judicial se trabajó de manera interdisciplinaria y con representantes de la de la Comisión de la Jurisdicción Familia, Niñez y Adolescencia en el 2020, los cuales se incluyeron en el informe 656-PLA-RH-MI-2020 de esta Dirección relacionado con el “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia para 2021”. Entre los colaboradores se contó con los siguientes funcionarios:
Lic. Alberto Jiménez Mata, Juez de Familia de Puntarenas, quien participó en la redacción de la normativa procesal propuesta para la materia de Familia, Integrante de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, y designado como Coordinador del proyecto de CPF. 

Lic. Cristian Alberto Martínez Hernández, Juez Gestor de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia. 

Profesionales de la Defensa Pública, específicamente las Licenciadas Melania Soto Delgado y Sandra Mora Venegas, por su orden entonces Administradora Regional de la Defensa Pública y Supervisora a.i. de la Unidad de Pensiones Alimentarias y Familia.

Lic. Melvin Obando Villalobos de la Dirección Ejecutiva, Jefe a.i. del Subproceso de Análisis y Ejecución.

Escuela Judicial, con la Licda. Rebeca Guardia Morales, Directora a.i. de la Escuela Judicial, Licda. Francia León González de la Escuela Judicial.

Profesional del Departamento de Trabajo Social y Psicología, concretamente la MSc. Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología.

Departamento de Medicina Legal, con el Dr. Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal y el señor Jesús Benavides Chacón de la Unidad Tecnológica Informática.

Sección de Bioquímica, con la Dra. Eugenia Fernández Mora, Jefa de la Sección de Bioquímica.

Para el ejercicio de formulación presupuestario para el 2022 y 2023 se hace referencia a las partes iniciales de las personas citadas en el párrafo anterior, y además se procede a la actualización de los costos citados en el informe 389-PLA-RH-MI-2021; y el avance en las tareas o estudios complementarios citados en ese informe y que representan análisis que conforme al cronograma del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”, se les da seguimiento incluso con las Comisiones Jurisdiccionales y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para garantizar su ejecución previo a la entrada en vigencia de la norma.  Para este informe además se actualizó la información estadística al finalizar 2021. 

Para efectos de análisis estadístico debe considerar que el año 2020, es un periodo atípico, y para efectos de estimaciones ese periodo no refleja la normalidad de las oficinas debido a la emergencia nacional por la pandemia por Covid-19.

Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”
A partir de junio 2020 y conforme al acuerdo del Consejo Superior en sesión 70-2020 celebrada el 09 de julio del 2020, artículo LVIII se acordó entre otras cosas, ceder a la Dirección de Planificación el liderazgo del proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia” anteriormente administrado por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia:
“2) Aprobar a la Dirección de Planificación la propuesta de liderar el Proyecto de Implementación del Código Procesal de Familia. Trabajo que realizará de forma interdisciplinaria con la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia, y los demás entes administrativos que tienen participación en el Proyecto, conforme a los plazos de cumplimiento de actividades presentados.”.

Equipo Interdisciplinario 

A partir de ese momento, se realizaron sesiones de trabajo interdisciplinarias cada 2 a 3 semanas aproximadamente con participación del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Dirección de Tecnología de la Información, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Inspección Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios. También se han realizado sesiones de trabajo con la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia, el Despacho de la Presidencia y la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar.  

Los participantes en las sesiones se ajustan a los temas de agenda. 
Principales implicaciones del Código Procesal de Familia
A continuación, se comentan las principales implicaciones del CPF sobre la organización y funcionamiento de los despachos y oficinas judiciales:

Oralidad. Se plantea que los procedimientos se regirán por el sistema procesal de oralidad, pero con aplicación del principio de privacidad, tal como se consigna en el artículo:

“Artículo 4.- Preferencia del sistema procesal de oralidad
Salvo disposición en contrario, los procedimientos que regula este Código se regirán por el sistema procesal de oralidad con aplicación del principio de privacidad dentro de él.”

Sobre este tema el Lic. Jiménez Mata, aclaró en 2020, que la oralidad no implica prescindir del uso del papel para adoptar de forma obligatoria sistemas de trabajo que involucren la grabación de audiencias y la utilización del expediente judicial electrónico, ya que en su criterio estos temas son administrativos y no procesales; por ese motivo precisó que no fueron abordados dentro del CPF.
En términos generales, lo que se pretende es agilizar el trámite de los procesos para reducir los plazos de tramitación y dictado de sentencias, ya que el CPF establece que la contestación de la demanda, en la medida de lo posible, se realice en la misma audiencia, de igual manera sucede con las apelaciones. Además, se faculta a las personas juzgadoras para que dicten la parte dispositiva de las sentencias una vez finalizada la última audiencia del proceso. Por lo anterior, es posible que un proceso familiar se desarrolle en una sola audiencia, lográndose un mayor aprovechamiento de los recursos institucionales, impactando además en las labores de las personas técnicas judiciales, las cuales probablemente verán reducirse en lo que hoy realizan.

Conciliación. Se propone la conciliación en una audiencia previa, dejando abierta la posibilidad de aplicarla en cualquier etapa del proceso judicial, tal como se consigna en el artículo 9 del CPF:

“Artículo 9.- Audiencia previa de conciliación

En los procesos familiares, cuando proceda, se intentará la conciliación mediante una audiencia de conciliación previa al inicio del proceso o a solicitud de algunas de las partes, en cualquier estado del proceso judicial. Esta etapa la llevará a cabo la autoridad judicial, quien también podrá remitir a las partes a los centros especializados del Poder Judicial, sin perjuicio de que las partes decidan la intervención de entes externos debidamente acreditados para estos fines. Lo acordado tendrá carácter y eficacia de cosa juzgada material o formal, según el contenido del acuerdo. Podrán aplicarse otros mecanismos alternos de solución de conflictos regulados en la Ley N. º 7727, Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, de 9 de diciembre de 1997, o instrumentos internacionales, siempre que sean compatibles con los objetivos y los fines de la materia familiar.
Se prohíbe la conciliación en aquellas situaciones en que se constaten relaciones desiguales de poder, salvo que se determine que lo acordado beneficie a la persona en situación de vulnerabilidad.”

Intervención de la Defensa Pública. Para la parte beneficiaria cuando no disponga de recursos económicos suficientes, el artículo 56 otorga a la Defensa Pública la posibilidad de brindar asistencia legal en los procesos materia de Pensión Alimentaria.  

“Artículo 56- Casos en que actúa la Defensa Pública 
En los procesos referidos a materia de pensión alimentaria, la parte beneficiaria que no cuente con los recursos económicos para contratar patrocinio letrado podrá solicitar asistencia letrada a la Defensa Pública del Poder Judicial.

La defensa o asistencia gratuita de la Defensa Pública asumirá las mismas funciones, deberes y derechos de quienes actúan como personas abogadas directoras.”.  (La negrita no es del original).
En relación con las garantías para el debido proceso en poblaciones de vulnerabilidad también cabe destacar lo dispuesto en el artículo 8 del CPF y la circular 67-19 “Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica” que comunica el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 27-19 celebrada el 26 de marzo de 2019, artículo LXXI; que literalmente indican:

Artículo 8 CPF- Acceso a la justicia

En todo procedimiento familiar se deberá garantizar que las personas menores de edad, las personas con discapacidad y otras poblaciones vulneradas tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás personas, mediante ajustes de procedimiento adecuados a la edad, a las capacidades y las condiciones de vulnerabilidad, formas alternativas de comunicación, incluidas la interpretación en lesco y lenguas indígenas, según se presenten, para facilitar el desempeño de personas sordas y personas indígenas, y otras, como participaciones directas e indirectas, incluida la declaración como testigos en todos los procedimientos judiciales, en todas las etapas del proceso.

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 27-19 celebrada el 26 de marzo de 2019, artículo LXXI, a solicitud de la Defensa Pública, dispuso comunicar las "Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica", sin hacer distinción de que la persona actúe como parte actora o demandada y que dicen:

"Artículo 7º-Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita."

A continuación, se emiten los siguientes lineamientos mínimos, que deben ser valorados y ampliados según el caso en concreto, para la atención de personas usuarias indígenas en todas las materias y en todos los despachos.

1) A los Despachos a los cuales les corresponde atender población indígena se les informa que debe el Despacho Judicial realizar la valoración acerca de la procedencia de la petición de defensa pública, dejando constancia de lo indicado por la persona usuaria en cuanto a no contar con medios económicos para sufragar los gastos de defensa técnica, así como la petición expresa que solicita que la defensa técnica sea asumida por la Defensa Pública. De igual forma, debe establecerse la condición de indígena de la persona usuaria, priorizando para ello su auto identificación como tal, y de ser necesario, en caso de duda, solicitando una certificación de la Asociación de Desarrollo o Autoridad Legitimada en su territorio. Una vez verificado lo anterior, debe enviarse la solicitud de apersonamiento de persona defensora pública, cuando así resulte pertinente, a la Defensa Pública que corresponda según su competencia territorial. Se distinguen dos posibles situaciones en que se debe cumplir con este procedimiento:

-Cuando una persona indígena tenga un proceso pendiente en el Despacho Judicial y requiera para este proceso asesoría letrada, indicando que no cuenta con la misma, ni con medios económicos para pagarla, debe señalársele desde el Despacho Judicial que según el artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de personas Indígenas de Costa Rica, puede manifestar si desea la asistencia técnica de una persona defensora pública. De ser afirmativa la respuesta, el Despacho Judicial solicitará a la Defensa Pública el apersonamiento correspondiente, reponiendo los plazos según la ley, hasta el momento en que la Defensa Pública remita el apersonamiento.

-Cuando una persona indígena se presente a un Despacho Judicial para establecer un procedimiento nuevo, debe comunicársele la existencia del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y consultarle si desea asistencia letrada y si puede o no cubrir los costos económicos de ello. En caso de que su respuesta sea negativa, se le debe informar de su derecho de contar con defensa pública y consultarle si ese es su deseo. En caso afirmativo se enviará la solicitud de persona Defensora Pública a la oficina de Defensa Pública del Circuito que corresponda, para que esta proceda con el trámite.

2) En caso de existir duda sobre la condición de indígena de la persona usuaria, o de si cuenta con dinero para el pago de la asistencia letrada, se debe realizar el trámite por parte de los Despachos Judiciales accediendo a la solicitud de patrocinio letrado de la Defensa Pública, y en caso de que durante el proceso, o por sentencia firme, se declare que la persona no tiene la condición de indígena, o tiene dinero para pagar la asistencia letrada, se incluirán como costas en la sentencia, los costos de la representación por parte de la persona defensora pública. Además, a partir de ese momento la defensa pública dejará de representarlo por no encontrarse en los supuestos del artículo 7.

3) El Consejo Superior autoriza para que el Departamento de Informática facilite los permisos y habilite el acceso de contexto de consulta para la Defensa Pública, de los siguientes Despachos Judiciales: Tribunal Contencioso Administrativo, Juzgado Contencioso Administrativo, Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Sala Primera, tanto en cuanto al escritorio virtual, como al sistema de gestión. En ese mismo sentido se autoriza que se habilite también para los Juzgados de Violencia Doméstica y Juzgados de Familia a nivel nacional.”.

También lo dispuesto por la circular 32-2021 respecto “Lineamientos para las personas servidoras judiciales en relación con las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado, y la aplicación de la normativa internacional de derechos humanos referida a personas indígenas.”

C.1. Respecto a la representación de personas menores de edad (incluida la población indígena) y su rol de participación en los procesos judiciales, debe considerarse lo dispuesto en la Ley 9747 en la Sección III Capacidad y Representación, en la subsección II Representación procesal de personas menores de edad y de personas con discapacidad, específicamente en los artículos 41 y 42 y el rol que podrá asumir la Defensa Pública. 

“Artículo 41- Representación de personas menores de edad
Se reconoce a todas las personas mayores de doce años el ejercicio personal y pleno de la capacidad procesal para el trámite de los procesos establecidos en este Código, sin perjuicio de que prefieran que sus padres u otras personas representantes actúen en su nombre.

Tratándose de personas menores de doce años, la autoridad judicial llamará a quien ejerza la responsabilidad parental o bien, en su caso, a quien asigne el Patronato Nacional de la Infancia (PANI) y, si esta persona no se encontrara disponible en ese momento, podrá nombrársele representación provisional hasta tanto el ente mencionado apersone a la persona elegida. No obstante, estas personas podrán ejercer el derecho a ser oídas y participar activamente de manera progresiva y conforme a su capacidad volitiva, según la ley y bajo la apreciación del tribunal, teniendo derecho de acudir personalmente ante este y a que se les atienda de forma personalizada y conforme a sus características etarias, debiendo velar, las personas funcionarias judiciales, por la efectivización de los derechos de las personas menores de edad.

Excepcionalmente, las personas menores de doce años podrán accionar de forma
personal. En este caso, para el inicio del proceso el tribunal deberá contar con un
informe psicológico del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder
Judicial, que acredite que la persona menor de edad tiene la capacidad para ejercer
dicha acción.”

“Artículo 42- Asistencia y patrocinio letrado gratuito

El Estado garantizará la asistencia y el patrocinio letrado gratuito a las personas menores de edad que carezcan de medios económicos suficientes”.

Introducción de nuevos tipos procesales. En el artículo 212 y siguientes se establece que toda pretensión de carácter familiar se tramitará según su naturaleza bajo cinco tipos de procesos:

Resolutivos familiares. Según el artículo 222 abarcan las pretensiones relacionadas al vínculo matrimonial; el reconocimiento de la unión de hecho; la aplicación del régimen patrimonial del matrimonio y de la unión de hecho; la filiación y la oposición de la adopción; la oposición a la declaratoria de adoptabilidad en sede administrativa; los conflictos en el ejercicio de los atributos de la responsabilidad parental, incluidos los referidos al cuidado personal de hijas e hijos y modificaciones de sentencias sobre estas pretensiones; la terminación con o sin fines de adopción y la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental; la pérdida, con petición o no de adaptabilidad, y la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental; la oposición válida y definida por la autoridad judicial a la solicitud de salvaguardia para la igualdad jurídica de personas con discapacidad; y los reclamos de daños y perjuicios.

De protección cautelar. Esta fase se encuentra dentro de los artículos que van del 234 al 241.

De petición unilateral. Dentro del artículo 242 se mencionan el nombramiento de personas tutoras para personas menores de edad; la salvaguardia para la igualdad jurídica de las personas con discapacidad; el nombramiento de personas depositarias para personas menores de edad; y las autorizaciones para la disposición de derechos en bienes de personas menores de edad o personas con discapacidad.

Resolutivos especiales. Comprenden los siguientes procedimientos:

Pensiones alimentarias, en los artículos del 257 al 266
Fijación de cuota alimentaria, en los artículos del 267 al 276;
Extinción o modificación de la cuota fijada de alimentos y cobro de gastos Extraordinarios no pactados, en los artículos del 277 al 279;
Ejecución de la deuda alimentaria, en los artículos del 280 al 288;
Divorcio, separación judicial o cese de la unión de hecho por muto consentimiento, en los artículos del 289 al 293;
Adopción, en los artículos del 294 al 302;
Restitución internacional de personas menores de edad, en los artículos del 303 al 312.

De ejecución de resoluciones judiciales. Ejecución de resoluciones judiciales. Esta fase se encuentra dentro de los artículos que van del 313 al 333.
En el caso de los incisos 1, 3, 4 y 5, el CPF plantea una reagrupación de los procesos vigentes en la materia de Familia, por lo que no corresponden a nuevos procesos. Por su parte el proceso denominado “protección cautelar” establece los lineamientos que debe seguir el juzgador al momento de dictar medidas de protección cuando se presente una agresión fuera del núcleo familiar, en perjuicio de personas adultas mayores y personas con discapacidad, donde estas últimas constituyen una novedad dentro de la materia.
La asignación de las medidas cautelares correspondería a los actuales Juzgados de Violencia Doméstica que a su vez se les modifica su nomenclatura y en adelante se denominarían “Juzgados de Violencia Domestica y Protección Cautelar”, lo cual se contempla en el artículo 121 bis, que se adiciona a la Ley Orgánica del Poder Judicial:

“Artículo 121 bis- Juzgados de Violencia Doméstica y de Protección Cautelar

Los juzgados de Violencia Doméstica y de Protección Cautelar conocerán de:

1) Todo lo relativo a los procesos de protección cautelar de violencia intrafamiliar, personas adultas mayores y personas con discapacidad.

2) Los demás asuntos que estipule la ley.

En los lugares en los cuales no existe juzgado de Violencia Doméstica, estos asuntos serán tramitados por los juzgados de Familia, y donde tampoco existen estos despachos, se conocerán en los juzgados contravencionales, salvo decisión específica de la Corte Suprema de Justicia.”

Al respecto el Lic. Jiménez Mata en 2020, comentó que el impacto de estos cambios se reflejaría en el incremento de la entrada de casos para los actuales juzgados competentes en Violencia Doméstica del país, producto del proceso de protección cautelar para personas con discapacidad. 

Desjudicialización de procesos. El CPF faculta al Registro Civil y a las sedes notariales a realizar procesos que en la actualidad conocen los despachos jurisdiccionales, donde no medie contención entre las partes involucradas, mediante reformas al Código de Familia, a la Ley Orgánica del Poder Judicial y mención expresa dentro del CPF:

“Artículo 24- Matrimonio civil. Celebración
Además del caso del artículo anterior, el matrimonio podrá celebrarse ante las autoridades de jefatura de las oficinas centrales o regionales del Registro Civil o ante los notarios públicos. Los primeros no podrán cobrar honorarios por sus actuaciones. En caso de los segundos, el acta correspondiente se asentará en su protocolo y deberán conservar en el de referencia la copia respectiva, debiendo enviar todos los antecedentes y documentos requeridos a los contrayentes, el testimonio notarial y la copia del acta en los formularios que son suministrados por el Registro Civil a esta institución, dentro de los ocho días siguientes a la celebración del matrimonio para su inscripción. Ambos funcionarios estarán sometidos al régimen disciplinario y penal correspondientes.”

“Artículo 84- Reconocimiento administrativo de la paternidad
Podrán ser reconocidos por sus padres todos los hijos habidos fuera de matrimonio y cuya paternidad no conste en el Registro Civil; igualmente, los hijos por nacer y los hijos muertos.
Si el hijo no tiene paternidad asignada, el reconocimiento se hará ante el Registro Civil o notario público, siempre que ambos padres comparezcan personalmente o haya mediado consentimiento expreso de la madre. El notario público deberá enviar el acta respectiva al Registro Civil, dentro de los ocho días hábiles siguientes.
Si el hijo tuviera una paternidad asignada registralmente, por motivo de la presunción de paternidad de un padre que no corresponde a la verdad biológica, se podrá pedir su reconocimiento por quien corresponda ante el Registro Civil, según los trámites administrativos contemplados en las normas orgánicas de esta institución. Si sucediera una oposición fundada del padre o la madre registrales, el asunto deberá conocerse jurisdiccionalmente mediante el proceso resolutivo familiar de filiación.”

“Artículo 302- Adopción en sede notarial
Cuando se trate de personas mayores de edad, la adopción se tramitará en sede notarial, mediante los procedimientos establecidos en el título VI de la Ley N.º 7764, Código Notarial, de 17 de abril de 1998. Se exceptúan de este trámite las personas con discapacidad cuya condición no les permita dar su consentimiento.
Una vez aprobada, la persona notaria estará en la obligación de presentar el testimonio de escritura ante el Registro Civil, dentro de los ocho días siguientes, y tramitar su inscripción.”.

Dado lo anterior, el impacto directo esperado sería sobre los despachos judiciales competentes en la materia de Familia, que experimentarían una disminución en los asuntos entrados. En el caso de los divorcios o separaciones judiciales por mutuo consentimiento, el efecto aplicaría solamente para una proporción de esos tipos de proceso, específicamente para aquellos casos donde no existan hijos o hijas menores de edad y no existiera referencia a bienes, los cuales actualmente el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación no dispone de datos específicos sobre su comportamiento, pero según estimaciones del Lic. Jiménez Mata corresponderían en alrededor de un 20% de la entrada total de esos asuntos. De igual forma, las adopciones registradas en los datos estadísticos no especifican el tipo de persona involucrada (mayor o menor de edad), lo que limita la posibilidad de utilizar datos específicos de ese segmento de población.

A su vez se podría percibir un impacto indirecto sobre la jurisdicción notarial, específicamente en un eventual aumento de la entrada de asuntos al Juzgado Notarial y al Tribunal Disciplinario Notarial, producto de las nuevas atribuciones conferidas a los notarios públicos.

Actualmente los Juzgados con competencia en materia de Familia, atienden como segunda instancia los recursos de apelación de la materia de Pensiones Alimentarias: apelaciones de la pensión provisionales, de Sentencia, entre otras.  Con la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia, los Juzgados de Familia no conocerán las apelaciones de las actualmente denominadas “pensiones provisionales”. Mantienen competencia para conocer las apelaciones de Sentencia y otras que la nueva ley dispone y que a criterio experto sería más complejas que las apelaciones de provisionales actuales, entre otras[footnoteRef:34].   [34:  Como estudio complementario al informe 389-PLA-RH-MI-2021 relacionado con Requerimiento Humano sobre el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia para el 2022, aprobado en sesión extraordinaria (presupuesto) del Consejo Superior 30-2021 celebrada el 16 de abril del 2021, artículo XX y por Corte Plena en sesión 21-2021 del primero de junio de 2023, artículo II; se indicó que, para el segundo semestre del 2021, le remito el Estudio de factibilidad de creación de un Juzgado de Familia con una competencia limitada al conocimiento de una clase de proceso (segunda instancia en Pensiones Alimentarias).  Referencia interna 1680-2021. ] 

[bookmark: _Hlk34901399]Competencia de la Sala Segunda. El CPF adiciona el artículo 55 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se le conferiría a la Sala Segunda nuevas competencias, según se observa:

“Artículo 55 bis- La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia
En lo familiar, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia conocerá de:
1) Los recursos de casación y las demandas de revisión[footnoteRef:35] en materia familiar. [35:  Actualmente la Sala conoce estos asuntos, sin embargo, a partir de la entrada en vigencia del CPF se espera un incremento en la entrada de estos casos, ya que se adicionan causales para la procedencia de este recurso. Situación similar a la ocurrida en 2018 con la entrada en vigencia del Código Procesal Civil que es norma supletoria para estos recursos también en materia de Trabajo, donde los recursos de revisión pasaron de 28 recursos nuevos al año (promedio de 2016-2018) a 61 nuevos por año (promedio de 2019-2021), según datos aportados por el Secretario de la Sala el 9-3-22, un incremento de 33 recursos al año solo por el cambio procesal al incluir como causas “la violación al debido proceso”.] 

2) Los recursos de apelación contra la decisión final en los procesos de restitución internacional de personas menores de edad[footnoteRef:36]. [36:  Estos asuntos hasta el 30 de setiembre 2022 son competencia del Tribunal de Familia (ingreso promedio de 2017-2021 de 28 en esos 5 años= 6 por año). ] 

3) Los conflictos de competencia material entre un despacho de Familia y uno de otra materia, cuando el que ha prevenido el asunto es el de Familia; así como los conflictos de competencia territorial entre dos juzgados de Familia[footnoteRef:37]. [37:  Los conflictos entre oficinas de distinta materia donde el que lo previene es un Juzgado de Familia actualmente ya lo conoce la Sala Segunda. Pero la reforma al artículo 55 bis de la LOPJ incluye también conflictos de competencia territorial entre 2 Juzgados de Familia (esta competencia es idéntica a la que se establece para el Tribunal de Familia, en el inciso B de lo que se conoce unipersonalmente del art. 99 LOPJ. Sobre este tema se consultó al Juez Gestor quién indica que pareciera que la Sala solo vería los conflictos entre juzgados de Familia de diferente territorio, pero habría que estar a la espera de cual va a ser el criterio o línea que de la Sala Segunda, si lo van a conocer ellos o el Tribunal.
La entrada de conflictos de competencia (no específica el tipo) según la estadística del Tribunal es en promedio de 2020 a 2021 de 60 recursos. ] 

4) De las demandas de responsabilidad civil contra los jueces integrantes de los tribunales colegiados de Familia.
5) Del recurso de apelación interpuesto contra la resolución que se pronunció acerca de la competencia internacional alegada[footnoteRef:38].  [38:  Esta competencia se incluye en esta reforma, sin embargo en la práctica, estos procesos ingresaban al Tribunal de Familia y este se declara incompetente remitiéndolo a conocimiento de la Sala, es decir, ya ellos en este momento conocen de estos asuntos, según información indicado por el Secretario de la Sala el 9-3-22.] 

6) Del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos extranjeros en materia de familia, con la salvedad de lo que corresponda conocer a las otras salas de la Corte”. (Lo marcado en verde no es del original).

Como se observa del citado artículo del Tribunal de Familia hacia la Sala Segunda se trasladan las siguientes competencias:
Conocimiento de los recursos de procesos de restitución internacional de personas menores de edad.
Conocimiento de los conflictos de competencia territorial entre Juzgados de Familia. 

El impacto de esta decisión Legislativa en el servicio a la persona usuaria se detallará más adelante en este informe.

Por otra parte, la competencia de la Sala Segunda desde 2018 creció, al conocer los asuntos de Auxilio Judicial internacional y el reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos extranjeros, en materia de Familia. También de las restantes materias de su competencia, que son tramitados de forma centralizada por la Sala Segunda desde 8 de octubre de 2018 con la entrada en vigencia de la Ley 9342 “Código Procesal Civil” y la reforma al artículo 55 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

A partir del 8 de octubre de 2018, la Sala Segunda inició con la recepción de asuntos nuevos de Auxilio Internacional en las materias de su competencia, y la Sala Primera mantuvo el circulante existente, sin embargo, a partir del voto 90089-21 de la Sala Constitucional del 5 de mayo 2021, se trasladaron a la Sala Segunda, un total de 136 casos de Auxilio internacional existentes en el circulante de la Sala Primera. 
 

Competencia del Tribunal de Familia

El CPF incorpora a la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley 7333, específicamente el artículo 99, las competencias del Tribunal de Familia:

“Los Tribunales de Familia conocerán:
1) De forma colegiada de tres jueces, lo siguiente:
a) Los recursos de apelación de sentencias definitivas de los procesos conocidos en los juzgados de Familia, juzgados de Niñez y Adolescencia y juzgados de Violencia Doméstica y Protección Cautelar, salvo las sentencias finales de los procesos de restitución internacional de personas menores de edad.
b) Los conflictos de competencia material suscitados entre juzgados de Familia[footnoteRef:39], juzgados de Niñez y Adolescencia o juzgados de Violencia Doméstica y Protección Cautelar. [39:  Esto ya hoy en día es competencia del Tribunal de Familia. La Sala solo conoce cuando el conflicto es entre un Juzgado de Familia y uno de otra materia, pero cuando fue el que previno primero es un despacho de Familia.  ] 

2) De forma unipersonal, lo siguiente:
a) Los recursos de apelación de resoluciones interlocutorias de los procesos conocidos en los juzgados de Familia, juzgados de Niñez y Adolescencia o juzgados de Violencia Doméstica y Protección Cautelar.
b) Los conflictos de competencia territorial entre juzgados de Familia, entre juzgados de Niñez y Adolescencia o entre juzgados de Violencia Doméstica y Protección Cautelar[footnoteRef:40]. [40:  Este inciso es idéntico a la segunda parte del inciso 3 del artículo 55 bis reformado LOPJ, y establece esta competencia a cargo de la Sala Segunda.] 

c) Los impedimentos, las excusas y las recusaciones de uno o varios de sus miembros propietarios o suplentes.
d) Los demás asuntos que determine la ley.” (Lo resaltado en celeste no es del original).

En cuanto a las implicaciones del CPF sobre la labor del Tribunal de Familia, se identificaron los siguientes efectos en su carga laboral:

Una disminución en los recursos de apelación en los procesos de restitución internacional de personas menores de edad, los cuales en adelante pasarán a conocimiento de la Sala Segunda (artículo 55 bis, inciso 2).
Una disminución en la entrada, por los conflictos de competencia territorial entre 2 juzgados de Familia, que pasaran a ser competencia de la Sala Segunda (artículo 55 bis, inciso 3).
Un descenso en las apelaciones, por los procesos que dejará de conocer el Poder Judicial: matrimonios civiles, los reconocimientos administrativos de la paternidad, hijo de mujer casada; los divorcios o separaciones judiciales por mutuo consentimiento sin hijos o hijas menores de edad y no existiera referencia a bienes; y las adopciones de personas mayores de edad a excepción de las personas con discapacidad cuya condición no les permita dar su consentimiento.
 Un eventual aumento en las apelaciones provenientes de las sentencias dictadas por los Juzgados Contra la Violencia Doméstica y Protección cautelar, producto de la creación del proceso de protección cautelar para personas con discapacidad donde el presunto agresor no pertenece al núcleo intrafamiliar.


Competencia de Juzgados de Niñez y Adolescencia. El CPF incorpora la adición del artículo 106 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se le conferiría a los Juzgados de Niñez y Adolescencia nuevas competencias, según se observa:

“Artículo 106 bis- Juzgados de Niñez y Adolescencia 
Los juzgados de Niñez y Adolescencia conocerán de:
1) Los procesos resolutivos familiares y la ejecución de sentencia proveniente de ellos, tratándose de pretensiones de oposición a la adopción, de oposición a la declaratoria de adaptabilidad en sede administrativa, la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental y la pérdida de responsabilidad parental, con petición o no de adaptabilidad.
2) Las diligencias de protección cautelar referidas a personas menores de edad.
3) Los procesos relativos a la adopción de personas menores de edad y su oposición.
4) Los asuntos de petición unilateral de nombramiento de personas depositarias para personas menores de edad y de nombramiento de personas tutoras para personas menores de edad.
5) La diligencia de comunicación que establece el artículo 32 de la Ley N.º 7739, Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 1998.
6) Los procedimientos de restitución internacional de personas menores de edad, de adopción internacional y los demás de aplicación de convenios internacionales relativos a materia de niñez y adolescencia.

Los procedimientos establecidos en el inciso 6) deberán ser conocidos, exclusivamente, en los juzgados de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José.
　
En los lugares en los cuales no exista este despacho, la competencia de estas materias corresponderá al Juzgado de Familia."


Por tanto, se establece que el Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José, será el responsable de conocer de manera exclusiva todos los procesos de restitución internacional de personas menores de edad, de adopción internacional y los demás de aplicación de convenios internacionales relativos a materia de niñez y adolescencia. 

Como parte del seguimiento, está pendiente la parametrización de los indicadores y el informe de cierre del abordaje de este Juzgado. Referencia interna: 1741-20. También está pendiente el análisis de carga de trabajo de esa oficina y la posibilidad de especializar un recurso en adopciones. Referencia interna 1916-2021.
También determinar la asignación definitiva de la plaza de Auxiliar de Servicios Generales actualmente compartida entre el Juzgado de Niñez y el Juzgado Contra la Violencia del Primer Circuito Judicial de San Jose. Referencia interna: 1687-2021.


Ampliación competencias de los actuales Juzgados de Violencia Doméstica 

Se prevé un posible incremento en la entrada en los Juzgados que atienden Violencia Doméstica por 2 razones:
Primero, deberán conocer los nuevos procesos de protección cautelar de violencia intrafamiliar, personas adultas mayores y personas con discapacidad, pero se desconoce cuál sería su alcance. 
El artículo 121 bis del CPF indica que los Juzgados de Violencia Doméstica y de Protección Cautelar conocerán de:
1) Todo lo relativo a los procesos de protección cautelar de violencia intrafamiliar, personas adultas mayores y personas con discapacidad.
2) Los demás asuntos que estipule la ley.
En los lugares en los cuales no existe juzgado de Violencia Doméstica, estos asuntos serán tramitados por los juzgados de Familia, y donde tampoco existen estos despachos, se conocerán en los juzgados contravencionales, salvo decisión específica de la Corte Suprema de Justicia.”.

Segundo: Deberán conocer los procesos de Violencia Doméstica contra personas adultas mayores, aunque la persona imputada no sea su familiar.

Según lo indicado por el Lic. Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor en la materia, actualmente los procesos de Violencia Doméstica en donde media una relación de familiaridad se tramitan en los Juzgados de Violencia y en los que no existe esa relación o se trate de otro tipo de situaciones en donde se encuentre una persona adulta mayor como denunciante o parte ofendida (problemas vecinales); se tramitan en los Juzgados Contravencionales del país.  

Por lo que se prevé una disminución en la entrada de asuntos en materia de Faltas y Contravenciones y un incremento en materia de Violencia Doméstica. 

La oficina modelo de Violencia Doméstica, se está construyendo en este momento con el aporte de las personas juzgadoras. Referencia interna: 1690-21. 
Así como la construcción de parámetros y nuevos indicadores para los PISAV e informe de cierre de abordaje de estas plataformas. Referencia interna: 2125-2021.

Derogación de la Ley de Pensiones Alimentarias. El CPF establece la derogatoria en su totalidad de la Ley 7654 del 19 de diciembre de 1996 (la actual Ley de Pensiones Alimentarias).
Esto significa que a partir de la entrada en vigencia del CPF, los procesos de Pensiones Alimentarias dejarán de tramitarse con la ley especial vigente y se regirían por la normativa procesal del CPF.

Juzgados de Familia por Ministerio de Ley. El CPF adiciona a la Ley Orgánica del Poder Judicial el artículo 119 bis que dispone la creación de Juzgados de Familia por Ministerio de Ley para conocer los asuntos sumarios de Familia. 

“Artículo 119 bis- Juzgados de Familia por ministerio de ley

En los lugares que determine la Corte Suprema de Justicia, por no existir Juzgado
de Familia, la tramitación de los siguientes asuntos podrá ser conocidos en primera instancia por los juzgados contravencionales que se designen:
1)Los procesos resolutivos familiares y su ejecución, cuya resolución final no produce cosa juzgada material, salvo la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental.
2) Las diligencias de protección cautelar referidas a personas menores de edad.
3) Los asuntos de petición unilateral.
4) La diligencia de comunicación que establece el artículo 32 de la Ley N.º 7739, Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 1998.
5) Los demás asuntos que estipule la ley.”.

Sobre este tema, se contempla dentro de los entregables del Proyecto de Implementación del CPF, un estudio adicional con la propuesta de creación de estos Juzgados por Ministerio de Ley en los actuales Juzgados Contravencionales.

Este estudio se estima será remitido a Corte Plena para aprobación en el primer semestre 2022. Referencia interna: 1681-2021.

Fondo para el pago transitorio de la obligación alimentaria. El artículo 286 dispone la creación de un fondo para el pago transitorio de la obligación alimentaria. 

[bookmark: _Hlk62560647]“Artículo 286- Fondo para el pago transitorio de la obligación alimentaria. Se crea el Fondo de Pensiones Alimentarias para cubrir cualquiera de las obligaciones alimentarias que se encuentren pendientes de pago, total o parcialmente, que por razones debidamente justificadas ante el juzgado de pensiones respectivo no hayan podido ser cubiertas por la persona deudora.

Para administrar dicho Fondo, la Corte Suprema de Justicia designará el órgano o departamento competente para tales efectos. Sus recursos provendrán del quince por ciento (15%) de los dineros y los intereses por ellos generados, de los depósitos judiciales en cuentas bancarias, certificados a plazo o cualquier otro producto financiero en cualquier tipo de moneda, que provengan de procesos judiciales concluidos o abandonados, previamente así declarados por la autoridad judicial correspondiente.

El porcentaje indicado en el párrafo anterior deberá aplicarse sobre la totalidad de los recursos existentes al momento de entrar en vigencia la presente ley, y su giro se hará por única vez.

Estos recursos serán utilizados como fondos reembolsables para el pago de la obligación alimentaria y podrán ser utilizados por cualquier persona deudora alimentaria que posea un título de propiedad sobre bienes muebles e inmuebles que pueda ser colocado como garantía real. Para los bienes inmuebles se utilizará la valoración efectuada por la municipalidad correspondiente y, en el caso de los bienes muebles, el valor fiscal del Ministerio de Hacienda.
Los montos que sean desembolsados por el Fondo, a favor de la persona deudora que califique y lo haya solicitado formalmente, devengarán intereses correspondientes a la tasa básica pasiva del Banco Central. En caso de incumplimiento, se seguirá lo dispuesto en la Ley N.º 8624, Ley de Cobro Judicial, de 1 de noviembre de 2007.”.

Respecto a la operativización del fondo, la Dirección de Planificación emitió el oficio 1937-PLA-EV-2020 el cual fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 119-2020 celebrada el 15 de diciembre de 2020, artículo LXVI. 

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 1937-PLA-EV-2020 de 1 de diciembre de 2020, suscrito por el máster Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación, en el que remitió el informe del máster Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe interino del Subproceso de Evaluación, relacionado con el “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia”, que considera las acciones a seguir para la implementación de la Ley 9747, concretamente, en lo relativo a la operativización de lo dispuesto en el artículo 286 de la Ley 9747 “Código Procesal de Familia”. 2.) Acoger en todos sus extremos las recomendaciones supra, en consecuencia: a.) Ordenar las coordinaciones necesarias a los entes responsables, a saber, Dirección Ejecutiva, Dirección Jurídica, Departamento Financiero Contable, así como al gestor en materia de familia, a efecto, de que atiendan los puntos destacados como recomendaciones en el presente oficio e informen a este Consejo Superior lo que corresponda. 

 La Dirección de Planificación tomará nota para los fines consiguientes.”.

Igualmente, se reiteró la necesidad de reglamentar este artículo mediante informe de la Dirección de Planificación 979-PLA-MI-2021 del 30 de agosto del 2021, aprobado por el Consejo Superior en sesión 79-2021 celebrada el 9 de setiembre de 2021, artículo XXXIX. 

“Se acordó: Tener por recibido el oficio N° 979-PLA-MI-2021 DEL 30 de agosto del 2021, suscrito por el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, y hacerlo de conocimiento de la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia, las Direcciones Jurídica, Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, para que valoren la posibilidad de elaborar en conjunto la reglamentación pertinente para operativizar el referido artículo, en caso de que la reforma al mismo (que eventualmente se presente) no sea aprobada por la Asamblea Legislativa antes del 01 de octubre 2022.”

Despachos y oficinas judiciales involucradas

Se establece que el CPF tendrá incidencia directa sobre algunos despachos y oficinas judiciales que conforman los tres ámbitos de acción institucionales (Jurisdiccional, Auxiliar de justicia y Administrativo). A continuación, se enumeran las dependencias judiciales involucradas en la normativa procesal.

4.1	Ámbito Jurisdiccional

El CPF está dirigido mayormente a regular la labor de los despachos que en la actualidad son competentes en las materias de Familia y Pensiones Alimentarias, mediante la entrega de una herramienta jurídica específica para tramitar los procesos de esas jurisdicciones. De esta forma, se busca prescindir (o bien reducir de forma significativa) la utilización de otras normativas procesales vigentes, como por ejemplo la ley 7130 “Código Procesal Civil”. 

Asimismo, el CPF incluye a los juzgados de Violencia Doméstica al incorporar la protección cautelar como un nuevo tipo de proceso dentro de sus competencias vigentes.

En términos generales, los despachos judiciales involucrados en esas tres materias serían:  
Cuadro 3 
Cantidad de despachos jurisdiccionales involucrados en el Código Procesal de Familia
	[bookmark: OLE_LINK10][bookmark: OLE_LINK9]Materia
	[bookmark: RANGE!C3]Especializados
	Mixtos y Contravencionales
	Total

	Familia
	14
	17*
	31

	Violencia Doméstica
	12
	62
	74

	Pensiones Alimentarias
	12
	64
	76

	[bookmark: _Hlk97267091]Total
	38
	143
	181


[bookmark: _Hlk93930185]Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
*Se incluye la Sala Segunda y el Tribunal de Familia
De los 181 despachos, se debe aclarar que se identifican 63 despachos con competencia en dos materias, ya sea Familia y Violencia Doméstica, o bien Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica. Por lo anterior, al excluirlos del dato global, se obtiene que en la realidad la totalidad de despachos judiciales implicados en el Código Procesal de Familia se estima en 118 juzgados. 
En el siguiente cuadro se muestran los 118 despachos de Familia, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias en el país, incluyendo los Juzgados Contravencionales, ya que en el caso que en la zona no haya despacho de Familia, o Violencia Doméstica estos asumirían el caso. 

Cuadro 4 
Despachos jurisdiccionales involucrados en el 
Código Procesal de Familia según Circuito al que pertenecen
	Circuito
	Materia

	
	Familia
	Violencia Doméstica
	Pensiones Alimentarias

	I Circuito Judicial de San José
	1.Tribunal de Familia
	
	

	
	Sala Segunda
	
	

	
	2.Juzgado Primero de Familia de San José
	3.Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. San José
	4.Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. San José

	
	5.Juzgado Segundo de Familia de San José
	
	

	
	6. Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	
	

	
	7.Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal
	8.Juzgado Contravencional Puriscal

	
	
	9.Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica Escazú

	
	
	10.Juzgado Contravencional Santa Ana

	
	
	11.Juzgado Contravencional Mora

	
	
	12.Juzgado Contravencional Turrubares

	II Circuito Judicial de San José
	13.Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	14.Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. San José (Goicoechea) y Turno extraordinario
	15.Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. San José (Goicoechea) 

	III Circuito Judicial de San José
	16.Juzgado de Trabajo y Familia de Hatillo, San Seb. y Alajuelita
	17.Juzgado Violencia Doméstica Hatillo, San Sebas. y Alajuelita
	18.Juzgado Contravencional Hatillo

	
	
	
	19.Juzgado Contravencional San Sebastián

	
	
	
	20.Juzgado Contravencional Alajuelita

	
	21.Juzgado Familia III Circ. Jud. De San José (Desamparados)
	22.Juzgado Violencia Doméstica III Circ. Jud. San José (Desamparados)
	23.Juzgado Pensiones Alimentarias III Circ. Jud. San José (Desamparados)

	
	
	24.Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica Pavas (PISAV)

	
	
	25.Juzgado Contravencional Aserrí

	
	
	26.Juzgado Contravencional Acosta

	I Circuito Judicial de Alajuela
	27.Juzgado Familia del I Circ. Jud. de Alajuela
	28.Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Alajuela
	29.Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Alajuela

	
	
	30.Juzgado Contravencional Poás

	
	
	31.Juzgado Contravencional Atenas

	
	
	32.Juzgado Contravencional San Mateo

	
	
	33.Juzgado Contravencional Orotina

	II Circuito Judicial de Alajuela
	34.Juzgado Familia del II Circ. Jud. de Alajuela (San Carlos)
	35.Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos)
	36.Juzgado Contravencional y Pens. Alimen. II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos)

	
	37.Juzgado Civil, Trabajo y Familia del II Circuito Judicial de Alajuela sede Upala
	38.Juzgado Contravencional Upala

	
	
	39.Juzgado Contravencional Los Chiles

	
	
	40.Juzgado Contravencional Guatuso

	
	
	41.Juzgado Contravencional La Fortuna

	III Circuito Judicial de Alajuela
	42.Juzgado de Familia y Viol. Doméstica Grecia
	43.Juzgado de Cobro, Contravencional Grecia

	
	44.Juzgado Familia y Viol. Dom. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón)
	45.Juzgado Contr. y Pens. Alimen. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón)

	
	
	46.Juzgado Contravencional Zarcero

	
	
	47.Juzgado Contravencional Valverde Vega

	
	
	48.Juzgado Contravencional Naranjo

	
	
	49.Juzgado Contravencional Palmares

	Circuito Judicial de Cartago
	50.Juzgado Familia Cartago
	51.Juzgado Violencia Doméstica Cartago
	52.Juzgado Pensiones Alimentarias Cartago

	
	53.Juzgado Fam. Pen. Juv. y Viol. Domést. Turrialba
	54.Juzgado Contravencional Turrialba

	
	
	55.Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica La Unión (PISAV)

	
	
	56.Juzgado Contravencional Tarrazú, Dota y León Cortés

	
	
	57.Juzgado Contravencional Paraíso

	
	
	58.Juzgado Contravencional Alvarado

	
	
	59.Juzgado Contravencional Jiménez

	Circuito Judicial de Heredia
	60.Juzgado Familia Heredia
	61.Juzgado Violencia Doméstica Heredia
	62.Juzgado Pensiones Alimentarias Heredia

	
	63.Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Sarapiquí
	64.Juzgado Pensiones Alimentarias Sarapiquí

	
	
	65.Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica San Joaquín de Flores (PISAV)

	
	
	66.Juzgado Contravencional Sto. Domingo

	
	
	67.Juzgado Contravencional San Rafael

	
	
	68.Juzgado Contravencional San Isidro

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	69.Juzgado de Familia y Viol. Dom. I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)
	70.Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)

	
	71.Juzgado Fam. Penal Juv. y Viol. Domést. Cañas
	72.Juzgado Contravencional Cañas

	
	
	73.Juzgado Contravencional Bagaces

	
	
	74.Juzgado Contravencional de La Cruz

	
	
	75.Juzgado Contravencional de Tilarán

	
	
	76.Juzgado Contravencional Abangares

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	77.Juzgado Familia y Violencia Doméstica II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)
	78.Juzgado Pens. Alimen. II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)

	
	79.Juzgado de Familia y Violencia Doméstica Santa Cruz
	80.Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias Santa Cruz

	
	
	81.Juzgado Contravencional Nandayure

	
	
	82.Juzgado Contravencional Carrillo

	
	
	83.Juzgado Contravencional Hojancha

	
	
	84.Juzgado Contravencional Jicaral

	Circuito Judicial de Puntarenas
	85.Juzgado Familia Puntarenas
	86.Juzgado Violencia Doméstica Puntarenas
	87.Juzgado Pensiones Alimentarias Puntarenas

	
	88.Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Quepos
	89.Juzgado Contravencional Quepos

	
	
	90.Juzgado Contravencional Parrita

	
	
	91.Juzgado Contravencional Esparza

	
	
	92.Juzgado Contravencional Montes de Oro

	
	
	93.Juzgado Contravencional Garabito

	
	
	94.Juzgado Contravencional Cóbano

	
	
	95.Juzgado Contravencional Monteverde

	I Circuito Judicial de Zona Sur
	96.Juzgado Familia del I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	97.Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	98.Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)

	
	99.Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires
	100.Juzgado Contravencional Buenos Aires

	II Circuito Judicial de Zona Sur
	101.Juzgado Familia y Violencia Doméstica II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores)
	102.Juzgado Contravencional II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores)

	
	103.Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Golfito
	104.Juzgado Contravencional Golfito

	
	105.Juzgado Civil, Trabajo y Familia Osa
	106.Juzgado Contravencional de Osa

	
	
	107.Juzgado de Cobro y Contravencional de Golfito, Sede Puerto Jiménez

	
	
	108.Juzgado Contravencional de Coto Brus

	I Circuito Judicial de Zona Atlántica
	109.Juzgado Familia del I Circ. Jud. Zona Atlántica
	110.Juzgado de Violencia Doméstica del I Circ. Jud. de la Zona Atlántica (Limón)
	111.Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón)

	
	
	112.Juzgado Contravencional Bribrí

	
	
	113.Juzgado Contravencional Matina

	II Circuito Judicial de Zona Atlántica
	114.Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí)
	115.Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. de la Zona Atlántica (Pococí)
	116.Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí)

	
	
	117.Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica Siquirres

	
	
	118.Juzgado Contravencional Guácimo


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.


4.2. Ámbito Auxiliar de Justicia

[bookmark: _Hlk34910649]A la fecha la Defensa Pública cuenta con 45 oficinas distribuidas en los 15 circuitos judiciales del país, según datos aportados por la Administración de esa dependencia.

Respecto a la Defensa Pública en materia de Pensiones Alimentarias (incluida la población indígena[footnoteRef:41] y la asignación de plazas que pudiera eventualmente hacer la Defensa en Tarrazú) la Corte Plena en sesión 31-2020 celebrada el 2 de junio del 2020, artículo II aprobó la inclusión en el presupuesto extraordinario 2021 de la Institución 33 plazas[footnoteRef:42] de Defensora o Defensor Público: [41:  Adicionalmente hay un análisis de la necesidad de recurso por la Ley 9593 (población indígena). ]  [42:  Respecto al criterio técnico que recomendó 33 plazas, se remonta al informe de la Dirección de Planificación 34-PLA-EV-2017, en donde se consideró el servicio para la parte actora conforme al proyecto de ley del expediente 19455 que estaba en la Asamblea Legislativa pendiente de ser convocado por el Poder Ejecutivo para su respectiva discusión y aprobación.   ] 


“Sin objeción de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se dispuso: 1.) Aprobar la propuesta planteada por el magistrado Salazar Alvarado, en el sentido de autorizar al Presidente de la Corte y a la señora Vicepresidenta de la Corte para que tomen las decisiones que estime pertinentes, respecto a señalar a la Subcomisión de Asuntos Hacendarios de la Asamblea Legislativa, lo concerniente en cuanto lograr la aprobación del presupuesto del Poder Judicial 2021, así como las posibles negociaciones que se formulen, las que se harán de conocimiento del Consejo Consultivo de emergencia conformado con los Presidentes de las Salas, como respaldo a las decisiones que se tomen, a cuyos efectos cuando lo estime pertinente se hará acompañar de las diferentes direcciones, así como de la señora Fiscala General de la República, del señor Director del Organismo de Investigación Judicial y de la señora Directora de la Defensa Pública. Lo anterior, en el entendido de que posteriormente se hará de conocimiento de esta Corte. 2.) Agradecer y reconocer el trabajo realizado por los integrantes del Consejo Superior, las Direcciones de Planificación, Ejecutiva, Gestión Humana y Tecnología de la Información, que colaboraron en la elaboración del Proyecto de Presupuesto del Poder Judicial para el 2021. 3.) Se declaran acuerdos firmes todos los acuerdos adoptados en esta sesión.

La Dirección de Planificación tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”.

Para el 2022, igualmente se mantuvo esta necesidad de plazas, sin embargo el Ministerio de Haciendo incorporó en el proyecto de presupuesto 2022, solamente 17 plazas (15 ordinarias y 2 para personas de pueblos indígenas). Este recurso adicional conforme a lo indicado en el informe 389-PLA-RH-MI-2021 debe ser considerado por la Defensa Pública para solventar la necesidad planteada por la misma Defensa Pública, mediante oficio JEFDP-06-2020 (referencia interna 53-2020):

“El Departamento de Auditoría, realizó el estudio denominado  “Estudio operativo en las oficinas regionales de la Defensa Pública”, cuyo objetivo era evaluar si la capacidad operativa de las Defensas Regionales permitía realizar los procesos más relevantes a su cargo en forma ágil y sin mayor afectación de los servicios prestados, con el fin de determinar si dichas oficinas se desempeñan con eficiencia y eficacia razonables.
 
En virtud de ello, en fecha 16 de diciembre de 2019, se rindió el informe número No. 1516-59-SAEE-2019, cuya recomendación final a la Jefatura de la Defensa Pública refiere:
“4.1 Promover acciones formales ante la Dirección de Planificación tendientes a garantizar el servicio de asistencia legal en la materia de pensiones alimentarias para las personas usuarias en la localidad de Tarrazú, a fin de hacer efectivos sus derechos legítimos.  “	
En virtud de lo expuesto y siendo que: 
 1) Esta Jefatura ha analizado la necesidad existente en la Defensa Pública de Tarrazú de brindar el servicio en materia de pensiones alimentarias y que valoradas las posibilidades a lo interno no cuenta la Defensa Pública con posibilidades institucionales de dotar a dicha oficina de un profesional defensor público para la atención en materia de pensiones alimentarias, y
 2) Tomando en cuenta la recomendación brindada por el Departamento de Auditoría y que su plazo de cumplimiento es inmediato:
Se solicita respetuosamente se realicen los estudios técnicos respectivos para la creación de una plaza de pensiones alimentarias en la Defensa Pública de Tarrazú por tratarse de la atención de una materia sensible cuyo servicio está dirigido mayoritariamente a población en situación de vulnerabilidad como son mujeres, personas menores de edad o adultas mayores, personas en situación de discapacidad, todas con situación de pobreza.”.
Para el 2023, la incorporación en el presupuesto de las restantes 18 plazas de Defensor Público (35 solicitadas inicialmente por la Defensa Pública – 17 incluidas en el presupuesto 2022), dependerá de lo que apruebe la Corte Plena para este proceso de formulación y con las 17 plazas que se le inyectaron en el presupuesto del año 2022 deberá priorizar las necesidades detectadas la Jefatura de la Defensa Pública
4.3. Ámbito Administrativo

En la actualidad el Departamento de Trabajo Social y Psicología se encarga de elaborar los dictámenes periciales solicitados por los despachos y oficinas judiciales, entre ellos los juzgados que conocen los procesos familiares.

[bookmark: _Hlk34905905]A la fecha el Departamento de Trabajo Social y Psicología está conformado por 28 oficinas regionales distribuidas en los 15 circuitos judiciales del país, según datos aportados por esa dependencia. Este servicio debe ser analizado profundamente por la Jefatura de este Departamento, ya que los plazos de duración de los mismos, está dilatando la oportuna respuesta de la resolución de los expedientes judiciales.
Información relevante materia Familia
Análisis estadístico Juzgados Especializados de Familia

A continuación, se muestra el detalle estadístico de los Juzgados Especializados de Familia del país del periodo 2017-2021. Se considera el 2020 para efectos de estimaciones, un periodo atípico, cuyo comportamiento no refleja la normalidad de las oficinas debido a la emergencia nacional por la pandemia por Covid-19. 

Análisis de la entrada, salida y circulante final

En los siguientes gráficos se muestran las variables estadísticas de la entrada, salida y circulante final de los Juzgados Especializados de Familia a nivel nacional, durante el periodo del 2017 al 2021.

Gráfico 1
Movimiento histórico de la entrada en asuntos nuevos y reentrados en los Juzgados Especializados de la materia de Familia, del 2017 al 2021

                Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística 
          del 2017 al 2021. Los años 2017 y 2018 se pudieron ver afectados en la entrada de asuntos por 
          el impacto en la huelga nacional y el periodo 2020 por la pandemia del Covid-19. 

De la información del gráfico anterior, se observa que la cantidad entrada de asuntos nuevos y los reentrados no es constante, el mayor ingreso se presentó en el 2021 con 24 095 asuntos, lo que evidencia la reactivación de los servicios luego de reportar en 2020 la entrada más baja del quinquenio,  con 20 244 casos para una diferencia de un 16% de casos nuevos adicionales en el 2021 con respecto al 2020. Sin embargo, se considera el 2020 un periodo atípico, dado que su comportamiento no refleja la normalidad de las oficinas debido a la emergencia nacional por la pandemia por Covid-19, el resto de los años la entrada estuvo por encima de los 21 000 asuntos

En cuanto a los expedientes reentrados en el 2020 se registraron 1 120 casos y para el 2021 un total 1 144 reentrados, una diferencia de 24 casos, lo que representa un 2% de incremento, como se indicó líneas arriba, el 2020 no refleja la normalidad de los despachos, debido a la emergencia nacional por la pandemia del Covid-19. 

Al analizar el comportamiento de la entrada de asuntos nuevos de los últimos cinco años, se visualiza un aumento de 1 663 asuntos de 2017-2021 (crecimiento de un 7%); además, durante el periodo 2021 se crearon 205 legajos de ejecución. Por último, se finalizó el 2021 con un circulante de 15 000 casos activos, (631 casos menos que su antecesor el 2020). 

Cabe destacar que la realización de inventarios a partir del 2020 incluyó no solo principales como se hacía hasta antes de esa fecha, sino también en legajos e incidentes; lo anterior como parte del inventario anual en la materia y además como una de las tareas asociadas a la depuración de la información en los sistemas de conformidad con las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República. 

Como parte de las acciones institucionales para garantizar la depuración de la información a partir del 2020, dentro del informe de inconsistencias mensual de los despachos, se incluyeron 5 variables adicionales de revisión obligatoria (comunicado mediante circular 191-2020).
 
Expedientes con fecha de entrada mayor a la fecha de término
Expedientes donde la clase de asunto asignada no corresponde a las aprobadas por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia. 
Expedientes donde el procedimiento asignado no corresponde a los aprobados por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia.
Expedientes donde el principal se encuentra cerrado estadísticamente, pero tiene un incidente o legajo de apremio que se está tramitando.
Expedientes donde la fecha de pase a fallo sea menor a la fecha de dictado de sentencia.

Para monitorear con mayor detalle la materia a partir del 2020, se creó el reporte “Informe de Inconsistencias para Familia y Pensiones Alimentarias” en la plataforma SIGMA; además de un cambio en la fórmula estadística (comunicado mediante circular 207-2020).

Ilustración 2
Contenido del reporte “Informe de Inconsistencias para Familia y Pensiones Alimentarias”, existente en Sigma a partir del 2020

Fuente: SIGMA.

En el siguiente gráfico, se visualiza la entrada de incidentes y segunda instancia, en los Juzgados Especializados de Familia, del periodo 2018 al 2021; es importante indicar, que los cálculos solo contemplan estos años, debido a que los datos se registran a partir del 2018.
Gráfico 2
Movimiento histórico de la entrada en asuntos como segunda instancia en Pensiones Alimentarias e incidentes en los Juzgados Especializados de la materia de Familia, del 2018 al 2021

[bookmark: _Hlk95104453]Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística 
 del 2017 al 2021 (los datos de incidentes y segunda instancia se registran a partir del 2018).
Nota: Los datos de incidentes del periodo 2021 corresponden a 9 meses.

Como se muestra en el gráfico anterior, en 2018 el promedio de entrada mensual de incidentes fue de 38 casos por mes, y para el 2021 fue de 50 casos, lo que representa un incremento mensual de un 32% (12 incidentes). En lo que corresponde al comportamiento en la entrada de casos en segunda instancia, se dio una disminución del 11% entre 2018 y 2021. 

A continuación, se detalla la distribución de la entrada por persona juzgadora, en los Juzgados Especializados de Familia del país, durante el periodo del 2017 al 2021.


Cuadro 5
Movimiento histórico de la entrada por persona juzgadora en los Juzgados Especializados de la materia de Familia, del 2017 al 2021
 
	Motivo de Entrada
	Promedio Anual
	Porcentaje Promedio de Entrada
	Entrada mensual por persona juzgadora 

	Principal
	2059
	78%
	65,36

	Segunda Instancia
	410
	16%
	13,02

	Reentrados
	125
	5%
	3,97

	Incidentes
	47
	2%
	1,48

	Total
	2640
	100%
	84


[bookmark: _Hlk95567173]Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística del 2017 al 2021 (los datos de incidentes y segunda instancia se registran a partir del 2018. Los datos de entrada de incidentes para 2021 corresponden a 9 meses por lo que se revisó el promedio mensual para ese año).
De la información del cuadro anterior, durante el periodo en análisis, se tiene un promedio anual de ingreso de 2 640 asuntos, de los cuales un 78% corresponde a la entrada de asuntos nuevos, seguido de un 16% de los asuntos de segunda instancia, un 5% son expedientes reentrados y por último, un 2% de incidentes; para un ingreso por persona juzgadora de 84 expedientes mensuales, donde se contabilizó 35 personas juzgadoras destacas en despachos especializados en materia de Familia.

Distribución de la entrada por tipo de Proceso

En el siguiente gráfico se muestra la distribución de la entrada por el tipo de proceso en los Juzgados Especializados de Familia, durante el periodo del 2017 al 2021.

Cuadro 6 
Distribución de la entrada promedio por tipo de asunto en 
los Juzgados Especializados de la materia de Familia, del 2017 al 2021
	Tipo de casos entrados
	Promedio anual de entrada 2017 a 2021
	Porcentaje

	Divorcio o separación judicial por mutuo acuerdo
	8696
	35,31%

	Divorcio
	2450
	9,95%

	Interrelación familiar (régimen de visitas)
	1680
	6,82%

	Solicitud de matrimonio
	274
	1,11%

	Otros (otros + asuntos con menos de 100 casos por año)
	886
	3,60%

	Reconocimiento de hija o de hijo de mujer casada no contencioso
	745
	3,02%

	Guarda crianza y educación
	713
	2,90%

	Celebración de matrimonio
	854
	3,47%

	Depósito judicial
	854
	3,47%

	Autorización salida del país
	424
	1,72%

	Salvaguardia
	829
	3,37%

	Impugnación de paternidad
	394
	1,60%

	Reconocimiento unión de hecho
	416
	1,69%

	Impugnación de reconocimiento
	327
	1,33%

	Investigación de paternidad
	316
	1,28%

	Declaratoria judicial de abandono
	314
	1,28%

	Diligencia utilidad y necesidad
	323
	1,31%

	Declaratoria de extramatrimonialidad
	222
	0,90%

	Proceso Especial de Protección
	304
	1,23%

	Adopción
	235
	0,96%

	Suspensión de responsabilidad parental
	358
	1,45%

	Separación Judicial
	151
	0,61%

	Modificaciones de fallo (Patria Potestad)
	370
	1,50%

	Actividades de sedes extrajudiciales
	176
	0,71%

	Comunic. Art.32 CDNA (P.A.N.I.)
	319
	1,30%

	Nulidad de matrimonio
	171
	0,69%

	Liquidación anticipada de bienes gananciales
	136
	0,55%

	Otros Ordinarios
	165
	0,67%

	Suspensión Patria Potestad
	297
	1,20%

	Divorcio por mutuo consentimiento de casa de justicia
	354
	1,44%

	Declaratoria de paternidad / maternidad
	138
	0,56%

	Conflicto de responsabilidad parental (art 151 CF)
	204
	0,83%

	Declaratoria de hijo extramatrimonial
	162
	0,66%

	Afirmación de paternidad
	143
	0,58%

	Ejecución de Sentencia No Clasificada
	113
	0,46%

	Ejecución del Derecho de Ganancialidad
	116
	0,47%

	Total
	24626
	100%


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística del 2017 al 2021.
El cuadro anterior resume la distribución promedio de la entrada de los casos por tipo de asunto durante los últimos cinco años en la materia de Familia; se visualiza que el tipo de asunto con mayor cantidad es el Divorcio por mutuo acuerdo o separación judicial por mutuo acuerdo con 8 696 casos, lo que representa un 35,31%, seguido del Divorcio con 2 450 expedientes equivalentes a un 9,95%, en tercer lugar están los asuntos de Interrelación familiar (régimen de visitas) con 1 680 expedientes para un 6,82%, y por último, se tienen todos los demás procesos como: depósito judicial (3,47%), celebración de matrimonio (3,47%), salvaguardia (3,37%), reconocimiento de hija o de hijo de mujer casada no contencioso (3,02%); entre otros, se agruparon en un solo dato los demás procesos que corresponde a “Otros asuntos” o que su entrada anual es menor de 100 casos, para un total de 886 asuntos que sumados representan un 3,60% de la entrada según el tipo de asunto.

Es importante mencionar que a partir del 28 de mayo de 2020 se previó un aumento en los matrimonios registrados y divorcios por la posibilidad legal de realizar uniones de personas del mismo sexo, sin embargo, al revisar la estadística de 2020 no se hace una diferenciación en estos matrimonios, por lo tanto, no es posible contabilizarlos, sin embargo, se consultó al Juez Gestor en la materia el Licenciado Cristian Martínez Hernández quién indicó que la cantidad de matrimonios celebrados en los Juzgados de Familia entre personas del mismo sexo es mínima, y que a partir de la entrada en vigencia de la Ley 9747, los matrimonios ya no se celebrarían en instancia judicial.

Desglose de terminados

Seguidamente se muestra el desglose de los asuntos terminados en los Juzgados Especializados de Familia, durante el periodo del 2017 al 2021.

[bookmark: _Hlk31786305]Gráfico 3
Movimiento histórico de los asuntos terminados e inactivos en los Juzgados Especializados de la materia de Familia, del 2017 al 2021


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística 
 del 2017 al 2021. Los casos inactivos son aquellos expedientes que tengan seis meses (en expedientes principales) o un mes (en procesos incidentales) de no cumplir con las prevenciones hechas a la parte promovente del proceso para proseguir el mismo. Cuando la parte no impulsa el proceso por más de tres meses.

En cuanto a la cantidad de asuntos terminados e inactivos en los Juzgados Especializados de Familia, durante los últimos cinco años, no es constante, el 2021 registró la mayor cantidad de asuntos terminados con 24 299; la menor producción se presentó durante el 2020 con 19 903 asuntos finalizados, o sea en el 2019 se finalizaron 4 396 menos asuntos que en el 2021; sin embargo, se reitera que para el 2020 la actividad judicial se puedo ver afectada por la pandemia del Covid-19.

En cuanto a los casos inactivos durante el 2017 se registraron en total 1 858 expedientes y la menor cantidad se presentó en el 2021; con 191 asuntos menos en comparación con el 2017. 

Al analizar la cantidad de asuntos totales finalizados (terminados + inactivos), se considera que la huelga que sufrió el país durante setiembre y octubre de 2018, aproximadamente y la pandemia del Covid 2020 durante el 2020, pudo afectar la producción de los Juzgados durante estos años, ya que se visualiza una disminución en la cantidad de asuntos fenecidos durante estos años en comparación con sus antecesores; el porcentaje de salida para el 2018 fue de un 5% menos que su antecesor el 2017 y para el 2020 fue de un 13% menos que el 2019; sin embargo, la situación cambia para el 2021 y aumenta un 17% en comparación con el 2020.

Se resalta que los casos inactivos corresponden a aquellos expedientes que tengan seis meses (en expedientes principales) o un mes (en procesos incidentales) de no cumplir con las prevenciones hechas a la parte promovente del proceso para proseguir el mismo. Por otra parte, se aclara que la inactividad se establece en las actividades judiciales no contenciosas, ejecuciones de sentencias y procesos con pretensiones relacionadas a personas menores de edad; además que el término “inactivo” es de carácter estrictamente estadístico y se utiliza para depurar el sistema informático. 

En el siguiente gráfico se detalla, la cantidad de asuntos terminados en incidentes y en segunda instancia por los Juzgados Especializados de Familia, durante el periodo del 2018 al 2021; se aclara que estos datos se registran a partir del 2018.

Gráfico 4
Movimiento histórico de los asuntos terminados en segunda instancia e incidentes en los Juzgados Especializados de la materia de Familia, 
del 2018 al 2021

              Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística 
             del 2017 al 2021 (los datos de incidentes y segunda instancia se registran a partir del 2018 
            y los datos de los incidentes del 2021 corresponden a 9 meses).

En cuanto a la cantidad de asuntos que se resolvieron en segunda instancia, se tiene un aumento de 163 (3%) asuntos más en el 2021 en comparación con su antecesor el 2020. En cuanto a los incidentes, se tiene un decrecimiento de un 43% con relación a su antecesor el 2020 (para efectos del cálculo se tomó en cuenta que en 2020 en promedio se terminaron 70 incidentes por mes y en 2021 fueron 49).

A continuación, se detalla la cantidad de asuntos finalizados por persona juzgadora, en los Juzgados Especializados de Familia del país, durante el periodo del 2018 al 2021. 

Cuadro 7
Movimiento histórico de la salida por persona juzgadora en los Juzgados 
Especializados de la materia de Familia, del 2017 al 2021
	Motivo de termino
	Promedio Anual
	Promedio mensual de Terminado 
	Porcentaje Promedio de terminado
	Terminado por tipo por Juez por Mes 

	Divorcio o separación por mutuo
	24781
	781
	22%
	22,3

	Resoluciones por otros motivos de término
	13480
	248
	12%
	7,1

	Sentencia dictada
	41724
	769
	37%
	22,0

	Sentencia de segunda instancia
	20928
	487
	19%
	13,9

	Sentencias homologatorias
	9203
	170
	8%
	4,8

	Sentencia en Incidentes
	2189
	54
	2%
	1,6

	Total
	112 305
	2509
	100%
	71,7


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística del 2017 al 2021. Nota. Respecto a los datos reportados como sentencia dictada en 2018 y 2019, se realizó una depuración, ya que identificaron asuntos "de divorcio por mutuo" en esa categoría.

De la información del cuadro anterior, se visualiza que el promedio anual de casos terminados es de 112 305 (2 509 por mes) considerando 5 años, lo que equivale a 72 expedientes por persona juzgadora, el motivo de término más representativo es la Sentencia Dictada con un 37%, el Divorcio o separación por mutuo con un 22%, seguido de las sentencias de segunda instancia con 19%, las resoluciones por otros motivos de término con un 12% y las homologaciones e incidentes con un 8% y 2% respectivamente.

Al analizar, el ingreso y salida mensual por persona juzgadora, se tienen 84 y 72 asuntos respectivamente; lo que evidencia, que el personal juzgador no alcanza a terminar la cantidad de asuntos que ingresan. 

Al graficar en conjunto la entrada total de casos (entrados+ testimonio de piezas + reentrados), los terminados totales (terminados +inactivos) y el circulante al finalizar el periodo de 2017 a 2021 se obtiene que se terminan menos asuntos de los que entran nuevos cada año. La mayor diferencia entre lo entrado y lo terminado se reportó en 2018, con una diferencia de 889 casos, lo que produjo un incremento en el circulante de 13 698 en el 2017 a 14 443 expedientes en 2018, como se muestra en el siguiente gráfico. 
Sin embargo, al considerar el 2021, un año en donde las oficinas están haciendo esfuerzos para reactivar los servicios, en donde desde el 2020 la institución aprueba protocolos para la celebración de audiencias por medios electrónicos, entre otros, se logra observar que para el 2020 y 2021 son los únicos 2 años en donde se logró cubrir la entrada. Incluso para 2021, se reportó una disminución en circulante de 975 asuntos.  

Gráfico 5 
Entrado total, terminado total y circulante
de 2017 a 2021, Juzgados Especializados en materia Familia

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística 
del 2017 al 2021.

Plazos por tipo de proceso

Los rangos de duración corresponden al plazo legal, o se encuentran dentro del criterio experto según informe 1212-PLA-EV-2020, aprobado por Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI-Circulares 96-2021 y 213-2021
Ilustración 3
Plazos legales y según criterio experto 


Fuente. Circular 213-2021.

Cabe mencionar que como oportunidad de mejora se gestionó con la Dirección de Tecnología de la Información desde el 2020, la creación de un reporte en SIGMA para visualizar por código de colores aquellos rangos de duración que sobrepasan los parámetros legales o de criterio experto, de forma que las mismas oficinas se autogestionen y puedan dar atención a aquellas causas que superen los rangos estándar; tanto para la cejilla de duración de casos activos como la cejilla de duraciones de casos terminados. 

En cuanto a la duración de los procesos, para el 2020, en los Juzgados especializados en materia de Familia se registró una duración promedio de 12 meses; el proceso de ejecución cumplida es el más extenso con 20 meses, seguido del arreglo extrajudicial sin homologación con 26 meses, la caducidad 24 meses y 3 semanas, la inhibitoria / recusación / excusa 22 meses y 2 semanas, muerte de algunas de las partes 19 meses, la deserción 18 meses.

Cuadro 8 
Duración promedio y cantidad de casos terminados por tipo 
de proceso para los juzgados especializados en materia Familia 2020
	Tipo de Proceso
	Cantidad registrada en 2020
	Promedio de Duración (meses)

	Acuerdo homologado
	292
	9,0

	Acumulación
	297
	6,2

	Archivado
	665
	15,0

	Arreglo extrajudicial sin homologación
	40
	26,0

	Auto Sentencia
	40
	10,0

	Auto sentencia ( por divorcio o separación por mutuo)
	2 137
	3,3

	Caducidad
	2
	24,3

	Demanda inadmisible
	860
	5,3

	Deserción
	909
	18,0

	Desinterés de las partes
	362
	15,2

	Desistimiento
	900
	12,1

	Devuelto por trámite incompleto
	2
	2,3

	Ejecución cumplida
	71
	58,0

	Excepción previa
	4
	10,0

	Incompetencia
	1 351
	3,3

	Inhibitoria / Recusación / Excusa
	5
	22,2

	Matrimonio realizado o archivado
	580
	6,0

	Matrimonios realizados
	305
	4,1

	Muerte de algunas de las partes
	226
	19,0

	Por oposición, art 821 CPC
	8
	8,3

	Por solicitud de partes
	284
	11,2

	Por vencimiento de medida de protección
	73
	3,0

	Rechazado ad portas
	97
	3,3

	Rechazo de plano
	450
	7,0

	Resuelto por centro de conciliación
	55
	7,0

	Resuelto por RAC-Conciliación
	50
	11,2

	Sentencia dictada
	11 787
	14,1

	Sentencia homologatoria
	5 070
	6,0

	Sentencia por conciliación
	313
	9,3

	Otros
	52
	9,3

	 Total
	27 287
	 

	Promedio
	 
	12,0


                   Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación con 
                   base en datos Estadísticos del Subproceso de Estadística.

Se hace necesario ajustar los esfuerzos para reducir los tiempos de proceso, en miras de mejorar la respuesta a las personas usuarias y en línea con las recomendaciones emanadas por la Contraloría General de la República. Para ello de parte del Consejo Superior, se emitió la circular 96-2021 donde las oficinas tanto en materia de Familia como Pensiones Alimentarias, tienen la obligación de cada 3 meses generar este reporte, revisar los expedientes activos que presentan mayor duración en trámite (fase demanda-demostrativa-conclusiva) según plazo legal y criterio experto sin ser resueltos para que procedan a estar promoviendo una pronta resolución del proceso e incluso certificar al Subproceso de Estadística que esta revisión se realizó.. 

Circulante por fase 

A continuación, en el siguiente cuadro se detalla el circulante por fase en asuntos principales de los Juzgado Especializados de Familia, durante el periodo del 2017 al 2021.

Cuadro 9
Movimiento histórico del circulante por fase en los
 Juzgados Especializados de la materia de Familia, del 2017 al 2021
	Fase
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021
	Porcentaje en 2021

	Demanda
	11 159
	11 575
	12 560
	9 782
	9 991
	67%

	Demostrativa
	1 585
	1 662
	2 023
	4 427
	3 503
	23%

	Conclusiva
	752
	980
	876
	1152
	1263
	8%

	Ejecución
	202
	226
	186
	225
	198
	1%

	Sin Fase
	-
	-
	2
	47
	45
	0%

	Total 
	13 698
	14 443
	15 647
	15 633
	15 000
	100%


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística del 2017 al 2021.
Como se observa en el cuadro anterior, durante el periodo 2017 al 2019 se tiene un crecimiento, pero disminuye en los últimos dos años, pasando de 15 633 casos activos al finalizar el 2020 a 15 000 en 2021.  Como se mencionó en párrafos anteriores la pandemia nacional del Covid 19 pudo afectar el comportamiento durante el periodo 2020.

Para 2021, un 67% de los asuntos en circulante se encuentran en fase de demanda, un 23% en fase demostrativa, un 8% en conclusiva y un 1% en ejecución y se reportan 45 expedientes sin actualizar la fase en el sistema, por lo que se insta al personal de los despachos, sobre la importancia de mantener actualizada la información de los expedientes, ya que esta es insumo para la toma de decisiones.
Es importante mencionar que la Dirección de Planificación trabajó en la actualización y mejora de la Fórmula Estadística de materia de Familia, incluyendo el manual para su utilización. Los productos fueron enviados a Consejo Superior mediante el oficio 2043-PLA-ES-2019 (instructivo) y 186-PLA-ES-2020 (fórmula), el cual acordó en sesión 107-19 artículo XLVIII, celebrada el 10 de diciembre de 2019:

“Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe N°2043-PLA-ES-2019 del 29 de noviembre de 2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con la formula e instructivo en materia de Familia en primera instancia. 2.) Hacer de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia.”.

La fórmula estadística en materia de Familia fue modificada, por lo que el uso de la nueva fórmula en Familia y Pensiones es de carácter obligatorio de conformidad con la circular 207-20 “Obligación de uso de las nuevas fórmulas estadísticas para las materias de Familia y Pensiones Alimentarias”.

Análisis sobre la efectividad de las audiencias señaladas
Seguidamente se detalla el porcentaje de la efectividad de las audiencias de acuerdo con información recopilada de los Juzgados Especializados de Familia, durante el periodo del 2017 al 2021.

Cuadro 10
Porcentaje de efectividad de audiencias en los 
Juzgados Especializados de Familia, del 2017 al 2021
	Estado
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021

	Realizado
	6 756
	7 291
	7 516
	2 953
	7 143

	No Realizado
	2 592
	2 588
	2 782
	1 268
	2 150

	Conciliado
	725
	624
	646
	432
	524

	Sin Efecto
	289
	362
	351
	383
	202

	Suspendido
	699
	793
	484
	1281
	546

	Pendientes
	1 108
	787
	255
	87
	53

	Total señalados
	12 169
	12 445
	12 034
	6 404
	10 618

	Señalamientos Promedio por mes
	1082
	1106
	1070
	569
	944

	Porcentaje Efectividad por periodo
	56%
	59%
	62%
	46%
	67%


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos de los Juzgados Especializados de Familia, del 2017 al 2021.
[bookmark: _Hlk97283229]Nota: No se recibió la información del el Juzgado de Familia del II C.J. Alajuela y el Juzgado de Familia de Puntarenas indicó que por problemas con la Agenda Cronos no fue posible remitir lo solicitado. 

La efectividad de las audiencias señaladas en la Agenda Cronos del 2017 al 2021, en los Juzgados Especializados de Familia, en promedio es de un 58% de realización y un promedio mensual de 954 señalamientos, siendo el 2021 el de mayor efectividad con un 67% y el menor en el 2020 con un 46%; lo que refleja un aumento de un 12% de la efectividad de las audiencias durante los últimos cinco años. Debe indicarse que en el 2020, existió una alta tasa de audiencias suspendidas motivadas por la pandemia Covid 19.

Del cuadro anterior se evidencia que anualmente los despachos no actualizan los datos en la Agenda Cronos, como se observa, hay más de 2 000 audiencias en estado “Pendiente” desde el 2017, situación que debe ser corregida incluso como parte de las inconsistencias mes a mes, durante los 5 primeros días del mes. Si las actualizaciones se realizan posterior a esos 5 días, no se visualizarán los cambios, ya que los informes mensuales representan el estado de la oficina a la fecha generada “foto”.  e Es de suma importancia que los datos que ingresan los Despachos estén actualizados, ya que lo que no se registre, no se considera formalmente en los datos estadísticos, al finalizar cada mes no puede existir audiencias pendientes porque tuvieron que haber sido realizadas o no realizadas

En el siguiente cuadro, se comparan los datos registrados por los Despachos y los resultados del sistema SIGMA durante el 2021:

Cuadro 11
Registro de audiencias 2021, Juzgados Especializados de Familia y Sistema SIGMA
	Despacho
	Control del Despacho (Agenda Cronos) 2021
	SIGMA 2021
	Diferencia

	Juzgado de Familia III Circ. Jud. San José 
	1144
	837
	307

	Juzgado Familia Cartago
	1 409
	1382
	27

	Juzgado Familia Heredia
	1549
	1474
	75

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Alajuela
	1 219
	1117
	102

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	1316
	655
	661

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur 
	679
	631
	48

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Alajuela
	 
	783
	-783

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	899
	893
	6

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	879
	824
	55

	Juzgado Familia Puntarenas
	 
	638
	-638

	Juzgado Familia, Niñez y Adolescencia
	844
	 
	844

	Juzgado Primero de Familia San José
	900
	893
	7

	Juzgado Segundo de Familia San José
	1657
	928
	729

	Total
	12495
	11055
	1440


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos de los Juzgados Especializados de Familia 2021 y SIGMA.
Nota: No se recibió la información del el Juzgado de Familia del II C.J. Alajuela y el Juzgado de Familia de Puntarenas indicó que por problemas con la Agenda Cronos no fue posible remitir lo solicitado. 

De los resultados anteriores, se evidencia que estos difieren para todos los Juzgados Especializados en Familia, registrando una diferencia en el total de un 12% entre el SIGMA y los datos de los Despachos. De lo anterior, confirma que los Despachos no están realizando las revisiones de la información que se ingresa en los sistemas, por lo tanto, los datos registrados a través de este módulo no son fieles a la realidad de los Juzgados, sin embargo hay que aclarar que la Institución ha generado múltiples circulares en las que se indica que es obligación de las personas técnicas y juzgadoras mantener la información actualizada en los sistema, lo cual también fue retomado en el informe de hallazgos de la Contraloría General de la República; incluso la circular 170-2020 establece la “obligación de cumplir con la corrección de inconsistencias de manera permanente, cumplimiento de circulares y actualización de los controles implementados bajo apercibimiento de aplicar el régimen disciplinario por su incumplimiento.” 

En el siguiente cuadro, se muestra la cantidad de audiencias realizadas en los Juzgados Especializados de Familia por persona juzgadora durante el periodo 2018 al 2019.

Cuadro 12
Cantidad promedio de audiencias realizadas 
por persona juzgadora, periodo 2020 al 2021
	Despacho
	Total Aud. Realizadas 2020
	Total Aud. Realizadas 2021
	Promedio mensual 2020 al 2021
	Cantidad de personas juzgadoras
	Cantidad mensual por Juez o Jueza

	Juzgado de Familia III Circ. Jud. San José
	264
	643
	40
	3
	13

	Juzgado Familia Cartago
	717
	1096
	81
	3
	27

	Juzgado Familia Heredia
	378
	1092
	65
	4
	16

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Alajuela
	214
	757
	43
	3
	14

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	70
	404
	21
	2
	11

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur
	143
	342
	22
	2
	11

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Alajuela
	 
	 
	 
	2
	 

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	497
	661
	51
	4
	13

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	246
	601
	38
	2
	19

	Juzgado Familia Puntarenas
	 
	 
	 
	2
	 

	Juzgado Familia, Niñez y Adolescencia
	284
	625
	40
	2
	20

	Juzgado Primero de Familia San José
	244
	529
	34
	3
	11

	Juzgado Segundo de Familia San José
	110
	1150
	56
	3
	19

	Promedio mensual por persona juzgadora
	16


Fuente: Modernización Institucional, con datos de los Juzgados Especializados de Familia, del 2020 al 2021.
Nota: No se recibió la información del el Juzgado de Familia del II C.J. Alajuela y el Juzgado de Familia de Puntarenas indicó que por problemas con la Agenda Cronos no fue posible remitir lo solicitado. 


Como se observa, durante el periodo analizado los Juzgados Especializados de Familia, realizan entre 11 a 27 audiencias al mes por persona juzgadora, para un promedio de 16 audiencias realizadas por mes por plaza. Valor que se puede considerar como referencia para la definición de la cuota de audiencias por mes, pero que se definirá en el proceso de seguimiento de la materia por parte de esta Dirección en Coordinación con la Comisión de la Jurisdicción de Familia; es importante señalar que bajo el sistema de oralidad del CPF, se esperaría la realización de más audiencias, situación que debe ser analizada para esta cuota.
Para el 2021, conforme al seguimiento realizado a la Jurisdicción de Familia, debe considerarse lo expuesto en el oficio 1360-PLA-2021/ 312-CACMFJ-JEF-2021 del 17 de noviembre 2021, así como lo indicado en el oficio 1992-PLA-EV-2020 de esta Dirección en donde se hace un resumen de los factores externos que han afectado al Poder Judicial en general, y por ende a los Juzgados de Familia e indicadores como la cantidad de audiencias programadas y celebradas.  

A continuación, se incluye un extracto del oficio 1992-PLA-EV-2020. 

“…
Pandemia por Covid-19 ha afectado a todo el país y el Poder Judicial no es la excepción. 

A continuación, se incluye un extracto del oficio 1360-PLA-2021 / 312-CACMFJ-JEF-2021 del 17 de noviembre 2021 en donde se puede ver que la totalidad de las oficinas jurisdiccionales de Familia presentaron medidas sanitarias por alerta naranja.
“…
Para los meses de análisis, mayo, junio, julio, agosto y setiembre pasado se tiene que la totalidad de las oficinas jurisdiccionales se encontraron en alerta naranja según se muestra: 



Cierres colectivos y temporales que se han dado a nivel institucional, para desinfección y limpieza por casos positivos de Covid-19; o cantidad de personal en cuarentena. 

Se solicitó información a la Dirección Ejecutiva sobre las acciones que se han realizado en las diferentes oficinas por el cierre temporal de las oficinas para efectuar los procesos de desinfección por casos reportados de COVID 19 y en el siguiente cuadro se detalla la información remitida al Consejo Superior:

	Instancia institucional
	Reportes generados

	Dirección Ejecutiva
	

         


        


          


          


          


          















[bookmark: _Hlk87814218]De la información anterior, en resumen la cantidad de oficinas desinfectadas fueron las siguientes: 298 en mayo 2021, 230 junio 2021, 159 julio 2021, 209 de agosto 2021 y 112  al 10 de setiembre del 2021, por lo que se concluye que la pandemia COVID 19, ha tenido una afectación directa en los despachos del Poder Judicial, dado a que se han dado cierres de oficinas, desinfecciones y personal que se ha contagiado de dicha enfermedad, lo cual repercute en el servicio público y se han tenido que diseñar estrategias institucionales para poder enfrentar dichas adversidades.

Respecto al seguimiento de la jurisdicción de familia se tiene que mediante oficio 941-PLA-MI-2021 la Dirección de Planificación solicitó al CACMFJ exonerar a los despachos judiciales que atienden las materias de familia y pensiones alimentarias, tanto en su versión especializada como mixta, de la generación de las “plantillas One Drive”, utilizadas para recolectar información para rendir informes, según lo dispuesto por Corte Plena; es sesión 26-2020 del 13 de mayo de 2020. Con la finalidad de optimizar la utilización de la herramienta de indicadores de gestión que se usa en los despachos que atienden materia de familia y materia de pensiones alimentarias.


Figura N°10
Resultados de la jurisdicción de familia
mayo a setiembre 2021





A pesar de la emergencia COVID-19 y de la etapa en la que se encuentra esta jurisdicción de cara a la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal de Familia, los despachos continúan con la programación y realización de sus funciones, además con el cumplimiento de lo establecido en los protocolos de actuación, dictando, en los meses de estudio, 28.488 sentencias, obteniendo un rendimiento general que supera el 100% en las 3 materias de esta jurisdicción, en el caso de los escritos se firmaron 660.480 y se realizaron 19.219 audiencias entre presenciales y virtuales. Respecto al circulante final de 247.248, representa una disminución del 1% referente al 2019 y de un 3% en relación con el 2020.


Por otra parte, el CACMFJ continuó con la revisión de la cantidad de audiencias programadas de las jurisdicciones a cargo, así como las realizadas, no realizadas, suspendidas y dejadas sin efecto. Para estos efectos, y con el fin de que los despachos judiciales invirtieran menor tiempo en labores administrativas y en su lugar, lo realizaran en labores jurisdiccionales, el CACMFJ coordinó con el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación la obtención de los datos de las audiencias mediante informes generados desde el Sistema SIGMA.

Figura N°26
Resultado de audiencias-familia
mayo a setiembre 2021





De las 1625 audiencias no realizadas en materia de familia, el 52% corresponde a inasistencia de las partes, el 24% a cambios en las fechas de señalamiento y un 24% a otros motivos tales como:
	
	Actividad Procesal Defectuosa

	Archivo del Expediente

	No se citó o notificó a las partes

	Enfermedad de la parte o abogado/a

	Motivo o fuerza mayor

	Circular 47-2020

	Desistimiento del proceso

	Incapacidad médica persona juzgadora

	Muerte de una de las partes

	Cortes del fluido eléctrico

	Superposición de audiencias



En el caso de las audiencias suspendidas o dejadas sin efecto, los principales motivos son cambio en la fecha del señalamiento e inasistencia de las partes.

También se destaca que de mayo a septiembre los juzgados de Pensiones Alimentarias ocuparon el segundo lugar en efectividad de audiencia a nivel de todas las materias y el sexto lugar lo tuvo la jurisdicción de Familia.

De manera complementaria puede indicarse que según el informe 1360-PLA-MI-2021, los Juzgados Familia a nivel de audiencias ocupan el cuarto lugar más alto en efectividad y los de Pensiones Alimentarias el sétimo a nivel nacional en el periodo de mayo a setiembre 2021, tal como se detalla en la siguiente imagen:

	Materia
	Realizadas
	No realizadas
	% Efectividad
	Pendiente Setiembre

	Total General
	100498
	65820
	60,43%
	2290

	No Penal
	59358
	43875
	57,50%
	1207

	Agrario
	1467
	2024
	42,02%
	26

	Civil
	2798
	1971
	58,67%
	63

	Contencioso
	499
	257
	66,01%
	121

	Contravencional
	6373
	6747
	48,57%
	50

	Familia
	7742
	3632
	68,07%
	85

	Pensiones Alimentarias
	14850
	7994
	65,01%
	324

	Trabajo
	9562
	5560
	63,23%
	96

	Tránsito
	4609
	3991
	53,59%
	50

	Violencia Doméstica
	11458
	11699
	49,48%
	392

	Penal
	41140
	21945
	65,21%
	1083

	Juzgado de Ejecución de la Pena
	1162
	351
	76,80%
	49

	Juzgado Penal
	22745
	9108
	71,41%
	383

	Juzgado Penal Juvenil
	2853
	1980
	59,03%
	128

	Tribunal Penal
	10059
	9378
	51,75%
	424

	Tribunal Penal(Flagrancia)
	4321
	1128
	79,30%
	99



Modelo de Juzgados de Familia-estructuras

Con el fin de definir la estructura ideal para los Juzgados de Familia, se toma como referencia los Juzgados de Familia de Cartago y San Carlos; los cuales fueron abordados durante los Rediseños de Procesos de los despachos judiciales del Circuito Judicial de Cartago y Segundo Circuito Judicial de San Carlos, a través de nuevas tecnologías y moderna gestión, por lo que se consideran las características generales de tramitación y una vez que se realicen los abordajes se profundizará en la situación específica de cada Despacho.

Con el modelo de Familia, se pretende estandarizar metodologías de trabajo a nivel nacional, definir parámetros de producción para el personal juzgador y técnico judicial al establecer cuotas para el dictado de sentencias y de proveído, entre otros. 

Adicionalmente, como parte de la atención a las recomendaciones de la Contraloría General de la República, se realizó una revisión y propuestas de modificación cuando corresponda de las estructuras de trabajo de todas las oficinas competentes en materia de Familia a nivel nacional. 

En el siguiente cuadro se adjunta un resumen de los oficios remitidos por la Dirección de Planificación, los cuales ya fueron aprobados por el Consejo Superior.

Cuadro 13
Resumen de oficios preliminares, definitivos y acuerdos del CS sobre las estructuras de los Juzgados competentes en Familia a nivel nacional
	Nombre del Despacho
	Oficio preliminar remitido por la D. de Planificación
	Oficio Definitivo
	Acuerdo del Consejo Superior

	Juzgado Familia, Penal Juvenil. y Viol. Dom. Grecia
	1829-PLA-MI-2020
	16-PLA-MI-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLIX 

	Juzgado Familia Cartago
	1773-PLA-EV-2020
	271-PLA-EV-2021
	Sesión 22-21 del 163-21, Art. XXXVI 

	Juzgado Familia, Niñez y Adolescencia
	1771-PLA-EV-2020
	21-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLV 

	Juzgado Primero de Familia San José
	1836-PLA-EV-2020
	66-PLA-MI-2021
	Sesión 10-21 del 4-2-21, Art. XLVII

	Juzgado Segundo de Familia San José
	1826-PLA-EV-2020
	96-PLA-EV-2021
	Sesión 9-21 del 2-2-21, Art. XXXVIII

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	1835-PLA-EV-2020
	458-PLA-EV-2020 

	Sesión 33-21 del 27-4-21, Art. XXXVII

	Juzgado de Familia III Circ. Jud. San José, Desamparados
	1828-PLA-MI-2020
	178-PLA-EV-2021 y 311-PLA-MI-21
	Sesión 15-21 del 23-2-21, Art. XXXV y Sesión 
26-21 del 6-4-21, Art. XLVII

	Tribunal del Familia 
	1768-PLA-EV-2020
	62-PLA-EV-2021
	Sesión 10-21 del 4-2-21, Art. XLVI

	Juzgado Familia y Viol. Dom. I Circ. Jud. Guanacaste 
	1808-PLA-EV-2020
	23-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLII 

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón)
	2002-PLA-MI-2020
	 448-PLA-MI-2021
	 Sesión 36-21 del 4-5-21, Art. XLIII

	Juzgado Familia Heredia
	1787-PLA-EV-2020
	460-PLA-EV-2021
	 Sesión 34-21 del 29-4-21, Art. LIII

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Alajuela
	1786-PLA-EV-2020
	24-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLIV 

	Juzgado Familia Puntarenas
	1809-PLA-EV-2020
	25-PLA-EV-2021
	Sesión 008-21 del 28-1-21, Art. XLIV

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Alajuela
	1837-PLA-EV-2020
	26-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLVII 

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	1807-PLA-EV-2020
	27-PLA-EV-2021
	Sesión 8-21 del 28-1-21, Art. XLIV 

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí)
	1785-PLA-EV-2020
	36-PLA-EV-2021
	Sesión 8-21 del 28-1-21. Art. XLV

	Juzgado Familia y Viol. Dom. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón)
	1803-PLA-MI-2020
	 39-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLIII 

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. Cañas
	1832-PLA-EV-2020
	198-PLA-MI-2021
	 Sesión 16-21 del 25-2-21, Art. LI

	Juzgado Familia, VD y PJ de Quepos
	1794-PLA-EV-2020
	41-PLA-EV-2021
	Sesión 8-21 del 28-1-21, Art. XLII

	Juzgado Familia y Viol. Dom. II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores)
	1830-PLA-EV-2020
	43-PLA-EV-2021
	Sesión 08-21 del 28-1-21. Art. XLIII 

	Juzgado Familia, Penal Juv. y Viol. Dom. Doméstica de Golfito
	1805-PLA-EV-2020
	8-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XXXVIII 

	Juzgado Familia y Viol. Dom. II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)
	1787-PLA-EV-2020
	9-PLA-EV-2021
	Sesión 6-21 del 21-1-21, Art. XXXIX

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. Santa Cruz
	1788-PLA-EV-2020
	10-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XXXIX 

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. Turrialba
	1827-PLA-EV-2020
	1861-PLA-EV-2020
	Sesión 16-21 del 25-2-21, Art. L

	Juzgado Trab. y Fam. Hatillo, San Seb. y Alajuelita 
	1814-PLA-MI-2020
	 11-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLI

	Juzgado Familia, Civil, Trabajo, Violencia Doméstica; Agrario y Penal Juvenil de Upala 
	1782-PLA-EV-2020
	196-PLA-MI-2021
	 Sesión 16-21 del 25-2-21, Art. LII 

	Juzgado Civil, Trabajo, y Familia de Sarapiquí 
	1833-PLA-EV-2020
	19-PLA-EV-2021
	Sesión 9-21 del 2-2-21, Art. XXXIX 

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal 
	1831-PLA-2020
	175-PLA-EV-2021
	Sesión 14-21 del 18-2-21, Art. XLIV 

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires 
	1787-PLA-EV-2020
	13-PLA-EV-2021
	Sesión 6-21 21 del 1-1-21. Art. XXXVIII 

	Juzgado Civil, Trabajo, y Familia de Osa 
	1834-PLA-EV-2020
	14-PLA-EV-2021
	Sesión 7-21 del 26-1-21, Art. XLVIII 


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación


Proceso de Tramitación General 

En los circuitos judiciales en los que se cuenta con la Oficina de Recepción de Documentos (RDD), las demandas nuevas se reciben en esta oficina y luego las trasladan al Juzgado; en los lugares en los que no se cuenta con la RDD, los documentos se reciben en el Juzgado en el área de atención de personas usuarias; también pueden ingresar por medio del Sistema Gestión en Línea.

Una vez que ingresa la demanda se procede a darle trámite, si no tiene ninguna prevención se ordena notificar a los demandados, y se espera el vencimiento de términos, luego se señala fecha de audiencia sea de conciliación o recepción de pruebas; si concilian se homologa el acuerdo o bien se recibe la prueba ofrecida (testimonial, pericial, confesional, entre otras), evacuada la prueba se pasa a fallo, se dicta sentencia, y se espera el vencimiento de firmeza de la sentencia, por último, se archiva el expediente. 

El siguiente diagrama resume el proceso general de Familia actual.
Figura 2 
Diagrama del Proceso General actual de materia Familia

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
Por otra parte, en sesiones de trabajo con los Asesores de la materia Familia Lic. Alberto Jiménez Mata y Lic. Cristian Martínez Hernández, se realiza la construcción de los siguientes diagramas de los procesos de la materia de Familia:

Proceso General Ordinario
Procedimiento de Mutuo Acuerdo
Proceso General Abreviado
Proceso General Sumario
Proceso Especial de Filiación
Proceso Especial de Declaratoria Judicial de Abandono de Persona Menor de Edad
Procedimiento de II Instancia en Pensiones Alimentarias

Estos diagramas permiten visualizar los principales procesos actuales de la materia Familia, y contar con información en aras del mejoramiento de los procesos. En el anexo 1 se incluyen los diagramas construidos.

Con la implementación del Código Procesal de Familia surgen una serie de ajustes que vienen a reducir los tiempos de proceso y la agilización de los trámites, a continuación, se detallan algunos de los principales cambios:

Se permite agilidad en el trámite de los procesos para reducir los plazos de tramitación y dictado de sentencias, ya que el CPF establece que la contestación de la demanda, en la medida de lo posible, se realice en la misma audiencia, de igual manera sucede con las apelaciones.
Se faculta a las personas juzgadoras para que dicten la parte dispositiva de las sentencias una vez finalizada la última audiencia del proceso, por lo que es posible que un proceso familiar se desarrolle en una sola audiencia.
Se propone la conciliación en una audiencia previa, dejando abierta la posibilidad de aplicarla en cualquier etapa del proceso judicial, tal como se consigna en el artículo 9 del CPF, siendo posible aplicar otros mecanismos alternos de solución de conflictos regulados en la Ley 7727, Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social.

En el siguiente diagrama se visualizan los principales cambios en el proceso general de la materia Familia.


Figura 3 Diagrama del Proceso General de materia Familia con el CPF



 Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, levantado en conjunto con el Lic. Alberto Jiménez Mata.

Con el nuevo proceso que se plantea con el CPF se estima que impulsará una tramitación más simple y expedita, gracias a la realización de una audiencia inicial, se fomenta la conciliación y posibilidad de la oralidad. Adicional, en el anexo 2 se muestra el diagrama desarrollado por la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia.

Importante mencionar, que se espera que, con el CPF los tiempos de respuesta en el dictado de la resolución disminuyan considerablemente; principalmente por incorporar la fase de conciliación que se desarrolla en las actividades de la audiencia preliminar.


Duración de los procesos

En atención a la recomendación 4.4 el informe DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 de la Contraloría General de la República, la Dirección de Planificación emitió el oficio 1212-PLA-EV-2020 aprobado por el Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI; donde se establecen las duraciones según rango legal y según el criterio experto de personas juzgadoras en materia de Familia, circulares 96 y 213-2021

Adicionalmente, se diagramaron los principales procesos en materia de Familia con el apoyo del Lic. Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor de Familia del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional con la duración de cada etapa (ver anexo 3). 

Reparto de los procesos

En atención a la recomendación 4.6 de la Contraloría General de la República, se configuró el reparto automático en los Juzgados de Familia a nivel nacional por “clase de asunto”. Solo en algunos casos particulares, en donde por estructura haya una persona especializada en conocer procesos por separación o divorcio por mutuo consentimiento se realiza el reparto por una tejedora manual.

Sin embargo, a partir de 2022 con la entrada en vigencia de la norma, se coordinará con la Dirección de Tecnología de la Información para la aplicación del reparto por “procedimiento”, una vez lista la mejora por parte de la Dirección de Tecnología de la Información.  

Lo anterior, considerando el criterio experto de las personas juzgadoras en familia según informe 1212-PLA-EV-2020.

Cabe mencionar que esta Dirección coordinó con la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones una mejora al “reparto por procedimiento” (para que los reentrados no ingresen al rol de reparto o variaciones por cambios de procedimientos posteriores). 
El requerimiento de mejora fue presentado por la Gestora en materia Civil la Licenciada Adriana Sequeira Muñoz y la Dirección de Planificación mediante correo electrónico del 15 de diciembre de 2020 (anexo 4), la cual al 8 de marzo 2022 aún está pendiente.

Estructura Organizacional y Funciones

Los Juzgados Especializados de Familia presentan una composición organizacional diferente, tanto en la cantidad de personas juzgadoras como técnicas judiciales, y aunque la cantidad de puestos es distinta entre un Despacho y otro, deben de realizar las mismas funciones.

Cuadro 14
Cantidad de puestos de trabajo en los Juzgados Especializados
 de la materia de Familia, 2022
	Despacho
	Recurso Humano

	
	Jueza o Juez
	Coordinadoras o Coordinadores judiciales
	Técnicas o Técnicos Judiciales
	Auxiliar de Servicios Generales

	Juzgado de Familia III Circ. Jud. San José 
	3
	1
	5
	1

	Juzgado Familia Cartago
	3
	1
	6
	0

	Juzgado Familia Heredia
	4
	1
	8
	0

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Alajuela
	3
	1
	6
	0

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	2
	1
	5
	0

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur 
	2
	1
	3
	0

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Alajuela
	2
	1
	3
	1

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	4
	1
	10
	0

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	2
	1
	4
	0

	Juzgado Familia Puntarenas
	2
	1
	4
	0

	Juzgado Primero de Familia San José
	3
	1
	6
	1

	Juzgado Segundo de Familia San José
	3
	1
	6
	1

	Juzgado de Niñez y Adolescencia
	2
	1
	5
	1*

	Total
	35
	13
	71
	5


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
Nota *: Plaza actualmente compartida entre el Juzgado de Violencia del I CJ San José y el Juzgado de Niñez y Adolescencia. 
Como se observa en el cuadro anterior, los Juzgados Especializados de Familia están compuestos por 35 puestos de Jueza o Juez, 13 plazas de Coordinadora o Coordinador Judicial, 71 puestos de Técnica o Técnico Judicial y 4 plazas de Auxiliar de Servicios Generales, con una relación mínima de 1,5 personas técnicas judiciales por cada Juez o Jueza. 

Los Juzgados Especializados de Familia, presentan una estructura organizacional vertical, donde la persona juzgadora coordinadora es la máxima autoridad, información que se respalda ante la existencia de dos niveles jerárquicos por debajo de su autoridad. Cada puesto de trabajo tiene definidas sus funciones y son acorde con el Manual Descriptivo de Funciones de la Dirección de Gestión Humana.

Funciones de los diferentes puestos de trabajo
[bookmark: _Hlk508270555]Las funciones del personal de los Juzgados Especializados de Familia se encuentran establecidas en el Perfil Competencial de la Dirección de Gestión Humana, según sea la clase de puesto, lo cual puede ser consultado mediante la dirección electrónica http://intranet/gestionhumana/index.php/manual-perfiles; a continuación, se resumen las principales funciones que realiza cada puesto de trabajo, según consulta realizada a los juzgados que tramitan la materia de Familia.

Cuadro 15
Principales funciones según el de puesto de trabajo en los Juzgados 
Especializados en la materia de Familia
	Puesto de Trabajo
	Funciones

	Personal Juzgador
	•Dictar sentencias
•Revisar proyectos de resolución
•Firma de proveído
•Realizar audiencias
•Supervisión de personal
•Funciones administrativas 
•Realizar allanamientos
•Realizar inventarios de bienes
•Visitar y realizar entrevistas fuera del Despacho
•Aprobar giros en el Sistema de Depósitos Judiciales
•Firma de boletas de seguridad (Registro Público), certificaciones y ejecutorias
•Atención de consultas de personas usuarias
•Atención de consultas del personal

	Personal Coordinador Judicial
	• Confección de informes estadísticos
•Distribuir asuntos nuevos
•Revisar la información de los expedientes que ingresan nuevos 
•Control de libros (pase a fallo, sentencias, comisiones, juramentaciones, boletas de seguridad (Registro Público), entre otros
•Confección y firma de certificaciones
•Firma de comisiones
•Aprobar y cancelar los mandamientos de anotaciones en el SREM 
•Ingresar expedientes nuevos en el SDJ
•Autorizar giros en el SDJ
•Encargado Sistema de Itineraciones
•Administrar el correo electrónico del Despacho
•Atención de consultas de personas usuarias
•Atención de consultas del personal
•Funciones administrativas

	Personal Técnico Judicial
	•Trámite de expedientes (proyectos de resolución)
•Acompañar a la persona juzgadora a las entrevistas fuera del Despacho
•Acompañar a la persona juzgadora en las audiencias con personas menores de edad
•Atención de personas usuarias (manifestación)
•Atención telefónica
•Confección de ejecutorias
•Confección de correo certificado
•Confección de certificaciones
•Confección de constancias
•Confección de actas de matrimonio
•Confección de oficios
•Envío y revisión de edictos
•Asistir a audiencias
•Sacar fotocopias
•Escaneo de documentos
•Encargado Sistema de Itineraciones
•Trámites con oficinas dentro y fuera del Poder Judicial (Trabajo Social y Psicología, Medicatura Forense, Bioquímica, PANI, Delegaciones Policiales, entre otras)
•Ingresar los señalamientos y resultados en la agenda Cronos
•Realizar giros en el SDJ
•Anotar y levantar mandamientos en el SREM
•Recibir salvaguardias
•Recibir Matrimonios
•Nombrar curadores y peritos
•Entrega de claves de gestión en línea

	Personal Auxiliar de Servicios Generales
	•Atención de personas usuarias (manifestación)
•Labores de limpieza
•Confección de ejecutorias
•Escaneo de documentos
•Agregar la documentación que ingresa por correo certificado a los expedientes
•Confección de correo certificado
•Sacar fotocopias
•Llevar las ejecutorias al Registro Civil 


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.

De la revisión de las funciones que realiza el personal, se verifica que están de acuerdo con las tareas de los manuales de puestos normados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial y se encuentran acordes a la estructura de trabajo de los Juzgados que atienden la materia de Familia; sin embargo, existen diferencias en la distribución de funciones de un juzgado a otro. Por ejemplo, en lo que respecta a las personas técnicas judiciales, se rotan la atención de las personas usuarias y en otros juzgados, se tiene una persona específicamente asignada con esta labor, otro ejemplo, es el puesto de auxiliar de servicios generales, en los despachos que cuentan con esta figura, es la persona que se encarga de la atención de las personas usuarias, entre otras diferencias. No obstante, la Dirección de Planificación, analizó la situación particular de cada Despacho para definir las funciones de puestos de la misma categoría en línea con los Manuales de Perfiles Competenciales de la Dirección de Gestión Humana y cantidad de puestos existentes en cada oficina, y eso se indicó en los informes de estructuras citados en el cuadro 12 de este informe. 

Coordinación con otras Instancias 

Los despachos que atienden la materia de Familia, según el tipo de proceso que tramitan solicitan diferentes pruebas: médicas, psicológicas, sociales, entre otras; por lo que tienen relación con otras oficinas a las cuales solicitan estos estudios.

A continuación, se mencionan algunas oficinas con las que deben coordinar los Juzgados Especializados de Familia a nivel interno.

5.5.1.Departamento de Medicina Legal

Cuadro 16
Cantidad de solicitudes de pruebas médico legales solicitadas por los Juzgados 
que tramitan la materia de Familia del 2017 al 2021
	Tipo de documento
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021
	Total

	Dictamen Médico
	1251
	1297
	1000
	924
	1047
	5519


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos de la Unidad Tecnológica Informática.

Como puede observarse durante el periodo del 2017 al 2021, los Juzgados de Familia a nivel nacional, solicitaron un total de 5 519 pruebas médico legales, en los diferentes procesos que se llevan en estos Despachos, para un promedio anual de     1 104, equivalente a 98 solicitudes por mes a nivel nacional.

5.5.2.Sección de Bioquímica
Cuadro 17
Cantidad de pruebas de ADN solicitadas por los Juzgados 
que tramitan la materia de Familia del 2017 al 2021
	Tipo de documento
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021
	Total

	Dictamen
	1395
	1314
	1265
	2641
	2767
	9382


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos de la Sección de Bioquímica.
Como se observa durante el periodo en análisis, se solicitaron 9 382 pruebas de paternidad, un promedio de 1 876 anuales, equivalente a 167 pruebas por mes, con una tendencia al alza a partir de 2020.
5.5.3.Departamento de Trabajo Social y Psicología

Las Oficinas de Trabajo Social y Psicología, cuentan con un total de 160 plazas de Perito Judicial 2, 87 puestos corresponden a Peritos Judiciales 2 destacados en Trabajo Social, 67 plazas de Psicólogos y 19 puestos de Profesional 2 entre los que están trabajadores sociales y psicólogos para la atención de Justicia Restaurativa. 

Las materias que atienden los profesionales de Trabajo Social y Psicología relacionadas con la materia de Familia son las siguientes:

•	Familia
•	Violencia Doméstica
•	Pensiones Alimentarias

En las que se realizan peritajes, supervisiones de regímenes de interrelación familiar, seguimientos de salvaguardia, seguimientos de medidas de protección, entre otras (en el anexo 5 se adjunta la circular 29-2020 con la boleta de solicitud aprobada).

En los siguientes gráficos, se detalla la información de la cantidad de casos ingresados, reingresados, atención inmediata y los casos cerrados, de las Oficinas de Trabajo Social y Psicología a nivel nacional, durante el periodo del 2020 al 2021:

Gráfico 6 
Cantidad de solicitudes de estudios de Trabajo Social y 
Psicología del 2020 al 2021

[bookmark: _Hlk97303078]               Fuente: Modernización Institucional con datos del Departamento de Trabajo Social 
                 y Psicología 2020 al 2021.
                Nota: Los casos ingresados incluyen los reentrados.

De la información del gráfico anterior, para el periodo 2020 al 2021, las oficinas de Trabajo Social y Psicología del país recibieron entre casos ingresados, reingresados y de atención inmediata en total 56 879 solicitudes. 

En cuanto a los estudios de trabajo social el periodo de mayor ingreso fue el 2021 con un total de 1 123 más que en el 2020; mientras que en psicología ingresaron 1 152 asuntos más para el 2021 en comparación con su antecesor el 2020, por último, se tiene la entrada de los casos de atención inmediata, para el periodo en análisis ingresaron en total 6 386 casos, siendo el 2020 el periodo con más solicitudes 1 620 más que el 2021.

Gráfico 7 
Cantidad de casos cerrados de Trabajo Social y 
Psicología del 2020 al 2021

                    Fuente: Modernización Institucional con datos del Departamento de Trabajo Social 
                    y Psicología 2020 al 2021.

En cuanto a los casos cerrados se tiene un total de 48 318 casos entre asuntos de trabajo social y psicología, siendo el 2021 el año en el que se cerraron más casos          25 333, de los cuales 15 211 corresponden a estudios de trabajo social. Es importante mencionar que los Despachos completen la boleta de Solicitud de valoraciones al Departamento de Trabajo Social y Psicología, cuando soliciten las valoraciones.

Por otra parte, el Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante la circular 08-2018-DTSP, relacionada con los tiempos de entrega de los informes periciales estableció los siguientes plazos de entrega de los productos que se generen de la intervención profesional por parte de las personas peritos (ver anexo 6). 

Tiempos para la materia de Familia:

Informe de gestión: 1 semana calendario. 
Informe de intervención: 3 meses calendario. 
Dictamen: 5 meses calendario.

Casos del Tribunal de Familia: 
1 mes calendario a excepción del Informe de Gestión, que se rinde en una semana.
Tiempos para la materia de Violencia Doméstica:

Informe de gestión: 1 semana calendario. 
Informe evaluativo: 2 semanas calendario. 
Informe de intervención: 2 meses y medio calendario. 
Dictamen: 3 meses calendario. 

Tiempos para la materia de Pensiones Alimentarias:
Informe de gestión: 1 semana calendario. 
Informe de intervención: 1 mes y medio calendario.
Dictamen: 3 meses calendario.

Se hace la observación de que estos plazos son los citados en la circular 08-2018-DTSP, sin embargo para tener un dato de cuál es la duración real, se consultó al Departamento de Trabajo Social y Psicología quienes el 8 de marzo 2021 informan que una vez consultadas las distintas oficinas, se tienen los siguientes datos, de aquellas oficinas que contestaron la consulta realizada (anexo 7): 

“…
De conformidad con la información recibida por las oficinas de Trabajo Social y Psicología a nivel nacional con relación a la duración en la atención de las solicitudes realizadas por los Juzgado de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica durante el 2021, se indica lo siguiente:

Cuadro 18 
Duración en la atención de las solicitudes por el Departamento 
de Trabajo Social y Psicología
	Oficina
	Observaciones de las oficinas

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Limón
	Casos de Familia, dos meses
Pensiones Alimentarias, quince días
Violencia Doméstica, dos meses

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Corredores y Golfito
	Estas oficinas solo reciben solicitudes de las Fiscalías

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Bribri
	Familia, un mes
Pensiones Alimentarias, no tramitan
Violencia Doméstica, un mes

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Puntarenas
	Familia. 8 meses
Pensiones Alimentarias, 5 meses
Violencia Doméstica, 4 meses

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Liberia (*)
	Familia, 4 meses
Pensiones Alimentarias, 4 meses
Violencia Domestica, 4 meses

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Nicoya
	Para las valoraciones psicosociales el tiempo es de seis meses aproximadamente.
En los casos de disciplina, el tiempo aproximado es de un mes para psicología y dos meses para Trabajo Social.

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Heredia
	Familia, de 6 a 8 meses
Violencia Doméstica, de 3 a 6 meses
Pensiones Alimentarias, de 6 a 8 meses

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de Sarapiquí
	Familia, 3 meses
Violencia Doméstica, 3 meses
Pensiones Alimentarias, no reportó en el 2021

	Oficina de Trabajo Social y Psicología de San Carlos
	Familia, 5 a 6 meses
Pensiones Alimentarias (sociales), 4 meses
Violencia doméstica, 1 a 2 meses


Fuente: Departamento de Trabajo Social y Psicología.
(*) Este dato fue proporcionado por don Alcioni Vazquez Retana, el 16 de marzo de 2022
…”

Al respecto, el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación incorporó dentro de la plantilla de informe mensual del DTSP la duración de los procesos, desde que entran hasta que se finalizan. Sin embargo, ese informe está en pruebas con las oficinas, hasta que el DTSP indique que la información está generándose correctamente, que a nivel de SIGMA se están reflejando los datos de todas las oficinas y se obtenga el visto bueno de la jefatura de ese departamento, el Subproceso de Estadística coordinaría con las oficinas la realización de un inventario para actualizar la información según la nueva fórmula y a partir de ese momento se podría generar los datos de la duración directamente de los sistemas. 

De los datos anteriores, se observa la necesidad de acortar los plazos de entrega de informes de este Departamento, por lo que en 2022 se coordinará con ese departamento para la elaboración de planes remediales, no existiendo para este periodo la posibilidad de crear recurso adicional; máxime que pese a la incorporación de un monto para la contratación de peritos externos (para la atención por esa vía de algunos peritajes previamente seleccionados por la jefatura del DTSP con la intención de reducir circulante y plazos de respuesta), para ello se incorporaron 30 millones para 2020 y 30 millones para 2021, los cuales en ninguno de esos periodos se ejecutaron.  

Cambios para el Departamento de Trabajo Social y Piscología a partir de la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia

Valoración de personas menores de 12 años cuando quieran ejercer su capacidad procesal

El párrafo final del artículo 41 del Código Procesal de Familia, respecto a la representación de personas menores de edad establece:

“Artículo 41- Representación de personas menores de edad
Se reconoce a todas las personas mayores de doce años el ejercicio personal y pleno de la capacidad procesal para el trámite de los procesos establecidos en este Código, sin perjuicio de que prefieran que sus padres u otras personas representantes actúen en su nombre.
Tratándose de personas menores de doce años, la autoridad judicial llamará a quien ejerza la responsabilidad parental o bien, en su caso, a quien asigne el Patronato Nacional de la Infancia (PANI) y, si esta persona no se encontrara disponible en ese momento, podrá nombrársele representación provisional hasta tanto el ente mencionado apersone a la persona elegida. No obstante, estas personas podrán ejercer el derecho a ser oídas y participar activamente de manera progresiva y conforme a su capacidad volitiva, según la ley y bajo la apreciación del tribunal, teniendo derecho de acudir personalmente ante este y a que se les atienda de forma personalizada y conforme a sus características etarias, debiendo velar, las personas funcionarias judiciales, por la efectivización de los derechos de las personas menores de edad.
Excepcionalmente, las personas menores de doce años podrán accionar de forma personal. En este caso, para el inicio del proceso el tribunal deberá contar con un informe psicológico del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, que acredite que la persona menor de edad tiene la capacidad para ejercer dicha acción.”.

Ampliación de dictámenes en audiencia
Debe considerarse que, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 9747, los dictámenes podrán rendirse en audiencia dando posibilidad al contradictorio en los casos que el tribunal así lo determine, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 186 del Código Procesal de Familia. Por ello, deberá el Departamento de Trabajo Social y Psicología incluir en sus controles, dentro del Modelo de estimación de cargas de trabajo, en el campo de “otra actividad por particulares” la cantidad de horas que mensualmente les consuma participar en audiencias en materia de Familia (al igual que contabilizan actualmente su participación en audiencias de trabajo). No siendo posible en este momento realizar una estimación, ya que la metodología aplicaría en ciertos casos y hasta la entrada en vigencia de la norma.   

“Artículo 186- Examen y ampliación de peritajes en audiencias
Cuando así lo determine el tribunal, la persona perita deberá comparecer a la
audiencia de prueba para informar, ampliar o aclarar la pericia y lo hará de la forma más sencilla posible. Las partes podrán hacerse acompañar, para estos efectos, de una persona profesional en la materia, quien podrá solicitar, por medio de la autoridad judicial, las aclaraciones y adiciones que sean necesarias.”. 

Conforme lo indicado por la Licenciada Alba Gutiérrez Villalobos, jefatura del Departamento de Trabajo Social Psicología (DTSP) en sesión de trabajo del 29 de enero de 2021 (minuta 49-PLA-MI-MNTA-2021-anexo 9); respecto a la valoración de menores de 12 años, ya el departamento las realiza, pero en materia penal principalmente, por lo que el cambio radicará básicamente en la materia, pero la metodología ya se tiene. 

Respecto al punto 2, una vez entrada en vigencia la Ley, es que se podrá valorar el impacto. Se cuenta con el antecedente en materia de Trabajo en donde a la fecha solo se tuvo que rendir el dictamen en audiencia en 1 ocasión (la reforma al Código de Trabajo entró en vigencia en julio 2017).

Respecto a la preparación del DTSP para la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia se indica en la minuta de la sesión de trabajo: 
“…
1.	Doña Alba explica en el DTSP como parte de las acciones de preparación entrada en vigencia del CPF se han realizado 2 capacitaciones.  Una del tema de personas con discapacidad enfocado a la valoración de salvaguardias en coordinación con la UCR, otra “Familias en Litigio” en coordinación igualmente con la UCR y el Colegio de Trabajadores Sociales. Esta última sobre el nuevo enfoque de configuraciones de Familia. En años anteriores se llevó otra acerca de la Ley de Autonomía personal de las personas con discapacidad.
2.	También informa que el año pasado, el DTSP a nivel nacional consolidó las dudas del personal respecto al CPF y sostuvo una reunión con el Lic. Cristian Martínez gestor en la materia y la Licda. Francia León Gestora de la Escuela Judicial, donde aclararon las dudas a nivel jurídico y acordaron realizar una capacitación de fortalecimiento para los y las personas profesionales, la cual se llevara a cabo a principios del 2022; en donde se le explique al personal del DTSP las nuevas competencias y el alcance del CPF dentro de su labor ordinaria incluyendo la participación en audiencias simuladas para mejorar las habilidades de cada uno en oralidad.
3.	Lo anterior, dado que a partir de la entrada en vigencia del CPF el profesional debe estar en capacidad de rendir el dictamen, ampliarlo, contestar dudas durante la audiencia oral si así lo considera la persona juzgadora.  
Al respecto se le consultó a la Licda. Alba sobre la experiencia en Laboral, a casi 4 años de entrada en vigencia de la reforma, que también daba la posibilidad para que los peritajes en materia de seguridad social se rendieran de forma oral durante la audiencia, a lo que indica que solamente ha habido 1 experiencia en donde se solicitó de esa forma la pericia. 
4.	De parte del DTSP están a la expectativa de cómo va a cambiar su dinámica de trabajo a partir de la entrada en vigencia del CPF, dado que actualmente ellos rinden los dictámenes por escrito, y además atienden asuntos urgentes y con prioridad sobre familia, como en violencia doméstica, penal, penal juvenil máxime cuando se trata de personas detenidas o casos en donde esta pronta a vencer la prisión preventiva,  y aún con esos asuntos urgentes deberán atender casos de familia o incluso audiencias en plazos cortos y sin contar con más recursos profesionales.  
5.	Respecto a lo que establece el artículo 41 del CPF sobre la valoración de personas menores de 12 años que quieran formar parte del proceso de familia, indica doña Alba que ese tipo de valoración ya la hace el Departamento en materia penal, el cambio sería en que ahora se sumaran los casos en materia de familia.”.

Presupuesto para contratación de pericias
Con el fin de reducir los plazos de entrega de las distintas pericias pendientes en los Juzgados de Familia a nivel nacional, para 2020 y 2021, se incluyó en el presupuesto ordinario de la Institución un monto de 30 millones de colones respectivamente, a fin de que el Departamento de Trabajo Social y Psicología, gestionara el plan de trabajo necesario para que distintas pericias sean asumidas por peritos externos al departamento y contratados con el presupuesto disponible para esos efectos.  

Para 2023, se incluye en este informe la propuesta de incorporar en el presupuesto del DTSP nuevamente el monto de 60 millones de colones para garantizar la atención célere de los dictámenes solicitados por los distintos juzgados de familia a nivel nacional y permitir que el Departamento de Trabajo Social y Psicología pueda reducir al mínimo los plazos de respuesta para la realización de las valoraciones solicitadas en adelante, tanto en materia de Familia como en Violencia Doméstica.
A partir de los talleres de retroalimentación realizado en febrero y marzo 2022 con Juzgados contra la Violencia Doméstica, se identificaron oportunidades de mejora las cuales serán compartidas con el Departamento como uno de los entregables de este proyecto. 

Sobre lo mencionado en párrafos líneas arriba sobre el monto incorporado en 2020 y 2021, el Lic. Alcioni Vásquez Retana, Administrador del Departamento de Trabajo Social y Psicología, indica lo siguiente (anexo 8):

(…)

5.	El Departamento de Trabajo Social y Psicología, en conjunto con el Departamento de Proveeduría, tramitó la Contratación Directa número 2021CD-000179-PROVCD, denominada “Contratación de profesionales en trabajo Social, para la realización de pericias sociales en materia de Familia”, sin embargo, en resolución N°000738-DPJ-2021-CD, de las trece horas del doce de agosto del dos mil veintiuno, se archivó la contratación dado que no se recibieron ofertas.

(…)

“debido a la no adjudicación de la contratación para los servicios profesionales de los peritajes requeridos y debido a que los recursos están formulados en el programa 926, se solicitó al Consejo Superior que autorizara de manera excepcional para lo que resta del periodo 2021, que los despachos judiciales recurran al nombramiento de personas peritas en trabajo social por medio del Sistema Institucional de Administración de Peritos, y que dichos peritajes sean sufragados con los recursos disponibles en el programa 929…”.
(…)
“mediante correo electrónico de 6 de octubre de 2021, se solicitó a todas las oficinas de Trabajo Social y Psicología del país, que con el fin de proceder a la contratación de personas peritas externas en Trabajo Social para los procesos de familia, que a más tardar el 13 de octubre de 2021 debían remitir el detalle de tipo de proceso que llevan en sus oficinas en materia de FAMILIA, SOCIAL y PSICOSOCIAL, que se entran en etapa inicial, esto con el fin de iniciar el proceso de contratación de peritos externos…”.

(…)
“Una vez con la información recabada, se procedió a coordinar con la Oficina de peritos de la Dirección Ejecutiva para proceder con la instalación del Sistema de Peritos y su posterior capacitación, una vez llevada acabada esta labor, se procedió con la asignación automática de los peritos que se encuentran inscritos en dicho Sistema (los asigna automáticamente de acuerdo con el rol y zona geográfica); para esta época el tiempo que quedaba es sumamente corto en virtud del cierre del proceso de ejecución presupuestaria…”.
(…)
Como se ha podido ver en párrafos anterior, se estuvo contra el tiempo en todo momento, lo que provocó que prácticamente los recursos asignados para el 2021 no se hayan podido utilizar para la cancelación de los honorarios de los peritos externos contratados, lo que significa la no ejecución de los recursos en la subpartida 10499.

Por lo tanto, se mantiene para el 2023 el monto de 60 millones de colones, para la atención de las pericias que solicitan los juzgados que conocen la materia de Familia al Departamento de Trabajo Social y Psicología, con el fin de que este departamento brinde un servicio más rápido en la atención de las solicitudes que ingresan de los despachos a nivel nacional, ya que su participación no es solamente con estos despachos, sino también con los Juzgados de Violencia Doméstica.

Adicionalmente, se realizó un taller con los despachos que tramitan Violencia Doméstica los días 21 y 22 de febrero y 01 de marzo del presente año, y del cuestionario aplicado por la Dirección de Planificación relacionado con la detección de nudos críticos, una de las principales oportunidades de mejora se relaciona precisamente con el tema de plazos, por lo que requieren que los trámites de las pericias sean más expeditos.

Sistemas Informáticos

En todos los Juzgados competentes en materia de Familia están implementados los siguientes sistemas:

Sistema de Gestión en Línea 
Escritorio Virtual con la totalidad de las mejoras que competan a la materia incluyendo la mejora de pase a fallo y de reparto automático.
Sistema de Gestión de Despachos Judiciales
Sistema de Itineraciones
Sistema de Depósitos Judiciales
Sistema de Rol de Peritos
Sistema Electrónico de Mandamientos
Sistema de Obligados Alimentarios y Penal-PA
Sistema de Obligados Alimentarios y Penal-ME 
Agenda Cronos
Sistema de envíos archivo FTP (edictos)

Al finalizar 2020 todos los Juzgados que atienden la materia de Familia cuentan con los sistemas debidamente implementados por parte de la Dirección de Tecnología de la Información. La información se certificó como entregable dentro del Proyecto de implementación del CPF, anexo 10.

Libros de Control 

Los Juzgados de Familia deberán llevar como mínimo los siguientes libros de control:

[bookmark: _Hlk32915803]Libro de pase a fallo y utilización módulo de pase a fallo en el Escritorio Virtual
Libro de juramentaciones
Libro de depósitos de dineros
Libro de recursos de Pensiones Alimentarias
Libro de remisión de recursos al Tribunal 

De conformidad con la circular 223-2020 “Obligación de uso del libro de pase a fallo y de reparto automático de asuntos en materias de Familia y Pensiones Alimentarias” (anexo 11) comunicada el 7 de octubre de 2020, todas las oficinas competentes en materia de Familia y Pensiones Alimentarias deben hacer uso del módulo de pase a fallo en Escritorio Virtual. Para ello fueron configuradas por parte de la Dirección de Tecnología de la Información las tareas y plazos definidos con el Juez Gestor en la materia y validadas por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia; y también se brindó la respectiva capacitación a las oficinas en el uso de la herramienta por parte de DTI (oficio 2374-DTI-2020-anexo 12).

Adicionalmente, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en sesión 97-2020 celebrada el 08 de octubre del 2020, artículo LI, las oficinas de Familia y Pensiones a nivel nacional deben llevar tanto el libro de pase a fallo “Excel” como el registro en el módulo de Escritorio Virtual de forma paralela por al menos 6 meses, así como el correspondiente registro que se obtiene de SIGMA.  

[bookmark: _Hlk95999041][bookmark: _Hlk95998821]Se acordó: 1.) Acoger en todos sus extremos el oficio N° 1534-PLA-EV-2020, así como el informe de la Contraloría General de la República N° DFOE-PG-0098 (2683)-2020, sobre el oficio DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias. 2.) Tener por atendida la recomendación 4.5 del informe número DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el oficio DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias” de la Contraloría General de la República en lo que respecta al diseño y establecimiento formal de la herramienta de “pase a fallo”. 3.) El subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación en el seguimiento mensual que realiza para detectar inconsistencias a los despachos judiciales incluirá el seguimiento a la información registrada en el Módulo de pase a fallo, una vez aplicada la mejora informática (reporte en SIGMA) por un lapso de seis meses.  Las oficinas remitirán adicionalmente el control del libro en Excel, el cual servirá de respaldo para validar que el registro es el mismo en ambos controles. Esto fungirá como un control paralelo para determinar el uso de la herramienta automatizada. 4.) El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, remitirá posteriormente los contactos electrónicos a donde remitir la información, validada por el Juez o Jueza coordinadora del despacho judicial. 5.) El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, informará el resultado de ese seguimiento al Consejo Superior y a la Comisión de Familia para lo que corresponda. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Despacho de la Presidencia para que comunique a la Contraloría General de la República lo que corresponda.
La Comisión de la Jurisdicción de Familia y la Dirección de Planificación, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”.

Respecto al reporte en SIGMA del módulo de pase a fallo, este se trabajó en conjunto entre la Dirección de Tecnología de la Información, Dirección de Planificación, Auditoría e Inspección Judicial. En atención a la obligatoriedad de su uso, se emitió por parte de la Dirección de Planificación las circulares externas 4 y 7-2021 (anexo 13) donde se les solicita a las oficinas hacer uso del reporte, la ubicación del informe dentro del SIGMA, así mismo la necesidad de certificar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación que la información es consistente con el registro en Excel.
  
Se aclara que para que la información que se visualice correctamente en el reporte en SIGMA debe hacerse el registro adecuado por parte de las oficinas en las tareas previamente configuradas para estos efectos.

De forma simultánea, los diferentes despachos del Poder Judicial cuentan con la herramienta de libro de pase a fallo en versión Excel para el control del pase a fallo y también el reporte que deben generar y certificar mensualmente en el sistema SIGMA (cumple con los requerimientos también de la Inspección y Auditoría Judicial).   En este momento el Subproceso de Estadística, revisa la información que certifican las oficinas, para valorar eventualmente la necesidad de solicitar al Consejo Superior, que solamente se utilice este control en lugar del manual (excel).

[bookmark: _Hlk97307793]De forma adicional se emitió el oficio 46-PLA-MI-2021 con un explicativo para las oficinas de Familia sobre el uso de la herramienta con el fin de lograr la estandarización en el uso de la mejora y además se reguló por parte de la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia que tipo de resoluciones se catalogan como sentencia y por ende deben registrarse en el libro de pase a fallo (circular 260-2020-anexo 14).  

Actualmente, el Subproceso de Estadística está remitiendo inconsistencias a las oficinas sobre el informe de pase a fallo para posteriormente levantar el informe final y comunicarlo a la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia y al Consejo Superior.

Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los proyectos de rediseño de oficinas en materia de Familia

El establecimiento de cuotas de trabajo a las personas juzgadoras y técnicas judiciales así como la implementación del Modelo de Sostenibilidad y Rediseño de despachos rediseñados institucional en los despachos de Familia, permitieron que a diciembre 2020, la totalidad de los despachos competentes en materia de Familia en primera instancia, cuenten con el Modelo implementado donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

El acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI donde acoge en todos sus extremos el informe 1213-PLA-EV-2020, donde se reiteran las responsabilidades de las personas juzgadoras coordinadoras de oficinas y del Consejo de Administración como participantes de este modelo. 

“5.3.	Reiterar a las Juezas y Jueces Coordinadores y Consejos de Jueces sus funciones respecto a sus responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 5 incisos 3 y 8 y artículo 11 incisos 1 y 5 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República; conforme a sus perfiles competenciales (circular 51-2007), para lo cual podrán hacer uso de los productos del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento como insumo para esta labor. 

5.4.	Reiterar a los Consejos de Administración sus responsabilidades asociadas al Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de conformidad con los acuerdos del Consejo Superior en sesiones 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX (oficio 1981-PLA-2016) y 16-2020 celebrada el 27 de febrero del 2020, artículo LXXIII (oficio 217-PLA-2020) y el artículo 12 del Reglamento del Consejo de Administración de Circuito.”

Cada Juzgado cuenta con su equipo de mejora conformado y además hacen uso de la matriz de indicadores que se les diseño y para lo cual fueron capacitados por la Dirección de Planificación sobre la forma de completar esa matriz.  
Lo anterior, también como parte de un proceso de retroalimentación en atención de la recomendación 4.7 de informe  DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias” y donde el Consejo Superior aprueba el oficio 2058-PLA-EV-2020 en sesión 2-2021 celebrada el 07 de enero del 2021, artículo XXXIX y dispuso:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 2058-PLA-EV-2020 de 18 de diciembre de 2020, suscrito por el licenciado Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación, en el que remitió el informe suscrito por el Ingeniero Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe interino del Subproceso de Evaluación, relacionado con el cumplimiento total de la recomendación 4.7 del oficio de la Contraloría General de la República, número DFOE-PG-0098 (2683)-2020. 2.) Tener por atendida en su totalidad la recomendación 4.7 de la Contraloría General de la República en lo que respecta al diseño e implementación de procesos de retroalimentación y seguimiento de la gestión de los juzgados de Familia y Pensiones Alimentarias, a partir de la aprobación del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los proyectos de rediseño de oficinas, en sesiones del Consejo Superior N° 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX (oficio N° 1981-PLA-2016) y 16-2020 celebrada el 27 de febrero del 2020, artículo LXXIII (oficio N° 217-PLA-2020) así como su implementación en la totalidad de las oficinas que atienden las materias Familia y Pensiones Alimentarias a nivel nacional, cuyas responsabilidades fueron reiteradas a cada uno de los responsables mediante circulares N° 193-2020 y 194-2020. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Despacho de la Presidencia, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de la Comisión de Familia Niñez y Adolescencia, de las Administraciones Regionales y Juzgados de Familia y Pensiones Alimentarias a nivel nacional. 4.) Comisionar a la Secretaría General de la Corte para que tramite la remisión del contenido completo del informe N° 2058-PLA-EV-2020 de 18 de diciembre de 2020, a la Contraloría General de la República.
 
La Dirección de Planificación tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”.
 
Adicionalmente el Consejo Superior acuerda en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI emitir las circulares 193-2020 “Responsabilidades asociadas al Modelo de Sostenibilidad y Seguimientos de los proyectos de rediseño de oficinas” y 194-2020 “Responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario” como parte del compromiso institucional en la utilización del modelo de Sostenibilidad, mejora continua y atención de las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República en el oficio DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias.”.

Indicadores de Gestión en Despachos Rediseñados
El diseño de la matriz de indicadores de gestión para los despachos competentes en materia de Familia, tomo en consideración Rediseños en los Juzgados de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y Cartago y fueron debidamente validados con el equipo gestor, en donde los indicadores se categorizan de la siguiente manera: 
 Rendimiento estadístico del despacho: en términos generales consisten en detallar una serie de variables estadísticas destinadas a calificar de manera general el movimiento de trabajo del despacho (entradas, salidas, circulante, etc.). 

Plazos: valoran cierta cantidad de actividades de acuerdo principalmente a la duración a lo interno del Despacho (dictado de sentencias, resolver demandas nuevas, resolver escritos, entre otros). 
Operacional: es el indicador que establecerá el rendimiento individualizado de los colaboradores del juzgado, aplicando una comparación entre la capacidad teórica versus la real de cada uno de ellos (porcentaje de rendimiento de las personas juzgadoras y técnicas judiciales, etc.).

Respecto a los indicadores y parámetros estos fueron sometidos a aprobación de Consejo Superior y Corte Plena mediante informe 656-PLA-RH-MI-2020 y aprobados por ambas instancias en sesiones sesión 45-2020 celebrada el 8 de mayo de 2020, artículo XIX y sesión 31-2020 del dos de junio del 2020, artículo I, respectivamente. 
Adicionalmente, como parte del seguimiento realizado en los Juzgados Especializados de Familia durante el 2021, se detectaron oportunidades de mejora para la matriz de indicadores de gestión, por lo que se realizaron ajustes a estas, los cuales fueron comunicados mediante informe 6-PLA-MI-2022 “Informe de cierre del seguimiento efectuado a los Juzgados Especializados de Familia” de la Dirección de Planificación y se remitió a cada uno de los despachos un correo electrónico con los ajustes realizados a la matriz, además, se capacitó al personal en el uso de la nueva herramienta.
A continuación, se detalla la matriz de los indicadores de gestión en despachos especializados de Familia que contempla los siguientes:    

Cuadro 19
Matriz de Indicadores de los Juzgados Especializados de Familia, 2021
	Categ.
	N°
	Indicadores
	Detalle

	Rendimiento Estadístico
	1
	Entrada total
	Entrada total está conformada por el resultado de la sumatoria de la cantidad de asuntos nuevos ingresados y los casos reentrados en el mes.
El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	2
	Salida
	Salida Total está conformada por el resultado de: Suma casos terminados + casos inactivos
El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	2.1
	Cantidad de casos terminados por Juez o Jueza
	Indicador nuevo, contabiliza la cantidad de casos que se espera terminen las personas juzgadoras.                                El parámetro se define respecto a los 77 casos terminados que se esperan por persona juzgadora, el cual se basa en un dato histórico

	
	3
	Salida de casos por Conciliación
	Indicador que contabiliza la cantidad de terminados por conciliación.
El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	4
	Circulante
	Circulante: (Circulante Inicial + Entradas + Reentrados – Terminados -Inactivos)
El parámetro se define del circulante del despacho al momento del abordaje al despacho. 
Este indicador se subdivide en circulante en trámite y circulante en ejecución.

	
	5
	Relación salida Total / entrada total 
	Cálculo: (Salidas/ Entradas) *100
El parámetro está definido en 90% a 100%

	
	6
	Entrada Incidentes
	Indicador para medir la entrada total de incidentes.
El parámetro se obtiene del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	7
	Salida Incidentes
	Indicador para medir la salida total de incidentes.
El parámetro se obtiene del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	8
	Circulante Incidentes
	Indicador para circulante: (Circulante Inicial + Entradas – Terminados)
El parámetro se obtiene del circulante del despacho al momento del abordaje al despacho. 

	
	9
	Relación salida Total / entrada total Incidentes
	Se calcula: (Salidas/ Entradas) *100
El parámetro está definido en 90% a 100%

	
	10
	Entrada Segunda Instancia
	La entrada total de Segunda Instancia.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual Segunda Instancia de SIGMA. 

	
	11
	Salida Segunda Instancia
	La cantidad de terminado total de Segunda Instancia.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual Segunda Instancia de SIGMA. 

	
	12
	Circulante Segunda Instancia
	La cantidad de circulante de segunda instancia: 
(Circulante Inicial + Entradas – Total Terminados).
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual Segunda Instancia de SIGMA. 

	
	13
	Relación salida Total / entrada total Segunda Instancia
	Se calcula: (Salidas/ Entradas) *100
Este dato se calcula con los datos de entradas y salidas de Segunda Instancia del informe mensual de estadística.

	Plazos
	14
	Plazo espera de dictado de sentencia
	Este indicador cuenta con dos mediciones, se separa por materia Familia y Segunda Instancia de Pensiones Alimentaria. Se calcula: (Fecha actual – fecha del expediente más antiguo pendiente de fallar)
Este dato es la fecha del expediente más antiguo pendiente de fallo registrada en el despacho, se obtiene del libro de pase a fallo y Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual.
El parámetro establecido es el plazo mayor de ley, en este caso el otorgado al proceso ordinario de Familia que corresponde a un mes, 30 días hábiles.
El detalle de los plazos de la legislación actual es:
Ordinario: 1 mes
Mutuo Consentimiento: 10 días
Abreviado: 15 días.
Sumario 10 días
Especiales: 5 días.
Y en segunda instancia de 8 -10 días. 

	
	15
	Plazo espera para realización de señalamientos
	Se calcula: (Fecha del último señalamiento de audiencia – fecha actual)
Se obtiene de la Agenda Cronos, en “Buscar Apuntes”, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene el último señalamiento a Audiencia.
El parámetro se define con el promedio nacional de enero a agosto de 2021, entre 60 y 90 días.

	
	16
	Plazo para resolver demandas nuevas
	Se calcula: (Fecha actual – fecha de la demanda más antigua pendiente de la primera resolución)
Este dato se obtiene del Escritorio Virtual, se verifica cada ubicación de las personas técnicas judiciales, en la tarea donde se incorporan las Demandas Nuevas, se determina la fecha de la demanda más antigua pendiente de la primera resolución.
El parámetro corresponde al implementado en los despachos rediseñados “>14; <=28”

	
	17
	Plazo para resolver escritos
	Se subdivide en dos mediciones: 

Escritos donde el expediente se encuentra fuera del Despacho:

1) Se calcula: (Fecha actual - fecha del escrito más antiguo pendiente de resolver de expedientes que se encuentran fuera del despacho)
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir, todas la Ubicaciones, todas las personas técnicas, Estado de Expediente: En Alzada.

El parámetro que se propone es de 60 a 90 días, “>60; <=90” 

Escritos donde el expediente se encuentra en el Despacho:


	
	
	
	2) Se calcula: (Fecha actual – fecha del escrito más antiguo pendiente de resolver de los que están en el despacho)
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir. Todas la Ubicaciones todas las personas técnicas, estado de expediente: En Trámite, Inactivo, entre otros.

El parámetro corresponde al implementado en los despachos rediseñados “>14; <=28”

	
	18
	Plazo de espera para pruebas de ADN
	Se calcula: (Fecha actual – fecha de la prueba de ADN más antigua pendiente de recibir resultado)
Se obtiene de los controles de solicitudes de pruebas del despacho, búsqueda por fecha y se obtiene la última prueba pendiente.
El parámetro se define de acuerdo con el promedio de enero a agosto de 2021 de los Juzgados de Familia a nivel nacional.

	
	19
	Plazo de espera de peritaje
	Indicador nuevo, se calcula: (Fecha actual – fecha de pase a firma más antigua del expediente pendiente de firma).

Se establece el parámetro de acuerdo con el plazo de la tarea “Espera Peritaje Trabajo Social-Psicología” que es de 30 días.

	
	20
	Plazo de espera de resolución más antigua pendiente de firma  
	Se calcula: (Fecha actual- fecha de pase a firma más antigua del documento pendiente de firma).

El parámetro corresponde de 3 a 7 días.

	Operacional
	
21
	Cantidad de escritos pendientes de resolver
	Lo conforman el total de Escritos pendientes de resolver: (consulta Tramitándose + consulta Pendiente de Distribuir + consulta Reservado)
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir. Todas la Ubicaciones, todos los Técnicos.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje.


	
	22
	Cantidad de demandas nuevas pendientes de tramitar
	Indicador se obtiene del Escritorio Virtual, se deben revisar todas las demandas que se encuentran pendientes de tramitar por cada una de las personas técnicas judiciales y lo pendiente de distribuir por la persona Coordinadora Judicial.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje, al revisar la cantidad de asuntos nuevos que ingresan por día y el plazo para resolver demandas nuevas.

	
	23
	Cantidad de peritajes pendientes
	Indicador nuevo. Se obtiene del Escritorio Virtual, se deben revisar todas las solicitudes de peritaje que se encuentran pendientes de resultado de la Oficina de Trabajo Social y Psicología.

	
	24
	Porcentaje de efectividad de realización audiencias
	Se calcula: (Audiencias realizadas / Audiencias programadas) *100
Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia programados.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje, para luego estandarizar un porcentaje de efectividad para todos los despachos.

	
	25
	Porcentaje de efectividad de realización audiencias de conciliación 
	Indicador incluido por solicitud del Equipo de personas juzgadoras y Equipo Gestor, se calcula: (Audiencias de conciliación realizadas / Audiencias de conciliación programadas) *100)
Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia conciliadas programados.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje, para luego estandarizar un porcentaje de efectividad para todos los despachos.

	
	26
	Porcentaje de audiencias conciliadas de las audiencias realizadas
	Indicador incluido por solicitud del Equipo de personas juzgadoras y Equipo Gestor, se calcula: (Audiencias conciliadas / Audiencias programadas) *100)
Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia conciliados.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje, para luego estandarizar un porcentaje de efectividad para todos los despachos.

	
	27
	Cantidad de audiencias pendientes de realización
	Es la cantidad de audiencias pendientes de realización desglosado por cada persona juzgadora.
Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia pendientes de realización.
El parámetro se define con el Plazo espera para realización de señalamientos y la Cantidad de sentencias dictadas en principal; con la finalidad de que ambos indicadores sean coherentes.

	
	28
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo
	Indicador subdividido por solicitud del Equipo de personas juzgadoras y Equipo Gestor división en materia Familia y Pensiones Alimentarias, para cada persona juzgadora. 
Este dato se obtiene del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.
El parámetro se define en concordancia con el indicador del Plazo espera dictado sentencia, y la Cantidad de sentencias dictadas.

	
	29
	Cantidad de Expedientes pasados a firmar por Técnico o Técnica
	Es la cantidad de Expedientes pasados a firmar por cada persona juzgadora.
Se obtiene del Escritorio Virtual, cantidad de Expedientes pasados a firmar a la persona juzgadora por persona técnica judicial, Estadística, Firmado/Proveído.
El parámetro se obtiene de cada despacho tomando en cuenta la cuota de proveído definida para cada persona técnica judicial.

	
	30
	Porcentaje de rendimiento por persona técnica judicial
	Se calcula: (Cantidad de expedientes pasados a firmar / Cantidad de resoluciones a realizar según cuota de trabajo)
Se toma en cuenta los días laborados por cada una de las personas técnicas judiciales en el mes, según la cuota de trabajo diaria.
El parámetro está definido en 95% a 100%

	
	31
	Cantidad de resoluciones firmadas por persona juzgadora
	Es la cantidad de resoluciones firmadas por cada persona juzgadora.
Este dato es el total de resoluciones firmadas por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las estadísticas de firmado de documentos y expedientes por cada una de las personas juzgadoras.
El parámetro se obtiene de cada despacho tomando en cuenta la estructura de cada despacho, ya que se espera que la producción de las personas técnicas judiciales es lo que firmen las personas juzgadoras, por lo que se debe homologar con el indicador de la Cantidad de Expedientes pasados a firmar por Técnico o Técnica.

	
	32
	Cantidad de expedientes pasados a firmar para cada persona juzgadora
	Es la cantidad de expedientes pendientes de firmar por cada persona juzgadora.
Este dato es el total de expedientes pendientes de firma por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las estadísticas de firmado de expedientes por pendiente de firma para cada una de las personas juzgadoras.
El parámetro se define con la totalidad de expedientes que se espera pasen las personas técnicas judiciales a las personas juzgadoras, por lo que se debe homologar con el indicador de la Cantidad de expedientes pasados a firmar por Técnico o Técnica.

	
	33
	Porcentaje de efectividad en el firmado por persona juzgadora
	Se calcula: Cantidad de expedientes pasados a firmar para cada Jueza o Juez / Cantidad de expedientes firmados * 100

Este dato es el total de expedientes firmados por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las Estadísticas – Firmado / Proveído. Consulta por detalle del documento y expedientes por cada una de las personas juzgadoras.

	
	34
	Cantidad de expedientes pendientes de firma por persona juzgadora
	Se calcula: Cantidad de expedientes pendientes de firma por persona juzgadora.

Este dato es el total de expedientes pendientes de firma por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las estadísticas de firmado de expedientes pendiente de firma para cada una de las personas juzgadoras. 
Se define el parámetro con la totalidad de expedientes que se espera pasen las personas técnicas judiciales a firmar por el plazo de espera de resolución entre la cantidad de personas juzgadoras del Despacho

	
	35
	Cantidad de sentencias y autosentencias dictadas por persona juzgadora
	Por acuerdo del Equipo Gestor, es la cantidad global de sentencias dictadas por cada persona juzgadora, según la división del tipo: Sentencias Principal, Sentencia Dictada, Sentencia Homologatoria, Sentencias II Instancia, Sentencia Incidentes, Sentencia Mutuos y Resoluciones Otros motivos de términos (se modifica la división en “Otros motivos de término por Autosentencias).
Este dato se obtiene del libro en el que se consigne las fechas de pase a fallo del expediente (Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo).
El parámetro se define luego de la aprobación de la cuota de trabajo para el terminado por cada tipo.

	
	36
	Cantidad de sentencias dictadas por apoyo de jueces del CACMFJ
	Cantidad de sentencias registradas por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
Este dato se obtiene del libro en el que se consigne las fechas de pase a fallo del expediente (Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo).
No se define parámetro para este indicador. 
Se inhabilita este indicador debido a que se incorporó un apartado nuevo para recopilar la información de este personal.

	
	37
	Porcentaje de rendimiento por persona juzgadora en el cumplimiento de la cuota
	Se calcula para cada persona juzgadora: (Cantidad de Sentencias y Autosentencias / Cantidad de Sentencias y Resoluciones a realizar según cuota de trabajo).
Se toma en cuenta los días laborados por cada una de las personas juzgadora en el mes, según la cuota de trabajo diaria de sentencias definida.
El parámetro está definido en 95% a 100%

	Personal de Apoyo (Adm./CACMFJ
	38
	Cantidad de resoluciones pasadas a firmar por Técnico o Técnica de Apoyo
	Corresponde a la cantidad de resoluciones realizadas en el mes de este personal, con base en la meta (cuota) establecida por el CACMFJ o la Administración Regional.

	
	39
	Porcentaje de rendimiento por Técnico o Técnica de apoyo
	Es el porcentaje de cumplimiento con base en la meta (cuota) establecida por el CACMFJ o la Administración Regional.

	
	40
	Cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora de apoyo
	Corresponde a la cantidad de sentencias dictadas en el mes de este personal, con base en la meta (cuota) establecida por el CACMFJ o la Administración Regional.

	
	41
	Porcentaje de rendimiento por persona juzgadora de apoyo
	Es el porcentaje de cumplimiento con base en la meta (cuota) establecida por el CACMFJ o la Administración Regional.


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional


Carga de trabajo en materia de Familia-cuota
De conformidad con los oficios 656-PLA-RH-MI-2020 y 389-PLA-RH-MI-2020, la carga de trabajo de asuntos entrados (nuevos, reentrados, incidentes y segunda instancia) en los Juzgados Especializados en materia de Familia es de 74 casos al mes por persona juzgadora y de 47 por persona técnica judicial de trámite, esto según la información de la cantidad promedio mensual de asuntos entrados de 2015 a 2019, resultado que se utiliza como cuota de trabajo para estos juzgados, idealmente la tasa de terminados debe ser igual a la entrada para que no crezca el circulante Esta información también se respalda con los parámetros de la matriz de indicadores de gestión basados en los resultados del Rediseño de Cartago y San Carlos y según los principales tipos de procesos terminados de la siguiente forma:


Cuadro 20
Distribución por tipo de terminado de la cuota de trabajo mensual por plaza de persona juzgadora de Familia, 2019
	Divorcio o separación por mutuo
	Resoluciones por otros motivos de término
	Sentencia dictada
	Sentencias homologatorias
	Sentencia de segunda instancia
	Sentencia en Incidentes
	Total

	23
	19
	16
	5
	13
	1
	77


Fuente: Informe 656-PLA-RH-MI-2020 y 389-PLA-RH-MI-2021.

Según la minuta 42-PLA-MI-MNTA-2021, en reunión de seguimiento del equipo interdisciplinario del proyecto de Implementación del Código de Familia, se requiere de una mejora en el sistema, de manera que se pueda cruzar la información entre la clase de asunto y el resultado de las resoluciones, a fin de lograr obtener directamente del SIGMA la cantidad de resoluciones de aprobación o improbación de divorcios por mutuo consentimiento y poder incluirlo así en la matriz.  De manera temporal y hasta tanto esta lista la mejora, se definió con el Juez Gestor que sean las personas técnicas judiciales quiénes hagan el pase a fallo de estos expedientes, de manera que se registre así en el libro de pase a fallo y puedan contabilizarse desde ahí. La comunicación de la medida temporal a las oficinas está a cargo del Juez Gestor. 
 También se solicitó al Juez Gestor y la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia una directriz o circular en donde por cada clase de asunto se identifique los posibles tipos de resolución y resultados que puedan utilizarse, a fin de estandarizar el uso de los formatos jurídicos conforme al diseño de la fórmula estadística. Esta circular ya existe y es la 260-20 actualizada mediante circular 244-21.     
De esta manera, se lograría filtran entre los distintos resultados aquellos que correspondan a procesos por “sentencia en mutuos.” Al respecto, en sesión del Consejo Superior 103-2020 celebrada el 27 de octubre de 2020, artículo XLV, a solicitud de la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia, aprobó la circular 260-2020, “Resoluciones dictadas en los juzgados que atienden materia familiar, que llevan número de resolución”:
Sentencias dictadas en cualquier tipo de proceso familiar.
Sentencias de homologación de acuerdos conciliatorios judiciales o extrajudiciales.
Aprobación de convenios de divorcio por mutuo consentimiento.
Sentencias en procesos incidentales. Se recomienda que en las incidencias de nulidad las mismas sean tramitadas de manera interlocutoria dentro del proceso principal.
Sentencias en procesos de modificación de fallo.
Resoluciones donde se declaran o se acogen deserciones del proceso. 
Resoluciones que acojan excepciones previas que pongan fin al proceso.
Resoluciones que acojan excepciones de falta de competencia internacional.
Además, cualquier otra resolución que ponga fin al proceso.
Por otra parte, de las sesiones de trabajo de la Dirección de Planificación con el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y personas juzgadoras de la materia de Familia, se propuso una adición y aclaración de la circular 260-2020 y construir una propuesta de ampliación de esta (oficio 1090-PLA-MI-2021-circular 244-21); la propuesta fue aprobada por el Consejo Superior en sesión 96-2021 celebrada el 09 de noviembre del 2021, artículo XLI donde dispuso:
“Se acordó: 1.) Tener por recibido el acuerdo tomado por la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia en sesión virtual N° 16-2021 celebrada el 19 de octubre de 2021, artículo II, remitido por la Magistrada Julia Varela Araya, en su condición de Coordinadora de la citada Comisión. 2.) Aprobar el proyecto de circular propuesto por la Dirección de Planificación para adición y aclaración de la circular 260-2020, en materia de Familia, como parte de las labores asociadas al proyecto 1374-CF-P01“Implementación del Código Procesal de Familia”.

La Secretaría General de la Corte tomará nota para el trámite de publicación correspondiente. Se declara acuerdo firme.”

Dado lo anterior, la Secretaría General de la Corte, emitió la circular 244-2021, “Adición y aclaración de la circular N° 260-2020” (anexo 15), en la que se informa cuáles son las únicas resoluciones que se consideran sentencia, por ende, llevan número de voto, registro de resolución y se anotan en el módulo de pase a fallo, siendo las siguientes:  
Sentencias dictadas en cualquier tipo de proceso familiar.
Sentencias de homologación de acuerdos conciliatorios judiciales o extrajudiciales.
Aprobación de convenios de divorcio por mutuo consentimiento.
Sentencias en procesos incidentales. Se recomienda que en las incidencias de nulidad las mismas sean tramitadas de manera interlocutoria dentro del proceso principal.
Sentencias en procesos de modificación de fallo.
Resoluciones donde se declaran o se acogen deserciones del proceso
Resoluciones que acojan excepciones previas que pongan fin al proceso.
Resoluciones que acojan excepciones de falta de competencia internacional.
Sentencias por procesos de revisión de salvaguardas.
Posteriormente, en el informe 1298-PLA-MI-2021 de la Dirección de Planificación[footnoteRef:43], relacionado con la “Revisión de la cuota de trabajo de las personas juzgadoras en materia de Familia, registro en la matriz de indicadores y propuesta de inclusión de dos indicadores: terminados y sentencias-autosentencias por Jueza o Juez”, se establecen dos indicadores de la cuota de trabajo para las personas juzgadoras, uno de terminados por plaza donde se mantiene la misma cuota utilizada desde el 2020 y otro de sentencias-autosentencias que contempla  60 terminados; lo que se considera sentencia está establecido en las circulares 260-2020 y 244-2021 de la Secretaría General de la Corte. [43:  Pendiente de aprobación por parte del Consejo Superior. ] 

A continuación, se detalla la composición de la cuota de 60 terminados por sentencia-autosentencia:
23 asuntos terminados por divorcio o separación por mutuo consentimiento
16 por sentencia dictada
5 sentencias homologatorias
13 sentencias de segunda instancia
1 sentencia en incidentes
2 autosentencias (los terminados únicamente por deserción, excepción previa, incompetencia internacional cuando se acoge).
En resumen el indicador de terminados por plaza de Jueza o Juez se mantiene en 77 por mes y la cuota de terminados por sentencia-autosentencia es de 60 por mes por plaza en despachos especializados únicamente para efectos de cálculo de rendimiento por persona. En despachos mixtos se ajusta la cuota según proporción de la entrada en materia de Familia. 

Impacto del Código Procesal de Familia a partir del 1 de octubre de 2022 en materia de Familia-Primera Instancia

Entre los cambios previstos por el Código Procesal de Familia para los juzgados de Familia del país, se prevé una disminución en la entrada de primera instancia por la desjudicialización de procesos como: matrimonios civiles, los reconocimientos administrativos de la paternidad (hijo de mujer casada), los divorcios o separaciones judiciales por mutuo consentimiento (sin hijos o hijas menores de edad y no existiera referencia a bienes), y las adopciones de personas mayores de edad (a excepción de las personas con discapacidad cuya condición no les permita dar su consentimiento).

Además, se prevé que con la entrada del Código Procesal de Familia se reduzca la intervención en el trámite de los expedientes que actualmente tiene el personal técnico judicial, debido a que se da preferencia al sistema procesal de oralidad liderado por las personas juzgadoras, efecto que de momento no puede ser estimado para ser tomado en cuenta en este estudio.

El impacto directo esperado sería sobre los despachos judiciales competentes en la materia de Familia que experimentarían una disminución en los asuntos entrados.

En el caso de los divorcios o separaciones judiciales por mutuo consentimiento, el efecto aplicaría solamente para una proporción de esos tipos de proceso, específicamente para aquellos casos donde no existan hijos o hijas menores de edad y no existiera referencia a bienes, los cuales actualmente el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación no dispone de datos específicos sobre su comportamiento, pero según estimaciones del Lic. Jiménez Mata corresponderían en alrededor de un 20% de la entrada total de esos asuntos.
 
En el caso de las adopciones registradas con los datos estadísticos actuales no se cuenta con la especificación del tipo de persona involucrada (mayor o menor de edad), lo que limita la posibilidad de utilizar datos específicos de ese segmento de población. 

Se prevé un aumento a partir del 28 de mayo de 2020 de los matrimonios civiles registrados por personas del mismo sexo, situación que de momento no se podría estimar ya que no se cuenta con la división de estos en las estadísticas.  Además, conforme a lo indicado por el Juez Gestor en Familia la cantidad de matrimonios en sede judicial es mínima y a partir de la entrada en vigencia de la Ley 9747 no se llevarían a cabo en instancia judicial.
 
Según los datos registrados de años anteriores, este tipo de procesos representan el 3,48% en promedio de 2017 a 2021, pero que con el CPF podrían ser celebrados ante las autoridades de jefatura de las oficinas centrales o regionales del Registro Civil o ante los notarios públicos, por lo que estos se estima que se reducirán con la entrada del Código Procesal de Familia, minimizándose el impacto de este cambio.  No obstante, el acontecimiento mencionado si pudiera dar paso a un incremento en la cantidad de divorcios contenciosos o por mutuo en donde haya hijos que se tramitan por la vía ordinaria, siendo que este tipo de procesos sigue siendo competencia exclusiva de los tribunales de justicia.
De la revisión hecha a los datos estadísticos para los períodos 2017-2021, se estima que los procesos que se desjudicializan alcanzan como mínimo el 12,5% en promedio, a la fecha, ya que como se indicó se desconoce parte del contenido que se incluiría con esta variación. El estimado por desjudicialización se muestra en el cuadro siguiente, lo que significa una posible baja en igual proporción sobre la carga laboral de la materia Familia a nivel nacional una vez entrada en vigencia el CPF. En el anexo 16 se presentan los cálculos realizados para ambos tipos de asuntos.

Cuadro 21 
Porcentaje estimado de procesos que se desjudicializan con
la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia
	Despacho
	Promedio Entrado
	Promedio Desjudicialización
	% de
represen-
tación

	Juzgado Familia Cartago
	3324
	481
	14,5%

	Juzgado Familia Heredia
	2744
	312
	11,4%

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Alajuela
	2316
	272
	11,7%

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	853
	124
	14,5%

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur
	957
	158
	16,5%

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Alajuela
	1256
	131
	10,4%

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	2594
	270
	10,4%

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	1482
	170
	11,5%

	Juzgado Familia III Circ. Jud. San José 
	1909
	282
	14,8%

	Juzgado Familia Puntarenas
	1368
	167
	12,2%

	Juzgado Primero Familia San José
	1267
	151
	11,9%

	Juzgado Segundo Familia San José
	1218
	144
	11,8%

	Total general
	21288
	2662
	12,5%


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación de 2017 a 2021.
Cabe mencionar que dentro de los despachos analizados y que conocían la materia Familia durante los estudios realizados para la Reforma al Código de Trabajo y Reforma Procesal Civil se incluyó:

Juzgado Civil, Trabajo y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, lo cual consta en el informe 437-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 19-17 del 02 de marzo de 2017, artículo LV.
Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Agrario, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Buenos Aires, lo cual consta en el informe 1203-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior, en la sesión 87-17 celebrada el 26 de setiembre del 2017, artículo LXXXI.
Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa, lo cual consta en el informe 835-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior, en la sesión 35-17 celebrada el 18 de abril del 2017, artículo LIII.
Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Aguirre y Parrita, lo cual consta en el informe 65-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior, en la sesión 5-17 del 24 de enero del 2027, Art XLIII. Actualmente corresponde a los Juzgados Civil y Trabajo, y Juzgado Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Quepos, debido a la separación efectuada el 8 de octubre del 2018 a raíz de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil.
Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita; lo cual consta en el informe 1616-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior, en la sesión 114-17 celebrada el 21 de diciembre del 2017, artículo XCIX.  Actualmente corresponde al Juzgado de Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita, debido a la separación efectuada el 8 de octubre del 2018 a raíz de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil.
Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Sarapiquí, lo cual consta en el informe 1093-PLA-2017, aprobado en la sesión 69-17 del 26 de julio de 2017, artículo LXI.
Juzgado Civil, Trabajo y Familia Puriscal, lo cual consta en el informe 1471-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior, en la sesión 94-17 celebrada el 12 de octubre del 2017, artículo LIV.

Análisis de cargas de trabajo actual y proyectada
Se analizan los efectos estimados del CPF (Código Procesal de Familia) para los juzgados de familia del país, producto de la desjudicialización de casos sobre la entrada; para ello se agruparon los despachos en bloques según su competencia material.

Se encuentra pendiente el análisis del efecto (baja en la entrada) que podría significar para estos despachos, la creación de Juzgados de Familia por Ministerio de Ley de conformidad con el artículo 119 bis de la Ley 9747 y los cambios en la entrada de segunda instancia a partir de la eliminación de la figura de “pensión provisional y definitiva”. Ambos análisis se realizarán de enero a setiembre 2022 por parte de la Dirección de Planificación, considerando como insumo la información obtenida en el inventario en Familia 2020. Así como el impacto por la disminución en la entrada sea por dejar de conocer apelaciones de pensión provisional a partir del 1 de octubre de 2022, así como por la pérdida de competencia en caso de crearse el Juzgado de Familia con competencia limitada en el conocimiento de asuntos de Pensiones Alimentarias en segunda instancia. 

Juzgados de Familia (especializados) 

En este bloque de despachos se ubicaron 12 juzgados de Familia: de Cartago, de Heredia, I Circuito Judicial de Alajuela, I Circuito Judicial Zona Atlántica, I Circuito Judicial Zona Sur, II Circuito Judicial de Alajuela, II Circuito Judicial San José, II Circuito Judicial Zona Atlántica, III Circuito Judicial de San José, de Puntarenas, Primero de Familia de San José, y Segundo de Familia de San José, además del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia, que por sus características se analiza individualmente.

La información de la cantidad de casos entrados de 2017 a 2021 incluye: Principales, Reentrados, Incidentes y Segunda Instancia, y se completa con la cantidad de juezas o jueces y de técnicas o técnicos judiciales por cada despacho, a fin de calcular los valores promedio mensual de asuntos entrados (actual y esperado).

En el caso de los Juzgados de Familia de Cartago y Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos), fueron rediseñados con cada Circuito y mantienen desde esa fecha un seguimiento continuo como parte del Modelo de Sostenibilidad de los Despachos Rediseñados. 

El Juzgado de Familia de Cartago fue rediseñado al momento de la realización del Proyecto del Circuito Electrónico de Cartago. El trabajo realizado se plasmó en el informe 1259-PLA-2016; aprobado por el Consejo Superior, en la sesión 80-16 del 24 de agosto del 2016, artículo XXXIV. Hoy en día, mensualmente este despacho genera indicadores de gestión. 
El Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos, el informe emitido fue el 1554-PLA-2014, aprobado por Corte Plena, en la sesión 56-14 del 01 de diciembre del 2014, artículo XXXII.
Cuadro 22 
Carga de trabajo anual para los Juzgados especializados 
que atienden la materia de Familia a nivel nacional
	Despacho
	Promedio mensual Entrada 2017-2021
	Circulante al 31 diciembre-2021
	Recurso Humano
	Carga de trabajo 

	
	
	
	Jueza o Juez
	Técnica o Técnico de Trámite
	Jueza o Juez al Mes
	Técnica o Técnico de Trámite al mes

	Juzgado Familia Cartago
	375
	1544
	3
	5
	125
	75

	Juzgado Familia Heredia
	325
	2250
	4
	7
	81
	46

	Juzgado Familia I Circ. Jud. De Alajuela
	239
	2227
	3
	5
	80
	48

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	129
	491
	2
	4
	65
	32

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur 
	114
	342
	2
	2
	57
	57

	Juzgado Familia II Circ. Jud. De Alajuela
	147
	584
	2
	3
	73
	49

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	323
	1381
	4
	8
	81
	40

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	168
	1290
	2
	3
	84
	56

	Juzgado Familia III Circ. Jud. De San José 
	226
	1041
	3
	4
	75
	57

	Juzgado Familia Puntarenas
	167
	695
	2
	4
	83
	42

	Juzgado Primero de Familia de San José
	156
	838
	3
	4
	52
	39

	Juzgado Segundo de Familia de San José
	150
	788
	3
	5
	50
	30

	Total
	2 519
	13 471
	33
	54
	906
	571

	Promedio
	210
	1 123
	3
	5
	76
	48


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación.
Nota: Los incidentes corresponden a los primeros 9 meses del 2021.

[bookmark: _Hlk31981039]En relación con la información del cuadro anterior, se destaca que la carga de trabajo por persona juzgadora aumentó de 74 a 76 asuntos al mes y por persona técnica judicial de trámite, de 47 a 48 asuntos por mes;  se excluye para efecto del cálculo, el Juzgado de Niñez y Adolescencia de San Jose, dada su competencia particular. 

El 78% de los casos entrados corresponden a principal, 15% a segunda instancia, 5% son reentrados y 2% incidentes, estos resultados se muestran en el cuadro siguiente.

Cuadro 23 
Desglose de entrados según motivo de entrada 
por persona juzgadora y persona técnica judicial
	Motivo de Entrada
	Promedio mensual de entrada 2017-2021 despachos especializados
	Porcentaje que representa de la entrada
	Promedio mensual de entrada por Jueza/Juez
	Promedio mensual de entrada por persona Técnica Judicial trámite 

	Principal
	1962
	78%
	59,5
	36,3

	Segunda Instancia
	390
	15%
	11,8
	7,2

	Reentrados
	120
	5%
	3,6
	2,2

	Incidentes
	46
	2%
	1,4
	0,9

	Total
	2518
	100%
	76
	47


Fuente: Modernización Jurisdiccional con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación
Se analiza la cantidad de casos entrados en relación con los terminados por persona juzgadora para los despachos especializados en materia Familia, para evaluar estos resultados en relación con la carga de trabajo calculada.

Cuadro 24 
Promedio de casos entrados y terminados juzgados especializados en 
materia Familia por persona juzgadora y por persona técnica judicial
	Despacho
	Promedio mensual de Entrada
	Promedio mensual de terminado
	Relación Salida Entrada
	Personas juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de trámite

	
	
	
	
	Promedio mensual de Entrada
	Promedio mensual de terminado
	Promedio mensual de Entrada
	Promedio mensual de terminado

	Juzgado Familia Cartago
	375
	375
	100%
	125
	125
	75
	75

	Juzgado Familia Heredia
	325
	331
	102%
	81
	83
	46
	47

	Juzgado Familia I Circ. Jud. De Alajuela
	239
	196
	82%
	80
	65
	48
	39

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	129
	96
	74%
	65
	48
	32
	24

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur
	114
	87
	76%
	57
	44
	57
	44

	Juzgado Familia II Circ. Jud. De Alajuela
	147
	110
	75%
	73
	55
	49
	37

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	323
	262
	81%
	81
	65
	40
	33

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	168
	123
	73%
	84
	61
	56
	41

	Juzgado Familia III Circ. Jud. De San José
	226
	186
	82%
	75
	62
	57
	46

	Juzgado Familia Puntarenas
	167
	158
	95%
	83
	79
	42
	40

	Juzgado Primero de Familia de San José
	156
	134
	86%
	52
	45
	39
	34

	Juzgado Segundo de Familia de San José
	150
	141
	94%
	50
	47
	30
	28

	Total
	2 519
	2 198
	 
	906
	779
	571
	487

	Promedio
	210
	183
	85%
	76
	65
	48
	41


Fuente: Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos 2017 a 2021 del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación.  Los casos entrados y terminados incluyen: Principales, Reentrados, Incidentes y Segunda Instancia.
Como se muestra en el cuadro anterior, para el periodo 2017 a 2021, se terminó un 82% de los casos entrados (principales, reentrados, incidentes y segunda instancia). 

Utilizando los resultados de carga de trabajo calculada, se puede realizar la comparación con la cantidad de puestos que deberían tener cada despacho especializado luego de la disminución esperada en los niveles de entrada mensual por la desjudicialización de procesos que establece el nuevo Código Procesal Familia. Para esto se toma en cuenta que los despachos especializados en materia Familia según la estructura funcional identificada en la sección anterior, se tendrá dedicada al menos una persona técnica judicial a la atención de la manifestación.

En virtud del abordaje de todos los juzgados especializados en materia de Familia, y que constan en el oficio de la Dirección de Planificación 6-PLA-MI-2022, aprobado por el Consejo Superior en sesión 7-22 del 5 de enero de 2022, artículo XXXV.

En donde se incluye además el análisis de indicadores y calificación MAIC de las oficinas especializadas, finalmente no se concluye del seguimiento que ninguna de la materia critica “D” la justificación sea necesidad de personal. 

Adicionalmente, como parte de los estudios complementarios citados en el oficio 389-PLA-RH-MI-2021, se está analizando en este momento por parte de la Dirección de Planificación, la posibilidad de crear un Juzgado de Familia con una competencia limitada al conocimiento de las apelaciones de materia de Pensiones Alimentarias (referencia interna 1680-2021). El informe contemplará dentro del análisis la estimación de los asuntos en segunda instancia que dejaran de entrar a los juzgados de Familia por apelaciones en “pensiones provisionales”.

El cálculo que se realiza para conocer la proporción de recurso humano que se debe tener en cada oficina considerando una entrada por plaza en el caso de Judicatura 76 y en el del personal técnico 48 (se divide la entrada entre el parámetro para obtener cantidad de recurso humano necesario), manteniendo una relación entre la cantidad de personas técnicas y juzgadoras para la firma de proveído (2 ó 3 técnicos por Jueza o Juez).


Cuadro 25 
Cantidad de persona juzgadora y persona técnica 
judicial requeridas según promedio de entrada de casos
	Despacho
	Promedio mensual de entrada estimada con desjudicia- lización
	Promedio mensual de terminado
	Relación Salida entrada proyectada
	Recurso humano actual
	Recurso humano requerido
	Variación

	
	
	
	
	Personas juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de trámite
	Personas juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de trámite
	Personas juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales

	Juzgado Familia Cartago
	336
	352
	105%
	3
	5
	4
	7
	+1
	+2

	Juzgado Familia Heredia
	292
	310
	106%
	4
	7
	4
	6
	0
	-1

	Juzgado Familia I Circ. Jud. De Alajuela
	211
	191
	90%
	3
	5
	3
	4
	0
	-1

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	117
	93
	79%
	2
	4
	2
	2
	0
	-2

	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur 
	103
	85
	83%
	2
	2
	1
	2
	-1
	0

	Juzgado Familia II Circ. Jud. De Alajuela
	168
	107
	64%
	2
	2
	2
	3
	0
	+1

	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	291
	252
	86%
	4
	7
	4
	6
	0
	-1

	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	150
	119
	79%
	2
	3
	2
	3
	0
	0

	Juzgado Familia III Circ. Jud. De San José 
	202
	181
	90%
	3
	4
	3
	4
	0
	0

	Juzgado Familia Puntarenas
	149
	147
	98%
	2
	3
	2
	3
	0
	0

	Juzgado Primero de Familia de San José
	141
	130
	92%
	3
	5
	2
	3
	-1
	-2

	Juzgado Segundo de Familia de San José
	134
	137
	102%
	3
	5
	2
	3
	-1
	-2


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación. Los caso entrados y terminados incluye: Principales, Reentrados, Incidentes y Segunda Instancia.

[bookmark: _Hlk96073158]De los resultados anteriores se identifica que el Juzgado de Familia de Cartago y el Juzgado Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, son los únicos que registran necesidad de personas juzgadoras o técnicas judiciales, con la variación estimada en los niveles de entrada mensual del nuevo Código Procesal Familia; por lo que se analizan con mayor detalle en el siguiente apartado. 

En los demás casos producto de esta variación no sería necesario incluir recurso humano, por el contrario, según el volumen de ingreso de casos al mes se podría disponer para reubicar personas juzgadoras en el Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur, Juzgado Primero de Familia de San José y el Juzgado Segundo de Familia de San José, además de personas técnicas judiciales en los Juzgados de Familia de Heredia, del I Circuito Judicial de Alajuela, del I Circuito Judicial Zona Atlántica, del II Circuito judicial san José (porque además de los 7 técnicos tramitadores dispone de un manifestador y un Auxiliar de Servicios Generales), y del Primero y el Segundo de Familia de san José, por lo que se procede a analizar dichos despachos en específico. 

Es importante indicar que para efectos de este informe no se planteará la reubicación de personas juzgadoras o técnicas judiciales, bajo el entendido que al mantener estas personas en sus despachos se estaría contribuyendo a la reducción del circulante y a la disminución de tiempos en los procesos en sus despachos de manera inmediata, en línea con lo indicado por la Contraloría General de la República, hecho que se comprobará en los abordajes que se realicen a estas oficinas por la Dirección de Planificación y el seguimiento respectivo.


[bookmark: _Hlk31981893]Juzgado de Familia de Cartago
En el caso del Juzgado de Familia de Cartago cuenta actualmente con 3 recursos de persona juzgadora (informe 628-PLA-EV-2020).  El Juzgado de Familia de Cartago es el que registra mayor cantidad de casos entrados en la actualidad por persona juzgadora de todo el país con 125 casos en promedio al mes. Conforme a esa carga se estaría ante la necesidad de crear la plaza de Jueza o Juez 3 y 2 de persona técnica judicial con la entrada del nuevo Código Procesal de Familia según el análisis macro del cuadro anterior. 
Sin embargo, al analizar en detalle la oficina, la cual reporta un excelente rendimiento de las personas juzgadoras a través del tiempo, registrando en promedio 117 casos terminados por Jueza o Juez, un 93% superior al valor promedio registrado por los demás despachos para las personas juzgadoras (65), razón por la que no se considera necesario la inclusión de este nuevo recurso. Lo anterior bajo el entendido que no se varíe el recurso humano (Juezas o Jueces) en este despacho, situación que, si se diera, entonces se requeriría una nueva valoración de condiciones para justificar o no la necesidad de incluir la persona juzgadora identificada anteriormente para completar la estructura de trabajo y tampoco el recurso de apoyo. 
Lo anterior considerando además, visualizar el impacto en la carga de trabajo de esta oficina a partir del 1 de octubre de 2022, fecha a partir de la cual ya no conocerán las Apelaciones de “pensiones provisionales” que para 2021 representó una entrada de 448 casos.  Así como la eventual creación de un Juzgado de Familia que pueda conocer toda la segunda instancia de este juzgado que podría representar perder no 448 asuntos sino en promedio 573[footnoteRef:44], lo cual equivale a un 24%, prácticamente lo equivalente a un recurso de persona juzgadora. [44:  Promedio entrada recursos de apelación en Pensiones Alimentarias periodo 2019-2021. ] 


Juzgado Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela
El Juzgado Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos, registra en promedio 53 casos terminados por Jueza o Juez , lo que representa un 15% inferior al promedio de los demás despachos especializados en materia Familia. En el caso de los técnicos, con una entrada mensual de 48 asuntos por plaza se ajustan al promedio nacional.  
Se compara la entrada mensual una vez que se desjudicialicen procesos y se divide contra 76 asuntos por plaza de Judicatura y 48 por persona Técnica Judicial, para obtener la cantidad de recurso humano que se necesita.

Cuadro 26
Análisis de carga de trabajo para el Juzgado Familia II Circuito Judicial de Alajuela
	Juzgado Familia II Circuito Judicial de Alajuela
	Personas Juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de Trámite

	Promedio mensual de Entrada 2017-2021 (estimado con desjudicialización)
	147/2=74
	147/2=74

	Promedio mensual de terminado 2017-2021
	107/2=53
	107/2=53

	Circulante al finalizar el 2021
	584

	Relación Salida Entrada
	73%

	Cantidad de personas con que cuenta el despacho (dedicando a una persona técnica judicial a la manifestación)
	2
	2

	Cantidad requerida de personas
	2
	3

	Variación
	0
	+1


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación.

Se identifica la necesidad de una persona técnica judicial en este despacho, para completar la estructura propuesta. Ya que en la actualidad el despacho utiliza a la persona Auxiliar de Servicios Generales para atender entre otras funciones la manifestación. Es importante indicar que se planea continuar con una persona Auxiliar de Servicios Generales para que atienda las necesidades de limpieza de este despacho, ya que, si se considerara la recalificación o movimiento de estos puestos, se tendría que incluir el costo de contratación privada de servicio de limpieza, subpartida 1.04.06 “Servicios Generales”, la cual actualmente se encuentra restringida por el aumento del Impuesto Valor Agregado (IVA) en los servicios.

Cuadro 27
Estructura propuesta Juzgado Familia II Circuito Judicial de Alajuela
	Juzgado Mixto
	Estructura orgánica funcional actual del despacho
	Estructura Propuesta

	Juzgado Familia II Circuito Judicial de Alajuela
	2 Juezas/ces 3
1 Coordinadora/or Judicial 2
3 Técnicas/os Judiciales 2
1 Auxiliar de Servicios Generales 2
	2 Juezas/ces 3
1 Coordinadora/or Judicial 2
4 Técnicas/os Judiciales 2 (crear una plaza técnica o técnico Judicial 2)
1 Auxiliar de Servicios Generales 2


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.
Por lo que basado en los resultados anteriores se analiza el costo de la inclusión de la plaza de persona técnica judicial 2 para completar la estructura de trabajo de este despacho. El impacto económico de esta propuesta se calcula en el siguiente cuadro.

Cuadro 28
Costo por puesto anual según estructura propuesta
para el Juzgado Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela
	 
	Clase ancha
	Clase angosta
	Costo del puesto anual
	Costo total

	Situación actual del puesto
	Técnico Judicial 2
	Técnico Judicial
	₡14.388.000
	₡14.388.000


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.
El costo anual para hacerle frente a la propuesta es de ₡14.388.000.

Análisis de Juzgados Primero y Segundo de San José
En los informes 656-PLA-RR-MI-2021 y 389-PLA-RH-MI-2021, se identificó que en los casos del Juzgado Primero y Segundo de Familia de San José, según la carga de trabajo estimada por mes; se podría modificar la cantidad de personas juzgadoras con que cuenta cada uno de estos despachos, por lo que se analiza el comportamiento de estos para concluir sobre estas variaciones.

Se compara la entrada mensual una vez que se desjudicialicen los procesos y se divide contra 76 asuntos por plaza de Judicatura y 48 por persona Técnica Judicial, para obtener la cantidad de recurso humano que se necesita.

Cuadro 29 
Análisis de carga de trabajo para el Juzgado Primero y Segundo de Familia de San José
	Carga de trabajo
	Juzgado Primero de San José
	Juzgado Segundo de San José

	
	Personas Juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de Trámite
	Personas Juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de Trámite

	Promedio mensual de Entrada 2017-2021 (estimado con desjudicialización)
	141/3=47
	141/5=28
	134/3=45
	134/5=27

	Promedio mensual de terminado
	130/3=43
	130/5=26
	137/3=46
	137/5=27

	Circulante al finalizar el 2021
	838
	788

	Relación Salida Entrada
	92%
	102%

	Cantidad de personas con que cuenta el despacho
	3
	5
	3
	5

	Cantidad requerida de personas
	2
	3
	2
	3

	Variación
	-1
	-2
	-1
	-2


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación.
El Juzgado Primero de Familia de San José cuenta con un circulante de 838 expedientes al finalizar el 2021, además registra una entrada de 47 asuntos, un 31% por debajo de la carga de trabajo promedio de 65 asuntos al mes por persona juzgadora y de 27 asuntos un 16% menor de los 48 al mes por persona técnica judicial. En el caso del Juzgado Segundo de Familia de San José, registra un circulante de 788 expedientes, registrando un 28% debajo de la cuota de trabajo de las personas juzgadoras y un 31% inferior en el caso de los técnicas o técnicos judiciales de trámite. 

Los resultados obtenidos con relación a la cuota de trabajo propuesta permiten identificar la posibilidad de reubicar 2 personas juzgadoras,  4 técnicas o técnicos judiciales,  1 persona Coordinadora Judicial y 1 Auxiliar de Servicios Generales, para ser trasladados a otras oficinas; una vez actualizada la información y con el criterio previo de la Dirección de Gestión Humana.   Se analizan en este informe las propuestas contenidas en los informes anteriores números 656-PLA-RR-MI-2020 y 389-PLA-RH-MI-2021, aprobados tanto por Consejo Superior como por Corte Plena,  de manera que ese recurso humano puede ser aprovechado temporalmente a bajar lo pendiente y pare reforzar alguna otra oficina prioritariamente de la misma jurisdicción:

El escenario 1 contempló lo siguiente: 

“Escenario 1: Unificación de estos despachos en el Juzgado de Familia de San José

En la provincia de San José existen dos despachos de Familia con las mismas competencias territoriales y materiales (Juzgado Primero y Segundo de San José), por lo que se analiza la posibilidad de modificar esa situación y unificar estos despachos en un único Juzgado de Familia de San José.

Se analiza la cantidad de personas requeridas bajo el supuesto del nuevo Juzgado de Familia de San José, tomando en cuenta el volumen total de ingreso de casos al mes de los Juzgados Primero y Segundo de Familia unificado, y se evalúa en relación con las cuotas de trabajo.
Cuadro 30 
Cantidad de personas requeridas para el Juzgado de Familia de San José
	Despacho
	Promedio mensual de Entrada estimada con desjudicialización
	Recurso humano requerido

	
	
	Personas Juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de Trámite

	Juzgado de Familia de San José
	275
	4
	6


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.
[bookmark: _Hlk97325287]Un Juzgado de Familia único en San José requeriría en su estructura ideal de al menos 4 personas juzgadoras y 6 técnicos judiciales de trámite, para asumir la entrada de casos mensuales promedio, adicional una persona técnica judicial para atender manifestación y una persona Auxiliar de servicios generales para atender la limpieza de este despacho, quedando para ser reubicados dos personas juzgadoras, un Coordinador Judicial 2, cinco Técnicos Judiciales 2 y un Auxiliar de Servicios Generales. Continuando, bajo el criterio de que no se realizarán movimientos de personal, esto con el objetivo de fomentar la reducción del circulante e impactar en los tiempos de proceso de manera inmediata, es que se plantea no realizar reubicaciones de personal en este despacho, de igual manera se plantea la estructura para este nuevo despacho, quedando de la siguiente forma:

Cuadro 31 
Estructura propuesta para un nuevo Juzgado de Familia de San José
	Juzgado
	Estructura orgánica funcional actual de los despachos
	Estructura Propuesta

	Juzgados Primero de Familia de San José
	3 Juezas/ces 3
1 Coordinadora/or Judicial 2
6 Técnicas/os Judiciales 2
1 Auxiliar de Servicios Generales
	Nuevo Juzgado de Familia de San José

6 Juezas/ces 3
2 Coordinadores Judiciales 2
12 Técnicas/os Judiciales 2 
2 Auxiliar de Servicios Generales

	Juzgados Segundo de Familia de San José
	3 Juezas/ces 3
1 Coordinadora/or Judicial 2
6 Técnicas/os Judiciales 2
1 Auxiliar de Servicios Generales
	


[bookmark: _Hlk95728450]Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.
Este escenario permitiría aprovechar de mejor manera los recursos disponibles, y disponer de mayor cantidad de personas para cubrir necesidades en otras oficinas, si se decidiera reubicar las personas identificadas como fuera de la estructura ideal propuesta para este despacho. Es importante indicar que se planea dejar la figura de la persona Auxiliar de Servicios Generales para que atienda las necesidades de limpieza de este despacho, ya que si se considerara la recalificación o movimiento de estos puestos, se tendría que incluir el costo de contratación de Servicio de Limpieza, subpartida 1.04.06 “Servicios Generales”, la cual actualmente se encuentra restringida por el aumento del Impuesto Valor Agregado (IVA) en los servicios, ya que este despacho cuenta con la figura de Auxiliar de Servicios Generales para atender esta necesidad.

Como se indica en líneas anteriores, se propone no realizar movimientos de personas con la finalidad de fomentar la reducción del circulante e impactar en los tiempos de proceso de manera inmediata, lo cual es una medida que permite a la Institución dar respuesta a lo indicado por la Contraloría General de Repúblicas  en el oficio DFOE-PG-IF-00002-2020 relacionado con “Informe de la Auditoría Operativa sobre la Gestión del Poder Judicial en cuanto a la Oportunidad de la Prestación del Servicio Público de Administración de la Justicia de los Juzgados de Familia y de Pensiones Alimentarias” sobre “…la duración excesiva y no justificada de los procesos judiciales…”.

Este escenario se sustenta a partir del seguimiento realizado como parte del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento Institucional, aprovechando que desde el 2020 estos 2 despachos cuentan con matrices de indicadores de gestión, por lo que en el siguiente cuadro se analizan los resultados obtenidos del seguimiento realizado a estos despachos durante el 2021, con los datos promedio obtenidos de la matriz de indicadores de gestión de los despachos Primero y Segundo de Familia de San José durante enero a diciembre 2021:

[bookmark: _Hlk95816258][bookmark: _Hlk95816283]Cuadro 32 
Datos promedios de la matriz de Indicadores de Gestión de los Juzgados 
Primero y Segundo de Familia de San José, enero a diciembre 2021
	N° Indicador
	          Nombre del      Despacho



Indicador
	Juzgado Primero de Familia San José
	Juzgado Segundo de Familia San José

	1
	Promedio Entrada Total
	95
	119

	 
	Promedio Casos Entrados Principales + Testimonio de Piezas
	105
	104

	 
	Promedio Casos Reentrados
	9
	15

	2
	Promedio Salida Total
	126
	147

	 
	Promedio Casos Terminados
	152
	142

	 
	Promedio Casos Inactivos
	13
	5

	2.1
	Promedio Cantidad de casos terminados por juez o jueza
	39
	41

	3
	Promedio Salida de casos por Conciliación
	55
	58

	4
	Total Circulante (Circulante Inicial + Entradas + Reentrados) – Terminados -Inactivos (diciembre 2021)
	838
	798

	 
	Circulante en Trámite (diciembre 2021)
	819
	787

	 
	Circulante en Ejecución (diciembre 2021)
	19
	11

	5
	Promedio Relación salida Total / entrada total 
	112%
	126%

	24
	Promedio Porcentaje de efectividad de realización audiencias 
	51%
	61%

	25
	Promedio Porcentaje de efectividad de realización audiencias de conciliación 
	45%
	63%

	27
	Cantidad de audiencias pendientes de realización (diciembre 2021)
	121
	206

	28
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo (diciembre 2021)
	99
	144

	29
	Promedio Cantidad de Expedientes pasados a firmar por Técnico o Técnica 
	546
	900

	30
	Promedio Porcentaje de rendimiento por persona técnica judicial
	52%
	61%

	35
	Promedio Cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora 
	101
	93

	37
	Promedio Porcentaje de rendimiento por persona juzgadora
	45%
	47%


[bookmark: _Hlk95816425]Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación con datos de la matriz de Indicadores de Gestión de los Juzgados Primero y Segundo de Familia del I Circuito Judicial de San José.
Nota: La Cantidad de casos terminados por juez o jueza, se recopila a partir de octubre de 2021. 

Como se observa en el cuadro anterior, para el periodo de enero a diciembre 2021, se tiene una diferencia en la entrada (no incluye los reentrados), equivalente a un asunto más en el Juzgado Primero de Familia (105) que su homólogo el Juzgado Segundo de Familia (104), en cuanto a los casos terminados, el Primero de Familia finalizó 152 expedientes y el Segundo de Familia 142, para una diferencia de 10 expedientes más en el Juzgado Primero, al analizar el circulante el Juzgado Segundo presenta la menor cantidad 798 asuntos, 40 asuntos menos que su homólogo el Juzgado Primero con 838; mientras que el promedio de la relación de la salida entre la entrada es un 14% más en el Juzgado Segundo (126%) que su homólogo el Juzgado Primero con un 112%. Por otra parte, el porcentaje de efectividad de realización de las audiencias fue de un 61% en el Juzgado Segundo y un 51% para el Juzgado Primero, lo que equivale a un 10% más en el Juzgado Segundo, un comportamiento similar se tiene en el porcentaje de efectividad de realización de las audiencias de conciliación 63% para el Juzgado Segundo y un 45% para el Juzgado Primero; sin embargo, la cantidad de audiencias pendientes de realización es menor en el Juzgado Primero con 121, equivalentes a 85 menos que el Juzgado Segundo con 206 señalamientos pendientes de realizar, en cuanto a los expedientes pendientes de fallo, se observa que el Juzgado Segundo a diciembre de 2021 tenía 144 asuntos, mientras que el Juzgado Primero 99 expedientes, para una diferencia de 45 expedientes menos que el Juzgado Segundo. 

Por otro lado, la cantidad de expedientes pasados a firmar por las personas técnicas, se visualiza el Juzgado Segundo pasó 900 expedientes, lo que representa 354 más que su homólogo el Juzgado Primero con 546 expedientes, y un porcentaje de rendimiento de un 61% y un 52% respectivamente; por último, la cantidad de sentencias dictadas para el Juzgado Primero fue de 101 y 93 para el Juzgado Segundo, para una diferencia de 8 sentencias más en el Juzgado Primero, y un porcentaje de rendimiento de 45% y 47%; es importante indicar que el Juzgado Primero de Familia, al no contar con la figura de la persona Coordinadora Judicial durante los meses de julio y agosto de 2021, no remitió la información de los indicadores de gestión, por lo que se considera que esta situación afecta los resultados del despacho, obteniéndose resultados mayores o menores a los indicados.

Según la relación de Puestos 2022 de la Dirección de Gestión Humana, los despachos analizados tienen adscritas cado uno 11 plazas, de las cuales tres son de personas juzgadoras, una de coordinador o coordinadora judicial, seis de técnicos o técnicas judiciales y una de auxiliar de servicios generales.

A continuación, se detalla en el siguiente cuadro el estado actual de las plazas adscritas a los despachos en estudio.

Cuadro 33 
Estado de los puestos adscritos a los Juzgados Primero y Segundo 
de Familia de San José, relación de puestos 2022
	Oficina
	Clase
	Número Puesto
	Estado Puesto

	Juzgado Primero de Familia de San José
	Juez 3
	43875
	Propiedad

	
	Juez 3
	43876
	Propiedad

	
	Juez 3
	43877
	Propiedad

	
	Coordinador Judicial 2
	43879
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	43878
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	43880
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	43882
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	43883
	Vacante

	
	Técnico Judicial 2
	43884
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	92757
	Vacante

	
	Aux. Serv. Generales
	43887
	Propiedad

	Juzgado Segundo de Familia de San José
	Juez 3
	60190
	Propiedad

	
	Juez 3
	60191
	Propiedad

	
	Juez 3
	19699
	Propiedad

	
	Coordinador Judicial 2
	60194
	Vacante

	
	Técnico Judicial 2
	43881
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	60192
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	60193
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	60195
	Vacante

	
	Técnico Judicial 2
	60197
	Propiedad

	
	Técnico Judicial 2
	92758
	Propiedad

	
	Aux. Serv. Generales
	60200
	Propiedad


Fuente: Relación de Puestos 2022 de la Dirección de Gestión Humana.

De la información del cuadro anterior se desprende que en el Juzgado Primero de Familia existe una plaza vacante de Técnico o Técnica Judicial 2 y en el Juzgado Segundo de Familia, actualmente se tiene el puesto de la persona Coordinadora Judicial 2 y un puesto de Técnico o Técnica Judicial 2, vacantes, el resto de personal se encuentra nombrado en propiedad en las plazas adscritas a cada despacho.

En conclusión, de los resultados obtenidos de la carga de trabajo y el seguimiento realizado a los Juzgados Primero y Segundo de Familia de San José, se recomienda la propuesta del “Escenario 1: Unificación de estos despachos en el Juzgado de Familia de San José”, planteada desde el 2020, en los informes 656-PLA-RH-MI-2020 y 389-PLA-RH-MI-2021, como la idónea para aplicar en estos juzgados, ya que permite la maximización del recurso humano. En atención también lo solicitado por la Comisión de Familia en el oficio 4-CJF-2022.

Para ello se creó la referencia interna 1679-2021, relacionada con el “Análisis de carga de trabajo de los Juzgados de Familia del Primer Circuito Judicial de San José”, a fin de presentar una propuesta detallada en un oficio adicional, para socializarla con las oficinas, la Comisión Jurisdiccional previo a remitirla a conocimiento de la Secretaría General de la Corte, antes de octubre 2022; y que incluya incluso la propuesta de traslado de recursos que se considere más adecuada, que respete los derechos de estas plazas y considere además el impacto esperado por la perdida de competencias a partir de octubre 2022 (apelaciones en pensiones provisionales que en 2021 fue de 103 recursos en el Juzgado Segundo y 81 en el Primero de Familia) y el impacto en caso de aprobarse la creación de un juzgado que conozca la segunda instancia en materia de Pensiones Alimentarias. 

Análisis Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia
Un caso especial de los juzgados especializados es el de Familia, de Niñez y Adolescencia, el cual con el CPF se adiciona a la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial el artículo 106 bis donde se modifica el nombre a Juzgado de Niñez y Adolescencia únicamente y dispone:

“Artículo 106 bis- Juzgados de Niñez y Adolescencia
Los juzgados de Niñez y Adolescencia conocerán de:
1) Los procesos resolutivos familiares y la ejecución de sentencia proveniente de ellos, tratándose de pretensiones de oposición a la adopción, de oposición a la declaratoria de adaptabilidad en sede administrativa, la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental y la pérdida de responsabilidad parental, con petición o no de adaptabilidad.
2) Las diligencias de protección cautelar referidas a personas menores de edad.
3) Los procesos relativos a la adopción de personas menores de edad y su oposición.
4) Los asuntos de petición unilateral de nombramiento de personas depositarias para personas menores de edad y de nombramiento de personas tutoras para personas menores de edad.
5) La diligencia de comunicación que establece el artículo 32 de la Ley N.º 7739, Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 1998.
6) Los procedimientos de restitución internacional de personas menores de edad, de adopción internacional y los demás de aplicación de convenios internacionales relativos a materia de niñez y adolescencia.
Los procedimientos establecidos en el inciso 6) deberán ser conocidos, exclusivamente, en los juzgados de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José.
En los lugares en los cuales no exista este despacho, la competencia de estas materias corresponderá al Juzgado de Familia.”.

El impacto directo esperado del CPF, en el Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia se espera que sea mínimo, ya que este despacho a diferencia de los demás despachos especializados no tendría casos que se estarían desjudicializando, a excepción de las adopciones de personas mayores de edad, pero que actualmente no se registran específicamente en los datos estadísticos diferenciando el tipo de persona involucrada (mayor o menor de edad), lo que limita la posibilidad de utilizar datos específicos de ese segmento de población para estimar el impacto.

En el siguiente gráfico se detalla el circulante por fase en asuntos principales del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia, durante el periodo del 2017 al 2021.

Cuadro 34 
Movimiento histórico del circulante por fase en el 
Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia, del 2017 al 2021
	Fase
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021
	Porcentaje

	Demanda
	483
	598
	724
	539
	 603
	39%

	Demostrativa
	310
	354
	400
	585
	823 
	54%

	Conclusiva
	47
	46
	79
	56
	 96
	6%

	Ejecución
	0
	0
	0
	1
	 0
	0%

	Sin Fase
	 
	 
	 
	6
	 7
	 0%

	Total 
	840
	998
	1203
	1187
	1529
	100%


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística del 2017 al 2021. 

Como se observa en el cuadro anterior, durante los últimos cinco años, se ha dado un crecimiento paulatino en el circulante, pasando de 840 asuntos al finalizar 2017 a 1 529 al finalizar 2021 (incremento del 55%). 
Sin embargo, para el 2020 disminuye en 16 asuntos en comparación con el periodo 2019.

Al graficar en conjunto la entrada total de casos (entrados+ testimonio de piezas + reentrados), los terminados totales (terminados + inactivos) y el circulante en trámite al finalizar el periodo de 2017 a 2021 se obtiene que en el año 2019 se registra una mayor cantidad de casos entrados con 1 189 y para el 2021 el circulante en trámite más alto de los últimos cinco años con 1 529 expedientes. La cantidad de terminados se mantuvo en crecimiento desde el 2017 al 2020, y disminuye en 2021 una cantidad 226 asuntos en comparación con el 2019, como se muestra en el siguiente gráfico.

Gráfico 8 
Entrado total, terminado total y circulante 
Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia, del 2017 al 2021 

               Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística 
             del 2017 al 2021.

El Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia registra una entrada promedio de 98 casos al mes, y de 81 terminados de 2017 a 2021, para una carga de trabajo de 49 casos por persona juzgadora y 25 por persona técnica judicial. Sin embargo esta oficina contó con un recurso adicional de persona juzgadora y de Técnica o Técnico Judicial del CACMFJ por aproximadamente de 2018 a 2021 periodo en que conforme al gráfico anterior, se visualiza fue cuando se reporta el incremento en la cantidad de terminados de la oficina, según información aportada por el Juzgado, el apoyo inicialmente se encargó de resolver asuntos en circulante específicamente de procesos de conflictos entre progenitores y el PANI (procesos de filiación), alrededor de 150 expedientes, y posteriormente colaboró con la celebración de audiencias (2 diarias) con la técnica supernumeraria, quién además dio apoyo a la “Jueza 2”. Consultado al CACMFJ sobre el período exacto del apoyo indican “el recurso de técnico se asignó desde 23 de marzo del 2018 hasta el 7 de mayo del 2021” y en cuanto a la persona juzgadora “y el recurso de juez se asignó desde mayo del 2018 hasta el 30 de abril de 2021”.

Cuadro 35 
Carga de trabajo Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	Despacho
	Promedio mensual Entrada 2017-2021
	Promedio mensual Terminados 2017-2021
	Circulante en trámite al 31 diciembre-2021
	Recurso Humano
	Carga de trabajo

	
	
	
	
	Jueza o Juez
	Técnica o Técnico de trámite
	Jueza o Juez
	Técnica o Técnico de trámite

	Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	98
	81
	1529
	2
	4
	49
	25


Fuente: Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación.

En relación con la carga de trabajo por persona juzgadora calculada, se realizó entre el personal titular, sin embargo, se reitera que por aproximadamente 3 años contaron con apoyo adicional del CACMFJ.  Este despacho registra 49 casos entrados al mes, lo que representa una carga de trabajo 36% inferior al promedio nacional en despachos especializados y en el caso de las personas técnicas 25 casos, un 48% inferior a la carga promedio de las personas técnicas en otros despachos de Familia Especializados; y por la particularidad de estos procesos, tratándose de personas menores de edad, incluso una población vulnerable, incluso en riesgo social y familiar, se requiere de procesos resueltos en la menor cantidad de tiempo posible, pero analizando la duración de los asuntos, como se observará en el siguiente cuadro, se gistro una clase de asunto con una duración de 170 meses en trámite Se registró una duración promedio por proceso de 20 meses, de los cuales el proceso de Adopción que registra una duración de 169 meses siendo el más extenso y Medida Cautelar (2 semanas) el que se ejecuta en menos tiempo.

El Depósito Judicial es el proceso que más veces se completó en 2019 (219 casos) para una duración promedio de un año, seguido de la Declaratoria Judicial Abandono con 164 casos y una duración promedio de 1,8 años y la Adopción Nacional con 108 casos en 2019 y una duración promedio de 1,7 años, como se muestra en el siguiente cuadro:

Cuadro 36 
Duración promedio de casos del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia 2019
	Tipo de Proceso
	Cantidad de casos terminados 2019
	Promedio de duración (meses)

	Adopción
	10
	168,96

	Otros
	4
	47,41

	Diligencia utilidad y necesidad
	104
	28.75

	Declaratoria Judicial Abandono
	164
	21,84

	Comunic. Art.32 Cdna (P.A.N.I.)
	26
	21,18

	Impugnación Reconocimiento
	5
	21,18

	Adopción Nacional
	108
	20.47

	Tutela 
	14
	18,52

	Salvaguardia
	1
	18,18

	Interrelación familiar (régimen de visitas)
	62
	17,26

	Declar. Extramatrimonialidad
	4
	17,13

	Suspensión Patria Potestad
	65
	16,06

	Investigación Paternidad
	3
	15,56

	Proceso Especial Protección
	57
	13,77

	Reconocimiento de hija o de hijo de mujer casada no contencioso
	2
	12,98

	Asuntos De Otras Jurisdicciones
	2
	12,46

	Declaratoria Paternidad
	2
	12,39

	Depósito Judicial
	219
	11,97

	Guarda Crianza Y Educación
	28
	10,76

	Impugnación Paternidad
	7
	9,16

	Autorización Salida País
	32
	8,79

	Otros abreviados
	6
	8,17

	Conflicto Autoridad Parental
	1
	6,59

	Rest. Internacional 
	36
	6,37

	Sol. Allanamiento (art.36 L.O. P.A.N.I)
	5
	6,13

	Adopciones internacionales
	9
	4,58

	Recuperación Patria Potestad
	1
	3,32

	Medida Cautelar
	3
	0,47

	Total
Promedio
	980
	20,02


[bookmark: _Hlk96507023]Fuente: Modernización Institucional con base en datos estadísticos del Subproceso de Estadística 2019.


Por otra parte, como estudio complementario al informe 389-PLA-RH-MI-2021 de esta Dirección se incluyó la referencia interna 1687-2020, relacionada con el “Análisis de carga de trabajo y factibilidad de asignación definitiva de la plaza de Auxiliar de Servicios Generales compartida entre el Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de San José y el Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia”, se tiene la siguiente información:

Estructura de Trabajo
[bookmark: _Hlk96310010]
A continuación, se detalla la estructura de trabajo de los juzgados de Familia, Niñez y Adolescencia y el Juzgado de Violencia Doméstica ambos de San José, y de acuerdo con la Relación de Puestos de la Dirección de Gestión Humana 2022 tienen el siguiente recurso:
Cuadro 37 
Estructura de Trabajo de los Juzgados de Familia, de Niñez y Adolescencia y 
Juzgado de Violencia Doméstica Primer C.J. de San José, 2022
	Despacho
	Jueza o Juez
	Coordinadora o Coordinador Judicial
	Técnicas o Técnicos Judiciales
	Auxiliar de Servicios Generales

	Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	2
	1
	5
	0

	Juzgado de Violencia Doméstica San José
	 2
	 1
	3 
	1


[bookmark: _Hlk96445089]Fuente: Modernización Institucional.

La plaza de Auxiliar de Servicios Generales, de acuerdo con la Relación de Puestos del 2022 está adscrita al Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José y corresponde al número de puesto 84172 y su condición es “Propiedad” pero colabora tanto con el Juzgado Contra la Violencia, como con el de Niñez y Adolescencia, media audiencia en cada oficina. 

Funciones del puesto Auxiliar de Servicios Generales

Según lo indicado mediante correo electrónico del 22 de febrero de 2022 por la señora Katherine Fabiola Díaz Baltodano, Auxiliar de Servicios Generales, plaza compartida entre el Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José y el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia, realiza las siguientes funciones:

Cuadro 38 
Funciones del puesto de Auxiliar de Servicios Generales del 
Juzgado de Violencia Doméstica Primer C.J. de San José
	Funciones Auxiliar Servicios Generales

	Realizar limpieza en la oficina.

	Colaborar con la atención de las personas usuarias.

	Atención de las líneas telefónicas del juzgado.

	Entregar correspondencia en otras oficinas.

	Llevar expedientes a la fotocopiadora. 

	Escanear documentos y expedientes.

	Recoger las actas de notificación en la OCJ

	Manifestación estrados, guardar expedientes en dispositivos electrónicos.

	Hacer constancias de entrega de certificación de expedientes.

	Recibir las solicitudes de Depósitos de Objetos Decomisados, solo se hace en el Juzgado de Violencia Doméstica


[bookmark: _Hlk96507084]Fuente: Modernización Institucional con datos del Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José.

Las funciones del puesto de Auxiliar de Servicios Generales se encuentran establecidas en el Perfil Competencial de la Dirección de Gestión Humana, lo cual puede ser consultado mediante la dirección electrónica http://intranet/gestionhumana/index.php/manual-perfiles.

De la revisión de las funciones que realiza la persona que ocupa la plaza de Auxiliar de Servicios Generales, se verifica que están de acuerdo con las tareas de los manuales de puestos normados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial y se encuentran acordes a la estructura de trabajo del Juzgado. Sin embargo, al consultar a la Administración Regional, según consulta realizada mediante correo electrónico del 22 de febrero 2021, el MSc. Iván Granados Barquero, Coordinador de Unidad 3 del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, el Juzgado Contra la Violencia Doméstica tiene contratado servicio de limpieza privado 3 días a la semana e indica lo siguiente:
(…) el Consejo Superior aprobó contratar el servicio de limpieza para el Juzgado de Violencia Doméstica de San José para la primera audiencia de los días lunes, miércoles y viernes de cada semana.  

[bookmark: _Hlk97362526]Carga de Trabajo
Como se puede observar en el siguiente cuadro, para el periodo 2021 la carga de trabajo en el Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia por persona juzgadora es de 50 asuntos para el personal juzgador y 25 para las personas técnicas judiciales, mientras que en el Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José, se tiene una carga de 52 asuntos para los Jueces o Juezas y de 34 para las Técnicas o Técnicos Judiciales. Es importante indicar que en el caso del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia, se consideran solamente 4 personas técnicas judiciales de trámite, debido a que uno de los puestos está dedicado 100% a la atención de las personas usuarias, además de realizar tareas administrativas que contribuyen para que las personas técnicas judiciales encargadas del trámite de expedientes maximicen su labor en los proyectos de resolución.
Además como parte del Proyecto de Implementación del Código Procesal de Familia, a partir de febrero 2022 se indicó con el análisis de los despachos especializados contra la Violencia Doméstica, incluido el despacho del Primer Circuito.  Conforme a la metodología explicada a la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia así como a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, se inició con un taller con las personas juzgadoras tanto de despachos especializados, mixtos, PISAV, los días 21, 22 de febrero y 1 de marzo de 2022 en donde se identificaron en un trabajo de retroalimentación, una serie de oportunidades de mejora en la materia, actualmente están en el proceso de completar “plantillas” de suministro de información que finalmente tendrán como resultado la definición de una “oficina modelo” de Juzgado Contra la Violencia Doméstica que se espera replicar en los Juzgados Especializados a partir de abril 2022; y adaptar en lo posible los despachos mixtos. 

Actualmente, la carga de estas oficinas se presenta en el siguiente cuadro. Sin embargo, dentro del abordaje que se realizará en los meses siguientes, se contemplará como uno de los objetivos de esta Dirección analizar la factibilidad de asignación definitiva de la plaza ahora “compartida” de Auxiliar de Servicios Generales.  
[bookmark: _Hlk96509105]Cuadro 39
Carga de Trabajo de los Juzgados de Familia, de Niñez y Adolescencia y 
[bookmark: _Hlk96313740]Juzgado de Violencia Doméstica I C.J. de San José, 2021
	Despacho
	Promedio mensual Entrada 2021
	Promedio mensual Terminados 2021
	Circulante en trámite al 31 diciembre-2021
	Recurso Humano
	Carga de trabajo

	
	
	
	
	Jueza o Juez
	Técnica o Técnico de trámite
	Jueza o Juez
	Técnica o Técnico de trámite

	Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	100
	71
	1529
	2
	4
	50
	25

	Juzgado de Violencia Doméstica San José
	 103
	 167
	
1016
 
	2
	3
	52
	34


[bookmark: _Hlk96510028]Fuente: Modernización Institucional con base en datos estadísticos del Subproceso de Estadística.

De los resultados obtenidos, se desprende que Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José, tiene una carga de trabajo de 52 por persona juzgadora y 34 por persona técnica judicial. 

[bookmark: _Hlk96541649]Atención de la referencia interna 1689-2021, relacionada con el “Análisis de competencia actual del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia, respecto a la entrada de casos en el Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur”.

Dentro del informe 389-PLA-RH-MI-2021, se incluyó como estudio complementario, analizar la competencia del Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia de San José. Lo anterior, con el fin de valorar la necesidad de proponer a Corte Plena un cambio de competencia, dado que en la actualidad los Juzgados de Familia del país conocen entre sus competencias los asuntos de niñez, salvo la provincia de San José, en donde existe el juzgado especializado en estos asuntos.  
En los casos donde la persona menor de edad reside en San José, en esta misma zona se ubican también los Juzgados de Familia.  Pero en el caso de Pérez Zeledón, existe un Juzgado en su mismo Circuito y aun así los procesos de niñez se tramitan en San José.  
Para obtener los insumos necesarios,  desde el inventario 2020, se le solicitó al Juzgado completar una plantilla que les fue suministrada por la Dirección de Planificación con el fin de identificar del total de asuntos entrados en los que figura una persona menor de edad provienen de la zona de Pérez Zeledón, pero que por la competencia actual del Juzgado de Niñez y Adolescencia de San José, no ingresan al Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. En el siguiente cuadro se observa la cantidad de casos ingresados durante el 2021:

Cuadro 40 
Casos ingresados en el Juzgados de Familia, de Niñez y Adolescencia, donde el lugar de residencia del menor es Pérez Zeledón, durante el 2021
	Número de Expediente asuntos de Niñez y Adolescencia en donde lugar de residencia del menor es Pérez Zeledón
	Fecha de entrada del expediente

	
	Año
	Mes

	21-000061-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Enero

	21-000063-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Enero

	21-000066-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Enero

	21-000083-0673-NA (Proceso Esp. De Protección)
	2021
	Febrero

	21-000097-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Febrero

	21-000108-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Febrero

	21-000143-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Febrero

	21-000145-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Marzo

	21-000228-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Marzo

	21-000238-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Abril

	21-000270-0673-NA (Declaración de Abandono)
	2021
	Abril

	21-000271-0673-NA (Proceso Esp. De Protección)
	2021
	Abril

	21-000275-0673-NA (Proceso Esp. De Protección)
	2021
	Abril

	21-000307-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Abril

	21-000425-0673-NA  (Comunicación de Medida)
	2021
	Junio

	21-000476-0673-NA (Tutela)
	2021
	Junio

	21-000482-0673-NA (Adopción)
	2021
	Junio

	21-000531-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Julio

	21-000557-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Julio

	21-000600-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Agosto

	21-000623-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Agosto

	21-000631-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Agosto

	21-000645-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Agosto

	21-000661-0673-NA (Declaración de Abandono)
	2021
	Agosto

	21-000720-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Septiembre

	21-000752-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Septiembre

	21-000756-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Septiembre

	21-000759-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Octubre

	21-000760-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Octubre

	21-000761-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Octubre

	21-000764-0673-NA (Proceso Esp. De Protección)
	2021
	Octubre

	21-000766-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Octubre

	21-000787-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Octubre

	21-000793-0673-NA (Proceso Esp. De Protección)
	2021
	Octubre

	21-000796-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Octubre

	21-000798-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Octubre

	21-000808-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Octubre

	21-000871-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Noviembre

	21-000875-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Noviembre

	21-000889-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Noviembre

	21-000894-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Noviembre

	21-000895-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Noviembre

	21-000899-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Noviembre

	21-000920-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Noviembre

	21-000921-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Noviembre

	21-000922-0673-NA (Proceso Esp. De Protección)
	2021
	Noviembre

	21-000927-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Noviembre

	21-000946-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Diciembre

	21-000947-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Diciembre

	21-000948-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Diciembre

	21-000955-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Diciembre

	21-000964-0673-NA (Depósito Judicial)
	2021
	Diciembre

	21-000965-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Diciembre

	21-000991-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Diciembre

	21-000998-0673-NA (Suspensión de Patria Potestad)
	2021
	Diciembre

	21-001002-0673-NA (Comunicación de Medida)
	2021
	Diciembre


[bookmark: _Hlk96514577]Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con datos del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia.

Como se observa en el cuadro anterior, para el 2021 en 56 casos la persona menor de edad reside en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur; entre los cuales están asuntos de Comunicación de Medidas, representan el mayor ingreso con 28, seguido de Depósito Judicial con 9 asuntos, 8 de Suspensión de Patria Potestad, entre otros.  Esos 56 casos al año representan en promedio 5 asuntos al mes. En circulante al 16 de marzo existen aproximadamente 60 expedientes activos según consulta realizada a la Coordinadora del despacho.

Carga de Trabajo
A continuación, se analiza la carga de trabajo de los juzgados en estudio, considerando el personal técnico de Trámite, ya que ambas tienen adicionalmente un manifestador.

Cuadro 41 
Carga de Trabajo de los Juzgados de Familia, de Niñez y Adolescencia y 
Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, 2021
	Escenario
	Despacho
	Promedio mensual Entrada 2021
	Promedio mensual Terminados 2021
	Circulante en trámite al 31 diciembre-2021
	Recurso Humano
	Carga de trabajo
mensual

	
	
	
	
	
	Jueza o Juez
	Técnica o Técnico de trámite
	Jueza o Juez
	Técnica o Técnico de trámite

	Escenario con competencia actual
	Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	100
	71
	1529
	2
	4
	50
	25

	
	Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur
	95
	99
	342
	2
	2
	48
	48

	Escenario en caso de trasladar los asuntos de Niñez a Familia PZ
	Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	95
	71
	1529
	2
	4
	48
	24

	
	Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	100
	99
	342
	2
	2
	50
	50


Fuente: Modernización Institucional con base en datos estadísticos del Subproceso de Estadística.

De la información analizada, se determina que la carga de trabajo para el personal juzgador difiere en dos asuntos al mes que ingresan de más en el Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia con respecto al Juzgado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en cuanto al personal técnico se tiene una carga mayor en el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.
Se analiza el impacto en la entrada de asuntos nuevos que tendría el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur en relación con los procesos que se desjudicializan una vez que entre en vigencia el Código Procesal de Familia.
Para obtener la cantidad de recurso humano que se necesita, se compara la entrada mensual con la desjudicialización de los procesos y se divide contra 76 asuntos por plaza de Judicatura y 48 por persona Técnica Judicial (que es el dato de entrada promedio una vez desjudicializados los asuntos según ley 9747).

[bookmark: _Hlk97369665]Cuadro 42 
Carga de Trabajo con desjudicialización en el Juzgado de Familia 
del I Circuito Judicial de la Zona Sur
	Juzgado Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur
	Personas Juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de Trámite

	Promedio mensual de Entrada 2017-2021 (estimado con desjudicialización)
	103+5 asuntos niñez/2=54
	103+5 asuntos niñez/2=54

	Promedio mensual de terminado 2017-2021
	85/2=43
	85/2=43

	Circulante al finalizar el 2021
	342

	Relación Salida Entrada
	83%

	Cantidad de personas con que cuenta el despacho 
	2
	2

	Cantidad requerida de personas
	1.3
	2.4

	Variación
	-1
	0


Fuente: Modernización Institucional con base en datos estadísticos del Subproceso de Estadística.

Como puede observarse, la entrada proyectada restando la cantidad de procesos que se estima se desjudicializarian a partir de octubre 2022 e incluyendo la entrada probable de asuntos de Niñez y Adolescencia al mes (5), tanto para el personal juzgador como técnico judicial en promedio la carga será de 54 asuntos por persona por mes, además, con la desjudicialización teóricamente se requiere solamente de una persona juzgadora para atender la carga de trabajo, sin embargo, se propone no realizar movimientos de personas con el fin de fomentar la reducción del circulante e impactar en los tiempos de los procesos de manera inmediata y justificar que se mantenga el recurso pero ampliando su competencia para que conozca también los asuntos de Niñez y Adolescencia al igual que sus despachos homólogos en el resto del país (salvo San José).

En conclusión, como se observa, siendo que la cantidad asuntos de esa zona es de solo 56 casos nuevos al año, y 60 en circulante, en el caso de aprobarse por Corte Plena el traslado de la competencia de esos asuntos del Juzgado de Niñez donde el menor reside en Pérez Zeledón hacia el Juzgado de Familia del Primer Circuito de la Zona Sur, contribuye también con la maximización del recurso del personal juzgador del Juzgado Familia, de Niñez y Adolescencia, que ya que no tendría que trasladarse a Pérez Zeledón para realizar las audiencias o algún tipo de reconocimiento, existiendo el Juzgado de Familia en esa misma zona, además de mejorar o acercar el servicio para la persona usuaria que en su mismo lugar de residencia va a poder realizar los trámites que necesita en la jurisdicción de Familia incluida niñez y adolescencia. 

Para evitar retrasos en los expedientes que ya tienen fecha de señalamiento se recomienda que se trasladen los asuntos en circulante excepto los que estén en esa condición, el resto se trasladarían (por itineración) del Juzgado de Niñez y Adolescencia hacia el Juzgado de Familia de Pérez Zeledón, en donde el menor resida en ese cantón. Este cambio se propone se aplique a partir de la fecha de aprobación por Corte Plena del cambio competencia territorial aquí recomendado.


Atención de la referencia interna 1916-2021, relacionada con la “Valoración para la especialización de una persona en adopciones internacionales en el Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia”.

En el siguiente cuadro se visualiza la cantidad de casos entrados relacionados con los procesos de adopciones internaciones que se tramitan en el Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia durante el periodo del 2019 al 2021.

Cuadro 43 
Casos entrados en adopciones internacionales en el 
Juzgado de Familia de Niñez y Adolescencia, 2019 al 2021
	 Tipo
	2019
	2020
	2021

	Entrada
	10
	8
	3


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
Para el periodo en análisis, se tiene un ingreso de 21 casos de adopción internacional y la entrada total para este periodo en el despacho fue de 3 417 asuntos, por lo que este tipo de casos representa un 0,61% de la entrada, al ser un porcentaje de ingreso menor al 1%, se considera que no es necesaria la especialización de una persona para atender el trámite de estos procesos, por lo que se reitera lo indicado en el oficio 21-PLA-EV-2021, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 07-2021 del 26 de enero de 2021, artículo XLV, en el que se estableció una estructura de trámite por equipos de trabajo en la que todas las personas conocerán todos los procesos. Previo a esa recomendación si existía una persona Técnica Judicial encargada específicamente de esos asuntos. 

Cabe indicar que esta Dirección actualmente analizará la estructura ideal de esta oficina, así como la parametrización de sus indicadores, para el informe de cierre del abordaje de este Juzgado. Referencia interna: 1741-20. 

Juzgados de Familia (mixtos de 2 materias)

En este bloque de despachos se ubican ocho juzgados: de Familia y Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial Guanacaste, de Familia y Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya), de Familia y Violencia Doméstica del Segundo  Circuito Judicial Zona Sur, de Familia y Violencia Doméstica del Tercer Circuito Judicial Alajuela (San Ramón), de Familia y Violencia Doméstica Golfito, de Familia y Violencia Doméstica Santa Cruz, de Familia y Violencia Doméstica de Grecia y finalmente el Juzgado de Trabajo y Familia Hatillo, San Sebastián y Alajuelita. 

Los despachos mixtos atienden Familia y Violencia Doméstica, a excepción del Juzgado de Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita que lleva materias Trabajo y Familia. Estos despachos cuentan con dos personas juzgadoras los cuales atienden cada materia en un 50%, a salvedad del Juzgado Familia y Violencia Doméstica de Golfito que solamente cuenta con una Jueza o Juez, como se muestra en el cuadro siguiente.
Cuadro 44 
Carga de trabajo juzgado de Familia mixtos
 de Familia y Violencia Doméstica 2017 a 2021
	Despacho
	Materia*
	Recurso humano
	Porcentaje dedicado por materia por Juez o Jueza
	Promedios totales mensual
	Entrados al mes por persona Juzgadora
	Entrados al mes por persona Tec. Jud. Trámite
	Relación salida entre entrada

	
	
	Jueza o Juez
	Téc. Jud. De Trámite
	
	Entrados
	Terminados
	
	
	

	Juzgado Familia y Viol. Dom. I Circ. Jud. Guanacaste 
	Familia
	2
	4
	50%
	90
	69
	45
	23
	77%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	111
	110
	55
	28
	100%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)
	Familia
	2
	3
	50%
	46
	35
	23
	15
	75%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	97
	101
	48
	32
	104%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. II Circ. Jud. Zona Sur
	Familia
	2
	3
	50%
	75
	56
	37
	25
	74%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	84
	83
	42
	28
	98%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón)*
	Familia
	2
	3
	50%
	89
	70
	45
	30
	79%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	85
	87
	42
	28
	103%

	Juzgado Familia, Penal Juv. Y Viol. Dom. Doméstica de Golfito
	 
	1
	2
	100%
	32
	25
	32
	16
	78%

	
	Familia
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Viol. Doméstica
	
	
	100%
	47
	49
	47
	23
	97%

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. Santa Cruz
	Familia
	2
	3
	50%
	51
	39
	26
	17
	66%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	133
	131
	67
	44
	98%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. Grecia
	Familia
	2
	3
	50%
	104
	84
	52
	35
	81%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	88
	83
	44
	29
	94%


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. La entrada y terminados para materia Familia incluye Principales, reentrados, Incidentes y Segunda Instancia. Y la entrada en VD incluye nuevos, reentrados y testimonios.
Nota *: El Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramon, tiene 3 técnicos que tramitan y manifiestan, adicionalmente comparte una plaza de Técnico con el Juzgado Civil y Trabajo de San Ramón.
Cuadro 45 
Carga de trabajo juzgado de Familia mixtos de Familia y Trabajo 2017 a 2021
	Despacho
	Materia
	Recurso humano
	Porcentaje dedicado por materia por juez
	Promedios totales mensual
	Entrados al mes por persona juzgadora
	Entrados al mes por persona Tec. Jud. Trámite
	Relación salida entre entrada

	
	
	Jueza o Juez
	Téc. Jud. De trámite
	
	Entrados
	Terminados
	
	
	

	Juzgado Trabajo y Familia Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	Laboral
	1
	3
	100%
	17
	12
	17
	6
	72%

	
	Familia*
	1
	
	100%
	85
	69
	85
	28
	81%


Fuente: Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. 
*La entrada y terminados para materia Familia incluye Principales, reentrados, Incidentes y Segunda Instancia.

La entrada promedio en estas oficinas en materia de Familia es de 70 casos por mes y la salida de 54 para un 76% de rendimiento. Por persona juzgadora ingresan en promedio por mes 37 asuntos. Encontrándose por debajo del promedio de entrada por plaza los Juzgados de Familia y Violencia de Nicoya (23 nuevos por mes por plaza) y Santa Cruz (26).   

Y superando la entrada mensual definida de 76 casos (38 para una persona dedicada el 50% de su tiempo a atender familia), se ubican los despachos del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (45 nuevos por mes por plaza), Tercer Circuito Judicial de Alajuela-San Ramón (45) y Grecia (52). 

Sin embargo, la diferencia no justifica la asignación de una plaza de persona juzgadora adicional.  La entrada eventualmente disminuiría a partir de la desjudicialización de algunos procesos con la entrada en vigencia de la Ley 9747 a partir del 1 de octubre 2022, ver estimación en el siguiente cuadro.  

La entrada promedio en estas oficinas en materia de Violencia Doméstica es de 92 casos por mes y la salida de 92, lo que representa un 99% de rendimiento general. 

Por persona juzgadora ingresan en promedio 49 casos nuevos por mes. El caso más significativo es Santa Cruz que reporta una entrada de 67 nuevos por plaza, aun así, reporta un rendimiento del 98% respecto a la relación entrada/salida.  

Cuadro 46 
Carga de trabajo por persona juzgadora y por 
persona técnica judicial con la desjudicialización, 2021
	[bookmark: RANGE!B3][bookmark: _Hlk66920561]Despacho
	Materia
	Entrados totales anual estimados con desjudicia-lización
	Terminados totales anual
	Entrados al mes estimados con desjudicia-lización
	Terminados al mes
	Entrados al mes por persona juzgadora
	Entrados al mes por persona Tec. Jud. Trámite
	Relación salida entre entrada

	Juzgado Familia y Viol. Dom. I Circ. Jud. Guanacaste 
	Familia
	1027
	721
	80
	64
	40
	20
	80%

	
	Violencia Doméstica
	1151
	1134
	102
	101
	51
	26
	99%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)
	Familia
	713
	452
	55
	40
	28
	18
	72%

	
	Violencia Doméstica
	1239
	1082
	110
	96
	55
	37
	87%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. II Circ. Jud. Zona Sur
	Familia
	965
	771
	75
	69
	38
	25
	91%

	
	Violencia Doméstica
	855
	790
	76
	70
	38
	25
	92%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón)*
	Familia
	1178
	948
	92
	84
	46
	31
	92%

	
	Violencia Doméstica
	877
	859
	78
	76
	39
	26
	98%

	Juzgado Familia, Penal Juv. Y Viol. Dom. Doméstica Golfito
	Familia
	509
	339
	40
	30
	40
	20
	76%

	
	Violencia Doméstica
	471
	396
	42
	35
	42
	21
	84%

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. Santa Cruz
	Familia
	680
	468
	60
	42
	30
	20
	69%

	
	Violencia Doméstica
	1400
	1396
	124
	124
	62
	41
	100%

	Juzgado Familia y Viol. Dom. Grecia
	Familia
	1116
	958
	87
	85
	43
	29
	98%

	
	Violencia Doméstica
	1046
	805
	93
	72
	46
	31
	77%

	Juzgado Trabajo y Familia Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	Laboral
	196
	207
	17
	18
	17
	6
	106%

	
	Familia
	1001
	889
	78
	79
	78
	26
	101%


Fuente: Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. 
Nota:* En el informe 159-PLA-MI-2022, se recomienda que la plaza de Técnico Judicial 2 (código 44489) pase a tiempo completo en el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón, para atender la carga de trabajo que tiene este despacho en la tramitación de expedientes y en la atención de usuarios en el área de manifestación.

En el caso específico del Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia), Juzgado Familia y Violencia Doméstica del Tercer Circuito Judicial Alajuela (San Ramón), Juzgado Familia y Violencia Doméstica de Grecia y el Juzgado Trabajo y Fam. Hatillo, San Sebastián y Alajuelita, que presentan el promedio mensual de asuntos ingresados totales más altos, y se valoró desde el 2021 la posibilidad de especialización, sin embargo, la carga de trabajo ni la cantidad de personal justificó la especialización; ya que en todos los casos se requeriría personal adicional y (o) recalificaciones de puestos; existiendo las limitaciones presupuestarias de crecimiento en plazas no solo en la Institución sino a nivel país; además considerando que en los ejercicios de formulación presupuestaria anteriores, por la situación fiscal del país no se otorgó contenido presupuestario para la implementación de la Ley 9747 “Código Procesal de Familia”. En el caso de la materia de Violencia Doméstica actualmente se está trabajando en la creación conjunta entre personas juzgadoras y la Dirección de Planificación de una “oficina Modelo”, estudio a partir del cual podrían generarse oportunidades de mejora para los despachos mixtos del país, además de establecer la conformación ideal de oficina contra Violencia Doméstica. Para la formulación de presupuesto 2023, se mantiene lo ya analizado, no existiendo variación pese a contemplar la entrada incluso del periodo 2021 a la espera también de analizar nuevamente el próximo año pero contemplado los resultados de la oficina modelo.  

Juzgados de Familia (mixtos de 3 materias)

En este bloque de despachos se ubican tres juzgados: Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas; Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Turrialba y Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Quepos.

Al tratarse de despachos que conocen varias materias, los cálculos se realizaron sobre la carga laboral total, como se muestra en el siguiente cuadro.

Cuadro 47
Carga de trabajo juzgado de Familia mixtos de tres materias 2017 a 2021
	Despacho
	Materia
	Recurso humano actual
	Porcentaje de dedicado por materia por juez
	Entrados al mes
	Terminados al mes
	Entrados al mes por persona juzgadora
	Entrados al mes por persona Tec. Jud. Trámite
	Relación salida entre entrada

	
	
	Jueza o Juez
	Téc. Jud. De trámite
	
	
	
	
	
	

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. Cañas
	Familia
	2
	2*
	50%
	48
	34
	24
	24
	72%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	44
	46
	22
	22
	103%

	
	Penal Juvenil
	
	
	50%
	12
	13
	6
	6
	108%

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. Turrialba
	Familia
	2
	3**
	50%
	52
	44
	26
	17
	85%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	79
	82
	39
	26
	104%

	
	Penal Juvenil
	
	
	50%
	13
	14
	6
	4
	109%

	Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Viol. Doméstica de Quepos
	Familia
	2
	3***
	50%
	34
	28
	17
	11
	82%

	
	Viol. Doméstica
	
	
	50%
	51
	51
	25
	17
	102%

	
	Penal Juvenil
	
	
	50%
	10
	11
	5
	3
	107%


Fuente: Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística. 
Nota *En Cañas solo hay 2 plazas de Técnico que manifiestan por rol. Además, un Auxiliar de Servicios Generales pero compartido con el Juzgado Civil y Trabajo de Cañas. 
Nota **En Turrialba las 3 plazas de Técnico tramitan y manifiestan por rol. 
Nota *** En Quepos existe además de 3 tramitadores, una plaza de Técnico Judicial manifestador y una de Auxiliar de Servicios Generales. Funciona como juzgado competente en 3 materias desde octubre 2018, con la especialización del Juzgado Civil y de Trabajo.  

Según los resultados obtenidos, la cantidad de casos entrados por persona juzgadora en las materias de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil en estos 3 despachos es de 54 asuntos (entre las 3 materias). Ese promedio solamente lo supera Turrialba con una entrada promedio por persona juzgadora de 64 asuntos por mes, sin embargo, no justifica la asignación de una plaza adicional. 

Respecto al personal técnico, la entrada promedio por plaza es de 43 asuntos (37 en Quepos, 45 en Turrialba y 48 en Cañas). 

Como se observa la carga de asuntos nuevos en Turrialba y Cañas es superior a la de Quepos y adicionalmente estas plazas les corresponde atender la manifestación por rol. 

Respecto a Cañas, la Administración Regional contrata el servicio de limpieza medio tiempo. Se recomienda realizar un estudio para analizar las implicaciones de asignar a tiempo completo la plaza de Auxiliar de Servicios Generales al Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas, valorando el impacto que pueda tener el Juzgado Civil y Trabajo de Cañas con quien comparte el recurso, ya que incluso ambas oficinas están en locales separados.  

Cabe mencionar que estaría pendiente conocer el impacto en estas oficinas con la creación de Juzgados de Familia por Ministerio de Ley, lo que será objeto de análisis a partir de la información obtenida en el inventario en Familia 2021.

Juzgados de Familia (mixtos de 5 o más materias)

En este bloque de despachos se ubican cinco juzgados: Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires; Civil, Trabajo y Familia Puriscal; Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial Alajuela, Sede Upala; Civil, Trabajo y Familia Osa; Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Sarapiquí. Está conformado de la siguiente manera.

[bookmark: _Hlk98087613]Cuadro 48 
Carga de trabajo juzgado de Familia mixtos de cinco o más materias, 2017 al 2021
	Despacho
	Materia
	Recurso humano actual
	Porcentaje de dedicado por materia por juez
	Entrados al mes
	Terminados al mes
	Entrados al mes por persona juzgadora
	Entrados al mes por persona Tec. Jud. Trámite
	Relación salida entre entrada

	
	
	Jueza o Juez
	Téc. Jud. De trámite
	
	
	
	
	
	

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires*
	Civil
	1
	2
	50%
	9
	6
	5
	5
	61%

	
	Trabajo
	
	
	50%
	10
	7
	5
	5
	66%

	
	Agrario
	
	
	100%
	10
	8
	10
	5
	81%

	
	Familia
	1
	
	100%
	24
	17
	24
	12
	73%

	
	Viol. Dom.
	
	
	100%
	48
	44
	48
	24
	93%

	
	Penal Juvenil
	
	
	100%
	8
	8
	8
	4
	106%

	
	Civil
	
	
	50%
	9
	6
	5
	5
	61%

	
	Trabajo
	
	
	50%
	10
	7
	5
	5
	66%

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia II Circ. Jud. De Alajuela sede Upala**
	Civil
	1
	5
	100%
	14
	8
	14
	3
	57%

	
	Familia
	
	
	50%
	35
	27
	18
	7
	76%

	
	Trabajo
	1
	
	100%
	14
	11
	14
	3
	79%

	
	Familia
	
	
	50%
	35
	27
	18
	7
	76%

	
	Viol. Dom.
	1
	
	100%
	71
	71
	71
	14
	100%

	
	Penal Juvenil
	
	
	100%
	10
	11
	10
	2
	108%

	
	Agrario
	1
	
	100%
	24
	14
	24
	5
	57%

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Osa
	Familia
	1
	4
	68%
	33
	26
	16
	8
	79%

	
	Viol. Dom.
	
	
	100%
	53
	51
	26
	13
	97%

	
	Penal Juvenil
	
	
	100%
	5
	5
	2
	1
	102%

	
	Civil
	1
	
	100%
	10
	8
	10
	2,5
	77%

	
	Laboral
	
	
	100%
	16
	15
	16
	4
	93%

	
	Familia
	
	
	32%
	33
	26
	16
	8
	79%

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal***
	Civil
	1
	4
	100%
	28
	20
	28
	7
	70%

	
	Trabajo
	1
	
	100%
	21
	21
	21
	5
	97%

	
	Familia
	1
	
	100%
	48
	38
	48
	12
	79%

	
	Viol. Dom.
	1
	
	25,33%
	41
	40
	14
	10
	97%

	
	
	2
	
	74,66%
	
	
	
	
	

	
	Penal Juvenil
	1
	
	100%
	6
	6
	6
	1
	108%

	Juzgado Civ., Trab., Fam. Penal Juv. Y Viol. Doméstica Sarapiquí
	Civil
	1
	5
	100%
	9
	6
	9
	2
	69%

	
	Trabajo
	
	
	100%
	29
	27
	29
	6
	93%

	
	Viol. Dom.
	1
	
	100%
	78
	79
	78
	16
	101%

	
	Familia
	1
	
	100%
	41
	35
	41
	8
	86%

	
	Penal Juvenil
	
	
	100%
	10
	11
	10
	2
	109%


Fuente: Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. 
*El Juez 2 del Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires atiende materias Familia, Viol. Dom. Y Penal Juvenil, además de Civil y Trabajo en un 50%.
**El Juez 3 del Juzgado Civil, Trabajo y Familia II Circuito Judicial de Alajuela sede Upala atiende materia Trabajo en un 100% y Familia en un 50%. Otro Juez 50% de Familia y 100 Civil, hay una plaza especializada en Agrario y una que atiende VD y Penal Juvenil. Esto a partir de enero 2020.
***Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, a partir del 2021la materia de Viol. Dom. Se distribuye: Juez o Jueza 1 un 25,33% y las personas Juzgadores 2 y 3 un 37,33% cada una. 

Del cuadro anterior se infiere, que por plaza de persona juzgadora hay una entrada promedio entre todas las materias de 118 casos por mes y por persona técnica de 35 asuntos. Los únicos despachos que superan ese promedio de entrada total son Upala 170 casos nuevos por mes, Sarapiquí con 168 y Puriscal con 145; sin embargo, la diferencia de asuntos no justifica la creación de un recurso adicional de persona juzgadora. 

A continuación, se procede a analizar cada uno de estos despachos de forma individual.

Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires

El Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires registra 24 casos entrados en promedio mensual en materia de Familia por persona juzgadora, registrando un porcentaje en la relación de terminados entrados de 73%, producto del efecto estimado por la desjudicialización que plantea el CPF este porcentaje se incrementaría a 86%, pudiéndose cubrir con la entrada de casos en este despacho en esta materia. En relación con las demás materias se registran 9 expedientes en Civil, 10 en Laboral, 10 en Agrario, 8 en Penal Juvenil y 48 en Violencia Doméstica, para un promedio de entrada por mes por plaza entre todas las materias de 108 casos (5 diarios).

Por lo que los resultados actuales no permitirían sugerir la especialización de alguna de estas materias o la incorporación de nuevas plazas de personas juzgadoras en este despacho.

En cuanto a las personas técnicas judiciales, reportan una entrada promedio mensual de 54 asuntos entre todas las materias (el promedio de sus homólogos es de 37). Además, para la atención de la materia Agraria, tramitación, giras, entre otros, conforme se analizó en el informe de impacto presupuestario en el Poder Judicial ante la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario se recomienda la asignación de un recurso adicional.
 
Esta persona técnica judicial es necesaria para completar la estructura de trabajo, bajo la justificación de que actualmente se tiene a una persona atendiendo la manifestación, y dos para atender la entrada de las seis materias del despacho, una de esas personas debe además participar de las audiencias en materia Agraria, por lo que cuando suceda esto se podría tener solamente una persona técnica judicial para el trámite de asuntos de todo el despacho. De asignarse un recurso adicional de trámite la carga de trabajo por persona técnica de trámite pasaría de 54 a 36 asuntos nuevos por mes y se podría colocar una persona para la manifestación 

Este despacho constantemente ha solicitado y recibido apoyo de parte de la Administración Regional. 

En el informe 48-PLA-MI-2022, relacionado con el “Informe de cierre de seguimiento efectuado a los Juzgados Mixtos”, se analiza la criticidad del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, del seguimiento realizado durante el periodo diciembre 2020 a julio 2021, se determinó que esa oficina mantiene una calificación “D”  principalmente por  los indicadores de Plazo para resolver demandas nuevas y el Plazo para resolver escritos (tareas que realizan las personas técnicas judiciales), por lo que se realizó un plan de trabajo “Trámite Rápido 1887-PLA-MI-TR-2021” con el fin de que se diera atención de las demandas nuevas y escritos pendientes de resolver según la antigüedad de ingreso de esos asuntos, ya que para este despacho se determinó limitación en cuanto a la capacidad instalada del personal Técnico Judicial, situación que se evidenció en los informes de impacto presupuestario 656-PLA-RH-MI-2020 y 389-PLA-RH-MI-2021, en los que se determinó la necesidad de una persona Técnica Judicial para el trámite; sin embargo,
por la situación fiscal del país no se otorgó el contenido presupuestario para la implementación de la Ley 9747 “Código Procesal de Familia”, por lo tanto, con el fin de suplir la deficiencia en la capacidad de la estructura actual del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, en el siguiente cuadro se muestran los escenarios para definir la estructura ideal para este despacho:

Cuadro 49 
Escenarios para la estructura del Juzgado Civil, Trabajo y 
Familia de Buenos Aires
	Despacho
	Materia
	Recurso humano actual
	Porcentaje de dedicado por materia por juez
	Entrados al mes

	
	
	Jueza o Juez
	Téc. Jud. De trámite
	
	

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires*
	Civil
	1
	2
	50%
	9

	
	Trabajo
	
	
	50%
	10

	
	Agrario
	
	
	100%
	10 
(50% de un despacho especializado)

	
	Familia
	1
	
	100%
	24

	
	Viol. Dom.
	
	
	100%
	48

	
	Penal Juvenil
	
	
	100%
	8

	
	Civil
	
	
	50%
	9

	
	Trabajo
	
	
	50%
	10

	Total
	128

	Escenario con 2 personas Técnicas de Trámite
	64

	Escenario con 3 personas Técnicas de Trámite
	43

	Escenario con 4 personas Técnicas de Trámite
	32


             Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.

Como se observa, en el caso de contar con 4 recurso de Trámite, se lograría cubrir la entrada y proveer el firmado suficiente para las 2 personas juzgadoras. Además, se debe recordar que en este Juzgado, la cuota se ve disminuida, en razón de las giras que realizan en materia Agraria, ya que todos los técnicos tramitan la materia. Debe considerarse que en un despacho especializado, la cuota es de 9-12 expedientes tramitados por día, en este Despacho, la entrada agraria justificaría 50% de la cuota de trabajo diario de una persona técnica. Es decir, que si por la entrada de agrario, ya eso me consume el 50% de la tramitación diaria + el restante 50% de la cuota estándar de 15 asuntos, estas plazas en Buenos Aires en promedio estarían en capacidad de pasar a firmar 5 asuntos agrario + 8 de las restantes materias=13 asuntos aproximadamente por día; eso en el caso de que no deban atender la manifestación.  
Por ello se considera necesario reforzar este Juzgados con 2 recursos adicionales de persona técnica judicial, en donde además como efecto positivo se “liberaría” la plaza supernumeraria de la Administración para que puedan utilizar y apoyar a otras oficinas del Circuito.   
Es importante considerar que esta zona atiende población indígena, en donde la atención de estos casos es prioritaria tanto por normativa internacional como por directrices institucionales, de ahí la importancia de que las personas que ocupen estos puestos tengan preferiblemente conocimiento en la “lengua o dialecto” de la zona. 


Cuadro 50 
Estructura propuesta Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	Juzgado Mixto
	Estructura orgánica funcional actual del despacho
	Estructura Propuesta

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	2 Juezas/ces 3
1 Coordinadora/or Judicial 2
3 Técnicas/os Judiciales 2
	2 Juezas/ces 3
1 Coordinadora/or Judicial 2
5 Técnicas/os Judiciales 2 (debe crearse una plaza de técnica o técnico judicial 2)


Fuente: Modernización Institucional.

La propuesta en el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires conlleva la creación de dos plazas extraordinarias de Técnico Judicial 2 en 2023 para completar la estructura de trabajo de este despacho, sin embargo, siendo que este despacho es competente en materia Agraria, que implica una cuota reducida para este técnico judicial por las giras y audiencias que se realizan en el campo, se considera necesario que los recursos los otorguen tanto en el informe de impacto de la implementación del Código Procesal de Familia, como del Código Procesal Agrario. 

En el siguiente cuadro se calcula el impacto económico de la creación de un recurso de persona técnica judicial categoría:  

Cuadro 51 
Costo de estructura propuesta Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	
	Clase ancha
	Clase angosta
	Costo del puesto anual

	Plaza nueva extraordinaria
	Técnico Judicial 2
	Técnico Judicial
	₡14.388.000


Fuente: Modernización Institucional.

El costo anual para hacerle frente a la inclusión del nuevo puesto extraordinario es de ₡14.388.000. Es importante indicar que, por estar ubicado este despacho en una región con poblaciones aborígenes, la plaza extraordinaria propuesta debe de completarse exclusivamente con una persona que domine el dialecto aborigen de la zona, para así atender la necesidad de esta población vulnerable y tener licencia de conducir. 
Se incluye este requerimiento en el presupuesto para la implementación del Código Procesal de Familia, y otro recurso en el Código Procesal Agrario que entrará en vigencia en febrero 2023 (Ley 9609 estableció una nueva vacancia para la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario, a partir del 28 de febrero 2023). 


Juzgado Civil, Trabajo y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (sede Upala)

[bookmark: _Toc42840729][bookmark: _Toc43211013]El Consejo Superior en sesión 59-2020 celebrada el 16 de junio de 2020, artículo XLIII, aprueba el informe 742-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación con el seguimiento realizado en esa oficina como parte del Modelo de Sostenibilidad de los despachos rediseñados en el Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos. 

“Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N°742-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con el seguimiento al Juzgado Mixto de Upala, conforme al Modelo de Sostenibilidad del Segundo Circuito Judicial de Alajuela. 2) Aprobar las recomendaciones señaladas en el presente informe dirigidas a la Contraloría de Servicio del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Juzgado Civil y de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y a la Dirección de Tecnología de la Información. 3) Avalar la continuidad de la distribución de la cuota de trabajo semanal según materia, la cual se establece en:  Trabajo cuota semanal de 25 y cuota diaria de 5; Agrario cuota semanal de 20 y cuota diaria de 4; Familia cuota semanal de 10 y cuota diaria de 2; Civil cuota semanal de 10 y cuota diaria de 2; Violencia Doméstica cuota semanal de 5 y cuota diaria 1 y Penal Juvenil cuota semanal de 5 y cuota diaria de 1. Señalando que en la cuota diario al menos dos deben ser causas nuevas. Asimismo, se ordena al Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (sede Upala), a mantener actualizados los sistemas de información del despacho de conformidad con lo establecido en la Circular N° 85-2015 emitida por el Consejo Superior en sesión No. 36-15 celebrada el 21 de abril de 2015, artículo LI; para efectos de dar seguimiento a su desempeño y tomar decisiones fundamentadas.4) Hacer este informe de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y a la Dirección de Tecnologías de la Información.”.

Esta oficina cuenta a partir de enero de 2020 (fecha a partir de la cual se incorporó un recurso adicional de persona juzgadora para la atención de la materia de Violencia Doméstica y Penal y Juvenil) cuenta con la estructura necesaria para atender su carga de trabajo, tanto a nivel de personas juzgadoras como técnicas, salvo en materia Agraria, donde es necesaria creación de un recurso adicional, y así se ha recomendado en los estudios de impacto del Código Procesal Agrario, sin embargo, esta Ley tampoco cuenta a la fecha con contenido presupuestario. Por lo que en 2020, mediante oficio 96-PLA-MI-2022 se recomendó al Consejo Superior la asignación por todo el año de un permiso con goce de salario y sustitución. Y para el 2023, se reitera nuevamente la necesidad de creación de la plaza de persona juzgadora agraria y será en ese informe de Presupuesto Agrario para 2023 donde se consideren los costos asociados de la creación de ese recurso.  

Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa

En el caso del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa, registra un promedio mensual de entrada de 58 por cada persona juzgadora (5 casos entrados en materia Civil, 8 en Laboral, 16 en Familia, 26 en Violencia Doméstica y 2 en Penal Juvenil). Registra una entrada menor a sus homólogos donde el promedio es de 130 asuntos nuevos por plaza, lo que no se justifica especialización de alguna materia o la asignación de nuevo personal.
En el caso de esta oficina, fue abordada en 2016-2017 con el proceso de reforma tanto Civil como Laboral, y recientemente con ocasión del proyecto de implementación del Código Procesal de Familia, se emitió el oficio 14-PLA-EV-2021, aprobado por Consejo Superior en sesión 07-2021 del 26 de enero de 2021, artículo XLVIII, donde se analizó nuevamente la estructura de esta oficina. 

Juzgados Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Sarapiquí

La entrada promedio por plaza de persona juzgadora en Sarapiquí (entre todas las materias) es de 168 asuntos, 8 casos por día.  El promedio nacional es de 130 casos, sin embargo, la diferencia no justifica la asignación de recurso adicional.  
Respecto al personal técnico, tiene una entrada mensual de 34 asuntos, por debajo del promedio entre homólogos que es de 37. 
En el caso de esta oficina, fue abordada en 2016-2017 con el proceso de reforma tanto Civil como Laboral y recientemente con ocasión del proyecto de implementación del Código Procesal de Familia, se emitió el oficio 19-PLA-EV-2021, aprobado por Consejo Superior en sesión 09-2021 del 2 de febrero de 2021, artículo XXXIX, donde se analizó nuevamente la estructura de esta oficina.

Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal

[bookmark: _Hlk35525717]En lo que respecta al Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, registra una entrada promedio por plaza de persona juzgadora y de técnica que se ajusta al promedio entre oficinas homologas, con una entrada mensual por Jueza o Juez de 145 casos y de 36 por Técnica o Técnico Judicial de trámite. 
En el caso de esta oficina, fue abordada en 2016-2017 con el proceso de reforma tanto Civil como Laboral y recientemente con ocasión del proyecto de implementación del Código Procesal de Familia, se emitió el oficio 175-PLA-EV-2021, aprobado por Consejo Superior en sesión 14-2021 del 18 de febrero de 2021, artículo XLIV, donde se analizó nuevamente la estructura de esta oficina.

Se estima que con el CPF los despachos, incluidos los mixtos de más de 5 materias registrarán una reducción en la cantidad de entrados en materia de Familia, mejorando el porcentaje de la relación de terminados y entrados, llegándose a registrar valores superiores al 100%, esto producto de la desjudicialización de procesos.

Adicional, en el caso de los despachos de Familia que además son competentes en  Penal Juvenil, se mantiene la propuesta de mantener el personal actual para disminuir el circulante de estos despachos y brindar una respuesta ajustada a las necesidades de los menores de edad, dada la vulnerabilidad de la materia, que las Fiscalías que atienden dicha materia valoren la posibilidad de que algunos de los casos de materia Penal Juvenil sean atendidos mediante el Programa de Justicia Restaurativa de la región en que se cuenta cada uno de esos despachos. A la fecha existe un equipo de Justicia Restaurativa para atender el II y III Circuito Judicial de San José, I Circuito Judicial de Alajuela, Circuito Judicial de Heredia, Circuito Judicial de Cartago, I Circuito Judicial de la Zona Sur, II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Circuito Judicial de Puntarenas y I Circuito Judicial de Guanacaste.

[bookmark: _Hlk97533859]Cuadro 52 
Carga de trabajo para los Juzgados de Familia que atienden la materia Penal Juvenil
	Despacho
	Entrados totales 2021
	Terminados 2021
	Circulante al 31/12/2021

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia II Circuito Judicial de Alajuela sede Upala
	83
	113
	72

	Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Sarapiquí
	86
	91
	45

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Cañas
	108
	112
	84

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Buenos Aires
	66
	89
	83

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Turrialba
	105
	126
	47

	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Quepos
	79
	85
	70

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal
	35
	44
	17

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Osa
	37
	33
	19


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos 2021 del Subproceso de Estadística. La entrada incluye entrados, reentrados y testimonios de piezas.


Por otra parte en atención a la referencia interna 1688-2020, relacionado con el “Análisis de carga de trabajo a partir de los hallazgos en los oficios de estructuras en las siguientes oficinas: Juzgado Contravencional de Turrialba, Juzgado de Pensiones de Nicoya, Juzgado Contravencional de Alajuelita, Juzgado Contravencional de Corredores; además, se analiza la situación de los Juzgados Contravencionales de Santa Ana, Contravencional del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón), Contravencional de Palmares y Contravencional de Paraíso”, como parte del análisis y seguimiento que realizó de diciembre 2020 a setiembre 2021 por parte de la persona profesional de la Dirección de Planificación a cargo del despacho, sobre el “Modelo de Análisis Integral de Circuitos Judicial (MAIC)”; herramienta creada por el Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación; el análisis integral que se realiza de los resultados de la matriz de indicadores de gestión de cada Despacho u oficina permite ubicarlo en un estado general, que se identifica con una letra específica (A, B, C, D o E) donde la letra “A” califica al Despacho como excelente hasta la letra “E” como crítico con rendimiento de personal aceptable, para ubicar al Juzgado u Oficina en alguna de estas letras (calificaciones) se deben cumplir ciertos parámetros y condiciones que se detallan a continuación: 
Ilustración 3
Tabla de Evaluación de Indicadores de Gestión del Subproceso
de Evaluación de la Dirección de Planificación


Esta herramienta tiene como finalidad generar una visión global del Despacho de, la cual se permite identificar la Oficina o Despacho que requiere colaboración prioritaria en un momento determinado o la necesaria ejecución de un plan remedial que corrija situaciones determinadas.

De acuerdo con dicho análisis a continuación, se muestra el detalle de las calificaciones obtenidas por los Despachos en estudio:

Cuadro 53 
Calificaciones obtenidas por los Juzgados, de diciembre 2020 a setiembre 2021
	Nombre del Despacho
	dic-20
	ene-21
	feb-21
	mar-21
	abr-21
	may-21
	jun-21
	jul-21
	ago-21
	Set-21

	Juzgado Contravencional Santa Ana 
	D
	D
	D
	D
	D
	D
	D
	D
	C
	E

	Juzgado Contravencional Palmares
	D
	E
	D
	A
	A
	A
	A
	A
	A
	A

	Juzgado Contravencional Alajuelita
	D
	E
	D
	D
	E
	E
	D
	E
	D
	E

	Juzgado Contr. Y Pens. Alimen. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón) 
	D
	D
	E
	D
	E
	E
	E
	E
	E
	E

	Juzgado Contravencional Turrialba
	E
	E
	E
	E
	B
	E
	A
	B
	A
	A

	Juzgado Contravencional II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores)
	E
	D
	E
	E
	D
	D
	E
	E
	E
	E

	Juzgado Contravencional de Paraíso 
	E
	E
	E
	E
	E
	E
	E
	E
	E
	E


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.


[bookmark: _Hlk97808124]Del análisis realizado por los profesionales del Subproceso de Modernización Institucional de diciembre 2020 a setiembre 2021, con calificación “D” o “E” según el MAIC; con la finalidad de revisar si el personal del despacho da cumplimiento con las cuotas de trabajo establecidas, o si la situación de criticidad obedece a factores que no dependen del despacho, se concluye que los despachos en estudio no cumplen con los plazos relacionados con indicadores como demandas nuevas, escritos, fallo, entre otros y no a un tema de capacidad operativa reducida; por lo que en un estudio complementario a este informe se analizarán esas estructuras nuevamente para determinar si la carga de trabajo actual justifica o no el recurso disponible. Asimismo, si es necesario recomendar algún cambio de competencia, máxime lo dispuesto por la Ley 9747 y la posibilidad que le otorga a la Corte de crear juzgados de Familia por Ministerio de Ley. 

Sin embargo, en el caso del Juzgado Contravencional de Paraíso está en proceso de revisión el informe “Informe de análisis de estructura funcional y cargas de trabajo del personal del Juzgado de Trabajo de Cartago y análisis de la competencia actual de Juzgado Contravencional de Paraíso” en el que una vez analizadas las cargas de trabajo y la criticidad del despacho de acuerdo al análisis “MAIC”, se considera la necesidad de dotar al juzgado de un recurso de Juez o Jueza 1 para la atención en la carga de trabajo de las materias de Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Faltas y Contravenciones. 

Impacto del Código Procesal de Familia a partir del 1 de octubre de 2022 en materia de Familia-Segunda Instancia y Casación

[bookmark: _Hlk97399620]10.1. Tribunal de Familia

El Tribunal de Familia cuenta con la siguiente composición de recurso humano:

6 Juezas o Jueces 4
1 Jueza o Juez 1
1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3
4 Técnicas o Técnicos Judiciales 3
1 Auxiliar de Servicios Generales 2

Cuadro 54
Movimiento histórico de la cantidad de apelaciones resueltas por el 
Tribunal de Familia según Juzgado de procedencia, del 2020 al 2021

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos del Subproceso de Estadística, del 2020 al 2021.Nota: Valores indicados en el cuadro anterior corresponden a la suma de los años 2020 y 2021. Por ejemplo el tema de competencia, el ingreso en esos 2 años fue de 120 casos, un promedio anual de 60, o mensual de 5 casos. 

[bookmark: _Hlk96997045]De la información del cuadro anterior, se desprende que el Tribunal de Familia conoció durante el periodo del 2020 al 2021 un total de 1 464 apelaciones procedentes de los Juzgados Especializados de Familia, los tres despachos que presentaron más recursos durante este periodo fueron el Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de  San José con 256 asuntos, seguido del Juzgado Primero de Familia de San José con 213 y en tercer lugar el Juzgado Segundo de Familia de San José con 179 casos, en menor cantidad se tiene el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con 38 apelaciones, seguido del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y el Juzgado de Familia del Tercer Circuito Judicial de San José, Desamparados con 49 asuntos cada uno. Es decir, en promedio en esos 2 años, resolvió 732 apelaciones. 

Para el 2021, logró terminar 1 181 recursos en Familia y 734 en Violencia Doméstica, finalizó con un circulante en trámite de 338 asuntos (278 en Familia y 60 en Violencia Doméstica).  

Duración de los procesos atendidos por el Tribunal de Familia
A continuación se incluyen 2 cuadros con la información aportada por el Subproceso de Estadística, en donde se visualiza por clase de asunto, la duración o cantidad de tiempo transcurrido entre que ingreso el recurso hasta que se finalizó el proceso a nivel de los sistemas informáticos.

En cuanto a la duración de los procesos en el Tribunal de Familia, para el en promedio los procesos tardaron en resolverse en promedio en 2 meses y 3 semanas y para el 2021 la duración fue de 3 meses.  
En 2020 los recursos que se resolvieron en menos tiempo fueron “Declaratoria de extramatrimonialidad” que se revolvieron en 1 mes 1 semana en promedio.   Para 2021 fueron los recursos en procesos de “Adopción” e “Inc. Nulidad notificación”, resueltos en 1 mes 1 semana. 
Cuadro 55 
Duración promedio y cantidad de casos terminados por tipo 
de proceso del Tribunal de Familia 2020
	Clase y Procedimiento
	Cantidad
	Duración Promedio

	Adopción
	6
	3 meses 0 semanas

	Autorización salida país
	18
	1 mes 3 semanas

	Conflicto autoridad parental
	10
	1 mes 3 semanas

	Declaratoria de extramatrimonialidad
	5
	1 mes 1 semana

	Declaratoria judicial de abandono
	29
	3 meses 1 semana

	Declaratoria paternidad
	1
	11 meses 2 semanas

	Depósito judicial
	9
	2 meses 0 semanas

	Desafectación al régimen de habitación familiar
	7
	2 meses 0 semanas

	Divorcio
	201
	3 meses 0 semanas

	Divorcio por mutuo consentimiento
	26
	2 meses 0 semanas

	Ejecución de sentencia
	49
	2 meses 2 semanas

	Fijación Alimentaria
	48
	2 meses 1 semana

	Guarda crianza y educación
	85
	2 meses 2 semanas

	Impugnación de paternidad
	17
	2 meses 1 semana

	Impugnación de reconocimiento
	38
	1 mes 3 semanas

	Inc. Cobro honorarios abogado
	14
	2 meses 2 semanas

	Inc. Nulidad actuac. y resol.
	1
	4 meses 0 semanas

	Inc. Nulidad notificación
	1
	0 meses 2 semanas

	Inc. Remoción Curador
	1
	58 meses 2 semanas

	Interrelación Familiar (regimen de visitas)
	136
	2 meses 0 semanas

	Investigación de paternidad
	26
	2 meses 1 semana

	Modificaciones de fallo (Patria Potestad)
	11
	2 meses 0 semanas

	Nulidad de matrimonio
	27
	3 meses 2 semanas

	Ordinario
	91
	3 meses 2 semanas

	Ordinario de liquidación anticipada de bienes gananciales
	46
	3 meses 2 semanas

	Ordinario Nulidad de venta
	1
	8 meses 0 semanas

	Proceso especial protección
	5
	2 meses 0 semanas

	Reconocimiento de hijo mujer casada oposición
	4
	2 meses 2 semanas

	Reconocimiento unión de hecho
	92
	3 meses 0 semanas

	Restitución internacional de menores
	7
	1 mes 3 semanas

	Salvaguardia
	41
	3 meses 1 semana

	Separación judicial por mutuo consentimiento
	12
	3 meses 3 semanas

	Solicitud de matrimonio
	1
	1 mes 1 semana

	Suspensión Patria Potestad
	43
	3 meses 0 semanas

	Utilidad y necesidad
	6
	1 mes 3 semanas

	Total
	1 115
	Promedio: 2 meses 3 semanas


Fuente: Modernización Institucional con datos del Subproceso de Estadística.

Cuadro 56 
Duración promedio y cantidad de casos terminados por tipo 
de proceso del Tribunal de Familia 2021
	Clase y Procedimiento
	Cantidad
	Duración Promedio

	Adopción
	8
	1 mes 1 semana

	Autorización salida país
	11
	2 meses 0 semanas

	Conflicto autoridad parental
	9
	2 meses 1 semana

	Declaratoria de extramatrimonialidad
	7
	2 meses 3 semanas

	Declaratoria judicial de abandono
	25
	3 meses 2 semanas

	Declaratoria paternidad
	2
	1 mes 3 semanas

	Depósito judicial
	23
	2 meses 3 semanas

	Desafectación al régimen de habitación familiar
	3
	2 meses 1 semana

	Divorcio
	196
	2 meses 3 semanas

	Divorcio por mutuo consentimiento
	42
	2 meses 1 semana

	Ejecución de sentencia
	63
	3 meses 1 semana

	Fijación Alimentaria
	30
	2 meses 3 semanas

	Guarda crianza y educación
	80
	3 meses 1 semana

	Impugnación de paternidad
	21
	2 meses 1 semana

	Impugnación de reconocimiento
	39
	3 meses 0 semanas

	Inc. Cobro honorarios abogado
	10
	2 meses 0 semanas

	Inc. Modif. Guarda Crianza y Educación
	14
	2 meses 2 semanas

	Inc. Modificación de fallo
	8
	3 meses 0 semanas

	Inc. Nulidad actuac. y resol.
	2
	3 meses 0 semanas

	Inc. Nulidad notificación
	4
	1 mes 1 semana

	Inc. Remoción Curador
	1
	2 meses 0 semanas

	Inc. Visitas
	6
	2 meses 0 semanas

	Interrelación Familiar (régimen de visitas)
	146
	2 meses 1 semana

	Investigación de paternidad
	29
	2 meses 3 semanas

	Nulidad de matrimonio
	28
	3 meses 2 semanas

	Ordinario
	85
	4 meses 1 semana

	Ordinario de liquidación anticipada de bienes gananciales
	34
	4 meses 3 semanas

	Ordinario Nulidad de venta
	 
	 

	Proceso especial protección
	5
	3 meses 0 semanas

	Reconocimiento de hijo mujer casada oposición
	9
	1 mes 3 semanas

	Reconocimiento unión de hecho
	117
	3 meses 0 semanas

	Responsabilidad civil
	1
	4 meses 0 semanas

	Restitución internacional de menores
	23
	1 mes 3 semanas

	Salvaguardia
	34
	4 meses 0 semanas

	Separación judicial por mutuo consentimiento
	24
	3 meses 3 semanas

	Suspensión Patria Potestad
	28
	3 meses 2 semanas

	Tutela institucional
	1
	1 mes 3 semanas

	Utilidad y necesidad
	13
	2 meses 1 semana

	Total
	1181
	Promedio 3 meses o semanas


Fuente: Modernización Institucional con datos del Subproceso de Estadística.

Modelo de sostenibilidad y seguimiento-Tribunal de Familia
Con la finalidad de brindar seguimiento al desempeño del Tribunal de Familia, como parte del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento implantado en la Jurisdicción y del acatamiento de las recomendaciones de la Contraloría General de la República para esta Jurisdicción, en 2020 se implantó el modelo en el Tribunal al que también se le diseñaron los respectivos indicadores de gestión:

Solamente para los indicadores 1,2, 3, 4 y 7 se establecieron parámetros, quedando los restantes para definirse a partir del histórico del 2021, ya que esta oficina hasta finales del 2020 inició con el uso de la matriz; por otra parte, durante el seguimiento realizado al Tribunal, y a solicitud de esta oficina se modificó el nombre de los indicadores 5, 6, 15, 16 y 17 y se incluyeron nuevos indicadores con el fin de medir el trabajo que realiza la Jueza o Juez de Trámite.

Por otra parte, se ajusta la matriz con la parametrización de los demás indicadores con el fin de contar con una herramienta que permita al despacho contar con información para la toma de decisiones (la propuesta de matriz se incluye en el anexo 18, sin embargo esta aún no se comunica, sino que se emitirá un informe final o de cierre del abordaje realizado en este Tribunal considerando además los ajustes que se puedan dar por el cambio en la fórmula estadística recientemente actualizada-Referencia interna 1746-21). 
Cuadro 57
Matriz de Indicadores del Tribunal de Familia, 2021
	Categ.
	N°
	Indicador
	Detalle

	Rendimiento Estadístico
	1
	Entrada total
	Entrada total está conformada por el resultado de la sumatoria de la cantidad de asuntos nuevos ingresados y los casos reentrados en el mes. Este indicador esta subdividido por materia (Familia y Violencia Doméstica).

El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	2
	Salida
	Salida total está conformada por la suma de los casos terminados.  Este indicador esta subdividido por materia (Familia y Violencia Doméstica).

El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	3
	Circulante
	Circulante: (Circulante Inicial + Entrados + Reentrados – Terminados)
El parámetro se define del circulante del despacho al momento del abordaje al despacho. 
Este indicador se subdivide por materia (Familia y Violencia Doméstica).

	
	4
	Relación salida Total / entrada total 
	Cálculo: (Salidas/ Entradas) *100


	
	5
	Cantidad de Sentencias o Resoluciones Confirmadas
	Este indicador contabiliza la cantidad de recursos donde se confirma la resolución de primera instancia. 

El dato se obtiene del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	6
	Cantidad de Sentencias o Resoluciones Revocadas
	Este indicador contabiliza la cantidad de recursos donde se revoca la resolución de primera instancia. 

El dato se obtiene del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	7
	Cantidad de Sentencias o Resoluciones Anuladas
	Este indicador contabiliza la cantidad de recursos donde se anula la resolución de primera instancia. 

El dato se obtiene del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	8
	Cantidad de Otros Tipos de Sentencias y Resoluciones
	Este indicador contabiliza la cantidad de otros tipos de recursos de primera instancia. 

El dato se obtiene del informe estadístico mensual de SIGMA.

	Plazos
	9
	Plazo espera de dictado de sentencia
	Se calcula: (Fecha actual – fecha del expediente más antiguo pendiente de fallar). Se cuenta con el promedio y con el detalle por persona juzgadora y por materia. 

Este dato es la fecha del expediente más antiguo pendiente de fallo registrada en el despacho, se obtiene del libro de pase a fallo y Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual.  Los parámetros se definen según plazo legal para dictar sentencia en segunda instancia por materia. A saber 32 días hábiles (1,5 meses) para fallar asuntos de Familia de conformidad con el artículo 151 CPC de 1989. Y 15 días hábiles para fallo asuntos de Violencia Doméstica en segunda Instancia, de conformidad con el artículo 16 de la Ley Contra la Violencia Doméstica. 

	
	10
	Plazo para resolver escritos
	Se calcula: (Fecha actual – fecha del escrito más antiguo pendiente de resolver). 
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir, todas las ubicaciones, todos los Auxiliares, todas las materias, estado del escrito en trámite. 


	
	11
	Plazo de espera de expediente votado más antiguo pendiente de firmar sentencia
	Se calcula: (Fecha de expediente votado más antiguo pendiente de firma- fecha actual).

Este dato se obtiene del libro en el que se consigne las fechas de firmado de sentencia de los expedientes con número de voto asignados. 
Permite conocer el dato del tiempo de firmado desde el momento que se vota el proyecto hasta la aplicación de la última firma de sentencia. 
Se encuentra subdividido por persona juzgadora y por materia. 

	Operacional
	12
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo
	Indicador subdividido por persona juzgadora y por materia. 
Se obtiene del libro en el que se consigne las sentencias o del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual.

	
	13
	Cantidad de Expedientes pasados a firmar
	Es la cantidad de expedientes pasados a firmar por cada persona técnica.
Se obtiene del Escritorio Virtual, cantidad de expedientes pasados a firmar a la persona juzgadora por persona técnica judicial, Estadística, Firmado/Proveído.
El parámetro se obtiene de cada despacho tomando en cuenta la cuota de proveído definida para cada persona técnica judicial.

	
	14
	Porcentaje de efectividad en la firma por la persona juzgadora de trámite
	Este indicador mide la cantidad de resoluciones firmadas por la persona juzgadora de trámite entre la cantidad de resoluciones pasadas a firmar. Se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual.
El parámetro se obtiene tomando en cuenta la cuota de firmado definida para cada persona juzgadora, lo que equivale a la cantidad de expedientes que debe pasar a firmar las personas técnicas judiciales a cada persona juzgadora. 

	
	15
	Cantidad de Expedientes de Proyectos de Trámite Rápido de Familia Redactados
	Este indicador mide la cantidad de proyectos de trámite rápido de Familia redactados por la persona Juzgadora de Trámite.
Cantidad de expedientes de Trámite Rápido redactados de Familia por la Jueza o Juez de Trámite. 
Este dato se obtiene de los controles propios del Tribunal de Familia.

	
	16
	Cantidad de Expedientes de Proyectos de Trámite Rápido de V.D. Redactados
	Este indicador mide la cantidad de proyectos de trámite rápido de Violencia Doméstica redactados por la persona Juzgadora de Trámite.
Cantidad de expedientes de Trámite Rápido redactados de Familia por la Jueza o Juez de Trámite. 
Este dato se obtiene de los controles propios del Tribunal de Familia.

	
	17
	Cantidad de Expedientes Revisados (general)
	Cantidad de expedientes revisados por la Jueza o Juez de Trámite.
Este dato se obtiene de los controles del Tribunal de Familia.

	
	18
	Cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora
	Indicador contabiliza la cantidad global de sentencias dictadas por cada persona juzgadora y por materia. 
Este dato se obtiene del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.

	
	19
	Cantidad de sentencias dictadas debido a votos salvados
	Cantidad de sentencias dictadas debido a votos salvados por Jueza o Juez. Este dato se obtiene del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.

	
	20
	Cantidad de proyectos de resolución circulando pendiente de revisión
	Cantidad de Proyectos de Resolución Circulando por Jueza o Juez redactor pendientes de revisión por los integrantes del Tribunal.
Este dato se obtiene del libro en el que se consigne las fechas de pase a fallo del expediente (Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo) o sistema utilizado para esos efectos.

	
	21
	Cantidad de escritos pendientes
	Cantidad de escritos pendientes de resolver al finalizar el mes.
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir, todas las ubicaciones, todos los Auxiliares, estado del escrito en trámite. 

	
	22
	Cantidad de expedientes devueltos a primera instancia por falta de trámite
	Este dato se obtiene del Sistema de Gestión. 


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

Seguimiento de indicadores 
En cuanto al seguimiento realizado al Tribunal de Familia relacionado con los indicadores de gestión para el periodo del 2021, en relación a los asuntos terminados el comportamiento no es contante, sin embargo, se mantienen en el estándar con excepción de los meses de abril, mayo y diciembre, se resalta junio como el mes en el que finalizaron más asuntos 227, se observa una tendencia a la alza del circulante, pero para diciembre 2021 se logró disminuir en 93 asuntos, en comparación con octubre, pasaron de 431 en octubre de ese año a 338 asuntos en diciembre, y una relación promedio de la salida entre la entrada de un 103%. 
De abril a diciembre 2021, el Tribunal confirmó 504 sentencias y revocó 247, anuló 184 sentencias de junio a diciembre 2021. El promedio del plazo de dictado de la sentencia es de 43 días por lo que se mantienen dentro del estándar (42 a 44), los escritos se resuelven en un promedio de dos días, el plazo de espera del expediente votado más antiguo pendiente de firmar la sentencia es de 42 días en promedio desde que se vota el proyecto hasta la aplicación de la última firma de la sentencia (plazo que debe mejorar el Tribunal ya que se espera que el plazo entre la votación y la firma de la sentencia sea el menor posible).
El pendiente de fallo en Familia en promedio es de 133 expedientes y en Violencia Doméstica de 21 asuntos, mientras que la cantidad de expedientes pasados a firmar por el personal técnico judicial es de 289 por mes y el promedio de firma de la persona Juzgadora de Trámite es de un 107%, de junio a diciembre la Jueza o Juez de trámite realizó en promedio redactó 24 proyectos de trámite rápido de Familia, 7 de Violencia Doméstica y revisó 181 expedientes; por otra parte, las personas juzgadoras en promedio dictaron 136 sentencias y una en promedio debido a voto salvado y 5 proyectos de resolución circulando por Jueza o Juez redactor se mantienen al mes pendiente de revisión por los integrantes del tribunal.
Por último, se tiene un promedio de cinco escritos pendientes de resolver y en promedio se devolvieron 16 expedientes a primera instancia por falta de trámite.


Impacto en el Tribunal por los cambios de competencia, reforma al artículo 99 LOPJ 
Para conocer el impacto que generaría la entrada en vigencia del CPF en el Tribunal de Familia, se revisaron los datos estadísticos de los años 2017-2021, por lo que se determina que la incidencia de procesos de restitución internacional es mínima, ya que durante dicho período el Tribunal de Familia recibió 36 casos, cuatro ingresados en 2017, cuatro en el 2018, cinco en 2020, 23 en 2021 y para el 2019 no se recibió ninguno. 

En cuanto a la desjudicialización de procesos, durante el período analizado el Tribunal de Familia acumuló un promedio mensual estimado de una apelación de procesos de este tipo, las cuales al año representaron un 0,4% de la entrada general. Este dato surge de la siguiente información:

[bookmark: _Hlk97402028]Cuadro 58 
Movimiento de asuntos que se desjudicializan en el Tribunal de Familia 2017-2021
	Variable
	Año

	
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021

	Total de asuntos entrados al Tribunal de Familia (incluye Violencia Doméstica)
	1837
	1772
	1892
	1655
	1963

	Total de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	8
	8
	9
	5
	12

	Promedio de entrada mensual de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	1
	1
	1
	0,4
	1

	Promedio mensual estimado de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	1

	Porcentaje anual de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	0,4%
	0,4%
	0,4%
	0,2%
	0,6%

	Promedio de porcentaje anual de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	0,4%


Fuente: Modernización Institucional con base en datos de Cuadros Estadísticos del Subproceso de Estadística.

Sobre los conflictos de competencia territorial, no se tiene el dato de cuales son las oficinas en conflicto, pero en promedio ingresan 60 asuntos al  año por esta causa al Tribunal, ese sería el número máximo en promedio que perderían por esta causa, dependiendo finalmente de lo que vaya a resolver la Sala Segunda. 

Respecto al posible aumento en la entrada, de momento no existen datos estadísticos para estimar el comportamiento de las apelaciones por la creación del proceso de protección cautelar para personas con discapacidad, tanto en los juzgados de violencia doméstica y protección cautelar (primera instancia) como en el Tribunal de Familia (segunda instancia), por tratarse de un nuevo tipo de proceso dentro del Poder Judicial. Por su naturaleza, se estima que podrían tener una baja incidencia en esos despachos.

Además de los cambios antes descritos, el Lic. Jiménez Mata consideró en 2020 que el Tribunal de Familia verá disminuida considerablemente su ingreso en virtud de las limitaciones de las apelaciones interlocutorias tanto por la cantidad de resoluciones apelables como por el efecto diferido que tendrá la admisión de muchas de las apelaciones que se interpondrán (las admitidas en audiencia).

Por tanto, se estima que la carga laboral actual del Tribunal de Familia presentará una disminución superior al 0,4% según los datos que refleja la información estadística, motivada principalmente por la desjudicialización de procesos, traslados de competencias del Tribunal a la Sala Segunda y reducción en la cantidad de resoluciones apelables, sin embargo en este momento no se sugieren variaciones de plazas profesionales en esta oficina; sin embargo si se requiere mantener el seguimiento de la misma.
Sala Segunda
En atención de la referencia interna 39-2022, relacionada con el oficio 19-2022 del 7 de enero de 2022 suscrito por don Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la Sala Segunda en el que solicita:

(…)
“Por otro lado, a partir del primero de octubre del presente año, entrará a regir el Código Procesal de Familia, el cual igualmente introduce mediante la adición del artículo 55 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, nuevas competencias para la Sala Segunda, como conocer los recursos de apelación contra la decisión final en los procesos de restitución internacional de personas menores de edad y conflictos de competencia territorial entre los juzgados de familia. 
Igualmente, dicha normativa procesal establece que la Sala conocerá del recurso de casación formulado contra todas aquellas sentencias de segunda instancia dictadas en procesos resolutivos familiares que produzcan cosa juzgada material, excepto las de terminación de los atributos de responsabilidad parental con fines de adopción y en procesos de ejecuciones de sentencia con cosa juzgada material (artículo 105 Código Procesal de Familia). 
Así mismo, introduce nuevas causales de procedencia del recurso de revisión, como lo son: cuando se haya producido una grave y trascendente violación al debido proceso; cuando surgieran nuevos medíos probatorios científicos o tecnológicos que permitan desvirtuar las conclusiones que se obtuvieron en la sentencia impugnada, salvo en materia filiatoria cuando la sentencia establezca un estado de filiación de una persona menor de edad; sin embargo, en este último caso procederá la revisión a instancia de la persona cuya filiación se declaró cuando adquiera la mayoría de edad, y cuando en materia filíatoria se hubiera denegado el emplazamiento de estado, en virtud de que no fue posible verificar la prueba científica acorde con el tiempo del proceso.

Por lo anterior, a efectos de atender las tareas de la Sala, y siendo que a diferencia de otras de Salas de la Corte, esta Sala no cuenta con un equipo profesional en derecho que se pueda dedicar exclusivamente al estudio de la admisibilidad de los recursos de casación y revisión, o la redacción de proyectos de competencia, casaciones por inadmisión, se solicita se otorgue durante este año 2022, una plaza extraordinaria de Profesional en Derecho que venga a dar apoyo en la fase de admisibilidad de los procesos y permita una mejor distribución de las cargas de trabajo del personal encargado de estudio y redacción de resoluciones de admisibilidad, y que dicha plaza se contemple y recomiende en la formulación presupuestaria 2023, en el estudio de requerimiento humano del anteproyecto de ese presupuesto”.

Al respecto, se analiza la entrada de la Sala Segunda para el periodo 2019 al 2021.

Cuadro 59 
Cantidad de casos entrados en la Sala Segunda, 2019-2021
	Materia
	2019
	2020
	2021

	Familia
	225
	158
	355

	Laboral
	3218
	2746
	2446

	Concursal
	36
	14
	10

	Civil
	43
	38
	75

	Pensiones Alimentarias
	6
	11
	11

	Violencia Doméstica
	2
	1
	2

	Niñez y Adolescencia
	6
	3
	1

	Agrario
	1
	0
	1

	Sala Segunda
	40
	2
	6


[bookmark: _Hlk97372792]Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.

Para el periodo del 2019 al 2021, en total ingresaron 9 457 asuntos, de los cuales 738 corresponden a la materia de Familia (8%), 8410 asuntos son de Laboral (89%) y en menor cantidad las demás materias que sumadas en total son 309 apelaciones (3%), como puede observarse la materia de Familia representa solamente el 8% del total de la entrada.

Duración de los procesos atendidos por la Sala Segunda en materia de Familia 
Al analizar la duración actual en que se están resolviendo los procesos en la Sala Segunda, específicamente de la materia de Familia se tiene una duración promedio para el periodo 2020 y 2021 de 16 meses y 1 semana. 
Tal y como se muestra en los siguientes 2 cuadros, donde se presenta un promedio de duración por clase de asuntos desde que ingresa a la Sala el recurso hasta que se finaliza. Por ejemplo, los recursos de casación en materia de Familia en 2020 se resolvieron en promedio en 11 meses y 1 semana, y para el 2021 ese promedio subió a 18 meses (un incremento de 7 meses para resolver un recurso de casación solo con 1 año de diferencia). 
Cuadro 60 
Duración promedio y cantidad de casos terminados por tipo 
de proceso de la Sala Segunda en materia Familia 2020
	Clase y Procedimiento
	Cantidad
	Duración Promedio

	Carta Rogatoria
	1
	1 Mes 0 Semanas

	Carta Rogatoria
	1
	1 Mes 0 Semanas

	Casación
	120
	11 Meses 1 Semana

	Adopción
	1
	3 Meses 3 Semanas

	Auxilio Judicial Internacional
	12
	2 Meses 0 Semanas

	Cooperación Judicial Internacional
	66
	12 Meses 1 Semana

	Divorcio
	12
	11 Meses 3 Semanas

	Ejecución de sentencia
	2
	22 Meses 0 Semanas

	Guarda crianza y educación
	2
	1 Mes 1 Semana

	Impugnación de paternidad
	2
	14 Meses 3 Semanas

	Impugnación de reconocimiento
	2
	13 Mes 2 Semanas

	Inc. cobro honorarios abogado
	1
	13 Meses 0 Semanas

	Investigación de paternidad
	1
	2 Meses 2 Semanas

	Nulidad de matrimonio
	3
	12 Meses 2 Semanas

	Ordinario
	12
	12 Meses 0 Semanas

	Reconocimiento de unión de hecho
	3
	21 Meses 3 Semanas

	Separación judicial
	1
	16 Meses 2 Semanas

	Competencia
	3
	4 Meses 2 Semanas

	Ordinario
	1
	5 Meses 3 Semanas

	Reconocimiento de unión de hecho
	1
	3 Meses 3 Semanas

	Sucesión
	1
	3 Meses 3 Semanas

	Cooperación Judicial Internacional (exequátur)
	1
	14 Meses 0 Semanas

	Cooperación Judicial Internacional
	1
	14 Meses 0 Semanas

	Revisión
	5
	5 Meses 2 Semanas

	Revisión
	5
	5 Meses 2 Semanas

	Total
	129
	16 Meses 1 Semana


[bookmark: _Hlk98227496]Fuente: Modernización Institucional con datos del Subproceso de Estadística.

Cuadro 61 
Duración promedio y cantidad de casos terminados por tipo 
de proceso de la Sala Segunda en materia Familia 2021
	Clase y Procedimiento
	Cantidad
	Duración Promedio

	Carta Rogatoria
	1
	1 Mes 0 Semanas

	Carta Rogatoria
	1
	1 Mes 0 Semanas

	Casación
	154
	18 Meses 0 Semanas

	Auxilio Judicial Internacional
	16
	1 Mes 1 Semana

	Cooperación Judicial Internacional
	97
	20 Meses 3 Semanas

	Declaratoria judicial abandono
	1
	1 Mes 3 Semanas

	Divorcio
	10
	16 Meses 3 Semanas

	Ejecución de sentencia
	5
	8 Meses 3 Semanas

	Guarda crianza y educación
	3
	1 Mes 3 Semanas

	Impugnación de paternidad
	3
	31 Meses 0 Semanas

	Impugnación de reconocimiento
	1
	1 Mes 2 Semanas

	Nulidad de matrimonio
	1
	35 Meses 0 Semanas

	Ordinario
	8
	28 Meses 1 Semana

	Reconocimiento de unión de hecho
	6
	20 Meses 2 Semanas

	Régimen de visitas
	2
	2 Meses 0 Semanas

	Responsabilidad civil
	1
	7 Meses 0 Semanas

	Competencia
	9
	4 Meses 3 Semanas

	Abreviado
	2
	5 Meses 2 Semanas

	Divorcio
	1
	8 Meses 3 Semanas

	Ordinario
	1
	9 Meses 0 Semanas

	Reconocimiento de unión de hecho
	5
	2 Meses 3 Semanas

	Revisión
	12
	5 Meses 2 Semanas

	Revisión
	12
	5 Meses 2 Semanas

	Total
	176
	16 Meses 1 Semana


Fuente: Modernización Institucional con datos del Subproceso de Estadística.

Impacto en la Sala Segunda por los cambios de competencia, reforma al artículo 55 bis LOPJ 

La situación de la Sala Segunda es preocupante en este momento, y a partir de octubre 2020, el CPF le confiere nuevas competencias a la Sala Segunda según el artículo 55 bis reformado de la LOPJ, el detalle se incluyó en el apartado 4 “principales implicaciones del CPF” de este informe. 
Pero los que eventualmente pueden impactar la entrada en la Sala se encuentran: 

Conocerá los recursos de los procesos de restitución internacional de personas menores de edad que en la actualidad son conocidos por el Tribunal de Familia y para el periodo del 2017-2021 fue en total de 28 asuntos, lo que representa en promedio 6 casos al año. Sin embargo, estos asuntos al tratarse de procesos de menores de edad, en donde está de por medio la seguridad del menor debe ser resuelto con urgencia. 
Aumento probable en los recursos de revisión, por la nueva causa de “violación al debido proceso”, este incremento si fuera similar al que se dio en la Sala por la inclusión de esa misma causal en el Código Procesal Civil, donde representó un incremento anual de 33 recursos de revisión adicionales al año.
Conocerá los conflictos de competencia territorial entre dos juzgados de Familia, a partir de la reforma a los artículos 51 y 99 de la LOPJ, que según datos actuales del Tribunal (sin poner distinguir el tipo de conflicto de competencia alegada) es de en promedio 60 casos al año. 

A partir de la información anterior, se puede proyectar el incremento anual en la Sala Segunda de aproximadamente 99 asuntos  (6 asuntos de restitución internacional de menores +33 recurso de revisión por la nueva causal de “violación al debido proceso” +60 conflictos de competencia). 

En este punto, es necesario reiterar la preocupación de esta Dirección, ya que no se considera adecuado que nuevamente a partir de la aprobación del CPF, como ya paso anteriormente con las reformas al Código de Trabajo y al Procesal Civil,  se trasladen nuevas competencias a esta Sala, incluso la Ley 9747 surge a partir de un anteproyecto impulsado por el mismo Poder Judicial, en donde se están trasladando competencias del Tribunal de Familia, que como se vio en el apartado “10.1” es un despacho que está al día y que brinda respuestas al ciudadano de forma más oportuna hacia la Sala Segunda que desde 2017 está saturada con los cambios procesales impulsados, que aún y cuando se le ha brindado más recurso humano, los plazos y la entrada de asuntos, sigue en aumento. Esto se analiza desde el punto de vista administrativo y en atención a las respuestas de las personas ciudadanas. 

Análisis de carga de trabajo
Como antecedente, cabe mencionar que previo a la entrada en vigencia de la reforma al Código de Trabajo y Código Procesal Civil, la entrada mensual por plaza de letrado era de aproximadamente 10 asuntos y un circulante por plaza de 45 casos[footnoteRef:45].  Además por cada 4 plazas de profesional en derecho 3B, 3 plazas de apoyo (técnicos de sala o judiciales), según informe de la Dirección de Planificación 1198-PLA-2018.  [45:  10 asuntos nuevos por mes en promedio según datos estadísticos del trienio 2014-2016 y un circulante de 45 expedientes por plaza al finalizar diciembre 2016.Informe 26-PLA-MI-2017. ] 

 
Con la reforma al Código de Trabajo, por el impacto de esa reforma a partir del 2018, se reforzó la Sala Segunda con 5 letrados, 1 para cada magistrado y un técnico de Sala y un Técnico Judicial 3 para el área de apoyo (las 7 plazas ordinarias a partir del 2020), principalmente por la entrada de asuntos de Auxilio Internacional nuevos en materia de Familia y Trabajo, que a partir del 8 de octubre de 2018 son competencia de esta Sala. Adicionalmente a partir del 2020 se les otorgó un recurso adicional de Profesional en Derecho 3B (plaza ordinaria a partir de 2022). 

En total en este momento la Sala Segunda cuenta con un total de 19 profesionales en Derecho más 11 plazas de apoyo (3 Técnicos de Sala, 6 Técnicos Judiciales 3 y 1 Técnico en Comunicaciones y el Secretario de Sala), las secretarias ejecutivas de cada magistrado y 2 conserjes. 

Temporalmente y hasta el 30 de junio de 2022 cuentan con 2 plazas de profesional en Derecho 3B, en préstamo del CACMFJ por acuerdo de Corte Plena en sesión 28-2021 celebrada el 05 de julio de 2021, artículo IV, al aprobar el plan de trabajo propuesto en el oficio de la Dirección de Planificación 673-PLA-MI-2021 y que se mantienen en esa sala desde setiembre 2020. 

Los 19 letrados están distribuidos así:
4 letrados de apoyo a 3 puestos de Magistrado.
3 letrados de apoyo a 2 puestos de Magistrado.   
1 letrado Centro de Jurisprudencia. 

Cabe mencionar que desde el 2018, a partir de la distribución de competencia en los asuntos de exequatur y cartas rogatorias (auxilio internacional), a la Sala Primera se le otorgó un recurso de Profesional en Derecho 3 B para finalizar el circulante que mantenía en esos asuntos en todas las materias (96% asuntos de Familia). 

Los asuntos nuevos a partir del 8 de octubre de 2018 correspondían que ingresaran a cada Sala. Sin embargo, en agosto 2021, un total de 136[footnoteRef:46] asuntos de auxilio internacional en circulante en la Sala Primera fueron remitidos a la Sala Segunda, al declarar inconstitucional la medida a nivel administrativo de 2018 de mantener en esa Sala los asuntos que ya existían en circulante (cabe mencionar que la Sala Segunda se denominan de cooperación internacional, y al no tener estadísticamente un procedimiento exequatur los incluyeron como “casaciones”). Voto 90089-2021 de la Sala Constitucional del 5 de mayo de 2021.  [46:  Dato proporcionado por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. ] 

 

Carga de trabajo proyectada 2022: 
Asumiendo que la entrada se incremente en 99 casos conforme a la proyección en párrafos anteriores, y que el circulante presente el mismo aumento este año del que hubo de 2020 a 2021, la entrada sería de aproximadamente 3 006 asuntos y el circulante de 5 386. 
Como se observa en la siguiente tabla, en caso de equiparar los equipos en las oficinas de magistratura (para que mantengan 4 letrados por Magistrado) representaría la necesidad de crear 2 plazas de letrado que también asumirían parte de la entrada adicional proyectada en Familia con la entrada en vigencia del CPF (99 asuntos de Familia adicionales/20 letrados =5 asuntos al año adicionales por plaza).  
Sin embargo, considerando además que para ese circulante de exequatur, se disponía en Sala Primera de 1 recurso de plaza de Letrado y una plaza de Técnico Judicial, entonces debería contar la Sala Segunda también con este recurso. Siendo necesaria la incorporación de esos dos recursos adicionales. 

A nivel de apoyo, para mantener la relación entre cantidad de recurso de apoyo y letrados, se requeriría adicionalmente la incorporación de dos personas Técnicas de Sala (que colaboran en admisibilidad) y dos personas Técnicas Judicial 3. Ya que de contar con 22 letrados, siguiendo la proporción de 3 plazas de apoyo por cada 4 de letrado, en total se debería crecer en 4 plazas de apoyo, mantener la relación 22 letrados, 15 plazas de apoyo.  

Cuadro 62 
Carga de trabajo según escenario CPF de la Sala Segunda
	Año
	2018
	2019
	2020
	2021
	Proyección 2022
	Escenario CPF

	Entrada
	3357
	3577
	2973
	2907
	3006
	3006

	Circulante
	2872
	4189
	4970
	5178
	5386
	5386

	Cantidad de letrados 
	18
	18
	19
	19
	19
	22

	Carga de trabajo por letrado al año
	187
	199
	156
	153
	158
	137

	Carga de trabajo por letrado por mes
	17
	18
	14
	14
	14
	12

	Circulante por letrado
	160
	233
	262
	273
	283
	245


Fuente: Modernización Institucional.

De aprobarse la creación de las plazas citadas, según “escenario CPF”, la entrada por plaza sería de 12 asuntos, y el circulante de 245 casos en promedio. Aún por encima de la situación inicial de la Sala Segunda en 2016 y años anteriores. 

En resumen: se plantea la creación de tres plazas nuevas extraordinarias de Profesional en Derecho 3B, dos Técnicos de Sala y dos Técnicos Judiciales 3, para completar la estructura de trabajo calculada de la Sala Segunda, donde se identificó necesidad de personal. El cambio en la estructura se plantea en el siguiente cuadro.

Cuadro 63 
Estructura propuesta de la Sala Segunda
	[bookmark: _Hlk97897908]Sala Segunda
	Estructura orgánica funcional actual de la Sala Segunda
	Estructura Propuesta

	Sala Segunda
	1 Magistrado Presidente
	1 Magistrado Presidente

	
	4 Magistrados
	4 Magistrados

	
	19 Profesionales en Derecho 3B
	22 Profesionales en Derecho 3B

	
	1 Secretario Sala
	1 Secretario Sala

	
	1 Secretaria Ejecutiva 3
	1 Secretaria Ejecutiva 3

	
	5 Secretaria Ejecutiva 2
	5 Secretaria Ejecutiva 2

	
	3 Técnico Sala de la Corte
	5 Técnico Sala de la Corte

	
	6 Técnicos Judiciales 3 
	8 Técnicos Judiciales 3 

	
	1 Técnico Judicial Comunicaciones Judiciales
	1 Técnico Judicial Comunicaciones Judiciales

	
	1 Aux. Serv. Generales 4
	1 Aux. Serv. Generales 4

	
	2 Aux. Serv. Generales 2
	2 Aux. Serv. Generales 2


Fuente: Modernización Institucional.


El costo anual de la propuesta de creación de tres plazas de Profesional en Derecho 3B, dos Técnicos de Sala de la Corte y dos plazas de Técnico Judicial 3 es de ₡228.369.000.00, considerando los costos anuales por tipo de puesto del siguiente cuadro: 

Cuadro 64 
Costo de estructura propuesta para la Sala Segunda
	Plaza nueva extraordinaria
	Clase ancha
	Clase angosta
	Costo del puesto anual
	Cantidad
	Costo total

	
	Profesional Derecho 3B
	Abogado Asistente 3
	₡54 073 000
	3
	₡162 219 000

	
	Técnico Sala de la Corte
	Técnico Sala de la Corte
	₡18 030 000
	2
	₡36 060 000

	
	Técnico Judicial 3
	Técnico Judicial
	₡15 045 000
	2
	₡30 090 000

	Total
	₡87 148 000
	7
	₡228 369 000


Fuente: Modernización Institucional.
Sin embargo, tal y como se indicó en líneas anteriores, aplicar esta ley de la forma propuesta, implica una desmejora en los tiempos de respuesta a la persona ciudadana.
10.3. Impacto en el servicio a la persona usuaria de los cambios de competencia propuestos en el CPF
En resumen, a partir de las reformas a la Ley Orgánica de Poder Judicial, artículo 55 bis y 99, se traslada carga de trabajo desde el Tribunal de Familia hacia la Sala Segunda. 
Se traslada el conocimiento como segunda instancia, de un Tribunal con capacidad operativa de asumir incluso nuevas competencias, en donde los recursos se resuelven en un máximo de 3 meses,(incluyendo tiempos de respuesta de Departamento de Trabajo Social y Psicología cuando se requiere)  un Tribunal que a diciembre 2021 incluso disminuyo el circulante, en donde el dictado de sentencia en promedio es de 43 días, el pendiente de fallo es de aproximadamente 154 casos (entre Familia y Violencia);  hacia la Sala Segunda en donde los procesos de Familia se resuelven en poco más de 16 meses. 
En el caso específico de los recursos en procesos de restitución internacional de menores, el Tribunal de Familia lo resuelve en promedio en un mes y dos semanas, ahora pasará a ser resuelto por la Sala Segunda con la carga de trabajo y retraso antes indicado. 
Misma situación con los conflictos de competencia territorial entre juzgados de Familia, donde los conflictos de competencia “material” que en este momento atiende la Sala en promedio se resuelven en 4 meses y 2 semanas; y ahora además conocerá los conflictos por territorio, en donde se defina quién conoce la causa, que como agravante, hasta que esto no sea definido no se iniciará su tramitación y son procesos familiares, incluso con menores involucrados, situaciones de riesgo o vulnerabilidad. 
Se reitera la preocupación de esta Dirección por el traslado de competencias que se están delegando en los últimos años a la Sala Segunda, a una Sala de la Corte en donde se requiere incluso de reforma constitucional para incrementar el personal de magistratura, y aunque se incremente el personal de apoyo, igualmente los asuntos deben ser votados por la misma cantidad de señoras y señores Magistrados que tienen otras labores adicionales a la resolución de recursos conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial; por lo que este tipo de cambios o traslados de competencias, lo que conllevan es a una desmejora del servicio público de la Institución.  
En virtud de lo anterior, se plantea también la recomendación, para que este tipo de cambios de competencia, o traslados de competencia de una instancia a otra; sea analizado previamente a la aprobación o propuesta de una Ley, no solo a nivel jurídico por el impacto legal, sino también en las estructuras y en el posible impacto (mejora o desmejora) del servicio público. 
Se requiere de inmediato un estudio de parte de la Dirección Jurídica, la Comisión de Asuntos Laborales y la Sala Segunda, para que valoren la posibilidad de plantear una reforma legal al CPF, tanto en este aspecto como al artículo 286 del CPF que a esta fecha no cuenta con reglamento aprobado por Corte Plena para su ejecución, pese a las reiteradas solicitudes de esta Dirección. 

Información relevante en materia de Violencia Doméstica
11.1. Situación de los Juzgados de Violencia Doméstica (especializados y mixtos)

El CPF incorpora una adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley 7333, específicamente el artículo 121 bis, referente a la competencia material de los Juzgados de Violencia Doméstica, donde se establece que estos conocerán:

“1) Todo lo relativo a los procesos de protección cautelar de violencia intrafamiliar, personas adultas mayores y personas con discapacidad.
2) Los demás asuntos que estipule la ley.
En los lugares en los cuales no existe juzgado de Violencia Doméstica, estos asuntos serán tramitados por los juzgados de Familia, y donde tampoco existen estos despachos, se conocerán en los juzgados contravencionales, salvo decisión específica de la Corte Suprema de Justicia.”

Es importante aclarar que la actual Ley Contra la Violencia Doméstica continuaría vigente cuando entre en vigencia el CPF, siendo novedad la inclusión de los procesos de protección cautelar a favor de personas adultas mayores y personas con discapacidad (en aquellos casos donde el presunto agresor no pertenezca al núcleo intrafamiliar).

Lo que conlleva, que algunos asuntos actualmente ingresan en los Juzgados Contravencionales (en donde figura una persona adulta mayor por algún problema de violencia, pero sin lazo familiar) y podrían eventualmente ser de conocimiento de los Juzgados de Violencia Doméstica; se tiene que, en 2019, por género y edad un total de 1 859 ofendidos reportan una edad superior a los 63 años (1 071 hombres y 788 mujeres). Asumiendo que, se trata de un ofendido por caso, representaría 165 asuntos nuevos por mes, eso entre los 74 Juzgados competentes en Violencia Doméstica del país, representaría en promedio 2 casos nuevos por mes por oficina. 

Por tanto, el impacto del CPF en los Juzgados de Violencia Doméstica radicaría principalmente en cambios a nivel de nomenclatura y en la nueva atribución conferida, estos procesos de protección cautelar a favor de personas adultas mayores y personas con discapacidad no está considerado como parte de la competencia material que tiene los juzgados de esta jurisdicción y por lo tanto, tampoco se tiene incluido actualmente en la fórmula estadística, por lo que resulta difícil estimar su comportamiento futuro sobre la carga laboral por su carácter novedoso dentro del Poder Judicial. Sin embargo, conforme el criterio experto, se percibe que por su naturaleza, los procesos de protección cautelar podrían impactar la entrada de los Juzgados contra la Violencia, pero consideran que podría ser baja la incidencia sobre el ingreso de casos en estos despachos; caso contrario lo que consideran las personas juzgadoras en la materia, en donde se les asignan nuevas competencias, con plazos de resolución legales muy cortos. 

La Dirección de Planificación emitió el oficio 124-PLA-PP-MI-2020 con la propuesta de variación de nombres de los juzgados competentes en materia de Violencia Doméstica a nivel nacional, atendiendo lo establecido en la Ley 7586 Ley Contra la Violencia Doméstica, artículo 121 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial (incorporado por Ley 9747) y el acuerdo de la Comisión de Familia del primero de diciembre 2020, artículo III comunicado por oficio 079-JVA-2020 donde indican:

“Se acuerda: 1) Solicitar a la Dirección de Planificación que se modifique el nombre de los despachos que actualmente se identifican como” Juzgados de Violencia Doméstica” para que a futuro se denominen “Juzgados contra la Violencia Doméstica y Protección Cautelar”, tal y como lo establece la Ley que los creó y consta en el Sistema de Información Jurídica. Que ese cambio se haga a partir del momento en que se cuente con presupuesto para esos efectos. 2) Solicitar a la Dirección de Planificación que a partir del primero de enero del año 2023 conste ese cambio en los formatos jurídicos (machotes). 3) Además, se solicita a la Dirección de Tecnología de la Información que proceda a realizar los cambios en ese sentido en el SISTEMA SIGA, para que se amplíe la cantidad de caracteres que se requieran para ese cambio. 
Se tiene como acuerdo firme.”.

Cabe mencionar que para poder aplicar el cambio en los nombres de las oficinas en el sistema SIGA-PJ es necesaria una mejora en el sistema de parte de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones que amplié la cantidad de caracteres, requerimiento presentado por la misma Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia en la sesión del primero de diciembre del año en curso, artículo III.   Por tal motivo, se destaca que los cambios no podrán ser aplicados hasta tanto la citada mejora no se haya adicionado al sistema SIGA-PJ.

11.2.	Modelo de Juzgados de Violencia Doméstica-estructuras
A partir de febrero 2022 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 9747, la Dirección de Planificación se encuentra trabajando en el abordaje de los 12 Juzgados de Violencia Doméstica Especializados + el Juzgado de turno en el Segundo Circuito Judicial de San José.

Dentro de la metodología, se realizaron talleres con las personas juzgadoras en febrero-marzo 2022, actualmente se está en la fase de recolección de información, para la construcción conjunta entre personas juzgadoras y esta Dirección del Juzgado “Modelo” Contra la Violencia Doméstica.    Los despachos mixtos que atienden Violencia junto con la materia de Familia ya fueron analizados en 2020, y solamente se ajustarían algunas variables a partir de la oficina modelo. 

La metodología a emplear para el diseño del modelo de tramitación consiste en una cocreación con personal juzgador, en la cual se utilizan formularios electrónicos, talleres de validación, giras presenciales y consulta al 100% de los despachos de manera simultánea.

A continuación, se presenta un análisis obtenido producto de la sintetización de respuestas emitidas por parte de las personas Juzgadoras, por lo que a criterio técnico de esta Dirección al considerar que los despachos especializados en la materia de Violencia Doméstica cuentan con una estructura funcional similar, es que determina la necesidad de personal con el propósito de homogeneizar dichas estructuras en virtud del impacto que deviene de la implementación del Nuevo Código Procesal de Familia, considerando que exista una persona Técnica Judicial especializada en la atención exclusiva de personas usuarias (manifestación). En la siguiente tabla se muestra la justificación técnica que determina la necesidad de personal especializado en la manifestación, con base en el Modelo de Tramitación que se implementará en los despachos de Violencia Doméstica. 

Cuadro 65
Justificación de personal especializado en la manifestación según Modelo de Tramitación que se implementará en los despachos de Violencia Doméstica
	Despacho
	Cantidad total de usuarios atendidos durante la muestra
	Cantidad de personas usuarias diarias (muestra 16 días hábiles)
	Tiempo promedio de atención por cada persona usuaria
	Tiempo promedio de duración total diaria según promedio personas usuarias atendidas
	% Ocupación de la labor diaria

	Juzgado Violencia Doméstica Hatillo, San Sebas. y Alajuelita​
	273
	17
	00:21:28
	06:06:16
	76%

	Juzgado Violencia Doméstica Puntarenas​
	188
	12
	00:26:36
	05:12:33
	65%

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. San José​
	650
	41
	00:07:39
	05:10:47
	65%

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón) ​
	373
	23
	00:13:10
	05:06:57
	64%

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Alajuela​
	544
	34
	00:06:19
	03:34:46
	45%

	Juzgado Violencia Doméstica III Circ. Jud. San José (Desamparados)​
	227
	14
	00:13:00
	03:04:26
	38%

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. de la Zona Atlántica (Pococí)​
	145
	9
	00:19:54
	03:00:21
	38%

	Juzgado Violencia Doméstica Heredia​
	304
	19
	00:09:17
	02:56:23
	37%

	Juzgado de Violencia Doméstica del I Circ. Jud. de la Zona Atlántica (Limón)​
	195
	12
	00:12:50
	02:36:24
	33%

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. San José​
	183
	11
	00:09:30
	01:48:39
	23%

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos)​
	278
	17
	00:05:56
	01:43:06
	21%

	Datos generales (totales y promedios)
	3360
	19
	00:13:14
	04:12:47
	53%


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, Dirección de Planificación. Se realiza la acotación que el Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago no proporcionó la información durante la muestra recolectada, situación que la persona Juzgadora justificó por tema de carga de trabajo; no obstante, este análisis se complementará con el siguiente apartado.

Del recuadro anterior se puede inferir, que en promedio el 53% del tiempo de ocupación diaria (8 horas), es destinado para la atención de personas usuarias que asisten a los despachos Contra la Violencia Doméstica, motivo por el cual, al considerarse la sensibilidad de la materia, aunado a que ese tiempo conlleva retraso en el trámite diario de expedientes y lo que conlleva las labores de seguimiento de cada causa; es que se considera fundamental la dotación de una figura especializada para la atención de personas usuarias. A partir de lo anterior, se observa como en el caso de los despachos de Hatillo, Pérez Zeledón, Goicoechea y Puntarenas, el tiempo que le consume al personal supera el 53% indicado, alcanzando una ocupación entre el 64% y 76%; por lo que en el caso de los otros despachos donde la ocupación no supera ese tiempo, deberán colaborar en diferentes labores tales como:
Escanear.
Recolección de firmas.
Entregar, recibir las comisiones e incorporarlas al sistema.
Entregar al Ministerio Públicos los testimonios de piezas.
Preparar y entregar el correo.
Llamar a comparecencia a las partes y actualizar en Agenda Cronos y aquellos casos en que las partes no asisten.
Recibir los expedientes itinerados que vienen por incompetencia y deberá encargarse de distribuir esos asuntos (tejedora).
Colaborar con los seguimientos.

Adicional a lo indicado anteriormente, el Modelo de Tramitación de la materia Violencia Doméstica proyecta que existan relaciones de trabajo de dos personas técnicas o técnicos judiciales por cada Jueza o Juez en esos Juzgados, además de una persona Coordinadora Judicial y la figura especializada en la atención de la manifestación. En la siguiente tabla se muestra la estructura ideal de cada despacho, así como la cantidad de personal requerida. 
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Cuadro  66
Justificación de personal especializado en la manifestación y relaciones de trabajo, según Modelo de Tramitación que se implementará en los despachos de Violencia Doméstica
	#
	Despacho
	Entrada mensual
Prom. 2017-2021
	Entrada diaria
Prom. 2017-2021
	Carga diaria por Juez/a
	Estructura Actual Juzgados Especializados de Violencia Doméstica
	Estructura Ideal Juzgados Especializados de Violencia Doméstica
	Personal Faltante

	
	
	
	
	
	Juez/a
	Coordinador/a  Judicial
	Técnico/a Judicial totales
	Aux. de Serv. Grls
	Juez/a
	Coordinador/a  Judicial
	Técnico/a Judicial totales
	Aux. de Serv. Grls
	Juez/a
	Técnico/a Judicial totales

	1
	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. San José****
	178
	8,5
	4,2
	2
	1
	3
	1*
	2
	1
	5
	1*
	0
	1

	2
	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. San José
	484
	23,0
	4,6
	5
	1
	7
	0
	5
	1
	11
	0
	0
	4

	3
	Juzgado Violencia Doméstica III Circ. Jud. San José (Desamparados)
	244
	11,6
	5,8
	2
	1
	3
	1
	2
	1
	5
	1
	0
	1

	4
	Juzgado Violencia Doméstica Hatillo, San Sebas. y Alajuelita
	241
	11,5
	5,7
	2
	1
	3
	1
	2
	1
	5
	1
	0
	1

	5
	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Alajuela
	332
	15,8
	5,3
	3
	1
	6
	0
	3
	1
	7
	0
	0
	1

	6
	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos)
	153
	7,3
	7,3
	1
	1
	2
	1
	2
	1
	5
	1
	1
	2

	7
	Juzgado Violencia Doméstica Cartago
	195
	9,3
	4,6
	2
	1
	4
	0
	2
	1
	5
	0
	0
	1

	8
	Juzgado Violencia Doméstica Heredia
	200
	9,5
	4,8
	2
	1
	4
	0
	2
	1
	5
	0
	0
	1

	9
	Juzgado Violencia Doméstica Puntarenas
	153
	7,3
	3,6
	2
	1
	4
	0
	2
	1
	5
	0
	0
	1

	10
	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón) 
	209
	10,0
	5,0
	2
	1
	3
	0
	2
	1
	5
	0
	0
	2

	11
	Juzgado de Violencia Doméstica del I Circ. Jud. de la Zona Atlántica (Limón)
	97
	4,6
	4,6
	1
	1
	3
	0
	2
	1
	5
	0
	0
	2

	12
	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. de la Zona Atlántica (Pococí)
	154
	7,3
	7,3
	1
	1
	3
	0
	1
	1
	3
	0
	1
	2

	Total general
	220
	10,5
	5,2
	25
	12
	45
	4
	27
	12
	66
	4
	2
	17


Fuente: Modernización Institucional de la Dirección de Planificación, en el análisis de respuestas obtenidas de las personas Juzgadoras emitidas mediante formulario expuesta en los talleres efectuados.
Notas *: Plaza compartida entre el Juzgado de Violencia y el Juzgado de Niñez y Adolescencia.
**Se especializa manifestación.
***Se debe solicitar recalificaciones a plazas de Auxiliar de Servicios Generales, prever contratos de limpieza por parte de la Administración Regional.

****El análisis parte de que la plaza de Auxiliar de Servicios Generales compartida entre el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia con el Juzgado contra la Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José  sea adscrita a este segundo,   caso contario sería necesario incluir una plaza adicional de Técnico Judicial al cuadro anterior para un total de 18, el estudio se encuentra en proceso.
El anterior análisis permite estimar un promedio de ingreso diario de 5,2 diligencias por persona Juzgadora, cantidad que se estima razonable en razón de las demás diligencias que debe efectuar ese personal entre las que se destacan audiencias y  dictado de sentencias, así como firmado de proveído; por lo que, se visualiza la necesidad de dos plazas de personas Juzgadoras, las cuales una deberá destacarse en San Carlos y otra plaza para Pococí, y en lo que respecta a necesidad de personal Técnico Judicial, se estima una necesidad de 17 plazas de Técnicas Judiciales con el propósito de establecer una figura especializada en la manifestación y relaciones de trabajo con base en el Modelo de tramitación que se implementará para esta materia. 
11.3. Proceso de Tramitación General 

Duración de los procesos Violencia Doméstica

Por parte de la Dirección de Planificación se diagramaron los principales procesos en materia de Violencia Doméstica con el apoyo del Lic. Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, con la duración por etapa (ver anexo 17), donde se destaca que una vez que la persona presunta agresora es notificada tiene plazo para oponerse a las medidas de protección, caso contrario el proceso pasa a la etapa de seguimiento, las medidas quedarán en firme por un año una vez que fue notificado por la persona presunta agresora

Reparto de los procesos Violencia Doméstica

Para esta materia, se realizó la configuración del reparto automático por “clase de asunto” que es el tipo de reparto existente actualmente, y además considerando que en Violencia Doméstica por el momento solo existe un tipo de procedimiento.  
Sin embargo, a partir de 2022 con la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal de Familia y al ampliarse la cantidad de procedimientos por la inclusión de los asuntos de protección cautelar, se coordinará con la Dirección de Tecnología de la Información para la aplicación del reparto por “procedimiento”.  
La utilización del reparto automático es de carácter obligatorio según circular 168-2021.
11.4. Estructura Organizacional y Funciones 
Los despachos especializados en la materia de Violencia Doméstica cuentan con una estructura funcional similar, con al menos dos técnicas o técnicos judiciales por cada Jueza o Juez en los despachos, y una persona Coordinadora Judicial, como se muestra en la tabla siguiente.

Cuadro 67 
Cantidad de personas en los juzgados especializados de Violencia Doméstica
	Despacho
	Jueza o Juez
	Coordinadoras o Coordinadores judiciales
	Técnicas o Técnicos Judiciales totales
	Auxiliar de Servicios Generales

	Juzgado de Violencia Doméstica del I Circ. Jud. De la Zona Atlántica (Limón)
	1
	1
	3
	0

	Juzgado Violencia Doméstica Cartago
	2
	1
	4
	0

	Juzgado Violencia Doméstica Hatillo, San Sebas. Y Alajuelita
	2
	1
	3
	1

	Juzgado Violencia Doméstica Heredia
	2
	1
	4
	0

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Alajuela
	3
	1
	6
	0

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. San José
	2
	1
	3
	1*

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón) 
	2
	1
	3
	0

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. Alajuela (San Carlos)
	1
	1
	2
	1

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. De la Zona Atlántica (Pococí)
	1
	1
	3
	0

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. San José
	5
	1
	7
	0

	Juzgado Violencia Doméstica III Circ. Jud. San José (Desamparados)
	2
	1
	3
	1

	Juzgado Violencia Doméstica Puntarenas
	2
	1
	4
	0

	Total general
	25
	12
	45
	4


Fuente: Modernización Institucional con base en consultas a los despachos especializados en materia Violencia Doméstica.
Nota *: Plaza compartida entre el Juzgado de Violencia y el Juzgado de Niñez y Adolescencia.
Parte de los objetivos de la construcción de ese modelo de oficinas, es definir la estructura óptima o ideal para estos despachos. 
[bookmark: _Hlk96998889]11.5.  Coordinación con otras Instancias
A nivel de los Juzgados competentes en materia de Violencia Doméstica existe coordinación con:

Departamento de Trabajo Social y Psicología (valoraciones en caso de personas adultas mayores que no se pueden presentar al Juzgado, soporte en audiencias complejas con estudios sociales, psicológicos para conocer la dinámica entre las partes, entre otros; atención en crisis de las presuntas víctimas). Acompañamiento en visitas domiciliarias. Seguimiento a las medidas de protección dictadas en causas donde figura una persona adulta mayor.  
Oficinas de Atención y Protección a Víctimas y Testigos. En casos muy específicos en que existe un riesgo alto para la vida de la persona víctima. 
Patronato Nacional de la Infancia (cuando haya menores de edad involucrados). Seguimiento a las medidas de protección dictadas en causas donde figura una persona menor de edad. 
Medicatura Forense (solicitudes de valoración médica a las presuntas víctimas por la posible comisión de un delito).  También pericias psicológicas o psiquiátricas para determinar capacidad persona para ser parte del proceso. 
Ministerio de Seguridad Pública (notificaciones, para acompañamientos de retiro de enseres personales, desalojos, decomiso de armas, realizar citaciones). Apoyo en situaciones de emergencia. 
Organismo de Investigación Judicial (localización de presuntos agresores, cuando ya se cuenta con actas de notificación de Fuerza Pública negativas o cuando la persona solicitante desconoce donde se ubica el presunto agresor).
Caja Costarricense del Seguro Social (con la oficina de Trabajo Social, que remiten al Juzgado la referencia para que inicie la causa a nivel judicial).
Juzgados de Pensiones Alimentarias: cuando deben realizar un testimonio de piezas o coordinación para otorgar una pensión alimentaria provisional.

Como parte del modelo de tramitación se está revisando las prácticas que se deben implementar con cada una de estas instituciones para la correcta tramitación de la materia de Violencia Doméstica.
11.6.  Sistemas Informáticos
En todos los Juzgados competentes en materia de Violencia Doméstica están implementados los siguientes sistemas:

Sistema de Gestión en Línea 
Escritorio Virtual con la totalidad de las mejoras que competan a la materia incluyendo la mejora de pase a fallo y de reparto automático.
Sistema de Gestión de despachos judiciales
Sistema de Itineraciones
Sistema de Rol de Peritos
Agenda Cronos
Sistema de Mensajería Masiva CEMSMS
Sistema de Registro de Personas Agresoras

Al finalizar 2020 todos Juzgados de Violencia Doméstica cuentan con los sistemas debidamente implementados por parte de la Dirección de Tecnología de la Información. La información se certificó como entregable dentro del Proyecto de implementación del CPF, anexo 10.

Adicionalmente como parte del proyecto de despacho modelo de Violencia Doméstica se han recopilado una serie de mejoras tecnológicas que promuevan la automatización y simplificación de trámites.

11.7.  Libros de Control
Los Juzgados de Violencia Doméstica actualmente deben llevar como mínimo los siguientes libros de control. Sin embargo, parte de los entregables del proyecto, será definir junto con los distintos órganos de control cuales son los controles indispensables y cuáles pueden ser sustituidos por algún otro medio automatizado

Libro de pase a fallo y utilización módulo de pase a fallo en el Escritorio Virtual
Libro de juramentaciones
Libro de remisión de recursos al Tribunal de Familia
Libro de sustituciones
Libro de Comisiones enviadas y recibidas
Libro de control de atención al público

[bookmark: _Hlk63412425]Actualmente llevan también un Libro de resoluciones de mantener medidas.

Respecto a la obligatoriedad en el uso del módulo de pase a fallo, reparto y voto automáticos, la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar solicito al Consejo Superior una directriz para regular este informe y al respecto se emitió la circular 168-2021.
Adicionalmente se han emitido algunas otras directrices para estandarizar la tramitación en esta materia: 
Circular 221-2021 “Deber de solicitar autorización al Consejo Superior para realizar una modificación en la configuración del reparto”.
Circular 267-2021 “Obligación de cumplir con la corrección de inconsistencias – aplicar el régimen disciplinario por su incumplimiento”.
Circular 110-20 “Reiterar la Circular N 60-99 relacionado con las Reglas prácticas para facilitar la aplicación efectiva de la Ley contra la violencia doméstica”.
Circular 234-2021 “Que es sentencia en materia de Violencia Doméstica uso y seguimiento a la información registrada en el reporte de pase a fallo”.
Circular 266-2021 “Deber de notificar personalmente el auto que otorga medidas la Circular No. 50-2021 específicamente en el punto 1.3”.
Próximamente se publicará una circular para mejorar la atención procesos CLAIS o de riesgo de muerte, así como para delimitar las fases en los procesos contra la Violencia Doméstica. 
[bookmark: _Hlk97001442]11.8. Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los proyectos de rediseño de oficinas en materia de Violencia Doméstica
El diseño de la matriz de indicadores de gestión para los despachos competentes en materia de Violencia Doméstica tomo en consideración Rediseños en los Juzgados de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y Cartago y fueron debidamente validados con el equipo gestor, en donde los indicadores se categorizan de la siguiente manera: 

Rendimiento estadístico del despacho: en términos generales consisten en detallar una serie de variables estadísticas destinadas a calificar de manera general el movimiento de trabajo del despacho (entradas, salidas, circulante, etc.). 

Plazos: valoran cierta cantidad de actividades de acuerdo principalmente a la duración a lo interno del Despacho (dictado de sentencias, resolver demandas nuevas, resolver escritos, entre otros). 

Operacional: es el indicador que establecerá el rendimiento individualizado de los colaboradores del juzgado, aplicando una comparación entre la capacidad teórica versus la real de cada uno de ellos (porcentaje de rendimiento de las personas juzgadoras y técnicas judiciales, etc.).

Respecto a los indicadores y parámetros de estos, estos fueron sometidos a aprobación de Consejo Superior y Corte Plena mediante informe 656-PLA-RH-MI-2020 y aprobados por ambas instancias en sesiones 45-2020 celebrada el 8 de mayo de 2020, artículo XIX y sesión 31-2020 del dos de junio del 2020, artículo I, respectivamente. 

A continuación, se presenta el detalle de la matriz de indicadores de las oficinas de Violencia Doméstica especializadas, que como se indicará adelante, serán abordadas por la Dirección de Planificación durante el 2022, haciendo la observación que como parte de los talleres de construcción del despacho modelo se encuentran en revisión: 

Indicadores en Despachos competentes en Violencia Doméstica

Con el rediseño de los Circuitos de San Carlos y Cartago, se implementó el Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los proyectos de rediseño en los Juzgados de Violencia Doméstica de esas zonas. 

Con el proyecto de la Reforma al Código de Trabajo, se abordaron los Juzgados que conocían la materia de Trabajo y también Violencia Doméstica, por lo que desde el 2017 cuenta con la matriz de Indicadores de Gestión y el Modelo de Sostenibilidad.  

En 2020, se implementó el Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento en los Juzgados que atienden materia de Familia y Violencia Doméstica. Y durante el primer semestre 2023, se implementará en los doce Juzgados de Violencia Doméstica especializados. 

Cabe mencionar que el Consejo Superior acuerda en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI emitir las circulares 193-2020 “Responsabilidades asociadas al Modelo de Sostenibilidad y Seguimientos de los proyectos de rediseño de oficinas” y 194-2020 “Responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario” como parte del compromiso institucional en la utilización del modelo de Sostenibilidad, mejora continua.

A continuación, se incluye el resumen de los indicadores recomendados en el informe 656-PLA-RH-MI-2020 para los Juzgados Especializados en Violencia Doméstica.

Cuadro 68
Propuesta de matriz de Indicadores de los Juzgados Especializados en Violencia Doméstica, 2021
	Categ.
	N°
	Indicadores
	Detalle

	Rendimiento Estadístico
	1
	Entrada total
	Entrada total está conformada por el resultado de la sumatoria de la cantidad de asuntos nuevos ingresados, los casos reentrados y los testimonios de piezas creados en el mes.
El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	2
	Salida
	Salida total está conformada por el resultado de: Suma casos terminados principales y testimonios de piezas.
El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	3
	Circulante
	Circulante: (Circulante Inicial + Entradas + Reentrados – Terminados)
El parámetro se define del circulante del despacho al momento del abordaje al despacho. 
Este indicador se subdivide en circulante en trámite y en seguimiento.

	
	4
	Relación salida Total / entrada total 
	Cálculo: (Salidas/ Entradas) *100
El parámetro está definido en 90% a 100%

	Plazos
	5
	Plazo para resolver expedientes de nuevo ingreso 
	Se calcula: (Fecha actual – fecha de la demanda más antigua pendiente de la primera resolución)
Este dato se obtiene del Escritorio Virtual, se verifica cada ubicación de las personas técnicas judiciales, en la tarea donde se incorporan las Demandas Nuevas, se determina la fecha de la demanda más antigua pendiente de la primera resolución.

	
	6
	Plazo para resolver escritos
	Se subdivide en dos mediciones: 

Escritos donde el expediente se encuentra fuera del Despacho:

1) Indicador nuevo, se calcula: (Fecha actual – fecha del escrito más antiguo pendiente de resolver de expedientes que se encuentran fuera del despacho)
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir, todas las ubicaciones, todos los Auxiliares, Estado de Expediente: En Alzada.

Escritos donde el expediente se encuentra en el Despacho:
2) Se calcula: (Fecha actual - fecha del escrito más antiguo pendiente de resolver de los que están en el despacho)
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir. Todas la Ubicaciones, todos los Auxiliares, estado de expediente: En Trámite, Inactivo, entre otros.


	
	7
	Plazo espera de dictado de sentencia
	Este dato es la fecha del expediente más antiguo pendiente de fallo registrada en el despacho, se obtiene del libro de pase a fallo y Mejora de Pase a Fallo.
El parámetro establecido es el plazo mayor de ley, en este caso 5 días de conformidad con el artículo 14 de la Ley contra la Violencia. 

	
	8
	Plazo espera para realización de recepción de prueba o debates (días)
	Se calcula: (Fecha del último señalamiento de audiencia – fecha actual)
Se obtiene de la Agenda Cronos, en “Buscar Apuntes”, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene el último señalamiento a Audiencia.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje.

	
	9
	Plazo de espera de firma de resoluciones
	Plazo de Espera de Firma Resoluciones del Despacho
(Fecha actual- fecha de pase a firma más antigua del documento pendiente de firma)
Este dato se obtiene con el resultado de la fecha actual menos la fecha del pase a firma más antigua del documento pendiente de firma

	
	10
	Plazo para resolución de mantener medidas de protección provisionales con oposición
	Plazo entre la entrada de la causa y el dictado de la sentencia en casos donde hubo oposición. 

El dato se obtiene del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.  

	
	11
	Plazo de espera de peritaje o valoración-PANI-DTSP
	Plazo entre la solicitud y la entrega del dictamen o pericia.  El dato se obtendría a partir del EV en una tarea específica. 

	
	12
	Cantidad de expedientes nuevos pendientes de la primera resolución
	Indicador se obtiene del Escritorio Virtual, se deben revisar todas las denuncias que se encuentran pendientes de tramitar por cada una de las personas técnicas judiciales.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje, al revisar la cantidad de asuntos nuevos que ingresan por día y el plazo para resolver demandas nuevas.

	Operacional
	
13
	Cantidad de escritos pendientes de resolver
	Indicador se subdivide en:
1) Lo conforman el total de Escritos pendientes de resolver: (consulta Tramitándose + consulta Pendiente de Distribuir + consulta Reservado)
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir. Todas la Ubicaciones, todos los Auxiliares.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje.

2) Cantidad de Escritos pendientes de resolver en estado de Trámite
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir. Todas la Ubicaciones, todos los Auxiliares, Estado de Expediente: En Trámite
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje.

	
	14
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo
	Cantidad de asuntos pendientes de estudio, se obtienen del módulo de pase a fallo del EV o del control manual de la oficina. 

	
	15
	Cantidad de peritajes o valoraciones pendientes PANI-DTSP
	Cantidad de asuntos pendientes de recibir el dictamen solicitado. Se obtendría de una tarea del EV. 

	
	16
	Cantidad de audiencias pendientes de realización
	Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia pendientes de realización
No se incluyen los seguimientos de Violencia Doméstica

	
	17
	Porcentaje de efectividad de recepción de prueba
	Se calcula: (Audiencias realizadas / Audiencias programadas) *100
Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia programados.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje, para luego estandarizar un porcentaje de efectividad para todos los despachos.

	
	18
	Cantidad de audiencias de seguimiento
	Cantidad de audiencias de Seguimiento de Violencia Doméstica al mes

	
	19
	Porcentaje de efectividad audiencias de seguimientos
	Se calcula: (Audiencias de seguimiento individual realizadas / Audiencias de seguimiento programadas) *100
Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia de seguimiento programados.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje, para luego estandarizar un porcentaje de efectividad para todos los despachos.

	
	20
	Porcentaje de rendimiento por persona técnica judicial
	Se calcula: (Cantidad de expedientes pasados a firmar / Cantidad de resoluciones a realizar según cuota de trabajo)
Se toma en cuenta los días laborados por cada una de las personas técnicas judiciales en el mes, según la cuota de trabajo diaria.
El parámetro está definido en 95% a 100%
Este indicador se segrega para personas titulares y de apoyo.

	
	21
	Cantidad de expedientes pendientes de firma 
	Es la cantidad de expedientes pendientes de firma por cada persona juzgadora.
Este dato es el total de expedientes pendientes de firma por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las estadísticas de firmado de expedientes por pendiente de firma para cada una de las personas juzgadoras.
El parámetro se obtiene de cada despacho al momento del abordaje y corresponde a la cantidad de expedientes pasados a firmar por el equipo de personas técnicas judiciales a una persona juzgadora en el plazo de 3 días.

	
	22
	Cantidad de expedientes firmados por persona juzgadora en el mes
	Es la cantidad de resoluciones firmadas por cada persona juzgadora.
Este dato es el total de resoluciones firmadas por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las estadísticas de firmado de documentos y expedientes por cada una de las personas juzgadoras.
El parámetro se obtiene de cada despacho tomando en cuenta la cuota de firmado definida para cada persona juzgadora, lo que equivale a la cantidad de expedientes que debe pasar a firmar las personas técnicas judiciales a cada persona juzgadora.

	
	23
	Porcentaje de efectividad en el firmado por persona juzgadora
	Se o tienen del EV. Resultado de la cantidad de expedientes firmados/cantidad esperada de expedientes firmados

	
	24
	Cantidad de sentencias dictadas por persona juzgadora
	Indicador mide la cantidad global de sentencias dictadas por cada persona juzgadora.
Este dato se obtiene del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.
Este indicador se segrega para personas titulares y de apoyo.

	
	24
	Porcentaje de rendimiento por persona juzgadora
	Se calcula para cada persona juzgadora: (Cantidad de Sentencias y Otras Resoluciones dictadas / Cantidad de Sentencias y Resoluciones a realizar según cuota de trabajo).
Se toma en cuenta los días laborados por cada una de las personas juzgadora en el mes, según la cuota de trabajo diaria de sentencias definida.
El parámetro está definido en 95% a 100%
Este indicador se segrega para personas titulares y de apoyo. 

	
	26
	Cantidad de personas usuarias atendidas (área de manifestación)
	Cantidad total de personas usuarias atendidas durante el mes


   Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.

[bookmark: _Hlk97083534]11.9. Impacto del Código Procesal de Familia a partir del 1 de octubre de 2022 en materia de Violencia Doméstica

Análisis de cargas de trabajo actual y proyectada en Violencia Doméstica

De igual modo y con la finalidad de conocer el estado actual de los juzgados que atienden la materia de Violencia Doméstica, se analiza la carga de trabajo de los 12 despachos especializados que conocen esta materia en el país, en relación con la cantidad de casos entrados de 2017 a 2021, a fin de establecer los valores promedio mensual de asuntos entrados por cada persona juzgadora y técnica o técnico judicial, obteniendo el siguiente resultado:

Cuadro 69 
Movimiento histórico de los asuntos en los Juzgados 
Especializados de la materia de Violencia Doméstica, del 2017 al 2021
	Despacho
	Promedio mensual 2017 a 2021
	Relación terminados / entrados totales
	Entrados mensuales
	Terminados mensuales

	
	Entrados totales
	Terminados
	
	Jueza o Juez
	Téc. Jud.
	Jueza o Juez
	Téc. Jud.

	Juzgado de Violencia Doméstica del I Circ. Jud. De la Zona Atlántica
	97
	95
	98%
	97
	48
	95
	47

	Juzgado Violencia Doméstica Cartago
	195
	190
	97%
	98
	65
	95
	63

	Juzgado Violencia Doméstica Hatillo, San Sebas. Y Alajuelita
	241
	231
	96%
	120
	120
	115
	115

	Juzgado Violencia Doméstica Heredia
	200
	207
	103%
	100
	67
	104
	69

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Alajuela
	332
	334
	101%
	111
	66
	111
	67

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. San José
	178
	179
	101%
	89
	89
	89
	90

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Zona Sur
	209
	210
	101%
	104
	104
	105
	105

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. Alajuela 
	153
	151
	98%
	153
	77
	151
	76

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. de la Zona Atlántica 
	154
	153
	99%
	154
	77
	153
	76

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. San José
	484
	478
	99%
	97
	81
	96
	80

	Juzgado Violencia Doméstica III Circ. Jud. San José 
	244
	240
	98%
	122
	122
	122
	120

	Juzgado Violencia Doméstica Puntarenas
	153
	153
	100%
	76
	51
	76
	51

	Total
	2639
	2621
	Prom
	110
	81
	109
	80


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con base en datos de Cuadros Estadísticos 2017 a 2021 del Subproceso de Estadística.
La carga de trabajo de asuntos entrados es de 110 casos al mes por persona juzgadora y de 81 por persona técnica judicial.

Para 2021, se reportaron en los Juzgados Especializados en Violencia Doméstica una entrada total promedio de 2 431 asuntos por mes y 2 514 terminados, para un circulante final de 20 365. Por lo que el promedio de entrada por plaza calculado en el cuadro anterior se mantiene. 

Actualmente se trabaja en el informe para definir la oficina modelo de los despachos que atienden la materia de Violencia Doméstica; como se observa en el cuadro anterior, el promedio de la carga de trabajo para el personal juzgador es de 110 y para el personal técnico judicial de 81 asuntos mensuales. 

En cuanto a la carga de trabajo de los Juzgados de Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de Alajuela es de 153 asuntos por mes y del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica de 154 asuntos mensuales por Juez o Jueza, por lo que se denota la diferencia en la carga de trabajo de más de 40 asuntos por mes por encima del promedio (110 asuntos mensuales por Juez o Jueza). 

Dado lo anterior, se considera reforzar con dos personas juzgadoras y 17 técnicas judiciales, con el propósito de establecer una figura especializada en la manifestación y relaciones de trabajo de una persona Juzgadora con dos personas Técnicas Judiciales de trámite con base en el Modelo de tramitación que se implementará para esta materia.
Cuadro 70 
Costo de los recursos propuestos para la implementación del Modelo de Tramitación en los Juzgados Contra la Violencia Doméstica
	 
	Clase ancha
	Clase angosta
	Costo del puesto anual

	Plaza nueva extraordinaria
	Juez 3 
	Juez 3 Violencia Doméstica
	₡54.293.000

	
	Técnico Judicial 2
	Técnico Judicial
	₡14.388.000

	Recalificaciones a:
Técnico/a Judicial 2
	Auxiliar de Servicios Generales 2 
	Conserje
	₡12.176.000


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
El costo anual para hacer frente a la propuesta es de ₡362.030.000.

Por otro lado, es importante traer a colación, que según los datos suministrados en el informe del Rediseño de Juzgado de Violencia Doméstica de San Carlos, la tarea de  “Solicitud medidas de protección” que incluye la atención de la persona usuaria, así como la toma de la solicitud que esta realice, cuenta con un tiempo de duración promedio de 40 minutos, por lo cual, estimando ese tiempo y proyectando la cantidad más alta de entrados  por día por persona técnica judicial según el cuadro anterior (122 casos /21 días) que sería 5,8 casos se esperaría que se utilice en esa tarea al día 3,8 horas; lo cual evidencia que las personas técnicas judiciales presentan un margen para realizar otras tareas.  

Al momento de la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia se espera un aumento de los casos debido a la incorporación del proceso de “protección cautelar” cuando se presente una agresión fuera del núcleo familiar, en perjuicio de personas adultas mayores y personas con discapacidad. Lo anterior provocará que se incorpore los siguientes tipos de procedimiento para el catálogo de Violencia Doméstica:

Medidas de protección en los casos de Violencia Doméstica. 
Medidas de Protección Cautelar en los casos de Personas Adultas Mayores.
Medidas de Protección Cautelar en los casos de Personas con discapacidad.

Esta tarea corresponderá al equipo del Subproceso de Estadística de esta Dirección en conjunto con el Juez Gestor en la materia, como parte de las áreas de revisión y actualización de la fórmula estadística, quienes actualmente trabajan en la actualización de las fórmulas de las 3 materias ligadas a este proyecto. 

Las tareas, ubicaciones, y formatos jurídicos también están siendo actualizados a fin de estandarizarlos a nivel nacional. 

El circulante en los despachos de Violencia Doméstica es una variable donde se torna necesario su análisis, ya que; debido a la naturaleza del proceso y lo expedito de su trámite se espera que la mayor parte del circulante se encuentre en fase de seguimiento.

Los datos del circulante por fase para el mes de diciembre del 2021 se encontraban 20 363 asuntos en circulante (8 727 en fase de demanda, 386 en demostrativa, 2 779 en conclusiva, 8 349 en seguimiento, 1 caso desconocido y 121 casos sin actualizar la fase), lo que representaba un 48% del circulante en seguimiento. 

Al finalizar diciembre 2021 según la información obtenida del SIGMA, se reportan 20 363 asuntos en circulante, una reducción respecto a diciembre del año anterior de 909 casos, con el siguiente desglose por fase. 
 
Cuadro 71 
Circulante por fases en los Juzgados Especializados de Violencia Doméstica,
al finalizar diciembre 2021
	Despacho
	Demanda
	Demostrativa
	Conclusiva
	Seguimiento
	Desconocida
	Itinerado (Actualizar)
	Total
	% Circulante en Seguimiento

	Juzgado Violencia Doméstica Heredia
	103
	57
	6
	717
	 
	 
	883
	81%

	Juzgado Violencia Doméstica Puntarenas
	399
	13
	2
	757
	1
	 
	1172
	65%

	Juzgado de Violencia Doméstica del I Circ. Jud. De la Zona Atlántica
	355
	2
	1
	418
	 
	 
	776
	54%

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Zona Sur
	467
	 
	19
	819
	 
	 
	1305
	63%

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. San José
	233
	65
	 
	718
	 
	 
	1016
	71%

	Juzgado Violencia Doméstica Hatillo, San Sebas. Y Alajuelita
	582
	25
	479
	896
	 
	17
	1999
	45%

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. Alajuela 
	245
	 
	58
	785
	 
	 
	1088
	72%

	Juzgado Violencia Doméstica Cartago
	1535
	 
	8
	397
	 
	60
	2000
	20%

	Juzgado Violencia Doméstica III Circ. Jud. San José 
	617
	152
	553
	513
	 
	 
	1835
	28%

	Juzgado Violencia Doméstica I Circ. Jud. Alajuela
	1141
	30
	172
	1207
	 
	 
	2550
	47%

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. San José
	2647
	42
	1066
	1097
	 
	44
	4896
	22%

	Juzgado Violencia Doméstica II Circ. Jud. De la Zona Atlántica 
	403
	 
	415
	25
	 
	 
	843
	3%

	Total
	8727
	386
	2779
	8349
	1
	121
	20363
	 

	Promedio
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	48%


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con base a la información del SIGMA, reporte circulante final diciembre 2021.

La información anterior permite inferir que la mayoría de los Despachos mantiene desactualizadas las fases de los procesos que se encuentran en el circulante, ya que; que sólo 6 de los juzgados presentan más del 50% del circulante en etapa de seguimiento y gran parte de los juzgados predomina el circulante en la etapa de “Demanda”, lo que implicaría que para esa cantidad de expedientes aún no se recibe el acta de notificación del presunto agresor; para ejemplificar se resalta la situación del Juzgado de  Violencia Doméstica II Circuito Judicial de San José que presenta      2 647 expedientes en fase de demanda y presenta una entrada promedio de 484 casos al mes, lo que implicaría que al menos tiene la entrada de más de 5 meses en etapa de demanda, situación que no es coincidente con lo expedito del proceso. 

Resalta también el Juzgado de Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que al finalizar diciembre reporta 25 asuntos en fase de seguimiento.

Lo anterior recalca la necesidad de generar una actualización de las fases del circulante de los despachos, que se fortalezca la línea institucional sobre el procedimiento en la etapa se seguimiento, así como un monitoreo proactivo de la situación de los Despachos de Violencia Doméstica. Lo indicado sería lo esencial para lograr realizar un análisis real de la carga de trabajo de estos despachos y definir la necesidad de recurso humano.

Para efectos de contar con una mayor claridad de cuales asuntos deben estar en cada fase y de los cambios, se tomaron 2 medidas: 
La Dirección de Planificación le remitió a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, una propuesta de circular para aclarar las fases en esta materia y cuando deben darse los cambios, esta circular ya fue aprobada por la y remitida al Consejo Superior mediante oficio 06-CVI-2022 el 7 de marzo 2022. Se está a la espera de la aprobación por parte del Consejo Superior y comunicación de la circular.  
 Además en reuniones de equipo interdisciplinario como parte del Proyecto de implementación del CPF, la Dirección de Planificación da seguimiento al proyecto y coordinó con DTI para que configure las plantillas y que el cambio de fase o estado se realice de forma automática, tanto en formatos actuales como las plantillas a partir de la entrada en vigencia de la Ley 9747.  

Con la finalidad de contar con información verás sobre el desempeño de los despachos se monitorearán por medio de SIGMA las siguientes variables:

Entrada de casos
Casos terminados
Cantidad de circulante
Distribución del circulante entre las fases
Cantidad de resoluciones de fondo dictadas
Cantidad de audiencias realizadas, no realizadas y pendientes de recepción de pruebas y de seguimiento.

En el caso de los despachos mixtos que atienden dentro de sus materias Violencia Doméstica, no se tiene planeada para 2022-2023 la modificación en las estructuras de trabajo o la inclusión de nuevo recurso humano, esto ya que durante los abordajes realizados por la Dirección de Planificación para las materias de Trabajo y Civil, se realizaron los estudios pertinentes y se incluyeron las necesidades en los respectivos informes de presupuesto de estas materias; salvo los cambios que se requieran para estandarizar la materia a partir del resultado del informe de oficina modelo de Juzgado de Violencia Doméstica

Durante el 2022 se espera realizar un abordaje en los 12 Juzgados de Violencia Doméstica Especializados, donde se ejecutarán las siguientes tareas:

Diseño de un formulario para la construcción conjunta con personal juzgador del modelo de tramitación de violencia doméstica
Aplicación del formulario del 100% de los despachos
Sistematización de la información de los formularios
Talleres de cocreación para definir buenas prácticas, estructura ideal, entre otros.
Definición de características de un despacho modelo
Aplicación de instrumentos de captura de datos cuantitativos
Visitas a los despachos
Análisis de la estructura organizacional y funcional.
Análisis de la distribución de la carga de trabajo, desde el reparto inicial de casos como de la carga asignada actualmente por cada persona involucrada en el equipo (entrada y circulante).
Definición del diseño del reparto de causas nuevas para la implementación o ajuste de la herramienta de reparto automático de casos, así como diseño de herramienta de reparto en Excel, en los casos que corresponda. 
Implementación de la herramienta de pase a fallo en el Escritorio Virtual e implementación del libro de pase a fallo según los lineamientos establecidos. 
Conformación del Equipo de Mejora en el Despacho. 
Implementación del Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los despachos involucrados. 
Capacitación e implementación de los Indicadores de Gestión.

Información relevante materia de Pensiones Alimentarias
12.1. Situación de los Juzgados de Pensiones Alimentarias (especializados y mixtos)

El Código Procesal de Familia establece la derogación de la Ley 7654 del 19 de diciembre de 1996 (la actual Ley de Pensiones Alimentarias). La materia de Pensiones Alimentarias es atendida actualmente en el Poder Judicial bajo tres modalidades: juzgados especializados, juzgados que operan bajo la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a las Víctimas (PISAV) y juzgados mixtos.

Debido a que no hay cambios o inclusión de nuevas funciones a los Juzgados que atienden la materia de Pensiones Alimentarias, no se registraría un impacto significativo con el CPF, salvo el cambio a nivel procesal para fijación de la cuantía como una sentencia anticipada. Como parte de los estudios complementarios al proyecto, en el primer semestre 2022 se efectuará el análisis de impacto de la norma en la estructura de las oficinas especializadas por el modelo oral-electrónico con el que trabajan (referencia interna 2146-2021). 

En el siguiente apartado se analizará la situación actual de los juzgados de Pensiones Alimentarias para identificar si se necesita asignar puestos específicos de Jueza o Juez y de Técnica o Técnico Judicial en cada uno de esos despachos judiciales.

La Institución realizó esfuerzos importantes en la implementación del Modelo Oral-Electrónico en los Juzgados Especializados en Pensiones Alimentarias, iniciativa que implicó el trámite electrónico de los expedientes, la implementación de un esquema de audiencias tempranas, indicadores de gestión, asignación personas juzgadoras conciliadoras, fondo y trámite, asignación de personal en las manifestaciones, entre otros lineamientos. Adicionalmente, dicho modelo buscó especializar la mayor cantidad de despachos posibles, conforme la carga de trabajo y el presupuesto que asigna a través de los años. A marzo de 2021, los despachos especializados en Pensiones (salvo Nicoya) trabajan con una estructura con personal juzgador de conciliación, de trámite y de fondo. En Sarapiquí se están implementando los cambios para adaptarlo a este modelo, oficio de la Dirección de Planificación 110-PLA-MI-2022.  

12.2. Modelo de Juzgado de Pensiones Alimentarias-estructuras

Los despachos especializados en la materia de Pensiones Alimentarias cuentan con una estructura funcional similar, con al menos 3 técnicas o técnicos judiciales por cada Jueza o Juez en los despachos, y un coordinador judicial.

Cuadro 72 
Cantidad de personas en los juzgados 
especializados de materia de Pensiones Alimentarias
	Despacho
	Jueza o Juez
	Coordinadoras o Coordinadores judiciales
	Técnicas o Técnicos Judiciales totales
	Auxiliar de Servicios Generales

	Juzgado Pensiones Alimentarias Cartago
	5
	1
	14
	

	Juzgado Pensiones Alimentarias Heredia
	5
	1
	15
	

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Alajuela 
	6
	1
	16
	

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. San José 
	4
	1
	13
	1

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón) 
	3
	1
	11
	

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	3
	1
	9
	1

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. San José (Goicoechea)*
	12
	2
	27
	

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí)
	3
	1
	11
	

	Juzgado Pensiones Alimentarias III Circ. Jud. San José (Desamparados)
	5
	1
	19
	

	Juzgado Pensiones Alimentarias Puntarenas
	3
	1
	10
	1

	Juzgado Pensiones Alimentarias Sarapiquí**
	1
	1
	3
	1***

	Juzgado Pensiones Alimentarias Nicoya***
	2
	1
	4
	

	Total general
	52
	13
	152
	4


 Fuente: Modernización Institucional con base a la relación de puestos del 2020.
Nota *: El Juzgado de PA del II CJ San José, cuenta desde el 2011 con una plaza adicional de Jueza o Juez del Centro de Conciliaciones, para un total de 13 recursos de persona juzgadora. Referencia interna 1683-2021.
Nota **: La plaza es compartida con el Juzgado Contravencional de Sarapiquí.  Solo permanece una audiencia en el sitio, quien debe realizar las funciones a fines a su puesto, por no contar con servicios de limpieza en la zona, pero ya la Dirección ejecutiva está en proceso de contratación del servicio privado. Esta plaza se recomienda reasignar a Técnico Judicial. Implementación pendiente-Informe 110-PLA-MI-2022.  
Nota***: Juzgado especializado a partir del acuerdo del Consejo Superior en sesión 34-19 celebrada el 19 de agosto de 2019, Artículo XIX, se incluye la información estadística del 2019. Oficio en revisión de la Coordinación. 

12.3. Proceso de Tramitación General

Duración de los procesos Pensiones Alimentarias 

En atención a la recomendación 4.4 el informe DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 de la Contraloría General de la República, la Dirección de Planificación emitió el oficio 1212-PLA-EV-2020 aprobado por el Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI; donde se establecen las duraciones según rango legal y según el criterio experto del Juez Gestor en materia de Pensiones Alimentarias. 
Adicionalmente, se diagraman los principales procesos en materia de Pensiones Alimentarias con el apoyo del Lic. Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor de Familia del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional con la duración por tarea (anexo 19). 

Reparto de los procesos Pensiones Alimentarias

En atención a la recomendación 4.6 de la Contraloría General de la República, se programó la configuración del reparto automático en los Juzgados de Pensiones Alimentarias a nivel nacional por “clase de asunto”. Considerando también la estructura funcional de los despachos en el caso de los especializados, en donde se tendrá una primera asignación para la audiencia temprana y después para su tramitación respectiva.

Sin embargo, a partir de 2022 con la entrada en vigencia de la Ley y la creación de nuevos procedimientos en Violencia Doméstica, se coordinará con la Dirección de Tecnología de la Información para la aplicación del reparto por “procedimiento.”.  

Cabe mencionar que actualmente se está coordinando por parte de la Dirección de Planificación con la Dirección de Tecnología de la Información una mejora al “reparto por procedimiento” (para que los reentrados no ingresen al rol de reparto o variaciones por cambios de procedimientos posteriores.
 
El requerimiento de mejora fue presentado por la Gestora en materia Civil la Licenciada Adriana Sequeira Muñoz y la Dirección de Planificación mediante correo electrónico del 15 de diciembre de 2020 (anexo 5).

Lo anterior, una vez se cuente con la mejora correspondiente y considerando lo acordado por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia, oficio 80-JVA-2020, sesión del 01 de diciembre del presente año, artículo IV (referencia interna 2154-2020 y 196-2021).


“Se acuerda:  1) Avalar el acuerdo de la mayoría de los juzgadores y las juzgadoras de Pensiones Alimentarias, para que la distribución de las cargas de trabajo en los procesos de modificación de la cuota alimentaria se realice por tipo de procedimiento, de manera tal que se aplique para todos los despachos del país. 2) Solicitar al Consejo Superior que autorice a los Departamentos de Planificación y de Tecnología de la Información para que se proceda al trámite correspondiente para ejecutar esa propuesta y que la misma sea evaluada cada año, para determinar así si se cumple el objetivo propuesto.

Se tiene como acuerdo firme.”.

También, el acuerdo del Consejo Superior en sesión 120-2020 celebrada el 17 de diciembre de 2020, artículo XXXIII donde acordó:

“Se acordó: Tomar nota del acuerdo de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, en sesión virtual, celebrada por sus integrantes el día 01 de diciembre del 2020, artículo IV y hacerlo de conocimiento de la Dirección de Planificación para su valoración.”.

Y las manifestaciones de la Dirección de Tecnología de la Información mediante oficios 215 y 235-DTI-2021 (referencia interna 240-2021). 

12.4. Estructura Organizacional y Funciones

Como parte de la atención a las recomendaciones de la Contraloría General de la República, se realizó una revisión y propuestas de modificación cuando corresponda de las estructuras de trabajo de todas las oficinas competentes en materia de Pensiones Alimentarias a nivel nacional. 

En el siguiente cuadro se adjunta un resumen de los oficios remitidos por la Dirección de Planificación los cuales cuentan con la aprobación de parte del Consejo Superior del Poder Judicial. 


Cuadro 73
Resumen de oficios preliminares, definitivos y acuerdos del CS sobre las estructuras de los Juzgados competentes en Pensiones Alimentarias a nivel nacional
	Nombre del Despacho
	Oficio preliminar remitido por la Dirección de Planificación
	Oficio Definitivo
	Acuerdo del Consejo Superior

	Juzgado Pensiones Alimentarias Puntarenas 
	1709-PLA-2020
	1844-PLA-EV-20
	Sesión 117-2020 del 8-12-2020, artículo XXXIII

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Alajuela 
	1748-PLA-EV-2020
	61-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 04-02-2021, artículo LIII 

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón) 
	1758-PLA-MI-2020
	174-PLA-MI-2021
	Sesión 014-2021 del 18-02-2021, artículo XLV 

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia 
	1752-PLA-EV-2020
	1884-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo LIV

	Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)
	1679-PLA-EV-2020
	1980-PLA-EV-2020
	Sesión 120-2020 del 17-12-2020, artículo LXIX

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí)
	1756-PLA-EV-2020
	53-PLA-EV2021
	Sesión 9-2021 del 2-02-21, artículo XXXVII

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	1750-PLA-EV-2020
	51-PLA-EV-2021
	Sesión 9-2021 del 2-2-21, artículo XXXII

	Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica Escazú
	1757-PLA-MI-2020
	1849-PLA-MI-2020
	Sesión 115-2020 del 01-12-2020, artículo L 

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. San José 
	1760-PLA-EV-2020
	1987-PLA-EV-2020
	Sesión 120-2020 del 17-12-2020, artículo LXVI

	Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Siquirres
	1747-PLA-EV-2020
	272-PLA-EV-2021 
	 Sesión 22-2021 del 16-03-2021, artículo XXXIII

	Juzgado Pensiones Alimentarias III Circ. Jud. San José (Desamparados)
	1761-PLA-MI-2020
	 97-PLA-EV-2021
	 Sesión 009-2021 del 02-02-2021, artículo XXXV

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. San José (Goicoechea) /Turno Extraordinario
	1744-PLA-EV-2020
	194-PLA-MI-2021
	Sesión 16-2021 del 25-02-2021, artículo LIII

	Juzgado Contravencional y de Pensiones Alimentarias II Circuito Alajuela (San Carlos) 
	1721-PLA-EV-2020
	59-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-02-2021, artículo LVII

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago 
	1773-PLA-EV-2020
	1861-PLA-EV-2020
	Sesión 116-2020 del 3-12-2020, artículo XXXVII

	Juzgado Contravencional Poás
	1702-PLA-EV-2020
	1989-PLA-EV-2020
	Sesión 01-2021 del 5-01-2021, artículo XXXII 

	Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica de Flores (PISAV)
	1810-PLA-EV-2020
	 545-PLA-EV-2021
	Sesión 43-2021 del 25-05-2021, artículo XXXI 

	Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica Pavas (PISAV)
	1759-PLA-EV-20
	15-PLA-EV-2021
	Sesión 7-2021 del 26-01-2021, artículo XLVI

	Juzgado Contravencional Buenos Aires
	1681-PLA-EV-2020
	76-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-02-2021, artículo LI

	Juzgado Contravencional Santa Ana 
	1667-PLA-MI-2020
	1852-PLA-MI-2020
	Sesión 119-2020, del 15-12-2020, artículo XLIX

	Juzgado Contravencional Valverde Vega
	1676-PLA-MI-2020
	1850-PLA-MI-2020
	Sesión 118-2020, del 10-12-2020, artículo LVII

	Juzgado Contravencional Atenas
	1834-PLA-MI-2020
	 75-PLA-EV-2021
	Sesión 010-2021 del 04-02-2021, artículo LII 

	Juzgado Contravencional Naranjo
	1680-PLA-MI-2020
	1865-PLA-MI-2020
	Sesión 119-2020, del 15-12-2020, artículo XLVII

	Juzgado Contravencional Palmares
	1662-PLA-MI-2020
	1883-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020, del 15-12-2020, artículo LV

	Juzgado Contravencional Puriscal
	                                                                                                                       1669-PLA-EV-2020
	1889-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo XLVI

	Juzgado Contravencional Jiménez
	1723-PLA-EV-2020
	1855-PLA-EV-2020
	Sesión 115-2020, del 1-12-2020, artículo XLIX

	Juzgado Contravencional Quepos
	1677-PLA-EV-2020
	1979-PLA-EV-2020
	Sesión 120-2020 del 17-12-2020, artículo XLIX

	Juzgado Contravencional Hojancha
	1722-PLA-EV-2020
	1845-PLA-EV-2020
	Sesión 116-2020 del 3-12-2020, artículo XXXVIII

	Juzgado Contravencional Alvarado
	1726-PLA-EV-2020
	1876-PLA-EV-2020
	Sesión 118-2020 del 10-12-2020, artículo LVI

	Juzgado Contravencional Hatillo
	1685-PLA-EV-2020
	1882-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo LVI

	Juzgado Contravencional San Sebastián
	1736-PLA-MI-2020
	419-PLA-MI-2021 
	Sesión 33-2021 del 27 -04-2021, artículo XXXV 

	Juzgado Contravencional de San Rafael
	1727-PLA-EV-2020
	1856-PLA-EV-2020
	Sesión 118-2020 del 10-12-2020, artículo LIX

	Juzgado Contravencional Alajuelita
	1686-PLA-EV-2020
	1879-PLA-EV-2020
	Sesión 118-2020 del 10-12-2020, artículo LXII

	Juzgado Contravencional Aserrí
	1738-PLA-MI-2020
	1853-PLA-MI-2020
	 Sesión 118-2020 del 10-12-2020, artículo LV

	Juzgado Contravencional   Acosta
	1745-PLA-MI-2020
	197-PLA-MI-2021 
	Sesión 16-2021 del 25-02-2021, artículo XLXL

	Juzgado Contravencional Upala
	1675-PLA-EV-2020
	55-PLA-EV-2021
	Sesión 9-2021 del 2-02-2021, artículo XXXIII

	Juzgado Contravencional de Santo Domingo
	1731-PLA-EV-2020
	1858-PLA-EV-2020
	Sesión 118-2020 del 10-12-20, artículo LV

	Juzgado Contravencional Grecia
	1790-PLA-MI-2020
	176-PLA-MI-2021
	Sesión 14-2021 del 28-01-2021, artículo XLII 

	Juzgado Contr. Y Pens. Alimen. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón) 
	1755-PLA-MI-2020
	418-PLA-MI-2021
	Sesión 33-2021 del 27-04-2021, artículo XXXVI 

	Juzgado Contravencional Turrialba
	1735-PLA-EV-2020
	1890-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo LIII

	Juzgado Pens. Alimen. II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)
	1754-PLA-EV-2020
	60-PLA-EV-2021
	Sesión 6-2021 del 21-01-2021, artículo XXXIX

	Juzgado Contravencional Parrita
	1684-PLA-EV-2020
	56-PLA-EV-2021
	Sesión 9-2021 del 2-02-2021, artículo XXXIV

	Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias Santa Cruz
	1670-PLA-EV-2020
	1857-PLA-EV-2020
	Sesión 116-2020 del 3-12-2020, artículo XXXIV

	Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contravencional Golfito
	1703-PLA-EV-2020
	73-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-02-2021, artículo XLVIII

	Juzgado Contravencional de Osa
	1737-PLA-EV-2020
	67-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-02-2021, artículo XLIX

	Juzgado Contravencional II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores)
	1688-PLA-EV-2020
	68-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-2-2021, artículo LVIII

	Juzgado Contravencional   Mora 
	1687-PLA-EV-2020
	1977-PLA-EV-2020
	Sesión 120-20 del 17-12-2020, artículo LXX

	Juzgado Contravencional Turrubares
	1719-PLA-EV-2020
	1848-PLA-EV-2020
	Sesión 117-20 del 8-12-2020, artículo XL

	Juzgado Contravencional Esparza
	1697-PLA-EV-2020
	65-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-02-2021, artículo XL

	Juzgado Contravencional Montes de Oro
	1729-PLA-EV-2020
	1851-PLA-EV-2020
	Sesión 115-2020 del 1-12-2020, artículo LII

	Juzgado Contravencional de San Mateo 
	1720-PLA-EV-2020
	64-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-02-2021, artículo L

	Juzgado Contravencional de Orotina 
	1659-PLA-EV-2020
	1886-PLA-EV-2020
	Sesión 117-2020 del 8-12-2020, artículo XXXVIII

	Juzgado Contravencional de Los Chiles
	1652-PLA-EV-2020
	1888-PLA-EV-2020
	Sesión 118-2020 del 10-12-2020, artículo LVIII

	Juzgado Contravencional de Guatuso
	1646-PLA-EV-2020
	1880-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo LVII

	Juzgado Contravencional de La Fortuna
	1649-PLA-EV-2020
	1878-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo LVIII

	Juzgado Contravencional de Zarcero 
	1651-PLA-EV-2020
	1873-PLA-EV-2020
	 Sesión 116-2020 del 03-12-2020, artículo XXXV

	Juzgado Contravencional de Paraíso 
	1734-PLA-EV-2020
	1881-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo LXVII

	Juzgado Contravencional de Tarrazú, Dota y León Cortés 
	1671-PLA-EV-2020
	524-PLA-EV-2021
	Sesión 42-21 del 20-05-2021, artículo XXXIV 

	Juzgado Contravencional de Tilarán 
	1700-PLA-EV-2020
	71-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-02-2021, artículo LV

	Juzgado Contravencional de Abangares 
	1642-PLA-EV-2020
	1990-PLA-EV-2020
	 Sesión 001-2021 del 05-01-2021, artículo XXXV

	Juzgado Contravencional de Bagaces 
	1647-PLA-EV-2020
	1867-PLA-EV-2020
	Sesión 118-2020 del 10-12-2020, artículo LX

	Juzgado Contravencional La Cruz 
	1650-PLA-EV-2020
	 1981-PLA-EV-2020
	Sesión 01-21 del 05-01-2021, artículo XXXIII 

	Juzgado Contravencional de Nandayure 
	1733-PLA-EV-2020
	1864-PLA-EV-2020
	Sesión 116-2020 del 3-12-2020, artículo XXXIV

	Juzgado Contravencional de Carrillo 
	1728-PLA-EV-2020
	1877-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo. L

	Juzgado Contravencional de Jicaral 
	1730-PLA-EV-2020
	1854-PLA-EV-2020
	Sesión 115-2020 del 1-12-2020, artículo LI

	Juzgado Contravencional de Garabito 
	1732-PLA-EV-2020
	54-PLA-EV-2021
	Sesión 9-2021 del 2-02-2021, artículo XXXVI

	Juzgado Contravencional de Cóbano 
	1749-PLA-EV-2020
	270-PLA-EV-2021
	Sesión 22-2021 del 16-03-2021, artículo XXXI 

	Juzgado Contravencional de Monteverde
	1753-PLA-EV-2020
	173-PLA-EV-2021
	Sesión 14-2021 del 18-02-2021, artículo XLIII 

	Juzgado Contravencional de Coto Brus
	1666-PLA-EV-2020
	1887-PLA-EV-2020
	Sesión 116-2020 del 3-12-2020, artículo XXXVII

	Juzgado Contravencional de Golfito, Sede Puerto Jiménez  
	1658-PLA-EV-2020
	1988-PLA-EV-2020
	Sesión 120-2020 del 17-12-2020, artículo LXVII

	Juzgado Contravencional de Bribri 
	1746-PLA-MI-2020
	1985-PLA-EV-2020
	Sesión 120-2020 del 17-12-2020, artículo LXXI

	Juzgado Contravencional de Matina 
	1751-PLA-MI-2020
	414-PLA-MI-2020
	Sesión 32-2021 del 22-04-20021, artículo XL 

	Juzgado Contravencional de Guácimo
	1656-PLA-EV-2020
	1866-PLA-EV-2020
	Sesión 119-2020 del 15-12-2020, artículo XLVIII

	Juzgado Contravencional de San Isidro 
	1839-PLA-EV-2020
	58-PLA-EV-2021 
	Sesión 10-2021 del 4-2-2021, artículo XLIV

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiquí
	1756-PLA-MI-2020
	 63-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-2-2021, artículo LVI

	Juzgado Contravencional de Cañas
	1806-PLA-EV-2020
	70-PLA-EV-2021
	Sesión 10-2021 del 4-2-2021, artículo XLIII

	Juzgado Pensiones y Violencia Doméstica La Unión (PISAV)
	1741-PLA-EV-2020
	546-PLA-EV-2021
	 Sesión 43-2021 del 25-05-2021, artículo XXXV


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación

12.5. Coordinación con otras Instancias

De parte del Poder Judicial se han realizado esfuerzos para coordinar con la DTI y el Ministerio de Seguridad Pública, y mejorar el enlace institucional. Incluso se valoró otorgar accesos de GH en línea a las Delegaciones, sin embargo por la falta de recurso tecnológicos en ese Ministerio a la fecha no ha sido posible. 
12.6. Sistemas Informáticos

En todos los Juzgados competentes en Pensiones Alimentarias están implementados los siguientes sistemas:

Sistema de Gestión en Línea 
Escritorio Virtual con la totalidad de las mejoras que competan a la materia incluyendo la mejora de pase a fallo y de reparto automático.
Sistema de Gestión de Despachos Judiciales
Sistema de Itineraciones
Sistema de Depósitos Judiciales
Sistema de Rol de Peritos
Sistema Electrónico de Mandamientos
Sistema de Obligados Alimentarios y Penal-PA
Sistema de Obligados Alimentarios y Penal-ME 
Agenda Cronos
Sistema de envíos archivo FTP (edictos)

Al finalizar 2020 todos Juzgados que atienden la materia de Pensiones cuentan con los sistemas debidamente implementados por parte de la Dirección de Tecnología de la Información. La información se certificó como entregable dentro del Proyecto de implementación del CPF, anexo 9.

12.7. Libros de Control

Los Juzgados de Pensiones Alimentarias deberán llevar como mínimo los siguientes libros de control:

Libro de pase a fallo y utilización módulo de pase a fallo en el Escritorio Virtual
Libro de juramentaciones
Libro de remisión de recursos al Juzgado de Familia 

De conformidad con la circular 223-2020 “Obligación de uso del libro de pase a fallo y de reparto automático de asuntos en materias de Familia y Pensiones Alimentarias” comunicada el 7 de octubre de 2020, todas las oficinas competentes en materia de Familia y Pensiones Alimentarias deben hacer uso del módulo de pase a fallo en Escritorio Virtual. Para ello fueron configuradas por parte de la Dirección de Tecnología de la Información las tareas y plazos definidos con el Juez Gestor en la materia y validadas por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia; y también se brindó la respectiva capacitación a las oficinas en el uso de la herramienta por parte de DTI (oficio 2374-DTI-2020).
Adicionalmente, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en sesión 97-2020 celebrada el 08 de octubre del 2020, artículo LI, las oficinas de Familia y Pensiones a nivel nacional deben llevar tanto el libro de pase a fallo “Excel” como el registro en el módulo de Escritorio Virtual de forma paralela por al menos 6 meses, así como el correspondiente registro que se obtiene de SIGMA.  

“Se acordó: 1.) Acoger en todos sus extremos el oficio N° 1534-PLA-EV-2020, así como el informe de la Contraloría General de la República N° DFOE-PG-0098 (2683)-2020, sobre el oficio DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias. 2.) Tener por atendida la recomendación 4.5 del informe número DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el oficio DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias” de la Contraloría General de la República en lo que respecta al diseño y establecimiento formal de la herramienta de “pase a fallo”. 3.) El subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación en el seguimiento mensual que realiza para detectar inconsistencias a los despachos judiciales incluirá el seguimiento a la información registrada en el Módulo de pase a fallo, una vez aplicada la mejora informática (reporte en SIGMA) por un lapso de seis meses.  Las oficinas remitirán adicionalmente el control del libro en Excel, el cual servirá de respaldo para validar que el registro es el mismo en ambos controles. Esto fungirá como un control paralelo para determinar el uso de la herramienta automatizada. 4.) El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, remitirá posteriormente los contactos electrónicos a donde remitir la información, validada por el Juez o Jueza coordinadora del despacho judicial. 5.) El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, informará el resultado de ese seguimiento al Consejo Superior y a la Comisión de Familia para lo que corresponda. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Despacho de la Presidencia para que comunique a la Contraloría General de la República lo que corresponda.

La Comisión de la Jurisdicción de Familia y la Dirección de Planificación, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”.
 
Respecto al reporte en SIGMA del módulo de pase a fallo se emitió también la circular externa 4-2021 y 7-2021 donde se les solicita a las oficinas hacer uso del reporte, certificar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación que la información es consistente con el registro en Excel. 
 
Se aclara que para que la información se visualice correctamente en el reporte en SIGMA, debe hacerse el registro adecuado por parte de las oficinas.

De forma adicional se emitió el oficio 45-PLA-MI-2021 con un explicativo para las oficinas sobre el uso de la herramienta así como a circular 61-2021.

  
12.8. Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los proyectos de rediseño de oficinas en materia de Pensiones Alimentarias

El establecimiento de cuotas de trabajo a las personas juzgadoras y técnicas judiciales así como la implementación del Modelo de Sostenibilidad y Rediseño de despachos en los despachos de Familia, permitieron que a diciembre 2020, la totalidad de los despachos competentes en materia de Familia en primera instancia, cuenten con el Modelo implementado donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

El acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI donde acoge en todos sus extremos el informe 1213-PLA-EV-2020, donde se reiteran las responsabilidades de las personas juzgadoras coordinadoras de oficinas y del Consejo de Administración como participantes de este modelo. 

“5.3.	Reiterar a las Juezas y Jueces Coordinadores y Consejos de Jueces sus funciones respecto a sus responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 5 incisos 3 y 8 y artículo 11 incisos 1 y 5 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República; conforme a sus perfiles competenciales (circular 51-2007), para lo cual podrán hacer uso de los productos del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento como insumo para esta labor. 
5.4.	Reiterar a los Consejos de Administración sus responsabilidades asociadas al Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de conformidad con los acuerdos del Consejo Superior en sesiones 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX (oficio 1981-PLA-2016) y 16-2020 celebrada el 27 de febrero del 2020, artículo LXXIII (oficio 217-PLA-2020) y el artículo 12 del Reglamento del Consejo de Administración de Circuito.”.

Cada Juzgado cuenta con su equipo de mejora conformado y además cuenta con la matriz de indicadores que se les diseño y para lo cual fueron capacitados por la Dirección de Planificación sobre la forma de completar esa matriz.  

Lo anterior, también como parte de un proceso de retroalimentación en atención de la recomendación 4.7 de informe  DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias” y donde el Consejo Superior aprueba el oficio 2058-PLA-EV-2020 en sesión 2-2021 celebrada el 07 de enero del 2021, artículo XXXIX y dispuso:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 2058-PLA-EV-2020 de 18 de diciembre de 2020, suscrito por el licenciado Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación, en el que remitió el informe suscrito por el Ingeniero Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe interino del Subproceso de Evaluación, relacionado con el cumplimiento total de la recomendación 4.7 del oficio de la Contraloría General de la República, número DFOE-PG-0098 (2683)-2020. 2.) Tener por atendida en su totalidad la recomendación 4.7 de la Contraloría General de la República en lo que respecta al diseño e implementación de procesos de retroalimentación y seguimiento de la gestión de los juzgados de Familia y Pensiones Alimentarias, a partir de la aprobación del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los proyectos de rediseño de oficinas, en sesiones del Consejo Superior N° 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX (oficio N° 1981-PLA-2016) y 16-2020 celebrada el 27 de febrero del 2020, artículo LXXIII (oficio N° 217-PLA-2020) así como su implementación en la totalidad de las oficinas que atienden las materias Familia y Pensiones Alimentarias a nivel nacional, cuyas responsabilidades fueron reiteradas a cada uno de los responsables mediante circulares N° 193-2020 y 194-2020. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Despacho de la Presidencia, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de la Comisión de Familia Niñez y Adolescencia, de las Administraciones Regionales y Juzgados de Familia y Pensiones Alimentarias a nivel nacional. 4.) Comisionar a la Secretaría General de la Corte para que tramite la remisión del contenido completo del informe N° 2058-PLA-EV-2020 de 18 de diciembre de 2020, a la Contraloría General de la República.
 
La Dirección de Planificación tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”.
 
Adicionalmente el Consejo Superior acuerda en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI emitir las circulares 193-2020 “Responsabilidades asociadas al Modelo de Sostenibilidad y Seguimientos de los proyectos de rediseño de oficinas” y 194-2020 “Responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario” como parte del compromiso institucional en la utilización del modelo de Sostenibilidad, mejora continua y atención de las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República en el oficio DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias”.

Indicadores de Gestión en Despachos Rediseñados

El diseño de la matriz de indicadores de gestión para los despachos competentes en materia de Pensiones Alimentarias se categoriza de la siguiente manera: 

Rendimiento estadístico del despacho: en términos generales consisten en detallar una serie de variables estadísticas destinadas a calificar de manera general el movimiento de trabajo del despacho (entradas, salidas, circulante, etc.). 

Plazos: valoran cierta cantidad de actividades de acuerdo principalmente a la duración a lo interno del Despacho (dictado de sentencias, resolver demandas nuevas, resolver escritos, entre otros). 

Operacional: es el indicador que establecerá el rendimiento individualizado de los colaboradores del juzgado, aplicando una comparación entre la capacidad teórica versus la real de cada uno de ellos (porcentaje de rendimiento de las personas juzgadoras y técnicas judiciales, etc.).

La matriz fue aprobada por el Consejo Superior en sesión 10, del 4 de febrero, artículo XL, oficio 47-PLA-EV-2021.

[bookmark: _Hlk97808575]Por otra parte, de los seguimientos realizados durante el 2021, se detectaron oportunidades de mejora en la matriz indicadores de gestión de los despachos de Pensiones Alimentarias, por lo que se realizaron ajustes a las matrices, lo anterior, de la mano del compromiso con la mejora continua de los servicios que se brindan a nivel institucional, dichas modificaciones se comunicaron a los despachos mediante correo electrónico y se realizó una capacitación en la que se explicó los cambios realizados en la matriz de indicadores de gestión, los cuales se comunicaron al Consejos Superior mediante el informe de cierre de Pensiones Alimentarias 46-PLA-MI-2022, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 11-2022 celebrada el 8 de febrero de 2022, artículo XXXII..

Cuadro 74
Matriz de Indicadores de los Juzgados Especializados en 
Pensiones Alimentarias, 2021
	Categ
	N°
	Indicadores
	Detalle

	Balance General
	1
	Entrada total
	Entrada total está conformada por el resultado de la sumatoria de la cantidad de asuntos nuevos ingresados y los casos reentrados en el mes.
El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	2
	Entrada de asuntos nuevos
	Cantidad de demandas ingresadas durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General.

	
	3
	Casos reentrados
	Cantidad de casos reentrados durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General.

	
	4
	Entrada Testimonio de Piezas
	Cantidad de Testimonios Piezas ingresados durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General.

	
	4
	Salida Total
	Salida Total está conformada por el resultado de: Suma casos terminados + casos inactivos
El parámetro se define del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	6
	Salida de asuntos
	Cantidad de expedientes terminados durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General.

	
	7
	Casos inactivos
	Cantidad de casos inactivos durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General.

	
	8
	Circulante del despacho
	Circulante: (Circulante Inicial + Entradas + Reentrados – Terminados -Inactivos)
El parámetro se define del circulante del despacho al momento del abordaje al despacho. 
Este indicador se subdivide en circulante en trámite y circulante en ejecución y en etapa pasiva.

	
	9
	Expedientes en trámite
	Cantidad de expedientes en trámite
(Demanda+Demostrativa+Conslusiva).
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General.

	
	10
	Expedientes en etapa de ejecución pasiva
	Cantidad de expedientes en etapa de ejecución pasiva.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General,  ejecución pasiva.

	
	11
	Expedientes en etapa ejecución activa
	Cantidad de expedientes en etapa de ejecución activa.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA. Balance General,  ejecución activa.

	
	12
	Relación salida Total / entrada total 
	Cálculo: (Salidas/ Entradas) *100
El parámetro está definido en 90% a 100%

	Balance de procesos de modificación
	13
	Entrada total de procesos de modificación
	Indicador contabiliza la cantidad de procesos de modificación durante el mes y los reentrados de este tipo de proceso.  El parámetro se obtiene del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	14
	Entrada de procesos de modificación
	Cantidad de procesos de modificación durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA.
Pestaña de Balance de Incidentes y Procesos de Modificación.

	
	15
	Casos reentrados en procesos de modificación

	Cantidad de casos reentrados de procesos de modificación durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA
Pestaña de Balance de Incidentes y Procesos de Modificación.

	
	16
	Salida de procesos de modificación
	Indicador contabiliza la cantidad de procesos de modificación terminados durante el mes.
El parámetro se obtiene del promedio del histórico del despacho del informe estadístico mensual de SIGMA.

	
	17
	Circulante de procesos de modificación 
	Indicador para circulante de procesos de modificación: (Circulante Inicial + Entradas+ reentrados – salidas)
El parámetro se obtiene del circulante del despacho al momento del abordaje al despacho. 

	
	18
	Porcentaje de resolución de procesos de modificación
	Para el cálculo: Cantidad de procesos de modificación resueltos / Cantidad de procesos de modificación ingresados.
El parámetro está definido en 90% a 100%

	Balance general de apremios
	19
	Entrada de apremios corporales
	Cantidad de apremios corporales ingresados durante el mes.
Estos datos se obtienen del módulo de apremios del Escritorio Virtual.   

	
	20
	Salida de Apremios Corporales
	Cantidad de apremios corporales terminados durante el mes.
Estos datos se obtienen del informe estadístico mensual de SIGMA.
Pestaña de Balance de Apremios.

	
	21
	Porcentaje de resolución de apremios corporales
	Para el cálculo: Cantidad de apremios corporales resueltos / Cantidad de apremios corporales ingresados
El parámetro está definido en 90% a 100%

	
	22
	Cantidad de apremios corporales pendientes
	Cantidad de apremios corporales pendientes de resolver.
Estos datos se obtienen del módulo de apremios del Escritorio Virtual.  

	Rendimiento estadístico
	23
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo
	Total de expedientes pasados a la tarea de fallo durante el mes. Se obtiene el dato del Módulo de Pase a Fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.

	
	24
	Cantidad de escritos pendientes de resolver
	Cantidad de escritos pendientes por resolver durante el mes. 
Se obtiene de la bandeja de Escritos del Escritorio Virtual
Se deben revisar todos los Escritos que se encuentran Tramitándose, como los que se encuentran pendientes de distribuir, todas la Ubicaciones, todos los Auxiliares, todos los estados de expediente. 

	
	25
	Porcentaje de resolución de escritos
	Cantidad de escritos resueltos / Cantidad de escritos ingresados.

	
	26
	Cantidad de personas atendidas
	Cantidad total de personas usuarias atendidas durante el mes

	Audiencias tempranas
	27
	Porcentaje de conciliación en audiencias tempranas 
	Indicador se calcula: (Cantidad de audiencias tempranas conciliadas / Cantidad de audiencias tempranas realizadas).
Se obtiene de la Agenda Cronos, en Buscar Apuntes, búsqueda por criterio por rango de fecha y se obtiene la cantidad de señalamiento a Audiencia conciliadas.

	
	28
	Porcentaje de efectividad de audiencias tempranas. 
	Indicador se calcula: (Cantidad de audiencias tempranas señaladas / Cantidad de audiencias tempranas realizadas).
Este indicador esta subdividido por persona juzgadora.

	Audiencias de recepción de prueba
	29
	Porcentaje de conciliación en audiencias de recepción de prueba
	Indicador se calcula: (Cantidad de audiencias de recepción de prueba conciliada / Cantidad de audiencias de recepción de prueba realizadas).


	
	30
	Porcentaje de efectividad de audiencias de recepción de prueba. 
	Indicador se calcula: (Cantidad de audiencias de recepción de prueba señaladas / Cantidad de audiencias de recepción de prueba realizadas).
Este indicador esta subdividido por persona juzgadora.

	Plazos
	31
	Plazo señalamientos de audiencias tempranas
	Indicador se calcula: Fecha de último señalamiento de audiencia temprana- fecha actual

	
	32
	Plazo de resolución de apremios corporales
	Indicador se calcula: Fecha actual – fecha de apremio corporal más antiguo pendiente de resolver

	
	33
	Plazo para resolver escritos dentro de la oficina
	Indicador se calcula: Fecha actual – fecha del escrito más antiguo pendiente de resolver

	
	
	Plazo para resolver escritos fuera de la oficina
	Indicador se calcula: Fecha actual – fecha del escrito más antiguo pendiente de resolver de expedientes que se encuentran Fuera del despacho

	
	34
	Plazo espera de dictado de sentencia
	Se calcula: (Fecha actual – fecha del expediente más antiguo pendiente de fallar)
Este dato es la fecha del expediente más antiguo pendiente de fallo registrada en el Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.
El detalle de los plazos de la legislación actual es:
Sentencia: 10 días hábiles Art. 45 de la Ley de Pensiones.
Procesos de Modificación de Fallo: 5 días. Art. 58 y 59 de la Ley de Pensiones. 
Incidente de restitución de cuotas: 5 días Art. 23 de la Ley de Pensiones y 48 del PC de 1989. 
Ejecución de sentencia: 8 días. Art. 693 del CPC de 1989. 
Sentencia de homologación: 3 días hábiles. 

	
	35
	Plazo espera para dictado de sentencia de segunda instancia-Familia
	Indicador se calcula: Fecha actual -Fecha del expediente más antiguo pendiente de fallo

	
	36
	Plazo de fijación de provisionales
	Indicador se calcula: Fecha actual – fecha del expediente más antiguo colocado en la tarea de fijación de provisional (desde que se pasó al Juez para la fijación de provisional)

	
	37
	Plazo de resolución de beneficios
	Indicador se calcula: Fecha actual – fecha del expediente más antiguo colocado en la tarea de resolver de beneficios

	
	38
	Plazo de resolución de recursos
	Indicador se calcula: Fecha actual – fecha del expediente más antiguo colocado en la tarea de resolver recurso

	
	39
	Plazo de espera de resolución más antigua pendiente de firma
	Se calcula: (Fecha actual- fecha de pase a firma más antigua del documento pendiente de firma en la tarea para firmar).

Este dato se obtiene con el resultado de la fecha actual menos la fecha del pase a firma más antigua del documento pendiente de firma


	Operacional
	40
	Cantidad de expedientes pasados a firmar por Técnico o Técnica
	Es la cantidad de Expedientes pasados a firmar por cada persona juzgadora.
Se obtiene del Escritorio Virtual, cantidad de Expedientes pasados a firmar a la persona juzgadora por persona técnica judicial, Estadística, Firmado/Proveído.
El parámetro se obtiene de cada despacho tomando en cuenta la cuota de proveído definida para cada persona técnica judicial.

	
	41
	Cantidad de giros aprobados
	Este dato se obtiene del Sistema de Depósitos Judiciales. 

	
	42
	Cantidad de apremios resueltos por persona técnica
	Este dato se obtiene del Escritorio Virtual. 

	
	43
	Cantidad de expedientes nuevos sin señalamiento a audiencia temprana
	Dato se toma del escritorio virtual, carpeta del técnico de demandas nuevas, demandas nuevas pendientes de resolver.

	
	44
	Cantidad de demandas nuevas pasadas a firmar por el técnico o técnica
	Este indicador es específico del técnico de audiencias tempranas. 

	
	45
	Porcentaje de rendimiento por persona técnica judicial
	Se calcula: (Cantidad de expedientes pasados a firmar / Cantidad de resoluciones a realizar según cuota de trabajo)
Se toma en cuenta los días laborados por cada una de las personas técnicas judiciales en el mes, según la cuota de trabajo diaria.
Incluida la persona técnica cajera (Cantidad de giros a realizar / Cantidad de giros aprobados)
El parámetro está definido en 90 a 100%

	
	46
	Porcentaje de rendimiento por Técnico o Técnica de apremio
	Se calcula: (Cantidad de apremios resueltos / Cantidad de apremios a realizar)
El parámetro está definido en 95% a 100% 

	
	47
	Porcentaje de rendimiento por técnico o técnica de audiencias tempranas o previas
	Se calcula: (Cantidad de demandas nuevas pasadas a firmar / Cantidad de demandas a realizar)
El parámetro está definido en 90% a 100%

	
	48
	Cantidad de audiencias tempranas pendientes por realizar
	Se calcula: (Audiencias tempranas totales señaladas-las audiencias tempranas realizadas)

	
	49
	Cantidad de audiencias recepción de pruebas pendientes por realizar (general)
	Se calcula: (audiencias totales señaladas-las audiencias realizadas)

	
	50
	Cantidad de expedientes pendientes de fallo
	Este dato se obtiene del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.
El parámetro corresponde a la cantidad que debe resolver en un mes una persona juzgadora.

	
	51
	Cantidad de sentencias dictadas por juez o jueza
	Contabiliza la cantidad global de sentencias dictadas por cada persona juzgadora, según la división del tipo: Sentencias Principal, procesos de modificación, incidente de restitución de cuotas, conciliación.
Este dato se obtiene Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.
El parámetro se define luego de la aprobación de la cuota de trabajo para el terminado por cada tipo.

	
	52
	Cantidad de resoluciones realizadas juez o jueza de conciliación
	Contabiliza la cantidad global de resoluciones dictadas por cada persona juzgadora de etapa de conciliación, según la división del tipo: fijaciones provisionales, recursos de revocatoria, beneficios, sentencias en conciliación.
Este dato se obtiene del Módulo de pase a fallo del Escritorio Virtual o Libro de Pase a Fallo.
El parámetro se define luego de la aprobación de la cuota de trabajo para el terminado por cada tipo.

	
	53
	Cantidad de resoluciones firmadas por juez
	Es la cantidad de resoluciones firmadas por cada persona juzgadora.
Este dato es el total de resoluciones firmadas por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las estadísticas de firmado de documentos y expedientes por cada una de las personas juzgadoras.
El parámetro se obtiene de cada despacho tomando en cuenta la cuota de firmado definida para cada persona juzgadora, lo que equivale a la cantidad de expedientes que debe pasar a firmar las personas técnicas judiciales a cada persona juzgadora.

	
	54
	Porcentaje de rendimiento por Juez o Jueza
	Se calcula para cada persona juzgadora (fondo-conciliación y trámite): (cuota realizada / cuota establecida). 
Se toma en cuenta los días laborados por cada una de las personas juzgadoras en el mes, según la cuota de trabajo diaria de sentencias definida.
El parámetro está definido en 95% a 100%

	
	55
	Días laborados por técnico durante el mes
	Cantidad de días laborados por Juez o Jueza y por Técnico o Técnica Judicial.

	Personal de Apoyo/Adm./CACMFJ
	56
	Cantidad de resoluciones pasadas a firmar por Técnico o Técnica de Apoyo
	Este dato se obtiene del módulo estadístico del Escritorio Virtual.

	
	57
	Porcentaje de rendimiento por Técnico o Técnica de Apoyo
	Se calcula: (Cantidad de resoluciones pasadas a firmar / Cantidad de resoluciones a realizar).
Este dato se obtiene del módulo estadístico del Escritorio Virtual.

	
	58
	Cantidad de sentencias, resoluciones realizadas y resoluciones firmadas por persona juzgadora de Apoyo
	Es la cantidad de resoluciones firmadas por cada persona juzgadora.
Este dato es el total de resoluciones firmadas por las personas juzgadoras del despacho, se obtiene de la consulta en el Escritorio Virtual, a las estadísticas de firmado de documentos y expedientes por cada una de las personas juzgadoras.

	
	59
	Porcentaje de rendimiento por persona juzgadora de Apoyo
	Se calcula: (Cantidad de sentencias dictadas/ Cantidad de sentencias necesarios)


  Fuente: Modernización Institucional.

[bookmark: _Hlk97041973]12.9. Impacto del Código Procesal de Familia a partir del 22 de octubre en materia de Pensiones Alimentarias 

Análisis de cargas de trabajo actual y proyectada: considerando la entrada de nuevos + procesos de modificación + apremios.

Con la finalidad de conocer el estado actual de los juzgados que atienden la materia de Pensiones Alimentarias, se analiza el comportamiento de los 12 despachos especializados que conocen esta materia, según los datos de 2017 a 2021, a fin de establecer los valores promedio mensual de asuntos entrados.

Cuadro 75 
Movimiento histórico de los asuntos en los Juzgados 
Especializados de la materia de Pensiones Alimentarias, del 2017 al 2021
	Despacho
	Promedio de Entrados totales 2017 a 2021 (A)
	Promedio de procesos de modificación de fallo entrados 2017 a 2021 (B)
	Apremios 2021 (C)
	Entrados Mensuales promedio (A+B+C)
	Entrados mensuales

	
	
	
	
	
	Jueza o Juez
	Técnicas o Técnicos Judiciales

	Juzgado Pensiones Alimentarias Cartago
	2305
	699
	928
	350
	53
	30

	Juzgado Pensiones Alimentarias Heredia
	2163
	780
	652
	319
	52
	25

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Alajuela 
	3302
	691
	1004
	444
	59
	33

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. San José 
	2351
	361
	629
	297
	60
	31

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón) 
	1512
	376
	538
	216
	56
	25

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	1280
	282
	474
	181
	46
	23

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. San José (Goicoechea)
	4700
	1110
	1792
	676
	43
	27

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí)
	2318
	360
	1017
	328
	79
	42

	Juzgado Pensiones Alimentarias III Circ. Jud. San José (Desamparados)
	2705
	476
	1578
	423
	57
	25

	Juzgado Pensiones Alimentarias Puntarenas
	1740
	364
	614
	242
	62
	31

	Juzgado Pensiones Alimentarias Sarapiquí
	907
	103
	383
	124
	90
	42

	Juzgado Pensiones Alimentarias Nicoya*
	622
	142
	394
	103
	34
	21

	Total
	25906
	5743
	10003
	3702
	 
	 

	Promedio
	 
	 
	 
	 
	58
	30


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con base en datos de Cuadros Estadísticos 2017 a 2021 del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. 
La información de la cantidad de casos entrados de 2017 a 2021 incluye: Principales, Reentrados, Procesos de Modificación de Fallo y Apremios (solo 2021) para las personas técnicas judiciales.
Nota *: Juzgado especializado a partir del acuerdo del Consejo Superior en sesión 34-19 celebrada el 19 de agosto de 2019, Artículo XIX, se incluye la información estadística del 2019.  Estudio en proceso de revisión. 

En relación con la información del cuadro anterior, se destaca que la carga de trabajo de asuntos entrados es de 58 al mes por persona juzgadora, contabilizando los casos entrados y las modificaciones de fallo, y de 30 al mes por persona técnica judicial de trámite, contabilizando los casos entrados, las modificaciones de fallo y los apremios.
Al analizar el movimiento histórico de la entrada y la salida de los juzgados se hace necesario revisar el comportamiento del circulante distribuido entre las fases de trámite que corresponde a demanda, demostrativa y conclusiva, es decir, cuando la persona usuaria no cuenta aún con solución a su conflicto debido a que no se ha logrado llegar a un acuerdo conciliatorio homologado o al dictado de una sentencia; y la fase de Ejecución, que contempla la ejecución pasiva y la ejecución activa, en la cual se ejecutará lo dispuesto en la sentencia o acuerdo homologado. 

Gráfico 9
Movimiento histórico del circulante en los Juzgados
Especializados de la materia de Pensiones Alimentarias, del 2017 al 2021

               Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con base en datos de Cuadros 
              Estadísticos 2017 a 2021 del Subproceso de Estadística. 

A través de los años en estudio, se identifica que el circulante en fase de ejecución presenta una tendencia creciente, con un aumento de un 11% para el 2021 respecto al 2017, con excepción del 2020 que disminuye, lo cual es producto de la pandemia del Covid-19 que afectó al país, mientras que el circulante en trámite (demanda + demostrativa + conclusiva) presenta una disminución del 30% en el mismo período.  
En línea con el análisis de las fases del proceso, se presenta a continuación el resumen de las distribuciones del circulante al finalizar el 2021 por fase:

Cuadro 76
Circulante por Fases en los Juzgados
Especializados de la materia de Pensiones Alimentarias al finalizar el 2021
	Despacho
	Demanda
	Demostrativa
	Conclusiva
	Ejecución activa
	Ejecución pasiva
	Sin fase (1)
	Circulante Total
	% Circulante Trámite (Demanda+ Demostrativa+Conclusiva+Sin Fase)
	% Circulante Ejecución

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. San José (Goicoechea)
	685
	166
	158
	8 793
	5 278
	6
	15 086
	7%
	93%

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Alajuela
	553
	60
	61
	6 394
	728
	8
	7804
	9%
	91%

	Juzgado Pensiones Alimentarias III Circ. Jud. San José (Desamparados)
	18
	203
	50
	7 280
	2 423
	0
	9974
	3%
	97%

	Juzgado Pensiones Alimentarias Cartago
	524
	45
	311
	3 380
	3 379
	86
	7725
	11%
	87%

	Juzgado Pensiones Alimentarias Heredia
	216
	22
	240
	7 825
	576
	4
	8883
	5%
	95%

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. Zona Atlántica (Pococí)
	217
	11
	33
	4 332
	2 125
	0
	6718
	4%
	96%

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	165
	7
	13
	5 458
	428
	9
	6080
	3%
	97%

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón)
	147
	0
	95
	3 653
	1 638
	1
	5534
	4%
	96%

	Juzgado Pensiones Alimentarias Puntarenas 
	56
	105
	344
	1 347
	3 862
	0
	5714
	9%
	91%

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. San José 
	110
	29
	116
	4 060
	782
	0
	5097
	5%
	95%

	Juzgado Pensiones Alimentarias Sarapiquí
	369
	66
	30
	1 312
	1 776
	1
	3554
	13%
	87%

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Nicoya*
	57
	19
	27
	2 951
	787
	5
	3846
	3%
	97%

	Total
	3117
	733
	1478
	56785
	23782
	120
	86015
	 
	 

	Promedio
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	6%
	94%


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con base en datos de Cuadros Estadísticos 2021 del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. 
Nota *: Juzgado Especializado a partir del acuerdo del Consejo Superior en sesión 34-19 celebrada el 19 de agosto de 2019, artículo XIX.  

Los datos del circulante al finalizar el 2021 fue de 86 015 (3 117 en demanda, 733 en demostrativa, 1 478 en conclusiva, 56 785 en fase de ejecución activa, 23 782 en ejecución pasiva y 120 sin fase actualizada), lo que representó para ese año un promedio de un 6% del circulante de los Juzgados Especializados de Pensiones Alimentarias se encuentra en fases de demanda, demostrativa y conclusiva, muestra que el 94% se encuentra en fase de ejecución; por lo cual un 94% de los casos ya cuenta con sentencia o acuerdo homologatorio. Es importante indicar que el circulante en ejecución activa genera trabajo para el juzgado en mayor grado que para el circulante en ejecución pasiva. 

Debe considerarse que estas oficinas a nivel nacional iniciaron con inventarios en noviembre 2020 que finalizaron hasta en 2021, por eso en ese año ellos no realizaron el inventario anual.  Lo anterior como parte del inventario anual 2020 en la materia y además como una de las tareas asociadas a la depuración de la información en los sistemas de conformidad con las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República. 
Cabe mencionar que como parte de las acciones institucionales para garantizar la depuración de la información a partir del 2020, dentro del informe de inconsistencias mensual de los despachos, 5 variables adicionales de revisión obligatoria (comunicado mediante circular 191-2020).
 
•   Expedientes con fecha de entrada mayor a la fecha de término.
•  Expedientes donde la clase de asunto asignada no corresponde a las aprobadas por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia. 
 • Expedientes donde el procedimiento asignado no corresponde a los aprobados por la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia.
• Expedientes donde el principal se encuentra cerrado estadísticamente, pero tiene un incidente o legajo de apremio que se está tramitando.
Expedientes donde la fecha de pase a fallo sea menor a la fecha de dictado de sentencia.”

Para monitorear con mayor detalle la materia a partir del 2020, se creó el reporte “Informe de Inconsistencias para Familia y Pensiones Alimentarias” en la plataforma SIGMA; además de un cambio en la fórmula estadística (comunicado mediante circular 207-2020).

Ilustración 4
Contenido del reporte “Informe de Inconsistencias para Familia y
 Pensiones Alimentarias”, existente en Sigma a partir del2020

Fuente: SIGMA.

Utilizando los resultados de carga de trabajo calculada, se puede realizar la comparación con la cantidad de puestos que deberían tener cada despacho especializados según los niveles de entrada mensual, tomando en cuenta que al menos se requieren de 2 personas técnicas judiciales en la manifestación, comparando contra los valores promedio de entrada de personal juzgador y personal técnico judicial, que tienen un promedio país de 58 y 30 asuntos de entrada mensual.

Plazos por tipo de proceso

Los rangos de duración corresponden al plazo legal, o se encuentran dentro del criterio experto según informe 1212-PLA-EV-2020, aprobado por Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI-Circulares 96-2021 y 213-2021
Ilustración 5
Plazos legales y según criterio experto 


                                     Fuente. Circular 213-2021. 

Cabe mencionar que como oportunidad de mejora se gestionó con la Dirección de Tecnología de la Información desde el 2020, la creación de un reporte en SIGMA para visualizar por código de colores aquellos rangos de duración que sobrepasan los parámetros legales o de criterio experto, de forma que las mismas oficinas se autogestionen y puedan dar atención a aquellas causas que superen los rangos estándar; tanto para la cejilla de duración de casos activos como la cejilla de duraciones de casos terminados. 

Cuadro 77
Cantidad de persona juzgadora y persona técnica judicial requeridas 
según promedio de entrada de casos
	Despacho
	Promedio mensual de Entrada
	Recurso humano actual
	Recurso humano requerido
	Variación

	
	
	Personas juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de trámite
	Personas juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales de trámite
	Personas juzgadoras
	Personas Técnicas Judiciales

	Juzgado Pensiones Alimentarias Cartago
	350
	5
	12
	5
	12
	0
	0

	Juzgado Pensiones Alimentarias Heredia
	319
	5
	13
	5
	11
	0
	-2

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Alajuela 
	444
	6
	14
	6
	15
	0
	+1

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. San José 
	297
	4
	11
	4
	10
	0
	-1

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Atlántica (Limón) 
	216
	3
	9
	3
	7
	0
	-2

	Juzgado Pensiones Alimentarias I Circ. Jud. Zona Sur 
	181
	3
	8
	2
	6
	-1
	-2

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. San José 
	676
	12
	26
	9
	23
	-3
	-3

	Juzgado Pensiones Alimentarias II Circ. Jud. Zona Atlántica 
	328
	3
	8
	4
	11
	+1
	+3

	Juzgado Pensiones Alimentarias III Circ. Jud. San José 
	423
	5
	17
	5
	14
	0
	-3

	Juzgado Pensiones Alimentarias Puntarenas
	242
	3
	8
	3
	8
	0
	0

	Juzgado Pensiones Alimentarias Sarapiquí
	124
	2
	4
	2
	4
	0
	0

	Juzgado Pensiones Alimentarias Nicoya
	103
	2
	4
	1
	3
	-1
	-1


Fuente: Modernización Institucional.
De los resultados anteriores, que es una análisis macro, se identifica que los Juzgados de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Alajuela y II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí), registran la necesidad de personas juzgadoras o técnicas judiciales; sin embargo, con el análisis detallado y complementario, realizado a partir del seguimiento en estas oficinas, que realizó la Dirección de Planificación de diciembre 2020 a setiembre 2021 por parte de los Profesionales 2 del Subproceso de Modernización Institucional, los cuales se resumen en el informe de cierre de Pensiones Alimentarias 46-PLA-MI-2022, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 11-2022 celebrada el 8 de febrero de 2022, artículo XXXII, se determinó con base en el análisis MAIC; que estos juzgados  durante los meses que presentaron una criticidad “D” o “E”, su calificación no obedece a un tema de capacidad operativa reducida, sino a factores aislados; por ejemplo, en el caso de Pococí, el personal juzgador y técnico judicial según datos de la matriz de Indicadores de Gestión, reporta porcentajes de rendimiento mayores al 100%, por lo que no se recomienda la creación de plazas nuevas en los Juzgados de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí).
Es importante señalar que para efectos de este informe no se planteará la reubicación de personas juzgadoras o técnicas judiciales, bajo el entendido que al mantener estas personas en sus despachos se estaría contribuyendo a la disminución de tiempos en los procesos en sus despachos. 
En cuanto al Juzgado Pensiones Alimentarias Sarapiquí, conforme a lo acordado por el Consejo Superior en sesión 95-2021 celebrada el 04 de noviembre del 2021, artículo XXXI, con el fin de atender la carga de trabajo del Juzgado de Pensiones de Sarapiquí, y al escenario aprobado, el Juzgado de Pensiones se refuerza con 3 recursos provenientes del actual Juzgado de Tránsito y Contravenciones de Sarapiquí:

Una plaza de Jueza o Juez
Una plaza de Técnica o Técnico Judicial
La asignación a tiempo completo de la Auxiliar de Servicios Generales[footnoteRef:47] que comparten el Juzgado Contravencional y Tránsito de Sarapiquí y el Juzgado de Pensiones, pero hasta que se cuente con servicio privado de limpieza para ambas oficinas para colaborar en la atención del público, ya que conforme indica el oficio 1110-PLA-2021 es una de las mayores cargas con la que cuenta este juzgado, así como otras labores administrativas. [47:  Conforme al acuerdo del CS punto 7b, la Dirección de Gestión Humana una vez que se cuente con el contrato de limpieza privada deberá valorar el perfil competencial de puestos de la plaza Auxiliar de Servicios Generales que se encuentra compartida con el Juzgado de Pensiones Alimentarias y Contravencional de Sarapiquí.] 

En el caso de los despachos mixtos que atienden dentro de sus materias Pensiones Alimentarias, no se tiene planeada la modificación en las estructuras de trabajo o la inclusión de nuevo recurso humano, esto ya que durante los abordajes realizados por la Dirección de Planificación para las materias de Laboral y Civil, se realizaron los estudios pertinentes y se incluyeron las necesidades en los respectivos informes de presupuesto de estas materias.

[bookmark: _Hlk97902625]Por otra parte, en el informe 1069-PLA-EV-2020, relacionado con el Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 93-2020 celebrada el 24 de setiembre de 2020, artículo XLIV, en cuanto al otorgamiento de recurso humano para este despacho, se acordó:
“…Se avala dicha recomendación; no obstante, quedará supeditada a la existencia de contenido presupuestario. Considerando que se tienen las limitaciones presupuestarias dadas en los oficios del Ministerio de Hacienda DM-0436-2020, de conformidad con el Título IV de la Ley 9635 “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas” se establecen la regla fiscal y los criterios que se deben considerarse para la formulación del presupuesto 2021, en donde se tiene lineamientos como: “…no se autorizará la creación de plazas, ni la solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP)…”

Por lo tanto, se reitera la necesidad de crear una plaza de persona Técnica Judicial 2 para la especialización del Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de Guanacaste, por lo que se incluye para el presupuesto de 2023, la creación de una plaza nueva de persona Técnica Judicial 2 para poder realizar la especialización de la materia de Pensiones. 

Cuadro 78 
Costo de recurso humano Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	
	Clase ancha
	Clase angosta
	Costo del puesto anual

	Plaza nueva extraordinaria
	Técnico Judicial 1
	Técnico Judicial
	₡13.878.000


Fuente: Modernización Institucional.

El costo anual para hacerle frente a la inclusión del nuevo puesto extraordinario es de ₡13.878.000.

Otras Consideraciones
[bookmark: _Hlk97182007]A PARTIR DEL ANÁLISIS REALIZADO EN 2021 MEDIANTE EL INFORME 389-PLA-RH-MI-2021 PARA LA FORMULACIÓN DEL PRESUPUESTO 2022, SE SOLICITÓ A LAS DISTINTAS DEPENDENCIAS ADMINISTRATIVAS ACTUALIZAR PARA EL PRESENTE INFORME, QUE CORRESPONDE A LA FORMULACIÓN PARA 2023, LOS REQUERIMIENTOS DE PRESUPUESTO DE CADA UNA.
13.1. Dirección Ejecutiva
La Dirección Ejecutiva mediante oficio 982-DE-2022 (anexo 25) indicó:
“…
me permito adjuntar el presupuesto para los programas 926 y 927 debidamente actualizado…”

	Programa
	Monto total

	926
	₡642 250,00

	927
	₡5 727 395,00




FINALMENTE, Y EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 286 DE LA LEY 9747, EL CUAL CREA EL FONDO DE PENSIONES ALIMENTARIAS PARA CUBRIR CUALQUIERA DE LAS OBLIGACIONES ALIMENTARIA QUE SE ENCUENTRAN PENDIENTES DE PAGO, TOTAL O PARCIALMENTE Y EL CUAL ESTABLECE A LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DESIGNAR UN ÓRGANO COMPETENTE PARA SU ADMINISTRACIÓN; SEGÚN EL ACUERDO TOMADO POR EL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL, EN SESIÓN N° 79-2021 CELEBRADA EL 9 DE SETIEMBRE DE 2021, ARTÍCULO XXXIX Y CONSIDERANDO QUE LA ACTUAL REDACCIÓN SE ENCUENTRA VIGENTE Y DE SER ESTA LA QUE PREVALEZCA, ME PERMITO INDICARLE QUE ESTA DIRECCIÓN EN CONJUNTO CON EL DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE CONSIDERA LA NECESIDAD DE DEFINIR UNA ESTRUCTURA Y FUNCIONES CLARAS PARA LOS NUEVOS RECURSOS (PLAZAS) QUE REQUERIRÁN PARA LA ADMINISTRACIÓN DE ESE FONDO.
ESTA DIRECCIÓN EJECUTIVA, HA ESTADO EN TOTAL DISPOSICIÓN DE PARTICIPAR EN LA REGLAMENTACIÓN Y OPERATIVIZACIÓN DEL CITADO FONDO, PARA LO ANTERIOR, SE TENDRÁ UNA REUNIÓN CON LA COMISIÓN DE FAMILIA Y LA DIRECCIÓN JURÍDICA EL PRÓXIMO MARTES 15 DE MARZO; NO OBSTANTE, DEBERÁ TENERSE PRESENTA LA NECESIDAD DEL RECURSO, LO CUAL SE INFORMÓ EN EL OFICIO 361-DE-2021 DEL 3 DE FEBRERO DE 2021, SIN EMBARGO,  DEBIDO A LOS DIVERSAS CUESTIONAMIENTOS SOBRE EL ARTÍCULO 286 DE LA LEY, NO HA SIDO POSIBLE CONCRETAR
Adjuntan también el detalle por partida y subpartida presupuestaria para asumir el costo por mobiliario de las plazas que se recomiendan crear en este informe.




Nota: Se aclara que el monto para “equipo y mobiliario” (no incluye el equipo de cómputo que es presupuestado por la Dirección de Tecnología de la Información).

13.2. Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional 
MEDIANTE OFICIO 079-CACMFJ-JEF-2022 DEL 3 MARZO 2022 (ANEXO 20) EL CACMFJ PRESENTA LA NECESIDAD DE RECURSO HUMANO PARA LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY 9747 “CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA” CORRESPONDIENTE A CREAR 12 PLAZAS PARA LA ATENCIÓN DE LAS MATERIAS DE FAMILIA Y PENSIONES ALIMENTARIAS, APOYO A LAS LABORES DE LA GESTORÍA, PLANES DE TRABAJO, COORDINACIONES, ENTRE OTRAS TAREAS. 

Cuadro 79 
Propuesta del recurso humano para el CACMFJ-atención Reforma CPF, 2023
	Despacho
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Periodo
	Costo total para 2023*

	
	
	
	
	
	
	
	

	CACMFJ
	1
	Jueza o Juez 4 Gestor
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡ 57,547,749.00
	

	
	1
	Profesional 2
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡ 34,413,169.00
	

	
	2
	Técnica o Técnico Judicial 2
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡ 29,593,360.00
	

	
	4
	Jueza o Juez 1
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡ 200,640,830.00
	

	
	4
	Jueza o Juez 3
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡ 213,283,287.00
	

	Total
	12
	 
	 ₡ 535,478,395.00
	


*DATO CALCULADO POR EL CENTRO DE APOYO, COORDINACIÓN Y MEJORAMIENTO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL

La propuesta actual varía con respeto a la del año anterior, en que solicitan 1 Técnico Judicial 2 de apoyo adicional, lo anterior se considera oportuno dado la entrada en vigencia de la Ley 9747, y además porque esta es la segunda jurisdicción con mayor cantidad de oficinas a cargo para seguimiento, solo por debajo de la materia Penal (en donde hay 2 plazas de gestoría actualmente). Este recurso se estima temporal y con mayor presencia en la etapa inicial del proyecto y de la entrada en vigencia de la nueva norma procesal ya que colaboran con la plaza de Juez Gestor en labores de coordinación de los planes de trabajo, de seguimiento de las materias de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, entre otros. 

La plaza de Jueza o Juez Gestor tiene no solo la responsabilidad de brindar asesoría a las distintas instancias administrativas en el Proyecto de Implementación de la Reforma, dar seguimiento a las distintas labores necesarias para que el Poder Judicial esté listo para implementar el Código Procesal de Familia a partir del 1 de octubre de 2022, debe dar cumplimiento a las tareas asignadas conforme al cronograma de trabajo del Proyecto y responsabilidades asociadas a los entregables a su cargo, además es un canal de comunicación directo con la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia y la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar.

La plaza de Profesional 2 debe estar a cargo del seguimiento de las oficinas en materia de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica a nivel nacional (119), así como enfocada en el diseño de propuestas, planes de trabajo y remediales conforme al seguimiento realizado. También esta plaza da apoyo a la figura de Jueza o Juez Gestor en la materia. 

Cabe mencionar que las plazas de Jueza o Juez 3 son plazas para utilizar en planes de descongestionamiento en materia de Familia a nivel nacional, por lo que deben tener competencia en todo el país, misma situación con las plazas de Jueza o Juez 1 (competencia a nivel nacional), que el año pasado no fueron consideradas pero que se ha denotado la necesidad de contar con recurso de apoyo también en materia de Pensiones Alimentarias.  Estas necesidades en 2019, 2020 y 2021 se ha cubierto con permisos con goce de salario y sustitución de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
 
Se estima que los costos totales anuales del requerimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en ₡ 535.478.395,00.
ADICIONALMENTE ESTA DIRECCIÓN CONSIDERA OPORTUNO COMO SE EXPLICÓ EN APARTADOS ANTERIORES CONTAR CON 2 PLAZAS DE JUEZA O JUEZ 3 Y 2 TÉCNICOS JUDICIALES PARA PLANES DE TRABAJO EN MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA A NIVEL NACIONAL, PARA REFORZAR OFICINAS CON MAYOR CARGA DE TRABAJO O EVENTUALMENTE COMPLETAR ESTRUCTURAS EN CASO DE QUE CON EL MODELO DE OFICINA SE IDENTIFIQUE FALTANTE. 

Resultado de los planes de descongestionamiento en materia de Familia 
El diseño de los planes descongestionamiento se basan en la cantidad de pendiente de fallo tanto en primera como en segunda instancia (PA) en los juzgados de Familia, los circulantes de los despachos y el rendimiento de las personas juzgadoras de los Despachos, de forma de que se orienten los esfuerzos a los Juzgados con mayor retraso pero que presentan un adecuado rendimiento por parte de las personas juzgadoras. 

[bookmark: _Toc15033089]El plan de Descongestionamiento en los Juzgados de Familia inició el 19 de agosto del 2019, con 4 plazas de Jueza o Juez 3 destacadas en los despachos de Familia conforme a las prioridades indicadas por la Dirección de Planificación, según informe 1113-PLA-MI-2019, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 67-19 celebrada el 30 de julio de 2019, articulo LXIV.

El inicio del plan se aprobó por el Consejo Superior en sesión 71-2019 del 13 de agosto de 2019, artículo LXXVI, conoció el oficio 321-CACMFJ-JEF-2019 presentado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el que se informó los números de plazas de las cuatro personas Juzgadoras con categoría 3 que asumirán el plan de descongestionamiento de Familia, por el periodo del 12 de agosto al 30 de septiembre del 2019.

El Consejo Superior en sesión 84-19, del 26 de setiembre del 2019, artículo LXXXIV, aprueba la prórroga de 4 permisos de persona juzgadora para el plan de descongestionamiento en materia de Familia del 1 de octubre y hasta el último día laboral 2019. 

Plan 2020
Respecto a los planes de descongestionamiento en materia de Familia 2020, se trabajó en dos etapas: una primera etapa de enero a junio y la segunda de octubre a diciembre 2020.

En informe 2130-PLA-PP-PE-2019 de la Dirección de Planificación referente a la propuesta de los permisos con goce de salario para los proyectos y labores operativas del año 2020, conocido y aprobado por el Consejo Superior en sesión 108-19, celebrada el 12 de diciembre del 2019, artículo LXXI, incorporó nuevamente las cuatro plazas de persona juzgadora 3 para la atención de los planes de descongestionamiento asociados al proyecto estratégico denominado “Implementación Código Procesal de Familia (planes de descongestionamiento)“.

Mediante oficio 38-PLA-EV-2020 del 14 de enero de 2020, relacionado con el plan de descongestionamiento de la materia de Familia, se estableció y aprobó el plan de trabajo para las cuatro plazas durante el primer trimestre del 2020, el cual fue conocido por el Consejo Superior en sesión 07-2020 celebrada el 07 de enero del 2020, artículo L.
En sesión 46-20 de Consejo Superior, celebrada el 12 de mayo de 2020, artículo LVII, se conoció el informe 688-PLA-2020 del 12 de mayo de 2020 de la Dirección de Planificación, sobre las gestiones para la valoración de prórroga de permisos con goce de salario y sustitución -entre ellos-, los planes de trabajo de las materias Familia. En relación con lo anterior, el licenciado Erick Monge Sandí, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, remitió el oficio 125-CACMFJ-JEF-2020, y finalmente se aprueban los permisos del 16 mayo hasta el 30 de junio de 2020, por acuerdo del Consejo Superior en sesión 47-2020 celebrada el 14 de mayo del 2020, artículo LVII. 

Mediante oficio 1400-PLA-EV-2020 se diseñó el plan de trabajo para octubre A diciembre 2020, informe aprobado por el Consejo Superior en sesión 91-2020 celebrada el 17 de setiembre del 2020, artículo XXIV.
El resultado de los planes de descongestionamiento 2020, se encuentran actualizados en el entregable 3.11 del proyecto de Implementación del Código Procesal de Familia en donde se fallaron 891 expedientes para un rendimiento global del 76%.

“…

Plan 2021

El Consejo Superior aprobó 4 plazas de persona Juzgadora para descongestionamiento en materia de Familia, de conformidad con la sesión 120-2020 celebrada el 17 de diciembre del 2020, artículo XCI.  

Las plazas se avocaron a fallar asuntos pendientes conforme al plan del año 2020 y a colaborar con los despachos especializados, según necesidades identificadas por el CAMCFJ. 
El resultado del plan de trabajo 2021 consta como entregable 3.16 en el sitio del proyecto, y generó el fallo de 953 asuntos en Familia y 420 en Pensiones Alimentarias:

Respecto a Familia el CACMFJ informó: “De enero a setiembre se recibieron 1231 expedientes, 737 de primera instancia y 494 de segunda; se fallaron 953 asuntos, el 57% asuntos de primera instancia y 43% de segunda; logrando el dictado de sentencia del 77% de lo recibido. 
278 expedientes se devolvieron sin sentencia por no estar listos para fallo o por falta de trámite, lo que corresponde a un 23% del total recibido, la mayor cantidad de expedientes devueltos fueron de primera instancia”.

Respecto a Pensiones el CACMFJ indicó: “De una cuota esperada de 440 expedientes, se recibieron 459, de los cuales se fallaron 420 para un porcentaje del 92% de atención y se devolvieron 39, es decir, lo equivalente a un 8%. El plan de trabajo en materia de pensiones alimentarias cumplió con el 95% de la meta esperada”.  

Plan 2022
El plan para 2022 se detalló en el oficio de la Dirección de Planificación 1382-PLA-MI-2021, inicia con 4 permisos con goce de salario aprobados por el Consejo Superior en la sesión 107-2021 celebrada el 14 de diciembre del 2021, artículo XXIV en materia de Familia y 4 en Pensiones Alimentarias.

Durante enero de 2022, según oficio 073-CACMFJ-REF-2022, las plazas dedicadas al plan de descongestionamiento fallaron un total de 144 expedientes en Familia (68 de Primera Instancia y 76 en Segunda Instancia) y 152 en materia de Pensiones Alimentarias. Referencia interna 454-2022.

13.3. Escuela Judicial
Como parte del proyecto de implementación del Código Procesal de Familia, la Escuela Judicial remitió el oficio EJ-DIR-045-2022 (anexo 22) que el que se detalla las actividades a realizar y el detalle de las sustituciones y viáticos que requieren para la capacitación que se impartirá en el 2023 y el presupuesto requerido por un monto de ₡192 650 048.00. El plan incluye la realización de dos actividades de forma presencial que requieren de viáticos para los equipos de trabajo que se desplazaran a los diferentes circuitos judiciales y a las diferentes zonas del país donde hay facilitadores judiciales; se estima que se requerirá para dos equipos de 3 personas por 25 semanas cada equipo, un total de ₡19 374 000.00, todo para un monto de ₡212 024 048.00.
“…
 PERMISOS CON SUSTITUCIÓN (EN SEMANAS)

	Población meta
	Actividad académica
	Grupos
	Participación por actividad (personas)
	Duración (días Hábiles)
	Semanas de permiso con sustitución
	viáticos

	Jueces y juezas que conocen la materia de familia
	El proceso alimentario con el nuevo código procesal familia
	 4
	100
	 4 semanas con una sesión en tiempo real 
	4 semanas
	No

	Jueces y juezas que conocen la materia de familia
	Ejecución de Resoluciones Judiciales 
	16
	 Aprox. 480
	4 semanas con una sesión en tiempo real
	3 semanas para diseño

16 semanas para ejecución


	No

	Jueces y juezas que conocen la materia de familia
	Principales implicaciones de la reforma procesal de familia
	 2
	50
	3 semanas, una semana con cinco sesión en tiempo real 
	4 semanas
	No

	Personal técnico judicial que conocen la materia de familia
	Primer acercamiento a la reforma procesal de familia
	 2
	50
	3 semanas, una semana con cinco sesión en tiempo real 
	4 semanas
	No

	Personas facilitadoras judiciales
	Taller de actualización en materia de familia
	13
	Aprox. 150
	Taller de un día
	10 semanas
	Si para los equipos de trabajo de tres personas por grupo

	Personal técnico judicial
	Pensiones alimentaria: Ejecución alimentaria 
	16
	 Aprox. 480
	5 semanas con una sesión en tiempo real
	3 semanas para diseño

20 semanas para ejecución


	No

	Personal técnico judicial
	Toma de demandas verbales 
	16
	 Aprox. 480
	4 semanas con una sesión en tiempo real
	3 semanas para diseño

16 semanas para ejecución


	No

	Personal técnico judicial
	Ejecución de resoluciones judiciales 
	16
	 Aprox. 480
	4 semanas con una sesión en tiempo real
	3 semanas para diseño

16 semanas para ejecución


	No

	Despachos que conocen de la materia de familia
	Talleres de seguimiento
	118 visitas
	118 despachos
	1 día
	Aproximadamente 40 semanas
	Sí, para equipo de trabajo por gira

	TOTAL
	152
	







…”
13.4. Dirección de Tecnología de Información

Esta Dirección está en proceso de consulta, del presupuesto requerido por DTI, sin embargo, dada la recomendación de plazas nuevas propuesta para 2023 nuevas así como la creación del sitio web de la Comisión de Familia, se mantiene el presupuesto indicado mediante oficio 390-DTI-2022 (anexo 25) para 2022, ya que a la fecha no se recibió la información solicitada y por un tema de la agenda del Consejo Superior y al no otorgarse en las ejecuciones presupuestarias del 2021 y 2022 los recursos solicitados para la Ley 9747, se mantiene la incorporación de 15 millones de colones para la construcción del sitio web de Comisión de Familia, más los equipos con el siguiente costo:

₡134 137,0 de una licencia E3 anual para puestos profesionales + ₡913 053,8 del equipo portátil= ₡1 047 190,8
₡26 784,0 de una licencia anual E0 personal no profesional + ₡618 687,8 costo equipo computo de escritorio= ₡645 471,8

Con eses montos indicados el año anterior se estima el presupuesto para DTI:


	Cantidad
	Costo Licencia puesto no profesional (E0)
	Costo equipo puesto no profesional (escritorio)
	Costo Licencia puesto profesional (E03)
	Costo equipo portátil puesto profesional 
	Total

	11[footnoteRef:48] [48:  2 técnicos CACMFJ, 2 técnicos plan VD, 2 Técnicos de Sala, 2 Técnicos 3 Sala II, 1 Técnico Buenos Aires, 1 San Carlos y 1 de Liberia= 11 puestos] 

	 ₡   26 784,0 
	 ₡   618 687,8 
	 
	 
	 ₡       7 100 189,8 

	15[footnoteRef:49] [49:  3 letrados, 1 profesional CACMFJ, 1 Juez Gestor, 4 Jueces plan FA, 4 jueces plan PA, 2 Jueces plan VD=15 puestos] 

	 
	 
	 ₡      134 137,0 
	 ₡      913 053,8 
	 ₡     15 707 862,0 

	Costo de construcción sitio web 
	 ₡     15 000 000,0 

	Total
	 ₡    37 808 052,80 





13.5. Dirección de Gestión Humana
Para 2023 esta dependencia no formuló presupuesto para la reforma al Código de Familia, según lo indicado mediante correo electrónico del 7 de marzo de 2022, por el señor David Madrigal Robles, Coordinador de Unidad 4 de la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales de la Dirección de Gestión Humana (anexo 24), por lo que se mantiene así para 2023, y las acciones necesarias para la realización del entregable “3.10. Informe de readecuación perfiles y gestión del cambio y evaluación DGH” serán asumidos con recursos propios-ordinarios en coordinación con la Gestoría como hasta la fecha. 

	Nombre de tarea
	Duración
	Comienzo
	Fin
	% completado

	3.10. Informe de readecuación perfiles y gestión del cambio y evaluación DGH
	379.81 días
	lun 13/01/20
	vie 30/07/21
	47%

	   Diseño de Perfiles 
	379.81 días
	lun 13/01/20
	vie 30/07/21
	60%

	   Preparación para el cambio
	100 días
	lun 13/04/20
	lun 31/08/20
	100%

	   Abordaje de Ambiente Laboral
	90 días
	mar 01/09/20
	vie 22/01/21
	0%

	   Elaboración de nuevos contenidos e ítems de examen de judicatura
	95 días
	jue 01/10/20
	lun 01/03/21
	0%

	   Capacitación Virtual (Capacítate)
	95 días
	lun 24/08/20
	jue 21/01/21
	28%



13.6. Dirección de Planificación
La Auditoría Judicial mediante informe 60-08-SAO-2017, destaca en la recomendación 4.1. la siguiente solicitud a la Dirección de Planificación:

“…
4.1. Realizar un estudio de las cargas de trabajo, plazas asignadas y rendimiento en los juzgados especializados de Familia del país, en aras de determinar si en la actualidad existe o no una distribución equitativa de las labores encomendadas en función del recurso existente, maximizar y orientar los recursos instituciones, se ajusten los modelos de trabajo, según sea necesario, para mejorar la efectividad de los procesos bajo su responsabilidad. Lo anterior, de conformidad con los cambios que se implementen en la jurisdicción de familia con la reforma procesal que se implementará…”.

Años 2020-2021:

En línea con lo anterior, es importante agregar que para el exitoso proceso de implementación de la Reforma Procesal de Familia, una de las acciones prioritarias que se ejecutó en 2020-2021 fue el proceso previo de diagnóstico de las oficinas judiciales que conocen de esas materias a nivel nacional, lo que concuerda con la solicitud de estudio recomendado por la Auditoría Judicial, donde se abordará toda la Jurisdicción a nivel nacional, con la misma línea de acción es la que se ha venido ejecutando desde la implementación de la Reforma al Código de Trabajo, Reforma Procesal Civil y Código Procesal Agrario.

La particularidad en Familia fue que la implementación de este proyecto se desarrolló en forma simultánea con la atención de las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República y los plazos establecidos por el órgano contralor para el cumplimiento de cada una de ellas; lo que implicó ajustes en el cronograma tal y como está debidamente documentado en el sitio del proyecto y la realización de estudios complementarios que implican una inversión de tiempo mayor y que se podrán desarrollar hasta en 2022 todo con recurso ordinario de la Dirección, que ha tenido que priorizar en sus planes de trabajo estudios relacionados con las 3 materias que impacta la Ley 9747.  

Durante el diagnóstico se detectaron diferentes oportunidades de mejora a nivel estructural o de metodología de trabajo, bajo el modelo de sostenibilidad, el establecimiento de cuotas de trabajo, indicadores de Gestión en la totalidad de oficinas que conocen la materia de Familia y Pensiones a nivel nacional desde diciembre 2020 se tienen un mayor control del rendimiento de las oficinas. 

En cumplimiento de recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República en el informe DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias” y únicamente en las oficinas competentes en materia de Familia y Pensiones Alimentarias.  Esta situación implicó una variación en la metodología, y estas oficinas no fueron rediseñadas propiamente, sino que fueron abordadas revisando las siguientes tareas conforme a lo aprobado por el Consejo Superior en sesión 70-2020 celebrada el 09 de julio del 2020, artículo LVIII:
Reunión inicial con el equipo de trabajo para mostrar la metodología de trabajo.
Análisis de la estructura organizacional y funcional.
Análisis de la distribución de la entrada y el circulante, desde el reparto inicial de casos de forma como de la carga asignada actualmente por cada persona involucrada en el equipo.
Definición del diseño del reparto de causas nuevas para la implementación o ajuste de la herramienta de reparto automático de casos, así como diseño de herramienta de reparto en Excel, en los casos que corresponda. 
Implementación de la herramienta de pase a fallo en el Escritorio Virtual e implementación de libro de pase a fallo según los lineamientos establecidos. 
Conformación del Equipo de Mejora en el Despacho. 
Implementación del Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los despachos involucrados. 
Capacitación e implementación de los Indicadores de Gestión.

Adicional a las tareas descritas anteriormente, de forma inmediata a la conclusión del abordaje, los profesionales encargados del estudio y durante el periodo de diciembre 2020 a octubre 2021 aproximadamente, realizaron el seguimiento a la implementación de Equipo de Mejora y de las tareas relacionadas al Modelo de Sostenibilidad que contemplan la elaboración de los Indicadores de Gestión, realización de reunión mensual del equipo, la generación de la minuta de la reunión y el diseño de los planes remediales; con lo cual se garantice que se realice el análisis adecuado de la información, se identificaron oportunidades de mejora y se diseñaron en conjunto con las oficinas planes remediales para dar solución a la situación crítica detectada.
Lo descrito en el párrafo anterior, va en línea con la disposición 4.7 indicada en el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 relacionado con “Informe de la Auditoría Operativa sobre la Gestión del Poder Judicial en cuanto a la Oportunidad de la Prestación del Servicio Público de Administración de la Justicia de los Juzgados de Familia y de Pensiones Alimentarias” de la Contraloría General de la República.

En 2020, la Dirección de Planificación con colaboración del Juez Gestor en la materia se avocó a: 

Revisión y ajustes de las estructuras de trabajo de los Despachos que atienden las materias involucradas con las modificaciones en entrada que surjan a partir de la nueva legislación.
Realización inventarios, y distribución equitativa de circulantes, así como la configuración reparto automático para distribuir equitativamente los asuntos nuevos.  Todo lo anterior también en atención a las recomendaciones de la Contraloría General de la República.  
Estandarización de la lista de tareas y ubicaciones entre los juzgados especializados de Pensiones Alimentarias.


En 2021 se emitieron los informes de cierre, resumen lo realizado, calificaciones, planes y recomendaciones emitidas. Por el trámite interno en la Dirección, salen en 2022.  

Informe 6-PLA-MI-2022, relacionado con el cierre del seguimiento efectuado a los Juzgados Especializados de Familia, incorporados en el Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 7-2022 del 25 de enero de 2022, artículo XXXV.
Informe 46-PLA-MI-2022, relacionado con el informe de cierre del seguimiento efectuado a los Juzgados especializados en materia de Pensiones Alimentarias, incorporados en el proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 11-2022 del 8 de febrero de 2022, artículo XXXII.
Informe 48-PLA-MI-2022, relacionado con el cierre del seguimiento efectuado a los Juzgados de naturaleza mixta con competencia en materia de Familia, incorporados en el Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”.
Informe relacionado con el cierre del seguimiento efectuado a los Juzgados Contravencionales de naturaleza mixta con competencia en materia de Pensiones Alimentarias, los cuales fueron incorporados como parte del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”, en revisión.
Se encuentra pendiente el informe de cierre del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia, Tribunal de Familia y los PISAV. 

En los informes de cierre se realizaron las siguientes actividades:

Análisis estadísticos de los juzgados especializados en las materias de Familia, Pensiones Alimentarias, Mixtos y Contravencionales.
Resumen de la documentación: Confección de documentos bajo la modalidad de “Trámites Rápidos", en los que se realimentó a los despachos con oportunidades de mejora y confección de planes de trabajo específicos para atender la criticidad de los despachos con el fin de estabilizarlos.
Análisis integral de los resultados de la matriz de indicadores de gestión basado en el “Modelo de Análisis Integral de Circuitos Judiciales”, que tiene como finalidad generar una visión global del despacho, de la cual se permite identificar la Oficina o Despacho que requiere colaboración prioritaria en un momento determinado o la necesaria ejecución de un plan remedial que corrija situaciones determinadas.
Identificación de los principales logros de las oficinas en cuanto a disminución de plazos, circulante, porcentajes de rendimiento, entre otros.
Realización de talleres a lo interno de la Dirección de Planificación, en el que se involucró a los diferentes profesionales del Modelo de Sostenibilidad, ubicados en las diferentes regiones del país, en los que se identificaron aspectos a mejorar o abordar.
Como parte del seguimiento a las matrices de indicadores de gestión, se detectaron oportunidades de mejora por lo que se realizaron ajustes a estas, lo anterior, con el compromiso de la mejora continua de los servicios que se brindan a nivel institucional, con la finalidad de mejorar la calidad y cantidad de la información.
Se realizó una sesión con los despachos especializados de Familia, Pensiones Alimentarias, Mixtos y Contravencionales en la que se capacitó en los cambios realizados a la matriz de indicadores de gestión, lo cual también fue comunicado mediante correo electrónico.
En línea con lo establecido en el Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de los Proyectos de Rediseño, una vez concluida esta fase de implementación y seguimiento por parte del Subproceso de Modernización Institucional, el seguimiento continuará por los profesionales del Modelo de Sostenibilidad del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación.
Se analizaron aspectos relevantes en algunos despachos.
Se emitieron recomendaciones al Consejo Superior, a los Juzgados, al a la Comisión de Familia, al CACMFJ, a las Administraciones Regionales de los distintos circuitos judiciales a nivel nacional, entre otro.
 

También, durante 2021 se le dio seguimiento a cada una de las 106 oficinas competentes en materia de Familia y Pensiones Alimentarias, así como el seguimiento que se mantiene a la fecha para asegurar el cumplimiento de los entregables del proyecto, que presenta un 85% de avance a marzo 2022, según consta en el sitio del proyecto.

	COD
	Productos Entregables
	Estado del entregable

	
	
	Estado
	% de avance

	3.1
	Certificación de implementación de las recomendaciones de la Contraloría General de la República en materia de Familia y Pensiones
	Completado
	100%

	3.2
	Formatos jurídicos, asociados a cada fase y estado a utilizar con el nuevo CPC
	Completado
	100%

	3.3.
	Fórmulas estadísticas FA, PA, VD tareas y ubicaciones a utilizar con el CPF
	En proceso
	88%

	3.4
	Informe con propuesta de Juzgados de asuntos sumarios por Ministerio de Ley
	Pendiente de iniciar
	0%

	3.5
	Cambio nombre oficinas de VD a nivel nacional/SIGA PJ y RP
	Completado
	100%

	3.6
	Emisión directrices oficinas sobre el uso obligatorio de sistemas
	Completado
	100%

	3.7
	Emisión directrices de readecuación procesos, reglas prácticas y nueva forma de tramitación CPF
	Completado
	100%

	3.8
	Minuta de acuerdo-enlaces con instituciones
participes procesos CPF
	Completado
	100%

	3.9
	Informe de la Implantación de EV y mejoras a nivel de sistemas para CPF
	Completado
	100%

	3.10
	Informe de readecuación perfiles y gestión del cambio y evaluación DGH
	En proceso
	77%

	3.11
	Informe de resultados del plan de descongestionamiento
	Completado
	100%

	3.12
	Informe Dirección Ejecutiva, diagnóstico de áreas infantiles 
	Completado
	100%

	3.13
	Informe de la EJ capacitación en CPF
	Completado
	100%

	3.14
	Campaña de divulgación de los principales cambios (Prensa).
	En proceso
	12%

	3.15
	Informe Contraloría, afiches y acercamiento CPU
	En proceso
	29%

	3.16
	Resultado plan descongestionamiento 2021
	Completado
	100%

	3.17
	Resultado plan capacitación Escuela Judicial 2021
	Completado
	100%

	3.18
	Resultado plan descongestionamiento Familia 2022
	En progreso
	20%

	3.19
	Resultado plan descongestionamiento Pensiones Alimentarias 2022
	En progreso
	20%

	3.20
	Resultado plan capacitación Escuela Judicial 2022
	En progreso
	20%

	3.21
	Estandarización materia de VD
	En progreso
	10%


  

2022

Debido a que el Código Procesal de Familia presenta implicaciones en Violencia Doméstica, la Dirección de Planificación inicio en febrero 2022 con la metodología para el abordaje de los Despachos que atienden esta materia. Iniciando con los talleres con peonas juzgadoras, de despachos especializados y mixtos y PISAV, los días 21 y 22 de febrero y 1 de marzo 2022.  

[bookmark: _Hlk97808196]El abordaje a los Juzgados Especializados de Violencia Doméstica por parte de los Profesionales 2 de la Dirección de Planificación asignados al Subproceso de Modernización Institucional se efectuará de abril a setiembre 2022, previo abordaje y realización de inventario por parte del Subproceso de Estadística.
  

De manera paralela también se están realizando los estudios complementarios citados en el informe 389-PLA-RH-MI-2021.  

	#
	Ref
	Nombre del informe
	Estado actual

	1
	 1679-2021
	Análisis de carga de trabajo de los Juzgados de Familia del Primer Circuito Judicial de San José.  
	Proceso 60%

	2
	1687-2021
	Análisis de carga de trabajo y factibilidad de asignación definitiva de la plaza de Auxiliar de Servicios Generales compartida entre el Juzgado de Violencia del I Circuito Judicial San José y el Juzgado de Niñez y Adolescencia.
	Proceso 20%

	2
	1680-2021
	Estudio de factibilidad de creación Juzgado Especializado para atender las apelaciones de asuntos en segunda instancia (pensiones alimentarias). 
	Proceso 85% en revisión de la coordinadora

	4
	1681-2021
	Revisión general de competencias actuales en materia de Familia  a partir de los cambios de la ley 9747 y las propuestas de cambio planteadas por el Juez Gestor en la materia (crear un Juzgado en Aguas Zarcas; trasladar los asuntos de Pensiones de Tucurrique, El Humo y Pejibaye (ahora competencia del Contravencional de Jiménez) y pasarlo al Contravencional de Turrialba (baja carga de trabajo perdió disponibilidad en Penal, perdió competencia en Civil y Trabajo); asuntos de Trabajo de Paraíso se vean en Cartago y se libere a la plaza del Contravencional).  Competencia Monteverde. 
	Proceso Paraíso esta en revisión de la coordinadora.
Restantes: Pendiente

	5
	1689-2021
	Análisis competencia actual del Juzgado de Niñez y Adolescencia, respecto casos de Pérez Zeledón
	Listo, se incluye en este informe.

	6
	1682-2021
	Análisis de cuota de audiencias para personas juzgadoras de Familia
	Pendiente

	7
	1683-2021
	Análisis de carga de trabajo y necesidad de incluir en estructura ordinaria plazas supernumerarias en el Juzgado de Pensiones del Segundo Circuito Judicial de San José (revisión necesidad de 3 plazas de audiencias tempranas). 
	Proceso 85% en revisión de la coordinadora

	8
	1684-2021
	Factibilidad de asignar definitivamente plaza de Auxiliar de Servicios Generales actualmente compartida entre el Juzgado Civil y Trabajo y el Juzgado de Familia y Violencia de Cañas
	Proceso 85% en revisión de la coordinadora

	9
	1685-2021
	Factibilidad de asignar definitivamente plaza de Auxiliar de Servicios Generales actualmente compartida entre el Juzgado Contravencional y Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiquí. 
	Listo

	10
	1686-2021
	Análisis de carga de trabajo y factibilidad de asignación definitiva de la plaza de persona juzgadora actualmente compartida entre los Juzgados Contravencionales de Golfito y Corredores. 
	Proceso 85% en revisión de la coordinadora

	11
	1688-2021
	Análisis de carga de trabajo a partir hallazgos en los oficios de estructuras en las siguientes oficinas:   Juzgado Contravencional de Turrialba, Juzgado de Pensiones de Nicoya, Juzgado Contravencional de Alajuelita, Juzgado Contravencional de Corredores, Juzgado Contravencional de Santa Ana, Juzgado Contravencional de Palmares y Juzgado Contravencional de San Ramón.
	Proceso 2%

	12
	1690-2021
	Despacho Modelo de Violencia Doméstica
	Proceso 55%

	13
	1916-2021
	Análisis del Juzgado de Niñez y Adolescencia, el tema de valorar la especialización a lo interno de alguien en adopciones
	Proceso 80%

	14
	2146-2021
	Oficina Modelo PA con el CPF
	Proceso 2%


También se deberán analizar los Juzgados de Familia y proponer a Corte Plena la creación de Juzgados de Familia por Ministerio de Ley de conformidad con el artículo 119 bis de la Ley 9747. Referencia interna: 1681-21

Esta tarea consta en el cronograma del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”

	Nombre de tarea
	Duración
	Comienzo
	Fin
	% completado

	3.4.Informe con propuesta de Juzgados de asuntos sumarios por Ministerio de Ley
	124 días
	lun 04/04/22
	vie 30/09/22
	0%



Para ello, en el inventario 2020 de la Jurisdicción de Familia, los Juzgados Especializados completaron una información adicional que servirá de insumo a la Dirección de Planificación para plantear la propuesta definitiva a Corte Plena y que contemple el análisis de las propuestas presentadas por el Juez Gestor en la materia (La Cruz, Cóbano, Monteverde, Puerto Jiménez, Coto Brus, Bribrí, los Chiles).

Variables consultadas durante el inventario de Familia 2020

	Tipo de Proceso en Familia (sumarios)
	Variable para revisar en el inventario

	Guarda crianza y educación
	Residencia de la persona menor

	Régimen de visitas
	Residencia de la persona menor

	Desafectación al régimen de habitación familiar
	Ubicación del inmueble

	Autorizaciones de salida del país 
	Residencia de la persona menor

	Conflictos de autoridad parental
	Residencia de la persona menor

	Depósitos de menores de edad
	Residencia de la persona menor

	Tutelas
	Residencia de la persona menor

	Curatelas/salvaguardia
	Residencia de la persona sujeta a la salvaguardia (menor, con discapacidad)

	Diligencias de utilidad y necesidad
	Residencia de la persona menor 


Actividades durante y post entrada en vigencia del CPF 2022-2023
A raíz de las experiencias suscitadas con la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo, en el 2017, y el Nuevo Código Procesal Civil en el 2018, se describen a continuación algunas de las actividades que se prevé que se realizarán al momento de la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia: 

Con la finalidad de utilizar las herramientas tecnológicas con las que cuenta la Institución y en la línea de la inteligencia de negocios, el equipo del Subproceso de Evaluación se da a la tarea del diseño de Indicadores de Gestión en SIGMA, lo que automatiza la generación de los indicadores. Dicho trabajo implica el involucramiento del Equipo de la Dirección de Tecnología de la Información y de la validación de la información que suministre cada uno de los indicadores diseñados. 
Acompañamiento durante la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia, el cual se prevé brindar con la finalidad de estabilizar a los despachos en caso de ser necesario a raíz de las modificaciones en la conformación de personas que se podría realizar, cambios en las competencias, en los lineamientos del trabajo, entre otros.

Seguimiento de Indicadores de Gestión de los juzgados especializados de violencia doméstica por parte del equipo de la Dirección de Planificación, de forma de empoderar a los equipos de trabajo de los Juzgados en el Modelo de Sostenibilidad promoviendo la autogestión en miras del crecimiento y mejora de cada uno de los Despachos involucrados. El trabajo que provoca esta acción corresponde al seguimiento mensual, revisión de la calidad del dato, análisis del comportamiento de los indicadores, revisión del diseño de planes remediales y minutas de trabajo, así como la retroalimentación al Despacho.

Informe de Cierre de Proyecto, elaborado conforme a lo indicado por la metodología de Administración de Proyectos, con la finalidad de evidenciar el progreso en las tareas realizadas, las lecciones aprendidas, los pendientes entre otros. Información que será insumo para nuevos proyectos de la misma índole

Informe de Evaluación de resultados, conforme a la metodología de Proyectos institucional, de 6-12 meses posterior a la entrada en vigencia de la Ley
 

13.7. Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia

Conforme al oficio 1356-PLA-MI-2021 se encuentran pendientes o en progreso las siguientes tareas a cargo de la Comisión:

	Recomendación informe 389-PLA-RH-MI-2021
	Estado
	Plazo
	Observaciones

	12.7. Dar seguimiento al cumplimiento de los entregables que se encuentran a su cargo junto con el Juez Gestor en la materia del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	En progreso
	Diciembre 2022
	El avance del proyecto por entregable se detalló líneas atrás. 






	12.11. Revisar y actualizar junto con el Subproceso de estadística la prioridad a nivel estadístico, que deben de ser categorías exhaustivas y excluyentes. 
	En progreso
	Noviembre 2021
	De parte del gestor y el Subproceso de Estadística se está actualizando el tema de las nuevas variables en las fórmulas estadísticas con la nueva Ley. Tarea asociada al entregable del proyecto 3.3. Fórmulas estadísticas FA, PA, VD tareas y ubicaciones a utilizar con el CPF

	12.12. Revisar junto con el Juez Gestor, el reporte actual que genera SIGMA de los apremios, para contabilizar la cantidad de solicitud y las que finalmente se emiten, y si aplica o no adicionar la categoría de “conservación de derecho”.
	Suspendido
	Febrero 2021
	Para poder obtener la información con este detalle se requiere de mejoras informáticas: 


Según indica doña Vivian Rímola de DTI el 6 de agosto 2021 la solicitud de analizará pero para el nuevo sistema (SIAGPJ). El 24 de noviembre 2021 indica doña Vivian que la mejora está en la lista de pendientes, más no se tiene aún fecha en que se pueda atender, está pendiente la priorización de todas las mejoras solicitadas.
Doña Fabiola Arancibia de DTI indica el 24 de noviembre de 2021 que “El SIAGPJ estaría implantado a nivel nacional en las materias de pensiones, Familia y VD en octubre del 2024”.


 


	Tarea incluida en el oficio 1091-PLA-EV-2020
	Detalle
	Estado
	Plazo
	Observaciones

	Diseño de los nuevos formatos jurídicos (machotes).
	Los nuevos formatos jurídicos, con la indicación además de cuales están asociados a cambios de fase o estados para las materias de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica.
	Elaboración de los formatos:
Listo
	 Noviembre 2020
	

	
	
	Aprobación por parte de la Comisión formatos y comunicación a DTI:
Listo
	Julio 2021
	El CACMFJ comunicó los formatos ya aprobados por la Comisión, a Normalización de DTI el 29 de abril de 2021 para que procedan con la inclusión en el sistema. 
Doña Fabiola de DTI indica el 24 de noviembre 2021 que: “se inició la configuración de los modelos de la materia de Familia y Pensiones Alimentarias, las 514 plantillas se están configurando en Libre Office para el SIAGPJ y luego se pasarán a plantillas de Pedidor (creación de variables y demás).
Al día de hoy se encuentran 29 modelos completamente configurados, 49 en proceso de inclusión de las variables y se espera que al 17 de diciembre se hayan configurado al menos 120 modelos más.”

	
	
	Solicitar al CS emisión de circular: pendiente
	Julio 2022
	La comunicación debe hacerse previo a la entrada en vigencia del CPF. Dejando sin efecto la circular 98-2021

	Emitir circular.
	Elaborar una circular con las directrices en la materia de Familia, de forma inmediata para el actual código y luego para el Código Procesal de Familia, similar al realizado por el equipo Civil en la Circular 113-18“Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.  Readecuación de los procesos, voto automático, entre otros. Podría incluir aspectos contemplados en el cronograma del proyecto (reglas prácticas, procedimiento grabación audiencias orales).
	La elaboración del formato de circular: listo
	Noviembre 2020
	Comisión de Familia. Plaza asignada a esta labor inicia PCGS el 16-10-2020, acuerdo CS sesión 91-10, artículo XXIV.

	
	
	Aprobación por parte de la Comisión y remisión a Corte Plena para aprobación y comunicación: Pendiente
	Julio 2021
	Se consultó a la Licda. Lucía Víquez del CACMFJ el 24-11-2021.  sobre el avance e indica que el tema esta pendiente de verse en Comisión. Informa que la circular requiere unos ajustes que está realizando el Juez Gestor y que finiquitaría hoy mismo. 

	Tarea solicitada en el oficio 1678-PLA-EV-2020

	Definición fecha inicio actualización de los asuntos nuevos EV y SOAP (mamá como representante y menores como beneficiarios).
Definición fecha inicio actualización de los asuntos en circulante EV y SOAP (mamá como represéntate y menores como beneficiarios).
	Los jueces de PA solicitaron esta definición por escrito por parte de la Comisión.
 
Acuerdo 6 de la reunión de seguimiento del 5 de octubre de 2020:
 
“6.No se incluye en el inventario por acuerdo de la Comisión de Familia del 1 de octubre de 2020 la actualización de los intervinientes (parte actora, beneficiarios y representante legal) por disposición de la Comisión debido al trabajo que implica esta actualización en el sistema de gestión y en el SOAP y el plazo de menos de 2 meses para finalizar el inventario conforme al cronograma de atención de las recomendaciones de la Contraloría General de la República, pero si deben verificar que todas las partes estén incorporadas.  Está pendiente él envió del acuerdo de la Comisión, pero se debe acordar la fecha de inicio para que se comience a corregir la información en los sistemas de los asuntos en circulante (don Cristian recomienda que no se reserve a un próximo inventario, sino que se estructure un plan de trabajo para que inicien antes las oficinas, y no de forma simultánea a un inventario). Y también que se defina y se comunique el acuerdo de la Comisión sobre la fecha a partir de la cual debe empezar a ingresar los intervinientes de los casos nuevos en la forma correcta (beneficiarios, representante legal, parte actora).  Se solicita a don Cristian definir a la brevedad estos puntos con la Comisión”.
	Suspendido
	  Enero 2022
	Según indica doña Fabiola Arancibia de DTI el 26 de octubre 2021: la mejora se está desarrollando para SIAGPJ (nuevo sistema), Gestión en línea y aplicación móvil que es donde se recibe la mayor cantidad de solicitudes de apremio. Indica que el SIAGPJ la mejora ya se encuentra en proceso de pruebas.

Doña Vivian Rímola de DTI indica el 24 de noviembre d 2021 que las mejoras en SIAGPJ, estarían para finales de diciembre 2021 y la de Gestión en Línea para finales de enero 2022.

Doña Fabiola Arancibia de DTI indica el 24 de noviembre de 2021 que “El SIAGPJ estaría implantado a nivel nacional en las materias de pensiones, Familia y VD en octubre del 2024”.


ADEMÁS TIENE PENDIENTE, EMITIR PRONUNCIAMIENTO Y COORDINAR CON LOS ENTES QUE CORRESPONDA LA REGLAMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 286 DEL CPF, SEGÚN SE DETALLÓ EL APARTADO “4, SOBRE LAS PRINCIPALES IMPLICACIONES DEL CPF- FONDO PARA EL PAGO TRANSITORIO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA”. 

Estimación de los costos presupuestarios asociados con el Código Procesal de Familia

14.1.Costos del Programa 926

Recurso Humano

La implementación de esta reforma no implica la creación de plazas en el programa 926. 

Gastos variables programa 926:

La Dirección Ejecutiva estimó desde el 2022 los gastos variables (suministros) del programa 926 en ₡ 642,250.00.

Se incorporan ₡60,000,000.00 para el pago de peritajes para el Departamento de Trabajo Social y Psicología para reducir su circulante y dar trámite a las solicitudes de valoración de Juzgados de Familia y Juzgados de Violencia a nivel nacional que se encuentren pendientes (30 millones para cada materia).  

[bookmark: _Hlk34403189]14.2.Costos del Programa 927
Recurso humano estimado para Juzgados de materia Familia, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias

En el cuadro siguiente se detalla la cantidad de recursos humanos requeridos en los despachos que atienden materias de Familia y Pensiones Alimentarias. Para materia de Violencia Doméstica, específicamente despachos especializados, se analizará a partir del resultado de la construcción conjunta entre esta Dirección, personas Juzgados, Comisiones Jurisdiccionales de oficina modelo. 

Cuadro 80 
Cantidad de recurso humano necesario y costo estimado de recursos en los juzgados de materias Familia, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias con el CPF
	Despacho
	Cant.
	Tipo de plaza
	Cond. actual
	Recomendación
	Periodo
	Costo estimado
	Observaciones

	Juzgado Familia II Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Técnica o Técnico Judicial 2
	-
	Extraordinario
	2023
	₡14 388 000,00
	

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	1
	Técnica o Técnico Judicial 2
	 -
	Ordinario 
	2023
	₡14 388 000,00
	La segunda plaza requerida en este juzgado se incluyó en la formulación de presupuesto Agrario 2023. Oficina con población usuario indígena.

	Juzgado de Contravencional y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	Técnica o Técnico Judicial 1
	 -
	Ordinario 
	2023
	₡13 878 000,00
	Esta plaza se asignaría al Juzgado de Tránsito conforme al informe 1069-PLA-EV-2020, para poder lograr la Especialización del Juzgado de PA de Liberia.

	Juzgado Contravencional de Paraíso
	1
	Juez 1
	-
	Ordinario
	2023
	₡51 061 000,00
	Para la atención de las materias Faltas y Contravenciones, VD y PA.

	Sala Segunda
	3
	Profesional en Derecho 3B
	 -
	Ordinario 
	2023
	₡162 219 000,00
	Asumir nueva carga de trabajo con la entrada en vigencia del CPF, completar estructura y mantener proporción de personal de apoyo por cantidad de letrados

	Sala Segunda
	2
	Técnico Sala de la Corte
	 -
	Ordinario 
	2023
	₡36 060 000,00
	

	Sala Segunda
	2
	Técnica o Técnico Judicial 3
	 -
	Ordinario 
	2023
	₡30 090 000,00
	

	Total 
	11
	Plazas para cubrir necesidades según cargas de trabajo actuales.
	₡322 084 000,00


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional.
La presente propuesta registra la incorporación de 11 recursos nuevos en total (2 plazas de Técnicos Judiciales 2, 1 Técnico Judicial 1, 1 Juez 1, 2 Técnicos Judiciales 3, 2 Técnicos de Sala de la Corte, 3 Profesionales en Derecho 3B en condición de plazas ordinarias porque son para completar estructura, salvo la del Juzgado de Familia de San Carlos a la espera de visualizar el impacto real de la reforma y la disminución en carga de trabajo en caso de centralizarse la atención de las apelaciones en materia de Pensiones, para un costo estimado total de ₡322,084,000.00 por concepto de necesidad de recurso humano producto de la entrada en vigencia del Código Procesal Familia. 

La Ley entra en vigencia en octubre 2022 y por el último trimestre del año no se contará con los recursos, dado que para este año el Ministerio de Hacienda no incorporó presupuesto para esta Ley. 
Para 2023, los costos asociados por concepto de mobiliario y equipo para las 10 plazas nuevas (3 profesionales y 7 no profesionales) fue estimado como parte del requerimiento de la Dirección Ejecutiva y Dirección de Tecnología de la Información.

Cabe mencionar además la inclusión en el presupuesto de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones de 15 millones de colones para la elaboración del sitio web de la Comisión de Familia, plataforma solicitada por esa Comisión para ser utilizada como informativa entre otros aspectos para la reforma. 

Costo recurso humano estimado para el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional-Programa 927 y Modelo de Tramitación de Violencia Doméstica

El detalle del costo de recurso humano requerido del presupuesto para 2023, es el siguiente:

Cuadro 81 
Costos económicos recurso humano CACMFJ, 2023
	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Periodo
	Costo total para 2023
	Observaciones

	CACMFJ
	1
	Jueza o Juez 4 Gestor
	 -
	Ordinario
	2023
	 ₡ 58 609 000.00
	 Gestor en materia de FA, PA y VD

	
	1
	Profesional 2
	 -
	Ordinario
	2023
	 ₡ 34 981 000.00
	 Seguimiento en FA, PA y VD

	
	2
	Técnica o Técnico Judicial 2
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡ 28 776 000.00
	 Seguimiento, colaboración gestoría, coordinaciones planes de trabajo

	
	4
	Jueza o Juez 1
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡ 204 244 000.00
	 Planes de descongestionamiento en PA

	
	4
	Jueza o Juez 3
	 -
	Extraordinarias
	2023
	 ₡217 172 000.00
	 Planes de descongestionamiento en FA

	Estructuras Modelo de Tramitación Violencia Doméstica
	2
	Jueza o Juez 3
	
	Extraordinarias
	2023
	₡ 108 586 000.00
	Completar estructuras según modelo

	
	17
	Técnica o Técnico Judicial 2*
	
	Extraordinarias
	2023
	₡ 244 596 000.00
	

	
	4
	Recalificaciones de Aux. Serv. Generales a Técnico/a Judicial
	Ordinarias
	-
	2023
	₡ 8 848 000
	

	
	16
	 
	₡905 812 000,00
	





*Se hace la observación que se encuentra en proceso un estudio del Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia para determinar el destino de la plaza de Auxiliar de Servicios Generales que es compartida con el Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José, en el caso de que la plaza sea adscrita al Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia sería necesario crear una plaza adicional de Técnico Judicial para el Juzgado contra la Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José y restar una recalificación al Cuadro 81. 


Los costos totales estimados por concepto de recurso humano para el CACMFJ más planes de trabajo para el 2023 es de ₡ 905 812 000,00. 
Estimación de activar rubro de disponibilidad en la Jurisdicción Especializada de Familia

Como parte de lo previsto en el Código Procesal de Familia, específicamente el numeral 106 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se procede a estimar el costo que representaría la activación del rubro de disponibilidad en la Jurisdicción Especializada de Familia;

Cuadro 82
Estimación del costo para activar el rubro de disponibilidad en la Jurisdicción Especializada de Familia
	#
	Despacho
	Cant. Juezas o Jueces
	% Mensual de disponibilidad sobre salario base según estructura
	Impacto Económico Mensual por despacho

	Salario base:
	₡1 199 300

	1
	Juzgado de Niñez y Adolescencia
	2
	3%
	₡71 958

	2
	Juzgado Primero de Familia San José
	3
	2%
	₡71 958

	3
	Juzgado Segundo de Familia San José
	3
	2%
	₡71 958

	4
	Juzgado Familia II Circ. Jud. San José
	4
	1%
	₡47 972

	5
	Juzgado de Familia III Circ. Jud. San José 
	3
	2%
	₡71 958

	6
	Juzgado Familia I Circ. Jud. Alajuela
	3
	2%
	₡71 958

	7
	Juzgado Familia Cartago
	3
	2%
	₡71 958

	8
	Juzgado Familia Heredia
	4
	1%
	₡47 972

	9
	Juzgado Familia II Circ. Jud. Alajuela
	2
	3%
	₡71 958

	10
	Juzgado Familia Puntarenas
	2
	3%
	₡71 958

	11
	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Sur 
	2
	3%
	₡71 958

	12
	Juzgado Familia I Circ. Jud. Zona Atlántica
	2
	3%
	₡71 958

	13
	Juzgado Familia II Circ. Jud. Zona Atlántica
	2
	3%
	₡71 958

	Costo del impacto económico anual por activar disponibilidad en la Jurisdicción Especializada de Familia:
	₡10 649 784


Fuente: Dirección de Gestión Humana. Índice Salarial 2021 https://gestionhumana.poder-judicial.go.cr/index.php/indice-salarial 

Del cuadro anterior, se desprende una estimación anual de ₡10 649 784 para activar el rubro de disponibilidad en los despachos especializados de Familia. Sin embargo, es importante indicar que esta estimación deberá analizarse con posterioridad, con el propósito de proyectar el gasto que representaría el consumo de horas extras, según la cantidad de diligencias nuevas que serían atendidas en jornada extraordinaria.
Gastos variables programa 927:
Mobiliario y equipo:
La Dirección Ejecutiva estima el gasto variable (equipo y mobiliario de oficina) para las 26 plazas nuevas en ₡ ₡6,369,645.00. Adicionalmente, se debe considerar el costo de 7 plazas nuevas adicionales al cálculo indicado en el oficio 982-DE-2022 (una para el Contravencional de Paraíso y 6 puestos más de persona Técnico Judicial de Trámite para Violencia Doméstica, de las cuales se estima necesario proyectar un costo adicional de ₡1,714,904.00, es decir un estimado total de ₡8,084,549.00.


Capacitación-Programa 927
En la partida de suplencias la Escuela Judicial estimó el costo el ₡192,276,048.00, y por concepto de viáticos ₡19,374,000.00

Equipos y licencias plazas nuevas + sitio web Comisión
Realizando el cálculo esta Dirección, utilizando los costos comunicados por DTI el año anterior, el costo de las licencias y equipo de cómputo para las 26 plazas nuevas (15 profesionales y 11 no profesionales) más el costo de construcción sitio web de la Comisión de Familia, el presupuesto que requiere la DTI es de ₡37 808 051,80. Adicional a lo anterior, esta Dirección detecta la necesidad de siete equipos adicionales para puestos no profesionales (un equipo para el Juzgado Contravencional de Paraíso y seis equipos distribuidos para Juzgados de Violencia de Goicoechea(3), San Carlos (1), Pérez Zeledón (1), Pococí (1)); por lo cual se proyecta un costo adicional de ₡8,724,935.00, para un costo total de ₡46,532,987.00,

14.3. Resumen de costos para el 2023 de la implementación del Código Procesal de Familia
Cuadro 83 
Costos económicos asociados al CPF, 2023
	[bookmark: _Hlk98312305]Requerimiento
	Programa 926
	Programa 927
	Subtotal

	Recurso humano plazas extraordinarias
	 
	₡1 003 228 000,00
	₡1 003 228 000,00

	Activar Rubro de Disponibilidad Despachos Especializados de Familia
	
	₡10,649,784
	

	Suplencias para capacitación-Escuela Judicial
	 
	₡ 192,276,048.00
	₡ 192,276,048.00

	Viáticos para Capacitación-Escuela Judicial
	
	₡ 19,374,000.00
	₡ 19,374,000.00

	2.99.03 Productos de papel, cartón e impresos-Dirección Ejecutiva
	₡ 70,000.00
	 
	₡ 70,000.00

	2.99.99 Otros útiles, materiales y suministros diversos-Dirección Ejecutiva
	₡ 572,250.00
	 
	₡ 572,250.00

	5.01.04 Equipo y mobiliario de oficina -Dirección Ejecutiva
	 
	₡ 8,084,549.00
	₡ 8,084,549.00

	Equipo de cómputo y licencias -Dirección de Tecnología de la Información 
	 
	₡31 532 987
	₡31 532 987

	Desarrollo página web de la Comisión de Familia -Dirección de Tecnología de la Información
	 
	₡ 15,000,000.00
	₡ 15,000,000.00

	Pago de peritajes-Familia Departamento de Trabajo Social
	₡ 30,000,000.00
	 
	₡ 30,000,000.00

	Pago de peritajes-Violencia Doméstica-Departamento de Trabajo Social
	₡ 30,000,000.00
	
	₡ 30,000,000.00

	Total
	₡60,642,250.00
	₡1,504,813,368
	₡1,552,448,680



Como se observa del cuadro anterior, el costo total para el 2023 con motivo de la implementación de la Ley 9747 es de ₡1,552,448,680.

Limitaciones
A continuación, se presentan las principales limitaciones identificadas durante el estudio del impacto del Código Procesal de Familia:
Aunque se estima el posible impacto de la desjudicialización de procesos con el CPF sobre los despachos judiciales competentes en la materia, actualmente no se cuentan con datos exactos a nivel estadístico para determinar la cantidad de casos de los divorcios o separaciones judiciales por mutuo consentimiento (para aquellos casos donde no existan hijos o hijas menores de edad y no existiera referencia a bienes), de igual forma, las adopciones registradas en los datos estadísticos no especifican el tipo de persona involucrada (mayor o menor de edad). Se requiere estimación del impacto de la eliminación en segunda instancia de las apelaciones contra sentencias de Pensiones Alimentarias provisionales y la factibilidad de creación de un juzgado que solamente conozca de la segunda instancia en PA. 
La recalificación de plazas de Auxiliar de Servicios Generales a Técnica o Técnico Judicial es una limitante, ya que, según criterio de la Dirección Ejecutiva, para poder realizar esto se debe considerar la contratación de Servicios de Limpieza, de la subpartida 1.04.06 “Servicios Generales”, la cual de momento se encuentra restringida por el aumento del Impuesto al Valor Agregado (IVA) en estos servicios.
Se prevé que con la entrada del nuevo Código Procesal de Familia se reduzca la intervención en el trámite de los expedientes que actualmente tienen el personal técnico judicial debido a que, con el sistema por audiencias, muchas de las gestiones actualmente resueltas por medio de resolución interlocutoria se resolverán en la audiencia inicial por la persona juzgadora. Esta situación disminuirá también la cantidad de notificaciones que se realicen, pero con la información disponible a la fecha no se puede estimar esta disminución. Por lo que se requiere que el órgano superior competente autorice que en materia de Familia, Pensiones y Violencia, en primer y segunda instancia, no se saquen concursos para nombrar personas en propiedad, sea juzgador o técnico, o si se nombra, que se haga a observación de que esas plazas por temas de carga de trabajo, interés institucional, maximización de recursos pueden ser trasladadas a otras oficinas incluso con posibilidad de reasignarse a otras categorías de puestos según recomiende la Dirección de gestión Humana según la estructura de cada oficina.
 
Dentro de los costos identificados del Código Procesal de Familia, no se incluye ninguna suma para la creación de plazas de asistencia letrada de la Defensa Pública ya que dan cobertura nacional a la atención en Pensión Alimentaria a la parte beneficiaria que no cuente con recursos económicos para contratar patrocinio letrado conforme lo establece el artículo 56 del Código Procesal de Familia, salvo que así lo apruebe Corte Plena.

[bookmark: _Hlk97234454][bookmark: _Hlk97234500]Conclusiones

A nivel institucional dentro del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia” se incorporó la atención de las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República (CGR) número DFOE-PG-0098 (2683)-2020, relacionado con el informe DFOE-PG-IF-00002-2020 “Informe de Auditoría Operativa sobre la gestión del Poder Judicial en cuanto a la oportunidad de la prestación del servicio público de administración de la justicia de los juzgados de Familia y de Pensiones alimentarias” de conformidad con el acuerdo del Consejo Superior en sesión 19-2020 celebrada el 10 de marzo del 2020, artículo LI así como las distintas labores asociadas a la preparación de la Jurisdicción de Familia (incluida materias de Pensiones Alimentarias y Violencias Doméstica) para la entrada en vigencia de la Ley 9747 el 1 de octubre 2022, lo que limitó el análisis que se pudo realizar en esas oficinas que no consistió en un rediseño como tal, sino que solamente abarco algunas tareas con la visión de atender lo solicitado por la Contraloría. 

Al finalizar el 2020 se contó con un análisis por parte de la Dirección de Planificación de las estructuras funcionales y organizativas de los 106 despachos competentes en materia de Familia y Pensiones a nivel nacional los cuales cuentan con estandarización en lo referente a:

Tareas y ubicaciones.
Libros de control.
Sistemas informáticos (Escritorio Virtual, módulo de pase a fallo, y mejoras asociadas).
Modelo de sostenibilidad y seguimiento (equipo de mejora, indicadores de gestión, entre otros).
Cargas de trabajo equitativas entre el personal existente en ese momento en las oficinas (las oficinas de Familia se encargaron de realizar la distribución equitativa de sus circulantes conforme a la estructura de oficina aprobada y la Dirección de Tecnología de la Información el reparto por “clase de asunto” en las oficinas de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica a nivel nacional para garantizar también la distribución por igual de los asuntos nuevos). 

En 2020 se realizó una depuración de la información en los sistemas mediante inventario en materia de Familia que incluyó la revisión por parte de las oficinas de las carpetas principales, incidentes y legajos por primera vez. Además, se realizó el inventario en Pensiones Alimentarias a nivel nacional que inició en 2020 y finalizó a principios de 2021. 

Las materias de Familia y Pensiones Alimentarias cuentan con un reporte en la Plataforma SIGMA que les permite monitorear la duración de los procesos por fase, y con ello dar prioridad a la resolución de aquellos asuntos que sobrepasen el rango legal de plazos o el criterio experto, incluso deben hacer una revisión trimestral y certificar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación que revisaron y dieron tramite a los asuntos de mayor duración. Circular 213-21.

Respecto al Modelo Sostenibilidad y Seguimiento y a fin de mantener los logros obtenidos en la Jurisdicción, es fundamental el cumplimiento de responsabilidades de cada uno de los partícipes del proceso de mejora continua de las oficinas (Juzgados, Equipo de mejora, Administración Regional, Consejo de Administración, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Dirección de Planificación, Consejo Superior). Se emitió para reiterar a obligaciones las circulares 193 y 230-20.
Sobre el análisis estadístico se concluye que:

El promedio de ingreso por persona juzgadora de Familia es de 76 expedientes por mes y 48 por plaza de persona técnica Judicial. 
El tipo de proceso con mayor ingreso durante el periodo del 2017 al 2021, es el Divorcio o separación judicial por mutuo acuerdo con 8 696 lo que representa un 35,31% del ingreso total en las oficinas especializadas, seguido del Divorcio con            2 450 expedientes equivalentes a un 9,95% los cuales en alguna proporción dejaran de ser competencia de los Juzgados de Familia a partir del 1 de octubre del 2022. En tercer lugar, están los asuntos de Interrelación familiar (régimen de visitas) con 1 680 expedientes para un 6,82%, proceso sumario que será objeto de modificaciones a nivel de competencia conforme la propuesta que se presente por parte de la Dirección de Planificación en 2022 a Corte Plena. 
Es importante indicar que con la desjudicialización que prevé el código de Familia, se estima una disminución de un 12,5% en la entrada de asuntos nuevos, según las estimaciones realizadas, por ejemplo, en los procesos de Divorcio, solicitud de matrimonio, adopción, entre otros. Más asuntos en segunda instancia que puedan perder por el cambio procesal en Pensiones Alimentarias (dejan de existir las pensiones provisionales o definitivas).
La salida de asuntos de los juzgados de la materia de Familia, durante los últimos cinco años, está conformada por un 7% de casos inactivos y un 93% de asuntos terminados, siendo el 2021 el año en que se finalizaron más expedientes 24 299 y el menor el 2019 con 19 903 asuntos.
En cuanto a los inactivos el 2017 fue el año donde se inactivaron más asuntos 1 858 y el menor fue el 2021 con 1 667 expedientes, lo que refleja que los despachos durante este año inactivaron menos casos en las depuraciones de expedientes; es importante realizar la revisión de los expedientes que tienen más de 6 meses sin movimiento ya que la inactivación contribuye en la disminución del circulante activo.
La cantidad de asuntos finalizados en segunda instancia para el periodo 20218 al 2021 fue de un 2% más en el 2021 que su antecesor el 2020, y en cuanto a los casos fenecidos de incidentes se terminó más del 47% en el 2021 en comparación con el 2020.
En promedio una persona juzgadora finaliza 72 expedientes mensuales, y con una entrada promedio por mes de 76 asuntos, se evidencia que no se está logrando terminar lo que ingresa.
Durante los años del 2017 al 2020 se ha dado un crecimiento en el circulante de las oficinas especializadas en materia de Familia, pasando de 13 698 casos activos al finalizar el 2017 a 14 446 en 2020.  Al finalizar 2021, se reportan en los Juzgados Especializados un circulante de 13 471, obteniéndose una disminución en este año.
Un 67% de los expedientes están en fase de Demanda, 23% en Demostrativa, 8% en Conclusiva y 1% en Ejecución; además, para el periodo del 2017 al 2021, se identificó un grupo de expedientes que no tenían fase, es importante mantener la información actualizada de los expedientes porque es insumo para la toma de decisiones por lo que debe ser veraz y confiable.
Según el periodo analizado del 2017 al 2021, a nivel nacional para el 2021 se registra un promedio mensual de efectividad en los señalamientos de las audiencias de un 67% y el menor en el 2020 con un 46%, lo que refleja un aumento del 12%; por otra parte, existen más de 2 000 señalamientos en estado “Pendiente” lo que evidencia que los despachos no están actualizando la información en la Agenda Cronos.
El Tribunal de Familia conoció en total 1 446 apelaciones durante el periodo 2017 a 2021, procedente de los Juzgados Especializados en Familia, siendo el Juzgado de Familia de II Circuito Judicial de San José el que mayor cantidad de apelaciones remite a este Tribunal, con 256 asuntos el 17% del total recibido procedente de los Juzgados Especializados en Familia, además, se tiene un promedio en la duración de los procesos para el 2021 de 3 meses.
La duración promedio de los Procesos en la Sala Segunda para el periodo 2021 es de 16 meses 1 semana, por lo que es necesario reducir los tiempos de proceso, en miras de mejorar la respuesta a las personas usuarias.

A nivel de los sistemas se identifica la necesidad de que la Dirección de Tecnología de la Información trabaje con carácter urgente en las siguientes mejoras:

Mejora en el reparto por procedimiento, de forma que se puedan excluir los asuntos reentrados del rol de reparto conforme al requerimiento realizado el 15 de diciembre 2020 (ver anexo 4). 
Mejora solicitada (reporte GIS RF-1009915-3-118986) de forma que se pueda cruzar la información entre la clase de asunto y el resultado de las resoluciones, a fin de lograr obtener directamente del SIGMA la cantidad de resoluciones de aprobación o improbación de divorcios por mutuo consentimiento y poder incluirlo así en la matriz.
Mejora en el sistema SIGA PJ que amplié la cantidad de caracteres para incluir los nombres correctos de las oficinas, incluidos los nuevos nombres de las oficinas competentes en Violencia Doméstica y Protección Cautelar, requerimiento presentado por la misma Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia en la sesión del primero de diciembre 2021, artículo III y mediante oficio 124-PLA-PP-MI-2021.
Además de que una vez aprobada la recomendación de este informe de que se varié el nombre del actual Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia, se pueda aplicar el cambio en el sistema de GH en línea. El cambio formal aplicaría a partir del 1 de octubre de 2022, sin embargo, para evitar errores de las personas usuarias que confunden esta oficina con un juzgado de Familia de los de San José en el momento de subir escritos[footnoteRef:50], se recomienda que puedan adelantar el cambio en este sistema.  [50:  Según se ha informado a esta Dirección por parte del CACMFJ en las reuniones de seguimiento del equipo interdisciplinario de implementación del CPF. ] 



Con el fin de elaborar una propuesta para Corte Plena de creación de Juzgados de Familia por Ministerio de Ley, se utilizará como insumo la información aportada por los Juzgados de Familia en el inventario 2021, y el criterio experto del Juez Gestor en la materia, distintos jueces de Familia a nivel nacional y de la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia sobre la cantidad de asuntos que puede conocer mensualmente una plaza que solo conozca asuntos sumarios de este tipo, lo anterior para efectos de proyecciones de traslado de cargas de trabajo. Este informe está pendiente por parte de la Dirección de Planificación y se entregara a la Corte previo a octubre 2022. 

Para el 2021 y 2022 se incluyó en el presupuesto ordinario de la Institución un monto de 30 millones de colones a fin de que el Departamento de Trabajo Social y Psicología, gestionara el plan de trabajo necesario para que distintas pericias sean asumidas por peritos externos al departamento y contratados con el presupuesto disponible para esos efectos, sin embargo en ninguno de los años se ejecutó. 
Para 2023, se incorpora en el presupuesto un monto de 60 millones de colones para garantizar la atención célere de los dictámenes solicitados por los distintos juzgados de Familia y de Violencia a nivel nacional y permitir que el Departamento de Trabajo Social y Psicología pueda reducir al mínimo los plazos de respuesta para la realización de las valoraciones solicitadas en adelante. A este Departamento como parte del abordaje en 2022 de los Juzgados contra la Violencia, se remitirá próximamente un entregable con las oportunidades de mejora identificadas. 
  
De los informes de cierre del abordaje pendientes de remitir a las oficinas, están el informe del Juzgado de Niñez y Adolescencia, Tribunal de Familia y PISAV a nivel nacional y de la propuesta de unificación de los Juzgados de Familia en San José. Esto se atenderá en 2022, referencias internas de la Dirección de Planificación:  1746-21, 1741-2021, 1916-2021, 1679-2021, 1687-2021.  Se encuentra pendiente el análisis de la carga de algunos Juzgados Contravencionales a partir de la estructura analizada en 2020-2021, referencia interna 1688-2021.

Se requiere por parte de la Comisión de Familia, el cumplimiento de las tareas pendientes a su cargo previo a la entrada en vigencia de la Ley 9747, que constan en el apartado 13.7 Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia. 

Para acercar la justicia en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se requiere cambio de competencia en materia de Niñez, para que sean conocidos por el Juzgado de Familia de la zona, este cambio aplicaría a partir de la aprobación por parte de Corte Plena, ya que no requiere de la entrada en vigencia de la Ley 9747. 

Costos presupuestarios asociados con el Código Procesal de Familia:

Para el 2023, se requieren 42 recursos nuevos en total:
A nivel de Juzgados y Sala Segunda para completar estructuras: 1 plaza de Técnico Judicial 2 extraordinaria, 1 plaza de Técnica o Técnico Judicial 2 ordinaria, 1 plaza de Técnico Judicial 1 ordinaria, 1 plaza de Juez 1 ordinaria y en la Sala Segunda: 3 plazas nuevas de Profesional en Derecho 3B, 2 Técnico Sala de la Corte y 2 Técnico Judicial 3, todas ordinarias para un costo estimado ₡322,084,000.00.
Para el CACMFJ y planes de trabajo: 1 Jueza o Juez 4 Gestor ordinaria, 1 profesional 2 ordinarias y de forma extraordinarias:  2 técnicos Judiciales 2. Para el plan de Trabajo en Pensiones 4 personas juzgadoras 1, para el plan en Familia 4 personas juzgadoras 3 y para el modelo de tramitación de  Violencia Doméstica se necesitan 2 personas juzgadoras 3 con 17 personas técnicas judiciales 2; haciéndose la observación que se encuentra en proceso un estudio de una plaza compartida de Auxiliar de Servicios Generales entre el Juzgado contra la violencia doméstica del Primer Circuito Judicial de San José y el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia, en el caso de que esta plaza sea adscrita al Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia sería necesario crear una plaza adicional de Técnico Judicial para el Juzgado contra la Violencia Doméstica y restar una recalificación.

Para un total por concepto de recurso humano necesario para la entrada en vigencia del Código Procesal Familia de ₡1,227,866,000.00.

El detalle del presupuesto para 2023 solicitado por la Dirección Ejecutiva asciende a ₡8,084,549.00, por concepto de gastos variables por suministros, mobiliario y equipo (no contempla equipo de cómputo que es presupuestado por la Dirección de Tecnología de la Información) .

El detalle del presupuesto requerido por la Dirección de Tecnología de la Información para la adquisición equipo de cómputo de las plazas nuevas, licencias y diseño sitio web de la Comisión de Familia asciende a ₡46,532,987.00. 

El proceso de capacitación, implementación y seguimiento de la aplicación de la nueva ley por parte de la Escuela Judicial y de viáticos se estima en ₡ 211 650 048.00 según el requerimiento y plan de capacitación de la Escuela Judicial en modalidad virtual-presencial para 2023.

Se incorporan adicionalmente ₡60,000,000.00 para el pago de peritajes por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología que corresponden 30 millones para la materia de Familia y 30 millones para Violencia Doméstica. 

LOS COSTOS CORRESPONDIENTES A LA IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA TOMANDO EN CUENTA LOS COSTOS DE RECURSO HUMANO Y GASTOS VARIABLES, PARA 2023 ASCIENDEN A UN TOTAL DE ₡1,552,448,680.

LAS PLAZAS ASIGNADAS A PLANES DE TRABAJO REQUIEREN DE COMPETENCIA A NIVEL NACIONAL. 
COMO SE DESPRENDE DE ESTE INFORME, LOS CÁLCULOS DE COSTOS SE REALIZAN CONSIDERANDO LAS CATEGORÍAS DE PERSONA JUZGADORA EXISTENTES ACTUALMENTE EN FAMILIA, PENSIONES ALIMENTARIAS Y VIOLENCIA DOMÉSTICA. SI LA DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA REALIZA ALGÚN ESTUDIO QUE CONCLUYA QUE DEBE EXISTIR ALGUNA MODIFICACIÓN EN LA CATEGORÍA DE LAS PLAZAS ACTUALES, TAL Y COMO SUCEDIÓ EN OTRAS REFORMAS, ESE TEMA NO PARTE DE LA LEY Y POR ENDE NO LO CONSIDERA LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN EN ESTE ESTUDIO DE IMPACTO ECONÓMICO, POR LO QUE DE APROBARSE EN ALGÚN MOMENTO POR EL ÓRGANO SUPERIOR PERTINENTE DEBERÁN TAMBIÉN CONSIDERAR EL IMPACTO ECONÓMICO QUE ELLO SIGNIFIQUE. 

Recomendaciones
A continuación, se presentan las recomendaciones del informe:

A Corte Plena

APROBAR LA PROPUESTA DE INCORPORAR LOS SIGUIENTES RUBROS A NIVEL DEL PRESUPUESTO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA, PARA REMITIRLO EN FORMA SEPARADA DEL PRESUPUESTO ORDINARIO INSTITUCIONAL AL MINISTERIO DE HACIENDA PARA EL 2023:
Aprobar la incorporación a nivel de recurso humano de un total de 42 plazas distribuidas así:
A nivel de Juzgados y Sala Segunda para completar estructuras: 1 plaza de Técnico Judicial 2 extraordinaria, 1 plaza de Técnica o Técnico Judicial 2 ordinaria, 1 plaza de Técnico Judicial 1 ordinaria, 1 plaza de Juez 1 y en la Sala Segunda: 3 plazas nuevas de Profesional en Derecho 3B, 2 Técnico Sala de la Corte y 2 Técnico Judicial 3, todas ordinarias para un costo estimado ₡322,084,000.00.
Para el CACMFJ, planes de trabajo y estructuras de tramitación en los Juzgados de Violencia Doméstica: 1 Jueza o Juez 4 Gestor ordinaria, 1 profesional 2 ordinaria y de forma extraordinarias:  2 técnicos Judiciales 2. Para el plan de Trabajo en Pensiones 4 personas juzgadoras 1, para el plan en Familia 4 personas juzgadoras 3 y para la implementación del Modelo de Tramitación en Violencia Doméstica 2 personas juzgadoras 3 con 17 personas técnicas judiciales 2 además de la recalificación de cuatro plazas de Conserje a personal Técnico Judicial, para un costo estimado de ₡905,812,000.00. Se hace la observación que existe una plaza compartida entre el Juzgado contra la Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José y el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia de Auxiliar de Servicios Generales que está siendo analizada por la Dirección de Planificación, en el caso de ser asignado definitivamente al Juzgado de Niñez y Adolescencia se necesitaría crear de manera adicional una plaza de Técnico Judicial y se disminuiría una recalificación.

Para un total por concepto de recurso humano necesario para la entrada en vigencia del Código Procesal Familia de ₡1.227,896,000.00.

Aprobar el presupuesto para 2023 solicitado por la Dirección Ejecutiva que asciende a ₡6,369,645.00, por concepto de gastos variables por suministros, mobiliario y equipo para las 26 plazas citadas en el párrafo anterior (no contempla equipo de cómputo que es presupuestado por la Dirección de Tecnología de la Información) . Para efecto de considerar el costo de 7 plazas nuevas adicionales al cálculo indicado en el oficio 982-DE-2022 (una para el Contravencional de Paraíso y 6 puestos más de persona Técnico Judicial de Trámite para Violencia Doméstica, de las cuales se estima necesario proyectar un costo adicional de ₡1,714,904.00, para un total de ₡8,084,549.00.

Aprobar la inclusión también del presupuesto requerido por la Dirección de Tecnología de la Información para la adquisición equipo de cómputo de las plazas nuevas, licencias y diseño sitio web de la Comisión de Familia asciende a ₡37 808 051,80. Sin embargo, esta Dirección visualiza la necesidad de siete equipos adicionales (un equipo para el Juzgado Contravencional de Paraíso y seis equipos distribuidos para Juzgados de Violencia de Goicoechea(3), San Carlos (1), Pérez Zeledón (1), Pococí (1)); por lo cual se proyecta un costo adicional de ₡8,724,935.00, para un costo total de ₡46,532,987.00,

Y para el proceso de capacitación, implementación y seguimiento de la aplicación de la nueva ley por parte de la Escuela Judicial y de viáticos se estima en ₡ 211 650 048.00 según el requerimiento y plan de capacitación de la Escuela Judicial en modalidad virtual-presencial para 2023.

Aprobar para 2023, la incorporación de ₡60,000,000.00 para el pago de peritajes por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología que corresponden 30 millones para la materia de Familia y 30 millones para Violencia Doméstica. 

 El costo de la implementación inicial del Código Procesal de Familia para el 2023, se estima en ₡1,552,448,680.00 con el siguiente detalle por programa.


Cuadro 84 
Costos económicos asociados al CPF, 2023
	Requerimiento
	Programa 926
	Programa 927
	Subtotal

	Recurso humano plazas extraordinarias
	 
	₡1,227,896,000.00
	₡1,227,896,000.00

	Activar Rubro de Disponibilidad Despachos Especializados de Familia
	
	₡10,649,784
	

	Suplencias para capacitación-Escuela Judicial
	 
	₡ 192,276,048.00
	₡ 192,276,048.00

	Viáticos para Capacitación-Escuela Judicial
	
	₡ 19,374,000.00
	₡ 19,374,000.00

	2.99.03 Productos de papel, cartón e impresos-Dirección Ejecutiva
	₡ 70,000.00
	 
	₡ 70,000.00

	2.99.99 Otros útiles, materiales y suministros diversos-Dirección Ejecutiva
	₡ 572,250.00
	 
	₡ 572,250.00

	5.01.04 Equipo y mobiliario de oficina -Dirección Ejecutiva
	 
	₡ 8,084,549.00
	₡ 8,084,549.00

	Equipo de cómputo y licencias -Dirección de Tecnología de la Información 
	 
	₡31 532 987
	₡31 532 987

	Desarrollo página web de la Comisión de Familia -Dirección de Tecnología de la Información
	 
	₡ 15,000,000.00
	₡ 15,000,000.00

	Pago de peritajes-Familia Departamento de Trabajo Social
	₡ 30,000,000.00
	 
	₡ 30,000,000.00

	Pago de peritajes-Violencia Doméstica-Departamento de Trabajo Social
	₡ 30,000,000.00
	
	₡ 30,000,000.00

	Total
	₡60,642,250.00
	₡1,504,813,368
	₡1,552,448,680


FUENTE: SUBPROCESO MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL.

APROBAR CAMBIO DE COMPETENCIA PARA ACERCAR LA JUSTICIA EN EL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR- PÉREZ ZELEDÓN EN NIÑEZ Y ADOLESCENCIA, A PARTIR DE LA APROBACIÓN DE ESTE INFORME. NO SE REQUIERE DE LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY 9747 PARA APLICAR ESTE CAMBIO. 
Y LA PROPUESTA ES QUE SE COMUNIQUE QUE LOS ASUNTOS NUEVOS Y CIRCULANTE EN NIÑEZ Y ADOLESCENCIA, EXCEPTO LOS QUE TIENEN FECHA DE SEÑALAMIENTO, DEL CANTÓN DE PÉREZ ZELEDÓN SE CONOZCAN A PARTIR DE “X” FECHA (ACUERDO DE CORTE PLENA) EN EL JUZGADO DE FAMILIA DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR, EXCEPTO LOS QUE TIENEN AUDIENCIAS SEÑALADAS.  PARA COMPLETAR ESTA ACCIÓN EN EL CASO DE SER APROBADA, LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN COORDINARÁ CON AMBOS DESPACHOS PARA LA ITINERACIÓN DE EXPEDIENTES.

	La propuesta no requiere entrada en vigencia de la Ley 9747
	Competencia material y territorial Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	Órgano que conoce en alzada
	Competencia material y territorial del Juzgado de Familia de Pérez Zeledón
	Órgano que conoce en alzada

	Actual
	Provincia de San José. Además según la circular 131-18 el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia conoce: 

a) Que el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia conozca los
procesos especiales de protección a la niñez y la adolescencia y los que señala el numeral 116 del Código de la Niñez y la
Adolescencia, las tutelas, los depósitos de personas menores de edad, la declaratoria de abandono, adopción de personas
menores de edad, la utilidad y necesidad han de depender de si se trata de los intereses de una persona menor de edad o no.
En cuanto al tema de la patria potestad, si la discusión se da entre los progenitores del niño o adolescente (conflictos de patria
potestad, salidas del país, guarda, crianza y educación, visitas, etcétera) ese asunto debe conocerse por el Juzgado de Familia.
Pero si lo que se pide es una protección especial para el niño como serían las suspensiones o extinciones de la patria potestad
contra sus padres, no entre ellos, ese asunto debe ser conocido por el Juzgado de Niñez y la Adolescencia. Tendrá la
competencia a nivel nacional para conocer las Adopciones Internacionales y los procesos de Restitución Internacional de Personas
Menores de Edad.

	Tribunal de Familia
	Abarca el cantón de Pérez Zeledón.
	Tribunal de Familia

	Propuesta a partir de la aprobación de este informe por Corte Plena. 
	Juzgado de Niñez y Adolescencia: Asuntos de Niñez y Adolescencia de la provincia de San José (excepto el cantón de Pérez Zeledón) donde conocerá hasta el 30 de setiembre de 2022 lo siguiente:

a) Que el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia conozca los
procesos especiales de protección a la niñez y la adolescencia y los que señala el numeral 116 del Código de la Niñez y la
Adolescencia, las tutelas, los depósitos de personas menores de edad, la declaratoria de abandono, adopción de personas
menores de edad, la utilidad y necesidad han de depender de si se trata de los intereses de una persona menor de edad o no.
En cuanto al tema de la patria potestad, si la discusión se da entre los progenitores del niño o adolescente (conflictos de patria
potestad, salidas del país, guarda, crianza y educación, visitas, etcétera) ese asunto debe conocerse por el Juzgado de Familia.
Pero si lo que se pide es una protección especial para el niño como serían las suspensiones o extinciones de la patria potestad
contra sus padres, no entre ellos, ese asunto debe ser conocido por el Juzgado de Niñez y la Adolescencia. Tendrá la
competencia a nivel nacional para conocer las Adopciones Internacionales y los procesos de Restitución Internacional de Personas
Menores de Edad.

A partir del 1 de octubre de 2022 conocerá además lo dispuesto por la reforma al artículo 106 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial según Ley 9747. 
	Tribunal de Familia
	Asuntos de Familia, Niñez y Adolescencia del cantón de Pérez Zeledón.
	Tribunal de Familia 



EN EL CASO DE SER APROBADA ESTA RECOMENDACIÓN, DEBE REEMPLAZARSE LA CIRCULAR 131-18. 
ADEMÁS CONFORME A LA RECOMENDACIÓN 17.8 DE ESTE INFORME, EL NOMBRE DEL ACTUAL JUZGADO DE FAMILIA, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA (OFICINA CON CÓDIGO PRESUPUESTARIO NÚMERO 613) CAMBIA A JUZGADO DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA A PARTIR DEL 1 DE OCTUBRE DE 2022. 

SOLICITAR A LA COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE FAMILIA, DIRECCIÓN EJECUTIVA, DIRECCIÓN JURÍDICA, PRESENTAR A LA MAYOR BREVEDAD A CORTE PLENA PARA APROBACIÓN, CONFORME LO APROBADO POR EL CONSEJO SUPERIOR EN SESIONES 119-2020 CELEBRADA EL 15 DE DICIEMBRE DE 2020, ARTÍCULO LXVI Y 79-2021 CELEBRADA EL 9 DE SETIEMBRE DE 2021, ARTÍCULO XXXIX, EL REGLAMENTO PARA LA OPERATIVIZACIÓN DEL ARTÍCULO 286 DE LA LEY 9747 QUE DISPONE:
“Artículo 286- Fondo para el pago transitorio de la obligación alimentaria. Se crea el Fondo de Pensiones Alimentarias para cubrir cualquiera de las obligaciones alimentarias que se encuentren pendientes de pago, total o parcialmente, que por razones debidamente justificadas ante el juzgado de pensiones respectivo no hayan podido ser cubiertas por la persona deudora.
Para administrar dicho Fondo, la Corte Suprema de Justicia designará el órgano o departamento competente para tales efectos. Sus recursos provendrán del quince por ciento (15%) de los dineros y los intereses por ellos generados, de los depósitos judiciales en cuentas bancarias, certificados a plazo o cualquier otro producto financiero en cualquier tipo de moneda, que provengan de procesos judiciales concluidos o abandonados, previamente así declarados por la autoridad judicial correspondiente.
El porcentaje indicado en el párrafo anterior deberá aplicarse sobre la totalidad de los recursos existentes al momento de entrar en vigencia la presente ley, y su giro se hará por única vez.
Estos recursos serán utilizados como fondos reembolsables para el pago de la obligación alimentaria y podrán ser utilizados por cualquier persona deudora alimentaria que posea un título de propiedad sobre bienes muebles e inmuebles que pueda ser colocado como garantía real. Para los bienes inmuebles se utilizará la valoración efectuada por la municipalidad correspondiente y, en el caso de los bienes muebles, el valor fiscal del Ministerio de Hacienda.
Los montos que sean desembolsados por el Fondo, a favor de la persona deudora que califique y lo haya solicitado formalmente, devengarán intereses correspondientes a la tasa básica pasiva del Banco Central. En caso de incumplimiento, se seguirá lo dispuesto en la Ley N.º 8624, Ley de Cobro Judicial, de 1 de noviembre de 2007.”.

A partir de los cambios que se prevén a nivel procesal, que implicaría una disminución en la carga de trabajo del personal técnico y aumento para las personas juzgadoras con la entrada del nuevo Código Procesal de Familia ( reduce la intervención en el trámite de los expedientes que actualmente tienen el personal técnico judicial debido a que, con el sistema por audiencias, muchas de las gestiones actualmente resueltas por medio de resolución interlocutoria se resolverán en la audiencia inicial por la persona juzgadora. Esta situación disminuirá también la cantidad de notificaciones que se realicen, pero con la información disponible a la fecha no se puede estimar esta disminución), autorizar que en materia de Familia, Pensiones y Violencia, en primer y segunda instancia, no se saquen concursos sobre plazas vacantes para nombrar personas en propiedad, sea juzgador o técnico, o si se nombra, que se haga la observación de que esas plazas por temas de carga de trabajo, interés institucional, maximización de recursos e incluso por cambios normativos a raíz de la entrada en vigencia de una norma, con criterio técnico esta Dirección se pueden recomendar horarios rotativos, traslados de las plazas a otra oficina, incluso a otra Jurisdicción (pero considerando prioritariamente la Jurisdicción a la que inicialmente pertenece la plaza) o incluso recomendarse técnicamente la reasignación del puesto por parte de la Dirección de Gestión Humana de resultar necesario conforme a la estructura de la oficina en donde se asigne, de conformidad con lo que establezca los órganos competentes y sin que eso se pueda considerar un “ius variandi abusivo”.

Valorar tomar como acuerdo que, en adelante, cuando se presente una propuesta de reforma legal por parte del Poder Judicial, o se remita a la Corte en consulta algún proyecto de Ley por parte de la Asamblea Legislativa que implique cambios de competencias, o traslados de una oficina a otra (como en este caso propone la Ley 9747 en donde algunas competencias actuales del Tribunal de Familia se trasladan a la Sala Segunda) sea analizado no solo a nivel jurídico por el impacto legal, sino también en las estructuras organizacionales y en la expectativa del cual va a ser la mejoría en los tiempos de respuesta a la persona usuaria, y si las oficinas están en capacidad de atender la nueva carga de trabajo propuesta, incluso si la propuesta es incrementar la carga de trabajo de una Sala de la Corte (en donde no existe posibilidad salvo reforma constitucional de incrementar la capacidad operativa de las plazas de magistratura) cual sería el impacto o desmejora del servicio de aprobar un cambio así.
Esta Dirección reitera su preocupación, y no considera adecuado que nuevamente a partir de la aprobación del CPF como ya paso anteriormente con las reformas al Código de Trabajo y al Procesal Civil,  se trasladan nuevas competencias a esta Sala, incluso la Ley 9747 surge a partir de un anteproyecto impulsado por el mismo Poder Judicial, en donde se están trasladando competencias del Tribunal de Familia con capacidad de asumir incluso nuevas competencias, hacia la Sala Segunda que desde 2017 está saturada, desde la aprobación de los nuevos cambios procesales

Valorar la necesidad de solicitar de inmediato un estudio de parte de la Dirección Jurídica en conjunto con la Comisión Laboral y la Sala Segunda, donde analicen la posibilidad de plantear una reforma legal al CPF, en lo que corresponde a las nuevas competencias que trasladan a la Sala Segunda para más bien mantenerlas en el Tribunal de Familia, así como al artículo 286 del CPF que a esta fecha no cuenta con reglamento para su ejecución, pese a las reiteradas solicitudes de la Dirección de Planificación.

Tomar nota de que tal y como se desprende de este informe, los cálculos de costos se realizan considerando las categorías de persona juzgadora existentes actualmente en Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica. Si la Dirección de Gestión Humana realiza algún estudio que concluya que debe existir alguna modificación en la categoría de las plazas actuales, tal y como sucedió en otras reformas, ese tema no parte de la Ley propiamente, y por ende no lo considera la Dirección de Planificación en este estudio de impacto económico, por lo que de aprobarse en algún momento por el órgano superior pertinente deberán también considerar el impacto económico que ello signifique. 

Valorar la necesidad de solicitar a la Asamblea Legislativa una ampliación en la vacancia de la ley 9747 Código Procesal Familia, hasta que exista contenido económico que permita la adecuada implementación, ycrear plazas nuevas para las oficinas jurisdiccionales así como cualquier otro departamento en las que se detecte la necesidad de reforzar con recurso humano así como los costos asociados a este recurso, y los planes de trabajo necesarios para preparar a las jurisdicciones ante el cambio procesal que prevé el CPF , valorando de forma urgente el beneficio o el perjuicio de crear expectativas de mejoras en el servicio por un cambio procesal que no se vislumbra a futuro su impacto en la disminución efectiva de los plazos de respuesta

Al Consejo Superior


Aprobar la modificación del nombre del actual Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia (oficina 673) a Juzgado de Niñez y Adolescencia, lo anterior a partir del 1 de octubre 2022, conforme a lo ordenado en la Ley 9747 y la reforma al artículo 106 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Pese a que el cambio por el tema presupuestario se vería reflejado a nivel sistemas hasta 2023, solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que en el de GH en línea el cambio se visualice desde la aprobación de Consejo Superior de esta recomendación para evitar errores de las personas usuarias que confunden esta oficina con un juzgado de Familia de los de San José. 

A la Comisión de la Jurisdicción Familia, Niñez y Adolescencia

La Comisión de la Jurisdicción Familia Niñez y Adolescencia debe velar por el cumplimiento y seguimiento de las recomendaciones planteadas en este informe y la atención del seguimiento por parte del CACMFJ para que se mantengan las recomendaciones emitidas a partir del cumplimiento de las acciones solicitadas por de las recomendaciones emitidas por la Contraloría General de la República, las cuales deben quedar documentadas y comunicadas a las partes involucradas.

Deberá velar porque que se brinde seguimiento por parte del CACMFJ a los despachos que atienden materia de Familia y Pensiones Alimentarias que realicen la actualización de la información en los sistemas de información con que cuenta la Institución de forma que las consultas que se realicen brinden información certera. 

Velar por elseguimiento al cumplimiento de las tareas a su cargo en coordinación también con la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar.

Velar por el cumplimiento total de los entregables del proyecto que aún no alcanzan el 100% de avance. 
	COD
	Productos Entregables
	Estado del entregable

	
	
	Estado
	% de avance

	3.1
	Certificación de implementación de las recomendaciones de la Contraloría General de la República en materia de Familia y Pensiones
	Completado
	100%

	3.2
	Formatos jurídicos, asociados a cada fase y estado a utilizar con el nuevo CPC
	Completado
	100%

	3.3.
	Fórmulas estadísticas FA, PA, VD tareas y ubicaciones a utilizar con el CPF
	En proceso
	88%

	3.4
	Informe con propuesta de Juzgados de asuntos sumarios por Ministerio de Ley
	Pendiente de iniciar
	0%

	3.5
	Cambio nombre oficinas de VD a nivel nacional/SIGA PJ y RP
	Completado
	100%

	3.6
	Emisión directrices oficinas sobre el uso obligatorio de sistemas
	Completado
	100%

	3.7
	Emisión directrices de readecuación procesos, reglas prácticas y nueva forma de tramitación CPF
	Completado
	100%

	3.8
	Minuta de acuerdo-enlaces con instituciones
participes procesos CPF
	Completado
	100%

	3.9
	Informe de la Implantación de EV y mejoras a nivel de sistemas para CPF
	Completado
	100%

	3.10
	Informe de readecuación perfiles y gestión del cambio y evaluación DGH
	En proceso
	77%

	3.11
	Informe de resultados del plan de descongestionamiento
	Completado
	100%

	3.12
	Informe Dirección Ejecutiva, diagnóstico de áreas infantiles 
	Completado
	100%

	3.13
	Informe de la EJ capacitación en CPF
	Completado
	100%

	3.14
	Campaña de divulgación de los principales cambios (Prensa).
	En proceso
	12%

	3.15
	Informe Contraloría, afiches y acercamiento CPU
	En proceso
	29%

	3.16
	Resultado plan descongestionamiento 2021
	Completado
	100%

	3.17
	Resultado plan capacitación Escuela Judicial 2021
	Completado
	100%

	3.18
	Resultado plan descongestionamiento Familia 2022
	En progreso
	20%

	3.19
	Resultado plan descongestionamiento Pensiones Alimentarias 2022
	En progreso
	20%

	3.20
	Resultado plan capacitación Escuela Judicial 2022
	En progreso
	20%

	3.21
	Estandarización materia de VD
	En progreso
	10%



 
Velar por el cumplimiento total de las tareas pendientes a su cargo según distintos informes de la Dirección de Planificación:

Conforme al oficio 1356-PLA-MI-2021 se encuentran pendientes o en progreso las siguientes tareas a cargo de la Comisión:

	Recomendación informe 389-PLA-RH-MI-2021
	Estado
	Plazo
	Observaciones

	12.7. Dar seguimiento al cumplimiento de los entregables que se encuentran a su cargo junto con el Juez Gestor en la materia del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	En progreso
	Diciembre 2022
	El avance del proyecto por entregable se detalló líneas atrás. 






	12.11. Revisar y actualizar junto con el Subproceso de estadística la prioridad a nivel estadístico, que deben de ser categorías exhaustivas y excluyentes. 
	En progreso
	Noviembre 2021
	De parte del gestor y el Subproceso de Estadística se está actualizando el tema de las nuevas variables en las fórmulas estadísticas con la nueva Ley. Tarea asociada al entregable del proyecto 3.3. Fórmulas estadísticas FA, PA, VD tareas y ubicaciones a utilizar con el CPF

	12.12. Revisar junto con el Juez Gestor, el reporte actual que genera SIGMA de los apremios, para contabilizar la cantidad de solicitud y las que finalmente se emiten, y si aplica o no adicionar la categoría de “conservación de derecho”.
	Suspendido
	Febrero 2021
	Para poder obtener la información con este detalle se requiere de mejoras informáticas: 


Según indica doña Vivian Rímola de DTI el 6 de agosto 2021 la solicitud de analizará pero para el nuevo sistema (SIAGPJ). El 24 de noviembre 2021 indica doña Vivian que la mejora está en la lista de pendientes, más no se tiene aún fecha en que se pueda atender, está pendiente la priorización de todas las mejoras solicitadas.
Doña Fabiola Arancibia de DTI indica el 24 de noviembre de 2021 que “El SIAGPJ estaría implantado a nivel nacional en las materias de pensiones, Familia y VD en octubre del 2024”.


 


	Tarea incluida en el oficio 1091-PLA-EV-2020
	Detalle
	Estado
	Plazo
	Observaciones

	Diseño de los nuevos formatos jurídicos (machotes).
	Los nuevos formatos jurídicos, con la indicación además de cuales están asociados a cambios de fase o estados para las materias de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica.
	Elaboración de los formatos:
Listo
	 Noviembre 2020
	

	
	
	Aprobación por parte de la Comisión formatos y comunicación a DTI:
Listo
	Julio 2021
	El CACMFJ comunicó los formatos ya aprobados por la Comisión, a Normalización de DTI el 29 de abril de 2021 para que procedan con la inclusión en el sistema. 
Doña Fabiola de DTI indica el 24 de noviembre 2021 que: “se inició la configuración de los modelos de la materia de Familia y Pensiones Alimentarias, las 514 plantillas se están configurando en Libre Office para el SIAGPJ y luego se pasarán a plantillas de Pedidor (creación de variables y demás).
Al día de hoy se encuentran 29 modelos completamente configurados, 49 en proceso de inclusión de las variables y se espera que al 17 de diciembre se hayan configurado al menos 120 modelos más.”

	
	
	Solicitar al CS emisión de circular: pendiente
	Julio 2022
	La comunicación debe hacerse previo a la entrada en vigencia del CPF. Dejando sin efecto la circular 98-2021

	Emitir circular.
	Elaborar una circular con las directrices en la materia de Familia, de forma inmediata para el actual código y luego para el Código Procesal de Familia, similar al realizado por el equipo Civil en la Circular 113-18“Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.  Readecuación de los procesos, voto automático, entre otros. Podría incluir aspectos contemplados en el cronograma del proyecto (reglas prácticas, procedimiento grabación audiencias orales).
	La elaboración del formato de circular: listo
	Noviembre 2020
	Comisión de Familia. Plaza asignada a esta labor inicia PCGS el 16-10-2020, acuerdo CS sesión 91-10, artículo XXIV.

	
	
	Aprobación por parte de la Comisión y remisión a Corte Plena para aprobación y comunicación: Pendiente
	Julio 2021
	Se consultó a la Licda. Lucía Víquez del CACMFJ el 24-11-2021.  sobre el avance e indica que el tema esta pendiente de verse en Comisión. Informa que la circular requiere unos ajustes que está realizando el Juez Gestor y que finiquitaría hoy mismo. 

	Tarea solicitada en el oficio 1678-PLA-EV-2020

	Definición fecha inicio actualización de los asuntos nuevos EV y SOAP (mamá como representante y menores como beneficiarios).
Definición fecha inicio actualización de los asuntos en circulante EV y SOAP (mamá como represéntate y menores como beneficiarios).
	Los jueces de PA solicitaron esta definición por escrito por parte de la Comisión.
 
Acuerdo 6 de la reunión de seguimiento del 5 de octubre de 2020:
 
“6.No se incluye en el inventario por acuerdo de la Comisión de Familia del 1 de octubre de 2020 la actualización de los intervinientes (parte actora, beneficiarios y representante legal) por disposición de la Comisión debido al trabajo que implica esta actualización en el sistema de gestión y en el SOAP y el plazo de menos de 2 meses para finalizar el inventario conforme al cronograma de atención de las recomendaciones de la Contraloría General de la República, pero si deben verificar que todas las partes estén incorporadas.  Está pendiente él envió del acuerdo de la Comisión, pero se debe acordar la fecha de inicio para que se comience a corregir la información en los sistemas de los asuntos en circulante (don Cristian recomienda que no se reserve a un próximo inventario, sino que se estructure un plan de trabajo para que inicien antes las oficinas, y no de forma simultánea a un inventario). Y también que se defina y se comunique el acuerdo de la Comisión sobre la fecha a partir de la cual debe empezar a ingresar los intervinientes de los casos nuevos en la forma correcta (beneficiarios, representante legal, parte actora).  Se solicita a don Cristian definir a la brevedad estos puntos con la Comisión”.
	Suspendido
	  Enero 2022
	Según indica doña Fabiola Arancibia de DTI el 26 de octubre 2021: la mejora se está desarrollando para SIAGPJ (nuevo sistema), Gestión en línea y aplicación móvil que es donde se recibe la mayor cantidad de solicitudes de apremio. Indica que el SIAGPJ la mejora ya se encuentra en proceso de pruebas.

Doña Vivian Rímola de DTI indica el 24 de noviembre d 2021 que las mejoras en SIAGPJ, estarían para finales de diciembre 2021 y la de Gestión en Línea para finales de enero 2022.

Doña Fabiola Arancibia de DTI indica el 24 de noviembre de 2021 que “El SIAGPJ estaría implantado a nivel nacional en las materias de pensiones, Familia y VD en octubre del 2024”.


EMITIR PRONUNCIAMIENTO Y COORDINAR CON LOS ENTES QUE CORRESPONDA LA REGLAMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 286 DEL CPF, SEGÚN SE DETALLÓ EL APARTADO “4, SOBRE LAS PRINCIPALES IMPLICACIONES DEL CPF- FONDO PARA EL PAGO TRANSITORIO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA”. 
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Deberá velar e impulsar que   los despachos que atienden materia de Violencia Doméstica realicen la actualización de la información en los sistemas de información con que cuenta la Institución de forma que las consultas que se realicen brinden información certera así mismo que se dé cumplimiento a las recomendaciones emitidas en este informe y a las diferentes recomendaciones dadas por la Comisión, definición del Modelo de Oficina y documentadas a través de distintas circulares. 

Circular 221-2021 “Deber de solicitar autorización al Consejo Superior para realizar una modificación en la configuración del reparto”.
Circular 267-2021 “Obligación de cumplir con la corrección de inconsistencias - aplicar el régimen disciplinario por su incumplimiento”.
Circular 110-20 “Reiterar la Circular N 60-99 relacionado con las Reglas prácticas para facilitar la aplicación efectiva de la Ley contra la violencia doméstica”.
Circular 234-2021 “Que es sentencia en materia de Violencia Doméstica uso y seguimiento a la información registrada en el reporte de pase a fallo”.
Circular 266-2021 “Deber de notificar personalmente el auto que otorga medidas la Circular No. 50-2021 específicamente en el punto 1.3”.
Próximamente se publicará una circular para mejorar la atención procesos CLAIS o de riesgo de muerte, así como para delimitar las fases en los procesos contra la Violencia Doméstica.

A la Dirección de Gestión Humana

Dar cumplimiento a sus tareas dentro del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia” y remitir el entregable correspondiente conforme al cronograma y metodología de proyectos institucional en coordinación con el Juez Gestor en la materia y la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia. 

	Nombre de tarea
	Duración
	Comienzo
	Fin
	% completado

	3.10. Informe de readecuación perfiles y gestión del cambio y evaluación DGH
	603 días
	lun 13/1/20
	mié 6/7/22
	77%

	   Diseño de Perfiles 
	441 días
	lun 13/1/20
	sáb 30/10/21
	100%

	   Preparación para el cambio
	100 días
	lun 13/4/20
	lun 31/8/20
	100%

	   Diseño de estrategia de abordaje de Ambiente Laboral
	30 días
	lun 1/11/21
	mar 14/12/21
	3%

	   Actualización de temario y elaboración del material de evaluación
	283 días
	lun 10/5/21
	mié 6/7/22
	33%

	   Capacitación Virtual (Capacítate)
	95 días
	lun 24/8/20
	jue 21/1/21
	100%



A las Contralorías de Servicios a nivel nacional

Dar cumplimiento a su tarea dentro del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia” y remitir el entregable correspondiente conforme al cronograma y metodología de proyectos institucional en coordinación con el Juez Gestor en la materia y la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia.

	Nombre de tarea
	Duración
	Comienzo
	Fin
	% completado

	3.15. Informe Contraloría, afiches y acercamiento CPU
	219 días
	lun 4/10/21
	vie 2/9/22
	29%

	   Diagnóstico previo
	117 días
	lun 4/10/21
	vie 1/4/22
	50%

	   Encuestas, acercamiento Personal Usuarios
	86 días
	lun 2/5/22
	vie 2/9/22
	0%




A la Dirección de Tecnología de la Información y sus sedes Regionales a nivel nacional

[bookmark: _Hlk97524805]Realizar con carácter urgente la mejora en el reparto por procedimiento, de forma que se puedan excluir los asuntos reentrados del rol de reparto conforme al requerimiento realizado el 15 de diciembre 2020 (ver anexo 4). Una vez validado su uso, proceder a la implementación de este tipo de reparto en la Jurisdicción de Familia, Pensiones y Violencia Doméstica a nivel nacional.
 
Realizar con carácter de urgente, la mejora solicitada mediante reporte GIS RF-1009915-3-118986 de forma que se pueda cruzar la información entre la clase de asunto y el resultado de las resoluciones, a fin de lograr obtener directamente del SIGMA la cantidad de resoluciones de aprobación o improbación de divorcios por mutuo consentimiento y poder incluirlo así en la matriz.  De manera temporal y hasta tanto este lista la mejora, se definió con el Juez Gestor que sean las personas técnicas judiciales quiénes hagan el pase a fallo de estos expedientes, de manera que se registre así en el libro de pase a fallo y puedan contabilizarse desde ahí. La comunicación de la medida temporal a las oficinas está a cargo del Juez Gestor.

Realizar con carácter urgente, mejora en el sistema SIGA PJ que amplié la cantidad de caracteres para incluir los nombres correctos de las oficinas, incluidos los nuevos nombres de las oficinas competentes en Violencia Doméstica y Protección Cautelar, requerimiento presentado por la misma Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia en la sesión del primero de diciembre 2021, artículo III y mediante oficio 124-PLA-PP-MI-2021.

A las Administraciones Regionales a nivel nacional

Dar cumplimiento a lo establecido en el “Reglamento sobre Expediente Electrónico ante el Poder Judicial”, circular 139-11, cita artículo 5 y otros referidos al tema que enfatiza a la política de cero papel y Capítulo III en relación con las “Gestiones de partes en procesos ante el Poder Judicial por medios electrónicos, informáticos, telemáticos o semejantes”; cuando se trate de despachos judiciales de trámite electrónico.
DAR CUMPLIMIENTO A LO DISPUESTO EN LAS CIRCULARES 61 Y 79-2021, CUANDO LAS PLAZAS SUPERNUMERARIAS DEN APOYO A JUZGADOS QUE UTILICEN EL MÓDULO DE PASE A FALLO DEL ESCRITORIO VIRTUAL POR TAREAS. 

A los Consejos de Administración a nivel nacional

 Conocerán los resultados del seguimiento y tomarán las medidas de apoyo requeridas para darle sostenibilidad al proceso, según sus competencias.

Se le reiteran sus responsabilidades asociadas al Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de conformidad con los acuerdos del Consejo Superior en sesiones 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX (oficio 1981-PLA-2016) y 16-2020 celebrada el 27 de febrero del 2020, artículo LXXIII (oficio 217-PLA-2020) y el artículo 12 del Reglamento del Consejo de Administración de Circuito. Lo anterior conforme al acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI.

A los Juzgados competentes en materia de Familia a nivel nacional

Mantener actualizada la información de la Agenda Cronos, por lo que las personas juzgadoras serán las responsables de incluir el resultado de la audiencia y las personas técnicas judiciales encargadas de los expedientes deben de realizar los señalamientos; en acatamiento de las directrices institucionales, principalmente a las circulares 47-14, 261-14-17 y 15-17 de la Secretaría General de la Corte.

Realizar las depuraciones de expedientes (con más de seis meses sin movimiento), mínimo dos veces al año; ya que la inactivación contribuye con la disminución del circulante en los Despachos. 

Realizar de forma trimestral la generación reporte en SIGMA de duraciones y revisar aquellos asuntos que superen la duración según criterio experto. Tomar las medidas necesarias para atender los asuntos si corresponde a causas propias de la oficina, circular 96-2021 y 213-2021 Creación de un reporte informático denominado “Duración del circulante activo”. 



Verificar que la información incluida en los expedientes sea la correcta, que se actualice la información de la fase, tarea, ubicación, estado; entre otras, ya que es insumo para la toma de decisiones, por lo que debe ser confiable.
Revisar el Banco de Buenas Prácticas con el fin de valorar la idoneidad y replicar en los Despachos las que correspondan con el fin de mejorar la gestión de sus labores con las experiencias de otras oficinas.
Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18 y 94-2019 sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial.
Actualizar la información dentro del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales de las variables sociodemográficas de los distintos intervinientes en los procesos, con el objetivo de que sea información útil y necesaria para el análisis de mejoras en el servicio que se presta a las personas usuarias.
Se reitera a las Juezas y Jueces Coordinadores y Consejos de Jueces sus funciones respecto a sus responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 5 incisos 3 y 8 y artículo 11 incisos 1 y 5 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República; conforme a sus perfiles competenciales (circular 51-2007), para lo cual podrán hacer uso de los productos del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento como insumo para esta labor. Lo anterior conforme al acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI.

[bookmark: _Hlk97885411] DAR CUMPLIMIENTO A LA CIRCULAR RELACIONADA CON EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO 170-2021 OBLIGACIÓN DE CUMPLIR CON LA CORRECCIÓN DE INCONSISTENCIAS DE MANERA PERMANENTE, CUMPLIMIENTO DE CIRCULARES Y ACTUALIZACIÓN DE LOS CONTROLES IMPLEMENTADOS BAJO APERCIBIMIENTO DE APLICAR EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO POR SU INCUMPLIMIENTO. 

A los Juzgados que atienden materia de Pensiones Alimentarias a nivel nacional

Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18 y 94-2019 sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial.
Actualizar la información dentro del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales de las variables sociodemográficas de los distintos intervinientes en los procesos, con el objetivo de que sea información útil y necesaria para el análisis de mejoras en el servicio que se presta a las personas usuarias.
Se reitera a las Juezas y Jueces Coordinadores y Consejos de Jueces sus funciones respecto a sus responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 5 incisos 3 y 8 y artículo 11 incisos 1 y 5 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República; conforme a sus perfiles competenciales (circular 51-2007), para lo cual podrán hacer uso de los productos del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento como insumo para esta labor. Lo anterior conforme al acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI.
Dar cumplimiento a la circular 170-2021 “Obligación de cumplir con la corrección de inconsistencias de manera permanente, cumplimiento de circulares y actualización de los controles implementados bajo apercibimiento de aplicar el régimen disciplinario por su incumplimiento”.
Realizar de forma trimestral la generación reporte en SIGMA de duraciones y revisar aquellos asuntos que superen la duración según criterio experto. Tomar las medidas necesarias para atender los asuntos si corresponde a causas propias de la oficina. Circular 96-2021 y 213-21 Creación de un reporte informático denominado “Duración del circulante activo”.


A los Juzgados que atienden materia de Violencia Doméstica a nivel nacional

Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18 y 94-2019 sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial.
Apoyados en el proceso de inventarios y en la actualización diaria que se le debe realizar a cada uno de los expedientes durante la tramitación, realizar la actualización de las fases de los expedientes de forma que se genere información verás sobre la carga de trabajo de cada una de las oficinas; actividad que debe ser sostenida en el tiempo para próximos ejercicios presupuestarios. 
Actualizar la información dentro del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales de las variables sociodemográficas de los distintos intervinientes en los procesos, con el objetivo de que sea información útil y necesaria para el análisis de mejoras en el servicio que se presta a las personas usuarias.
Reiterar a las Juezas y Jueces Coordinadores y Consejos de Jueces sus funciones respecto a sus responsabilidades en el cumplimiento de las labores y el rendimiento de todos los servidores del despacho y el régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 5 incisos 3 y 8 y artículo 11 incisos 1 y 5 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República; conforme a sus perfiles competenciales (circular 51-2007), para lo cual podrán hacer uso de los productos del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento como insumo para esta labor. Lo anterior conforme al acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, artículo XLI.
  
Dar cumplimiento a las circulares de la Secretaría de la Corte ligadas a las recomendaciones de la Contraloría General de la República y gestionadas a partir del proyecto de implementación del Código Procesal de Familia:

Circular 221-2021 “Deber de solicitar autorización al Consejo Superior para realizar una modificación en la configuración del reparto”.
Circular 267-2021 “Obligación de cumplir con la corrección de inconsistencias aplicar el régimen disciplinario por su incumplimiento”.
Circular 110-20 “Reiterar la Circular N 60-99 relacionado con las Reglas prácticas para facilitar la aplicación efectiva de la Ley contra la violencia doméstica”.
Circular 234-2021 “Que es sentencia en materia de Violencia Doméstica uso y seguimiento a la información registrada en el reporte de pase a fallo”.
Circular 266-2021 “Deber de notificar personalmente el auto que otorga medidas la Circular No. 50-2021 específicamente en el punto 1.3”.
Próximamente se publicará una circular para mejorar la atención procesos CLAIS o de riesgo de muerte, así como para delimitar las fases en los procesos contra la Violencia Doméstica.

Utilizar periódicamente, al menos cada 3 meses, la mejora (mejora de inactivos) en el sistema que les permite revisar los expedientes con 3 meses sin movimiento. 


A la Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de Función Jurisdiccional 

El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional deberá velar por el cumplimiento y seguimiento de las recomendaciones planteadas en este informe, las cuales deben quedar documentadas y comunicadas a las partes involucradas.

El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional deberá velar por el cumplimiento de las cuotas del personal juzgador establecidos en los Planes de Descongestionamiento que se diseñen en materia de Familia, de forma que se brinde seguimiento adecuado y se permita identificar las necesidades de modificaciones pertinentes; a la vez deberá realizar el seguimiento de la cantidad de sentencias dictadas por las personas juzgadoras de la Jurisdicción de Familia de forma que sea insumo para la definición de la orientación de la colaboración que se pueda brindar. Dicho Centro tendrá que informar de forma bimensual el seguimiento realizado, lo cual no va en detrimento de tener que realizar alguna revisión adicional en caso de que el ente Técnico lo solicite. 

El Centro de Apoyo, junto con la figura del Juez Gestor en la materia deben dar seguimiento al cumplimiento de las tareas asociadas el Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia”, principalmente en cuanto a los entregables que son de su responsabilidad junto con la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia. 

Departamento de Prensa y Comunicación

Dar cumplimiento a sus tareas dentro del Proyecto 1374-CF-P01 “Implementación del Código Procesal de Familia” y remitir el entregable correspondiente conforme al cronograma y metodología de proyectos institucional en coordinación con el Juez Gestor en la materia y la Comisión de Familia, Niñez y Adolescencia. 

	Nombre de tarea
	Duración
	Comienzo
	Fin
	% completado

	3.14. Campaña de divulgación de los principales cambios (Prensa).
	486 días
	jue 1/10/20
	lun 10/10/22
	12%

	   Comunicación de los cambios a partir de la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia
	95 días
	lun 17/1/22
	lun 6/6/22
	0%

	   Impresión de ejemplares del Código
	17 días
	jue 1/10/20
	mar 27/10/20
	100%

	   Desplegables e impresión de afiches
	22 días
	lun 4/7/22
	vie 5/8/22
	0%

	   Realización de eventos y protocolo
	5 días
	lun 3/10/22
	lun 10/10/22
	0%


Al Departamento de Trabajo Social y Psicología

Diseñar los planes de trabajo de manera que identifiquen a nivel nacional las pericias que puedan llevar a cabo mediante la contratación de peritos y hagan uso del presupuesto disponible con el fin de reducir los plazos de entrega de las pericias solicitadas por los Juzgados de Familia y Juzgados de Violencia a nivel nacional. Una vez aprobado el presupuesto (noviembre 2022), proceder a coordinar lo correspondiente que asegure la ejecución del presupuesto asignado y la mejoría en los plazos de entrega de las pericias, ya que se visualiza que actualmente los tiempos de respuesta del Departamento de Trabajo Social y Psicología, son los que provocan el mayor cuello de botella y lentitud para la definición de los expedientes judiciales, en la materia de familia 
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Se acordó: 1.) Aprobar el informe 314-PLA-MI-RH-2022 y sus recomendaciones, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- sobre el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia para el 2023. 2.) Trasladar el informe a conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, para que en el plazo de 3 días hábiles manifieste lo que considere necesario. 3.) Hacer atenta instancia a Corte Plena para que analice la imposibilidad de implementación de la reforma en las condiciones actuales, dadas las limitaciones impuestas por el Ministerio de Hacienda y valorar solicitar la ampliación de la vacatio legis para implementar esta reforma, así como el análisis de las propuestas legales que correspondan en relación el incremento de asuntos en la Sala Segunda y su impacto en los tiempos de respuesta. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk101357792]ARTÍCULO XXII 
DOCUMENTO N° 4865, 4900-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe N° 316-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente el informe sobre el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2023, Ley 9609, suscrito por el ingeniero Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe interino del Subproceso de Modernización Institucional.

Se adjunta el informe indicado:
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Es oportuno señalar que en relación con la plaza encargada de la gestoría en materia agraria, el Consejo Superior en sesión extraordinaria 21-2021 de presupuesto celebrada el 12 de marzo del 2021, artículo XX, conoció el oficio 248-PLA-RH-OI-2021 dispuso lo siguiente:
“ Se acordó: 1) Se aprueba el escenario número 3 que dice: En vista de que los recursos existentes en la institución son limitados y existen otras necesidades que se deben atender, se plantea la posibilidad de maximizar el uso de este, destinándolo a apoyar otras materias que no tienen gestoría, especialmente en materias que ve la Sala Primera como Contencioso Administrativo y Agrario, y en caso de ser necesario y posible se brinde apoyo a la gestoría de la materia Civil o cualquier otra materia que lo requiera. Con este escenario se busca el máximo aprovechamiento del recurso, al ejercer la gestoría en otras jurisdicciones y con ello generar una mejora continua en los despachos que atienda, contenido en el  Informe 248-PLA-RH-OI-2021, estudio de Requerimiento Humano sobre la Continuidad de las plazas otorgadas como resultado de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil, en el entendido que la condición de la plaza será ordinaria. 2) Se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2022, para presentar una propuesta que integre todas las necesidades institucionales.”. 
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Este tema también fue conocido por la Corte Plena en sesión de presupuesto del 01 de junio del 2021, artículo II.
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Por su parte, la doctora Vanessa Fisher González, Coordinadora y Jueza Agraria de San José, la máster Tatiana Rodríguez Herrera, Coordinadora Adjunta y Jueza Agraria de San Ramón, el licenciado Ronald Rodríguez Cubillo, Tesorero  y Juez Agrario de Guápiles y la licenciada Beatriz Peralta Quesada, Secretaria y  Jueza Tramitadora del Tribunal Agrario, personas juzgadoras integrantes de la Junta del Consejo Nacional de la Jurisdicción Agraria, en nota de 18 de marzo de 2022, manifestaron: 
“Reciban un cordial saludo de nuestra parte. Las suscritas personas juzgadoras integrantes de la Junta del Consejo Nacional de la Jurisdicción Agraria, y en representación de dicho colectivo de la judicatura agraria,  por este medio, con base en lo dispuesto en la Ley de Control Interno y la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, en el sentido que le corresponde a la Corte Plena decidir la Política Judicial para dar solución a reformas que tiene un alto impacto en la Administración de Justicia y la gestión de los riesgos inherentes, se peticiona lo siguiente:
I. Se solicite a la Asamblea Legislativa, la prórroga por tres años de la vacatio legis del Código Procesal Agrario, Ley N.° 9609 de 27 de setiembre de 2018, (antes de su entrada en vigencia el 27 de febrero del 2023). Se propone el siguiente texto: 
"ARTÍCULO ÚNICO-	Modifícase la entrada en vigencia de la Ley N.° 9609 de 27 de setiembre de 2018, Ley del Código Procesal Agrario, cuyo texto dirá: Rige setenta y dos meses después de su publicación."
II. Conformar una Comisión Revisora del Código Procesal Agrario, dentro del plazo de tres meses, integrada por personas  expertas  en la materia, que incluya una integrante de la judicatura de primera instancia y otra del Tribunal Agrario, para analizar y proponer la necesaria reforma de sus normas. Ello en función de las  circunstancias y limitantes actuales, por la carencia de recursos y la estructura actual de los órganos judiciales en todas las instancias. Así las cosas, de no efectuarse los ajustes del caso se aumentaría la mora judicial, y generaría un efecto negativo a las y los justiciables. Ello tendría un impacto negativo en la percepción ciudadana con respecto a las mejoras en el servicio público que se supone les debería traer la reforma. 
Esta solicitud de conformar la Comisión Revisora se ha gestionado a la Corte Plena de nuestra parte en dos oportunidades, la primera en petición dirigida el 19 de julio del 2019 y la otra el 15 de junio del  2020, sin que a la fecha se tenga  conocimiento se haya acogido o resuelto.  
Tal y como lo dispone el artículo 44 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, toda ley ordinaria que tenga efectos en el presupuesto nacional deberá indicar, explícitamente, de qué manera se efectuarán los ajustes presupuestarios para mantener el principio del equilibrio. El Código Procesal Agrario carece de un presupuesto realmente robusto, de ahí que deban de hacerse ajustes para que pueda ser aplicado con los recursos razonables.
Aunado a lo anterior, y con fundamento en la Ley General de Control Interno, artículo 14, el cual establece todo un marco jurídico de valoración del riesgo, el Estado costarricense (concretamente el jerarca y los titulares subordinados de los entes públicos), y por un principio de responsabilidad, se deben de tomar todas las medidas que sean necesarias, a fin de identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y metas institucionales, para colocarlos en un nivel de riesgo organizacional aceptable.
De seguido se resumen los motivos sustanciales y estructurales de esta petición:  
AUDIENCIAS Y AGENDAS DE JUZGADOS: 
El Código Procesal Agrario impulsa una reforma basada en la oralidad. En razón de lo anterior se estructura un proceso oral por audiencias, pero casualmente, ante la carencia de presupuesto para generar más plazas de judicatura (como sí ocurrió con las reformas civil, laboral y contenciosa), esa exigencia de mayor cantidad de audiencias generará una duración mayor del proceso. Ello en razón de la saturación de la agenda que deberá seguir atendiendo el mismo personal jurisdiccional.
Con la Ley de Jurisdicción Agraria vigente, se hace una única audiencia en los procesos (todos incluyendo el ordinario). Esa concentración aplicada en materia agraria por más de tres décadas es más eficiente, porque promueve la audiencia única y ha dotado de mayor pragmatismo al proceso agrario.
Por consiguiente, en relación a la administración de justicia en primera instancia, si entrase en vigencia el Código Procesal Agrario, los juzgados agrarios no tendrían la capacidad instalada de realizar en tiempo razonable todas las  audiencias adicionales. En  muchos juicios ordinarios se añade una audiencia (la preparatoria), además de la audiencia de juicio que ya existe, lo que deberá de atenderse con el mismo recurso humano. 
De igual modo, se da el agravante de que el nuevo código ordena hacer  reconocimientos judiciales en todas las informaciones posesorias. Debe tomarse en cuenta que parte importante del circulante de los juzgados agrarios son esos procesos de titulación. Con la normativa actual, solamente en ciertos supuestos de extensión de la finca o tutela del recurso hídrico es que se hacen audiencias en el campo de esos procesos, lo que permite que la agenda no se sature, pues otros se hacen en el despacho. Las implicaciones de este factor no han sido realmente medidas, ni se ha ponderado el atraso actual de las agendas de algunos despachos. 
Nótese que las audiencias agrarias a realizarse in situ (en las fincas), requiere del traslado del Juez (a) al campo, en virtud del principio de itinerancia, lo que le imposibilita hacer varias audiencias en un día, como sí lo pueden hacer en otras materias como civil,  contencioso, penal,  familia o laboral. De ahí que era necesario que las audiencias en el campo tuviesen una regulación razonable, o bien se asignen más recursos, de ahí que si no hay presupuesto deban de replantearse las normas que las rigen
Aunado a lo anterior, si el Juzgado agrario no dicta sentencia al quinto día, podría acarrear consecuencia disciplinaria, y en el caso de la segunda instancia además de esa misma sanción se puede pedir la nulidad del fallo (artículos 80 y 209 inciso 6 ). Así las cosas, en virtud de la rigidez de esas normas, durante ese plazo que se tiene para dictar sentencia en primera instancia no se podrían realizar otras audiencias, lo que impacta la duración de todos los procesos. 
De igual modo, al incluirse nuevos motivos de nulidad de la sentencia de segunda instancia, como lo es el no dictarla dentro del plazo, sin que se tome en cuenta complejidad de los casos, se puede generar mayor mora judicial al decretarse eventualmente la nulidad en Casación, lo cual contraviene los principios modernos que deben regir la administración de justicia en perjuicio evidente de la persona justiciable.

Como se indicó, los juzgados agrarios de primera instancia (reducidos y predestinados a no crecer más sin presupuesto), deberán realizar ya no una, sino, dos audiencias, una en el juzgado y otra en el campo en procesos ordinarios; reconocimientos judiciales en todas las informaciones posesorias, sin dejar de lado las medidas cautelares que deben de practicarse en audiencia, y la atención prioritaria que le impone el CPA para el nuevo proceso ambiental. Ello significaría duplicar o triplicar las agendas, sin más recursos ni personal humano, con la odiosa consecuencia de que los procesos durarían más tiempo.
A mayor abundamiento, debe de acotarse que el proceso ordinario contemplado en el Código Procesal Agrario es mucho más extenso. Con la reforma procesal agraria, se tiene la posibilidad de que un asunto pase dos veces por la Sala Primera, una en la etapa de conocimiento y otra en la etapa de ejecución. Con la ley actual, solamente tiene posibilidad de casación la sentencia del Tribunal Agrario en la sentencias de conocimiento de procesos ordinarios de mayor cuantía (no de ejecución, artículos 12 y 208, 209 del CPA),  y con limitación de cuantía. Según la reforma el recurso de casación no tendría limitación de cuantía. 
De igual modo, el CPA prescribe que en los recursos de apelación como en el de casación se puede solicitar audiencia ante el Tribunal o la Sala, y se dispone por otro lado, que si el recurso de casación no cumple los requisitos se previene su corrección, lo cual coadyuva a una sobrecarga de trabajo para la Sala I, ya que primero lo admite, luego lo revisa, luego previene, se corrige y tal vez incluso luego de ello, se pida una audiencia a la Sala. Todo ello puede tomar más de tres años, sin que aún exista sentencia de Casación.
Sea cual sea la cantidad de casos agrarios que ingresarán a la Sala Primera, deberán de esperar su turno dentro de todo el circulante (ya a esta altura significativo) de las materias civil, contenciosa, tributaria, arbitral, etc. Eso duplicará el tiempo de duración del proceso (en fase de conocimiento y de ejecución), en detrimento de las personas usuarias. Como se indicó, todos los procesos ordinarios de ejecución, tendrían hasta tercera instancia, independientemente de su cuantía (artículos 208 y 209). Esto haría a la justicia agraria no solamente más cara, sino más lenta.

B. AMPLIACIÓN DE COMPETENCIAS:  Se ha omitido un estudio de impacto en los circulantes de los juzgados de primera instancia, generado por los cambios y ampliación en los criterios de competencia material que trae la reforma,  especialmente con los procesos de cobro judicial y sucesorios. Esto es posible medirlo, si se tomara muestreo de los actuales juzgados cobratorios y civiles que tienen actualmente esas competencias. Esa necesidad de estudio estadístico, se ha hecho ver en las diferentes instancias administrativas relacionadas con la implementación.
De acuerdo con esta nueva normativa (art. 2 del CPA), ya no solamente se conocerá de procesos cobratorios en que se haya otorgado un crédito para fines agrarios, sino también aquellos cuya garantía sea un bien de naturaleza agraria independientemente de la naturaleza del crédito.  
Actualmente los procesos sucesorios en materia agraria se limitan a los bienes adjudicados por el INDER, siendo que con esta nueva ley procesal deberá de conocerse en sede agraria lo relativo a todas las sucesiones que contengan bienes agrarios, lo cual ante cualquier observador razonable, implica mucho mayor cantidad de asuntos.
Ante la imposibilidad de contar con más plazas de judicatura, es necesario  reformar el texto, para devolver a la materia civil las competencias que les corresponden por ser puramente civiles, y respetar la competencia contencioso-administrativa (del artículo 49 de la Constitución Política) en línea con la jurisprudencia de la Sala Primera así como la Sala Constitucional. Con eso se evitaría el traslado de competencias contenciosas a los Tribunales agrarios (advirtiendo la posible inconstitucionalidad de los incisos 4, 5 y 12, del artículo 2, y su contradicción con el 3).    
Así, en el dictamen de la Procuraduría OJ-111-2016, del 21 de setiembre del 2016 advirtió: “Si bien el Proyecto excluye del conocimiento de los Tribunales agrarios las pretensiones propias de la jurisdicción contenciosa administrativa (art.3), el inciso 12 del artículo 2°, por su redacción, podría generar roces de constitucionalidad, al incluir en la competencia agraria, sin distingo alguno, “las situaciones y relaciones jurídicas relacionadas con las conductas administrativas o manifestaciones específicas de la función administrativa”. Lo anterior, en consonancia con la sentencia de la Sala Constitucional No. 9928/2010.
C. CAMBIOS EN ESTRUCTURA ORGANIZATIVA. PERSONAS JUZGADORAS CONCILIADORAS Y DE EJECUCIÓN
El legislador dejó establecido en forma expresa en el artículo 9 de este  Nuevo  Código, que la Jurisdicción Agraria estará integrada por juzgados y tribunales agrarios, así como la Sala Primera de la Corte, además se contará con “…un equipo especializado de personas juzgadoras especialistas en materia agraria, a cargo de conciliaciones y de ejecución…”. En el párrafo segundo, el artículo 9 agrega que en el Tribunal deberá de constituirse las secciones que sean necesarias, sin perjuicio de que la Corte disponga la creación de otras sedes regionales del Tribunal “…conforme a los requerimientos de trabajo para ofrecer un servicio público eficiente y de calidad”. Esto se evidencia también en los artículos 13 y 14 del CPA.
Sin embargo, a la fecha no hay presupuesto para esos recursos humanos para asignar jueces de ejecución y conciliación. Incluso debe de repensarse si de verdad amerita hacer esa gran inversión en las circunstancias imperantes, pues la persona juzgadora actual podría cumplir ambas labores, ya que tiene la experiencia en la aplicación del derecho sustantivo para generar conciliaciones eficaces, y al haber dictado la sentencia en el proceso principal, sabe cómo debe de ejecutarla. Por ello ante la carencia presupuestaria para designar esas plazas necesariamente deben de reformarse esas normas.  
  
D. NORMATIVA SUPLETORIA 
El Código Procesal Agrario, pese a su extenso articulado, no es autosuficiente.  Tiene más de 27 referencias directas al Código Procesal Civil y no reguló muchos aspectos. En razón de ello más bien es más complejo, porque paso a paso hay que ir descubriendo en 342 artículos qué fue lo no regulado. Con la reforma, las personas abogadas usuarias tienen que conocer todo  lo regulado en el Código Procesal Agrario y también lo que dispone el Código Procesal Civil, o cualquier otra normativa. Tómese en cuenta que el Código Procesal Agrario tiene 342 artículos y la Ley de Jurisdicción Agraria vigente 85.
Es necesario por criterios de razonabilidad y acceso a la justicia, que se regule en el CPA lo que realmente merece una norma procesal diferente y que la remisión al Código Procesal Civil se mantenga en lo que es similar, y eliminar normas que son reiteraciones del articulado del Código Procesal Civil. Para las personas abogadas y otros operadores jurídicos, realmente es necesario contar con una herramienta sencilla y eficaz que le permita tener fluidez y que contribuya a la seguridad jurídica. 
E. PROCESO DE LOCALIZACIÓN DE DERECHOS:
En relación con la Ley sobre Inscripción de Derechos Indivisos, según el artículo 327 del Código Procesal Agrario, se debe notificar a condueños además de colindantes, se precribe expresamente: "La solicitud deberá indicar el nombre, demás calidades y domicilio exacto de las y los condueños; cuando proceda, se incluirá el de sus representantes. En tal caso, se acompañarán sus personerías. Se les dará traslado por el plazo de quince días". Como se puede ver, esta normativa resucita el requerimiento de notificar a copropietarios en el trámite de localizaciones de derechos, independientemente de si son o no personas colindantes, superado desde la ley decretada en 1961, por lo que es evidente este trámite va a tener un impacto significativo en la duración del proceso de localización. Este proceso es muy sensible porque se trata de uno de los atribuciones del derecho de propiedad. 
Incluso es importante señalar que existen Circulares de la Corte Suprema de Justicia, a saber la 185-2001, que "recordó a las personas juzgadoras agrarias y civiles" que no se debe notificar a copropietarios con la normativa actual, lo cual cambiará con la entrada en vigencia del CPA y resulta por consiguiente una contradicción. Así las cosas esta norma requiere ser  reformada.
F. RECALIFICACIÓN DE PLAZAS. CARENCIA DE PRESUPUESTO 
En la reforma se incluye: “TRANSITORIO VI- Se faculta a la Corte Plena para que ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras agrarias, conforme a la función que desempeñen, de acuerdo con las reformas procesales laboral y civil, con el fin de garantizar la estabilidad y la especialización”.
En los "Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura" Adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de 29 de noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985; se establece como estándar internacional, la remuneración objetiva y sin discriminación alguna de las personas juzgadoras. Particularmente se establece lo siguiente: "Condiciones de servicio e inamovilidad: 11. La ley garantizará la permanencia en el cargo de los jueces por los períodos establecidos, su independencia y su seguridad, así como una remuneración, pensiones y condiciones de servicio y de jubilación adecuadas" (el énfasis no es del original).
Es necesario, si entra en vigencia esta reforma, se reconozca en forma objetiva la equivalencia entre la actual persona juzgadora agraria categoría 3 y su homóloga de Juez (a) 4 Civil, e igual consecuencia para las personas auxiliares judiciales de los juzgados agrarios.  Sin embargo, ello no está previsto presupuestariamente.
Basta por ejemplo con comparar el perfil de la persona juzgadora agraria 3 del resto de perfiles de personas juzgadoras en el Poder Judicial, y especialmente en relación con la materia civil que es la más afín a la agraria en cuanto a los procesos que se tramitan.
La materia civil tiene juez (a) de cobro (categoría 2), juez (a) civil (categoría 3) y juez (a) del tribunal colegiado (categoría 4). De acuerdo a la reforma procesal agraria, en materia agraria existiría una sola persona juzgadora categoría 3 que conocería de lo que en civil se distribuye entre esas tres categorías de puestos. Así las cosas y en virtud de ello, el espíritu de ese transitorio es reconocer una compensación salarial basados en los principios de equidad, consistencia y equilibrio interno. Si no hay presupuesto para hacer esa recalificación, dejaría a las personas juzgadoras agrarias y los auxiliares judiciales, en un nivel 3 y 2 respectivamente, en transgresión de ese transitorio y de los mismos estándares internacionales mencionados. Además ello afecta la posibilidad de que se pueda captar y retener en materia agraria el talento humano.
¿Qué equidad puede haber si la persona juzgadora agraria conocería de los ordinarios de mayor y menor cuantía de forma unipersonal -siendo que la mayoría de ellos son de mayor cuantía- y esta misma competencia en materia civil está distribuido entre el juez civil (categoría 3) y el juez del tribunal colegiado (categoría 4)? Aunado a lo anterior los jueces (as) agrarios deben conocer todo lo que corresponde a un juez (a) civil 4, sin el apoyo de los pares que sí tienen los jueces civiles por ser un órgano colegiado. 
¿Qué equidad puede haber si la persona juzgadora agraria igual va a conocer los procesos de cobro y además cualquier otro de los dispuestos en los artículos 1 y 2 del Código Procesal Agrario?
Asimismo, ante la evidente carencia presupuestaria, toda la labor de jueces (as) de ejecución y de conciliación que el Código dejó previstos bajo otros supuestos financieros, en la realidad podría terminar recargada en las personas juzgadoras categoría 3.
En virtud de lo anteriormente expuesto, se peticiona a Corte Plena se solicite a la Asamblea Legislativa la ampliación de la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario, por tres años más, es decir para el 27 de febrero del 2026, mientras se elabora a la mayor brevedad una propuesta de reforma del mismo. Y Para tal efecto, se nombre una Comisión Revisora con participación de personas juzgadora expertas de primera y segunda instancia, sin perjuicio de otras que estime adicionar la Corte, quienes en un plazo máximo de tres meses entreguen el producto a Corte Plena para que sea conocido y enviado a la Asamblea Legislativa.
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Indica la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indica, “se había solicitado por parte del integrante Bonilla Garro, incluir en este artículo el escrito presentado por el Consejo Nacional de la Jurisdicción Agraria.”
Por su parte, manifiesta la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, “se adicionaría ese escrito de la ACOJUD”.
Indica la master Adriana Orocú Chavarría, Presidenta de la ACOJUD, “No, es una solicitud del Consejo Nacional de la Jurisdicción Agraria.” 
Indica doña Ana, “entonces se incluiría el escrito y se tomaría nota.”
Se acordó: 1.) Aprobar el informe 316-PLA-MI-RH-2022 y sus recomendaciones, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023 referido al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal Agrario para el 2023. 2.) Trasladar el informe a conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, para que en el plazo de 3 días hábiles manifieste lo que considere necesario. 3.) Hacer atenta instancia a Corte Plena para que analice, debido a la imposibilidad de implementación de la reforma en las condiciones actuales, dadas  las limitaciones económicas impuestas  por el Ministerio de Hacienda, se valore solicitar la ampliación de la vacatio legis para implementar esta reforma, así como el análisis de las propuestas legales que correspondan en relación al incremento de asuntos en la Sala Primera y su impacto en los tiempos de respuesta. 4.) En relación a la plaza encargada de la gestoría en materia agraria, se remite a la Corte Plena para su conocimiento, el acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión extraordinaria N°21-2021 de presupuesto celebrada el 12 de marzo del 2021, artículo XX, en el que se conoció el oficio 248-PLA-RH-OI-2021 (conocido también por la Corte Plena en sesión de presupuesto del 01 de junio del 2021, artículo II), según el cual:  “ Se acordó: 1) Se aprueba el escenario número 3 que dice: En vista de que los recursos existentes en la institución son limitados y existen otras necesidades que se deben atender, se plantea la posibilidad de maximizar el uso de este, destinándolo a apoyar otras materias que no tienen gestoría, especialmente en materias que ve la Sala Primera como Contencioso Administrativo y Agrario, y en caso de ser necesario y posible se brinde apoyo a la gestoría de la materia Civil o cualquier otra materia que lo requiera. Con este escenario se busca el máximo aprovechamiento del recurso, al ejercer la gestoría en otras jurisdicciones y con ello generar una mejora continua en los despachos que atienda, contenido en el  Informe 248-PLA-RH-OI-2021, estudio de Requerimiento Humano sobre la Continuidad de las plazas otorgadas como resultado de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil, en el entendido que la condición de la plaza será ordinaria. 2) Se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2022, para presentar una propuesta que integre todas las necesidades institucionales.”.  Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXIII 
DOCUMENTO N° 4862-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, expone el informe 318-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente el informe sobre el presupuesto asociado al proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, suscrito por el Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i. del Subproceso de Modernización Institucional.
En el informe se indica lo siguiente:

“(…)
El Consejo Superior aprobó el proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, sesión 71-17, del 1 de agosto de 2017, artículo XVI, el cual implica una revisión de toda la jurisdicción penal adultos y la etapa de planeación del citado proyecto se dio durante el año 2018, y tuvo como resultado el diseño de los modelos de tramitación de los Juzgados Penales, Tribunales Penales, Fiscalía, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial (OIJ), los cuales promueven disminuir los tiempos de respuesta para brindar un servicio público de calidad e incrementar la efectividad de los debates con la participación integral del ámbito auxiliar de justica; así como estandarizar, en la medida de lo posible, la tramitación y controles administrativos en ese ámbito, modelos que fueron aprobados por el Consejo Superior en las siguientes sesiones:

Juzgados Penales, sesión del Consejo Superior 16-19 del 22 de febrero del 2019, artículo LXII, estudio 1405-PLA-18.
Tribunales Penales: sesión del Consejo Superior 2-19 del 10 de enero del 2019, artículo XXXII, estudio 1427-PLA-18.
Flagrancia: sesiones del Consejo Superior 27-19 y 51-19, celebradas el 26 de marzo del 2019 y el 4 de junio del 2019, artículos XXXVIII y LXXI, respectivamente.
Defensa Pública: sesión N°5-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo XXIII, informe 1507-PLA-MI-2018 del 21 de diciembre de 2018 de la Dirección de Planificación, “Modelo de Tramitación de la Defensa Pública”.
Ministerio Público: sesión N°43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, artículo XLII, informe 493-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, “Modelo de Tramitación del Ministerio Público”.
Organismo de Investigación Judicial: sesión N°27-2020 celebrada el 24 de marzo de 2020, artículo LXIX, oficio 320-PLA-MI-2020 de la Dirección de Planificación, “Modelo de Atención del Organismo de Investigación Judicial (OIJ)”.
Juzgados de Ejecución de la Pena, sesiones del Consejo Superior 19-19, celebrada el 1° de marzo del 20219, artículo XLVI y 73-19, celebrada el 20 de agosto del 2019, según informes de la Dirección de Planificación 34-PLA-OI-2019 y 1070-PLA-OI-2019.
En los mencionados modelos de tramitación del ámbito jurisdiccional, es decir Juzgados y Tribunales Penales, se incorporaron las estructuras organizacionales ideales para los despachos, por lo que a continuación se muestra el requerimiento humano según esa estructura aprobada:

Juzgados Penales
El Consejo Superior en sesión 16-19 del 22 de febrero del 2019, artículo LXII, aprobó el estudio de la Dirección de Planificación 1405-PLA-18 relacionado con el Modelo de Tramitación para los Juzgados Penales y como estructura organizacional recomendada se indicaron los siguientes puestos:

Juez o Jueza 3 
Coordinador o Coordinadora Judicial 2 
Técnico o Técnica Judicial 2 (Tramitadores)
Técnico o Técnica Judicial 2 (Encargado del área de atención al usuario)
Auxiliar de Servicios Generales, cuando aplique.


Adicional a lo anterior, el modelo aprobado establece que las personas juzgadoras de los despachos conocerán la etapa preparatoria e intermedia, es decir no existirá especialización, puesto que para atender la etapa preparatoria se deberá distribuir por rol semanal; de igual manera se establece al personal una cuota de trabajo de seis asuntos diarios (126 al mes) finalizados por desestimación, sobreseimiento o auto de apertura a juicio; por lo que, con base en la estructura recomendada y la cuota de trabajo, es posible determinar las necesidades de personal de los juzgados penales; se hace la aclaración que para el presente informe no se contempla el requerimiento de personal especializado en la manifestación, ya que para su valoración es necesario conocer la dinámica de cada despacho. 

A continuación, se presenta la situación actual de los juzgados penales del país y su requerimiento de recurso humano:

Cuadro 85
Personal ordinario actual de los Juzgados Penales del país, comparación entre personal juzgador y personal técnico judicial y análisis de necesidad de recurso humano adicional conforme la estructura aprobada y cuota establecida para personas juzgadoras

	DESPACHO
	ESTADÍSTICAS
	Cantidad de plazas ordinarias según la relación de puestos
	Comparativo de la cantidad teórica de personal versus la cantidad ordinaria

	
	Promedio mensual de asuntos nuevos 2017-2021
	Carga de trabajo plaza de juez o jueza
	Carga de trabajo plaza de técnico/a Judicial
	Cantidad de jueces/zas
	Coordinador/a Judicial
	Cantidad de personal técnico
	Auxiliar de Servicios Generales
	Diferencia entre los técnicos y jueces judiciales
	Cuota de asuntos terminados según modelo
	Proyección teórica de jueces/as para atender la etapa intermedia
	Jueces para atención de preparatoria
	Proyección total de jueces y juezas
	Diferencia entre la cantidad teórica y la actual

	Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José
	916
	65
	38
	14
	1
	24
	 
	-10
	1134
	7,3
	1,0
	8,3
	-5,73

	Juzgado Penal de Puriscal
	83
	41
	83
	2
	1
	1
	1
	1
	126
	0,7
	1,0
	1,7
	-0,34

	Juzgado Penal II Circuito Judicial de San José
	849
	71
	65
	12
	1
	13
	 
	-1
	1134
	6,7
	1,0
	7,7
	-4,26

	Juzgado Penal de Hatillo
	360
	90
	72
	4
	1
	5
	1
	-1
	378
	2,9
	1,0
	3,9
	-0,14

	Juzgado Penal del III Circ. Jud. De San José
	411
	103
	69
	4
	1
	6
	 
	-2
	378
	3,3
	1,0
	4,3
	0,27

	Juzgado Penal de Pavas
	373
	93
	93
	4
	1
	4
	1
	0
	378
	3,0
	1,0
	4,0
	-0,04

	Juzgado Penal del I Circuito Judicial de Alajuela
	729
	91
	81
	8
	1
	9
	 
	-1
	588
	5,8
	1,0
	6,8
	-1,21

	Juzgado Penal del I Circuito Judicial de Alajuela (Sección de Atenas)
	100
	50
	100
	2
	1
	1
	 
	1
	126
	0,8
	1,0
	1,8
	-0,21

	Juzgado Penal del II Circuito Judicial de Alajuela
	319
	106
	106
	3
	1
	3
	1
	0
	252
	2,5
	1,0
	3,5
	0,53

	Juzgado Penal de Upala
	135
	68
	68
	2
	1
	2
	 
	0
	126
	1,1
	1,0
	2,1
	0,07

	Juzgado Penal de La Fortuna
	74
	37
	74
	2
	1
	1
	 
	1
	126
	0,6
	1,0
	1,6
	-0,41

	Juzgado Penal de Los Chiles
	61
	30
	61
	2
	1
	1
	 
	1
	126
	0,5
	1,0
	1,5
	-0,52

	Juzgado Penal de Grecia
	167
	84
	42
	2
	1
	4
	 
	-2
	126
	1,3
	1,0
	2,3
	0,33

	Juzgado Penal III Circ. Jud. de Alajuela (San Ramón)
	150
	75
	50
	2
	1
	3
	 
	-1
	126
	1,2
	1,0
	2,2
	0,19

	Juzgado Penal de Cartago
	535
	134
	76
	4
	1
	7
	 
	-3
	378
	4,2
	1,0
	5,2
	1,24

	Juzgado Penal de Turrialba
	223
	111
	74
	2
	1
	3
	 
	-1
	126
	1,8
	1,0
	2,8
	0,77

	Juzgado Penal de La Unión
	157
	78
	78
	2
	1
	2
	 
	0
	126
	1,2
	1,0
	2,2
	0,24

	Juzgado Penal de Heredia
	484
	97
	69
	5
	1
	7
	 
	-2
	504
	3,8
	1,0
	4,8
	-0,16

	Juzgado Penal de San Joaquín de Flores
	106
	53
	53
	2
	1
	2
	 
	0
	126
	0,8
	1,0
	1,8
	-0,16

	Juzgado Penal de Sarapiquí
	130
	65
	43
	2
	1
	3
	 
	-1
	126
	1,0
	1,0
	2,0
	0,03

	Juzgado Penal I Circuito Judicial de Guanacaste
	253
	84
	84
	3
	1
	3
	1
	0
	252
	2,0
	1,0
	3,0
	0,01

	Juzgado Penal de Cañas
	155
	78
	52
	2
	1
	3
	 
	-1
	126
	1,2
	1,0
	2,2
	0,23

	Juzgado Penal II Circ. Jud. Guanacaste
	193
	96
	64
	2
	1
	3
	 
	-1
	126
	1,5
	1,0
	2,5
	0,53

	Juzgado Penal Santa Cruz
	258
	129
	64
	2
	1
	4
	 
	-2
	126
	2,0
	1,0
	3,0
	1,04

	Juzgado Penal de Puntarenas
	298
	74
	43
	4
	1
	7
	1
	-3
	378
	2,4
	1,0
	3,4
	-0,64

	Juzgado Penal de Aguirre y Parrita
	159
	79
	79
	2
	1
	2
	 
	0
	126
	1,3
	1,0
	2,3
	0,26

	Juzgado Penal de Garabito
	107
	53
	107
	2
	1
	1
	 
	1
	126
	0,8
	1,0
	1,8
	-0,15

	Juzgado Penal de Cóbano
	37
	37
	18
	1
	1
	2
	 
	-1
	0
	0,3
	1,0
	1,3
	0,29

	Juzgado Penal I Circ. Jud. Zona Sur
	302
	101
	60
	3
	1
	5
	 
	-2
	252
	2,4
	1,0
	3,4
	0,40

	Juzgado Penal de Buenos Aires
	95
	48
	95
	2
	1
	1
	 
	1
	126
	0,8
	1,0
	1,8
	-0,24

	Juzgado Penal II Circ. Jud. Zona Sur
	125
	62
	62
	2
	1
	2
	1
	0
	126
	1,0
	1,0
	2,0
	-0,01

	Juzgado Penal de Golfito
	130
	65
	65
	2
	1
	2
	 
	0
	126
	1,0
	1,0
	2,0
	0,03

	Juzgado Penal de Osa
	114
	57
	57
	2
	1
	2
	 
	0
	126
	0,9
	1,0
	1,9
	-0,09

	Juzgado Penal de Coto Brus
	83
	41
	83
	2
	1
	1
	 
	1
	126
	0,7
	1,0
	1,7
	-0,34

	Juzgado Penal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica 
	250
	63
	50
	4
	1
	5
	 
	-1
	378
	2,0
	1,0
	3,0
	-1,01

	Juzgado Penal de Bribrí
	99
	49
	99
	2
	1
	1
	 
	1
	126
	0,8
	1,0
	1,8
	-0,22

	Juzgado Penal de Batán
	78
	78
	78
	1
	1
	1
	 
	0
	0
	0,6
	1,0
	1,6
	0,62

	Juzgado Penal de Pococí- Guácimo
	370
	74
	74
	5
	1
	5
	 
	0
	504
	2,9
	1,0
	3,9
	-1,06

	Juzgado Penal de Siquirres
	176
	88
	88
	2
	1
	2
	1
	0
	126
	1,4
	1,0
	2,4
	0,40


Fuente: elaboración propia a partir de los anuarios estadísticos y la relación de puestos.
Notas: (a) Según la relación de puestos cuenta con dos plazas ordinarias de juez o juez; sin embargo, una se encuentra inactiva, esperando a que se logre conformar un Tribunal Penal en Garabito.

Del requerimiento de recurso humano proyectado, a continuación, se muestra el resumen de las necesidades para los juzgados penales; así como, las observaciones pertinentes:

	Despacho
	Requerimiento humano
	Observaciones

	Juzgado Penal del Puriscal
	Una plaza adicional de técnica o técnico judicial
	Este despacho se encuentra en proceso de finalización de abordaje como parte del Modelo Penal y como parte de las conclusiones se determina la necesidad de este puesto, el cual se solventaría con la reclasificación del puesto ordinario de Auxiliar General y la contratación del servicio de limpieza para este despacho; no obstante, dado que en el presente informe se desconoce las posibilidades presupuestarias de la modificación del contrato, se incluye la necesidad de personal adicional.

	Juzgado Penal de Atenas
	Una plaza adicional de técnica o técnico judicial
	El despacho cuenta con una plaza ordinaria de Técnica o Técnico Judicial, la cual ostenta una carga de trabajo de 100 expedientes, cifra que supera el promedio mensual nacional de 74 asuntos por plaza de técnico/a judicial; además, supera el promedio del despacho modelo el Juzgado Penal de Cartago, en donde una plaza de técnica o técnico judicial recibe mensualmente 76 expedientes.

	Juzgado Penal de San Carlos
	Una plaza de jueza o juez
	Para atender la entrada de asuntos nuevos y la etapa preparatoria se determina que este despacho requiere la asignación de una plaza a medio tiempo; ya que una plaza adicional de jueza o juez supondría una subutilización de recursos, por lo que para este informe no se considerara como un requerimiento adicional para el despacho.

	Juzgado Penal de la Fortuna
	Una plaza de técnica o técnico judicial
	Para completar estructura de tramitación aprobada.

	Juzgado Penal de los Chiles
	Una plaza de técnica o técnico judicial
	Para completar estructura de tramitación aprobada.

	Juzgado Penal de Cartago
	Una plaza de jueza o juez
	Corresponde al despacho con mayor entrada de asuntos nuevos por plaza de jueza o juez, por lo que se considera necesario la asignación de otra plaza adicional, lo que permitiría equilibrar las cargas de trabajo del despacho con los demás juzgados penales del país. No se considera necesario dotar de personal técnico judicial, por cuanto el despacho cuenta con siete plazas y cuatro de juez o jueza, es decir que conforme la estructura, existe una diferencia de tres puestos de persona técnica judicial, de las cuales una podría trabajar de forma directa con la plaza nueva.

	Juzgado Penal de Turrialba
	Una plaza de jueza o juez
	La carga de trabajo mensual por plaza de jueza o juez se estima en 111 asuntos; este despacho cuenta con dos jueces o juezas, por lo que, para atender la entrada de asuntos nuevos en etapa intermedia, requería de una plaza adicional. En caso de dotar esta plaza adicional no sería necesaria una plaza adicional de técnico/a judicial, ya que el despacho cuenta con tres plazas ordinarias.

	Juzgado Penal de II Circuito Judicial de Guanacaste
	Una plaza de jueza o juez
	Para atender la entrada de asuntos nuevos y la etapa preparatoria se determina que este despacho requiere la asignación de una plaza a medio tiempo; ya que una plaza adicional de jueza o juez supondría una subutilización de recursos, por lo que para este informe no se considerara como un requerimiento adicional para el despacho.

	Juzgado Penal de Santa Cruz
	Una plaza de jueza o juez
	Corresponde a un despacho abordado como parte del modelo penal, el informe preliminar fue enviado a las oficinas involucradas mediante oficio 1303-PLA-MI-2021 y como parte de las propuestas de mejora se expone la necesidad de asignar una tercera plaza de jueza o juez. En cuanto al personal técnico se determina que existe dos plazas ordinarias de jueces/zas contra cuatro de técnico o técnica judicial, por lo que existe capacidad en el despacho de personal técnico judicial.

	Juzgado Penal de Garabito
	Una plaza de técnica o técnico judicial
	Corresponde a un despacho abordado como parte del modelo penal, el informe definitivo fue enviado al Consejo Superior mediante oficio 2045-PLA-MI-2020 y en las propuestas de mejora se expone la necesidad de asignar una plaza de técnica o técnico judicial; el citado informe 2045-PLA-MI-202, fue aprobado por el órgano superior en sesión 47-21 del 8 de junio del 2021, artículo LII. Actualmente el despacho cuenta con un permiso con goce de salario para cubrir esta necesidad, la cual fue prorrogada hasta el me de junio del 2022, con oficio 278-PLA-MI-2021, aprobado por el Consejo Superior en sesión 28-2022 celebrada el 31 de marzo del 2022, artículo XXV.

	Juzgado Penal de Buenos Aires
	Una persona técnica judicial
	Para completar estructura de tramitación aprobada, el cual también se sustenta en el informe 278-PLA-MI-22.

	Juzgado Penal de Coto Brus
	Una persona técnica judicial
	Para completar estructura de tramitación aprobada.

	Juzgado Penal de Bribrí
	Una persona técnica judicial
	Según informe de abordaje del despacho 1434-PLA-0I-2020 aprobado por el Consejo Superior en sesión 93-2020, artículo XLV, celebrada el 24 de setiembre del 2020, la necesidad en la tramitación se solucionó con la plaza de traductor con la que cuenta el despacho.

	Juzgado Penal de Batan
	Una plaza de juez o jueza
	Corresponde a un despacho abordado como parte del modelo penal, el informe definitivo fue enviado al Consejo Superior mediante oficio 583-PLA-MI-2021 y en las propuestas de mejora se expone la necesidad de que Juzgado Penal de Limón colabore con 48 expedientes al mes de desestimaciones y sobreseimientos escritos provenientes del Juzgado Penal de Bataán; lo que equipararía las cargas de trabajo de ambos despachos. El citado informe 583-PLA-MI-2021, fue aprobado por el órgano superior en sesión 78-21 del 7 de setiembre del 2021, artículo XXXI.



Adicional a la lista anterior, para el Juzgado Penal de Pococí, el cual corresponde a un despacho rediseñado como parte del Modelo, se debe agregar la necesidad de una plaza de técnico o técnica judicial 2, ya que en el informe definitivo 1054-PLA-MI-2021, aprobado por el Consejo Superior en sesión 97-2021 celebrada el 11 de noviembre de 2021, artículo XLV, en las recomendaciones se indicó lo siguiente:

“11.2.- Con base en la estructura de despacho modelo acogido por el Consejo Superior en sesión 16-19 del 22 de febrero de 2019, artículo LXII, este Juzgado requiere en forma adicional una plaza de Técnica o Técnico Judicial para atender la manifestación en forma especializada, por lo que se recomienda que una vez que se detecté la posibilidad de trasladar algún recurso subutilizado en otro despacho se considere a esta oficina.”

Del análisis elaborado, a continuación, se muestra el resumen del requerimiento humano para los Juzgados Penales que cuenta con un informe técnico de la Dirección de Planificación que lo sustenta y que además ya fue aprobado por el Consejo Superior:


Cuadro 86
Costo anual de requerimiento humano adicional para los juzgados penales que cuentan con un estudio técnico de la Dirección de Planificación aprobado por el Consejo Superior

	Despacho 
	Juez o Jueza 3
	Técnico/a Judicial 2
	Total de plazas requeridas
	 Costo anual por puesto 
	Informe

	Juzgado Penal de Garabito
	0
	1
	1
	 ₡        14 388 000,00 
	2045-PLA-MI-2020 

	Juzgado Penal de Guápiles
	0
	1
	1
	 ₡        14 388 000,00 
	1054-PLA-MI-2021

	TOTALES
	0
	2
	2
	 ₡        28 776 000,00 
	 


Fuente: elaboración propia

En el cuadro anterior, se detallan los informes técnicos realizados por personal profesional de la Dirección de Planificación, revisados y aprobados por el Consejo Superior, donde se identifica la necesidad de requerimiento humano y como se puede observar, se tiene la necesidad de incrementar en al menos una persona técnica judicial para esos juzgados, con el fin de cumplir con la estructura mínima requerida para su correcto funcionamiento, por lo que se considera indispensable ese apoyo de forma permanente, lo cual provocaría un costo total anual aproximado de  ₡ 28 776 000,00 para esas oficinas; sin embargo, en el caso específico del Juzgado Penal de Garabito, la necesidad se ha cubierto a través de un permiso con goce de salario bajo el artículo 44, desde el año 2020 aproximadamente, por lo que el incremento en el costo de la oficina debería ser mínimo a la hora de realizarse el cambio de forma temporal a permanente, en comparación con crear una plaza ordinaria completamente nueva. 

Continuando con los despachos rediseñados como parte del proyecto del Modelo Penal, seguidamente se muestran los despachos en los cuales se determinó una necesidad de recurso adicional, pero que se encuentra pendiente de remitir al Consejo Superior el informe respectivo o que ya fue remitido y se encuentra a la espera de ser conocido por el órgano superior:

Cuadro 87
Costo anual de requerimiento humano adicional para los juzgados penales que tienen un informe técnico por ser enviado a aprobación por el Consejo Superior


	Despacho 
	Juez o Jueza 3
	Técnico/a Judicial 2
	Total de plazas requeridas
	 Costo por anual puesto 
	Estado

	Juzgado Penal de Puriscal
	0
	1
	1
	₡ 14 388 000,00
	Finalizando abordaje y por consiguiente el informe respectivo.

	Juzgado Penal de Santa Cruz
	1
	0
	1
	₡ 54 293 000,00
	Informe 230-PLA-MI-2022, pendiente de aprobación por el Consejo Superior.

	Juzgado Penal de Pavas
	1
	1
	2
	₡ 68 681 000,00
	 Informe 293-PLA-MI-2022, en etapa preliminar

	TOTALES
	2
	2
	4
	₡ 137 362 000,00
	 



En el cuadro anterior se tiene que, se ha identificado la necesidad de personal para esos Juzgados Penales que ya han sido abordadas por parte de las personas profesionales de la Dirección de Planificación y sus respectivos informes se encuentran en proceso de finalización para ser remitidos al Consejo Superior.

Es importante aclarar que, dentro de la cantidad total de plazas faltantes se incluye una plaza de técnica o técnico judicial para las localidades de Puriscal y Pavas y si bien es cierto, en estos despachos existe una plaza de Auxiliar de Servicios Generales, la cual se podría recalificar a persona técnica judicial 2, pero para el presente informe se desconocen las posibilidades presupuestarias para las modificaciones del contrato de limpieza, se incluye la necesidad de personal adicional como la creación de una plaza nueva, por lo que costo total anual para los tres despachos sería de ₡ 137 362 000,00.
 
Seguidamente se muestra el requerimiento de recurso humano, en los Juzgados Penales que aún no han sido abordados, pero donde se identificó faltante de personal para completar la estructura aprobada para estos despachos:

Cuadro 88
Costo anual de requerimiento humano adicional para los juzgados penales que aún no han sido abordados como parte del proyecto del Modelo Penal

	Despacho 
	Juez o Jueza 3
	Técnico/a Judicial 2
	Total de plazas requeridas
	 Costo por anual puesto 

	Juzgado Penal de Turrialba
	1
	0
	1
	 ₡        54 293 000,00 

	Juzgado Penal de Coto Brus
	0
	1
	1
	 ₡        14 388 000,00 

	Juzgado Penal de Buenos Aires
	0
	1
	1
	 ₡        14 388 000,00 

	Juzgado Penal de La Fortuna
	0
	1
	1
	 ₡        14 388 000,00 

	Juzgado Penal de Los Chiles
	0
	1
	1
	 ₡        14 388 000,00 

	Juzgado Penal de Cartago
	1
	0
	1
	 ₡        54 293 000,00 

	Juzgado Penal de Atenas
	0
	1
	1
	 ₡        14 388 000,00 

	TOTALES
	2
	5
	7
	 ₡      180 526 000,00 



A pesar de que los juzgados penales de Turrialba, Coto Brus, Buenos Aires, La Fortuna, Los Chiles y Cartago, no han sido abordados como parte del proyecto del Modelo Penal, es posible determinar la necesidad de requerimiento humano en el puesto de persona técnica judicial (Coto Brus, Buenos Aires, La Fortuna, Los Chiles y Atenas), a partir de la comparación de su estructura organizacional ordinaria con la aprobada para los juzgados penales; en el caso del personal juzgador (Turrialba y Cartago), con  la entrada mensual de asuntos nuevos, se determina la cantidad teórica de jueces o juezas que requerirían, según la cuota establecida. Debido a lo anterior, se considera necesario para brindar un mejor servicio al usuario la asignación de recurso adicional, el cual tendría un costo total anual de ₡ 180 526 000,00.

Tribunales Penales
Si bien es cierto, para los Tribunales Penales existe una estructura organizacional aprobada por el Consejo Superior en sesión del Consejo Superior 2-19 del 10 de enero del 2019, artículo, según informe 1427-PLA-18, para el presente informe se planteará la necesidad de requerimiento humano para los despachos que ya fueron abordados como parte de proyecto del Modelo Penal o aquellos Tribunales que cuentan con un informe técnico que sustente la necesidad de asignación de personal adicional, puesto que la dinámica de trabajo de estos despachos debe ser analizada para determinar la necesidad de asignación de recurso adicional
En línea con lo anterior, de seguido se muestra el detalle de requerimiento humano para los Tribunales Penales, iniciando con los despachos que cuentan con una estructura mínima y que actualmente mantienen permisos con goce de salario para la conformación de una sección mixta.

Tribunales Penales con estructura mínima
El primer análisis se realizará en los Tribunales Penales, que disponen de estructuras mínimas y que los limita en la realización de los juicios colegiados, a saber: Sarapiquí, Siquirres, Quepos, Turrialba, Cañas y Santa Cruz, puesto que para resolver los expedientes de juicios colegiados, los Tribunales Penales cabecera de cada cantón (Heredia, Cartago, Puntarenas, Guápiles, Liberia y Nicoya) deben trasladan recursos ordinarios a estos despachos (Sarapiquí, Turrialba, Quepos, Siquirres, Cañas y Santa Cruz), situación que limita la atención de ambas zonas; seguidamente se detalla el requerimiento de personal para los despachos penales con estas características:
Cuadro 89
Análisis de personal ordinario actual de los Tribunales Penales con estructura mínima
	 
 
Oficina
	RECURSO HUMANO ORDINARIO 
	ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL
	REQUERIMIENTO DE RECURSO HUMANO

	
	Cantidad de Jueces
(as) 4
	Coordinador
(a) Judicial
	Juez/a 1
	Cantidad de Técnicos
(as) Judiciales 3
	Cantidad de secciones de Mixtas (a)
	Cantidad de secciones de flagrancia
	Descripción de secciones ordinarias
	Requerimi
ento teórico de jueces 1 (b)
	Diferencia entre lo teórico y lo real
	Necesidad de coordinador judicial
	Requerimi
ento teórico de técnicos judiciales (c)
	Diferencia entre lo teórico y lo real

	Tribunal Penal de Sarapiquí
	1
	1
	 
	1
	1
	0
	Mixta (tiene PCGS)
	0,25
	0
	1
	3,25
	2,25

	Tribunal Penal de Turrialba
	1
	1
	 
	1
	1
	0
	Mixta (tiene PCGS)
	0,25
	0
	1
	3,25
	2,25

	Tribunal Penal de Quepos
	1
	1
	 
	1
	1
	0
	Mixta (tiene PCGS)
	0,25
	0
	1
	3,25
	2,25

	Tribunal Penal de Siquirres
	1
	1
	 
	1
	1
	0
	Mixta (tiene PCGS)
	0,25
	0
	1
	3,25
	2,25

	Tribunal Penal de Cañas
	1
	1
	 
	1
	1
	0
	Mixta (tiene PCGS)
	0,25
	0
	1
	3,25
	2,25

	Tribunal Penal de Santa Cruz
	2
	1
	 
	2
	1
	1
	Mixta (tiene PCGS)
1 Flagrancia
	0,50
	0,50
	1
	3,25
	1,25


Fuente: Elaboración propia a partir de la relación de puestos y de la información recopilada de la matriz de indicadores de gestión de cada despacho.
Notas: (a) Ordinariamente no cuentan con una sección mixta, corresponde a una sección unipersonal; no obstante, dado que integran con jueces ordinarios de los tribunales cabecera, también conforman una sección colegiada. (b) para el cálculo de necesidad de los jueces/as de trámite se considera la sección de flagrancia, en caso de que en el despacho se brinde ese servicio. C) para el cálculo de requerimiento no se toma en cuenta la sección de flagrancia, por cuanto esa sección ordinariamente ya cuenta con tres puestos de técnica o técnico judicial.

De los despachos con estructura mínima, se determina lo siguiente en cuanto al personal técnico de apoyo y los jueces o juezas de trámite:
Ninguno cuenta con la figura de juez o jueza tramitador, pero según el informe del modelo de tramitación, este puesto es para atender entre 3 a 4 secciones y el despacho que cuenta con más de tres secciones es el Tribunal Penal de Santa Cruz.
Exceptuando el Tribunal Penal de Santa Cruz que cuenta con dos plazas de técnico o técnica judicial, todos los demás cuentan únicamente con una plaza, situación que es contraria al modelo que estipula dos técnicos/as por cada sección. 
Ahora bien, en cuanto a la necesidad de asignación de plazas de jueces y juezas 4, a continuación, se detallan las estadísticas relacionadas con la entrada de asuntos nuevos, lo que permite determinar el requerimiento teórico de secciones en estos despachos: 
Cuadro 90
Requerimiento teórico de recurso humano para los Tribunales Penales con estructura mínima
	ESTADÍSTICAS
	RECURSO HUMANO ORDINARIO 
	REQUERIMIENTO DE RECURSO HUMANO

	
	
	
	

	Oficina
	Promedio de asuntos entrados 2017 al 2021
	% de entrada colegiados
	% de entrada unipersonales
	sin integra.
	Cantidad de Jueces(as) 4
	Coordinador
(a) Judicial
	Juez/a 1
	Cantidad de Técnicos(as) Judiciales 3
	Requerimiento teórico de secciones colegiadas
	Requerimiento teórico de secciones unipersonales
	Cantidad de Jueces/as 4 para atender entrada
	Diferencia entre lo teórico y lo real
	

	Tribunal Penal de Sarapiquí
	17
	35%
	65%
	0%
	1
	1
	 
	1
	0,44
	0,62
	1,95
	0,95
	

	Tribunal Penal de Turrialba
	25
	27%
	71%
	2%
	1
	1
	 
	1
	0,50
	0,99
	2,50
	1,50
	

	Tribunal Penal de Quepos
	28
	41%
	59%
	0%
	1
	1
	 
	1
	0,83
	0,88
	3,37
	2,37
	

	Tribunal Penal de Siquirres
	26
	42%
	58%
	0%
	1
	1
	 
	1
	0,78
	0,82
	3,17
	2,17
	

	Tribunal Penal de Cañas
	31
	35%
	64%
	1%
	1
	1
	 
	1
	0,77
	1,06
	3,38
	2,38
	

	Tribunal Penal de Santa Cruz
	35
	33%
	67%
	0%
	2
	1
	 
	2
	0,88
	1,34
	3,99
	1,99
	


Fuente: elaboración propia a partir de los anuarios estadísticos
Con base en la información anterior, se determina que los Tribunales Penales de Sarapiquí y Turrialba, ostentan una entrada de asuntos mensuales que es menor a la capacidad establecida para cada tipo de integración (unipersonales 20 sentencias y colegiados 15); los Tribunales Penales de Quepos, Siquirres y Cañas, mantienen una entrada mensual que es muy cercana a la capacidad establecida para los jueces o juezas de fondo; sin embargo, no es la suficiente para crear en estos despachos una sección colegiada y una unipersonal especializada, por lo que se determina que la necesidad de estos despachos es la de contar con una sección mixta que conozca tanto los juicios colegiados como unipersonales, con una cuota mensual de 32 sentencias o medidas alternas. En el caso del Tribunal Penal de Santa Cruz, según las estadísticas de asuntos entrados, se determina la necesidad de contar de manera especializada de al menos una sección unipersonal y una colegiada.
En relación con los Tribunales con estructura mínima, es conveniente mencionar que, con la finalidad de brindar un mejor servicio al usuario, a pesar de las limitaciones presupuestarias implementadas por la pandemia provocada por el COVID-19, la Institución ha mantenido desde aproximadamente el 2019 la asignación de permisos con goce de salario en estos despachos y la última prórroga aprobada por el Consejo Superior fue en la sesión 28-2022 celebrada el 31 de marzo del 2022, artículo XXV.
Además de los permisos con goce de salario, los despachos de Sarapiquí, Siquirres, Santa Cruz y Turrialba cuentan con recursos ordinarios del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) de jueces o juezas de fondo, con la finalidad de poder conformar las estructuras organizacionales de trabajo requeridas en estos tribunales.
En virtud de lo expuesto, a continuación, se muestra el resumen de necesidades en estos tribunales:


Cuadro 91
Costo anual de requerimiento humano adicional para los Tribunales Penales con estructura mínima
	Despacho
	REQUERIMIENTO
	COSTO PRESPUESTARIO
	 

	
	Jueces/zas 4
	Técnicos
(as) Judiciales 3
	Total
	Costo total plaza juez o jueza 4
	Costo plaza técnico judicial 3
	Costo Total
	Observaciones

	Tribunal Penal de Quepos
	2
	2
	4
	 ₡ 117 218 000,00 
	 ₡ 30 090 000,00 
	 ₡ 147 308 000,00 
	Requerimiento solicitado, según informe de rediseño del modelo penal 2045-PLA-OI-2020, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 47-21 del 8 de junio del 2021, artículo LII.

	Tribunal Penal de Sarapiquí
	2
	2
	4
	₡ 117 218 000,00 
	₡ 30 090 000,00
	 ₡ 147 308 000,00 
	Requerimiento solicitado, según informe de rediseño del modelo penal 239-PLA-OI-2020, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 18-2020, artículo L.

	Tribunal Penal de Siquirres
	2
	2
	4
	 ₡ 117 218 000,00 
	₡ 30 090 000,00
	 ₡ 147 308 000,00 
	Requerimiento solicitado, según informe de rediseño del modelo penal 1061-PLA-MI-2021, aprobado por el Consejo Superior en sesión 97-2021 celebrada el 11 de noviembre de 2021, artículo XLVI

	Tribunal Penal de Turrialba
	2
	2
	4
	 ₡ 117 218 000,00 
	₡ 30 090 000,00
	 ₡ 147 308 000,00 
	Pendiente de abordaje

	Tribunal Penal de Cañas
	2
	2
	4
	 ₡ 117 218 000,00 
	₡ 30 090 000,00
	 ₡ 147 308 000,00 
	Requerimiento solicitado, según informe de rediseño del modelo penal 279-PLA-OI-20, aprobado por el Consejo Superior en sesión 108-20 artículo XLIX.

	Tribuna Penal de Santa Cruz
	3
	2
	4
	 ₡ 175 827 000,00 
	₡ 30 090 000,00
	 ₡ 205 917 000,00 
	Requerimiento solicitado, según informe de rediseño del modelo penal 231-PLA-MI-22, el cual se encuentra pendiente de aprobación.

	Totales
	13
	12
	24
	 ₡ 761 917 000,00 
	 ₡ 180 540 000,00 
	 ₡ 942 457 000,00 
	 



Se considera que, para los despachos detallados en el cuadro anterior, es indispensable el apoyo de forma permanente, como respuesta a la situación expuesta, lo cual provocaría un costo total anual aproximado de ₡942 457 000,00 para esas oficinas; sin embargo, de manera parcial esa situación se ha solventado, a través de los permisos con goce de salario bajo el artículo 44, desde el 2019 aproximadamente, por lo que el incremento en el costo de estos tribunales debería ser ₡ 293 045 000,00. 

Tribunales Penales con abordaje realizado como parte de proyecto del Modelo Penal	
Continuando con los Tribunales Penales, existen despachos que ya fueron abordados por la Dirección de Planificación, como parte del proyecto del Modelo Penal y el informe que lo sustenta ya fue aprobado por el Consejo Superior, por lo que seguidamente se detalla la necesidad de recurso humano detectada, según el escenario mínimo recomendado en esa oportunidad:

Cuadro 92
Costo anual de requerimiento humano adicional para los Tribunales Penales que cuentan con un informe técnico de la Dirección de Planificación aprobado por el Consejo Superior

	Despacho
	REQUERIMIENTO
	COSTO PRESPUESTARIO

	
	Juez/a 4
	Juez/a 1
	Técnico
(a) Judicial 3
	Total
	Costo total plaza juez o jueza 4
	Costo total plaza juez o jueza 1
	Costo plaza técnico judicial 3
	Costo Total
	Observaciones

	Tribunal Penal de Puntarenas
	0
	0
	2
	2
	₡                   -   
	 ₡                      -   
	₡30 090 000,00 
	₡30 090 000,00 
	Escenario mínimo, informe de abordaje 2045-PLA-OI-2020, aprobado por el Consejo Superior en la sesión Aprobado por el Consejo Superior en sesión 47-21 del 8 de junio del 2021, artículo LII.

	Tribunal Penal de Liberia
	1
	0
	1
	2
	₡ 58 609 000,00 
	 ₡                      -   
	₡15 045 000,00 
	₡73 654 000,00 
	Escenario mínimo, del informe 251-PLA-OI-2020 aprobado por el Consejo Superior en sesión 20-20 artículo LIII.

	Tribunal Penal de Guápiles
	1
	0
	2
	3
	₡ 58 609 000,00 
	 ₡                      -   
	₡30 090 000,00 
	₡88 699 000,00 
	Escenario actual del informe de abordaje 1038-PLA-MI-2021, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 98-2021 celebrada el 16 de noviembre de 2021, art´. XLI

	Tribunal Penal de Limón
	1
	1
	2
	3
	₡58 609 000,00 
	₡51 061 000,00 
	₡30 090 000,00 
	₡139 760 000,00 
	Escenario actual del informe de abordaje 1433-PLA-MI-2020, aprobado por el Consejo Superior en Sesión 95-20 celebrada el 2 de octubre del 2020, artículo  XLI  

	Totales
	3
	1
	7
	10
	₡175 827 000,00 
	 ₡51 061 000,00 
	 ₡105 315 000,00 
	 ₡332 203 000,00 
	 



En el cuadro anterior, se detallan los informes técnicos realizados por personal profesional de la Dirección de Planificación, revisados y aprobados por el Consejo Superior, donde se identifica la necesidad de requerimiento humano y como se puede observar, se tiene la necesidad de incrementar tanto en puestos profesionales como de apoyo técnico judicial, con el fin de cumplir con la estructura mínima requerida para su correcto funcionamiento y se considera indispensable ese apoyo de forma permanente, el cual tendría un costo anual de  ₡332 203 000,00. Ahora bien, en el caso del Tribunal Penal de Limón, desde el año 2021, cuenta con una licencia con goce de salario de juez o jueza 1, por lo que el impacto para el presupuesto del año 2023 sería ₡281 142 000,00.

Tribunales Penales abordados como parte del Modelo Penal, con informe definitivo pendiente de remitir al Consejo Superior 

Continuando con los Tribunales Penales rediseñados como parte del proyecto del Modelo Penal, seguidamente se muestran los despachos en los cuales se determinó una necesidad de recurso adicional, pero que se encuentra pendiente de remitir al Consejo Superior el informe respectivo:

Cuadro 93
Costo anual de requerimiento humano adicional para los Tribunales Penales que cuentan con un informe técnico de la Dirección de Planificación pendiente de remitir al Consejo Superior

	Despacho
	REQUERIMIENTO
	COSTO PRESPUESTARIO

	
	Juez/a 4
	Juez/a 1
	Técnico
(a) Judicial 3
	Total
	Costo total plaza juez o jueza 4
	Costo total plaza juez o jueza 1
	Costo plaza técnico judicial 3
	Costo Total
	Observaciones

	Tribunal de Nicoya
	 
	 
	2
	2
	 ₡                     -   
	 ₡                      -   
	₡30 090 000,00 
	 ₡30 090 000,00 
	Escenario estructura actual, informe preliminar de abordaje 1365-PLA-MI-2021.

	Tribunal Penal de Pavas
	 
	 
	3
	3
	 ₡                     -   
	 ₡                      -   
	₡45 135 000,00 
	 ₡45 135 000,00 
	Escenario provisional, informe preliminar de abordaje 227-PLA-MI-2021.

	Tribunal Penal de Goicoechea
	1
	1
	2
	4
	 ₡58 609 000,00 
	 ₡ 51 061 000,00 
	₡ 30 090 000,00 
	 ₡139 760 000,00 
	Finalizado el abordaje, en proceso el informe preliminar. 

	Totales
	1
	1
	8
	10
	 ₡58 609 000,00 
	 ₡ 51 061 000,00 
	₡105 315 000,00 
	 ₡ 214 985 000,00 
	 




Se determina que, para el caso de los despachos penales abordados como parte del proyecto Penal, pero que se encuentra en etapa de finalización el informe definitivo, existe necesidad de crear una plaza de jueza o juez 4 (Goicoechea), Juez o Jueza 1 (Goicoechea) y ocho plazas de técnica o técnico judicial (dos para Nicoya, tres para Pavas y dos para Goicoechea) y el costo total de recurso humano sería de ₡ 214 915 000,00.

Tribunales Penales pendientes de ser abordados, con necesidad de recurso adicional

Seguidamente se muestra el requerimiento de recurso humano, en el Tribunal Penal de Alajuela, que aún no ha sido abordado, pero que se identificó un faltante de personal para completar la estructura organizacional necesaria para atender su entrada de asuntos nuevos:

Cuadro 94
Costo anual de requerimiento humano adicional para los Tribunales Penales que no han sido abordados como parte del proyecto del Modelo Penal
	Despacho
	REQUERIMIENTO
	COSTO PRESPUESTARIO

	
	Juez/a 4
	Costo total plaza juez o jueza 4
	Observaciones

	Tribunal Penal de Alajuela
	3
	 ₡     175 827 000,00 
	Informe 890-PLA-2016, sesión de Consejo Superior N° 57-16, celebrada el 9 de junio del 2016, artículo XIII. Tribunal de Alajuela. 




Para la asignación de dos plazas de Juez o Jueza 4 en el Tribunal Penal de Alajuela, el costo total anual es de ₡ 175 827 000,00. Es importante mencionar que, en el caso del personal técnico judicial, no se determina la necesidad de personal adicional, ya que el despacho cuenta con 11 técnicos/as judiciales, para atender un total de cuatro secciones (2 colegiadas, una unipersonal y una de apelaciones), por lo que se considera que con su personal ordinario se podría atender el personal nuevo.


Secciones de Flagrancia 
En las secciones de Flagrancia del país se han detectado necesidades de personal, los cuales se exponen a continuación:

[bookmark: _Hlk51663084]Sección de Flagrancia de San Ramón: mediante oficio 463-PLA-OI-2020, aprobado por el Consejo Superior en sesión 38-21, celebrada el 11 de mayo del 2021, artículo XLII, se analizó la situación de la Sección de Flagrancia del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón), en el que se concluyó que la proporción de recurso humano en todas las secciones de Flagrancia del país es de tres Técnicas o Técnicos Judiciales por cada cuatro plazas de Jueza o Juez, la excepción a nivel nacional la tiene San Ramón, donde esa relación es de dos contra cuatro recursos respectivamente, lo que los sitúa en desventaja estructural con el restante de secciones de Flagrancia del país.  Ante lo expuesto, el requerimiento humano sería una plaza de Técnica o Técnico Judicial.

Cuadro 95
Costo anual de requerimiento humano adicional para las secciones de Flagrancia

	Despacho
	REQUERIMIENTO
	COSTO PRESPUESTARIO

	
	Juez/a 4
	Técnico(a) Judicial 3
	Total
	Costo total plaza juez o jueza 4
	Costo plaza técnico judicial 3
	Costo Total
	Observaciones

	Sección de Flagrancia de San Ramón
	 
	1
	 
	 ₡                          -   
	 ₡ 15 045 000,00 
	 ₡ 15 045 000,00 
	Escenario estructura actual, informe preliminar de abordaje 1365-PLA-MI-2021.



Se estima que la asignación de una plaza de técnica o técnico judicial 3 para la Sección de Flagrancia de San Ramón sería de ₡ 15 045 000,00.
Juzgados de Ejecución de la Pena
Para los juzgados especializados en la materia de Ejecución de la Pena, según establece el informe 34-PLA-OI-2019 “Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena”, acogido por el Consejo Superior en sesión celebrada el 1° de marzo de 2019, artículo XLVI, la carga de trabajo aceptable por plaza de Jueza o Juez es de 85 asuntos por mes; asimismo, la estructura organizacional mínima sería la siguiente, la cual podría aumentar a partir del volumen de carga de trabajo de cada despacho:
Figura 4
Estructura organizacional para los Juzgados de Ejecución de la Pena




Fuente: elaboración propia a partir del informe 34-PLA-OI-2019

Por lo anterior, a continuación, se detalla el recurso humano ordinario actual de la jurisdicción de Ejecución de la Pena; así como, el promedio mensual de asuntos nuevos por cada despacho, el cálculo de entrada por plaza, según las estadísticas del período comprendido entre el año 2019 y el 2021 y el requerimiento teórico de plazas de juezas o jueces, según la cuota de 85 asuntos nuevos:


Cuadro 96
Requerimiento humano adicional para los Juzgados de Ejecución de la Pena

	Despachos
	PLAZAS ORDINARIAS DE LA JUDICATURA
	PLAZAS ORDINARIAS DEL ÁMBITO JURISDICCIONAL
	ESTADÍSTICAS
	REQUERIMIENTO HUMANO

	
	Cantidad de plazas de juez (a)
	Plazas de técnico/a Judicial
	Coordinador Judicial
	Fiscales
	Defensores
	Promedio mensual entrado 2019-2021
	Entrada por plaza juez(a) 
	Entrada por técnico(a) 
	Requerimiento teórico por plaza de jueza o juez
	Diferencia entre lo teórico y las plazas ordinarias

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Pococí
	1
	1
	1
	1
	2
	109
	109
	81
	1,28
	0,28

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela
	7
	7
	1
	4
	8
	658
	94
	94
	7,74
	0,74

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago
	2
	3
	1
	2
	4
	187
	93
	62
	2,19
	0,19

	Juzgado de Ejecución de la Pena de San José
	2
	4
	1
	2
	5
	182
	91
	45
	2,14
	0,14

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Liberia
	1
	1
	0
	1
	1,5
	80
	80
	80
	0,94
	-0,06

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas
	1
	0
	1
	1
	1
	70
	70
	70
	0,82
	-0,18

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Limón
	1
	1
	1
	1
	1
	49
	49
	49
	0,58
	-0,42

	TOTALES
	15
	17
	6
	12
	22,5
	190,50
	83,62
	68,66
	15,69
	0,10


Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por cada dependencia y a los anuarios estadísticos.
Notas: (a) Según información remitida por la Licda. Laura Arias Guillen, Defensora Coordinadora de Ejecución de la Pena, en Liberia un recurso atiende tanto la materia de Ejecución como la Penal, por ese motivo se muestra 1.5.  (b) Adicionalmente, se cuenta con una plaza de Fiscal Adjunto. (c) Realiza la tramitación de un 35% de los expedientes. Se hace la observación que existe una plaza adicional supernumeraria de Jueza o Juez, la cual ha venido dando soporte prioritariamente a los despachos de San José (3 meses), Pococí (6 meses) y Cartago (3 meses).

Conforme la información anterior, respecto a la estructura organizacional actual, es necesario destacar que, a nivel de personal de apoyo técnico, únicamente el Juzgado de Ejecución de la Pena de Liberia cuenta con una plaza de técnica o técnico judicial, pero no de persona Coordinadora Judicial, contrario al Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas, que cuenta con una plaza de Coordinador o Coordinadora Judicial, pero carece de personas técnicas judiciales; mientras que en el caso del Juzgado Penal de San José, el personal técnico judicial dobla la cantidad de dos jueces o juezas ordinarias del despacho y además cuenta con una figura de Coordinador o Coordinadora Judicial; situación similar se presenta en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, en donde cuentan con dos plazas de persona juzgadora, pero tres plazas de técnicos o técnicas judiciales y adicionalmente ostenta una plaza de Coordinador o Coordinadora Judicial.

Continuando con la estructura organizacional, pero a nivel del ámbito jurisdiccional, se determina que a nivel de la Defensa Pública existen más defensores públicos que jueces o juezas de ejecución en Alajuela, Pococí, Cartago y San José, lo cual obedece a la necesidad de atención de las personas sentenciadas privadas de libertadas de los Centro Penitenciarios ubicados en esas zonas del país; por parte de la Fiscalía se determina un faltante de tres puestos ordinarios de Fiscal(a) en Alajuela.

De la información estadística, se determina que durante el período comprendido entre el año 2019 y el 2021, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Pococí fue el despacho con la mayor cantidad mensual de asuntos nuevos por plaza de jueza o juez, con 109 expedientes, seguido del despacho modelo, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela con 94 asuntos, el tercer lugar sería para Cartago con 93 expedientes, el cuarto lugar San José con 91 incidentes nuevos, el quinto lugar es para Liberia con 80 expedientes, el sexto lugar sería para Puntarenas con 70 y el despacho con el menor ingreso sería Limón con 49 asuntos nuevos. El promedio nacional mensual de asuntos nuevos por plaza de jueza o juez de ejecución de la pena se estima en 83 asuntos y los despachos con una entrada menor a ese promedio son Puntarenas con 70 expedientes y Limón con 49. Continuando con el análisis de la carga de trabajo, respecto al personal de apoyo se determina que Alajuela ostenta el mayor ingreso mensual por plaza de Técnico o Técnica Judicial con 94 asuntos, el segundo lugar sería para Pococí con 81 asuntos, Liberia con 80 expedientes, Puntarenas con 70, Limón con 49 y San José con 45. El promedio nacional de asuntos nuevos ingresados por plaza de técnica o técnico judicial es de 69 asuntos y por debajo de esa cifra se encuentran San José, Limón y Cartago.

Respecto a la necesidad de requerimiento humano, se indica que los cálculos que se muestran en el cuadro anterior se realizaron únicamente sobre la necesidad de plazas de juez o jueza, dado que la estructura mínima establece que el personal técnico de apoyo y profesionales del ámbito auxiliar de justicia dependerá de la cantidad de jueces y juezas del despacho. En vista de lo anterior, se expone lo siguiente:

En el caso del Juzgado de Ejecución de la Pena Pococí, el cual corresponde al despacho con la mayor entrada de asuntos nuevos por plaza de con 109 asuntos; se precisa que, esa carga resulta alta para una sola persona juzgadora, pero insuficiente para adicionar una plaza, puesto que, al distribuir la entrada entre dos plazas, se establece que ambas plazas representarían un 65% de la capacidad establecida, por lo que la asignación de una segunda plaza sería necesaria a tiempo parcial. 

Para los Juzgados de Ejecución de la Pena de Cartago y San José, existe una necesidad de asignación de recurso de manera parcial.

Respecto al personal de apoyo, si bien es cierto, este dependerá de la cantidad de jueces y juezas del despacho, se debe considerar que los Juzgados de Ejecución de la Pena de Puntarenas y Liberia, cuenta únicamente con una plaza de jueza o juez y con una de apoyo técnico judicial (Puntarenas un coordinador judicial y Liberia un técnico/a judicial), lo que ocasiona que ciertos procesos de la tramitación de los expedientes, deban ser asumidos por los jueces y juezas del despachos, ya que el personal de apoyo técnico debe atender la manifestación, remesado de expedientes, envió de citaciones ante la Oficina de Comunicaciones Judiciales, envió de remisiones de detenidos ante el Organismo de Investigación Judicial, asistir parcialmente a las audiencias para realizar coordinaciones en los casos en que se presenten errores de conexión y sea necesario el traslado de la persona privada de libertad, tramitación ordinaria de los expediente, entre otros. Por lo que se considera necesario que, en estos despachos se cuente con una plaza de apoyo técnico judicial adicional.

En línea con lo anterior, a continuación, se detallan el requerimiento de personal en los despachos de Ejecución de la Pena y el costo presupuestario:

Cuadro 97
Costo presupuestario del requerimiento humano adicional para los Juzgados de Ejecución de la Pena

	Despacho
	REQUERIMIENTO HUMANO
	 COSTO PRESPUESTARIO 

	
	Coordinador/a Judicial 2
	Técnico/a Judicial 2
	Fiscales
	 Costo plaza Coordinador judicial 2 
	 Costo plaza técnico judicial 2 
	 Costo plaza Fiscal (a) Auxiliar 
	 Costo Total 

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela
	0
	0
	3
	₡                      -   
	 ₡               -   
	₡ 156 255 000 
	 ₡ 156 255 000,00 

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Liberia
	1
	0
	0
	₡ 17 054 000,00 
	 ₡               -   
	₡                         -   
	 ₡ 17 054 000,00 

	Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas
	0
	1
	0
	₡                        -   
	 ₡ 14 388 000,00 
	₡                         -   
	 ₡14 388 000,00 

	Totales
	1
	1
	3
	 ₡17 054 000,00 
	 ₡ 14 388 000,00 
	₡ 156 255 000,00 
	 ₡ 187 697 000,00 


Fuente: elaboración propia

En total para la jurisdicción de Ejecución de la Pena se requieren de una plaza de técnica o técnico judicial (Puntarenas), un Coordinador o Coordinadora Judicial (Liberia) y tres personas fiscales (Alajuela), cuyo costo anual sería de ₡ 187 697 000,00.

Puesto que existen despachos de Ejecución de la Pena que su carga de trabajo es alta, pero que de asignarse recurso adicional de Jueza o Juez supondría la subutilización de los recursos, se recomienda continuar con la asignación de la plaza itinerante de Jueza o Juez; asimismo, en la medida de lo posible que las Administraciones Regionales de Liberia y Puntarenas, brinden un apoyo frecuente con jueces o juezas supernumerarios para la atención de aquellos incidentes de resolución de escritorio o que se encuentran en etapa de fallo, sin discriminación de expedientes. Adicionalmente, habrá que visualizar el efecto de la mejora en los espacios carcelarios del país, lo que eventualmente podría traducirse en la disminución de la entrada de incidentes. 

Conclusiones

En el caso de los Juzgados Penales se determina la necesidad de crear cuatro plazas nuevas de Juez o Jueza 3, para Santa Cruz, Turrialba, Cartago y Pavas; de los cuales Cartago y Turrialba no ha sido rediseñados como parte del proyecto del modelo penal.

En el caso del personal técnico se requiere la creación de nueve plazas nuevas de técnico o técnica judicial; a saber: Puriscal, Garabito, Guápiles, Pavas, Coto Brus, Buenos Aires, La Fortuna, Los Chiles y Atenas. Los despachos de Puriscal, Garabito, Guápiles y Pavas ya fueron abordados por el proyecto del Modelo Penal.

El costo total anual de creación de plazas nuevas para los juzgados penales es de ₡ 346 664 000,00.

En el caso de los Tribunales Penales con estructura mínima, se deben crear 13 plazas nuevas de juez o jueza 4 y 12 de técnica o técnico judicial 3, para un costo total anual de ₡ 942 457 000,00.  Sin embargo, estos tribunales desde el 2019, cuentan con licencias con goce de salario para mitigar el faltante de personal, por ende, el aumento anual sería de ₡ 293 045 000,00.

Adicionalmente, para los Tribunales Penales abordados por el Modelo Penal, se determina la necesidad de creación de tres plazas de jueza o jueza 4 (Liberia, Guápiles y Limón), una plaza de juez o jueza 1 (Limón) y siete de técnica o técnico judicial (Puntarenas, Liberia, Guápiles y Limón), con un costo total anual de ₡ 332 203 000,00. En el caso del Tribunal Penal de Limón, desde aproximadamente el año 2021, cuenta con un permiso con goce de salario de juez o jueza 1, por lo tanto, el incremento para el presupuesto 2023 sería de ₡281 142 000,00.

La Dirección de Planificación, ha finalizado los abordajes de los Tribunales Penales de Nicoya, Pavas y Goicoechea, pero se encuentra pendiente de remitir al Consejo Superior el informe definitivo para su aprobación; sin embargo, durante el trabajo efectuado se determinó la necesidad de una plaza de jueza o juez 4 (Goicoechea), una plaza de juez o jueza 1 (Goicoechea) y ocho de técnica o técnico judicial (2 para Nicoya, 3 para Pavas y 2 para Goicoechea), y el costo anual asciende a ₡ 214 985 000,00.

En el caso de Tribunales Penales pendientes de abordar, se considera únicamente el Tribunal Penal de Alajuela, en el que se ha determinado su estructura ordinaria actual es insuficiente para atender su entrada de asuntos nuevos, por lo que requiere la creación de dos plazas nuevas de juez o jueza 4, para un costo total de ₡ 175 827 000,00.

Para las secciones de flagrancia, se requiere una plaza nueva de técnica o técnico judicial 3 para San Ramón, el cual tiene un costo total de ₡ 15 045 000,00.

Finalmente, para los Juzgados de Ejecución de la Pena, no se requiere la asignación de jueces o juezas, pero si una plaza nueva de técnica o técnico judicial 2 para Puntarenas, una plaza de coordinador o coordinadora judicial 2 para Liberia y de tres fiscales auxiliares para la atención de los casos de Alajuela, cuyo costo anual asciende a ₡ 187 697 000,00.

Recomendaciones

Dadas las necesidades planteadas en el presente informe, a continuación, se enumeran las recomendaciones relacionadas con el requerimiento humano para los despachos penales, lo anterior, tomando en cuenta la capacidad instalada de las oficinas para atender la entrada de asuntos nuevos y considerando la estructura organización aprobada para cada tipo de despacho penal:

Para los Juzgados Penales, se recomienda la creación de las siguientes plazas:

	Programa presupuestario
	Juez o Jueza 3
	Técnico/a Judicial 2
	 Costo total 
	Observaciones

	 927-Jurisdiccional
	4
	9
	 ₡    346 664 000,00 
	Los jueces y juezas para los siguientes despachos: Santa Cruz, Turrialba, Pavas y Cartago

	
	
	
	
	Los técnicas y técnicos judiciales para los siguientes despachos: Puriscal, Garabito, Guápiles, Pavas, Coto Brus, Buenos Aires, La Fortuna, Los Chiles y Atenas.



Los costos variables totales por equipo de cómputo y mobiliario serían de ₡6 210 728,84 para puestos profesionales y ₡9 530 277,03 para puestos no profesionales.

Para el correcto funcionamiento de los tribunales penales (incluyendo las secciones de Flagrancia), se recomienda la creación de las siguientes plazas:

	Programa presupuestario
	Jueces/zas 4
	Juez/a 1
	Técnicos(as) Judiciales 3
	Costo total
	Observaciones

	 927-Jurisdiccional
	19
	1
	27
	 ₡1 680 517 000,00 
	Los jueces y juezas para los siguientes despachos: Quepos (2), Sarapiquí (2), Siquirres (2), Turrialba (2), Cañas (2), Santa Cruz (3), Liberia (1), Guápiles (1), Limón (1) y Alajuela (3)

	
	
	
	
	
	Los técnicas y técnicos judiciales para los siguientes despachos: Quepos (2), Sarapiquí (2), Siquirres (2), Turrialba (2), Cañas (2), Santa Cruz (2), Puntarenas (2), Liberia (1), Guápiles (2), Limón (2), Nicoya (2), Goicoechea (2), Pavas (3) y Flagrancia San Ramón (1).



Los costos variables totales por equipo de cómputo y mobiliario serían de ₡31 053 644,20 para puestos profesionales y ₡28 590 831,09 para puestos no profesionales.

En el caso de los juzgados de ejecución de la pena, la recomendación de creación de plazas sería la siguiente:

	Programa presupuestario
	Coordinador(a) Judicial 2
	Técnico/a Judicial 2
	Fiscal(a) Auxiliar
	 Costo total 
	Observaciones

	 927-Servicio Jurisdiccional
	1
	1
	 
	₡31 442 000,00
	El puesto de coordinador(a) judicial para Liberia y el Técnico/a Judicial para Puntarenas.

	 929-Ministerio Público
	 
	 
	3
	₡156 255 000,00
	Para atender la carga laboral de la Fiscalía de Ejecución de la Pena de Alajuela

	TOTALES
	1
	1
	3
	₡187 697 000,00
	 



Los costos variables totales por equipo de cómputo y mobiliario serían de ₡4 658 046,63 para puestos profesionales y ₡ 2 117 839,34 para puestos no profesionales.

A continuación, se detalla el resumen de las recomendaciones anteriores:

Resumen de costos de creación de plazas para los despachos penales

	REQUERIMIENTO
	PROGRAMA
	 
	COSTO TOTAL

	
	927
	929
	

	Recurso Humano
	₡2 058 623 000,00
	₡156 255 000,00
	₡2 214 878 000,00

	Equipo y mobiliario de plazas nuevas
	₡77 503 320,50
	₡4 658 046,63
	₡82 161 367,13

	TOTAL COSTOS ESTIMADOS 
	₡2 136 126 320,50
	₡160 913 046,63
	₡2 297 039 367,13



Este informe cuenta con las revisiones y ajustes correspondientes de las jefaturas indicadas.

	
	NOMBRE
	Puesto

	Elaborado por:
	Arlene Ruiz Barrantes
	Profesional 2, Subproceso de Modernización Institucional

	Revisado por:
	Jorge Fernando Rodríguez Salazar
	Coordinador Unidad 3, Subproceso de Modernización 

	Aprobado por:
	Nacira Valverde Bermudez
	Directora a.i. de Planificación



Se acordó: 1.) Tomar nota del informe 318-PLA-MI-RH-2022 en el que se visibilizan las necesidades de recurso humano de los despachos penales. 2) Remitir el informe a conocimiento de la Corte Plena. 3.) Se deberá seguir realizando esfuerzos con planes remediales para suplir las necesidades detectadas de acuerdo a las posibilidades existentes. 4.) Con los recursos humanos detectados en los diferentes informes proceder de forma inmediata a proponer el direccionamiento de los recursos para ir abarcando las necesidades estructurales detectadas en la materia penal. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIV 
DOCUMENTO N° 4868-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone que para el 2022 el Poder Judicial dentro de las plazas aprobadas por Corte Plena para la atención de nuevas obligaciones se encuentran las plazas para la atención y acceso a la justicia de personas con asuntos relacionados a Pensiones Alimentarias. Lo anterior se sustentó en el oficio 892-PLA-PP-2021 del 09 de agosto del año 2021, conocido por Corte Plena.  Específicamente se solicitaron 33 plazas de Defensor Público, pero que por temas de límites presupuestarios, al igual que en períodos anteriores se presentaron por separado al Ministerio de Hacienda. 
“Al respecto mediante correo electrónico del 30 de julio de 2021, la Licda. Fanny Morales Mendoza, Coordinadora de Análisis Presupuestario de Poderes de la Dirección General de Presupuesto Nacional, comunicó que se aprobaba la suma de ¢764.985.000 para la incorporación de 15 de las plazas solicitadas, por lo que se solicitaba la coordinación para la inclusión tanto de las plazas como el detalle del gasto correspondiente a estos puestos, solicitud que fue respondida por parte de la Presidencia de la Corte mediante oficio 169-P-2021, de fecha 6 de agosto de 2021. Finalmente, las plazas fueron incorporadas como plazas ordinarias por ese Ministerio y aprobadas por la Asamblea Legislativa como parte de la Ley de Presupuesto 2022.
Al respecto cabe señalar que de este grupo de plazas, 18 plazas de Defensor Público están pendientes de ser solicitadas para su incorporación fuera del límite presupuestario como se han solicitado los años anteriores.”

Se acordó: Tomar nota y remitir a Corte Plena para que se valore la propuesta de solicitar las 18 plazas restantes de personas defensoras en pensiones alimentarias fundamentadas en el oficio N° 892-PLA-PP-2021, para cubrir y cumplir con las obligaciones legales vigentes, considerando los requerimientos para cumplir a partir del 2023 el mandato de los artículos 42 y 56 del Código Procesal de Familia y se remita al Ministerio de Hacienda como requerimiento adicional al presupuesto ordinario. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXV 
DOCUMENTO N° 4870-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, expone el informe 321-PLA-EV-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023, suscrito por la ingeniera Elena Gabriela Picado González, Jefa interina del Subproceso de Evaluación, relacionado con el seguimiento y análisis de la carga de trabajo del Tribunal de Inspección Judicial.  
En este informe se indica:
“(...)

El presente informe fue remitido en consulta mediante oficio 240-PLA-EV-2022 el 22 de marzo de 2022 al Tribunal de Inspección Judicial, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, al Despacho de la Presidencia, al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, a la Comisión de Transparencia Institucional, a la Dirección de Gestión Humana, a la Dirección Ejecutiva y a los Subproceso de Presupuesto y de Estadística de Planificación.

Al respecto, en tiempo, solamente se recibió respuesta del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación, el Tribunal de Inspección Judicial, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, el Juzgado Contencioso Administrativo y la Dirección Ejecutiva. 

Por otra parte, se remite el 29 de marzo de 2022 desde la cuenta de correo electrónico del Despacho de la Presidencia el oficio 047-CACMFJ-ACM-2022 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para atender las observaciones remitidas al informe 240-PLA-EV-2022. Además, el 30 de marzo de 2022 de igual manera desde la cuenta de correo electrónico del Despacho de la Presidencia el oficio 126-CACMFJ-JEF-2022 que trascribe el oficio 0320-CACMFJ-AGA-2022.

Se incluye el detalle de las observaciones recibidas y el criterio de la Dirección de Planificación en el apartado del informe 4. Observaciones emitidas al informe preliminar (oficio 240-PLA-EV-2022). Se adjuntan respuestas recibidas en el apartado de anexos.

Atentamente,
[bookmark: _Hlk86244405]
Licda. Nacira Valverde Bermúdez
Directora a.i. de Planificación
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Antecedentes 

Mediante oficio 6635-14 de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo a Corte Plena, sesión 41-14, artículo XXIV, donde se conocen las recomendaciones del informe 780-PLA-2014 de la Dirección de Planificación, que suscribe el informe 34-PI-2014, relacionado con el Análisis y Rediseño de los Procesos del Tribunal de la Inspección Judicial.

El Consejo Superior en sesión 14-18, artículo XLI acordó tener por rendido el informe 34-PLA-2018 (279-MI-2017-B) de la Dirección de Planificación, relacionado con el análisis y rediseño de procesos del Tribunal de la Inspección Judicial y actualización de indicadores, donde se acordó aprobar las recomendaciones emitidas dentro del contenido del informe, donde se destaca de manera textual lo siguiente: 

“. 2) Aprobar el primer escenario propuesto por la Dirección de Planificación, relacionado con la distribución y las cuotas de trabajo de las y los Inspectores Generales, Inspectores Instructores y el personal de Investigación (…)

. 4) Prorrogar por el plazo de 7 meses el nombramiento del Tribunal “C” (sección emergente), a partir del 1 de abril del año en curso. (…)”

[bookmark: _Hlk93992491]En sesión 87-18, artículo XL del Consejo Superior se dispuso a tener por rendido el informe 1120-PLA-2018 (262-MI-2018) de la Dirección de Planificación, relacionado con el “seguimiento y análisis de la carga de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial” y aprobar las recomendaciones emitidas, donde se destaca lo siguiente: 

“2) Tomar nota de los elementos conclusivos a los que se arribó en este informe, especialmente que para efectos de cumplir con el objetivo de equiparar el circulante del Tribunal de la Inspección Judicial, respecto con su capacidad de producción o terminados, según el plan de contingencia de reducción del circulante dispuesto en el informe 279-MI-2017-B, se requiere mantener la estructura de recurso humano actual.”

El Tribunal de la Inspección Judicial mediante oficio 1811-IJ-2019 del 7 de noviembre de 2019 dirigido al Consejo Superior del Poder Judicial remite la cuota propuesta de atención de once audiencias, desagregadas en ocho Unipersonales y tres de integración Colegiada a realizar por cada Inspector General en cumplimiento de la Reforma al Reglamento de Reglas Prácticas del Tribunal de la Inspección Judicial. 

El Consejo Superior en sesión 56-2020, artículo XV dispuso tener por presentado el oficio 729-IJ-2020, del Tribunal de la Inspección Judicial y remitirlo a la Dirección de Planificación para que valore lo indicado por el citado Tribunal de la Inspección Judicial; entre lo que se destaca: 

“Por parte del Tribunal de la Inspección Judicial ante la emergencia nacional que enfrenta el país, se ha llevado a cabo la realización de las audiencias unipersonales por parte de los Inspectores Generales y únicamente se están realizando las audiencias colegiadas cuando se trata de causas disciplinarias complejas, de acoso sexual o laboral.” (El resaltado no es del texto original)

[bookmark: _Hlk93992618]El Consejo Superior en sesión 024-2021, artículo XLIII acordó tener por rendido el informe 221-PLA-OI-2021 de la Dirección de Planificación, relacionado con el análisis de la carga de trabajo en el Tribunal de Inspección Judicial, donde se acordó aprobar las recomendaciones emitidas, donde se destaca de manera textual lo siguiente: 

..”a)…Prorrogar los permisos con goce de salario y sustitución, asignados para la conformación del Tribunal C (Sección Emergente), siempre y cuando se certifique por parte de la Dirección de Gestión Humana si existe contenido presupuestario. Lo anterior por cuanto de los resultados obtenidos en este estudio técnico de carga de trabajo, se evidencia un incremento significativo de los casos entrados y el circulante, evidenciándose la necesidad de esta prórroga de interés institucional. (…)” El resaltado no es del texto original. 

Mediante oficio 899-PLA-ES-2021 se remite de conocimiento a la Secretaría General de la Corte el informe del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación relacionado con los movimientos de trabajo en el Tribunal de la Inspección Judicial, durante el 2020; el cual, fue puesto de conocimiento del citado Tribunal mediante oficio 839-PLA-ES-2021 del 27 de junio de 2021.
[bookmark: _Hlk99519076]
Mediante oficio 203-CACMFJ-JEF-2021 del 28 de junio de 2021 se remite el informe 43-CACMFJ-ACM-2021 relacionado al reforzamiento del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda donde se destaca la subutilización del recurso extraordinario: 

“(…) Subutilización del recurso extraordinario asignado a la labor en específica de Expropiaciones del Estado.

Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado, lo cual para efectos de gestionar este riesgo y maximizar el aprovechamiento del recurso humano, se asignaron y resolvieron procesos de expropiación procedentes de otras instituciones así como procesos del Área de Ejecución. (…)”

Debido a lo dispuesto, el Consejo Superior en sesión 79-2021, art. XLI acordó: 

“2.) Tomar nota de los elementos conclusivos y de las recomendaciones expuestas; en consecuencia, se aprueba el plan de trabajo propuesto para las 4 plazas extraordinarias de persona juzgadora del Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, en relación con el proyecto Especial de Expropiaciones del Estado, con la cuota de 4 asuntos terminados para las personas juzgadoras que se encuentren en capacitación o inducción y 8 asuntos terminados para las que no se encuentren estos procesos. Asimismo, con el fin de maximizar el uso del recurso extraordinario asignado y evitar la materialización del riesgo de subutilización del recurso de persona juzgadora en plaza extraordinaria por los motivos consignados (…)” La negrita no corresponde al original. 


En sesión 82-2021, art. XXXIII del Consejo Superior se acordó tener por rendido Oficio 1001-PLA-EV-2021 de la Dirección de Planificación relacionado con la proyección de procesos de expropiación; así como la aprobación de la recomendaciones, entre las que se destaca: 

“3) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 21-21 celebrada el 12 de marzo del 2021, artículo XVIII; deberá mantener por medio de sus profesionales el seguimiento al Plan de Descongestionamiento de las cuatro plazas extraordinarias de persona juzgadora para el año 2021 y 2022 aprobadas por el Consejo Superior.”

Aunado a lo anterior, en relación con el recurso de las cuatro plazas extraordinarias para el proyecto de las Expropiaciones del Estado en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, el 09 de diciembre de 2021 con la participación de Paula Campos Valverde y Jorge Bonilla Martínez del CACMFJ, Roger Mata Brenes e Irvin Vargas Rodríguez del Despacho de la Presidencia y Alex Ureña Ortega y Katherine Miranda Barzallo del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) se mantuvo una reunión de “Seguimiento general de las gestiones expropiatorias que ejecuta el MOPT para el desarrollo de obras de infraestructura” donde debido a la disminución tanto del ingreso de expedientes y la producción de las plazas asignadas al proyecto de expropiaciones se indica que se está realizando un estudio donde se analiza si las plazas pueden ser destinadas a otros Juzgados para aprovechar el recurso.

“(…) Don Roger señala que días atrás sostuvo una conversación con Alex Sibaja en la que le solicitó información sobre la cantidad de expedientes que ingresarían en sede judicial, debido a que en los meses de octubre y noviembre han disminuido y que para la justificación de las plazas otorgadas, deben enviarse informes al Consejo Superior y al Ministerio de Hacienda. 

Señala que según datos de Planificación el ingreso de expedientes y la producción de las plazas ha disminuido, teniendo claro, los problemas de presupuesto que ha tenido la Administración. 

Agrega que don Giovanni le informó que se están presentando asuntos al Juzgado sin el depósito respetivo y se están perdiendo los señalamientos por falta de viáticos; se hacen las prevenciones y no se cumplen por parte de la Administración. Indica que Planificación está realizando un estudio y analiza si las plazas pueden ser destinadas a otros Juzgados para aprovechar el recurso. (…)” (El resaltado no corresponde al original) El detalle de la minuta, puede visualizare en el anexo 7. 
El máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, mediante oficio DP-004-2022 del 3 de enero de 2022, remitió para conocimiento y lo que corresponda ante el Consejo Superior, el oficio 102- CACMFJ-ACM-2021 relacionado con el informe sobre la labor realizada por las plazas de persona juzgadora extraordinarias asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones, de enero a octubre de 2021 del cual, se destaca de manera textual los siguientes aspectos relevantes: 

“4.3Proyección Estimada por Parte del MOPT para el 2022.

Durante la reunión interinstitucional que brinda seguimiento al tema de expropiaciones provenientes del Estado, llevada a cabo el 9 de diciembre de 2021, el representante del MOPT indicó que la entrada de procesos expropiatorios al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022 presentaría una reducción de un 25% en relación con el año 2021, lo que equivale a un ingreso aproximado de 150 expedientes si se toma como base la proyección inicial de 200 asuntos para el 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

Además, dentro del contenido del apartado 9.3 Subutilización del Recurso Extraordinario Asignado a la Labor en Específica de Expropiaciones del Estado se indica de manera textual: 

“Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado, lo cual para efectos de gestionar este riesgo y maximizar el aprovechamiento del recurso humano, se asignaron y resolvieron procesos de expropiación procedentes de otras instituciones así como procesos del Área de Ejecución.” (La negrita no pertenece al texto original)

En relación con el rendimiento de las plazas de recursos extraordinarios asignados funcionalmente al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda se indica de manera textual: 

“El cumplimiento de las cuotas en el dictado de sentencias no fue constante en las 4 plazas de personas juzgadoras, la plaza 382195 alcanzó el rendimiento esperado solamente en el mes de enero 2021. La plaza 382196 logró las cuotas en los meses de julio, setiembre y octubre de 2021. La plaza 382197 en los meses de enero y agosto de 2021. La plaza 382198 en los meses de enero, julio y agosto de 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

A nivel de las recomendaciones emitidas al Consejo Superior se indica de manera textual lo siguiente: 

“Al Consejo Superior

Valorar la permanencia o no de las plazas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, considerando los siguientes escenarios y riesgos asociados:

	Decisión
	Escenario 1: Continuidad de las 4 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Escenario 2: Continuidad de 2 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Escenario 3: Traslado de las plazas a otras instancias judiciales por el resto del plazo

	Riesgos
	Probabilidad del 50%

Subutilización del recurso en caso de no ingresar los 150 asuntos proyectados por el MOPT para el 2022, así como la disponibilidad presupuestaria para hacerle frente a los giros de dinero para pagar los avalúos administrativos y/o giros respectivos.
	Con este escenario se gestionarían los riesgos descritos en los escenarios 1 y 3. Este recurso atendería, 118 asuntos del circulante al mes de octubre de 2021 más lo que ingrese en los meses de noviembre y diciembre de 2021 y los 150 asuntos que se esperan ingresen en el 2022
	Probabilidad del 50% 

Carencia de recurso para atender el circulante más el ingreso estimado de 150 asuntos, considerando que para el 2022 habrá recursos económicos por parte del MOPT para el depósito de avalúos administrativos y/o viáticos.



En atención a lo dispuesto por el CACMFJ mediante el oficio 102- CACMFJ-ACM-2021 relacionado con el informe sobre la labor realizada por las plazas de persona juzgadora extraordinarias asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones, el Consejo Superior en sesión 003-2022, art. XXXIV dispuso de manera textual lo siguiente:  

“2.) Previamente a resolver solicitar al Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, aclare a este Consejo, cuál sería la propuesta de uso alternativo en cuanto a dos de las cuatro plazas que fueron debidamente aprobadas utilizadas para el tema de expropiaciones, según se desprende de la propuesta presentada dentro del escenario 2.” (La negrita no pertenece al texto original)

Aunado a lo anterior, dentro del acta 003-2022, art. XXXIV del Consejo Superior se destaca lo expuesto por parte del integrante suplente Bonilla Garro: 

“Indica el integrante suplente, Bonilla Garro: Don Irving, usted que tiene conocimiento de esto, el año pasado cuando conocimos los permisos para este año, doña Nacira Directora de Dirección de Planificación, nos dijo que con estas reuniones con la Presidencia y a través de la Presidencia, iba a plantear el tema para la reutilización de este recurso, por lo indicadores y factores económicos externos era que no se estaba dando el cumplimiento de las métricas que se habían planteado, no sé si eso se ha adelantado, sería importante conocer si doña Nacira ya avanzo a través de la presidencia sobre ese tema, dependiendo el criterio que emita en este caso la presidencia podríamos nosotros eventualmente tomar un acuerdo sobre lo que se nos plantea por parte de la presidencia.” (La negrita no pertenece al texto original)

Por otra parte, de destaca lo dispuesto por el Subsecretario General interino Vargas Rodríguez:

“Recuerden que la Asamblea Legislativa detuvo la aprobación de los presupuestos extraordinarios precisamente para el pago de avalúos, en el tema de expropiaciones entonces el MOPT y CONAVI, en este caso como quedan supeditados a la existencia o no de dinero, muchos de los procesos que se tenían que presentar no fueron presentados porque se les acabo el dinero para los avalúos, las plazas siempre fueron aprobadas en el presupuesto extraordinario que se aprobó en la Asamblea Legislativa, está pendiente actualmente el informe del Poder Ejecutivo, para determinar si la carga de trabajo que se proyectó e iba o no a llegar al Poder Judicial, entonces sería sacarlo.”

En atención a la aclaración solicitada al CACMFJ por parte del Consejo Superior en sesión 003-2022, art. XXXIV, acerca de la propuesta de uso alternativo a las plazas que se trasladarían según la propuesta contenida en el informe DP-004-2022/102-CACMFJ-ACM-2021,  la Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora del CACMFJ mediante oficio 030-CACMFJ-JEF-2022, remite el informe 002-CACMFJ-ACM-2022 que indica de manera textual lo siguiente: 
[bookmark: _Toc95286255]
“Recomendaciones

Debido a que Corte Plena en sesión 1-2022, artículo XXXIX, se avocó al tema de las plazas asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones, en este apartado, además de las recomendaciones que se indican, se incluye para todos los escenarios, la aclaración solicitada por el Consejo Superior en sesión 03-2022 del 2 de febrero de 2022, artículo XXXIV, sobre la propuesta de uso alternativo en cuanto a las plazas que se trasladarían. 

“A Corte Plena

Valorar la permanencia o no de las plazas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, considerando los siguientes escenarios y riesgos asociados:

	Escenario
	1
	2
	3
	4

	Decisión
	Continuidad de las 4 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Continuidad de tres plazas de persona juzgadora extraordinaria en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.
	Continuidad de 2 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Traslado de las plazas a otras instancias judiciales por el resto del plazo

	Riesgos
	Riesgo operativo de subutilización del recurso en caso de no ingresar los 150 asuntos proyectados por el MOPT para el 2022, así como la disponibilidad presupuestaria para hacerle frente a los giros de dinero para pagar los avalúos administrativos y/o giros respectivos.
	Riesgo legal por desviarse una plaza del fin para el cual fue asignada, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.





	Riesgo legal por desviarse dos plazas del fin para el cual fueron asignadas, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.
Riesgo operativo de carencia de recurso para atender la demanda de 150 asuntos de expropiación del Estado que se espera ingresen en el 2022 y el circulante actual.
	Riesgo legal por desviarse cuatro plazas del fin para el cual fueron asignadas, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.
Riesgo operativo de carencia de recurso para atender la demanda de 150 asuntos de expropiación del Estado que se espera ingresen en el 2022 y el circulante actual.

	Uso alternativo de las plazas a trasladar
	--------------
	Trasladar una plaza al plan del Régimen No Contributivo de la C.C.S.S.  establecido en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022.
	Trasladar una plaza al plan del Régimen No Contributivo de la C.C.S.S. y otra plaza al Área de Ejecución, ambas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.
	Trasladar una plaza al plan del Régimen no Contributivo de la C.C.S.S. y otra plaza al área de Ejecución, ambas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda. El destino de las 2 plazas restantes quedaría a criterio de la Dirección de Planificación, sin embargo, se sugiere que se mantengan en la Jurisdicción Contenciosa, de ser posible en el Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.


							(…)” (El resaltado no pertenece al original)

El Consejo Superior en sesión 16-2022, art. XXX en atención del informe 002-CACMFJ-ACM-2022 del CACMFJ donde se aclara el uso alternativo de las plazas extraordinarias asignadas funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, la incorporación del “Riesgo Legal” al reubicar los recursos, acordó de manera textual lo siguiente: 

“Tomar nota del oficio N° DP-091-2022 del 14 de febrero de 2022, remitido por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, referente al oficio No. 030-CACMFJ-JEF-2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, mediante el cual comunica que la Corte Plena será la que se abocará a resolver lo relativo a las plazas de persona juzgadora extraordinarias asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones de enero a diciembre de 2021, considerando los escenarios remitidos”

Mediante oficio 9780-2021 de la Secretaría General de la Corte se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión 92-2021, art. XXXII en el cual se otorga “dos permisos con goce de salario y sustitución a los códigos de puestos N° 47472 y N° 82288, ambos de Inspector Asistente, por el plazo del 1 de noviembre de 2021 y hasta el 19 de diciembre de 2021. 

Posteriormente, en sesión 94-21 del 2 de noviembre de 2021, artículo LVI, se modificó el acuerdo tomado en sesión N°92-2021 celebrada el 26 de octubre de 2021, artículo XXXII, en el sentido que el permiso con goce de salario y sustitución concedió –entre otras- a la plaza Nº 82288, será a la plaza Nº 86288 y no como por error se indicó. En lo demás, se mantiene incólume el citado acuerdo.”

[bookmark: _Hlk97544917]Mediante oficio 11442-2021 de la Secretaría General de la Corte se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión 108-2021, art. XXIV se acordó de manera textual: 

4.) Acoger la gestión presentada por la máster Siria Carmona Castro, Presidenta interina del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio N° 1724-IJ-2021 del 13 de diciembre de 2021, por lo que se concede permiso con goce de salario y sustitución a las plazas N°83288 y N°47472 de Inspectores Asistentes, a partir del 3 de enero hasta el 31 de marzo del 2022, con el fin de que se dediquen a atender el área de visita del Tribunal de la Inspección Judicial. (El resaltado no corresponde al original)


Mediante Oficio 1537-IJ-2021 del 29 de octubre de 2021 el Tribunal de la Inspección Judicial hace de conocimiento recomendaciones emitidas por parte de la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-2598-2021 en relación con el resultado de resoluciones emitidas por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia relacionadas con procesos en materia laboral, Tribunal Contencioso Administrativo y de Sala Constitucional en donde el Poder Judicial fue parte demandada.

“(…) III.- En caso de que el órgano director tenga riesgos en cuanto al tratamiento del volumen de procedimientos administrativos y limitaciones en cuanto a la cantidad de personas servidoras a cargo, se recomienda hacer ver tal situación a los órganos responsables, de conformidad con la Ley General de Control Interno. (…)”

Mediante oficio 261-2022 de la Secretaría General de la Corte se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión 01-2022, art. VIII se acordó tener por recibido el Oficio AL-DSDI-OFI-0001-2022 del 4 de enero de 2022 suscrito del Lic. Edel Reales Novoa, Director interino del Departamento de Secretaría del Directorio de la Asamblea Legislativa, del cual se destaca entre las recomendaciones emitidas al Poder Judicial de Costa Rica, la asociada con el reforzamiento del Tribunal de la Inspección Judicial, donde se indica de manera textual lo siguiente: 

“Propone fortalecer la oficina de cumplimiento creada en el año 2017, permite someter a un escrutinio público, a través de un oficial, oficiala, o funcionaria, en relación con acciones preventivas de corrupción y acciones preventivas que se relacionan con la desviación de poder, entre otros. De tal manera que esto significará el fortalecimiento de canales para la denuncia ciudadana. 

● Fortalecimiento del Tribunal de la Inspección Judicial. 
(…)” (El resaltado no corresponde al original).

Mediante oficio 1217-2022 de la Secretaría General de la Corte se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión 05-2022, art. XI se acordó tener por recibido

“1)Tener por recibida la comunicación de la licenciada Siria Carmona Castro, Presidenta del Tribunal de la Inspección Judicial, en oficio Nº 22-IJ-2022 del 6 de enero de 2022. 2.) Trasladar la gestión de la licenciada Carmona Castro a la Dirección de Planificación para su estudio e informe.”

[bookmark: _Hlk97552648]El Tribunal de la Inspección Judicial mediante oficio 60-IJ-2022 del 18 de enero de 2022 dirigido a la Dirección de Planificación solicitando que como parte de seguimiento y análisis de carga de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial se valore la cuota de fallo asignada a las plazas de Inspectores de Apoyo.

Es importante destacar que, previo al oficio 60-IJ-2020 se revisión y analizó la solicitud del Consejo de Generales presentata mendiante oficio 1811-IJ-2019 del 7 de noviembre 2019. Lo anterior en manera conjunta en sesión virtual de trabajo del 15 de setiembre de 2021 donde se contó con la representación del Tribunal de la Inspección Judical por parte de la Licda. Siria Carmona Castro, Presidenta del Tribunal, el Lic. Jason Alfaro Carballo, Inspector Instructor y la Licda. Leslie Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de la Inspección Judicial; así como, de la Ing. Elena Gabriela Picado González, Jefa Subproceso de Evaluación y el Ing. Christopher Zamora Solís, Profesional del Subproceso de Evaluación en representación de la Dirección de Planificación donde se procedió a revisar y definir de manera consensuada el desglose detallado de la composición de la cuota de trabajo mensual de las personas Inspectoras Generales y la relación con las audiencias orales sean unipersonales o colegiadas.

Además, en vista de que se mantiene una relación de (3:1); es decir, tres Inspectores Generales por cada Inspector Instructor de Apoyo y de manera que se permita cumplir con la composición de la cuota[footnoteRef:51] de tres sentencias documentales y dos Recursos de Apelación por cada persona Inspectora General, se procedió ajustar la composición de la cuota aprobada, no así la totalidad para las plazas de Inspector Instructor de Apoyo.  [51:  Cuota propuesta por el Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial, oficio 1811-IJ-2019.] 


Justificación 

[bookmark: _Hlk93992769]En atención a la carga de trabajo presentada por el Tribunal de la Inspección Judicial, se realiza el seguimiento y análisis de los últimos tres períodos (2019-2021[footnoteRef:52]) con el objetivo de establecer posibles oportunidades de mejora y reporte de los resultados obtenidos. [52:  Datos de enero a julio de 2021 extraídos del SIGMA mensual; en tanto, agosto a diciembre de 2021 proyectados.] 


Seguidamente, se procede hacer de su conocimiento, la información recopilada por el Ing. Christopher Zamora Solís, Profesional del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, en el caso que compete a cargo del seguimiento del Tribunal de la Inspección Judicial se detalla a continuación:

Información Relevante 

Análisis estadístico del Tribunal Inspección Judicial. 

Asuntos entrados según procedencia.

[bookmark: _Hlk79414471][bookmark: _Hlk83027129]El Tribunal de la Inspección Judicial del 2016 al 2018 en promedio registra una métrica 2269 asuntos entrados, variable estadística que registra un incremento anual del 91% (2074) asuntos en comparación al promedio de 4343 asuntos entrados que se registra del 2019 al 2020.
A continuación, se muestra el detalle de la procedencia de los asuntos entrados al Tribunal de la Inspección Judicial del 2016 al 2020. 

Cuadro 98
Procedencia de los asuntos entrados (anual) al Tribunal de la Inspección Judicial, 2016-2020.

	Procedencia
	Casos Entrados

	
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Absolutos
	1 876
	2 251
	2 679
	4 647
	4 039

	Quejas Directas (1)
	1 599
	1 880
	2 183
	3 101
	2 877

	De Oficio
	202
	319
	397
	1 168
	910

	Línea anónima
	0
	4
	47
	96
	106

	Asuntos Internos
	0
	0
	0
	33
	76

	Solicitudes Consejo Superior
	74
	46
	51
	246
	59

	Inspección Fiscal
	0
	0
	0
	0
	6

	II Instancia
	0
	0
	0
	2
	5

	Solicitudes Corte Plena
	1
	2
	1
	1
	0


Nota (1): La variable de quejas directas, considera tanto las quejas de usuarios internos y externos.
[bookmark: _Hlk79414500]Fuente: Subproceso de Evaluación con datos recopilados del informe 899-PLA-ES-2021 del Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación, 2021.
Dentro del contenido del informe 1236-PLA-ES-2020 del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación “relacionado con los movimientos de trabajo en el Tribunal de la Inspección Judicial durante el 2019”, se destacan tres posibles factores que impacta en la cantidad de asuntos en el Tribunal de la Inspección Judicial durante el 2019 y 2020 los cuales se exponen de manera textual, para el análisis estadístico de la procedencia de los asuntos que ingresar al Tribunal:  
•Primer factor (visitas Inspectores Asistentes): “se realizó la consulta al Tribunal de la Inspección Judicial sobre las posibles causas de este aumento, en respuesta a ello, se indica que este ascenso se denota a un incremento en las visitas a nivel nacional por parte de los Inspectores Asistentes del tribunal, lo que provocó la apertura de una gran cantidad de quejas por situaciones anómalas.” (El resaltado no es del original)
• Segundo factor (procesos de cobro a funcionarios judiciales): “de igual manera por parte de la Unidad de Investigación y control de calidad de la Dirección de Gestión Humana se remitieron listados mensuales con el nombre de los servidores judiciales que tienen procesos de cobro judicial en su contra.” (El resaltado no es del original)
Según consulta realizada a la Licda. Leslie Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de la Inspección Judicial dentro de la variable de procedencia denominada “De Oficio” entre otros motivos se incorporan las causas resultantes de las visitas a las oficinas y/o despachos por parte de los Inspectores Asistentes del Tribunal; así como, los asuntos de procesos de cobro judicial en contra de personas funcionarias judiciales.
En relación con los procesos de cobro judicial en contra de personas funcionarias judiciales, se visualiza un incremento en términos absolutos de 771 causas entre el período 2018 (397 causas) y el 2019 (1168 causas), donde según lo indicado por la Licda. Leslie Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de Inspección Judicial responde debido a que la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana a partir del 2019 empezó a remitir los asuntos de cobro judicial en contra de personas funcionarias judiciales al Tribunal.
Lo anterior, se evidencia en la trazabilidad estadística del Tribunal, donde durante el 2019 de la entrada total de 1168 asuntos “De Oficio” un total de 635 (54%) asuntos son provenientes[footnoteRef:53] de la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana; en tanto, en el 2020 de la entrada total de 910 asuntos “De Oficio” un total 910 (27%) proviene de la citada unidad.  [53:  La Secretaría del Tribunal de la Inspección Judicial facilitó la data estadística por período, en relación con la entrada “De Oficio” de Cobro provenientes de la Unidad de Investigación y Control de Calidad, Dirección de Gestión Humana.] 

Con respecto al tercer factor asociado a las solicitudes del Consejo Superior, se destaca de manera textual lo siguiente del informe 1236-PLA-ES-2020 del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación: 
• Tercer factor (solicitudes del Consejo Superior): “y sumado a esto, en el 2019 el Consejo Superior remitió un acuerdo donde se tuvo que abrir gran cantidad de quejas administrativas por el incumplimiento de los seguimientos al Plan Anual Operativo 2019 que no habían realizados las oficinas indicadas en ese acuerdo.” (El resaltado no es del original)
Las solicitudes provenientes del Consejo Superior en promedio registran del 2016 al 2018 una entrada promedio de 57 asuntos al año, en el caso del período 2019 se registró una entrada de 246 solicitudes; es decir, una diferencia absoluta de 189 asuntos por encima del promedio (57 asuntos) que responde “quejas administrativas por el incumplimiento de los seguimientos al Plan Anual Operativo 2019”. En tanto, en el 2020 se estabiliza la entrada con una métrica de 59 solicitudes del Consejo Superior. 
[bookmark: _Hlk83027433]Por otra parte, es relevante destacar que, la variable de procedencia denominada “Quejas Directas”, representa en promedio el 78% de la entrada total de asuntos que ingresan al Tribunal de la Inspección. Del 2016 al 2018 se registra en promedio un total 1887 Quejas, variable que incrementó en 58% (1102 Quejas) en comparación al período 2019-2020 que registra una métrica en promedio de 2989 Quejas entre personas usuarias internas y externas del Poder Judicial. 
[bookmark: _Hlk83027465]De enero a julio de 2021 se registra un total de 2860 asuntos entrados; de los cuales, el 1962 (69%) de los asuntos corresponde a la variable de procedencia denominada “Queja Directa” entre personas usuarias internas y externas.  
En el siguiente gráfico, se muestra el detalle de asuntos entrados según la procedencia del Tribunal de la Inspección Judicial de enero a julio de 2021.

Gráfico 10
Detalle de los asuntos entrados según la procedencia del Tribunal de la Inspección Judicial, enero a julio de 2021

Otros: Corte Plena, Inspección Fiscal, Supervisión Disciplinaria Defensa Pública y sin variable.
Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, SIGMA (mensual) 2021.

Del total de 1962 “Quejas Directas” registradas ingresadas de enero a julio de 2021, el 45% (1287) corresponden a quejas de personas usuarias externas; en tanto, el restante 24% (675) de las quejas corresponde a personas usuarias internas del Poder Judicial.
[bookmark: _Hlk83027654]Con base a la entrada de asuntos (enero a julio de 2021) al Tribunal de la Inspección Judicial, se proyecta que a diciembre de 2021 se registre una entrada total de 4913 asuntos; de lo cuales, la procedencia corresponda a 3363 (68%) asuntos de “Queja Directa”, un total de 1111 (23%) asuntos “De Oficio” y 122 “solicitudes del Consejo Superior” del Poder Judicial.

 Asuntos terminados en relación con los asuntos entrados. 
En el siguiente gráfico, se muestra la relación entre los asuntos terminados y asuntos entrados al Tribunal de la Inspección Judicial del 2016 al 2020. 

Gráfico 11
Relación entre los asuntos terminados y entrados al Tribunal de la Inspección Judicial, 2016 - 2020

Fuente: Subproceso de Evaluación con datos recopilados del informe 899-PLA-ES-2021 del Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación, 2021
Se destaca la función operativa del Tribunal de la Inspección Judicial del 2016 al 2018 donde supera en más de un 100% los asuntos terminados con relación a la cantidad de asuntos entrados al Tribunal; de manera que, aporta en la reducción del Circulante Final del siguiente período. 
[bookmark: _Hlk83027747][bookmark: _Hlk83030394]El Tribunal de la Inspección Judicial a pesar de registrar en promedio un total de 4343 asuntos entrados del 2019 y 2020; lo cual, representa un incremento del 91% (2074) asuntos entrados en comparación al promedio de 2269 asuntos entrados del 2016 al 2018, registra una relación asuntos terminados (3988) entre asuntos entrados (4647) del 86% para el 2019; dado a los esfuerzos realizados, por parte del Tribunal donde terminó un 68% (1624 asuntos) por encima del promedio 2364 asuntos terminados entre el período de 2016 al 2018. 
[bookmark: _Hlk83027781]En tanto, para el 2020 con la implementación de Audiencias Unipersonales y Colegiadas, sumado de los esfuerzos del Tribunal de la Inspección Judicial se registra una relación de asuntos terminados (4285) entre asuntos entrados (4039) del 106%; de manera que, aporta a la reducción de 246 asuntos al Circulante Final del siguiente período (2021).

 Circulante final por fase

Según el reporte estadístico mensual de SIGMA el Tribunal de la Inspección Judicial a julio de 2021 registra un Circulante Final de 1572 asuntos; de los cuales, el 90% (1413) de los asuntos se encuentran en la Fase de Investigación. 

Cuadro 99 
Circulante Final por fase del Tribunal de la Inspección Judicial a julio de 2021.

	Circulante al Finalizar por Fase
	Asuntos 

	4. EN EJECUCIÓN
	1

	Con fallo listo
	133

	Etapa Intermedia
	1

	Instrucción
	22

	Investigación
	1413

	ITINERADO (Actualizar)
	1

	Recepción prueba
	1

	Total:
	1572


Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, SIGMA (mensual) 2021. 

[bookmark: _Hlk83030887]En lo que respecta al Circulante Final del Tribunal de la Inspección Judicial, es relevante destacar lo dipuesto por el Consejo Superior en sesión 66-2021, artículo XVI donde se acordó tomar nota del informe 940-75-IAO-SAEE-2021 de la Auditoría Interna del Poder Judicial relacionado con la “Evaluación para el mejoramiento del sistema de control interno del Tribunal de la Inspección Judicial” y dispone de manera textual lo siguiente:

“2.) Deberá el Tribunal de la Inspección Judicial de cumplir con las recomendaciones en el plazo establecido; una vez que hayan sido implementadas, informar a la Auditoría sobre lo actuado.”  

Entre las recomendaciones emitidas dentro del contenido del informe 940-75-IAO-SAEE-2021  se destacan las siguientes: 

“(…)

4.4. Realizar en coordinación con la Dirección de Planificación el inventario de los expedientes del Tribunal de la Inspección Judicial, con el propósito de depurar las inconsistencias encontradas en el Sistema Escritorio virtual, de tal forma que los registros estén razonablemente libres de errores y mantengan la calidad requerida según sus características de confiabilidad, oportunidad y utilidad.  (Resultado 2.1).

Plazo de implementación:  3 meses.” (El resaltado no es del original)

En atención a lo expuesto, a nivel del Subproceso de Estadistica de la Dirección de Planificación en una primera etapa el 16 de agosto de 2021 brinda la Capacitación de Inventarios de Expedientes a las funcionarias judicales Nathalia Ordóñez Muñoz y Tatiana Artavia Herrera. 

Ahora bien, según lo expuesto por la Licda. Leslie Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de la Inspección Judicial el equipo asignado por el Tribunal para la tarea del inventario se compone de más personas, de ahí que sería requerido una inducción del equipo completo para iniciar de inmediato con el inventario:

“(...) esa inducción únicamente la recibieron 2 personas, por lo que nos faltaría el resto del personal que va a realizar el inventario, por esta razón no podemos iniciar todavía con el mismo, hasta que todos completemos esa capacitación.

Por eso fue que te lo comentamos la vez anterior, para que después de que ustedes nos colaboren en programar esa capacitación, podamos hacer inmediatamente el inventario.”

[bookmark: _Hlk83030971]Por tanto, con el objetivo de dar por atendida la recomendación emitida por la Auditoría  Judicial se procede coordinar lo correspondiente con el Tribunal de la Inspección Judicial y el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, para la capacitación de 20 personas funcionarias judiciales del Tribunal  sobre  la ejecución del “Inventario Estadistico”. 

La capacitación sobre la ejecución del “Inventario Estadistico” al Tribunal de la Inspección Judicial se realizó el 7 de setiembre de 2021 a través de la herramienta institucional “Microsoft Teams”. 

	Descripición archivo
	Archivo

	(Grupo 1) 869-PLA-ES-MNTA-2021 Capacitación de Inventario de expedientes activos en materia de Tribunal Inspección Judicial
	


	(Grupo 2) 870-PLA-ES-MNTA-2021 Capacitación de Inventario de expedientes activos en materia de Tribunal Inspección Judicial
	




Mediante oficio 1370-IJ-2021 del 9 de setiembre de 2021 del Tribunal de la Inspección Judicial se remite al Consejo Superior del Poder Judicial la autorización para realizar el inventario fuera de la jornada laboral en fecha del 9 y 10 de octubre de 2021.

“ (…) 3.  El número de personas técnicas que han sido capacitadas para llevar a cabo dicha labor. Se estima, este inventario se podría realizar durante los días sábado 9 y domingo 10 de octubre del año en curso, en un horario de 8:00am a 4:00pm, respetando los protocolos sanitarios correspondientes y relacionados con el COVID-19, toda vez que se conformarán dos grupos de trabajo.  

Para tales efectos, se propone que al personal que participe en dicho proceso, se le compense el día de fin de semana laborado, con uno con goce de salario entre semana.

En atención a lo expuesto, respetuosamente les ruego su aprobación para que dicho inventario se lleve a cabo en los días y horas señaladas, con la finalidad de eliminar todas las inconsistencias que se reflejan en los expedientes disciplinarios que se encuentran en el circulante activo (…)”

En razón de lo expuesto, el Consejo Superior en sesión 82-2021, artículo X del 21 de setiembre de 2021 acordó acoger la gestión presentada por la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta interina del Tribunal, en oficio 1370-IJ-2021. 

Ahora bien, según lo indicado a través de la plataforma institucional “Microsoft teams[footnoteRef:54]” por el Lic. Jason Alfaro Carballo, Inspector Instructor del e Tribunal de la Inspección Judicial la ejecución del inventario se realizó con efectividad; por lo que, se encuentra atendida la recomendación dipuesta por el Consejo Superior en sesión 66-2021, artículo XVI donde se acordó tomar nota del informe 940-75-IAO-SAEE-2021 y a su vez, hacer de conocimiento a la Dirección de Planificación en vista de que, el equipo asignado por parte  del Tribunal cuenta con la capacitación sobre “Inventario de expedientes activos”. [54:  El Lic. Alfaro Carballo del Tribunal de la Inspección, facilita el 22 de octubre de 2021 a través de la plataforma virtual “Microsoft Teams” el oficio 8451-2021 de la Secretaría General de la Corte donde se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-21, art. X. ] 


Análisis de carga de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial. 

 Análisis de estructura para la atención de la entrada de asuntos.

[bookmark: _Hlk86127771]Mediante oficio 1811-IJ-2019 del 7 de noviembre 2019 del Tribunal de la Inspección Judicial se establece la propuesta en la composición de la cuota mensual para las personas Inspectoras Generales donde se reflejen las sentencias resultantes Sentencias Documentales; así como, los Recursos de Apelación, Audiencias tanto de integración Colegiada y Unipersonal.

Detalle de manera textual, de la composición de la cuota (propopuesta) según oficio 1811-IJ-2019:

“(…)
CUOTA DE INSPECTORES GENERALES
(Reforma a Reglas prácticas del Tribunal de la Inspección Judicial)
	AUDIENCIAS 
UNIPERSONALES
	AUDIENCIAS COLEGIADAS
	SENTENCIAS DOCUMENTALES
	RECURSOS DE APELACIÓN

	8 por cada general al mes
	3 por cada General al mes
	3 por cada general al mes
	por cada General al mes.


(…)”
[bookmark: _Hlk86127870][bookmark: _Hlk86067147][bookmark: _Hlk86127909]A nivel de la Dirección de Planificación, se comparte y acoge la cuota propuesta en el oficio 1811-IJ-2019 por parte del Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial; de manera que, se refleje dentro de la composición de la cuota mensual las Sentencias Documentales; las cuales, se venían dictando por parte de las personas Inspectoras Generales como parte de la labor ordinaria del puesto.

En el siguiente cuadro, se muestra el detalle del ajuste en la composición de la cuota mensual de las personas Inspectoras Generales del Tribunal de la Inspección Judicial. 

Cuadro 100 
Ajuste en la composición de la cuota mensual de las personas Inspectoras Generales en relación con las Sentencias Documentales.

	[bookmark: _Hlk83041279]CUOTA APROBADA 
	PROPUESTA 
(reflejar en la composición de cuota)
	CUOTA AJUSTADA POR PERSONA INSPECTORA GENERAL

	SENTENCIAS DE JUICIO
	FALLOS DE ESCRITORIO
	SENTENCIAS DOCUMENTALES
	

	5
	24
	3 I
	32


Nota (I): Cuota propuesta por el Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial, oficio 1811-IJ-2019.
Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación.

[bookmark: _Hlk83041214]Como se indicó supra, las sentencias documentales se encontraban consideradas dentro de la carga de trabajo de las personas Inspectoras Generales; aun así, no se reflejaban dentro de la cuota mensual, de ahí que se ajusta como oportunidad de mejora donde considere dentro la cuota compuesta la totalidad de votos y así evidenciar la carga real de trabajo. 

[bookmark: _Hlk86128084][bookmark: _Hlk86067277][bookmark: _Hlk83041092]En atención a lo expuesto, se establece que dentro de la cuota aprobada de 29 votos al mes (5 juicios y 24 fallos de escritorio) se incorpore las 3 sentencias documentales; de manera que, se define una cuota mensual de 32 votos al mes (5 juicios, 24 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales) por cada persona Inspectora General. 

[bookmark: _Hlk86067336]En tanto, para la persona Instructora General Presidenta quién mantiene una cuota aprobada de 15 votos al mes (5 juicio y 10 fallos de escritorio) por recargo administrativo, se define una cuota mensual de 18 votos al mes (5 juicios, 10 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales).

[bookmark: _Hlk86128278][bookmark: _Hlk86128302][bookmark: _Hlk86128436]Aunado a las cuotas de trabajo por cada persona Inspectora General, en sesión virtual de trabajo del 15 de setiembre de 2021 donde se contó con la representación del Tribunal de la Inspección Judical por parte de la Licda. Siria Carmona Castro, Presidenta del Tribunal, el Lic. Jason Alfaro Carballo, Inspector Instructor y la Licda. Leslie Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de la Inspección Judicial; así como, de la Ing. Elena Gabriela Picado González, Jefa Subproceso de Evaluación y el Ing. Christopher Zamora Solís, Profesional del Subproceso de Evaluación en representación de la Dirección de Planificación se procedió a revisar y definir de manera consensuada el desglose detallado de la composición de la cuota de trabajo mensual de las personas Inspectoras Generales y la relación con las audiencias orales sean unipersonales o colegiadas, donde se estableció lo siguiente: 

Cuadro 101 
Desglose detallado de la composición de la cuota mensual de las personas Inspectoras Generales del Tribunal de la Inspección Judicial.
	Cuota mensual 
	Inspectora General 
(composición cuota)
	Integración
(audiencia) 

	5
	Sentencias Colegiadas con tipo audiencia Unipersonal o Colegiada
	Colegiada

	24
	Desestimaciones y rechazos de plano
	Unipersonal 

	
	Medidas cautelares 
	Colegiada

	
	Delegación de incompetencia 
	Colegiada

	3
	Sentencias documentales por Cobro Judicial (con/sin oposición) 
	Colegiada

	
	Homologaciones 
	Colegiada

	
	Sentencias documentales (colegiadas y Reconsideración desestimaciones)
	Colegiada

	2
	Recursos de apelación (RR) Segunda Instancia
	Colegiada


Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación.

[bookmark: _Hlk83211138][bookmark: _Hlk86128574][bookmark: _Hlk83211118]A nivel del insumo del Modelo de Seguimiento y Sosteniblidad denominado como “Matriz de Indicadores de Gestión” del Tribunal de la Inspección Judicial se procederá en relación con las personas Inspectoras Generales ajustar los registros de las Sentencias; de manera que, se pueda cuantificar, dar trazabilidd y evidenciar la carga de trabajo de las Sentencias Documentales.

[bookmark: _Hlk86128616][bookmark: _Hlk86040629]Además, se procederá incorporar un indicador informativo como parte del seguimiento Tribunal de la Inspección Judicial, para el registro de la métrica mensual asociado a los Recursos de Apelación por cada persona Inspectora General.

Aunado a lo anterior, en vista de que se mantiene una relación de (3:1); es decir, tres Inspectores Generales por cada Inspector Instructor de Apoyo y de manera que se permita cumplir con la composición de la cuota[footnoteRef:55] de tres sentencias documentales y dos Recursos de Apelación por cada persona Inspectora General, se requiere ajustar la composición de la cuota aprobada, no así la totalidad (7 Apelaciones y 8 Proyectos Documentales) en 6 Apelaciones y 9 proyectos documentales. [55:  Cuota propuesta por el Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial, oficio 1811-IJ-2019.] 


Cuadro 102 
Ajuste en la composición de la cuota mensual de las personas Inspectoras Instructoras (apoyo) en relación con la cuota de las personas Inspectoras Generales.
	Composición
	Cuota por Sección del Tribunal I
	Cuota aprobada
(Instructo Apoyo)
	Cuota ajustada
Instructo Apoyo

	Documentales
	9
	8
	9

	Apelaciones
	6
	7
	6

	Total,
	15
	15
	15


Nota (I): Cuota propuesta por el Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial, oficio 1811-IJ-2019.
Nota (II): Relación de (3:1) tres Inspectores Generales por cada Inspector Instructor de Apoyo.
Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación.

[bookmark: _Hlk86128768]Mediante oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial, refiere de la revisión la cuota dispuesta en relación con los proyectos documentales asociados a procesos disciplinarios que surgen por el no pago injustificado de una obligación de crétido, donde se indica de manera textual: 

“2. Inspectores de Apoyo y cuota de fallo. 

[bookmark: _Hlk86128881]Resulta de igual trascendencia para efectos de la productividad de los inspectores que se dedican a la elaboración de proyectos de actos finales en procesos en los que no ha mediado la recepción de prueba testimonial y o pericial y, consecuentemente no ha habido audiencia oral, así como aquellos que ingresan para conocer en segunda instancia, los procesos iniciados por las jefaturas de despacho; que se revise la cuota de producción mensual actualmente dispuesta. Lo anterior, en virtud del aumento de casos de procesos disciplinarios que se sustentan en la norma del artículo 192 inciso 9°, esto es, procesos disciplinarios que surgen por el no pago injustificado de una obligación de crédito, que en su mayoría únicamente cuentan con prueba documental, así como los referidos a Homologaciones de Acuerdos de Justicia Restaurativa, entre otros, y en los que la dificultad de resolución es mucho menor, pues en su mayoría se utiliza una plantilla o machote. Pese a ello, en la actualidad dichos pronunciamientos son considerados como un proyecto de acto final más, dentro de la cuota establecida.” (El resaltado no es del original) . 

Aunado a lo anterior, mediante oficio 60-IJ-2022 del 18 de enero de 2022 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial reitera la solicitude de la revisión de la composición de la cuota asignada a las plazas de Inspectores de Apoyo.

“(…) se propone se analice cual es la cuota que debe imponerse para los asuntos de Cobro Judicial en que media oposición de la persona encausada y, cuál en los casos en que no hay oposición.  Asimismo, se considera que las Homologaciones de Conciliación de Justicia Restaurativa, aunque se deben considerar como parte de las funciones a cargo del instructor de apoyo y como tal, a los efectos de establecer la cuota general de fallo, no deben ser computadas como sentencias, tal y como así sucede a la fecha. 
De igual manera, los inspectores de apoyo tienen a su cargo, la resolución de los procesos que deben ser conocidos en segunda instancia por este Órgano Colegiado, esto es, las denominadas “apelaciones”; respecto de las cuales se considera, igualmente debe ser revalorada la cuota impuesta a la fecha. (…)”

[bookmark: _Hlk86128971]Según consulta realizada el 22 de setiembre de 2021 a través de la plataforma institucional “Microsoft Teams” a la Licda. Leslie Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de la Inspección Judicial al momento del abordaje del seguimiento y análisis de la carga de trabajo no se cuenta a nivel del Tribunal con un control que permita desagregar la cantidad de proyectos documentales sin recepción de prueba y los proyectos documentales de Cobro Judicial.

Para el análisis de un eventual ajuste en el incremento y/o en la composición de la cuota mensual de proyectos documentales, donde se establezca una relación entre los proyectos documentales sin repeción de prueba y los proyectos documentales de Cobro Judicial; así como, en las homologaciones atendidas por las plazas de Inspector Instructor (apoyo) es requerido cuantificar la proyección estadística. 

[bookmark: _Hlk83211207][bookmark: _Hlk86040807]Por tanto, a nivel del insumo del Modelo de Seguimiento y Sosteniblidad denominado como “Matriz de Indicadores de Gestión” del Tribunal de la Inspección Judicial, se incorpora un indicador informativo, donde se permita recopilar y trazar la métrica mensual de proyectos documentales (sin repeción de prueba y Cobro Judicial); además, de las homologaciones que se atendieron por cada persona Inspectora Instructora (apoyo) para establecer como parte del seguimiento la carga real de trabajo.

[bookmark: _Hlk86041357]En lo que respecta a la integración de las audiencias, como se indicó supra, mediante oficio 1811-IJ-2019 del Tribunal de la Inspección Judicial, se estableció por criterio de experto por parte del Consejo de Generales una cuota de 11 audiencias al mes por cada persona Inspectora General, desagregada en 3 audiencia Colegiadas y 8 audiencias con integración Unipersonal.

Se destaca una relación (1:4) de las Audiencias Unipersonales, que establece el Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judiciales, donde se asocia que una Audiencia Colegiada equivale a cuatro Audiencias Unipersonales según criterio de experto.

[bookmark: _Hlk86041618]Aunado a la atención de las audiencias del Tribunal de la Inspección Judicial se destaca que por el “ejercio de las facultades legales las personas Inspectoras Instructoras (trámite), como consecuencia del principio de la delegación jerárquica podrán recibir toda la prueba necesaria para el descubrimiento de la verdad real teniendo potestad incluso, de comisionar a otra autoridad judicial [footnoteRef:56]”.  [56:  Conforme a lo estipulado en los numerales 187,188, 197 y 203 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como en el numeral 89 de la Ley General de la Administración Pública. ] 


En apego lo dispuesto, las personas Inspectoras Instructoras de (trámite), del total de 942 audiencias celebradas entre las tres secciones del Tribunal durante el 2020 atendieron el 30% (279) de las audiencias (recepción de prueba). 

En tanto, de enero a julio de 2021 del total de 567 audiencias celebradas, el 36% (202) audiencias (recepción de prueba) se han atendido entre las personas Inspectoras Instructoras de (trámite).

En el siguiente cuadro, se muestra el detalle de las audiencias celebradas del Tribunal de la Inspección Judicial durante el 2020 y de enero a julio de 2021.
Cuadro 103 
Detalle de audiencias celebradas del Tribunal de la Inspección Judicial durante el 2020 y de enero a julio de 2021

	Tribunal 
	Período 2020
	Período enero a julio de 2021

	
	Audiencias (celebradas por Sección)
	Audiencias Comisionadas
	Porcentual Comisionadas
	Total, audiencias 
	Audiencias (celebradas por Sección)
	Audiencias Comisionadas
	Porcentual Comisionadas
	Total, audiencias 

	Total, audiencias 
	663
	279
	30%
	942
	365
	202
	36%
	567

	Sección A
	201
	33
	14%
	234
	119
	52
	30%
	171

	Sección B
	241
	144
	37%
	385
	124
	75
	38%
	199

	Sección C
	221
	102
	32%
	323
	122
	75
	38%
	197


Audiencias Comisionadas: Audiencias de recepción de prueba atendidas por parte de las personas Inspectoras Instructoras.
Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación con datos facilitados por parte de la Secretaria de la Inspección Judicial.

En el siguiente archivo, se detalla de manera mensual, las audiencias celebradas entre las tres Secciones del Tribunal de la Inspección Judicial durante el 2020 y de enero a julio de 2021. 

	Descripición archivo
	Archivo

	Audiencias señaladas y comosionadas (recepción de prueba) durante el 2020 y de enero a julio de 2021.
	




[bookmark: _Hlk83211250][bookmark: _Hlk86041480][bookmark: _Hlk86129245]En razón de que, por dispoción legal a las personas Inspectoras Instructoras (trámite) se delega las audiencias de recepción de prueba, a nivel del insumo del Modelo de Seguimiento y Sosteniblidad denominado como “Matriz de Indicadores de Gestión” del Tribunal de la Inspección Judicial se incorpora un indicador informativo, donde se permita recopilar y trazar la métrica mensual de la cantidad de Audiencias oral y privada (recepción de prueba) que se atendieron por cada persona Inspectora Instructora (trámite) para establecer como parte del seguimiento la carga real de trabajo. 

En lo que respecta a la cuota mensual por cada persona Instructora Inspectora (trámite), se mantiene la aprobada de 43 resoluciones al mes, de las cuales deberá considerarse al menos 5 admisibilidades para juicio y 24 desestimaciones.

[bookmark: _Hlk86129469]Mediante oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial, se refiere a la función dentro del Tribunal y carga de trabajo de la persona Instructora Instructora Coordinadora (trámite), donde se indica de manera textual lo siguiente: 

“3. Inspector Instructor Coordinador.

[bookmark: _Hlk86129574]Ante la reducción de plazas de inspectores instructores, en la actualidad únicamente se cuenta con 8 inspectores instructores de trámite, lo que obligó a que el Inspector Instructor Coordinador tuviese que asumir el trámite de uno de los escritorios y actualmente integra la sección C; situación que a su vez implicó la sumatoria de labores al Inspector de apoyo asignado a la presidencia de este Tribunal, ésto como un recargo a los efectos de que el Inspector Instructor Coordinador pudiera continuar con algunas de las tareas administrativas quer ya venía asumiendo. Esta situación ha incidido negativamente en la colaboración que dicho inspector coordinador brindaba en la parte administrativa, duplicándose senciblemente las funciones que le han sido encomendadas, pero innegablemente, en menoscabo de la eficiencia y eficacia de las múltiples tareas de este órgano disciplinario, toda vez que la Inspección Judicial integra varias comisiones institucionales, algunas de las cuales el Inspector Coordinador asumía en representación de este órgano y la suscrita las demás, pues igualmente integro una de las secciones del Tribunal con las responsabilidades que ello implica.”

[bookmark: _Hlk83202663]Con base al criterio expuesto mediante oficio 1384-IJ-2021 por parte de la MSc. Siria Carmona, Presidenta a.i. del Tribunal, la Dirección de Planificación con el objetivo de equiparar las cargas de trabajo entre el recurso Inspector Instructor (trámite) y a la vez garantizar la representación del Tribunal de la Inspección Judicial ante las distintas comisiones disciplinarias, se recomienda que el Lic. Jason Alfaro Carballo asuma la función de Instructor de Apoyo al Presidente del Tribunal, donde se elimine la figura de la persona Inspectora Instructora (Coordinador); de manera que, se asuma por parte de una persona Inspectora Instructora el trámite del escritorio a tiempo completo e integre la Sección “C”.

En relación con las labores administrativas asumidas por parte de la persona Inspectora Instructora (Coordinador) según expuestas dentro del contenido del oficio 1384-IJ-2021, se recomienda al respetable Tribunal proceder con la revisión de tareas administrativas y apegarse al Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana en relación a las funciones del puesto del Profesional en Derecho de la Inspección Jucial que indica de manera textual:

	PROFESIONAL EN DERECHO DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL

	Función Administrativa: Coordinar y ejecutar de manera ética y comprometida las labores administrativas y de trámite que apoyan al Tribunal de la Inspección Judicial, conforme las disposiciones de La Corte y las leyes vigentes. 

	-Coordinar  y ejecutar las actividades administrativas y del trámite del proceso disciplinario del Tribunal de la Inspección Judicial. 
-Elaborar programas de trabajo. 
-Recibir y valorar las quejas o denuncias que ingresen a la Inspección Judicial. 
-Asignar y supervisar las labores del personal a su cargo. 
-Atender en conjunto con el Presidente del Tribunal de la  Inspección Judicial, las solicitudes de información de la Corte Plena, Consejo Superior y otros órganos administrativos, relacionados con los asuntos a su cargo.  
-Llevar la agenda del Presidente del Tribunal de la Inspección Judicial. 
-Coordinar actividades con otros funcionarios del despacho y de otras oficinas internas o externas de la institución cuando corresponda. 
-Velar por que el trámite de los asuntos se realice dentro de las fechas y plazos establecidos por la ley. 
-Redactar y rendir  informes a solicitud  del Presidente del Tribunal de la Inspección Judicial. 
-Determinar las causas de los atrasos en la tramitación, y resolución de los asuntos disciplinarios.
-Revisar expedientes para establecer el grado de complejidad de los asuntos  y asignarlos según rol.
-Recopilar, sistematizar y mantener al día leyes, reglamentos y circulares de uso frecuente en la institución.
-Llevar el control de los pronunciamientos de interés emitidos por el Tribunal de la Inspección Judicial.
-Preparar la contestación sobre los recursos de amparo.
-Supervisar y controlar el correcto manejo de pruebas, registros, escritos y otros documentos.
-Tramitar correspondencia, redactar oficios, notas y otros documentos.
-Diseñar y mantener actualizados controles sobre los asuntos a cargo de la Oficina.
-Coordinar la localización de expedientes y documentos extraviados.
-Colaborar en los aspectos técnicos propios de la formulación y evaluación del plan anual operativo, plan estratégico, anteproyecto de presupuesto, así como en el seguimiento y ejecución de las auto evaluaciones de control interno y el sistema de valoración de riesgos.
-Revisar el estado de la tramitación de los expedientes y custodiarlos.
-Redactar bajo la vigilancia del jefe, resoluciones de considerable variedad y dificultad.
-Firmar resoluciones y actuaciones del despacho conjuntamente con los inspectores cuando sea del caso.
-Dar cuenta diariamente a los inspectores de las solicitudes que los interesados presenten, así como de las quejas relativas al servicio.
-Atender y resolver consultas relacionadas con los asuntos propios de la Oficina. 
-Realizar otras funciones propias del cargo.  




Enlace externo del Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana asociado al puesto de Profesional en Derecho de la Inspección Judicial: https://ghanalisispuestos.poder-judicial.go.cr/index.php/manual-descriptivo-de-clases-de-puestos?start=300

[bookmark: _Hlk83028227][bookmark: _Hlk83028654][bookmark: _Hlk83028306]Por otra parte, con base la estimación del promedio mensual de 403 asuntos entrados del 2019 al 2021[footnoteRef:57] al Tribunal de la Inspección Judicial y una cuota de 32 votos al mes (5 juicios, 24 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales) por cada Inspectora General se procede a simular tres posibles escenarios de estructuras (temporales) que se ajusten a la gestión operativa del Tribunal. [57:  Datos de enero a julio de 2021 extraídos del SIGMA mensual; en tanto, agosto a diciembre de 2021 proyectados. ] 


Relevante destacar que, en el caso de la persona Instructora General Presidente por recargo administrativo, se considera una cuota mensual de 18 votos al mes (5 juicios, 10 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales).
Primer Escenario. Estructura de dos Secciones “Tribunal A y B” SIN la Sección Emergente “Tribunal C”

	Sección
	Variable
	Cuota
	Inspectores
	Cuota
	

	
	
	Mensual
	Generales
	Tribunal 
	

	Tribunal A
	Votos juicios 
	5
	3
	15
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	9
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	72
	

	
	Cuota Tribunal A
	96
	

	Tribunal B
	Votos juicios
	5
	2
	10
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	6
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	48
	

	
	Votos juicios
	5
	1
	5
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	3
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Fallo de Escritorio
	10
	
	10
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Cuota Tribunal B
	82
	

	Capacidad (teórica) 
	178
	

	Terminado (otras causas)
	49
	Aporte mensual (teórico)
al Circulante Final

	Terminado Totales
	227
	

	Entrada (promedio 2019-2021)
	403
	-176



Con la estructura ordinaria de dos Secciones (A y B) y sin la integración de la Sección Emergente (C) del Tribunal de la Inspección Judicial y con una entrada promedio de 403 asuntos al mes, se sobrepasa la capacidad operativa del Tribunal en un 78% (176 asuntos al mes), lo que representa un total de 1980 asuntos al Circulante Final Anual. 
Segundo Escenario (Actual). Estructura de dos Secciones “Tribunal A y B” CON la Sección Emergente “Tribunal C”

	Sección
	Variable
	Cuota
	Inspectores
	Cuota
	

	
	
	Mensual
	Generales
	Tribunal 
	

	Tribunal A
	Votos juicios 
	5
	3
	15
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	9
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	72
	

	
	Cuota Tribunal A
	96
	

	Tribunal B
	Votos juicios
	5
	2
	10
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	6
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	48
	

	
	Votos juicios
presidenta
	5
	1
	5
	

	
	
	
	
	
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	3
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Fallo de Escritorio
	10
	
	10
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Cuota Tribunal B
	82
	

	Tribunal C
(sección emergente)
	Votos juicios
	5
	3
	15
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	9
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	72
	

	
	Cuota Tribunal C (sección emergente)
	96
	

	Capacidad (teórica) 
	274
	

	Terminado (otras causas)
	49
	Aporte mensual (teórico)
al Circulante Final

	Terminado Totales
	323
	

	Entrada (promedio 2016-2018)
	202
	121

	Entrada (promedio 2019-2021)
	403
	-80



[bookmark: _Hlk83028779]Con la estructura actual de dos Secciones (A y B) más la Sección Emergente (C) el Tribunal de la Inspección Judicial registraba una capacidad operativa de atender la entrada promedio mensual de 202 asuntos que ingresaban entre el período 2016-2018 y además, aportar 121 asuntos al Circulante Final del siguiente período. 

Como se indicó supra, el Tribunal de la Inspección Judicial del 2016 al 2018 en promedio registra una métrica 2269 asuntos entrados, variable estadística que registra un incremento anual del 91% (2074) asuntos en comparación al promedio de 4343 asuntos entrados que se registra del 2019 al 2020.
Por otra parte, con base a la entrada de asuntos (enero a julio de 2021) al Tribunal de la Inspección Judicial, se proyecta que a diciembre de 2021 se registre una entrada total de 4913 asuntos.

En promedio del 2019 al 2021 se estima una entrada 403 asuntos mensuales al Tribunal de la Inspección Judical, lo que sobresa en un 99,5% la entrada mensual de 202 asuntos que se registra entre el perído 2016-2018.

[bookmark: _Hlk83028822]Con la entrada promedio de 403 asuntos al mes, se sobrepasa la capacidad operativa del Tribunal de la Inspección Judicial en un 25% (80 asuntos al mes), lo que representa un total de 900 asuntos al Circulante Final Anual.


Tercero Escenario (Propuesto). Estructura de dos Secciones “Tribunal A y B” CON la Sección Emergente “Tribunal C” MÁS una Sección Emergente “Tribunal D”.

	Sección
	Variable
	Cuota
	Inspectores
	Total, cuota
	

	
	
	Mensual
	Generales
	Tribunal 
	

	Tribunal A
	Votos juicios 
	5
	3
	15
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	9
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	72
	

	
	Cuota Tribunal A
	96
	

	Tribunal B
	Votos juicios
	5
	2
	10
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	6
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	48
	

	
	Votos juicios
	5
	1
	5
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	3
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Fallo de Escritorio
	10
	
	10
	

	
	presidenta
	
	
	
	

	
	Cuota Tribunal B
	82
	

	Tribunal C
(Sección Emergente)
	Votos juicios
	5
	3
	15
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	9
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	72
	

	
	Cuota Tribunal C 
	96
	

	Tribunal D
(Sección Propuesta)
	Votos juicios
	5
	3
	15
	

	
	Sentencias documentales
	3
	
	9
	

	
	Fallo de Escritorio
	24
	
	72
	

	
	Cuota Tribunal D
	96
	

	Capacidad (teórica) 
	370
	

	Terminado (otras causas)
	49
	Aporte mensual (teórico)
al Circulante Final

	Terminado Totales
	419
	

	Entrada (promedio 2019-2021)
	403
	16



[bookmark: _Hlk83029000]Con la propuesta de una estructura (temporal) de una cuarta Sección (Tribunal “D”) permite al Tribunal de la Inspección Judicial atender al 100% la entrada mensual de 403 asuntos y a la vez atender en 8.7 años los 1572 asuntos que integran el Circulante Final a julio de 2021 del Tribunal. 

	Circulante final a julio de 2021 (SIGMA)
	1572
	

	Aporte (anual) al Circulante Final
	180
	

	Atención (reducción) del Circulante 
	8.7
	años 



En caso de aprobarse de la asignación (temporal) de una cuarta Sección (Tribunal “D”) permite al Tribunal de la Inspección Judicial, se recomienda se asigne con la estructura completada para la distribución equitativa de carga de trabajo entre las otras tres Secciones del Tribunal; es decir, tres personas Inspectoras Generales, tres personas Inspectoras Instructoras (trámite) y una persona Instructora de Apoyo. 

Por tanto, para dar soporte a la atención de la carga de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial y a su vez reducir de manera progresiva el Circulante, se recomienda ordinariar la Sección Tercera“C” del Tribunal.

[bookmark: _Hlk99614536][bookmark: _Hlk87353783][bookmark: _Hlk87353756]Ahora bien, en atención de la medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI), se recomienda disponer de plazas en estado “Vacante”; así como, la reasignación de recurso ordinario y extraordinario para la integración de la Sección Tercera “C” del Tribunal de la Inspección Judicial integrada por tres plazas de Inspector General 1, cuatro plazas de Inspector Asistente (3 Trámite y 1 Apoyo).

Cuadro 104.
Propuesta estructural para la integración de la Sección Tercera “C” del Tribunal de la Inspección Judicial con recursos vacantes, ordinarios y extraordinarios en apego de las medidas de contención del gasto del Poder Judicial.
	Recursos identificados, para la atención de necesidades institucionales en apego de las medidas de contención del gasto del Poder Judicial dispuestas en Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI)
	Propuesta para integración de la Sección Tercera “C” del Tribunal de la Inspección Judicial

	Cantidad de recurso
	Clase de puesto
	Estado puesto
	Puesto (plaza)
	Recomendación
	Cantidad recurso
	Tipo de Plaza

	3
	Juez 3
	Extraordinario
	382195
382196
382197

	Disponer del recurso extraordinario de Juez (382195, 382196 y 382197) del CACMFJ y ubicados a la fecha funcionalmente al  Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda para requerimiento tres puesto Inspector Genral 1.

En tanto, mantener funcionalmente asignado al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda el recurso extraordinario del CACMFJ de Juez (382198) con un recurso de Técnico Judicial 2 (382202); de manera que, siga apoyando en las expropiaciones procedentes del Estado: así como, resolver procesos que provengan de otras instituciones y la atención de otros procesos propios del juzgado, tal como se ha venido realizando a la fecha para gestionar el riesgo identificado en el oficio 203-CACMFJ-JEF-2021 el cual fue conocido y aporbado por el Consejo Superior en sesión 79-2021, art. XLI.


	3
	Inspector General 1

	1
	Auxiliar de Sevicios Generales 2
	Propiedad
	43046
	Revisión del perfil del puesto en propiedad (109879) del Tribunal de la Inspección para atender la necesidad Inspector Asistente; la persona propietaria tiene los requisitos, inclusive participa en ascensos de Inspector Asistente.
	1
	Inspector Asistente

	3
	Técnico Judicial 2
	
Extraordinario
	
382199, 382200, 382201
	Disponer del recurso extraordinario de Técnico Judicial 2 (382199, 382200, 382201) del CACMFJ y ubicado a la fecha al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda para requerimiento tres puesto Inspector Asistente de Apoyo.


	3
	Inspector Trámite 

	1
	Auxiliar Administrativo
	Vacante
	109879
	Revisión del perfil del puesto vacante (109879) del Tribunal de la Inspección para atender la necesidad de un Técnico Judicial 3.
	1
	Técnico Judicial 3. 


Fuente: Subproceso de Evaluación Institucional de la Dirección de Planificación.

Aunado a lo anterior, se estima necesario integrar la estructura (temporal) de una Cuarta Sección (Tribunal “D”) donde se permita al Tribunal de la Inspección Judicial atender al 100% la entrada mensual de 403 asuntos .

[bookmark: _Hlk87356008]Para dar sostenibilidad a la propuesta se recomienda prorrogar los permisos con base en los presupuestos del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial a tres plazas de Inspector General 1 y cuatro plazas de Inspector Asistente (3 Trámite y 1 Apoyo). 

[bookmark: _Hlk86070140]La estimación del costo para el 2022 de los siete plazas de Profesional para completar la Cuarta Sección (Emergente “D”) sería de:

Cuadro 105.
Programa 926. Estimación del costo para el 2022 para plan de Reducción de Circulante del Tribunal de la Inspección Judicial, recurso para estructura temporal “Sección Emergente D”.

	Despacho
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Tribunal de la Inspección Judicial 
	3
	Inspector General 1
	(PCGS) Prórroga de permiso para proyectos institucionales de1 de octubre hasta el 19 de diciembre de 2021.
Acuerdo del Consejo Superior 83-2021, art. XXXVIII
	 (PCGS)Prórroga de permisos para proyectos institucionales. Rescindir de la plaza de Técnico Judicial 3.

Además, de aprobarse la asignación del recurso extraordinario (382198) proveniente del CAMCFJ y asignados al funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo rescindir de una plaza de Inspector General 1.
	12
Meses
	₡177.189.000 (1)

	
	4
	Inspector Asistente
	
	
	
	₡218.536.000 (2)

	Costo estimado para el 2022, del mobiliario y equipo a asignar a las seis plazas
	₡10.069.638 (3)

	Costo estimado total, de las seis plazas con la asignación de mobiliario y equipo
	₡405.794.638


Nota (1) Costo promedio por puesto por Inspector General 1 para el 2022 es de ₡59.063.000
Nota (2) Costo promedio por puesto por Inspector Asistente, para el 2022 es de ₡54.634.000
Nota (3) Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional, para el 2022 es de ₡1.678.273
Fuente: Subproceso de Evaluación Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación.

Inspeccciones (visitas) por parte del Tribunal de la Inspección Judicial a las oficinas judiciales.

[bookmark: _Hlk86130029]Mediante oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial de manera textual, indica la situación asociada a las visitas por parte del Tribunal a las oficinas judiciales: 

“La Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 178 dispone:

Las inspecciones a las oficinas judiciales deberán realizarse por lo menos una vez cada tres meses y de ellas deberán elaborarse los informes correspondientes, para apreciar el funcionamiento de la administración de justicia, en la respectiva circunscripción. 

De su parte, el artículo 188 inciso 1 de ese mismo cuerpo legal establece:

En el ejercicio de sus funciones de vigilancia e investigación, los inspectores tendrán los siguientes deberes: 1) Establecer los medios de control adecuados patra asegurar una labor eficiente en las oficinas judiciales, visitar y permanecer en esas oficinas con la frecuencia y el tiempo que sean necesarios a fin de comprobar si las funciones se realizan con la debida prontitud y corrección. Del resultado de cada visita se levantará un acta, que será firmada por el inspector y por el jefe y por el secretario de la respectiva oficina, en la que se consignarán las deficiencias que se comprueben y las recomendaciones que el inspector estime oportuno para corregir los defectos anotados y lograr una mejor organización de la oficina. (...)". (El resaltado no es del original)

Para nadie es un secreto que la naturaleza de los hechos que han motivado las causas disciplinarias de los últimos años, corresponden en no pocos casos a corrupción, crimen organizado, Acosos Sexuales y Laborales entre otros, obligando a este Órgano Disciplinario a redoblar esfuerzos para la prevención. Es con ocasión de dicha realidad, que hace unos años se había dispuesto proveer a este órgano de recurso humano, incluyendo una batería de inspectores instructores que se dedicara al Área de Visitas, y poder cumplir con la obligación legal antes descrita disponiéndose incluso, por parte del departamento que usted representa, que las visitas a cada despacho judicial se harían anualmente. No obstante, ante la reducción presupuestaria, las plazas concedidas se eliminaron, obligando a reducir dicha área, por lo que al día de hoy, únicamente se cuenta con una persona inspectora instructora para cubrir las visitas a los despachos de todo el país, resultando imposible cumplir con la obligación legal aludida. 

No omito manifestar, de parte de las diferentes comisiones como la de Transparencia, entre otras, se ha requerido la visita inminente a diferentes despachos penales, con el fin de atender presuntos hechos que ponen en riesgo la transparencias en la administración de justicia.” (El resaltado no es del original)

[bookmark: _Hlk87357835]En razón de lo dispuesto, es relevante acotar que mediante oficio 9780-2021 de la Secretaría General de la Corte se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión 92-2021, art. XXXII del 26 de octubre de 2021 en el cual se otorga “dos permisos con goce de salario y sustitución a los códigos de puestos N° 47472 y N° 82288, ambos de Inspector Asistente, por el plazo del 1 de noviembre de 2021 y hasta el 19 de diciembre de 2021”.

[bookmark: _Hlk86070709][bookmark: _Hlk87357848]Con el objetivo de que se permita al Tribunal de la Inspección Judicial cumplir lo dispuesto[footnoteRef:58] en la Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 178 y 188, se recomienda la prórroga con goce de los permisos con goce salarial (PCGS) y sustitución de los puestos 47472 y 82288 para ocuparse como Inspectores Asistentes destacados en el Área de Visitas del Tribunal de la Inspección Judicial. [58: ] 


Conclusiones
[bookmark: _Hlk83029390] El Tribunal de la Inspección Judicial  a pesar de registrar en promedio un total de 4343 asuntos entrados del 2019 y 2020; lo cual, representa un incremento del 91% (2074) asuntos entrados en comparación al promedio de 2269 asuntos entrados del 2016 al 2018, registra una relación asuntos terminados (3988) entre asuntos entrados (4647) del 86% para el 2019; dado a los esfuerzos realizados, por parte del Tribunal donde terminó un 68% (1624 asuntos) por encima del promedio 2364 asuntos terminados entre el período de 2016 al 2018.
En tanto, para el 2020 con la implementación de Audiencias Unipersonales y Colegiadas, sumado de los esfuerzos del Tribunal de la Inspección Judicial se registra una relación de asuntos terminados (4285) entre asuntos entrados (4039) del 106%; de manera que, aporta a la reducción de 246 asuntos al Circulante Final del siguiente período (2021).
Con la estructura ordinaria de dos Secciones (A y B) y sin la integración de la Sección Emergente (C) del Tribunal de la Inspección Judicial y con una entrada promedio de 403 asuntos al mes, se sobrepasa la capacidad operativa del Tribunal en un 78% (176 asuntos al mes), lo que representa un total de 1980 asuntos al Circulante Final Anual.
Por otra parte, con base la estimación del promedio mensual de 403 asuntos entrados del 2019 al 2021[footnoteRef:59] y la estructura actual de dos Secciones (A y B) más la Sección Emergente (C) se sobrepasa la capacidad operativa del Tribunal de la Inspección Judicial en un 25% (80 asuntos al mes), lo que representa un total de 900 asuntos al Circulante Final Anual. [59:  Datos de enero a julio de 2021 extraídos del SIGMA mensual; en tanto, agosto a diciembre de 2021 proyectados. ] 

En tanto, en un escenario ideal que se establezca una eventual estructura (temporal) de una cuarta Sección (Tribunal “D”) permite al Tribunal de la Inspección Judicial atender al 100% la entrada mensual de 403 asuntos y a la vez atender en 8.7 años los 1572 asuntos que integran el Circulante Final a julio de 2021 del Tribunal. 
Mediante oficio 1811-IJ-2019 el Tribunal de la Inspección Judicial establece por parte del Consejo de Generales del Tribunal la propuesta en la composición de la cuota mensual para las personas Inspectoras Generales, la cual se acoge y comparte por la Dirección de Planificación; de manera que, se refleje dentro de la composición de la cuota mensual las Sentencias Documentales.  Se destaca que, las Documentales se venían dictando por parte de las personas Inspectoras Generales como parte de la labor ordinaria del puesto.
En atención a lo expuesto, se establece que dentro de la cuota aprobada de 29 votos al mes (5 juicios y 24 fallos de escritorio) se incorpore las 3 sentencias documentales; de manera que, se define una cuota mensual de 32 votos al mes (5 juicios, 24 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales) por cada persona Inspectora General.
En tanto, para la persona Instructora General Presidenta quién mantiene una cuota aprobada de 15 votos al mes (5 juicio y 10 fallos de escritorio) por recargo administrativo, se define una cuota mensual de 18 votos al mes (5 juicios, 10 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales).
En sesión virtual de trabajo del 15 de setiembre de 2021 con la representación de la Dirección de Planificación y del Tribunal de la Inspección Judicial se procedió a revisar y definir de manera consensuada el desglose detallado de la composición de la cuota de trabajo mensual de las personas Inspectoras Generales y la relación con las audiencias orales sean unipersonales o colegiadas. Ver detalle en el cuadro 4 dentro del contenido del informe. 
Mediante oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial, refiere de la revisión la cuota dispuesta en relación con los proyectos documentales asociados a procesos disciplinarios que surgen por el no pago injustificado de una obligación de crédito; en razón de que, “la dificultad de resolución es mucho menor, pues en su mayoría se utiliza una plantilla o machote”.
Aunado a lo anterior, mediante oficio 60-IJ-2022 del 18 de enero de 2022 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial reitera la solicitud de la revisión de la composición de la cuota asignada a las plazas de Inspectores de Apoyo.
Al momento del abordaje del seguimiento y análisis de la carga de trabajo no se cuenta a nivel del Tribunal con un control que permita desagregar la cantidad de proyectos documentales sin recepción de prueba y los proyectos documentales de Cobro Judicial. 
Por tanto, a nivel del insumo del Modelo de Seguimiento y Sosteniblidad denominado como “Matriz de Indicadores de Gestión” del Tribunal de la Inspección Judicial, se incorpora un indicador informativo, donde se permita recopilar y trazar la métrica mensual de proyectos documentales (sin repeción de prueba y Cobro Judicial); además, de las las homologaciones que se atendieron por cada persona Inspectora Instructora (apoyo) para establecer como parte del seguimiento la carga real de trabajo.
Mediante oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial, se refiere que en relación con la atención de las audiencias del Tribunal se destaca que por el “ejercio de las facultades legales las personas Inspectoras Instructoras (trámite), como consecuencia del principio de la delegación jerárquica podrán recibir toda la prueba necesaria para el descubrimiento de la verdad real teniendo potestad incluso, de comisionar a otra autoridad judicial”. Conforme a lo estipulado en los numerales 187,188, 197 y 203 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como en el numeral 89 de la Ley General de la Administración Pública.
Mediante oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial, se refiere a la función dentro del Tribunal y carga de trabajo de la persona Inspectora Instructora Coordinadora (trámite), donde se indica de manera textual lo siguiente:
“(…) Esta situación ha incidido negativamente en la colaboración que dicho inspector coordinador brindaba en la parte administrativa, duplicándose senciblemente las funciones que le han sido encomendadas, pero innegablemente, en menoscabo de la eficiencia y eficacia de las múltiples tareas de este órgano disciplinario, toda vez que la Inspección Judicial integra varias comisiones institucionales, algunas de las cuales el Inspector Coordinador asumía en representación de este órgano y la suscrita las demás, pues igualmente integro una de las secciones del Tribunal con las responsabilidades que ello implica.” (El resltado no es del texto original)
Mediante oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial, se refiere a la situación de la limitantede recurso y de capacidad operativa en relación a visitas por parte del Tribunal a las oficinas judiciales; lo que a su vez, imposibilita cumplir lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 178 y 188 donde se dispone:
“De su parte, el artículo 188 inciso 1 de ese mismo cuerpo legal establece:
En el ejercicio de sus funciones de vigilancia e investigación, los inspectores tendrán los siguientes deberes: 1) Establecer los medios de control adecuados patra asegurar una labor eficiente en las oficinas judiciales, visitar y permanecer en esas oficinas con la frecuencia y el tiempo que sean necesarios a fin de comprobar si las funciones se realizan con la debida prontitud y corrección. Del resultado de cada visita se levantará un acta, que será firmada por el inspector y por el jefe y por el secretario de la respectiva oficina, en la que se consignarán las deficiencias que se comprueben y las recomendaciones que el inspector estime oportuno para corregir los defectos anotados y lograr una mejor organización de la oficina. (...)". (El resaltado no es del original)
Mediante oficio 203-CACMFJ-JEF-2021 del 28 de junio de 2021 se remite el informe 43-CACMFJ-ACM-2021 relacionado al reforzamiento del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda donde se destaca la subutilización del recurso extraordinario: 

“(…) Subutilización del recurso extraordinario asignado a la labor en específica de Expropiaciones del Estado.

Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado, lo cual para efectos de gestionar este riesgo y maximizar el aprovechamiento del recurso humano, se asignaron y resolvieron procesos de expropiación procedentes de otras instituciones así como procesos del Área de Ejecución. (…)”

Debido a lo dispuesto, el Consejo Superior en sesión 79-2021, art. XLI acordó: 

“2.) Tomar nota de los elementos conclusivos y de las recomendaciones expuestas; en consecuencia, se aprueba el plan de trabajo propuesto para las 4 plazas extraordinarias de persona juzgadora del Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, en relación con el proyecto Especial de Expropiaciones del Estado, con la cuota de 4 asuntos terminados para las personas juzgadoras que se encuentren en capacitación o inducción y 8 asuntos terminados para las que no se encuentren estos procesos. Asimismo, con el fin de maximizar el uso del recurso extraordinario asignado y evitar la materialización del riesgo de subutilización del recurso de persona juzgadora en plaza extraordinaria por los motivos consignados (…)” La negrita no corresponde al original. 
Aunado a lo anterior, en relación con el recurso de las cuatro plazas extraordinarias para el proyecto de las Expropiaciones del Estado en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, el 09 de diciembre de 2021 se mantuvo una reunión de “Seguimiento general de las gestiones expropiatorias que ejecuta el MOPT para el desarrollo de obras de infraestructura” donde debido a la disminución tanto del ingreso de expedientes y la producción de las plazas asignadas al proyecto de expropiaciones se indica que se está realizando un estudio donde se analiza si las plazas pueden ser destinadas a otros Juzgados para aprovechar el recurso.

“(…) Don Roger señala que días atrás sostuvo una conversación con Alex Sibaja en la que le solicitó información sobre la cantidad de expedientes que ingresarían en sede judicial, debido a que en los meses de octubre y noviembre han disminuido y que para la justificación de las plazas otorgadas, deben enviarse informes al Consejo Superior y al Ministerio de Hacienda. 

Señala que según datos de Planificación el ingreso de expedientes y la producción de las plazas ha disminuido, teniendo claro, los problemas de presupuesto que ha tenido la Administración. 

Agrega que don Giovanni le informó que se están presentando asuntos al Juzgado sin el depósito respetivo y se están perdiendo los señalamientos por falta de viáticos; se hacen las prevenciones y no se cumplen por parte de la Administración. Indica que Planificación está realizando un estudio y analiza si las plazas pueden ser destinadas a otros Juzgados para aprovechar el recurso. (…)” (El resaltado no corresponde al original) El detalle de la minuta, puede visualizare en el anexo 7. 

El máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, mediante oficio DP-004-2022 del 3 de enero de 2022, remitió para conocimiento y lo que corresponda ante el Consejo Superior, el oficio 102- CACMFJ-ACM-2021 relacionado con el informe sobre la labor realizada por las plazas de persona juzgadora extraordinarias asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones, de enero a octubre de 2021 del cual, se destaca de manera textual los siguientes aspectos relevantes: 

“4.3Proyección Estimada por Parte del MOPT para el 2022.

Durante la reunión interinstitucional que brinda seguimiento al tema de expropiaciones provenientes del Estado, llevada a cabo el 9 de diciembre de 2021, el representante del MOPT indicó que la entrada de procesos expropiatorios al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022 presentaría una reducción de un 25% en relación con el año 2021, lo que equivale a un ingreso aproximado de 150 expedientes si se toma como base la proyección inicial de 200 asuntos para el 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

Además, dentro del contenido del apartado 9.3 Subutilización del Recurso Extraordinario Asignado a la Labor en Específica de Expropiaciones del Estado se indica de manera textual: 

“Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado, lo cual para efectos de gestionar este riesgo y maximizar el aprovechamiento del recurso humano, se asignaron y resolvieron procesos de expropiación procedentes de otras instituciones así como procesos del Área de Ejecución.” (La negrita no pertenece al texto original)

En relación con el rendimiento de las plazas de recursos extraordinarios asignados funcionalmente al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda dentro del contenido del informe 102- CACMFJ-ACM-2021  se indica de manera textual: 

“El cumplimiento de las cuotas en el dictado de sentencias no fue constante en las 4 plazas de personas juzgadoras, la plaza 382195 alcanzó el rendimiento esperado solamente en el mes de enero 2021. La plaza 382196 logró las cuotas en los meses de julio, setiembre y octubre de 2021. La plaza 382197 en los meses de enero y agosto de 2021. La plaza 382198 en los meses de enero, julio y agosto de 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

En atención a lo dispuesto por el CACMFJ mediante el oficio 102- CACMFJ-ACM-2021 relacionado con el informe sobre la labor realizada por las plazas de persona juzgadora extraordinarias asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones, el Consejo Superior en sesión 003-2022, art. XXXIV dispuso de manera textual lo siguiente:  

“2.) Previamente a resolver solicitar al Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, aclare a este Consejo, cuál sería la propuesta de uso alternativo en cuanto a dos de las cuatro plazas que fueron debidamente aprobadas utilizadas para el tema de expropiaciones, según se desprende de la propuesta presentada dentro del escenario 2.” (La negrita no pertenece al texto original)

Aunado a lo anterior, dentro del acta 003-2022, art. XXXIV del Consejo Superior se destaca lo expuesto por parte del integrante suplente Bonilla Garro: 

“Indica el integrante suplente, Bonilla Garro: Don Irving, usted que tiene conocimiento de esto, el año pasado cuando conocimos los permisos para este año, doña Nacira Directora de Dirección de Planificación, nos dijo que con estas reuniones con la Presidencia y a través de la Presidencia, iba a plantear el tema para la reutilización de este recurso, por lo indicadores y factores económicos externos era que no se estaba dando el cumplimiento de las métricas que se habían planteado, no sé si eso se ha adelantado, sería importante conocer si doña Nacira ya avanzo a través de la presidencia sobre ese tema, dependiendo el criterio que emita en este caso la presidencia podríamos nosotros eventualmente tomar un acuerdo sobre lo que se nos plantea por parte de la presidencia.” (La negrita no pertenece al texto original)

Por otra parte, de destaca lo dispuesto por el Subsecretario General interino Vargas Rodríguez:

“Recuerden que la Asamblea Legislativa detuvo la aprobación de los presupuestos extraordinarios precisamente para el pago de avalúos, en el tema de expropiaciones entonces el MOPT y CONAVI, en este caso como quedan supeditados a la existencia o no de dinero, muchos de los procesos que se tenían que presentar no fueron presentados porque se les acabo el dinero para los avalúos, las plazas siempre fueron aprobadas en el presupuesto extraordinario que se aprobó en la Asamblea Legislativa, está pendiente actualmente el informe del Poder Ejecutivo, para determinar si la carga de trabajo que se proyectó e iba o no a llegar al Poder Judicial, entonces sería sacarlo.”

En atención a la aclaración solicitada al CACMFJ por parte del Consejo Superior en sesión 003-2022, art. XXXIV, acerca de la propuesta de uso alternativo a las plazas que se trasladarían según la propuesta contenida en el informe DP-004-2022/102-CACMFJ-ACM-2021, la Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora del CACMFJ mediante oficio 030-CACMFJ-JEF-2022, remite el informe 002-CACMFJ-ACM-2022. 

En atención a lo dispuesto en el informe 002-CACMFJ-ACM-2022 del CACMFJ, el Consejo Superior acordó en sesión 16-2022, art. XXX: 

“Tomar nota del oficio N° DP-091-2022 del 14 de febrero de 2022, remitido por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, referente al oficio No. 030-CACMFJ-JEF-2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, mediante el cual comunica que la Corte Plena será la que se abocará a resolver lo relativo a las plazas de persona juzgadora extraordinarias asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones de enero a diciembre de 2021, considerando los escenarios remitidos” (El resaltado no pertenece al original)

[bookmark: _Hlk99611557]En revisión de los escenarios propuestos por el CACMFJ en el informe 102-CACMFJ-ACM-2021 para “valorar la permanencia o no de las plazas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda” en relación con el ajuste de los escenarios en el informe 002-CACMFJ-ACM-2022 se denotan los siguientes aspectos relevantes para ser considerados por parte del Consejo Superior y Corte Plena: 


“A Corte Plena

Valorar la permanencia o no de las plazas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, considerando los siguientes escenarios y riesgos asociados:

	Escenario
	1
	2
	3
	4

	Decisión
	Continuidad de las 4 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Continuidad de tres plazas de persona juzgadora extraordinaria en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.
	Continuidad de 2 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Traslado de las plazas a otras instancias judiciales por el resto del plazo

	Riesgos
	Riesgo operativo de subutilización del recurso en caso de no ingresar los 150 asuntos proyectados por el MOPT para el 2022, así como la disponibilidad presupuestaria para hacerle frente a los giros de dinero para pagar los avalúos administrativos y/o giros respectivos.
	Riesgo legal por desviarse una plaza del fin para el cual fue asignada, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.





	Riesgo legal por desviarse dos plazas del fin para el cual fueron asignadas, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.
Riesgo operativo de carencia de recurso para atender la demanda de 150 asuntos de expropiación del Estado que se espera ingresen en el 2022 y el circulante actual.
	Riesgo legal por desviarse cuatro plazas del fin para el cual fueron asignadas, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.
Riesgo operativo de carencia de recurso para atender la demanda de 150 asuntos de expropiación del Estado que se espera ingresen en el 2022 y el circulante actual.

	Uso alternativo de las plazas a trasladar
	--------------
	Trasladar una plaza al plan del Régimen No Contributivo de la C.C.S.S.  establecido en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022.
	Trasladar una plaza al plan del Régimen No Contributivo de la C.C.S.S. y otra plaza al Área de Ejecución, ambas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.
	Trasladar una plaza al plan del Régimen no Contributivo de la C.C.S.S. y otra plaza al área de Ejecución, ambas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda. El destino de las 2 plazas restantes quedaría a criterio de la Dirección de Planificación, sin embargo, se sugiere que se mantengan en la Jurisdicción Contenciosa, de ser posible en el Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.


(…)” (El resaltado no pertenece al original)


“En relación con las propuestas de uso alternativo de las plazas a trasladar”: Dentro del contenido del informe, no se logra identificar el análisis de las cargas de trabajo (actuales) de las áreas que permitan demostrar el impacto; así como, la justificación técnica que garantice no se mantendrá la “subutilización” de los recursos de las plazas extraordinarias, las cuales, no han venido cumpliendo el fin para lo cual han sido asignada; máxime que, el mismo CACMFJ en conjunto con representantes del Despacho de la Presidencias y el MOPT determinaron una reducción del 25% en la entrada de asuntos para el año 2022. 

“4.3Proyección Estimada por Parte del MOPT para el 2022.

Durante la reunión interinstitucional que brinda seguimiento al tema de expropiaciones provenientes del Estado, llevada a cabo el 9 de diciembre de 2021, el representante del MOPT indicó que la entrada de procesos expropiatorios al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022 presentaría una reducción de un 25% en relación con el año 2021, lo que equivale a un ingreso aproximado de 150 expedientes si se toma como base la proyección inicial de 200 asuntos para el 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

En relación con la optimización de los recursos institucionales: Pese a los esfuerzos realizados por parte del CACMFJ para optimización de los recurso debido a que “Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado”, según establece el CACMFJ el cumplimiento de las cuotas de dictados de sentencias no ha sido constante; por tanto, no se logra identificar acciones dentro del contenido del informe 002-CACMFJ-ACM-2022 que se garantice la optimización de los recurso institucionales.

“El cumplimiento de las cuotas en el dictado de sentencias no fue constante en las 4 plazas de personas juzgadoras, la plaza 382195 alcanzó el rendimiento esperado solamente en el mes de enero 2021. La plaza 382196 logró las cuotas en los meses de julio, setiembre y octubre de 2021. La plaza 382197 en los meses de enero y agosto de 2021. La plaza 382198 en los meses de enero, julio y agosto de 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

Aunado a lo anterior, el CAMFJC dentro los escenarios propuestos para ser analizado por Corte Plena incorpora un “Riesgo operativo de subutilización” contrario a las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI):


“Riesgo operativo de subutilización del recurso en caso de no ingresar los 150 asuntos proyectados por el MOPT para el 2022, así como la disponibilidad presupuestaria para hacerle frente a los giros de dinero para pagar los avalúos administrativos y/o giros respectivos.” (El resaltado no pertenece al original)


En relación con el riesgo legal por desviarse una plaza extraordinaria para el plan inicial que fue asignada: Debe considerarse que según el procedimiento de formulación presupuestaria a nivel del Poder Judicial, cada año debe ser  aprobado por Corte Plena, para definir la ley de presupuesto y de ser requerido con base a los requerimientos institucionales, establecer propuestas de reubicación de recursos que permitan la optimización de estos, en este particular el presupuesto correspondiente para el año 2023.

De ahí que las recomendaciones emitidas a nivel de la Dirección de Planificación indican disponer de tres de los cuatros recursos asignados funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda a partir del 2023.


En atención de la medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI) donde se permita dar sostenibilidad de la propuesta por parte de la Dirección de Planificación al reforzar la estructura del Tribunal de la Inspección Judicial y a su vez , se permita minimizar el riesgo de subutilizar del recurso recurso extraordinario del CACMFJ asignado funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, se considera mantener únicamente para el año 2023, un recurso extraordinario de Juez (382198) con un recurso de Técnico Judicial 2 (382202) asignado al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; de manera que, siga apoyando en las expropiaciones procedentes del Estado: así como, resolver procesos que provengan de otras instituciones y la atención de otros procesos propios del juzgado, tal como se ha venido realizando.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mantendrá por medio de sus profesionales el seguimiento el seguimiento de la plaza extraordinaria de Juez (382198)  y Técnico Judicial 2 (382202) de persona juzgadora para el año 2023.

Mediante oficio 261-2022 de la Secretaría General de la Corte se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión 01-2022, art. VIII se acordó tener por recibido el Oficio AL-DSDI-OFI-0001-2022 del 4 de enero de 2022 suscrito del Lic. Edel Reales Novoa, Director interino del Departamento de Secretaría del Directorio de la Asamblea Legislativa, del cual se destaca entre las recomendaciones emitidas al Poder Judicial de Costa Rica, la asociada con el reforzamiento del Tribunal de la Inspección Judicial, donde se indica de manera textual lo siguiente: 

“Propone fortalecer la oficina de cumplimiento creada en el año 2017, permite someter a un escrutinio público, a través de un oficial, oficiala, o funcionaria, en relación con acciones preventivas de corrupción y acciones preventivas que se relacionan con la desviación de poder, entre otros. De tal manera que esto significará el fortalecimiento de canales para la denuncia ciudadana. 

● Fortalecimiento del Tribunal de la Inspección Judicial. 
(…)” (El resaltado no corresponde al original).

Observaciones emitidas al informe preliminar (oficio 240-PLA-EV-2022)

El contenido de este informe se puso en modo de consulta de las partes involucradas mediante el Oficio 240-PLA-EV-2022 del 22 de marzo de 2022, con el fin de que remitan las consultas, solicitudes y observaciones que consideren necesarias para una correcta interpretación de la información incluida, además de la implementación de las recomendaciones establecidas.

Como respuestas se recibió: correo electrónico del 25 de marzo de 2022 del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación, suscrito por Minor Alvarado Chaves, Jefe, el correo electrónico del 24 de marzo de 2022 del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda suscrito por Lic. Giovanni Gerardo Marchena Jara, Juez Coordinador, el oficio 123-CACMFJ-JEF-2022 el oficio del 28 de marzo de 2022 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional suscrito por la Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora; así como, el oficio 293-IJ-2020 del 29 de marzo de 2022 del Tribunal de la Inspección Judicial suscrito por la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. y el oficio 1193-DE-2022 del 30 de marzo 2022 de la Dirección Ejecutiva suscrito por la Licda. Aba Eugenia Romero Jenkis, Directora Ejecutiva.

Por otra parte, se remite el 29 de marzo de 2022 desde la cuenta de correo electrónico del Despacho de la Presidencia el oficio 047-CACMFJ-ACM-2022 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para atender las observaciones remitidas al informe 240-PLA-EV-2022. Además, el 30 de marzo de 2022 de igual manera desde la cuenta de correo electrónico del Despacho de la Presidencia el oficio 126-CACMFJ-JEF-2022 que trascribe el oficio 0320-CACMFJ-AGA-2022.

En el apartado de “Anexos” se adjunta el detalle de los archivos de las observaciones realizadas al Oficio 240-PLA-EV-2022 del 22 de marzo de 2022.
Seguidamente, se detalla a continuación las observaciones realizadas al presente informe por parte de las partes involucradas.

Observaciones del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación emitidas mediante correo electrónico del 25 de marzo de 2022 suscrito por Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe.

	Página
	Párrafo
	Observación concreta
	Criterio de la Dirección de Planificación

	No se indica
	No se indica
	En relación al informe 240-PLA-EV-2022 suscrito por el Subproceso de Evaluación, relacionado con el seguimiento y análisis de la carga de trabajo del Tribunal de Inspección Judicial, solamente indicar a manera de aclaración que,  los puestos extraordinarios de juez 3 y técnico judicial 2 que hace referencia en el estudio, si bien funcionalmente se encuentran en el Juzgado Contencioso, presupuestariamente están ubicados en la Relación de Puestos del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, esto para que  consideren si tiene alguna relevancia para el informe. Saludos cordiales
	En relación con la ubicación presupuestaria de las plazas de Juez 3 y Técnica 2 ubicados funcionalmente en el Juzgado Contenciosos Administrativo y Civil de Hacienda.

Se toma nota de lo indicado por el Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación y se procede realizar el ajuste a nivel del contenido del informe.

“Disponer del recurso extraordinario de Juez (382195, 382196 y 382197) del CACMFJ y ubicados a la fecha funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda para requerimiento tres puesto Inspector Genral 1.

En tanto, mantener funcionalmente asignado al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda el recurso extraordinario del CACMFJ de Juez (382198) con un recurso de Técnico Judicial 2 (382202); de manera que, siga apoyando en las expropiaciones procedentes del Estado (…)

Adicionalmente cabe manifestar que revisando la entrada de asuntos en materia de expropiaciones al Juzgado Contencioso en los reportes mensuales de SIGMA, la misma no ha variado con respecto a los datos tomados en consideración durante el periodo en estudio (octubre 2021), por lo que no afectaría las propuestas planteadas en cuanto a la reasignación de recursos, según se muestra:







Observaciones del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda emitidas mediante correo electrónico del 24 de marzo de 2022 suscrito por Lic. Giovanni Gerardo Marchena Jara, Juez Coordinador.
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	No se indica
	No se indica
	Estimada señora Alejandra

 Saludos cordiales

 Con preocupación veo que el documento anexo que nos copia, propone disponer de plazas que en este momento están destinadas por ley a este Juzgado, sin embargo, a pesar de que es un tema que interesa directamente a este Juzgado no ha existido de previo a la emisión del mismo ningún tipo de acercamiento con nosotros -que hubiéramos apreciado muchísimo- para conocer y ver la implicaciones de esa recomendación o recabar nuestro humilde punto de vista.

Ese tipo de interacción por el contario si la hemos tenido con el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, con quienes desde un primer momento hemos intercambiado criterios durante el seguimiento que se ha dado a esas plazas. Créame que lamento mucho esta situación.

Le pido atentamente transmita mi preocupación a sus Jefaturas y se reflexione si el criterio de este Juzgado pudo ser útil como insumo en la toma de decisiones administrativas. 

Con toda consideración.

	En relación con las plazas ubicadas funcionalmente y destinadas por ley al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.

En primer orden se procede aclarar que como parte de las propuestas contenidas en el informe preliminar 240-PLA-EV-2022, se toma como insumo el criterio emito por parte del CACMFJ mediante el oficio 43-CACMFJ-ACM-2021 y oficio 102- CACMFJ-ACM-2021 donde se destaca “Subutilización del recurso extraordinario asignado a la labor en específica de Expropiaciones del Estado”.

Además, se indica de manera textual:

“Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado (…)”(El resaltado no corresponde al original)

Debido a lo dispuesto, el Consejo Superior en sesión 79-2021, art. XLI acordó: 

“2.) Tomar nota de los elementos conclusivos y de las recomendaciones expuestas; en consecuencia, se aprueba el plan de trabajo propuesto para las 4 plazas extraordinarias de persona juzgadora del Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda (…) 

Donde se adiciona, lo siguiente: 

“(….) con el fin de maximizar el uso del recurso extraordinario asignado y evitar la materialización del riesgo de subutilización del recurso de persona juzgadora en plaza extraordinaria por los motivos consignados (…)” La negrita no corresponde al original. 

Aunado a lo anterior, en relación con el recurso de las cuatro plazas extraordinarias para el proyecto de las Expropiaciones del Estado en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, el 09 de diciembre de 2021 con la participación de Paula Campos Valverde y Jorge Bonilla Martínez del CACMFJ, Roger Mata Brenes e Irvin Vargas Rodríguez del Despacho de la Presidencia y Alex Ureña Ortega y Katherine Miranda Barzallo del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) se mantuvo una reunión de “Seguimiento general de las gestiones expropiatorias que ejecuta el MOPT para el desarrollo de obras de infraestructura”.

De manera que dentro del Oficio 102- CACMFJ-ACM-2021 se destaca de la resolución citada la proyección estimada por Parte del MOPT para el 2022.

“Durante la reunión interinstitucional que brinda seguimiento al tema de expropiaciones provenientes del Estado, llevada a cabo el 9 de diciembre de 2021, el representante del MOPT indicó que la entrada de procesos expropiatorios al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022 presentaría una reducción de un 25% en relación con el año 2021, lo que equivale a un ingreso aproximado de 150 expedientes si se toma como base la proyección inicial de 200 asuntos para el 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

Debido a lo dispuesto, y en atención de la medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI) donde se permita dar sostenibilidad de la propuesta por parte de la Dirección de Planificación al reforzar la estructura del Tribunal de la Inspección Judicial y a su vez , se permita minimizar el riesgo de subutilizar del recurso extraordinario del CACMFJ asignado funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, se recomienda al Consejo Superior del Poder Judicial mantener únicamente para el año 2023, un recurso extraordinario de Juez (382198) con un recurso de Técnico Judicial 2 (382202) asignado al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; de manera que, siga apoyando en las expropiaciones procedentes del Estado: así como, resolver procesos que provengan de otras instituciones y la atención de otros procesos propios del juzgado, tal como se ha venido realizando.

En segundo orden, debido a que las cuatro plazas de recursos extraordinarios asignadas al Plan de Descongestionamiento del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda son asignadas por ley, es que a nivel del informe 1001-PLA-EV-2021 se recomienda al CACMFJ dar seguimiento durante el año 2021 y 2022. En tanto, la propuesta de reasignación de recursos para el anteproyecto de presupuesto, sería para el año 2023. 

En tercer orden el informe (preliminar) 240-PLA-EV-2022 se puso en consulta para el análisis del despacho y que se aporten los elementos de prueba que sustenten los criterios expuestos; los cuales, no se sustentan dentro de las observaciones remitidas, por lo que, se toma nota de lo indicado por el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. 

Lo anterior, no afecta el contenido de fondo del informe.





Observaciones del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional emitidas mediante oficio 123-CACMFJ-JEF-2022, el oficio 047-CACMFJ-ACM-2022 y el oficio 0320-CACMFJ-AGA-2022
	Página
	Párrafo
	Observación concreta
	Criterio de la Dirección de Planificación

	Observaciones emitidas mediante el oficio 123-CACMFJ-JEF-2022

	No se indica
	No se indica
	Estimada señora:

En atención al oficio No. 240-PLA-EV-2022 relacionado con el seguimiento y análisis de la carga de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial, respetuosamente, se solicita la ampliación de 1 día hábil al plazo otorgado; con la finalidad de poner en conocimiento las observaciones que este Centro estima conveniente proporcionar al informe citado.
	En relación con la solicitud de prorrogar el plazo para remitir observaciones al informe 240-PLA-EV-2022. 

En atención al oficio 123-CACMFJ-JEF-2922 el MSc. Erick Mora Leiva, Jefe Proceso de Planeación y Evaluación indicó mediante correo electrónico del 29 de marzo de 2022 lo siguiente: 

“Buenas tardes. En este caso no es posible otorgar la prórroga dado que el informe se debe presentar al Consejo Superior en la agenda que debe quedar finiquitada este miércoles 30 de marzo.” (el resaltado no responde al original)

Ahora bien, el 29 de marzo de 2022 desde la cuenta de correo electrónico del Despacho de la Presidencia el oficio 047-CACMFJ-ACM-2022 con la siguiente observación: 

“Con instrucciones de don Fernando Cruz, me permito solicitarle se le de la atención debida al oficio que remite el Centro de Gestión de la función jurisdiccional, en razón de que el tema de expropiaciones es un compromiso que tiene la Presidencia de la Corte.”

Se toma nota de lo indicado por el Despacho de la Presidencia y se procede dar atención al Oficio 047-CACMFJ-ACM-2022.


	Observaciones emitidas mediante el oficio 047-CACMFJ-ACM-2022

	No se indica
	No se indica
	Valorar la posibilidad de actualizar la información presentada y generada a través de SIGMA (cerrar 2021 y ampliar lo respectivo a enero y febrero de 2022) así como la información correspondiente a los antecedentes, esto último al existir informes y acuerdos del Consejo Superior posteriores a los citados en el informe.
	En relación con la solicitud de actualización de las estadísticas entorno al impacto de los escenarios propuestos.

La Dirección de Planificación como parte de los reiterados informes de seguimiento de cargas de trabajo Tribunal de la Inspección Judicial, tiene clara las estadísticas del Tribunal, de ahí que se ha venido justificando ante los entes correspondientes la prórroga de recursos para reforzar la estructura del respetable Tribunal, tal como se detalló en el apartado de  antecedentes del informe preliminar puesto en consulta 240-PLA-EV-2022; de ahí que, al realizarse una proyección de las cargas de trabajo técnicamente justificado por esta Dirección, no se considera requerido y a su vez se considera que no se aporta valor agregado a los escenarios propuestos que buscan la optimización de los recursos institucionales asignados al Plan de descongestionamiento del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como,  mejora de la calidad de servicio brindado a la persona usuaria del Poder Judicial al reforzarse la estructura del Tribunal de la Inspección Judicial.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.

En relación con la solicitud de actualización de los antecedentes entorno a los acuerdos posteriores a la realización del informe emitido.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede incorporar según corresponde dentro del contenido del informe definitivo los siguientes informes: 

Oficio 1001-PLA-EV-2021 de la Dirección de Planificación aprobado en sesión 82-2021, art. XXXIII del Consejo Superior.

Oficio 102- CACMFJ-ACM-2021, rendido por el Consejo Superior en sesión 003-2022, art. XXXIV.

Oficio 002-CACMFJ-ACM-2022 rendido por el Consejo Superior en sesión 16-2022, art. XXX.



	1-3
	No se indica.
	No se especifica el periodo de alcance del estudio realizado.
	En relación con el período de alcance del estudio realizado. 

Dentro del apartado II. Justificación, contenido en el informe (preliminar) 240-PLA-EV-2022 puesto en consulta, se indica de manera textual 

“En atención a la carga de trabajo presentada por el Tribunal de la Inspección Judicial, se realiza el seguimiento y análisis de los últimos tres períodos (2019-2021) con el objetivo de establecer posibles oportunidades de mejora y reporte de los resultados obtenidos (…)”

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.



	7-47
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Favor actualizar esta información con base a las observaciones realizadas en pág 34, en virtud de la existencia de informes y acuerdos más recientes. Además hay que aclarar que el Centro de Apoyo utilizó el término “subutilización” a partir de un análisis de riesgos realizado en un momento dado, gestionándose posteriormente la fuente del riesgo a través de sesiones de trabajo con el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, así como mediante los respectivos seguimientos para el mejor aprovechamiento del recurso.
	En relación con la solicitud de actualización de los antecedentes entorno a los acuerdos posteriores a la realización del informe emitido.

Como se indicó supra, se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede incorporar según corresponde dentro del contenido del informe definitivo.

En relación con la aclaración del término “subutilización” 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.



	9
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Aclarar cuáles dependencias participaron de la reunión citada.
	En relación con la aclaración cuáles dependencias participaron de la reunión del 9 de diciembre de 2021. 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede incorporar según corresponde dentro del contenido del informe definitivo los siguiente:

“(…) el 09 de diciembre de 2021 con la participación de Paula Campos Valverde y Jorge Bonilla Martínez del CACMFJ, Roger Mata Brenes e Irvin Vargas Rodríguez del Despacho de la Presidencia y Alex Ureña Ortega y Katherine Miranda Barzallo del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) se mantuvo una reunión de Seguimiento general de las gestiones expropiatorias que ejecuta el MOPT para el desarrollo de obras de infraestructura”.


	11
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se sugiere considerar los datos reales para los meses de agosto a diciembre 2021, no los proyectados, ya que el SIGMA puede brindar la información de esos meses. Valorar la posibilidad de incluir la información estadística al mes de febrero de 2022.

	La observación planteada por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional es reiterada y mantiene la misma línea que la observación planteada de forma general; la cual se detalla y explica dentro del contenido de esta tabla con el título: 

 “En relación con la solicitud de actualización de las estadísticas entorno al impacto de los escenarios propuestos” (Ver el detalle en la segunda fila de la tabla) 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	11

15
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Al mostrar información con corte a 2020, no se cumple con el objetivo de presentar un dato actualizado para una adecuada toma de decisiones institucional. Valorar la posibilidad de incluir datos del año 2021 así como de los meses de enero y febrero de 2022.

	

	12
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se observa una incongruencia entre las ideas de ambos párrafos. En el primer párrafo se indica que la variable “de oficio” está compuesta por las visitas a las oficinas y por asuntos de cobro judicial, sin embargo en el siguiente párrafo se analiza el indicador como si estuviera compuesto únicamente de procesos de cobro judicial.

	En relación con la incongruencia entre párrafos de la página número 12, asociada la variable “de oficio”

No procede la incongruencia citada; debido a que, en el siguiente párrafo se aclara que únicamente se está analizando el comportamiento estadístico de los procesos de cobro judicial en relación a la variable “De oficio”; por lo que, debe leer los tres párrafos seguidos para la interpretación correcta. : 

“Lo anterior, se evidencia en la trazabilidad estadística del Tribunal, donde durante el 2019 de la entrada total de 1168 asuntos “De Oficio” un total de 635 (54%) asuntos son provenientes3 de la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana; en tanto, en el 2020 de la entrada total de 910 asuntos “De Oficio” un total 246 (27%) proviene de la citada unidad.)”

(3) La Secretaría del Tribunal de la Inspección Judicial facilitó la data estadística por período, en relación con la entrada “De Oficio” de Cobro provenientes de la Unidad de Investigación y Control de Calidad, Dirección de Gestión Humana.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.



	13
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Revisar subrayado, ya que se repite la cantidad de 910 asuntos tanto para el total como para el detalle.
	En relación con el dato repetido (910) en la página 13. 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede ajustar dentro del contenido del informe definitivo los siguiente:

“Lo anterior, se evidencia en la trazabilidad estadística del Tribunal, donde durante el 2019 de la entrada total de 1168 asuntos “De Oficio” un total de 635 (54%) asuntos son provenientes3 de la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana; en tanto, en el 2020 de la entrada total de 910 asuntos “De Oficio” un total 246 (27%) proviene de la citada unidad.)”



	13
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Revisar redacción
Indicar el periodo al que corresponde el 78% y verificar ese porcentaje.
Se compara información de periodos diferentes para afirmar un incremento (2016-2018: 3 años y 2019-2020: 2 años).
Se sugiere eliminar el término “métrica”, ya que dicha palabra corresponde a un estándar de medida y no a un resultado específico. 

	En relación con la redacción, interpretación y uso técnico de términos dentro del contenido del informe.

Las observaciones realizadas por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional responden a la forma y no el fondo del contenido del informe; las cuales, no alteran las propuestas establecidas dentro del Oficio (preliminar) 240-PLA-EV-2022 puesto en consulta, ni tampoco responde al tema de expropiaciones.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	14
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se recomienda estandarizar la forma en que fueron presentados los datos en el gráfico 1, ya que solo para dos de las seis variables se combinó el dato total y el porcentaje, mientras que para el resto se muestra solo el valor absoluto.
Al presentar información con corte a julio de 2021, no se cumple con el objetivo de presentar un dato actualizado. Valorar la posibilidad de cerrar 2021 y actualizar la información estadística al mes de febrero de 2022.

	

	15
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	 Valorar la posibilidad de cerrar los datos estadísticos al 2021 e incorporar enero y febrero 2022.

	La observación planteada por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional es reiterada y mantiene la misma línea que la observación planteada de forma general; la cual se detalla y explica dentro del contenido de esta tabla con el título: 

 “En relación con la solicitud de actualización de las estadísticas entorno al impacto de los escenarios propuestos” (Ver el detalle en la segunda fila de la tabla) 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.



	15
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	En el análisis del grafico 2, no se hace alusión al incremento en la cantidad de asuntos terminados para el año 2019 con respecto al 2018 (1.269 asuntos), así como los motivos que mediaron para que se dicho aumento.
	En relación con la redacción, interpretación, metodología y uso técnico de términos dentro del contenido del informe.

Las observaciones realizadas por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional responden a la forma y no el fondo del contenido del informe; las cuales, no alteran las propuestas establecidas dentro del Oficio (preliminar) 240-PLA-EV-2022 puesto en consulta, ni tampoco responde al tema de expropiaciones.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	25
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se compara información de periodos diferentes para afirmar un incremento (2020: 12 meses años y 2021: 7 meses). Valorar la posibilidad de cerrar 2021.
	

	31
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se sugiere considerar los datos reales para los meses de agosto a diciembre 2021, no los proyectados, ya que el SIGMA puede brindar la información de esos meses. Valorar la posibilidad de incluir la información estadística al mes de febrero de 2022.
	La observación planteada por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional es reiterada y mantiene la misma línea que la observación planteada de forma general; la cual se detalla y explica dentro del contenido de esta tabla con el título: 

 “En relación con la solicitud de actualización de las estadísticas entorno al impacto de los escenarios propuestos” (Ver el detalle en la segunda fila de la tabla) 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	31
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se recomienda revisar redacción, considerando los datos reales (de agosto a diciembre 2021) y no los proyectados.

	

	32
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Revisar la redacción del encabezado y considerar los datos reales (de agosto a diciembre 2021) y no los proyectados.
De mantenerse los datos proyectados, al poderse atender 16 asuntos de más se podría materializar el riesgo de subutilización del recurso.

	En relación con la redacción de los párrafos indicados en la página 32 y 33. 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede ajustar el error material de digitación en el contenido del informe.

En relación con el riesgo de subutilización del recurso.

Como se indica dentro del contenido del informe (preliminar) 240-PLA-EV-2022 puesto en conuslta con la propuesta de una estructura (temporal) de una cuarta Sección (Tribunal “D”) permite al Tribunal de la Inspección Judicial atender al 100% la entrada mensual de 403 asuntos y a la vez atender en 8.7 años los 1572 asuntos que integran el Circulante Final a julio de 2021 del Tribunal

La interpretación del CACMFJ en relación con “
De mantenerse los datos proyectados, al poderse atender 16 asuntos de más se podría materializar el riesgo de subutilización del recurso.”

No corresponde; debido que los 16 asuntos corresponden al aporte mensual (teórico) al Circulante final; los cuales, están dentro del cálculo de proyección para atender el Circulante en 8.7 años. 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.



	33
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Revisar redacción para mayor claridad.
	

	34
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se aclara que como parte de los acuerdos realizados por el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, en reunión del 21 de agosto de 2020, donde se trataron varios temas de presupuesto, se adjudicaron recursos para la atención prioritaria a demandas de expropiación, por obra pública a nivel nacional.

Para esos efectos se asignaron las plazas 382195, 382196, 382197, 382198, 382199, 382200, 382201 y 382202, adscritas al Centro de Apoyo y asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones. (Ver informe N° 241-PLA-RH-OI-2021). Estas plazas iniciaron labores en enero del 2021 y continúan en el 2022. (Acta de Corte Plena N°50-2020 celebrara el 7 de setiembre de 2020, artículo XVII y Acta de Consejo Superior N° 103-2020 del 27 de octubre de 2020, artículo VII).

Actualmente, se encuentra en Corte Plena, el oficio N° DP-091-2022 del Despacho de la Presidencia, mediante el cual envió el informe N°030-CACMFJ-JEF-2022 del Centro de Apoyo con información al mes de diciembre de 2021. Lo anterior, como parte de lo acordado por Consejo Superior al Centro de Apoyo en sesiones 21-2021, celebrada el 12 de marzo de 2021, artículo XVIII. Pienso que aquí podría ser más enfática la observación, en el sentido que la competencia para decidir sobre el futuro de las plazas está siendo asumida o trasladada a la Corte Plena y que un acuerdo del Consejo Superior resultaría contradictorio con lo ya dispuesto por ese mismo órgano y podría generar incongruencias en el manejo del tema. 

Cabe indicar que el Consejo Superior en sesión N°16-2022, celebrada el 24 de febrero de 2022, artículo XXX, al conocer el informe elaborado por el Centro de Apoyo, acordó:

“Tomar nota del oficio N° DP-091-2022 del 14 de febrero de 2022, remitido por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, referente al oficio No. 030-CACMFJ-JEF-2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, mediante el cual comunica que la Corte Plena será la que se abocará a resolver lo relativo a las plazas de persona juzgadora extraordinarias asignadas al Proyecto Especial de Expropiaciones de enero a diciembre de 2021, considerando los escenarios remitidos.”
	En relación con lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N°16-2022, celebrada el 24 de febrero de 2022, artículo XXX entorno al 030-CACMFJ-JEF-2022.

Dentro del contenido del informe 030-CACMFJ-JEF-2022 en atención a la aclaración solicitada por el Consejo Superior en sesión 03-2022 del 2 de febrero de 2022, artículo XXXIV, sobre la propuesta de uso alternativo en cuanto a las plazas que se trasladarían se indica en los escenarios 2,3 y 4: 

“Riesgo legal por desviarse una plaza del fin para el cual fue asignada, es decir para la atención de expropiaciones del Estado. “

A nivel de la Dirección de Planificación se tiene  conocimiento y claro el procedimiento de formulación presupuestaria a nivel del Poder Judicial, el cual es aprobado por Corte Plena cada año, para definir la Ley de presupuesto en este particular el correspondiente en el año 2023. Hay que recordar que la formulación de presupuesto de aprueba mediante una ley especifica cada año, por lo que se estaría aprobando la propuesta también mediante una nueva ley.

De ahí que las recomendaciones emitidas a nivel de la Dirección de Planificación indican disponer de los recursos a partir del 2023. 

	36
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	En el cuadro 8 no se incluyó la tercera plaza de Inspector General, que se indicó en la página 35:
Para dar sostenibilidad a la propuesta se recomienda prorrogar los permisos con base en los presupuestos del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial a tres plazas de Inspector General 1 y cuatro plazas de Inspector Asistente (3 Trámite y 1 Apoyo). (El subrayado no corresponde al original).

	En relación con la omisión de la tercera plaza dentro del cuadro 8.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede ajustar el error material de digitación en el contenido del informe.



	38
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se compara información de periodos diferentes para concluir un incremento (2019-2020: dos años 2016-2018: 3 años). 
	En relación con la redacción, interpretación, metodología y uso técnico de términos dentro del contenido del informe.

Las observaciones realizadas por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional responden a la forma y no el fondo del contenido del informe; las cuales, no alteran las propuestas establecidas dentro del Oficio (preliminar) 240-PLA-EV-2022 puesto en consulta, ni tampoco responde al tema de expropiaciones.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	41
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Favor actualizar esta información con base a las observaciones realizadas en pág 34, en virtud de la existencia de informes y acuerdos más recientes.
	La observación planteada por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional es reiterada y mantiene la misma línea que la observación planteada de forma general; la cual se detalla y explica dentro del contenido de esta tabla con el título: 

 “En relación con la solicitud de actualización de las estadísticas entorno al impacto de los escenarios propuestos” (Ver el detalle en la segunda fila de la tabla) 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	42
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Aclarar las dependencias que participaron en la reunión citada.
	En relación con la aclaración cuáles dependencias participaron de la reunión del 9 de diciembre de 2021. 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede incorporar según corresponde dentro del contenido del informe definitivo los siguiente:

“(…) el 09 de diciembre de 2021 con la participación de Paula Campos Valverde y Jorge Bonilla Martínez del CACMFJ, Roger Mata Brenes e Irvin Vargas Rodríguez del Despacho de la Presidencia y Alex Ureña Ortega y Katherine Miranda Barzallo del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) se mantuvo una reunión de Seguimiento general de las gestiones expropiatorias que ejecuta el MOPT para el desarrollo de obras de infraestructura”.


	43
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se sugiere considerar los datos reales para los meses de agosto a diciembre 2021, no los proyectados, ya que el SIGMA puede brindar la información de esos meses. Valorar la posibilidad de incluir la información estadística al mes de febrero de 2022
	La observación planteada por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional es reiterada y mantiene la misma línea que la observación planteada de forma general; la cual se detalla y explica dentro del contenido de esta tabla con el título: 

 “En relación con la solicitud de actualización de las estadísticas entorno al impacto de los escenarios propuestos” (Ver el detalle en la segunda fila de la tabla) 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	44-45
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Favor actualizar esta información con base a las observaciones realizadas en pág 34, en virtud de la existencia de informes y acuerdos más recientes.
	En relación con la solicitud de actualización de los antecedentes entorno a los acuerdos posteriores a la realización del informe emitido.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se procede incorporar según corresponde dentro del contenido del informe definitivo los siguientes informes: 

Oficio 1001-PLA-EV-2021 de la Dirección de Planificación aprobado en sesión 82-2021, art. XXXIII del Consejo Superior.

Oficio 102- CACMFJ-ACM-2021, rendido por el Consejo Superior en sesión 003-2022, art. XXXIV

Oficio 002-CACMFJ-ACM-2022 rendido por el Consejo Superior en sesión 16-2022, art. XXX


	46
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Favor actualizar esta información con base a las observaciones realizadas en pág 34, en virtud de la existencia de informes y acuerdos más recientes.

	

	47
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 14.
	Se sugiere replantar esta recomendación en el resultado de los escenarios con base en la información actualizada.
	La observación planteada por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional es reiterada y mantiene la misma línea que la observación planteada de forma general; la cual se detalla y explica dentro del contenido de esta tabla con el título: 

 “En relación con la solicitud de actualización de las estadísticas entorno al impacto de los escenarios propuestos” (Ver el detalle en la segunda fila de la tabla) 

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Lo anterior, no afecta el contenido ni las propuestas del informe.


	Observaciones emitidas mediante el oficio 0320-CACMFJ-AGA-2022

	45, 46 y 47
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 16
	Actualmente las plazas según la Relación de Puestos del Poder Judicial, se encuentran adscritas a este Centro. De aprobarse el traslado propuesto, deberán ser consideradas y definidas en la estructura del Tribunal de la Inspección Judicial, con los ajustes respetivos en la Relación de Puestos.
	En relación con la ubicación presupuestaria de las plazas de Juez 3 y Técnica 2 ubicados funcionalmente en el Juzgado Contenciosos Administrativo y Civil de Hacienda.

Mediante correo electrónico del 25 de marzo de 2022 suscrito por el Lic. Minor Alvarado Cháves, Jefe del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación se indica de manera textuaL

“(…) indicar a manera de aclaración que,  los puestos extraordinarios de juez 3 y técnico judicial 2 que hace referencia en el estudio, si bien funcionalmente se encuentran en el Juzgado Contencioso, presupuestariamente están ubicados en la Relación de Puestos del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (…)”

De manera que, se tomó nota de lo indicado por el Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación y se procede realizar el ajuste a nivel de la redacción del contenido del informe; de manera que, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial lo tome en consideración en caso de aprobarse la reubicación del recurso extraordinario.

Se toma nota de lo indicado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.




Observaciones del Tribunal de la Inspección Judicial emitidas mediante oficio 293-IJ-2020 del 29 de marzo de 2022 suscrito por suscrito por la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i.
	Página
	Párrafo
	Observación concreta
	Criterio de la Dirección de Planificación

	35
	No se indica
	“En la página 35 del oficio de interés, se propone la revisión del perfil del puesto vacante 109879 de Auxiliar Administrativo, para pasar a ser Técnico Judicial 3. Y en la página 49, punto 4.10 se indica: "Además de revisar el perfil competencia del puesto (109879) de Auxiliar Administrativo y el puesto (43046) de Auxiliar de Servicios Generales 2 para puestos de Inspectores Asistentes, donde se integren dentro de la estructura del Tribunal como Inspectores de visitas.". (sic). Como se observa:
	a. Por un lado se propone la revisión del perfil del puesto vacante (109879) de Auxiliar Administrativo, para pasar a ser Técnico Judicial 3 y por otro, se propone que tanto ese puesto como el de Auxiliar de Servicios Generales (43046), una vez recalificados se integren a la estructura del Tribunal como Inspectores de Visitas. 
	b. En todo caso, preocupa que ambos puestos sean recalificados y pasen a realizar otras funciones, sin prever qué sucederá con las funciones asignadas a la fecha.  (…)

Además, se indica: 
“(…)
Conviene precisar, es debido a las fuertes cargas de trabajo que enfrenta  cada uno de los puestos asignados a esta oficina, que resulta imposible redistribuir las funciones que actualmente realizan los puestos indicados -Servicios Generales y Auxiliar Administrativo respectivamente- entre el resto del personal técnico con el que cuenta el despacho. Nótese al efecto, en virtud de la naturaleza de los plazos que rigen el proceso administrativo disciplinario, son plazos perentorios y su inobservancia provoca caducidad y/o prescripción; así como que los mismos son sumamente cortos, una indebida e inoportuna atención a la correspondencia, pueda implicar la declaratoria de caducidades y al mismo tiempo, la apertura de procesos disciplinarios en contra de los funcionarios de la Inspección Judicial por parte de los órganos superiores, como así dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial.”

Ver detalle en el Anexo 13) 
. 
 
	En relación con la redistribución de funciones de los posibles puestos a recalificar para completar estructuras del Tribunal.

Se comparte el criterio expuesto del Tribunal de la Inspección en lo que respecta a la criticidad de los plazos de caducidad y/o prevención: 

“(…) en virtud de la naturaleza de los plazos que rigen el proceso administrativo disciplinario, son plazos perentorios y su inobservancia provoca caducidad y/o prescripción; así como que los mismos son sumamente cortos, una indebida e inoportuna atención a la correspondencia, pueda implicar la declaratoria de caducidades y al mismo tiempo, la apertura de procesos disciplinarios en contra de los funcionarios de la Inspección Judicial por parte de los órganos superiores, como así dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial (…)”

Por tanto, como parte del seguimiento y análisis de las cargas de trabajo del Tribunal de la Inspección y en atención de la medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI), es que se recomienda disponer como parte de las “medidas estructurales” la plazas citadas para el reforzamientos de las Secciones del Tribunal de la Inspección; de manera que, se tenga la capacidad operativa de atender el incremento de asuntos entrados y aportar en la reducción del Circulante del Tribunal.
Ahora bien, tal como se indica, en relación con las funciones propias del puesto de Auxiliar de Servicios Generales dentro del contenido del informe (preliminar) 240-PLA-EV-2022 la siguiente recomendación:

 “4.23. En caso de aprobarse la revisión del perfil competencial del puesto (43046) de Auxiliar de Servicios Generales 2 para ocuparse como Inspector Asistente, coordinar con la Sección de Limpieza y Jardinería de la Dirección Ejecutiva para que con criterio técnico se defina el tiempo y recurso que se deba asignar al Tribunal.”

En tanto, en relación con las otras funciones indicadas como se indicó de igual manera dentro del contenido del informe (preliminar) 240-PLA-EV-2022, de aprobarse la estructura propuesta, el Tribunal de la Inspección Judicial deberá revisar las funciones asignadas a nivel de tipo de puesto Profesional como no Profesional en apego a su perfil; de manera que, se asuman las tareas correspondientes: 

“4.27. Realizar una revisión global de las tareas asignadas por cada puesto del Tribunal de la Inspección Judicial, tanto a nivel de tipo de puesto Profesional como no Profesional; de manera que, se apegen al Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana en relación a las funciones del puesto, donde se permita optimizar los recursos institucionales y establecer posibles mecanismos para la distribución de cargas de trabajo; de manera que, de aprobarse las recomendaciones emitidas en el informe se complete la estructura de la  Sección cuarta (Emergente “D”)  con recurso propio del Tribunal” (la negrita no pertenece al resaltado)

Se toma nota de lo indicado por el Tribunal de la Inspección Judicial, lo anterior, no afecta el contenido del informe.


	33
	No se indica
	En la página 33 del oficio que nos ocupa, se propone la asignación temporal de una Cuarta Sección (Tribunal D), empero, no se prevé la asignación de un técnico de juicio que asista en la realización de las audiencias que esta sección asumiría. (Ver detalle en el Anexo 13) 

	En relación con la asignación de un Técnico de Juicio para la Cuarta Sección (Tribunal D)

Como se indicó supra, dentro del contenido del informe (preliminar) 240-PLA-EV-2022 se indicó que, de aprobarse la estructura propuesta, el Tribunal de la Inspección Judicial deberá revisar las funciones asignadas a nivel de tipo de puesto Profesional como no Profesional en apego a su perfil; de manera que, se asuman las tareas correspondientes: 

“4.27. Realizar una revisión global de las tareas asignadas por cada puesto del Tribunal de la Inspección Judicial, tanto a nivel de tipo de puesto Profesional como no Profesional; de manera que, se apegen al Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana en relación a las funciones del puesto, donde se permita optimizar los recursos institucionales y establecer posibles mecanismos para la distribución de cargas de trabajo; de manera que, de aprobarse las recomendaciones emitidas en el informe se complete la estructura de la  Sección cuarta (Emergente “D”)  con recurso propio del Tribunal” (la negrita no pertenece al resaltado)




Observaciones de la Dirección Ejecutiva emitidas mediante oficio 1193-DE-2022 del 30 de marzo 2022 suscrito por suscrito por la Licda. Aba Eugenia Romero Jenkis, Directora Ejecutiva
	Página
	Párrafo
	Observación concreta
	Criterio de la Dirección de Planificación

	49 y 54
	No se indica el # párrafo, sino que se transcribe el texto. Ver Anexo 17
	Al respecto, me permito manifestarle que, aunque se comprende la necesidad de recurso adicional para el Tribunal de la Inspección Judicial, debido a las restricciones presupuestarias en la subpartida 10406 “Servicios Generales”, no se cuenta con recursos disponibles para adicionar la contratación de servicios de limpieza para el período 2022.
En caso de mantener la recomendación, los recursos requeridos deberán incorporarse para el presupuesto del año 2023; en todo caso, considerando que las necesidades adicionales en esta subpartida están limitadas. 
 
	En relación con la limitación presupuestaria en la subpartida 10406 “Servicios Generales”.

Se toma nota de lo indicador por la Dirección Ejecutiva en relación con la limitación presupuestaria en la subpartida 10406 “Servicios Generales” para la contratación de servicios de limpieza del período 2022; por lo que, se procede a incorporar dentro del contenido del informe que se considere dentro del presupuesto 2023.



 
“4.9. En caso de aprobarse la revisión del perfil competencial del puesto (43046) de Auxiliar de Servicios Generales 2 para ocuparse como Inspector Asistente, se recomienda aprobar la inclusión del Tribunal de la Inspección Judicial en los nuevos servicios de limpieza y así se haga el cambio al Servicio Contrato de la Subpartida 10406 Servicios Generales Programa 926. En este particular, según criterio emitido por la Licda. Stephanie Calvo López, Jefa de Sección de Limpieza Jardinería del Departamento del Servicios Generales el Tribunal de la Inspección Judicial deberá coordinar con la Sección de Limpieza y Jardinería de la Dirección Ejecutiva para que con criterio técnico se defina el tiempo y recurso que se deba asignar al Tribunal.

La inclusión del Tribunal de la Inspección Judicial en los nuevos servicios de limpieza deberá considerarse dentro del presupuesto del año 2023; de manera que, se considere dentro el Contrato de la Subpartida 10406 Servicios Generales.”



 
Recomendaciones 
Al Consejo Superior del Poder Judicial y Corte Plena:
Dar por cumplida la labor de la Dirección de Planificación en relación a la capacitación realizada sobre la ejecución del “Inventario Estadistico” al Tribunal de la Inspección Judicial, de manera que, el Tribunal proceda con la ejecución del inventario estadístico en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 66-2021, artículo XVI donde se acordó tomar nota del informe 940-75-IAO-SAEE-2021 de la Auditoría Interna del Poder Judicial.
[bookmark: _Hlk83040677]Aprobar con base la estimación del promedio mensual de 403 asuntos entrados del 2019 al 2021[footnoteRef:60], el Tercer Escenario (ideal) que considera la estructura temporal de dos Secciones “Tribunal A y B” con la Sección Emergente “Tribunal C” más una Sección Emergente “Tribunal D”; de manera que, el Tribunal de la Inspección Judicial tenga la capacidad operativa de atender al 100% la entrada mensual de 403 asuntos . [60:  Datos de enero a julio de 2021 extraídos del SIGMA mensual; en tanto, agosto a diciembre de 2021 proyectados. ] 

Aunado a lo anterior, con la aprobación se permita atender la recomendación emitida al Poder Judicial de Costa Rica mediante Oficio AL-DSDI-OFI-0001-2022 del 4 de enero de 2022 suscrito del Lic. Edel Reales Novoa, Director interino del Departamento de Secretaría del Directorio de la Asamblea Legislativa donde se destaca el reforzamiento del Tribunal de la Inspección Judicial e indica de manera textual lo siguiente:

“Propone fortalecer la oficina de cumplimiento creada en el año 2017, permite someter a un escrutinio público, a través de un oficial, oficiala, o funcionaria, en relación con acciones preventivas de corrupción y acciones preventivas que se relacionan con la desviación de poder, entre otros. De tal manera que esto significará el fortalecimiento de canales para la denuncia ciudadana. 

● Fortalecimiento del Tribunal de la Inspección Judicial. (…)” (El resaltado no corresponde al original).

Aprobar dentro la estructura del Tribunal de la Inspección Judicial la integración (ordinaria) de la Tercera Sección “C” con la asignación de recursos de plazas en estado “Vacante”; así como, la reasignación de recurso ordinario y extraordinario de proyectos institucionales en apego de las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI).
En atención a lo expuesto, someter a revisión el perfil competencial por parte de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana de los siguientes puestos: 

Cuadro 106.
Propuesta estructural para la integración de la Sección Tercera “C” del Tribunal de la Inspección Judicial con recursos vacantes, ordinarios y extraordinarios en apego de las medidas de contención del gasto del Poder Judicial.
	Recursos identificados, para la atención de necesidades institucionales en apego de las medidas de contención del gasto del Poder Judicial dispuestas en Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI)
	Propuesta para integración de la Sección Tercera “C” del Tribunal de la Inspección Judicial

	Cantidad de recurso
	Clase de puesto
	Estado puesto
	Puesto (plaza)
	Recomendación
	Cantidad recurso
	Tipo de Plaza

	3
	Juez 3
	Extraordinario
	382195
382196
382197
	Disponer para el año 2023  del recurso extraordinario (382195, 382196 y 382197) del CACMFJ que se tenía asignado funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda para requerimiento tres puesto Inspector General 1.

En tanto, mantener funcionalmente asignado al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda el recurso para el 2023 extraordinario del CACMFJ de Juez (382198) con un recurso de Técnico Judicial 2 (382202); de manera que, siga apoyando en las expropiaciones procedentes del Estado: así como, resolver procesos que provengan de otras instituciones y la atención de otros procesos propios del juzgado, tal como se ha venido realizando a la fecha para gestionar el riesgo identificado en el oficio 203-CACMFJ-JEF-2021 el cual fue conocido y aporbado por el Consejo Superior en sesión 79-2021, art. XLI.


	3
	Inspector General 1

	1
	Auxiliar de Sevicios Generales 2
	Propiedad
	43046
	Para el presupuesto de año 2022 revisión del perfil del puesto en propiedad (109879) del Tribunal de la Inspección para atender la necesidad Inspector Asistente; la persona propietaria tiene los requisitos, inclusive participa en ascensos de Inspector Asistente, sin embargo la propuesta la debe valorar la Dirección de Gestión Humana.
	1
	Inspector Asistente

	3
	Técnico Judicial 2
	
Extraordinario
	
382199, 382200, 382201
	. 
Disponer para el año 2023 del recurso extraordinario del CACMFJ de Técnico Judicial 2 (382199, 382200, 382201) que se encuentra asignado funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda para requerimiento tres puesto Inspector Asistente de Apoyo.


	3
	Inspector Trámite

	1
	Auxiliar Administrativo
	Vacante
	109879
	Para el año 2022 revisión del perfil del puesto vacante (109879) del Tribunal de la Inspección para atender la necesidad de un Técnico Judicial 3.
	1
	Técnico Judicial 3. 


Fuente: Subproceso de Evaluación Institucional de la Dirección de Planificación.

Cambiar a condición ordinaria las tres plazas extraordinarias (382195, 382196 y 382197) de Juez 3 del CACMFJ y provenientes del proyecto institucional del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; además, previo solicitar la revisión del perfil los puestos para atender la necesidad de tres plazas de Inspector General 1 para integrar la Sección Tercera “C” del Tribunal de la Inspección Judicial. El costo estimado para el 2022 es:

Cuadro 107.
Programa 926. Estimación del costo para el 2022 de tres plazas extraordinarias a ordinarias para integrar la estructura de la Sección Tercera “C” del Tribunal de la Inspección Judicial.

	Despacho
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Tribunal de la Inspección Judicial 
	3
	Inspector General 1
	Tipo de Plaza extraordinarias de Juez 3 del CACMFJ asignadas funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda 
	Cambiar la condición ordinaria y disponer de los recursos (382195, 382196 y 382197) para el requerimiento tres puesto Inspector Genral 1, para el prespupuesto del año 2023
	12
Meses
	₡177.189.000 (1)


Nota (1) Costo promedio por puesto por Inspector General 1 para el 2022 es de ₡59.063.000
Fuente: Subproceso de Evaluación Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación.
Mantener únicamente para el año 2023 el recurso extraordinario del CACMFJ de Juez (382198) con un recurso de Técnico Judicial 2 (382202) asignado funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; de manera que, siga apoyando en las expropiaciones procedentes del Estado: así como, resolver procesos que provengan de otras instituciones y la atención de otros procesos propios del juzgado, tal como se ha venido realizando, donde se atienda las  medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI) donde se permita dar sostenibilidad de la propuesta por parte de a Dirección de Planificación al reforzar la estructura del Tribunal de la Inspección Judicial y a su vez , se permita minimizar el riesgo de subutilizar del recurso recurso extraordinario del CACMFJ asignado funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mantendrá por medio de sus profesionales el seguimiento el seguimiento de la plaza extraordinaria de Juez (382198) y Técnico Judicial 2 (382202) de persona juzgadora para el año 2023.

Considerar al momento de analizar lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 16-2022 (art. XXX), los aspectos relevantes identificados por parte de la Dirección de Planificación en relación con el Informe 002-CACMFJ-ACM-2022 donde se establece los siguientes escenarios: 

“A Corte Plena

Valorar la permanencia o no de las plazas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, considerando los siguientes escenarios y riesgos asociados:

	Escenario
	1
	2
	3
	4

	Decisión
	Continuidad de las 4 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Continuidad de tres plazas de persona juzgadora extraordinaria en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.
	Continuidad de 2 plazas de persona juzgadora extraordinarias
	Traslado de las plazas a otras instancias judiciales por el resto del plazo

	Riesgos
	Riesgo operativo de subutilización del recurso en caso de no ingresar los 150 asuntos proyectados por el MOPT para el 2022, así como la disponibilidad presupuestaria para hacerle frente a los giros de dinero para pagar los avalúos administrativos y/o giros respectivos.
	Riesgo legal por desviarse una plaza del fin para el cual fue asignada, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.





	Riesgo legal por desviarse dos plazas del fin para el cual fueron asignadas, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.
Riesgo operativo de carencia de recurso para atender la demanda de 150 asuntos de expropiación del Estado que se espera ingresen en el 2022 y el circulante actual.
	Riesgo legal por desviarse cuatro plazas del fin para el cual fueron asignadas, es decir para la atención de expropiaciones del Estado.
Riesgo operativo de carencia de recurso para atender la demanda de 150 asuntos de expropiación del Estado que se espera ingresen en el 2022 y el circulante actual.

	Uso alternativo de las plazas a trasladar
	--------------
	Trasladar una plaza al plan del Régimen No Contributivo de la C.C.S.S.  establecido en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022.
	Trasladar una plaza al plan del Régimen No Contributivo de la C.C.S.S. y otra plaza al Área de Ejecución, ambas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.
	Trasladar una plaza al plan del Régimen no Contributivo de la C.C.S.S. y otra plaza al área de Ejecución, ambas en el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda. El destino de las 2 plazas restantes quedaría a criterio de la Dirección de Planificación, sin embargo, se sugiere que se mantengan en la Jurisdicción Contenciosa, de ser posible en el Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.


(…)” (El resaltado no pertenece al original)


“En relación con las propuestas de uso alternativo de las plazas a trasladar”: Dentro del contenido del informe, no se logra identificar el análisis de las cargas de trabajo (actuales) de las áreas que permitan demostrar el impacto; así como, la justificación técnica que garantice no se mantendrá la “subutilización” de los recursos de las plazas extraordinarias, las cuales, no han venido cumpliendo el fin para lo cual han sido asignada; máxime que, el mismo CACMFJ en conjunto con representantes del Despacho de la Presidencias y el MOPT determinaron una reducción del 25% en la entrada de asuntos para el año 2022. 

“4.3Proyección Estimada por Parte del MOPT para el 2022.

Durante la reunión interinstitucional que brinda seguimiento al tema de expropiaciones provenientes del Estado, llevada a cabo el 9 de diciembre de 2021, el representante del MOPT indicó que la entrada de procesos expropiatorios al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022 presentaría una reducción de un 25% en relación con el año 2021, lo que equivale a un ingreso aproximado de 150 expedientes si se toma como base la proyección inicial de 200 asuntos para el 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

En relación con la optimización de los recursos institucionales: Pese a los esfuerzos realizados por parte del CACMFJ para optimización de los recurso debido a que “Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado”, según establece el CACMFJ el cumplimiento de las cuotas de dictados de sentencias no ha sido constante; por tanto, no se logra identificar acciones dentro del contenido del informe 002-CACMFJ-ACM-2022 que se garantice la optimización de los recurso institucionales.

“El cumplimiento de las cuotas en el dictado de sentencias no fue constante en las 4 plazas de personas juzgadoras, la plaza 382195 alcanzó el rendimiento esperado solamente en el mes de enero 2021. La plaza 382196 logró las cuotas en los meses de julio, setiembre y octubre de 2021. La plaza 382197 en los meses de enero y agosto de 2021. La plaza 382198 en los meses de enero, julio y agosto de 2021.” (La negrita no pertenece al texto original)

Aunado a lo anterior, el CAMFJC dentro los escenarios propuestos para ser analizado por Corte Plena incorpora un “Riesgo operativo de subutilización” contrario a las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI):


“Riesgo operativo de subutilización del recurso en caso de no ingresar los 150 asuntos proyectados por el MOPT para el 2022, así como la disponibilidad presupuestaria para hacerle frente a los giros de dinero para pagar los avalúos administrativos y/o giros respectivos.” (El resaltado no pertenece al original)


En relación con el riesgo legal por desviarse una plaza extraordinaria para el plan inicial que fue asignada: Debe considerarse que según el procedimiento de formulación presupuestaria a nivel del Poder Judicial, cada año debe ser  aprobado por Corte Plena, para definir la ley de presupuesto y de ser requerido con base a los requerimientos institucionales, establecer propuestas de reubicación de recursos que permitan la optimización de estos, en este particular el presupuesto correspondiente para el año 2023.

De ahí que las recomendaciones emitidas a nivel de la Dirección de Planificación indican disponer de tres de los cuatros recursos asignados funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda a partir del 2023.

En relación con el requerimiento de estudios de cargas de trabajo: Es importante considerar que el ente técnico encargado para el análisis de las cargas de trabajo es la Dirección de Planificación como parte de la metodología de Rediseños de Procesos; por lo que, en el caso particular del requerimiento de recurso humano por parte del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, deberá ser analizado de manera integral donde se analice la estructura ordinaria que lo integra. 

Aprobar integrar la estructura (temporal) de una Cuarta Sección (Tribunal “D”) donde se permita al Tribunal de la Inspección Judicial atender al 100% la entrada mensual de 403 asuntos.

Se estima necesario prorrogar los permisos con base en los presupuestos del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial a tres plazas de Inspector General 1 y cuatro plazas de Inspector Asistente (3 Trámite y 1 Apoyo). para integrar la estructura (temporal) de una cuarta Sección (Tribunal “D”). La estimación del costo para el 2022 de los seis plazas de Profesional para completar la cuarta Sección (Emergente “D”) sería de: 

Cuadro 108.
Programa 926. Estimación del costo para el 2022 para plan de Reducción de Circulante del Tribunal de la Inspección Judicial, recurso para estructura temporal “Sección Emergente D”.

	Despacho
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Tribunal de la Inspección Judicial 
	3
	Inspector General 1
	(PCGS) Prórroga de permiso para proyectos institucionales de1 de octubre hasta el 19 de diciembre de 2021.
Acuerdo del Consejo Superior 83-2021, art. XXXVIII
	 (PCGS)Prórroga de permisos para proyectos institucionales. Rescindir de la plaza de Técnico Judicial 3.

Además, de aprobarse la asignación del recurso extraordinario (382198) proveniente del CACMFJ y que se mantiene asignado funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo rescindir de una plaza de Inspector General 1.
	12
Meses
	₡177.189.000 (1)

	
	4
	Inspector Asistente
	
	
	
	₡218.536.000 (2)

	Costo estimado para el 2022, del mobiliario y equipo a asignar a las seis plazas
	₡10.069.638 (3)

	Costo estimado total, de las seis plazas con la asignación de mobiliario y equipo
	₡405.794.638 


Nota (1) Costo promedio por puesto por Inspector General 1 para el 2022 es de ₡59.063.000
Nota (2) Costo promedio por puesto por Inspector Asistente, para el 2022 es de ₡54.634.000
Nota (3) Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional, para el 2022 es de ₡1.678.273
Fuente: Subproceso de Evaluación Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación.
[bookmark: _Hlk83040662]
[bookmark: _Hlk86130537][bookmark: _Hlk86130556]Aprobar la prórroga de los permisos con goce salarial (PCGS) y sustitución de los puestos 47472 y 83288 asignados por el Consejo Superior en sesión 108-2021, art. XXIV, para ocuparse como Inspectores Asistentes destacados en el Área de Visitas del Tribunal de la Inspección Judicial y así se permita cumplir lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 178 y 188 donde se dispone:
La Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 178 dispone:
“Las inspecciones a las oficinas judiciales deberán realizarse por lo menos una vez cada tres meses y de ellas deberán elaborarse los informes correspondientes, para apreciar el funcionamiento de la administración de justicia, en la respectiva circunscripción.”(El resaltado no es del original)
De su parte, el artículo 188 inciso 1 de ese mismo cuerpo legal establece:
"En el ejercicio de sus funciones de vigilancia e investigación, los inspectores tendrán los siguientes deberes: 1) Establecer los medios de control adecuados patra asegurar una labor eficiente en las oficinas judiciales, visitar y permanecer en esas oficinas con la frecuencia y el tiempo que sean necesarios a fin de comprobar si las funciones se realizan con la debida prontitud y corrección. Del resultado de cada visita se levantará un acta, que será firmada por el inspector y por el jefe y por el secretario de la respectiva oficina, en la que se consignarán las deficiencias que se comprueben y las recomendaciones que el inspector estime oportuno para corregir los defectos anotados y lograr una mejor organización de la oficina. (...)". (El resaltado no es del original)
En caso de aprobarse la revisión del perfil competencial del puesto (43046) de Auxiliar de Servicios Generales 2 para ocuparse como Inspector Asistente, se recomienda aprobar la inclusión del Tribunal de la Inspección Judicial en los nuevos servicios de limpieza y así se haga el cambio al Servicio Contrato de la Subpartida 10406 Servicios Generales Programa 926. En este particular, según criterio emitido por la Licda. Stephanie Calvo López, Jefa de Sección de Limpieza Jardinería del Departamento del Servicios Generales el Tribunal de la Inspección Judicial deberá coordinar con la Sección de Limpieza y Jardinería de la Dirección Ejecutiva para que con criterio técnico se defina el tiempo y recurso que se deba asignar al Tribunal.
La inclusión del Tribunal de la Inspección Judicial en los nuevos servicios de limpieza deberá considerarse dentro del presupuesto del año 2023; de manera que, se considere dentro el Contrato de la Subpartida 10406 Servicios Generales.
 Importante destacar que, en caso de no aprobarse la estructura propuesta (temporal) para el Tribunal de la Inspección Judical, se recomienda aprobar la prórroga de la estructura actual de dos Secciones (A y B) más la Sección Emergente (C) donde se sobrepasa la capacidad operativa del Tribunal de la Inspección Judicial en un 25% (80 asuntos al mes), lo que representa un total de 900 asuntos al Circulante Final Anual. 
Además, revisar el perfil competencia del puesto (109879) de Auxiliar Administrativo y el puesto (43046) de Auxiliar de Servicios Generales 2 para puestos de Inspectores Asistentes, donde se integren dentro de la estructura del Tribunal como Inspectoras de visitas.
Aprobar la incorporación de tres sentencias documentales, dentro de cuota aprobada de 29 votos al mes (5 juicios y 24 fallos de escritorio); de manera que, se defina una cuota mensual de 32 votos al mes (5 juicios, 24 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales) por cada persona Inspectora General.
En tanto, para la persona Instructora General Presidenta quién mantiene una cuota aprobada de 15 votos al mes (5 juicio y 10 fallos de escritorio) por recargo administrativo, se define una cuota mensual de 18 votos al mes (5 juicios, 10 fallos de escritorio y 3 sentencias documentales).  
Se hace la aclaración que estas sentencias se encontraban consideradas dentro de la carga de trabajo de las personas Inspectoras Generales; aun así, no se reflejaban dentro de la cuota mensual, de ahí que se ajusta como oportunidad de mejora donde considere dentro la cuota compuesta la totalidad de votos y así evidenciar la carga real de trabajo.

Cuadro 109 
Ajuste en la composición de la cuota mensual de las personas Inspectoras Generales en relación con las Sentencias Documentales.

	CUOTA APROBADA 
	PROPUESTA 
(reflejar en la composición de cuota)
	CUOTA AJUSTADA POR PERSONA INSPECTORA GENERAL

	SENTENCIAS DE JUICIO
	FALLOS DE ESCRITORIO
	SENTENCIAS DOCUMENTALES
	

	5
	24
	3 I
	32


Nota (I): Cuota propuesta por el Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial, oficio 1811-IJ-2019.
Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación.

Es importante señalar, que las cuotas de trabajo son mínimas y el Despacho esta en la obligación de generar los planes de trabajo internos para manejar las altas cargas de trabajo y evitar las prescripciones. 
Aprobar el desglose detallado de la composición de la cuota mensual de las personas Inspectoras Generales con el objetivo de mantener una homogeneidad en el registro de las sentencias y así mejorar la calidad del dato estadístico. 
Cabe resaltar de que, el desglose detallado de la composición de la cuota cuenta con el aval de la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i del Tribunal de la Inspección Judicial. 

Cuadro 110 
Desglose detallado de la composición de la cuota mensual de las personas Inspectoras Generales del Tribunal de la Inspección Judicial.
	Cuota mensual 
	Inspectora General 
(composición cuota)
	Integración
(audiencia) 

	5
	Sentencias Colegiadas con tipo audiencia Unipersonal o Colegiada
	Colegiada

	24
	Desestimaciones y rechazos de plano
	Unipersonal 

	
	Medidas cautelares 
	Colegiada

	
	Delegación de incompetencia 
	Colegiada

	3
	Sentencias documentales por Cobro Judicial (con/sin oposición) 
	Colegiada

	
	Homologaciones 
	Colegiada

	
	Sentencias documentales (colegiadas y Reconsideración desestimaciones)
	Colegiada

	2
	Recursos de apelación (RR) Segunda Instancia
	Colegiada


Fuente: Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación.
Aprobar el ajuste en la composición de la cuota aprobada (7 Apelaciones y 8 Proyectos Documentales) para las plazas de Inspector Instructor de Apoyo en seis Apelaciones y nueve proyectos documentales. En vista de que se mantiene una relación de (3:1); es decir, tres Inspectores Generales por cada Inspector Instructor de Apoyo y de manera que se permita cumplir con la composición de la cuota[footnoteRef:61] de tres sentencias documentales y dos Recursos de Apelación por cada persona Inspectora General. [61:  Cuota propuesta por el Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial, oficio 1811-IJ-2019.] 

Instar al Tribunal de la Inspección Judicial que las cuotas de trabajo establecidas por la Dirección de Planificación se establecen con base al criterio técnico según la carga de trabajo son un promedio estándar del respetable Tribunal; aun así, no limita que las personas funcionarias judiciales por la capacidad operativa pueda superar las cuotas de trabajo establecidas en busca de la mejora del servicio y la optimización de los recursos institucionales. Ello con la finalidad de impulsar la celeridad y la mejora en el servicio público. 
Aprobar que el Lic. Jason Alfaro Carballo asuma la función de Instructor de apoyo al Presidente del Tribunal, donde se elimine la figura de la persona Inspectora Instructora (Coordinador); de manera que, se asuma por parte de una persona Inspectora Instructora el trámite del escritorio a tiempo completo e integre la Sección “C”. Con el objetivo de equiparar las cargas de trabajo entre el recurso Inspector Instructor (trámite) y a la vez garantizar la representación del Tribunal de la Inspección Judicial ante las distintas comisiones disciplinarias. La Presidencia del Tribunal deberá velar por la adecuada coordinación del Tribunal
Recomendar al Tribunal de la Inspección Judicial que proceda con al revisión de las labores administrativas asumidas por parte de la persona Inspectora Instructora (Coordinador) según expuestas dentro del contenido del oficio 1384-IJ-2021, y se apege al Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana en relación a las funciones del puesto del Profesional en Derecho de la Inspección Jucial. Ver detalle de las funciones administrativas en el anexo 4 que contiene el oficio 1384-IJ-2021. 
Aprobar la versión ajustada de la “Matriz de Indicadores de Gestión” del Tribunal de la Inspección Judicial; la cual, responde a los requerimientos propios del Tribunal; así como, parte del seguimiento y análsis de las cargas de trabajos actuales. Donde se destacan las siguientes oportunidades de mejora:  

Sentencias documentales: ajuste de los registros de las Sentencias; de manera que, se pueda cuantificar, dar trazabilidd y evidenciar la carga de trabajo de las Sentencias Documentales.

Recursos de Apelación: se incorpora el registro de la métrica mensual asociado a los Recursos de Apelación por cada persona Inspectora General.

Proyectos Documentales: se incorpora el registro para la métrica mensual de proyectos documentales (sin repeción de prueba y Cobro Judicial); además, de las las homologaciones que se atendieron por cada persona Inspectora Instructora (apoyo).

Audiencias de recepción de prueba: se incorpora un registro para la métrica mensual de la cantidad de Audiencias oral y privada (recepción de prueba) que se atendieron por cada persona Inspectora Instructora (trámite). 
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	Insumo del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento. (Ajustada) Matriz de Indicadores de Gestión 
	




Al Tribunal de la Inspección Judicial 

Se insta al Consejo de Generales del Tribunal de la Inspección Judicial replicar como Buena Práctica lo dispuesto en la Circular 230-2020 de la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia sobre los “Deberes de las juezas y jueces en el Modelo de Sostenibilidad en las oficinas y despachos judiciales”, donde se indica de manera textual lo siguiente: 

“(…) Es importante destacar, que para la adecuada marcha del modelo de sostenibilidad que se implementa en los despachos judiciales,  es necesario además, el involucramiento y la participación activa de los jueces y juezas de los distintos despachos, como responsables de dar un adecuado seguimiento y supervisión de las tareas que se delegan a los equipos de mejora, así como de los planes remediales que se implementan y de la correcta lectura sobre la realidad del despacho, la cual se refleja claramente en los indicadores de gestión que esta Dirección implementa.
 
En el “Reglamento de Organización y funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República”, aprobado por la Corte Plena en la sesión N° 52-2013 del 16 de diciembre de 2013, se señalan en el artículo cinco, claramente las competencias de ese órgano, encontrándose en los incisos tres y ocho, aspectos relativos a la responsabilidad que tienen los jueces, en la gestión integral del despacho y los atrasos que puedan presentarse en su funcionamiento.
 
Al respecto, el inciso tres de dicho artículo menciona:
 
  “3. Ejecutar los mecanismos para la distribución de las cargas de trabajo. Cuando se detecte algún atraso en el rendimiento del Despacho, adoptará las medidas que corresponda.”. 

Se insta al Tribunal de la Inspección Judicial, considerar lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 91-20, artículo XLVI, mediante circular 239-2020, donde se hace de  conocimiento de todos los despachos judiciales del país la Obligación de las oficinas en las cuales se esté implementando el Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los Proyectos de Rediseño, incluir en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (PIN), como días no laborados solamente vacaciones, incapacidades, permisos con o sin goce de salario.
Se insta al Tribunal de la Inspección Judicial mantener la buena práctica de remitir los insumos (Matriz de indicadores, Plantilla de Planes Remediales, Minuta del Equipo de Mejora) durante la tercera de cada semana al siguiente correo oficial IndicadoresGestionPlani@Poder-Judicial.go.cr, según lo dispuesto en Circular 7-2021 del 31 de agosto de 2021 de la Dirección de Planificación. 
Mantener debidamente actualizadas todas las variables en el sistema que utiliza el Tribunal de la Inspección Judicial, conforme a lo indicado en las circulares 28-2016, 133-2018, 15-2019 y 94-2019.
En caso de aprobarse la revisión del perfil competencial del puesto (43046) de Auxiliar de Servicios Generales 2 para ocuparse como Inspector Asistente, coordinar con la Sección de Limpieza y Jardinería de la Dirección Ejecutiva para que con criterio técnico se defina el tiempo y recurso que se deba asignar al Tribunal. 
Velar por el debido registro de los insumos estadísticos en la Matriz de Indicadores de Gestión que permita cuantificar la proyección estadística; de manera que, se pueda atender la solicitud[footnoteRef:62] del criterio de experto donde se analice el eventual ajuste en el incremento y/o en la composición de la cuota mensual de las proyectos documentales, donde se establezca una relación entre los proyectos documentales sin recepción de prueba y los proyectos documentales de Cobro Judicial; así como, en las homologaciones atendidas por las plazas de Inspector Instructor (apoyo). [62:  Oficio 1384-IJ-2021 del 21 de setiembre de 2021 y oficio 60-IJ-2022 del 18 de enero de 2022 suscritos por la MSc. Siria Carmona Castro, Presidenta a.i. del Tribunal de la Inspección Judicial.] 

Elaborar una plantilla en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales en relación con la atención de los asuntos de Cobro Judicial que permita la automatización del procedimiento y con esto aumentar la productividad en la gestión de los asuntos citados. Lo anterior coordinador con el Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Tecnología de la Información.
Mantener el llenado de una herramienta de control interno en formato digital “excel” a nivel de cada plaza de Inspector Instructor de Apoyo para cuantificar la duración en la tramitación de los proyectos documentales sin recepción de prueba y los proyectos documentales de Cobro Judicial.
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	Muestreo. Proyectos documentales. 
	



Realizar una revisión global de las tareas asignadas por cada puesto del Tribunal de la Inspección Judicial, tanto a nivel de tipo de puesto Profesional como no Profesional; de manera que, se apegen al Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana en relación a las funciones del puesto, donde se permita optimizar los recursos institucionales y establecer posibles mecanismos para la distribución de cargas de trabajo; de manera que, de aprobarse las recomendaciones emitidas en el informe se complete la estructura de la  Sección cuarta (Emergente “D”)  con recurso propio del Tribunal:

	Tribunal
	Completar estructura con:
	Observación

	Sección cuarta (emergente “D”)
	(1) plaza de Oficial de Investigación 
(2) plaza de Técnico Judicial 3 (una para asistencia de juicio y otra para trámite)
	Al momento del abordaje el Tribunal cuenta con una estructura de:

(10) plazas Técnico Judicial 3.
(1) plaza de Auxiliar Administrativo
(1) plaza de Auxiliar Servicios Generales 2
(1) Técnico Comunicaciones Judiciales.
(1) plaza de Coordinador Judicial 3. 
(5) plazas de Oficiales de Investigación

Nota: En caso de aprobarse la eventual recalificación de la Plaza de Auxiliar Administrativo el Tribunal pasaría de 10 a 11 plazas de Técnico Judicial 3.



Anexos 
	N°
	Descripción del archivo
	Archivo

	1
	Circular 230-2020, asunto: “Deberes de las juezas y jueces en el Modelo de Sostenibilidad en las oficinas y despachos judiciales”
	


	2
	Circular 239-2020 Obligación de las oficinas en las cuales se esté implementando el Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de los Proyectos de Rediseño, incluir en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (PIN), como días no laborados solamente vacaciones, incapacidades, permisos con o sin goce de salario.
	


	3
	Circular 07-2021. Informes estadísticos
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	4
	Oficio 1811-IJ-2019 del Tribunal de la Inspección Judicial
	


	5
	Oficio 1384-IJ-2021 del Tribunal de la Inspección Judicial 
	


	6
	Oficio 8451-2021 Secretaría General de la Corte, acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-2021, art. X.
	


	7
	Minuta. Seguimiento general de las gestiones expropiatorias que ejecuta el MOPT para el desarrollo de obras de infraestructura
	[bookmark: _MON_1708147613]

	8
	Oficio 261-2022 Secretaría General de la Corte, acuerdo del Consejo Superior en sesión 01-2022, art. VIII.
	


	9
	Oficio 1217-2022 Secretaría General de la Corte, acuerdo del Consejo Superior en sesión 05-2022, art. XI.
	


	10.
	Oficio 60-IJ-2022 del Tribunal de la Inspección Judicial
	


	11
	Correo electrónico del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda
	


	12
	Oficio 123-CACMFJ-JEF-2022 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	


	13
	Oficio 293-IJ-2020 del Tribunal de la Inspección Judicial
	


	14
	Oficio 047-CACMFJ-ACM-2022 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	


	15
	Oficio 2484-2022 Secretaría General de la Corte, acuerdo del Consejo Superior en sesión 16-2022, art. XXX 
	


	16
	oficio 0320-CACMFJ-AGA-2022 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	


	17
	Oficio 1193-DE-2022 de la Dirección Ejecutiva
	




	Realizado por:
	Ing. Christopher Zamora Solís, Subproceso Evaluación Institucional 

	Visto Bueno:
	Ing. Elena Gabriela Picado González a.i. Subproceso Evaluación Institucional

	Aprobado por:
	Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. Dirección de Planificación. 



Se acordó: Aprobar el informe 321-PLA-EV-RH-2022 y sus recomendaciones, relacionado con el seguimiento y análisis de la carga de trabajo del Tribunal de Inspección Judicial, que consideran la asignación de recursos de plazas en estado “Vacante”; así como, la reasignación de recurso ordinario y extraordinario de proyectos institucionales en apego de las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI). Tomando en consideración los siguientes argumentos: . Se concluye en el informe técnico del Tribunal de la Inspección Judicial, que la carga de trabajo registra en promedio un total de 4343 asuntos entrados del 2019 y 2020; lo cual, representa un incremento del 91% (2074) asuntos entrados en comparación al promedio de 2269 asuntos entrados del 2016 al 2018, estadística que se logra verificar para el 2021 y en los primeros dos meses del 2022 y que ha atendido con la misma estructura organizacional conformada por tres Tribunales dos de ellos ordinarios y una tercero emergente.
Por otro lado, dichas recomendaciones del informe atienden a la recomendación emitida al Poder Judicial de Costa Rica mediante oficio AL-DSDI-OFI-0001-2022 del 4 de enero de 2022 suscrito del Lic. Edel Reales Novoa, Director interino del Departamento de Secretaría del Directorio de la Asamblea Legislativa donde se destaca el reforzamiento del Tribunal de la Inspección Judicial e indica de manera textual lo siguiente: “Propone fortalecer  la oficina de cumplimiento creada en el año 2017, permite someter a un escrutinio público, a través de un oficial, oficiala, o funcionaria, en relación con acciones preventivas de corrupción y acciones preventivas que se relacionan con la desviación de poder, entre otros. De tal manera que esto significará el fortalecimiento de canales para la denuncia ciudadana. ● Fortalecimiento del Tribunal de la Inspección Judicial. (…)” (El resaltado no corresponde al original).
Y finalmente se establece “En relación con las propuestas de uso alternativo de las plazas a trasladar”: Dentro del contenido de los informes de seguimiento del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional (CACMFJ), 43-CACMFJ-ACM-2021 , 102-CACMFJ-ACM-2021, 002-CACMFJ-ACM-2022 , que contiene la situación de las plazas extraordinarias del Juzgado Contencioso para la atención de las Expropiaciones del Estado, no se logra identificar el análisis la justificación técnica que garantice no se mantendrá la “subutilización” de los recursos de las plazas extraordinarias, las cuales, no han venido cumpliendo el fin para lo cual han sido asignadas; máxime que, el mismo CACMFJ en conjunto con representantes del Despacho de la Presidencia y el MOPT el 09 de diciembre de 2021 determinaron una reducción del 25% en la entrada de asuntos para el año 2022, donde se indica. “Durante la reunión interinstitucional que brinda seguimiento al tema de expropiaciones provenientes del Estado, llevada a cabo el 9 de diciembre de 2021, el representante del MOPT indicó que la entrada de procesos expropiatorios al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda para el 2022 presentaría una reducción de un 25% en relación con el año 2021, lo que equivale a un ingreso aproximado de 150 expedientes si se toma como base la proyección inicial de 200 asuntos para el 2021.” (La negrita no pertenece al texto original). Además en relación con la optimización de los recursos institucionales, pese a los esfuerzos realizados por parte del CACMFJ para optimización de los recurso debido a que “Las plazas extraordinarias se asignaron bajo un supuesto de ingresos de asuntos de expropiación que no se ha concretado”, según establece el CACMFJ el cumplimiento de las cuotas de dictados de sentencias no ha sido constante; por tanto, no se logra identificar acciones dentro del contenido del informe 002-CACMFJ-ACM-2022 que se garantice la optimización de los recurso institucionales y se indica: “El cumplimiento de las cuotas en el dictado de sentencias no fue constante en las 4 plazas de personas juzgadoras, la plaza 382195 alcanzó el rendimiento esperado solamente en el mes de enero 2021. La plaza 382196 logró las cuotas en los meses de julio, setiembre y octubre de 2021. La plaza 382197 en los meses de enero y agosto de 2021. La plaza 382198 en los meses de enero, julio y agosto de 2021.” (La negrita no pertenece al texto original). Aunado a lo anterior, el CAMFJC dentro los escenarios propuestos para ser analizado por Corte Plena incorpora un “Riesgo operativo de subutilización” contrario a las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial dispuestas por Corte Plena en sesión 27-2017(art. XVI), 28-2017 (art. XV) y 29-2017 (art. XVI): “Riesgo operativo de subutilización del recurso en caso de no ingresar los 150 asuntos proyectados por el MOPT para el 2022, así como la disponibilidad presupuestaria para hacerle frente a los giros de dinero para pagar los avalúos administrativos y/o giros respectivos.” (El resaltado no pertenece al original) y en relación con el riesgo legal por desviarse una plaza extraordinaria para el plan inicial que fue asignada: Debe considerarse que según el procedimiento de formulación presupuestaria a nivel del Poder Judicial, cada año debe ser  aprobado por Corte Plena, para definir la Ley de presupuesto y de ser requerido con base a los requerimientos institucionales, establecer propuestas de reubicación de recursos que permitan la optimización de estos, en este particular el presupuesto correspondiente para el año 2023. De ahí que las recomendaciones emitidas a nivel de la Dirección de Planificación indican disponer de tres de los cuatros recursos asignados funcionalmente al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda a partir del 2023. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVI 
DOCUMENTO N° 4871-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que mediante Oficio EJ-ADM-015-2022 del pasado 20 de abril, la Licda. Eimy Solano Castro, Coordinadora de Unidad 4, Administradora de la Escuela Judicial, se refiere al acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión extraordinaria No. 29-2022 celebrada el 01 de abril de los corrientes, concretamente:


“(…)

En atención al oficio 3424-2022 remitido por secretaria de la Corte en donde se acordó:

[bookmark: _Hlk99966461][bookmark: _Hlk99966474] “2) En cuanto a los requerimientos adicionales para capacitación por parte de la Escuela Judicial por ¢15.000.000, por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa por ¢781.600 y por parte del Organismo de Investigación Judicial por ¢28.254.530, no es posible incorporar al presupuesto los recursos solicitados, por lo que, en caso de considerarse indispensables, deberán indicar dentro de su límite presupuestario de dónde se tomarán los recursos para incorporar estos requerimientos.”

En lo que corresponde a la Escuela Judicial se indica que el incremento solicitado como se informó a la Dirección de Planificación responde en la atención convenio firmado entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica y el cual es ejecutado en este apartado por la Escuela Judicial, la suma establecida en el convenio corresponde a un monto de  ¢25.000.000, sin embargo para el año 2021 cuando se aplicaron los rebajos solicitados por el Ministerio de Hacienda, esta subpartida se vio reducida considerablemente y no se exceptuó de ese rebajo la línea correspondiente al pago del convenio por lo que de ¢25.000.000 se rebajó a ¢10.000.000. Para 2020 y 2021 esos recursos no se han ejecutado en el convenio, ya que la UCR producto de la pandemia no ha podido brindar el servicio que la Escuela Judicial requiere; sin embargo, para el 2023 se requiere atender la totalidad de necesidades por el monto establecido con el fin de atender necesidades en capacitación de trascendencia institucional como Materia en Asuntos indígenas, donde se requiere contar con un especialista en antropología y otras personas especialistas.

Por lo anterior se hace de conocimiento de la Dirección de Planificación y Consejo Superior que la Escuela Judicial no cuenta con recursos dentro de su límite presupuestario para atender lo acordado en el convenio, por lo que tendrán que decidir las instancias superiores si se continua con el mismo o se hacen las gestiones necesarias para dejar sin efecto dicho convenio. 
      

Y en atención al oficio 3426-2022 remitido por secretaria de la Corte en donde se acordó:

2) En el caso de los requerimientos de la Escuela Judicial y del Organismo de Investigación Judicial, que justifican el crecimiento de la subpartida, dado que ambos centros de responsabilidad sobrepasan el límite establecido, deberán efectuar un ejercicio de establecer prioridades e indicar dentro de su límite presupuestario de dónde se tomarán los recursos para incorporar estos requerimientos. En el caso de la Escuela Judicial presenta un crecimiento del 6.2% del límite autorizado (¢26.343.941), mientras el Organismo de Investigación Judicial un 8% (¢1.034.432.460), en este último caso sin considerar lo correspondiente al fideicomiso del edificio de Puntarenas. La magistrada Solano, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.”

En lo que corresponde se indica que según lo señalado a la Dirección de Planificación la variación se debe a que durante el año 2020 bajo un escenario de Pandemia donde no se realizó capacitación presencial se realizó la carga de gastos fijos bajo esos costos no obstante para el año 2021 en el segundo semestre se fue retornando a la presencialidad paulatinamente generando ya para finales del año 2021 un incremento considerable en el costo del contrato. Es importante señalar que para el año 2022 se tuvieron que realizar los ajustes necesarios a nivel de presupuesto para poder dar atención al contrato de alimentos y bebidas de la Soda comedor de San Joaquín de Flores, que atiende no sólo a las personas que se capacitan, sino a todo el personal judicial que se desplaza a San Joaquín de Flores a realizar diligencias propias de su función. 
Es importante mencionar que estas proyecciones se realizan con el consumo real y coordinan con los profesionales encargados del Departamento de Proveeduría y Financiero Contable. 
Para el año 2023 la Unidad de Capacitación de OIJ de la Escuela Judicial  se comprometió con el Organismo de Investigación Judicial en atender una población de 10 Programas Básicos de Investigación Judicial y no 5 como se han realizado en años anteriores, con el fin de que ese órgano cuente con el recurso humano capacitado y poder disponer del mismo en el campo, sin embargo de no contar con el recurso la Escuela Judicial no se puede comprometer en brindar la capacitación señalada ya que el recurso en la subpartida de viáticos también es limitado.
Es importante señalar que el tiquete de desayuno y almuerzo que entrega la Escuela Judicial en sus capacitaciones tiene un costo muy inferior al monto del viático lo que ahorra a la institución recursos. 
Por lo anterior se informa que la Escuela Judicial no puede asumir de su límite presupuestario el monto señalado y tiene que limitar las capacitaciones al monto asignado.
Se acordó: Aprobar la inclusión de los ¢15 millones de la Escuela Judicial, ya que tal como se informa el incremento solicitado responde en la atención convenio firmado entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica y el cual es ejecutado en este apartado por la Escuela Judicial, la suma establecida en el convenio corresponde a un monto de  ¢25.000.000, sin embargo para el año 2021 cuando se aplicaron los rebajos solicitados por el Ministerio de Hacienda, esta subpartida se vio reducida considerablemente y no se exceptuó de ese rebajo la línea correspondiente al pago del convenio por lo que de ¢25.000.000 se rebajó a ¢10.000.000, por lo que se deben restituir los recursos para reiniciar el convenio. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVII 
DOCUMENTO N° 4875-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación manifiesta que el Consejo Superior, en el artículo II de la sesión 22-2022 de presupuesto 2023 del pasado 11 de marzo, señaló que se trabajó en forma conjunta con la Dirección de Tecnología de la Información para ubicar en el apartado de transparencia del sitio web del Poder Judicial las actas de las Sesiones Extraordinarias de Presupuesto.  Lo anterior, con el fin de que las personas usuarias internas y externas puedan ingresar y consultar lo relacionado con el proceso de formulación de presupuesto 2023.  
Al respecto, el Consejo Superior dispuso en primer lugar, tomar nota de lo manifestado por la Directora de Planificación y hacerlo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte para que cuando se cuente con el link correspondiente le informe a quienes integran la Corte Plena, la población judicial  y a la ciudadanía en general mediante un aviso y en segunda instancia, solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación hacer una publicación de forma masiva a nivel institucional y  una campaña de divulgación informativa  del inicio del análisis y discusión  del proceso de formulación presupuestaria 2023  dirigida a la ciudadanía.
No obstante lo anterior, se quiere dejar constancia que al 20 de abril de los corrientes, la Secretaría de la Corte aún no ha enviado el link correspondiente a la sesión del 11 de marzo y que el Departamento de Prensa y Comunicación ha efectuado múltiples consultas a la Dirección de Planificación, sin embargo, el hecho de que no se hayan podido efectuar las publicaciones correspondientes resulta ser un tema ajeno al control de esta Dirección.
Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada e informar a la Dirección de Planificación que hay un acuerdo que está en revisión por lo que en su momento se hará de su conocimiento. Se declara este acuerdo firme.

ARTÍCULO XXVIII 
DOCUMENTO N° 4347-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indica que mediante el oficio N°1382-DE-2022 del 19 de abril, la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remite al Consejo Superior el oficio N°1143-DP/07-2022 del 18 de abril, de la Licda. Adriana Esquivel Sanabria, Jefa a.í. del Departamento de Proveeduría, por medio del cual pone en conocimiento la circular DGABCA-0001-2022 Modificación de la Directriz DGABCA-NC-0012-2016 denominada “Cobro de especies fiscales y reintegro”, por medio de la cual el Ministerio de Hacienda informa a las instituciones del Estado que a partir de las adjudicaciones del 2022, se debe cancelar 0,25% correspondiente a especies fiscales, ya que no se va a aplicar más la exoneración de esos impuestos. Señala que: 

“Por lo anterior, se procedió con la consulta a Tributación sobre la forma de cómo se debe pagar estas especies y se determinó que se debe canalizar por la subpartida 1.09.99 que corresponde a “Otros impuestos”, subpartida que a la fecha no posee contenido para afrontar los gastos que genere el pago de estas especies fiscales para este año y tampoco para el 2023 ya que la formulación ya pasó. 2021.” 



Al respecto, la Dirección de Planificación solicitó a la Licda. Adriana Esquivel las estimaciones correspondientes para incorporar en el presupuesto del periodo 2023.
Mediante correo electrónico de este 21 de abril, la Licda. Esquivel señaló que el monto requerido  para ser incluido  en la subpartida 10999 Otros Impuestos, artículo 20588 Otros Impuestos es de ¢183.352.244.


Indica la licenciada Valverde Bermúdez: “nosotros si dejamos el segundo apartado de la valoración jurídica, si bien es cierto la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, nos había hecho una comunicación y que le parecía que todo lo que fue comunicado por el Ministerio de Hacienda era vinculante, nosotros siempre dejamos ahí la posibilidad para que ustedes lo valoren de solicitar ese criterio jurídico, ya que lo que tenemos pues es una comunicación del Ministerio de Hacienda.
Por su parte, la máster Romero Jenkins, indicó: “ al respecto le decía a doña Nacira, que la Dirección Ejecutiva contaba con un criterio de la Dirección Jurídica que señalaba que en materia tributaria los criterios de especialistas en este caso es la Dirección de Tributación son vinculantes y ni siquiera nosotros como institución, nuestro aparato asesoría legal puede contradecirlos, sin  embargo, nosotros como Dirección Ejecutiva, somos lo mas interesados en tener alguna alternativa para no tener que hacer frente a esta nueva posición del Ministerio de Hacienda se trata de sacar recursos de una bolsa para meter en otra y siempre de donde se sacan es del presupuesto de Poder Judicial, porque eso al final lo que viene tener que financiar hasta las especies fiscales de las que anteriormente estábamos exonerados en eso yo no vería mal que se pueda hacer la consulta, no obstante, si sería necesario, al menos incluirlo en el presupuesto porque en este año estamos en grandes aprietos para poderlo cubrir porque no fueron contemplados.
Por qué es una decisión de ahora de enero o de febrero, por lo menos recomendaciones que se mantenga y si tenemos algún criterio positivo pues haríamos las gestiones y podríamos eventualmente disponer de ese dinero.
	La magistrada Solano Castro, Presidenta en ejercicio, indicó: “y hacer alguna reconsideración tomando en consideración, que se trata de un tema sorpresivo y qué bien conoce la Dirección de Tributación que no estaba formulado en el presupuesto del año 2022 Por lo cual nos afecta para poder efectuar la ejecución de nuestro presupuesto.
Se acordó: 1.) Acoger la propuesta presentada por el Departamento de Proveeduría de los recursos a formular en el 2023 en la subpartida 10999 Otros Impuestos, artículo 20588 Otros Impuestos, para el pago de especies fiscales por un monto de ¢183.352.244; esta comunicación desmejora nuevamente el contenido presupuestario para canalizar las necesidades presupuestaria del Poder Judicial al tener que utilizar de los mismos recursos presupuestarios el contenido para cancelar este nuevo impuesto. 2.) Solicitar a la Dirección Jurídica, un criterio jurídico respecto a la aplicación del pago de especies fiscales tomando en consideración, que se trata de un tema sorpresivo y que no estaba formulado en el presupuesto del año 2022. Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXIX 
DOCUMENTO N° 4636-2022

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indica que mediante el oficio N°1434-DE-2022 del 19 de abril, la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió oficio relacionado con las necesidades para el proyecto denominado Torre Anexa y Reacondicionamiento Eléctrico edificio Tribunales de Justicia de San Ramón, que se declaró infructuoso por parte de ese Consejo en sesión N° 33-2022 celebrada el 21 de abril del 2022, artículo XI.
En el oficio se indica lo siguiente:
“(…)
Aumento en el costo de los insumos construcción

 Debido a las implicaciones de la pandemia, la crisis de los contenedores y ahora la problemática por la guerra entre Rusia y Ucrania, se ha dado un incremento desmedido en los materiales e insumos constructivos. 

A continuación, se transcribe el análisis expuesto al respecto por el Departamento de Servicios Generales mediante oficio 90-27-AI-2022 del 09 de marzo 2022 suscrito por los profesional Arq. Danilo Esquivel e Ingeniero Hans Colomer

 “… el impacto en la elevación de los costos de los proyectos, por la pandemia, impacto nacional aumento de los costos internacionales, el mismo se desagrega del análisis realizado por le Departamento de Servicios Generales, dado el impacto evidenciado en el incremento en los presupuestos de los proyectos:

Incremento de los costos de materiales del sector construcción 

 Como primer aspecto, se señala el importante incremento que han sufrido los materiales de la construcción, debido a las repercusiones que ha provocado la escasez de materia prima y otras situaciones referidas a los efectos que ha generado la Pandemia por el virus SarsCov 2 (covid-19). Esto debió a que la misma pandemia provoco cierres extendidos alrededor de todo el mundo, como medidas tomadas por los gobiernos locales, para evitar el contagio, estos cierres generaron baja productividad de diversos insumos, entre ellos los materiales que se utilizan para la construcción, generando una escasez a nivel mundial, que ha provocado entre otros factores, el incremento en el costo de estos materiales.

Esto sin mencionar que por ser Costa Rica un país principalmente importador de muchos materiales utilizados para la construcción, se incrementa el impacto de la escasez y el costo de cada material, debido a que, como efecto aparte de la pandemia, está la crisis de los contenderos, que genera mayor dificultad para importar materia prima y material utilizado por el sector de la construcción. Esto impacta aún más el costo de los materiales que ya había sido alterado por la baja productividad.

Todo lo anterior ha sido objeto de constante variación, ya que los efectos provocados por la Pandemia siguen siendo parte de la actualidad, tal y como lo expresan diferentes medios de comunicación, por ejemplo, el diario digital CR Hoy, en una publicación del 12 de noviembre de 2021 señala lo siguiente:

Precios de la construcción imparables: han crecido hasta un 26% el último año.

Los precios de los materiales para construir una casa o un edificio en el país siguen creciendo de manera imparable. 

Entre enero y octubre, los materiales para levantar un edificio han aumentado un 24,7% acumulado y un 26,76% de manera interanual, esta ultima una variación récord al menos en los últimos años.
 
Los datos se desprenden del más reciente índice de precios de la construcción, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).

Nelson Castillo, coordinador de la Unidad de Índices de Precios del INEC, detallo que durante el mes pasado 2 de los principales productos que tuvieron mayor variación, fueron los tubos de PVC. 

Al analizar las estadísticas según los índices para poder comparar el nivel en que se encontraban ciertos valores hace algún tiempo y ahora, se puede observar que los incrementos comenzaron a mitad del año pasado, pero se hicieron especialmente notorios a partir de enero de este año. 

Para diciembre, los índices de edificios y viviendas de interés social estaban relativamente cerca en el nivel de los 113 y 111 puntos.

Desde la mitad de 2020 a diciembre de ese mismo año, solo habían subido alrededor de 3 puntos. 

Pero entre enero del 2021 y octubre pasado para los edificios aumento en alrededor de 30 puntos y en viviendas de interés social en cerca de 18 puntos. 

La crecida en los precios de estos productos tiene que ver especialmente con un incremento a nivel mundial de ciertas materias primas, como el acero, productos derivados del petróleo (como el plástico) y más recientemente por los elevados costos del transporte marítimo.

Información tomada del sitio web https://www.crhoy.com/economia/precios-de-la-construccion-imparables-han-crecido-hasta-un-26-el-ultimo-ano/.

Igualmente, en otra publicación más reciente se señala el importante impacto que ha tenido los efectos antes mencionados en el incremento del costo de los materiales utilizados para la 
construcción, tal y como se indica en el diario digital El Financiero, en su publicación del 12 de febrero de 2022, en la cual se señala lo siguiente:

Precios de cuatro insumos de construcción experimento un incremento interanual superior al 45%

El acero estructural fue el insumo que experimento el mayor incremento en el precio, pues el incremento interanual fue de 64.21$. 

Los costos de cuatro insumos utilizados en el sector de construcción experimentaron un crecimiento interanual (febrero de 2021 a enero de 2022) superior al 45%. Se trata de los precios del acero estructural, materiales asfalticos, cable eléctrico y tuberías de plástico. 

Los costos del acero estructural tuvieron un incremento interanual del 64.21%, los precios de los materiales asfalticos registraron un 57.55%, los del cable eléctrico tuvieron un alza de 48.91% y los de tuberías de plástico crecieron 45.25%.

Estos datos se desprenden de los Índices de Precios de la Construcción, calculados por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC). 

Los Índices de Precios de la Construcción son un conjunto de 20 indicadores estadísticos, que miden la variación en los precios de los materiales utilizados en la construcción de diferentes tipos de obras. Están compuestos por el Índice de Precios de Edificios, el Índice de precios de Vivienda de Interés Social y el grupo de 18 Índices De precios de Insumos y Servicios Especiales.

Información tomada del sitio web https://www.elfinancierocr.com/finanzas/precios-de-cuatro-insumos-de-construccion/YPQHNP37CFDGLFLTXUSORHGFUY/story/

Ambas publicaciones referencian los datos establecidos por el INEC como ente encargado a nivel nacional de análisis las estadísticas de diferentes indicadores, entre ellas las variaciones en los precios de los materiales de la construcción. Estos al final son una muestra clara e inequívoca de la afectación que han tenido los costos de los materiales en los últimos meses y que a la postre afectaron en gran importación el costo de la estimación para la construcción de los proyectos señalados en el presente informe, según las ofertas presentadas.

2. Incremento en el cambio del tipo del dólar 

Otro aspecto que tiene un impacto importante en la diferencia de los montos ofertados por cada uno de los interesados en participar en los procesos de contratación, con relación al costo estimado en el presupuesto base elaborado por la institución o empresa Consultora, es la variación que ha tenido en las últimas semanas el tipo de cambio del dólar, esto debido a que gran parte de los materiales se cotizan en dólares, por cuanto, de igual forma, son importados.

Se tiene que, un tipo de cambio establecido por el Banco Central en ¢ 614.,82 según la fecha del 03 de junio de 2021 y ya para el 31 de enero de 2022, se tenía un tipo de cambio establecido por el Banco Central en ¢ 647,98. Esto implica una diferencia de ¢ 34,16, mismos que claramente repercuten en los costos contemplados dentro de los materiales que forma parte del alcance de un proyecto, y que por ende influyen en un incremento notorio del costo de cada uno de los proyectos.

3. Aplicación del impuesto al Valor Agregado IVA 

En igual importancia es la aplicación del impuesto al valor agregado (IVA) a los costos de los proyectos, esto porque dada su progresividad porcentual de aplicación varía según el tiempo de ejecución de un proyecto, donde claro está hemos evidencia que se tiene una importante diferencia de criterios en relación con la forma o método como se aplica este impuesto entre Consorcios y las empresas oferentes.

II. Presupuesto actualizado proyecto Torre Anexa y Reacondicionamiento Eléctrico Tribunales de Justica de San Ramón

Debido al impacto de la situación desarrollada en el apartado anterior, fue necesario declarar infructuosa la Licitación Pública N° 2021LN-000006-PROV y solicitar al consorcio consultor Carazo-Pontigo-Latuche-Sauter, un presupuesto actualizado del proyecto. Es así como, con nota nº 88-CPLS-2022, indica:

“En relación con el proyecto CONSULTORÍA PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL EDIFICIO TORRE ANEXA A LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DE SAN RAMÓN, ALAJUELA Y EL REACONDICIONAMIENTO ELÉCTRICO DEL EDIFICIO ACTUAL, se realiza los ajustes al presupuesto actualizado presentado el día 7 de abril del presente año. Para el presupuesto presentado el día de hoy se utilizan ofertas electromecánicas y de Aire Acondicionado más competitivas a las presentadas por las empresas que ofertaron originalmente, se ajustan para la Torre Anexa los porcentajes de la de utilidad a un 4.45% en lugar del 8.28% presentado anteriormente, imprevistos a un 2% en lugar del 3.5% presentado anteriormente, y se utiliza un factor de cierre de 1.1069 en lugar de 1.1689 presentado anteriormente, se ajusta para El Edificio Existente el porcentajes de la de utilidad a un 6.74% en lugar del 7.21% presentado anteriormente, y se utiliza un factor de cierre de un 1.172 en vez de 1.185 presentado anteriormente. Con estos ajustes se logra llegar el presupuesto de ₡9 541 538 916.86 a ₡8 665 632 891.10, lo que significa una reducción de ₡875 906 025.76.”

III. Impacto del aumento de costos en el presupuesto de la Torre Anexa y Reacondicionamiento Eléctrico Tribunales de Justica de San Ramón

Conforme lo expuesto, el Proyecto Torre Anexa y Reacondicionamiento Eléctrico Tribunales de Justica de San Ramón, tanto para el año 2022 como para el 2023 sufre un aumento importante de costos lo cual se expone en el cuadro adjunto que se presenta de seguido donde se indica el monto original del proyecto, el monto actualizado del proyecto dado el incremento a raíz de la problemática vivida conforme presupuesto actualizado por el consorcio Carazo-Pontigo-Latuche-Sauter, lo presupuestado para el año 2022 y 2023; y la situación actual de requerimiento presupuestario adicional para el periodo 2023, con el fin de poder llevarlo a cabo.

	 
	Construcción de Proyecto
	 

	 
	Tribunales de Justicia
Reacondicionamiento Eléctrico
San Ramón Torre Anexa 
	Reserva inicial 2023 
	Total proyecto 

	Presupuesto 2022
	₡2 218 934 944,00
	₡1 943 052 861,00
	₡4 161 987 805,00

	Presupuesto actualizado 2022
	₡2 131 117 463,31
	
	 

	Presupuesto actualizado 2023
	
	₡6 534 515 427,79
	₡8 665 632 891,10

	Diferencia
	₡87 817 480,69
	-₡4 591 462 566,79
	 

	
	
	
	

	
	
	
	

	 
	Inspección de Proyecto
	 

	 
	Tribunales de Justicia
Reacondicionamiento Eléctrico
San Ramón Torre Anexa 
	Reserva inicial 2023 
	Total proyecto 

	Presupuesto 2022
	₡80 999 972,91
	₡68 048 576,00
	₡149 048 548,91

	 
	
	
	 

	Presupuesto actualizado 2022
	₡63 933 523,90
	
	 

	Presupuesto actualizado 2023
	
	₡218 623 003,60
	₡282 556 527,50

	Diferencia
	₡17 066 449,01
	-₡150 574 427,60
	 



No obstante el impacto presupuestario que se presenta para el presupuesto 2023, esta Dirección evidencia que se mantiene la necesidad de continuar con el proyecto dado que permitirá solucionar necesidades de espacio físico, el cumplimiento en normas en materia de seguridad humana, ahorro en alquileres, entre otros aspectos, en el III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón con el consecuente mejoramiento en el servicio público Aunado a ello, de no emprenderse el proyecto se incurre en el riesgo de desactualización de los planos constructivos que se tienen al día de hoy, para los cuales se ha invertido la suma ₡385.139.016,04.

Así las cosas, se requiere de la aprobación para la incorporación de la diferencia adicional en el presupuesto 2023 y de esta forma continuar con un nuevo procedimiento de contratación en este ejercicio presupuestario. 

En caso de que la suma se encuentre fuera del límite presupuestario definido por el Ministerio de Hacienda para el presupuesto 2023, esta Dirección propone como alternativa aportar ¢2.278.303.887,42 que se mantienen en la cuenta 20192-8 Contaduría Judicial, producto de incapacidades de períodos anteriores y otros ingresos, entre otros rubros, de forma que esta suma se tenga como un abono al saldo que se encuentra pendiente del Convenio 062-CG-07.

Indica el licenciada Valverde Bermúdez: “tal vez doña Ana si usted les puede explicar el aumento que tuvo la propuesta del proyecto.”
Manifiesta la máster Romero Jenkins: “muy puntualmente toda suerte ya lo habíamos anticipado incluso en sesiones ordinarias, cuándo se conoció que tuvimos que declarar infructuosa la adjudicación, por todos los motivos que se expone en el informe: el aumento en el valor de los insumos de la construcción, tipo de cambio, la situación que se vivió con los contenedores, todo incidió  en que el presupuesto de esta obra se incrementara de manera desproporcionada, con respecto al presupuesto nosotros pedimos a la empresa que nos hizo el presupuesto, a la consultora una revisión.
Como ustedes verán ahí luego de una revisión, de ajuste a la baja la empresa señala que el presupuesto actual en supera los 8000 millones de colones.
Nosotros aquí lo que exponemos es la necesidad de complementar los recursos que ya se habían incluido para el presupuesto 2023, para poder concluir esta obra y sobre todo por los riesgos asociados.
El mayor riesgo aquí siempre es la de la desactualización de los planos en el corto plazo y sin embargo sabemos de la situación que se enfrenta de lo ajustado que ha estado este presupuesto.
Finalmente no podríamos hacer más que incorporar lo que por diferencia se determina que es posible sin exceder el límite  presupuestarios en ese sentido, Doña Nacira nos dice que ronda los ¢900 millones entonces para que también quede claro nosotros nos veríamos obligados a hacer un ajuste de este año, porque nosotros no podríamos iniciar el proyecto, porque no estar completamente financiado para el próximo año, conforme una programación.
Sino más bien tendríamos que iniciarlo el próximo año con una nueva programación, una fecha tal con lo que se consuma los recursos que se están formulando que serían tres o cuatro meses del proyecto.
Me parece importante que esto quede totalmente claro y la suma que ahí se incluya sea la que finalmente término producto de este cierre que haría finalmente la Dirección de Planificación 
Se acordó: Tomar nota del oficio N°1434-DE-2022 del 19 de abril remitido por la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, relacionado con el incremento del contenido presupuestario para el proyecto denominado Torre Anexa y Reacondicionamiento Eléctrico edificio Tribunales de Justicia de San Ramón y autorizar a la Dirección de Planificación para que a partir del análisis y disponible presupuestario que se pueda visualizar en los ingresos de capital, una vez consolidado el presupuesto 2023, se asignen los recursos disponibles al proyecto, lo anterior, al consolidar el presupuesto ordinario a nivel institucional para el 2023 que será remitido a la Corte Plena. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XXX 
DOCUMENTO N° 4876-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, expone el informe 354-PLA-EV-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente el informe suscrito por la Ing. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. del Subproceso de Evaluación, relacionado con la solicitud presentada por el MSc. Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en donde se remite la gestión presentada por el Lic. Oscar Cadenas Meza, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Golfito, referente con el acceso a la justicia de los pobladores en zonas cercanas a Puerto Jiménez.  
Se adjunta el informe indicado:


Se acordó: 1.) Aprobar el informe 354-PLA-EV-RH-2022 y sus recomendaciones. 2.) Hacer del conocimiento de la Corte Plena para que valore remitir al Ministerio de Hacienda el contenido económico actualizado y requerido de forma independiente al presupuesto ordinario, como recursos adicionales para la implementación de la estructura penal en la Zona Sur, propiamente en Puerto Jiménez, a lo que se le ha llamado para su identificación "Tribunales Peninsulares". Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXXI 
DOCUMENTO N° 4886-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe 365-PLA-PP-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente sobre la situación general del Presupuesto del Poder Judicial para 2023, el límite establecido por el Ministerio de Hacienda, y la formulación de Salarios.
En este informe se indica lo siguiente:
“(...)

En relación con la situación general de la formulación del Presupuesto del Poder Judicial para el 2023, el límite establecido por el Ministerio de Hacienda y la formulación de salarios, nos permitimos hacer las siguientes observaciones:
 El Presupuesto 2023 formulado a la fecha sobrepasa el límite establecido en gasto corriente, esto considerando una serie de obligaciones que se han impuesto a la institución, tales como los recursos para cubrir especies fiscales produto de las compras, que anteriormente se contaba con exoneración, el aumento  en el tipo de cambio del dólar que afecta en especial los recursos formulados para contrataciones, el aumento en el aporte de la cuota estatal al fondo de pensiones del Poder Judicial que pasó del 1.41 % al 1.57%.

El incorporar una anualidad que no había sido estimada en los escenarios remitidos, y solicitado en las últimas semanas por el Ministerio de Hacienda, significa un monto adicional con cargas sociales y aguinaldo proporcional de 3.184 millones o 3.612 millones según los cálculos preliminares brindados por la Dirección de Gestión Humana, ambos escenarios calculados con porcentajes de sustitución diferenciados.

Ante este panorama, es necesario que se valore solicitar a la Dirección de Gestión Humana, hacer una revisión de la partida de salarios en general. 
Adicionalmente, dentro de las explicaciones que se nos aportó por parte de la Dirección de Gestión Humana con respecto al crecimiento de la subpartida 399“Otros incentivos Salariales”  , se indicó:
“(...)
Del remante, y según el último escenario de presupuesto, excluyendo lo relativo al programa 951, los incrementos generales que se incluyen en la subpartida 399 se detallan a continuación:

573,500,000.00          Corresponden a una reserva por modificaciones que se realiza con base en el ejercicio de ejecución de la segunda de febrero del presente año, donde se identificaron faltantes para la subpartida 399.
561,571,522.00          Corresponden a una estimación del monto respectivo de la no aplicación de suplencias por tres meses, según la ejecución del periodo 2021
77,000,000.00            Corresponde al impacto de las reasignaciones de puestos de la Defensa Pública.
225,294,844.87          Corresponde a una provisión de sentencias, que según como queden en firme las mismas así se tendrán que ejecutar, no necesariamente el gasto en la ejecución se cargará solo a esta subpartida, pero dependemos de la sentencia.

Sin embargo, esta Dirección considera que si se proyecta un faltante en la subpartida 399 “Otros incentivos Salariales” para 2022 , no es correcto cubrir el año 2023 reforzando esta subpartida, ya que como se indicó, se están proyectando sobrantes en el 2022 en otras subpartidas, por lo que se debería cubrir con estos recursos sobrantes, reorganizando las subpartidas internamente.

Cabe agregar, sobre este mismo tema, que este 27 de abril, la Dirección de Planificación recibió información de que el Consejo Superior en agenda conoció la modificación presupuestaria 4-2022, en la cual se está afectando la subpartida 301” Retribución por Años Servidos”, por lo que se debe considerar complementariamente, este antecedente, para el análisis de la formulación 2023.

Finalmente, se considera oportuno recomendar que se revise el monto formulado em horas extraordinarias, de tal forma, que se valore, el que la misma no disponga  de crecimiento, dado el carácter sensible de la partida en mención.


	Elaborado por:
	Lic. Minor Alvarado Chaves
	Jefe Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional


	Aprobado por:
	Erick Antonio Mora Leiva
	Jefe Proceso de Planeación y Evaluación

	Visto Bueno:
	Nacira Valverde Bermudez
	Directora de Planificación
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Se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana efectuar una revisión de las estimaciones presentadas por esa Dirección en las diferentes  subpartidas relacionadas con el presupuesto de salarios y coordinar con la Dirección de Planificación una sesión de trabajo con los equipos técnicos, con la finalidad de proponer un escenario viable para la consolidación definitiva de la propuesta de formulación presupuestaria para el año 2023 a nivel institucional, considerando los límites establecidos por el Ministerio de Hacienda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXII 
DOCUMENTO N° 4887-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, mediante oficio DGPN-CIR-0008-2022 de este 27 de abril, comunicó circular relacionada con el pago de anualidades para la formulación del presupuesto 2023.
En la citada circular se indica lo siguiente:
“(…) 
En relación con el tratamiento que deben recibir las anualidades futuras, una vez concluida la norma temporal de suspensión de este incentivo para los periodos 2020-2021 y 2021-2022, así regulado en el transitorio único adicionado a la Ley No. 2166 por la Ley No. 9908 de 21 de octubre de 2020; se indica lo siguiente: 

Según criterio emitido por parte de la Procuraduría General de la República en los dictámenes C-073- 2021 y C-100-2021 y el oficio MIDEPLAN-DM-OF-0272-2022, se deben considerar dentro del monto de gasto presupuestario máximo comunicado para la formulación presupuestaria 2023, el monto correspondiente para el pago de las anualidades, tal como lo señala el oficio en mención… “una vez que se agote la vigencia temporal de la norma transitoria adicionada por la Ley 9908, se podrán considerar los años 2021 y 2022 para el cómputo y pago de anualidades futuras, en tanto las personas servidoras públicas hayan obtenido en la evaluación del desempeño de ambos años una calificación mínima de "muy bueno" o su equivalente numérico, según la escala definida”.
-0-
Al respecto, según estimaciones realizadas por la Dirección de Gestión Humana, se tienen dos escenarios. En primer lugar, una estimación sin considerar el impacto en suplencias, según el cual se estimó la necesidad de incorporar al presupuesto ordinario un monto de ¢2.441.040.288, que al sumarse lo correspondiente a cargas sociales y aguinaldo proporcional, se tendría un total de ¢3.387.268.872.
Por otra parte, y como un segundo escenario, según el cual, se considera el impacto en suplencias, la Dirección de Gestión Humana estimó un monto de ¢2.769.135.919, que al sumarse lo correspondiente a cargas sociales y aguinaldo proporcional, se tendría un total de ¢3.842.545.306.
Se acordó: Solicitar al Despacho de la Presidencia, coordinar una reunión de trabajo urgente con el Ministerio de Hacienda con la finalidad de analizar los alcances de la comunicación realizada a este Poder de la República. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXIII 
DOCUMENTO N° 4888-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe 364-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- concretamente el informe suscrito por el ingeniero Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe interino del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con la formulación presupuestaria 2023 para la continuación del Proyecto de Implementación de la Ley 9481, Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica. 
En el informe se indica lo siguiente:
“(…)

En relación con la formulación presupuestaria 2023 para la continuación del Proyecto de Implementación de la Ley 9481, Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, es necesario indicar que, desde el 2018 se ha trabajado en la construcción de presupuestos y constitución de las estructuras necesarias para atender a esta Jurisdicción, no obstante, ante la falta de aprobación de contenido económico por parte del Ministerio de Hacienda se ha postergado su implementación mediante vacancias a la Ley.

Como antecedente, en el 2018 se confeccionó el informe de presupuesto 42-PLA-MI-2018, relacionado con el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481, en el cual se proponía una estructura organizacional estándar, que consideraba un total de 474 plazas para la atención de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada (JEDO).

En igual sentido, durante el 2019 se plantearon nuevos escenarios mediante el informe 675-PLA-RH-MI-2019, donde se acordó la aprobación de un escenario que implicaba la implementación de la Ley en tres fases o etapas (2020, 2021 y 2022) con una vacancia de 30 meses e ingreso del recurso humano en el segundo semestre de 2022, así como la solicitud de reforma presentada por la Subcomisión de Crimen Organizado. En ese mismo año, se planteó un nuevo escenario, en esta ocasión mediante informe 1250-PLA-MI-2019[footnoteRef:63], aprobado por Corte Plena para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, que consideraba una vacancia de 18 meses y comprendía dos fases o etapas (2020-2021). [63:  Tomado en consideración para la reforma del 17 de octubre del 2019, donde se aprobó el Proyecto de Ley 9769 (publicado en La Gaceta del 30 de octubre de 2019 - Alcance 239, con el cual se reforman los artículos 2, 8, 18 y 19 de la Ley N.º 9481, Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, de 13 de setiembre de 2017).] 


Durante el 2020 se construyó el informe 658-PLA-RH-MI-2020, relacionado con la actualización del presupuesto ordinario 2021 para la implementación de la Ley 9481, en el cual se refieren algunos cambios suscitados en el presupuesto de los diferentes programas presupuestarios del Poder Judicial producto de las necesidades para la implementación de la Ley y, nuevamente, ante la falta de presupuesto durante el 2020.

En el año 2021 se retomó la actualización del presupuesto para la atención de la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, en esta oportunidad, los detalles fueron remitidos a la Secretaría General de la Corte mediante el informe 436-PLA-RH-MI-2021, aprobado en ese año por el Consejo Superior y Corte Plena del Poder Judicial.

Siempre en relación con la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, concretamente en cuanto a las necesidades de remodelación e infraestructura, mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión extraordinaria 35-2021 celebrada el 30 de abril de 2021, artículo XI, se avaló la inclusión de ¢511,276,927 dentro del presupuesto ordinario del Poder Judicial del 2022, según se detalla a continuación:

“…2) Considerando la solicitud presentada por la Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales, Coordinadora de la Subcomisión de Delincuencia Organizada, mediante oficio S-CJEDO-05-2021, y una vez analizada las posibilidades presupuestarias, a partir del tope o límite establecido para la formulación presupuestaria del 2022 al Poder Judicial, tanto en gasto corriente como en gasto de capital y reconociendo la urgencia de brindar contenido presupuestario a esta jurisdicción, se avala la inclusión de recursos para atender las necesidades de infraestructura, por un total de ₡511.276.927 (Quinientos once millones doscientos setenta y seis mil novecientos veintisiete colones exactos), los cuales se incluirán como parte del presupuesto ordinario del Poder Judicial del 2022. El contenido económico restante será enviado de forma independiente al presupuesto ordinario ya que responde a una necesidad producto de una ley especial…”

Seguidamente, la Corte Plena en sesión 21-2021 del 01 de junio de 2021, artículo II, acordó hacer una instancia al Ministerio de Hacienda y a la Asamblea Legislativa para que se valorara la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario del Poder Judicial para atender las nuevas obligaciones encomendadas por la Asamblea Legislativa, entre ellas la Ley 9481 “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica” (recursos solicitados mediante oficio 128-P-2021 de 15 de junio).

Producto de lo expuesto, se recibió comunicación por parte del Ministerio de Hacienda, propiamente de la Dirección General de Presupuesto Nacional, para incluir en el sistema de mociones la información correspondiente por un monto total de ¢2.900 millones, recursos que servirán para el financiamiento de 413 plazas durante el 2022 (394 plazas por 2 meses, 4 plazas por 4 meses y 15 plazas por 12 meses). Además, se incluyó el gasto correspondiente para la compra de licencias y equipo de cómputo. Es importante aclarar que existen una serie de necesidades adicionales (materiales, suministros, vehículos, chalecos antibalas, armas de fuego, municiones, esposas, equipos de comunicación, gastos confidenciales y otros rubros operativos, como los servicios públicos, combustibles y lubricantes; entre otros) para implementar la Jurisdicción en su totalidad y que, por limitaciones presupuestarias, no pudieron ser incorporadas en el presupuesto del 2022.

Ante lo expuesto, se detallan las necesidades de recurso económico para atender en definitiva la Ley 9481 durante el 2023, con la salvedad de que se están realizando esfuerzos, tanto por los diferentes ámbitos involucrados como por la Subcomisión de Delincuencia Organizada, para financiar algún porcentaje durante el 2022 mediante donaciones externas al Poder Judicial o modificaciones internas.

1. Costos y necesidades por programa presupuestario por impacto de Ley 9481: “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”:

La Dirección de Planificación solicitó a las administraciones y personal encargado de cada uno de los ámbitos, a saber, Dirección Ejecutiva, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, Escuela Judicial, Gestión Humana y Dirección de Tecnología de Información, la revisión y actualización de los requerimientos necesarios para la continuación de la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada durante el 2023, considerando que ya fueron aprobados dentro del presupuesto 2022 los recursos para la compra de licencias y equipo de cómputo, y haciendo énfasis en que debían excluir los requerimientos que pudieran ser cubiertos mediante cooperación internacional, o bien, con recursos ordinarios del 2022 con modificaciones presupuestarias, producto de prioridades que se redireccionen para dar contenido a la implementación de esta Ley, tomando como referencia lo dispuesto en el informe 1183-PLA-PP-2021[footnoteRef:64], del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales, de la Dirección de Planificación, relacionado con la Moción 15 sobre el gasto ordinario para atender las nuevas obligaciones encomendadas por la Asamblea Legislativa, entre ellas la Ley 9481 “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”. [64:  Conocido por Corte Plena en sesión 45-2021 del 25 de octubre del 2021, artículo XXI.] 


Es importante señalar que, durante el proceso de recolección de datos, los diferentes ámbitos solicitaron ampliación del plazo para remitir la información, solicitud que fue concedida por parte de la Dirección de Planificación. 

[bookmark: _Hlk101737154]Seguidamente, el 23 de marzo del 2022, con motivo de la reunión convocada por el Despacho de la Presidencia con el equipo interdisciplinario conformado para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, se presentó el plan de trabajo relacionado con dicha implementación y como parte de los acuerdos tratados, se estableció que todos los ámbitos podían realizar una nueva revisión del presupuesto y remitir la actualización de los requerimientos a la Dirección de Planificación con fecha límite al 30 de marzo del 2022, para lo cual se recibió información de la Escuela Judicial, del Subproceso de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, del Ministerio Público y la Defensa Pública. 

[bookmark: _Hlk101441176]Posterior a esa fecha, mediante los oficios 17-INF/UAOIP-2022, 23-DG-2022 y 260-DG-2022, se solicitó por parte de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial la valoración de una propuesta relacionada con la modificación de la estructura aprobada para el 2022 y reasignación de algunas categorías de plazas para la conformación de la Oficina de Investigaciones de Estructuras Criminales, detalles que se indicarán más adelante (ver apartado 1.3). Adicionalmente se recibió el 22 de abril solicitud de la Defensa Pública para una variación en la propuesta de distribución del recurso humano de crimen organizado. De manera complementaria a la propuesta recibida por parte de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, el despacho de la Presidencia propició una reunión el 27 de abril de 2022, en donde se acordó que la propuesta sería remitida a la Oficina de Atención a la Víctima y a la Dirección Jurídica, mediante el oficio 706-OAPVD-2022 se recibió el criterio de la Oficina de Atención a la Víctima.

De acuerdo con toda la información recibida, de seguido se detallarán los requerimientos en cada uno de los programas presupuestarios.

[bookmark: _Hlk38022802][bookmark: _Hlk67490001]1.1. Programa 926 (Dirección, Administración y otros Órganos de Apoyo):

A continuación, se detallan los costos y necesidades de las oficinas involucradas en la implementación de la Ley 9481 que pertenecen al Programa 926:

1.1.1. Escuela Judicial:

Si bien es cierto, no se ha contado con recursos económicos por parte del Ministerio de Hacienda para impartir las capacitaciones programadas de acuerdo con los requerimientos de la Escuela Judicial, se tiene información suministrada por doña Rebeca Guardia Morales, Directora de la citada Escuela, en la que se refiere que, con motivo del Proyecto Corte/INL/FIU, sobre el “Fortalecimiento de la Respuesta Judicial ante la Delincuencia Organizada en Costa Rica” durante el 2020-2021 se impartieron una serie de capacitaciones bajo la modalidad virtual, según se detalla a continuación:

Ciber delincuencia en el mundo globalizado. Retos para la administración de la justicia penal.
Investigación en ciberdelincuencia: retos y herramientas.

Responsabilidad por omisión impropia en Delincuencia Organizada.

Blue Team.

Criminalidad organizada, sistema financiero y delito económico.

El deber de garante de las y los funcionarios públicos en actividades financieras, bancarias y fiscales y las responsabilidades penales por omisión.

Seguridad administrativa en diligencias judiciales en procesos de crimen organizado[footnoteRef:65]. [65:  Este curso se impartió en dos ocasiones (a dos grupos diferentes).] 


Delincuencia organizada y financiación del terrorismo.

El delito de legitimación de capitales.

En los diferentes cursos se contó con la participación de personas juzgadoras, personal de la Defensa Pública, del Ministerio Público y de la Policía Judicial. Estas actividades se realizaron con la cooperación de la Embajada de los Estados Unidos y la participación de la Universidad Internacional de la Florida, como parte de las acciones para la futura implementación de la Ley 9481 “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica” y Ley 9769 “Fortalecimiento de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada”.

Además, se informó que durante el 2022 se pretende replicar todas las actividades de capacitación realizadas durante el periodo 2020-2021, con recursos del presupuesto ordinario de la Escuela Judicial y, adicionalmente, se estarían incorporando las siguientes actividades de capacitación:

Elementos introductorios de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica y su Ley de Fortalecimiento.

Elementos introductorios para la especialización en Trámite de Asuntos de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

Fortaleciendo de competencias para prevenir el delito de trata de personas, en especial de niños, niñas y adolescentes.

Elementos Fundamentales de Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas.

Aspectos fundamentales de la lucha contra la criminalidad organizada. (PACcTO).

[bookmark: _Hlk101786322]De igual manera, se estará desarrollando e impartiendo una Especialización en Delincuencia Organizada para las personas que atenderán esta Jurisdicción, no obstante, también se ha visibilizado la necesidad de impartir capacitaciones internas en materia de Delincuencia Organizada para la población ordinaria del Poder Judicial (personal diferente al que atenderá la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada).

En tal sentido, como parte del programa desarrollado, se ha capacitado a 41 personas en el curso denominado “Elementos introductorios de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica y su Ley de Fortalecimiento”, dirigido a personal juzgador y profesional, así como también, a 90 personas en el curso denominado “Elementos introductorios para la especialización en Trámite de Asuntos de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada”, dirigido a personal técnico y coordinador judicial. Estas dos actividades específicas, se tiene programado replicarlas durante el 2022 y en cuanto a los demás cursos, también se aceptará la participación del personal ordinario, aunque se dará prioridad a las personas que atenderán la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

Ahora bien, de acuerdo con lo señalado en el oficio EJ-DIR-041-2022 de la Escuela Judicial, así como también, mediante ampliaciones de información vía correo electrónico y múltiples reuniones sostenidas con el personal a cargo, se refirió la necesidad de contar con recursos adicionales para cubrir algunas necesidades de capacitación que estarían quedando pendientes para el 2023, concretamente, para suplir 6 meses de permiso a 2 plazas de personas juzgadoras (Juezas o Jueces 4 del programa 927), que se dedicarían a la etapa del desarrollo y ejecución de las actividades académicas, y adicionalmente, 5 meses de permiso a 6 plazas de jefe de investigación 1 (del programa 928), para atender las necesidades de capacitación mediante la Unidad de Adiestramiento del OIJ, según se detalla a continuación:

Tabla 1: Detalle de plazas para suplencias en capacitación para el programa 927:

	Personas facilitadoras requeridas en la etapa del desarrollo y ejecución de las actividades académicas
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza
	Período 2023

	
	2
	Jueza o Juez 4
	6 meses


Fuente: Elaboración de la Dirección de Planificación, con información brindada por la Escuela Judicial.

Tabla 2: Detalle de plazas para suplencias en capacitación para el programa 928:

	Especialistas en contenido (Jefe de Investigación 1) para la etapa del desarrollo y ejecución de las actividades académicas.
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza
	Período 2023

	
	6
	Jefe de Investigación 1
	5 meses


Fuente: Elaboración de la Dirección de Planificación, con información brindada por la Escuela Judicial.

En relación con las suplencias para el Programa 927, es importante señalar que existe un plan de trabajo entre la Gestoría de Materia Penal Jurisdiccional, la Subcomisión de Crimen Organizado y la Dirección de Planificación, para que una sección del Tribunal Penal de San José (flagrancia) de soporte a la Escuela Judicial en el diseño de la capacitación durante el segundo semestre del 2022, fechas que están próximas a ser comunicadas y que se completarán este año, por lo  cual se propone para el 2023 las capacitaciones sean asumidas con recurso ordinario.

En estrecha relación con las actividades de capacitación del Programa 928, se solicitaron recursos para la atención de viáticos y alimentación por un monto total de ₡243.208.000,00 cuyo destino es satisfacer las capacitaciones del personal del Organismo de Investigación Judicial durante el 2023, concretamente para 234 plazas, con una duración de 7 meses en total de forma bimodal (capacitación presencial/virtual), es importante señalar que estos recursos no se habían solicitados en el presupuesto 2022, ni en las anteriores formulaciones de presupuesto, debido a las limitaciones presupuestarias y el límite incluido a la formulación de los ingresos corrientes se está priorizando los recursos para alimentación y viáticos, sin embargo no es posible incluir los recursos destinados a las sustituciones de los especialistas en contenido por lo que se deberá internamente realizar un esfuerzo para suplir con recurso ordinario estas tareas.

1.1.2. Dirección de Gestión Humana:

[bookmark: _Hlk101439295]Según información recibida mediante correo electrónico del Subproceso de Gestión de la Capacitación, de la Dirección de Gestión Humana, es vital contar con los recursos para suplencia de una plaza de persona Gestora de Capacitación 1 durante 6 meses del 2022 y 12 meses del 2023, con la finalidad de iniciar con la construcción de una oferta de capacitación para el ámbito administrativo de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada y posteriormente implementar dicha capacitación. 

[bookmark: _Hlk102058107]Tabla 3: Detalle de la plaza para suplencias en capacitación para el programa 926:

	Permiso de profesional Gestor de capacitación 1 conforme al artículo 44 de la Ley Orgánica.
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza
	Período 2023

	
	1
	Gestor de Capacitación 1
	12 meses


Fuente: Elaboración de la Dirección de Planificación, con información brindada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana.

Al respecto, se estima necesario que la Dirección de Gestión Humana, concretamente por medio del Subproceso de Gestión de la Capacitación pueda realizar esfuerzos para atender de manera prioritaria las capacitaciones de Delincuencia Organizada con recursos ordinarios del 2022, mediante modificaciones presupuestarias, producto de prioridades que se redireccionen para dar contenido a la implementación de esta Ley, según lo dispuesto en el informe 1183-PLA-PP-2021, de la Dirección de Planificación, relacionado con el gasto ordinario para atender las nuevas obligaciones encomendadas por la Asamblea Legislativa, es importante señalar que estos recursos no se habían solicitados en el presupuesto 2022, ni en las anteriores formulaciones de presupuesto, debido a las limitaciones presupuestarias y el límite incluido a la formulación de los ingresos corrientes se está priorizando los recursos para alimentación y viáticos, sin embargo no es posible incluir los recursos destinados a las sustituciones de los especialistas en contenido por lo que se deberá internamente realizar un esfuerzo para suplir con recurso ordinario estas tareas.

Adicionalmente, Gestión Humana solicitó la inclusión de un equipo de cómputo y sus respectivas licencias para poder laborar en la construcción de la oferta de capacitación, sin embargo, la Dirección de Planificación reitera que las capacitaciones para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada deben ser cubiertas con recursos ordinarios durante el 2022, considerando que el personal inicia labores a partir de noviembre del año en curso. En relación con el equipo de cómputo, se indica que ya se cuenta con el presupuesto para la compra de equipo de cómputo durante el 2022 por parte de la Dirección de Tecnología de la Información, quienes, además realizaron la estimación de los recursos necesarios para atender el tema de la renovación anual requerida de 413 suscripciones Office365 para esta nueva jurisdicción.

[bookmark: _Hlk68681159]En otro orden de ideas, se tiene referencia extraoficial, que señala la recomendación de la Sección de Análisis de Puestos para recalificar algunas plazas de la Jurisdicción, entre ellas, 30 plazas de Agente de Protección 1 asignadas a la Unidad de Protección a Funcionarios (UPRO); 1 plaza de Gestor de Capacitación 3 de la Unidad de Adiestramiento del OIJ (asignada de manera errónea a la Escuela Judicial[footnoteRef:66]) y 1 plaza de Defensor Público Coordinador 2, asignada a la Jefatura de la Defensa Pública. Sin embargo, no se cuenta con ningún oficio o informe que de certeza de lo indicado y en tal carácter, de existir algún sustento técnico por parte de la Dirección de Gestión Humana, se solicita sea informado de manera oportuna a las instancias correspondientes para subsanar cualquier inconveniente que se pueda presentar, por lo que se reitera que en la propuesta de presupuesto 2023 se basa en las categorías de los puestos que estaban aprobados al 2022. [66:  Se logró evidenciar que la plaza 383480, de Gestor de Capacitación 3, fue adscrita en la oficina 35 y no en la oficina 37 donde corresponde, ya que pertenece a la Unidad de Adiestramiento del OIJ, situación que fue comunicada mediante correo electrónico el 1 de febrero del 2022 a la Dirección de Gestión Humana para las correcciones correspondientes.] 


1.1.3. Dirección de Planificación:

Propuesta técnica de la Dirección de Planificación.

A la Dirección de Planificación mediante el informe 42-PLA-MI-2018 se le asignó una plaza de Profesional 2 para poder analizar la Jurisdicción de Crimen Organizado, sin embargo, se propone hacer una modificación de la categoría de dicho recurso con la finalidad de dar un mejor servicio público, justificado en los siguiente antecedentes y argumentos:

El Departamento de Planificación, hoy Dirección, fue creado por Corte Plena el 6 de mayo de 1989, del 2009 al 2011 fue sujeto a revisión como parte del proyecto de Evaluación Administrativa del Poder Judicial ejecutado por el Consorcio TATUM-FUNDEPOS-LKS, en el marco de la Licitación Abreviada 2009LA-000110-PROV, denominada “Consultoría para la evaluación de la estructura administrativa del Poder Judicial de Costa Rica”, en el caso concreto de la Dirección de Planificación se propuso crear dos direcciones a partir de la estructura actual: a. La Dirección de Planificación y Control de la Gestión, b. La Dirección de Proyección Institucional. El modelo fue conocido en la sesión de Corte Plena N° 17-14, celebrada el 28 de abril de 2014, artículo XXXVI, la propuesta no fue aprobada porque promovía la centralización en la toma de decisiones y convertía a la Gerencia General en un órgano unipersonal, la Corte Plena indicó que el modelo que se adopte de estructura administrativa debe tener los frenos y contrapesos necesarios para promover un ejercicio equilibrado del poder. Sin embargo, se aprobó cambiar la nomenclatura de Departamento a Dirección de Planificación.

En el 2014, se realizó el Taller de 25° Aniversario de la Dirección de Planificación el cual fue autorizado por el Consejo Superior en la sesión N° 76-14 del 26 de agosto de 2014, artículo XLVI , espacio en el cual se pudo hacer una revisión interna de los procesos y se logró construir el instrumento de análisis administrativo denominado: Fortalezas, Debilidades, Oportunidades y Amenazas (FODA) y logró también construir el otro instrumento administrativo complementario al anterior denominado: Mejoras las Fortalezas, Explotar las Oportunidades, Corregir las Debilidades y Afrontar las Amenazas (MECA). 

El Consejo Superior en la sesión N° 46-15 del 14 de mayo de 2015, artículo XLIX aprobó el proyecto denominado “Esquematización de los antecedentes en materia de reestructuración de la Dirección de Planificación.” El Consejo Consultivo de la Dirección de Planificación con el apoyo de la Presidencia de la Corte determinó la necesidad de un rediseño integral de la Dirección, propuesta que fue presentada al Consejo Superior mediante el oficio N° 1193-PLA-2015, del 4 de agosto de 2015, lo cual fue aprobado en la Sesión N° 75- 15 del 20 de agosto de 2015, artículo LV. 

Previo al rediseño de procesos, se tuvo conversaciones con el mismo consorcio que había realizado la Licitación Abreviada 2009LA-000110-PROV que se denominó “Consultoría para la evaluación de la estructura administrativa del Poder Judicial de Costa Rica”, sin embargo por un tema de control interno y aprovechamiento de los recursos para no solicitar un mismo estudio dos veces lo que implicaba un costo adicional para la institución que podía convertirse en objeto de cuestionamiento público se prefirió realizar el rediseño con recurso interno de la Dirección. Los materiales que la consultoría había elaborado fueron revisados y sirvieron como base al proyecto de rediseño, según lo aprobado por la Corte Plena en la sesión N° 17-14 del 28 de abril de 2014, artículo XXXVI donde se acordó señalar que el organigrama escenario N° 2 de la propuesta debía de convertirse en un insumo de trabajo mediante el cual la Corte Suprema de Justicia analizara y definiera el modelo de organización que mejor promoviera la eficiencia y eficacia, en ese modelo existía una sola Dirección de Planificación.

La Dirección de Planificación elaboró el informe 974-PLA-2016 con los resultados del Diagnóstico de la Dirección y posteriormente el informe No. 1576-PLA-2016-B relacionado con el “Rediseño de la Dirección de Planificación” aprobado por el Consejo Superior, en la sesión No. 95-16, celebrada el día 13 de octubre del 2016, artículo LXII, se planteó la propuesta de estructura por procesos de la Dirección de Planificación, en el cual se creó el Subproceso de Modernización Institucional, conformado por una Jefatura, dos Coordinadoras o Coordinadores y seis profesionales 2, el objetivo de este subproceso es gerenciar la modernización de los ámbitos jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia de acuerdo al plan estratégico, a mediano y largo plazo.

A continuación, se muestra una figura con el organigrama de dicho Subproceso:


Imagen 1: Organigrama del Subproceso:

Fuente: Dirección de Planificación.

El Subproceso de Modernización Institucional tiene las siguientes funciones:

Estudios de Rediseño: consiste en aplicar la herramienta ingenieril de rediseño para hacer un diagnóstico de un despacho judicial y a partir de la problemática que se encuentre, se diseñen propuestas de mejora, las cuales se puedan posteriormente implementar. Los rediseños tendrán tres momentos procesales, tal como lo establece la circular 71-2015 sobre el Manual Metodológico Institucional para el rediseño de procesos: diagnóstico, diseño de propuestas de mejora e implementación. Una vez implementado el rediseño, el Equipo de Mejora de Procesos junto a la Administración Regional deberán darle el seguimiento a la mejora continua de las oficinas. Se encarga de manera complementaria con la etapa número uno del modelo de sostenibilidad.

Proyectos de Ley: la Dirección de Planificación será la encargada de la definición de la forma en la cual se van a implementar los proyectos de Ley en concordancia con lo que establezcan las Comisiones y autoridades institucionales.

Proyectos de Creación de despachos: la creación de un despacho u oficina judicial deben de contar con un estudio técnico y el acompañamiento de la Dirección de Planificación, esto implica un acompañamiento de la forma en la cual van a funcionar, la metodología de trabajo y las labores logísticas accesorias para el funcionamiento adecuado de una oficina.

Estudios de Estructura Jerárquica: para poder llevar a cabo la propuesta de un cambio de estructura jerárquica es necesario un diagnóstico de la estructura actual y a partir de las oportunidades de mejora, actividades improductivas, cuellos de botella y actividades que no agregan valor (mudas) debe diseñarse una propuesta de estructura jerárquica, por lo tanto para que exista una sintonía con el tema de rediseño, los proyectos de cambios de estructura jerárquica deben de estar alineados en el mismo subproceso.

Dentro de este subproceso se propone:

Unidad de Modernización Jurisdiccional compuesta por una Coordinadora o Coordinador junto a cinco profesionales.

Unidad de Modernización del Ámbito Administrativo y Auxiliar de Justicia a cargo de una Coordinadora o Coordinador junto a un profesional y con la rectoría de las personas profesionales del Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, que se destaquen en los temas de Modernización.

La Dirección de Planificación Mediante el informe No. 1576-PLA-2016-B relacionado con el “Rediseño de la Dirección de Planificación” aprobado por el Consejo Superior, en la sesión No. 95-16, celebrada el día 13 de octubre del 2016, artículo LXII, se planteó la pertinencia de convertir en ordinarias las plazas de Profesional 2  ( Ingeniería Industrial)  asignadas para que, una vez finalizada la implementación del Sistema de Seguimientos de Casos -SSC- se dedicaran a la modernización del Ministerio Público y la Defensa Pública, con la rectoría de la Dirección de Planificación. Dicho informe literalmente plantea lo siguiente:

“(…) en el Ministerio Público y Defensa Pública existe el proyecto de implementación del Sistema de Seguimiento de Casos, lo cual fue analizado en la formulación presupuestaria del 2016, estudio 20-PLA-PI-2016, estudio en el cual las plazas fueron recomendadas de manera extraordinaria para el 2017, según acta N° 35-16, del 13 de abril de 2016, artículo IV, comunicado mediante el oficio 165-CSP-2016. Por lo tanto, para darle continuidad a la función, se propone que estas plazas puedan convertirse en ordinarias para el 2018 y lograr que una vez que finalice la implementación del Sistema de Seguimiento de Casos se dediquen a los temas de modernización del Ministerio Público y la Defensa Pública, con la rectoría de la Dirección de Planificación, específicamente de la Unidad de Modernización del Ámbito Auxiliar de Justicia y Administrativo (…)” La negrita y cursiva no corresponden al documento original.

Después de la implementación del rediseño de procesos de la Dirección de Planificación a nivel institucional se dieron una serie de reformas procesales y proyectos institucionales de rediseño de procesos que tuvieron un impacto directo en la carga de trabajo del Subproceso de Modernización Institucional:

Reforma Código Procesal Laboral, 2017
Reforma Código Procesal Civil, 2018
Preparación para la Reforma Código Procesal de Familia, 2022
Preparación para la Reforma Código Procesal Agrario, 2023

Dichos proyectos tuvieron un impacto directo en la carga de trabajo y cantidad de recurso humano de la Unidad de Modernización Jurisdiccional en donde se pasó de tener 5 plazas de Profesional 2 a 10, lo cual implica un crecimiento del 100% de dicha Unidad.

A partir de agosto de 2017 inició el proyecto de la mejora integral del proceso penal, amparado en los siguientes antecedentes:

La Auditoria Judicial bajo el oficio 259-66-SAO-2016, emitió el informe “Estudio Operativo de los Tribunales Penales, en el cual dentro de sus principales aspectos destacan la necesidad de tener una uniformidad en controles existentes y en la estandarización de procesos.	

Consecuentemente, la Corte Plena en sesión 15-16, artículo XVII, aprobó el estudio operativo en los Tribunales Penales del país y con base a esto, el Despacho de la Presidencia diseña en conjunto con la Dirección de Planificación el Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, este proyecto a su vez fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 71-17 del 1 de agosto del 2017, artículo CXI, en el mismo se realiza una visita a todos los Tribunales de Juicio, Secciones de Flagrancia y Juzgados Penales del país, con el fin de obtener un diagnostico general de la situación actual en esta oficinas, así como la estandarización de agendas de señalamiento.

En la sesión del Consejo Superior 25-2018, llevada a cabo el 4 de abril de 2018, artículo XI, se conoció el informe de requerimiento humano 19-PLA-OI-2018, en el que se analizó el recurso humano adicional del “Sistema de Seguimiento de casos -SSC- en el Ministerio Público y la Defensa Pública, ordenándose incluir dentro del anteproyecto de presupuesto del 2019, entre otras, 2 plazas de Profesional 2 como ordinarias, con el fin de dar continuidad a la mejora continua en los ámbitos auxiliares de justicia y 7 plazas extraordinarias de Profesional 2 para la Dirección de Planificación.

La Dirección de Planificación procedió a diseñar los modelos de tramitación del Juzgado Penal, Tribunal de Juicio, Secciones de Flagrancia, Juzgado de Ejecución de la Pena, Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial como parte del proyecto de mejora integral del proceso penal, en el cual se deben abordar los 15 Circuitos Judiciales del país y dar seguimiento al 100% de los despachos.

El proyecto de la mejora integral del proceso penal tuvo un impacto directo en la carga de trabajo del Subproceso de Modernización Jurisdiccional, debido a que en la Unidad de Modernización del Ámbito Administrativo y Auxiliar de Justicia se pasó de tener tres profesionales 2 a ocho, es decir un crecimiento de un 200% del personal. 

Para atender el proyecto de la mejora integral del proceso penal la Dirección de Planificación fue reforzada inicialmente con un permiso con goce de salario de Jefe Administrativo 4 del Subproceso de Organización Institucional, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 110-17, del 07 de diciembre de 2017, artículo LXXIII. Posteriormente en la evolución del proyecto y por temas de contenido presupuestario este permiso con goce de salario fue reemplazado por uno de Coordinador de Unidad 3, el cual se mantuvo desde junio de 2018 a enero 2021, el proyecto se convirtió en un recargo de la Jefatura del Subproceso de Organización Institucional, sin embargo, en Consejo Consultivo de la Dirección de Planificación se analizó la ubicación idónea del proyecto de mejora integral del proceso penal dentro de la estructura de la Dirección de Planificación, por lo cual se concluyó que debía estar en el Subproceso de Modernización Institucional junto al equipo de trabajo del ámbito auxiliar de justicia (Fiscalía, Defensa Pública y OIJ), para dar un solo impulso institucional y mejorar las coordinaciones internas. A partir de febrero 2021, el permiso con goce de salario de Coordinadora o Coordinador de Unidad pasó a ser de Profesional 2, por un tema de limitaciones presupuestarias, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 25-2021 celebrada el día 25 de marzo del 2021,ARTÍCULO LXXI y a partir de enero 2022 volvió a ser de Coordinadora o Coordinador de Unidad, según sesión 108-2021 celebrada el 16 de diciembre articulo XXIV.

El Subproceso de Modernización Institucional se encuentra conformado de manera ordinaria a abril 2022, de una Jefatura, 2 Coordinadores de Unidad, 23 Profesionales 2 y tiene adicionalmente cuatro permisos con goce de salario dos, los cuales responden a nuevas obligaciones del Subproceso relacionadas a la preparación de los Juzgados de Violencia Doméstica ante el nuevo Código Procesal de Familia, la gestión del proyecto de crimen organizado, la atención de solicitudes de materia civil y la coordinación del proyecto de mejora integral del proceso penal. También se vislumbra un acompañamiento a los despachos en la transición del nuevo código procesal de familia y agrario.

El circulante del Subproceso de Modernización Institucional (cantidad de referencias activas) oscila las 450 referencias, a este tema se le da seguimiento en los diferentes Consejos Consultivos de la Dirección de Planificación, según los acuerdos tomados en diciembre 2021, la recomendación es que dicho Subproceso para este año contara con tres Unidades, dos de manera formal Unidad de Modernización Jurisdiccional, Unidad de Modernización del Ámbito Auxiliar de Justicia-Administrativo y una tercera informal liderada por el permiso con goce de salario de Coordinadora o Coordinador de Unidad, especializada en el tema de modernización jurisdiccional penal.

Con la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, el Subproceso de Modernización Jurisdiccional debe de dar cobertura a la nueva jurisdicción, en las tareas propias de la Dirección de Planificación, ligadas a estudios de rediseño, definición de parámetros de gestión, impactos de ley, cargas de trabajo y sostenibilidad de los despachos, por lo cual la recomendación técnica es que dicho recurso en lugar de ser una plaza de Profesional 2, sea de Jefatura, para que de esa forma se pueda regresar al esquema original aprobado por el Consejo Superior a inicios del proyecto de mejora integral del proceso penal y de esta forma  contar con una Jefatura exclusiva para temas de materia penal, de esta forma se reemplazaría el permiso con goce de salario que se tiene actualmente de Coordinador de Unidad, generando un ahorro para la institución de 26.738.000 colones (costo de permiso con goce de salario de Coordinador de Unidad menos diferencia por recalificación de un Profesional 2 a Jefatura):

Tabla 4: Detalle de las estimaciones referidas:
	Puesto
	Costo

	Jefe Administrativo 4
	₡44.323.000

	Coordinador de Unidad 3
	₡36.080.000

	Profesional 2
	₡34.981.000

	Diferencia recalificación
	₡9.342.000

	Ahorro institución
	₡26.738.000


Fuente: Dirección de Planificación
*El ahorro sería a partir de prescindir del permiso con goce de salario de Coordinador de Unidad

Por lo tanto, la modificación propuesta derivaría en ordinariar un nuevo Subproceso en la Dirección de Planificación, para que de esta forma se tenga un Subproceso de Modernización Penal y un Subproceso de Modernización no Penal (Civil, agrario, contencioso, laboral, familia, pensiones alimentarias, constitucional), integrado cada uno de ellos por una plaza de Coordinadora o Coordinador y 13 Profesionales 2 en el Subproceso de Modernización Penal y 11 Profesionales 2 en el Subproceso de Modernización No Penal.

Las tareas que tendría cada Subproceso serían las mismas definidas por el Consejo Superior en la reestructuración de la Dirección de Planificación, pero en sus diferentes alcances, uno en materia penal y otro en las materias no penales: proyectos de rediseño, proyectos de ley, proyectos de creación de despachos y de estructura jerárquica.

De esta forma se le podría dar un impulso directo a la nueva jurisdicción de crimen organizado, al tener un Subproceso especializado en temas de materia penal, teniendo de sus beneficios:

Atención directa de referencias o solicitudes de materia penal

Reducción del actual circulante del Subproceso de Modernización en tener dos Subprocesos

Reducción del tramo de control de la Jefatura administrativa

Adicionalmente se tendrá la ventaja que se tendrá otro Subproceso a nivel institucional para impulsar directamente los temas, proyectos y solicitudes del Consejo Superior ligadas a materias no penales: civil, cobro, laboral, familia, pensiones alimentarias, agrario, contencioso, notarial y constitucional.

El Proceso de Ejecución de las Operaciones tendría la siguiente estructura formal:

Imagen 2: Estructura del Proceso de Ejecución de las Operaciones:


Fuente: Dirección de Planificación.

También debe tomarse en cuenta lo establecido en el artículo 16 de la Ley De la Jurisdicción Especializada de Crimen Organizado, el cual le da una nueva competencia a la Dirección de Planificación:

“ARTÍCULO 16-Contenido presupuestario e integración inicial de los tribunales El Ministerio de Hacienda deberá otorgar el contenido económico suficiente para la operación de los juzgados y tribunales que se crean mediante la presente ley. Al momento de la publicación de la presente ley, el Ministerio de Hacienda deberá girar, de forma efectiva y completa, los recursos necesarios que permitan al Poder Judicial la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada; asimismo, deberá girar anualmente los recursos necesarios que permitan el funcionamiento de esta Jurisdicción. El Poder Judicial deberá garantizar los recursos necesarios para el funcionamiento de la Jurisdicción creada en la presente ley. El Departamento de Planificación del Poder Judicial recomendará el número de funcionarios que se deberán desempeñar en esta Jurisdicción, al momento de entrar en vigencia la presente ley."

1.1.4. Dirección de Tecnología de Información (DTI):

De acuerdo con el oficio 315-DTI-2022 de la Dirección de Tecnología de la Información, con motivo del presupuesto aprobado en el 2022, se podrá solventar la necesidad de equipo de cómputo y compra de licencias para el personal que atenderá la Jurisdicción, concretamente, 413 suscripciones Office 365 y 241 computadoras (142 de escritorio y 99 portátiles), lo anterior, tomando en consideración la relación según el perfil competencial de cada puesto.

Por otra parte, ante el arriendo de un edificio para albergar a todo el personal del Organismo de Investigación Judicial, que incluye a las oficinas de protección (UPRO y UPROV), así como también, debido a las remodelaciones en el cuarto piso del edificio de Tribunales de San José, requeridas para ubicar al personal del Ministerio Público (programa 929) y Defensa Pública (programa 930), es necesario incluir recursos económicos para la compra de equipo de comunicación (sistemas de grabación para las salas de juicio, pantallas led, cámaras web, teléfonos IP); equipo y programas de cómputo (microcomputadoras para las salas de juicio, distribuidores (switch), dispositivos para almacenamiento de información en red, servidores para red de cómputo); bienes intangibles que consisten en la renovación anual requerida para las suscripciones Office365 y el costo por servicio de enlaces de comunicación para enlazar la red privada del Poder Judicial al nuevo local para ubicar al personal del OIJ.

[bookmark: _Hlk94618852]En síntesis, los costos para cubrir las necesidades expuestas con anterioridad fueron presupuestados por la Dirección de Tecnología de la Información en un monto total de ₡331.439.523,00. 

[bookmark: _Hlk98927863]1.1.5. Dirección Ejecutiva:

Se recibieron los oficios 370-DE-2022 y 695-DE-2022 de la Dirección Ejecutiva en los cuales se informó que, se ha logrado avanzar con las etapas iniciales de contratación de los proyectos de remodelación y que, con el propósito de concluir antes del ingreso del personal en noviembre de 2022, se están realizando movimientos presupuestarios para lograr cubrir todos los proyectos de remodelación, a saber:

Proyecto Remodelación Crimen Organizado, mezanine y 3er piso Tribunales del ICJSJ.

Caseta de seguridad y bolardos en los Tribunales de Justicia San José para Delincuencia Organizada.

Salas de Juicio en el primer piso para la materia ordinaria del edificio.

Proyecto de Cerramiento de balcones con Parasoles e instalación de bolardos.

En cuanto a este último proyecto, debido a que no se contó con ninguna oferta y ante la prioridad de la remodelación en el tercer piso para ubicar a la nueva jurisdicción, se tomará los recursos de dicho Proyecto para cubrir el faltante que no fue posible cubrir con la Modificación Externa y, en consecuencia, se requiere para el año 2023 un total de ₡271.691.496,01 en el programa 927.

En igual sentido, para el 2022 se cuenta con recursos para cubrir el proyecto de remodelación en el cuarto piso del edificio de Tribunales (ubicación de la Defensa Pública y Ministerio Público), utilizando recursos de la Administración de Tribunales, no obstante, se deberá incluir en el presupuesto del 2023 un monto total de ₡155.000.000,00 en el Programa 926, para cubrir el proyecto de reacondicionamiento eléctrico (este proyecto se estaría posponiendo para poder realizar la remodelación del cuarto piso).

Además, se realizaron actualizaciones relacionadas con los equipos de seguridad como marcos detectores y máquinas de rayos x y se valoró la incorporación de un Circuito Cerrado de Televisión (CCTV). En resumen, el monto total para el 2023 en ambos programas (926 y 927) asciende a ₡716.753.706,01 (sin considerar la partida presupuestaria de remuneraciones).

Adicionalmente, se solicitó una valoración de las plazas extraordinarias otorgadas durante el 2022 para conformar el ente técnico encargado de las labores de implementación (remodelaciones), con la finalidad de que puedan ser otorgadas de manera ordinaria en el 2023, debido a la continuación de los proyectos y ante las cargas de trabajo asumidas por el Departamento de Servicios Generales en relación con todos los proyectos constructivos.

En línea con lo anterior, el 17 de marzo de 2022 se recibió el oficio 439-DJ/CAD-2022 de la Dirección Jurídica, en el cual se señala la necesidad de que la plaza de Asesor Jurídico 1 otorgada a esa oficina, en apoyo a los procesos de contratación de los proyectos liderados por la Dirección Ejecutiva, se mantenga durante el 2023 y, de ser posible, sea igualmente valorada de manera ordinaria, tal como lo solicitó la Dirección Ejecutiva en oficio 370-DE-2022.

La argumentación expuesta por la Dirección Jurídica radica en que, aún existen varias contrataciones en su etapa inicial y otras que todavía no han iniciado, y que los procedimientos de contratación son muy extensos y no finalizan en el acto de adjudicación, sino que la Dirección Jurídica tiene una participación permanente y activa no solo en las etapas de planificación y concurso, sino también, en la etapa de ejecución contractual y lo que esta implica, como es la atención de solicitudes de criterio jurídico sobre aspectos varios y en casos de incumplimiento contractual la atención de todo el procedimiento administrativo para finalmente emitir el criterio y recomendación correspondiente ante el Consejo Superior.

Adicionalmente se refiere que, el plazo legal de respuesta de los procedimientos de contratación se reduce hasta en un 50% con la nueva Ley de Contratación Pública que entrará a regir en diciembre del 2022, sumado a que, la sola implementación de la Ley 9481, producirá un proceso de apoyo permanente.

A continuación, se muestra el detalle de las plazas que conforman el ente técnico de apoyo a la Dirección Ejecutiva y el costo anual requerido que implicaría adicionarlas dentro de la estructura ordinaria de la Jurisdicción:

Tabla 5: Costo anual de las plazas solicitadas para conformar el ente técnico
(Oficio 370-DE-2022 de la Dirección Ejecutiva)
	Oficina
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza
	Período
	Costo

	Departamento de Proveeduría
	1
	Profesional 2
	12 meses
	₡34 981 000

	Departamento de Servicios Generales
	2
	Profesional 2
	12 meses
	₡69 962 000

	Dirección de Tecnología de Información
	1
	Profesional en Telemática
	12 meses
	₡25 696 000

	Dirección Jurídica
	1
	Asesor Jurídico 1
	12 meses
	₡42 558 000

	Unidad de Salud e Higiene Ocupacional
	1
	Profesional 1
	12 meses
	₡24 357 000

	Total
	6
	-
	-
	₡197 554 000


Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.

Se hace la observación que en el caso de la plaza de Profesional en Telemática y Profesional 1 de la Dirección de Tecnología de la Información y de la Unidad de Salud e Higiene Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana, no se cuenta con el criterio técnico de las Jefaturas de dichas Direcciones, sin embargo, se realiza el costeo anualizado para valoración del Consejo Superior.

1.2. Programa 927 (Servicio Jurisdiccional):

Tal como se indicó en el apartado anterior, la Dirección Ejecutiva mediante los oficios 370-DE-2022 y 695-DE-2022 remitió la actualización de los costos y requerimientos para continuar con los proyectos de remodelación en el edificio de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, así como también, la actualización de costos varios relacionadas con maquinaria, equipo y mobiliario.

[bookmark: _Hlk97553876]En el caso concreto del Programa 927, los costos para el 2023 ascienden a un monto de ₡306.691.496,01, destinados al proyecto de cerramiento de balcones con parasoles e instalación de bolardos y a la compra de cámaras de seguridad para las áreas de los despachos, mezanine y cuarto de monitoreo (sin considerar la partida presupuestaria de remuneraciones).

1.3. Programa 928 (Organismo de Investigación Judicial):     
[bookmark: _Hlk37803175]
Con motivo del proceso de aprobación y discusión del presupuesto ordinario del Poder Judicial para el año 2022, el 20 de octubre de 2021, la Dirección de Planificación remitió a la Secretaría General de la Corte el informe 1183-PLA-PP-2021, relacionado con la Moción 15 sobre el gasto ordinario para atender las nuevas obligaciones encomendadas por la Asamblea Legislativa, entre ellas la Ley 9481 “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.

En dicho documento básicamente se informó sobre la inclusión de ¢511,276,926 para atender las remodelaciones e infraestructura del edificio de los Tribunales de San José, así como también, la aprobación de ¢2.900 millones para el financiamiento de 413 plazas durante dos meses del 2022 y el gasto correspondiente al equipo de cómputo. Lo anterior, bajo el entendido de que la diferencia de recursos deberá ser financiada en el año 2023 con el presupuesto ordinario, cooperación internacional o en su defecto con modificaciones presupuestarias durante el 2022.

Con ocasión de lo informado por la Dirección de Planificación, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial remitió ante el Consejo Superior el oficio 872-DG-2021, del 1 de noviembre de 2021, en el cual señalaron que para poder dar cumplimiento al mandato legal es necesario contar con todos los recursos para la adquisición de equipo, gastos fijos y costos relacionados con la capacitación del personal, entre otros detalles, que se echan de menos en el informe 1183-PLA-PP-2021.

Esta situación fue informada a la Dirección de Planificación el 5 de noviembre de 2021, mediante el oficio 9989-2021 de la Secretaría General de la Corte, quienes trasladaron a la Dirección de Planificación el oficio del OIJ para el trámite correspondiente, atendido mediante oficio 1350-PLA-PP-2021, del 1 de diciembre de 2021, en el que se indicó que la mayoría de los requerimientos planteados fueron contemplados en el informe 436-PLA-RH-MI-2021, según las coordinaciones que se realizaron con el mismo OIJ para la identificación de necesidades, estudio que fue aprobado posteriormente por el Consejo Superior y la Corte Plena en el proceso de aprobación del presupuesto institucional 2022, y remitido al Ministerio de Hacienda a solicitud de la Corte Plena como un requerimiento adicional debido a la imposibilidad de incorporarlo dentro del presupuesto ordinario por los límites de crecimiento impuestos por ese ministerio, y que en relación con los requerimientos para  capacitación, no fueron planteados dentro del informe 436-PLA-RH-MI-2021, ya que no fueron solicitados en su momento de manera específica, por parte de ese Organismo.

Mediante oficio 1085-2022 del 3 de febrero del 2022, la Secretaría General de la Corte, comunicó el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión 4-2022 del 31 de enero de 2022, artículo XXI, del que se extrae lo siguiente:

“…2.) Tener por conocido el oficio N°70-DG-2022, suscrito por el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial. 3.) Solicitar a la Dirección de Planificación, que en el plazo de un mes contado a partir del recibo del presente acuerdo, se refiera a los puntos 5 y 6 de las conclusiones contenidas en el informe N°1350-PLA-PP-2021, según lo indicado por el Organismo de Investigación Judicial. Se declara acuerdo firme…”

En atención a lo solicitado, la Dirección de Planificación confeccionó el oficio 146-PLA-PP-2022, del 22 de febrero de 2022, suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos, donde se detalló lo siguiente:

“...La Dirección de Planificación reitera que, los recursos para capacitación que señala el Organismo de Investigación Judicial en el oficio 872-DG-2021,  no fueron presentados por ninguna de  las instancias involucradas e interesadas en el proyecto,  ante  la Dirección de Planificación durante el proceso de consulta, que como se evidencia tiene tres ejercicios presupuestarios.

Por último señalar que la Dirección de Planificación como parte del proceso  de formulación de presupuesto para el año 2023, nuevamente está analizando los requerimentos presupuestarios para implementar la Ley 9481: “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”, a partir de los informes previamente aprobados y mediante los  mecanismos usuales de consulta a las instancias involucradas en este período presupuestario, por lo cual nuevamente se esta consultando a las instancias la actualización de necesidades para la aplicación de esta ley, informe que se consolidará y remitirá nuevamente para la aprobación formal del Consejo Superior y la Corte Plena, por lo que este período presupuestario es el oportuno para que planteen las nuevas necesidades para el año 2023 si así se considera a lo interno de esa Dirección...”

Mediante correos electrónicos del 19 y 20 de enero de 2022, la Administración del Organismo de Investigación Judicial remitió el detalle del presupuesto requerido para el 2023, de acuerdo con el programa 928 (OIJ y UPRO) y programa 950 (UPROV) [footnoteRef:67]. [67:  A pesar de que la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos pertenece al programa 950, el Organismo de Investigación Judicial (programa 928) asume la dirección funcional y todos los temas operativos relacionados con esta.] 


De manera general, se realizó la actualización de todas las partidas presupuestarias en relación con el presupuesto del periodo anterior, de lo cual se destaca que, con respecto al alquiler del edificio y servicios públicos, el monto total requerido debe incorporarse en el programa presupuestario 928 debido a que es el programa que posee la mayor cantidad de funcionarios y se piensa contratar un solo edificio.

En relación con el tema de posibles donaciones se indicó que, de momento no tienen competencia para referirse ya que dependen de las instancias externas que eventualmente puedan colaborar; misma situación se indicó con respecto a modificaciones presupuestarias, puesto que se torna complicado redireccionar recursos en estos momentos.

El 1 de abril del 2022 el Organismo de Investigación Judicial puso en conocimiento a la Dirección de Planificación los oficios 17-INF/UAOIP-2022 y 23-DG-2022, mientras que el 19 de abril del 2022 se recibió el oficio 260-DG-2022, por medio de los cuales, se expone una propuesta para conformar una oficina denominada “Oficina de Investigación de Estructuras Criminales del Organismo de Investigación Judicial”, identificada por las siglas O.I.C., la cual pasaría a ser una oficina homologa a la Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J.

Se propone que la “Oficina de Investigación de Estructuras Criminales” opere bajo la tutela inmediata de la Dirección General del OIJ, es decir, como un bloque independiente del Departamento de Investigaciones Criminales y estaría conformada por las Secciones de Homicidios, Estupefacientes, Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, Cibercrimen y Legitimación de Capitales, y, adicionalmente, se estaría incorporando la Sección Especializada contra la Delincuencia Organizada, encargada de atender la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

A continuación, se presenta la estructura propuesta por el Organismo de Investigación Judicial según sus áreas operativas, la ubicación de la sección a cargo de atender la Jurisdicción, asimismo, su oficina rectora (identificadas con un rectángulo color rojo):

Imagen 3: Propuesta de cronograma en relación con la ubicación de la Sección Especializada contra la Delincuencia Organizada. 
Fuente: Extraída del oficio 260-DG-2022, de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.

Para consolidar esta propuesta, el Organismo de Investigación Judicial solicita valorar la posibilidad de modificar la estructura aprobada para el 2022 de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, utilizando el contenido presupuestario de 45 plazas de Agentes de Protección 1 de la Oficina 1106, correspondiente a la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos del Programa 950, y 5 plazas de Oficiales de Intervención Táctica (SERT) del Programa 928, para un total de 50 plazas, de tal manera que, 42 plazas se deberían recalificar a otras categorías de puesto y se estaría prescindiendo de las restantes 8 plazas[footnoteRef:68]. De seguido, se muestra una tabla con el detalle de los puestos que se pretende modificar de acuerdo con la propuesta del OIJ: [68:  De las 8 plazas que se estaría prescindiendo, 3 corresponden a la categoría de Agente de Protección 1 (identificadas en la tabla con color oro claro) y 5 a la categoría de Oficial de Intervención Táctica (identificadas en la tabla con color azul claro). ] 


Tabla 6: Detalle de números y clases de puesto actuales y propuestos:
	Programa
	Código Oficina
	Puesto
	Oficina Actual
	Descripción Clase Actual
	Oficina Propuesta
	Descripción Clase Propuesta

	950
	1106
	383815
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383816
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383817
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383818
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383819
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383820
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383821
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383822
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383823
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383824
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383825
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383826
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383827
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383828
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383829
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383830
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383831
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383832
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383833
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383834
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383835
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383836
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383837
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383838
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383839
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383840
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383841
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383842
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383843
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Dirección General OIJ
	Custodio de Detenidos

	950
	1106
	383844
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Sección de Gestión Administrativa
	Jefe Administrativo 4

	950
	1106
	383845
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Sección de Apoyo a la Gestión
	Jefe Administrativo 4

	950
	1106
	383846
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Sección de Apoyo a la Gestión
	Profesional 1

	950
	1106
	383847
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Sección de Potencial Interno
	Jefe Administrativo 4

	950
	1106
	383848
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Sección de Potencial Interno
	Técnico Administrativo 3

	950
	1106
	383849
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Sección de Potencial Interno
	Técnico Administrativo 3

	950
	1106
	383850
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Sección de Potencial Interno
	Profesional 2

	950
	1106
	383851
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Oficina de Planes y Operaciones
	Jefe de Investigación 3

	950
	1106
	383852
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Oficina de Planes y Operaciones
	Asesor Operativo

	950
	1106
	383853
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Departamento de Investigaciones Criminales
	Profesional 1

	950
	1106
	383854
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Oficina de Investigación
de Estructuras
Criminales
	Jefe de Planes y Operaciones

	950
	1106
	383855
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Oficina de Investigación
de Estructuras
Criminales
	Subjefe de Planes y Operaciones

	950
	1106
	383856
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	Oficina de Investigación
de Estructuras
Criminales
	Asistente Administrativo 3

	950
	1106
	383857
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	-----
	-----

	950
	1106
	383858
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	-----
	-----

	950
	1106
	383859
	Unidad de Protección de Víctimas y Testigos
	Agente de Protección 1
	-----
	-----

	928
	658
	383668
	Servicio Especial de Respuesta Táctica (SERT)
	Oficial Intervención Táctica
	-----
	-----

	928
	658
	383669
	Servicio Especial de Respuesta Táctica (SERT)
	Oficial Intervención Táctica
	-----
	-----

	928
	658
	383670
	Servicio Especial de Respuesta Táctica (SERT)
	Oficial Intervención Táctica
	-----
	-----

	928
	658
	383671
	Servicio Especial de Respuesta Táctica (SERT)
	Oficial Intervención Táctica
	-----
	-----

	928
	658
	383672
	Servicio Especial de Respuesta Táctica (SERT)
	Oficial Intervención Táctica
	-----
	-----


Fuente: Elaboración de la Dirección de Planificación con información extraída del oficio 260-DG-2022, de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.

La Dirección de Planificación se reunió con la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y la Subcomisión de Crimen Organizado el 06 de abril 2022, para conocer la propuesta diseñada por el OIJ, se hizo la salvedad de que por el tema del tiempo para la presentación del informe al Consejo Superior no existía la holgura para poder desarrollar una valoración técnica de la factibilidad de dicha propuesta, por lo cual se acordó que sería incluida como un escenario adicional para valoración del Consejo Superior (incorporada en el escenario dos), sin embargo en ese espacio se hicieron una serie de observaciones generales de las implicaciones de la propuesta, por lo cual la Dirección General del OIJ remitió el oficio 260-DG-2022, el 19 de abril de 2022. 

Adicionalmente en la  reunión del Comité de Seguimiento a la Implementación de la Jurisdicción de Crimen Organizado del 21 de abril de 2022 y por solicitud del Despacho de la Presidencia se acordó una segunda reunión el 27 de abril para que la Dirección del OIJ presentará su propuesta y las implicaciones que tendría en otros ámbitos (Oficina de Atención a la Víctima, Ministerio Público, Defensa Pública, Dirección Ejecutiva, Dirección Jurídica, Dirección de Gestión Humana, Despacho de la Presidencia y Subcomisión de Crimen Organizado).

A continuación, se hace un extracto de los puntos principales del informe 260-DG-2022:

1.3.1. Posible impacto en el servicio que prestará la UPROV ante la reducción significativa de 45 plazas de Agentes de Protección 1:

En relación con las estadísticas de la Sede Central de la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos (sin considerar las Oficinas de las Sedes Regionales) se indicó lo siguiente:

“…La comparación de casos ingresados del año 2019 con el año 2020, se logra denotar una disminución del 23% el cual obedece al efecto de la pandemia del virus ARSCoV-2; no obstante, al comparar los años 2019-2021, los cuales se podría deducir que son años que tienden a las labores ordinarias, se obtiene como resultado porcentual que se mantiene una leve disminución para el año 2021. Por lo anterior, de mantenerse esa conducta de atención de ingresos de los casos, la UPROV, podría hacerle frente al incremento de casos nuevos que surjan con la entrada en vigor la nueva ley y el servicio que se deba brindar a la Oficina de Atención de Victimas y Testigos del Ministerio Público…”

Adicionalmente, mediante correo electrónico del 5 de abril del 2022, personal de la Unidad de Asesores Operativos del Organismo de Investigación Judicial manifestó lo siguiente:

“…Las iniciales peticiones que OIJ propuso en materia de recursos para el área de protección cambiaron cuando la norma del artículo 101 bis fue razonablemente modificada y cuando cambio la imperativa orden de proveer seguridad a todas las personas integrantes de JEDO, independientemente de su cargo y situación, para luego señalar que esa seguridad no era automática, sino que dependería de estudios técnicos y de circunstancias particulares…”

[bookmark: _Hlk101717132]1.3.2. Posible impacto en el servicio que prestará el SERT ante la reducción de 5 plazas de Oficiales de Intervención Táctica:

En relación con las plazas de Oficiales de Intervención Táctica para atender la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, se aprobaron un total de 10 plazas a partir de noviembre el 2022, sin embargo, la propuesta del OIJ refiere una reducción de 5 plazas.

Según se extrae del oficio 260-DG-2022, actualmente el SERT cuenta con 19 personas activas y 15 adicionales en capacitación, estas últimas aprobadas en el 2021 para fortalecer la oficina con la atención de los procesos atinentes al Incinerador de Drogas. No obstante, refieren que es oportuno la reconsideración de su aprovechamiento, no solo en estas actividades, sino también en cualquiera de las labores ordinarias que realiza el SERT a nivel nacional. En tal sentido, el OIJ refiere que con la propuesta no existiría una afectación para atender los distintos requerimientos institucionales y justifica la propuesta de la siguiente manera:

“…Tal reflexión es importante e indispensable para que las 15 nuevas plazas del Servicio Especial de Respuesta Táctica (SERT) si bien es cierto, tenga atención prioritaria para las gestiones que competen al Complejo de Incineración dada la naturaleza de su función, puedan atender las demás actividades señaladas por la Jefatura de la oficina, ya que ha de tenerse presente que en algún momento o periodo pudiese por asuntos de orden laboral (incapacidades, cursos del personal, licencias, ascensos) reducirse la capacidad operativa del SERT o ante mantenimiento, reparación, calibración o mejoramiento de los equipos industriales se ocasionaría la disminución o suspensión temporal de los procesos de destrucción, generando un sesgo en la constancia operativa del recurso de interés (15 puestos nuevos) y en arás del mejor aprovechamiento de tan especializado recurso, lo adecuado es que ante las necesidades derivadas de los procesos de investigación conocidos en detalle por sus respetables, este cuerpo policial pueda utilizar la totalidad del recurso táctico (34) para la atención que reclama nuestra sociedad y el compromiso que ante ello se debe por parte del Poder Judicial…”

“…es menester considerar que aunado a las 34 plazas que conformarían el grupo del SERT, se estarían sumando las 05 plazas aprobadas con la entrada en vigencia de esta nueva ley N°9481, donde siendo muy responsables y en pro de la adecuada administración del recurso humano, se toma la decisión de proponer que, si bien, fueron aprobadas 10 plazas para el SERT según esta ley, luego de realizar un análisis minucioso de actividades, holgadamente se puede brindar el servicio táctico con un grupo conformado en su totalidad por 39 funcionarios (19 plazas activas-15 plazas del incinerador y 5 plazas ley (9481)…”.

[bookmark: _Hlk101726541]1.3.3. Posible impacto en temas de espacio físico y roles de trabajo ante la propuesta de adición de 29 personas custodias, para un total de 53 plazas:

En el correo electrónico del 5 de abril del 2022 (referido en el apartado 1.3.1.), la Unidad de Asesores Operativos del Organismo de Investigación Judicial también justificó la capacidad que poseen para albergar a la totalidad de las plazas que eventualmente daría soporte a la Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, indicando lo siguiente:

“…En lo que respecta a la cantidad de personal que eventualmente se nos podría asignar (53 personas), la Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, por su conformación y organización, está en la capacidad de distribuir las personas en los cinco diferentes grupos de trabajo que existen en la actualidad y sus diferentes horarios (2x2 y jornada ordinaria), toda vez que el incremento en cada grupo sería de apenas 10 personas según la distribución de tareas y por la organización interna e incluso si llegara a implementarse un nuevo modelo de trabajo que próximamente estaría notificando la Dirección de Planificación de acuerdo a un estudio que está realizando, de igual forma se podría recibir esa cantidad de personas sin ningún inconveniente, ya que la propuesta preliminar que nos hizo la Dirección de Planificación es que se añadiría dos nuevos grupo de trabajo para un total de 7 grupos y distribuidos en horarios  de 4x2, horario de las 13:00 a las 23:00 y el horario ordinario, que corresponde de lunes a viernes de 07:30 a las 16:30 de lunes a viernes.   Asimismo, hay que considerar que el Primer Circuito Judicial de San José donde estaría este personal también cuenta con las sedes de Pavas, Hatillo y Desamparados por lo que de igual forma estaríamos en la capacidad de albergar esa cantidad de personal…”

Es importante mencionar que las 24 plazas de Custodias o Custodios de Detenidos aprobadas a partir de noviembre del 2022 fueron adscritas a la Unidad de Cárceles del I Circuito Judicial de San José, empero, en el oficio 260-DG-2022 se refiere la conveniencia de adscribirlas junto con las eventuales 29 plazas adicionales a la Dirección General o en su defecto a la Secretaría General, de tal manera que, tengan una figura similar a la de las plazas “itinerantes” para que puedan coadyuvar en otros lugares donde también se atiende Delincuencia Organizada.

1.3.4. Variación del presupuesto en relación con los Programas 928 y 950, producto de la nueva propuesta:

En cuanto al gasto de capital y gasto corriente, si bien es cierto, la propuesta no presenta variaciones significativas en el presupuesto general; debido a la reducción de las 45 plazas de Agente de Protección 1, evidentemente el presupuesto del Programa 950 presentaría una reducción importante, mientras que, el presupuesto del Programa 928 se incrementaría en proporción inversa, producto de que las posibles plazas recalificadas pasarían a formar parte de dicho programa presupuestario.

Al respecto, el OIJ menciona en el oficio 260-DG-2022 que, “…Administrativamente se ha definido que la formulación presupuestaría de la oficina 718 Oficina de Atención a la Víctima de Delitos, la realiza una persona de dicha oficina y por su parte, el presupuesto de la oficina 1106 Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, lo formula en el sistema una persona de la Administración del Organismo de Investigación Judicial…”.

A contrario sensu, se extrae de la directriz de formulación presupuestaria 2023 (directriz número 11) lo siguiente:

“…Según lo acordado por el Consejo Superior en la Sesión N°058-2018, artículo XLIII, el responsable de representar presupuestariamente el Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, será la Jefatura de la Oficina de Atención a la Victima de Delitos, en el entendido que es un aspecto administrativo que no implica cambio o ajustes a nivel de sistema de formulación, conservando su composición a saber: 718 Oficina de Atención a la Víctima de Delitos y la 1106 Unidad de Protección de Víctimas y Testigos…”.

Es por lo anterior que, se propone una valoración integral por parte de la Dirección Jurídica para determinar si la propuesta planteada por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en cuanto a la disposición de estos recursos, se encuentra ajustada dentro de su ámbito de competencia.

En la reunión del 27 de abril de seguimiento de la Jurisdicción de Crimen Organizado, el Despacho de la Presidencia solicitó a la Dirección Jurídica un criterio sobre la recomendación de estructura. A continuación, se hace un extracto de las conclusiones del criterio DJ-169-2022:

“1.- Existe una obligación legal atribuible al Poder Ejecutivo en la figura del Ministerio de Hacienda para el giro de recursos necesarios tanto para el inicio como la continuidad y la sostenibilidad de la respectiva jurisdicción.

2.- La jurisdicción especializada contra la delincuencia organizada creada tiene una especificidad propia en cuanto al destino y uso de los recursos, no tanto así de su origen, por lo que la ejecución de los mismos tanto en recursos humanos como materiales debe ser cautelada, a fin de cumplir los objetivos de la legislación y a efecto de que no se incumpla de manera expresa o implícita el mandato de la ley de cita.

3.- La Dirección de Planificación tiene una competencia creada por ley, como atribución propia e indelegable para que bajo las reglas de la ciencia, la técnica, la lógica y el principio de legalidad, determinar el número de personas que deben integrar en los diferentes ámbitos la respectiva jurisdicción y en el entendido de que los órganos desconcentrados y el propio Poder Judicial deben brindar los insumos técnicos para que dicha unidad pueda realizar su labor, conforme las reglas de la ciencia y la técnica.

4.- No existe una habilitación normativa para que se puedan destinar recursos provenientes de otras leyes con destinos específicos a esta jurisdicción ni implica una modificación o derogatoria tácita de las competencias asignadas por ley a otros órganos.

5.- Las recomendaciones de la Dirección de Planificación, si bien son actos sin efecto propio, tienen que tener una adecuada motivación técnica que fundamente la determinación que realicen en cumplimiento de la ley de cita, por lo que los criterios técnicos que emita la Dirección de Planificación deben estimarse como insumos que formarían parte de la motivación de los órganos decisores, en caso de ser acogida la recomendación técnica que emane de dicho órgano.

6.- La Oficina de Atención a la Víctima del Delito posee una serie de competencias propias orientadas a administrar el Programa de protección de víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal y en donde debe tomarse en consideración que las competencias de esta Oficina se encuentran directamente vinculadas a poblaciones especialmente vulnerables, mujeres en situación de riesgo en su vida o integridad física y ante todo, niñas y niños.
7.- El ejercicio de competencias de la Dirección de Planificación en cumplimiento del artículo 16 de la Ley 9481, Ley de Creación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica, debe cautelar que la asignación de recursos para este fin no implique un demérito en el cumplimiento de las obligaciones legales establecidas en otros cuerpos normativos, en particular, la Ley 8720 y más concretamente en acciones que pongan en riesgo a poblaciones vulnerables y ante todo los niños y las niñas víctimas del delito o que impliquen la necesaria progresividad que debe existir en su tutela.

8.- Se debe cautelar evitar que la administración caiga en un riesgo de incumplimiento normativo y además de los principios de universalidad, integralidad, equilibrio presupuestario y programación contenidos en la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos.

9.- No es dable que se presente una decisión administrativa respecto de la asignación de recursos de cualquier índole que no tome en consideración el hecho de que el legislador vio de manera integral e integrada a la Unidad de Protección  como parte de la Oficina de Atención a la Víctima y por consiguiente, la formulación de planes y presupuestos para dichos órganos debe entenderse bajo la concepción de programa que previó el legislador.

10.- Si bien pueden plantearse modificaciones al presupuesto ordinario 2023 en orden al cumplimiento de la Ley 9481, no podría ir en debilitamiento de las competencias propias legales establecidas en otros cuerpos normativos, y en particular de las obligaciones de la Ley 8720, dada la vulnerabilidad de las personas usuarias.

11.- En el análisis de cualquier documento para el cumplimiento del ordenamiento en mención, la Dirección de Planificación debe determinar la aplicación del principio de suficiencia y verificando si el insumo brindado es suficiente para dar basamento a cualquier recomendación técnica de su parte a los respectivos órganos decisores, máxime si el mismo plantea algún tipo de modificación a la programación presupuestaria o de asignación de algún tipo de recurso hacia futuro.

12.- La definición última a tomar en consideración por la Dirección de Planificación debe partir de lo que recomiende la unidad responsable de administrar el programa  a que hace referencia el artículo 6 de la Ley 8720, toda vez que la Unidad de Protección es parte de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito  y la norma no requiere un gran esfuerzo interpretativo respecto de los diferentes equipos que la conforman.

13.- Debe distinguirse en este sentido las diferentes relaciones funcionales de Dirección y Jerarquía que podría tener el equipo de protección de la incorporación programática del mismo como parte de la indicada Oficina.

14.- Esta unidad asesora no cuenta con criterios suficientes y posee la competencia y experticia  como para determinar si la propuesta planteada en el documento de  Oficio N° 260-DG-2022 de 19 de abril de 2022, es acorde a las reglas de la técnica, la lógica y la conveniencia, mas estima oportuno que en la valoración que realicen la Dirección de Planificación se tome en consideración los razonamientos empleados en el presente informe y las conclusiones que se derivan de los mismos, como un referente a ponderar para las recomendaciones que se estimen oportunas para la toma de decisiones en la materia objeto de consulta.”

A partir del criterio emitido por la Dirección Jurídica se hace la observación que la propuesta de estructura del Organismo de Investigación Judicial no ha sido revisada por la Dirección de Planificación, su versión final fue remitida a esta dependencia el 19 de abril de 2022 y la fecha de la última sesión de presupuesto era el 29 de abril de 2022, por lo cual no se tenía el tiempo suficiente para poder analizarla, por lo que el acuerdo entre la Dirección de Planificación, Dirección del Organismo de Investigación Judicial y Subcomisión de Crimen Organizado era incluir la propuesta dentro del proyecto de presupuesto de crimen organizado tal como fue diseñada por el Organismo de Investigación Judicial.

Adicionalmente, según se visualizó en la propuesta remitida por el Organismo de Investigación Judicial para el 2023, existía un incremento en las líneas de capacitación y en las de vehículos, por lo cual para poder ajustar al límite de crecimiento del presupuesto impuesto por el Ministerio de Hacienda así como de los ingresos corriente y gastos de capital se tuvo una conversación con el Administrador del OIJ el 27 de abril, quien remitió a la Dirección de Planificación una nueva actualización de los costos relacionados con el equipo de transporte, disminuyendo su solicitud en 636.000.000, monto que estaba por encima de lo presupuesto el año pasado.

1.4. Programa 929 (Ministerio Público): 

El 27 de enero del 2022 la Sección de Gestión Presupuestaria del Ministerio Público remitió mediante correo electrónico el archivo que contiene la actualización de los costos relacionados con el programa 929.

Es este apartado es importante reiterar que se prescindió del monto requerido en la subpartida 1.01.01 correspondiente a “Alquiler de edificios, locales y terrenos”, esto debido a que el personal de este programa presupuestario se estaría ubicando en el cuarto piso del edificio de Tribunales de San José, según lo ya acordado por el Consejo Superior en relación con los proyectos presentados por la Dirección Ejecutiva.

Luego de la reunión sostenida con el equipo interdisciplinario conformado para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, el Ministerio Público, por medio del Equipo de Trabajo del Proyecto Estratégico del Ministerio Público 0717-MP-P02 Modelo de Abordaje de Casos de Crimen Organizado y Estructuración de la Fiscalía Especializada de Delincuencia Organizada, con el visto bueno del Fiscal Adjunto Contra el Narcotráfico y Delitos Conexos Lic. Pablo Cedeño Selva, se realizó una nueva actualización de costos en algunas subpartidas tales como “Servicios de Gestión y Apoyo”, y se incorporaron nuevos requerimientos en otras, tales como “Útiles y materiales de resguardo y seguridad” para la compra de chalecos antibalas y “Equipo de transporte” para la compra de 4 vehículos tipo Suv.

Los costos para el 2023 destinados al Programa 929 del Ministerio Público corresponden a ₡236.003.498; sin considerar los costos de gasto corriente correspondiente a remuneraciones.

1.5. Programa 930 (Defensa Pública):

El 25 de febrero del 2022, la Administración de la Defensa Pública aportó la actualización del presupuesto requerido para el programa 930, indicando haber realizado esfuerzos importantes en busca de reducir costos que serían asumidos dentro del presupuesto ordinario del 2022.

Como se indicó en el apartado anterior, al igual que el Ministerio Público, la Defensa Pública se estaría ubicando en el cuarto piso del edificio de Tribunales de San José, por lo que tampoco se solicitaron recursos en la subpartida 1.01.01 correspondiente a “Alquiler de edificios, locales y terrenos”.

Debido a que la Dirección Ejecutiva incorporó los costos para la adquisición de un circuito cerrado de vigilancia en el edificio de Tribunales del I Circuito Judicial de San José, la Defensa Pública prescindió de dichos costos, específicamente en la subpartida 5.01.03, así como también, en cuanto a las necesidades de equipo y mobiliario de oficina (subpartida 5.01.04).

Luego de la reunión sostenida con el equipo interdisciplinario conformado para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, la Defensa Pública, por medio de la Administración, y con el visto bueno de la Dirección de la Defensa Pública, el 5 de abril del 2022 remitió un correo electrónico solicitando una nueva actualización de costos, en esta ocasión aumentando todas las partidas presupuestarias producto de necesidades no identificadas con anterioridad que, según refieren, estrictamente deben ser consideradas dentro del presupuesto del 2023.

Así, por ejemplo, se solicitó la incorporación de 4 personas especialistas en contenido, correspondientes a 3 Defensoras o Defensores Públicos y 1 una persona Gestora de Capacitación 2 por un periodo de 4 meses del 2023, para cubrir las actividades de capacitación del Programa 930, según se aprecia en la siguiente tabla:

Tabla 7: Detalle de plazas para suplencias en capacitación para el programa 930:
 
	Permiso de especialistas en contenido para suplir actividades de capacitación
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza
	Período

	
	3
	Defensores o Defensoras Públicas
	4 meses

	
	1
	Gestor de Capacitación 2 (Metodólogo)
	4 meses


Fuente: Elaboración de la Dirección de Planificación, con información aportada por la Administración de la Defensa Pública.

En cuanto al recurso humano solicitado por la Administración de la Defensa Pública, para satisfacer las necesidades de capacitación, mostradas en la tabla anterior, resulta necesario hacer referencia al informe preliminar 9-PLA-MI-2022, de la Dirección de Planificación, en el cual se evidencia que a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, cuenta con recurso humano extra y en tal sentido, se estima conveniente que la solicitud puede ser atendida con recursos del ordinario durante el 2022 y dejar previsto lo que se tenía programado para el 2023. 

Finalmente, el 22 de abril del 2022 se recibió el oficio 157-JEFDP-2022 de la Defensa Pública, en el que se indica que producto de la revisión de la estructura del personal asignado para asumir las obligaciones de la Ley 9481, se identificó la necesidad de ampliar personal profesional en administración para soportar la carga de trabajo de la Administración de la Defensa Pública, una vez implementada esta Ley, debido a que esta oficina cuenta con 11 puestos de trabajo de los cuales únicamente 6 plazas corresponden a puestos profesionales para brindar soporte en el ámbito administrativo a 915 funcionarios, en total, con la entrada de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

Sobre este particular, la Jefatura de la Defensa Pública solicita analizar la posibilidad de recalificar 1 plaza de Investigador de la Defensa Pública y 1 plaza de Técnico Jurídico para reforzar la Administración de la Defensa Pública; proponiendo un primer escenario identificado como “Escenario 1- Ideal”, para recalificar dichas plazas por dos plazas de Profesional 2 en Administración; y un segundo escenario identificado como “Escenario 2 – Bueno”, para recalificar las mismas plazas, pero en este caso, por 1 plaza de Profesional 2 en Administración y 1 plaza de Profesional 1 en Administración.

A continuación, se muestra el análisis económico realizado por la Dirección de la Defensa Pública en el que se aprecia un crecimiento en el costo económico, la recalificación de técnico jurídico se encuentra amparada en el modelo de tramitación, esto se fundamenta en que a la hora en que se hizo la propuesta inicial de crimen organizado, con el oficio 42-PLA-MI-18 no estaba formulado el modelo de tramitación de la Defensa Pública. En la cantidad de investigadores requeridos por la Defensa Pública todavía no ha sido analizada por la Dirección de Planificación:

Imagen 4:  Detalle de crecimiento económico según propuesta de la Defensa Pública.

Fuente: Tomado del oficio 157-JEFDP-2022 de la Defensa Pública.
[bookmark: _Hlk97851144]1.6. Programa 950 (Oficina 718, Atención a la Víctima del Delito):

La Oficina de Atención a la Víctima de Delito, Oficina 718 del Programa 950 (sin considerar la Oficina 1106, Unidad de Protección a Víctimas y Testigos del mismo programa) mediante correo electrónico del 28 de enero del 2022 adjuntó el detalle de la actualización de los costos requeridos para el 2023 y, luego de conversaciones varias con el personal de dicha oficina, se realizaron algunos ajustes relacionados con servicios básicos, costo de equipo de transporte, entre otras subpartidas.

De esta manera, los costos estimados para el 2023 en el Programa 950, estrictamente de la Oficina 718 de Atención a la Víctima del Delito, corresponden a ₡23.980.694,00 sin considerar los costos de gasto corriente correspondiente a remuneraciones.

Es importante manifestar que, a la Oficina 718 no les fue aprobada ninguna plaza de Auxiliar de Servicios Generales para cubrir las labores de limpieza, lo anterior, debido a que la estructura propuesta y aprobada para esta oficina, corresponde a una estructura mínima de 7 plazas, y tampoco fue posible considerar dentro de su presupuesto (Subpartida 1.04.06, de Servicios Generales), recursos para cubrir tales servicios, por cuanto siempre se ha considerado como mecanismo de prevención, la no  inclusión de personal subcontratado (personal ajeno al Poder Judicial) para garantizar la seguridad y confidencialidad de los casos y del personal.

En virtud de lo expuesto, y ante conversaciones previas entre el Ministerio Público y la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, como parte de la ampliación de requerimientos realizada por el Equipo de Trabajo del Proyecto Estratégico del Ministerio Público 0717-MP-P02 Modelo de Abordaje de Casos de Crimen Organizado y Estructuración de la Fiscalía Especializada de Delincuencia Organizada, con el visto bueno del Fiscal Adjunto Contra el Narcotráfico y Delitos Conexos Lic. Pablo Cedeño Selva, se solicitó la siguiente valoración, relacionada con la posibilidad de compartir la plaza de Auxiliar de Servicios Generales 2 aprobada para el Ministerio Público, según correo electrónico del 21 de abril del 2022, y del que se extrae lo siguiente:

“…considerar la posibilidad de que el soporte y apoyo en este servicio, se dé a través del recurso asignado a la labor de servicios generales para la Fiscalía Adjunta que atenderá la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada…”.

Por lo anterior, se somete a consideración de las instancias superiores la eventual colaboración que la plaza de Auxiliar de Servicios Generales 2 otorgada al Programa 929 del Ministerio Público pueda brindar a la Oficina 718 de Atención a la Víctima del Delito, para atender las necesidades de servicios generales; situación que se aplicaría de igual manera, con las 2 plazas de Auxiliar de Servicios Generales 2 otorgadas a la Dirección Ejecutiva para atender las necesidades de la Judicatura (Juzgado Penal, Tribunal Penal y Tribunal Penal de Apelaciones) en el edificio de los Tribunales de Justicia de San José. 

Sobre el impacto de la propuesta de estructura del Organismo de Investigación Judicial, la Licda. Sara Arce, Jefa de la Oficina de Atención a la Víctima se pronunció sobre el impacto y riesgo que se tendrá en dicha dependencia producto de los cambios sugeridos por el Organismo de Investigación Judicial, a continuación, se detalla el oficio 706-OAPVD-2022: 



A continuación, se hace un extracto de la situación de riesgo que se activaría en el caso de que se apruebe el cambio de estructura sugerido por el Organismo de Investigación Judicial:

“Considero que existe un riesgo al reasignar estas plazas, ya que además de una posible afectación al servicio público, se debe recordar que, cuando las plazas fueron solicitadas ya se contaba con un estudio técnico que avalaba esa cantidad de agentes protectores, razón por la que respetuosamente, advierto esta circunstancia para que sea valorada por parte de los órganos tomadores de decisión en el Poder Judicial, a la luz de lo dispuesto por el artículo 16 de la "Ley No. 9481. Ley de creación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica”, que señala: "ARTÍCULO 16-Contenido presupuestario e integración inicial de los tribunales El Ministerio de Hacienda deberá otorgar el contenido económico suficiente para la operación de los juzgados y tribunales que se crean mediante la presente ley. Al momento de la publicación de la presente ley, el Ministerio de Hacienda deberá girar, de forma efectiva y completa, los recursos necesarios que permitan al Poder Judicial la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada; asimismo, deberá girar anualmente los recursos necesarios que permitan el funcionamiento de esta Jurisdicción. El Poder Judicial deberá garantizar los recursos necesarios para el funcionamiento de la Jurisdicción creada en la presente ley. El Departamento de Planificación del Poder Judicial recomendará el número de funcionarios que se deberán desempeñar en esta Jurisdicción, al momento de entrar en vigencia la presente ley."

[bookmark: _Hlk97892236]2. Recalificación de las 5 plazas extraordinarias[footnoteRef:69] restantes, aprobadas para el periodo 2022, en 5 plazas ordinarias para el periodo 2023: [69:  Detalle de las 5 plazas extraordinarias referidas: 3 plazas de técnico de implantación, 1 plaza de técnico en normalización de formatos jurídicos, 1 plaza de técnico especializado 5.] 


Es importante indicar que, la cantidad de plazas requeridas para la atención de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada durante el 2023 se está proyectando con la totalidad de las 413 plazas aprobadas para el 2022, de las cuales 11 plazas son extraordinarias (3 plazas de profesional 2, 3 plazas de técnico de implantación, 1 plaza de técnico en normalización de formatos jurídicos, 1 plaza de profesional en telemática, 1 plaza de técnico especializado 5, 1 plaza de asesor jurídico y 1 plaza de profesional 1). Sin embargo, ante las necesidades identificadas y conversadas en la reunión sostenida el 21 de enero del 2022 entre la Subcomisión de Delincuencia Organizada y la Dirección de Planificación, liderada por la Magistrada Sandra Zúñiga Morales y la Licda. Nacira Valverde Bermúdez, se considera fundamental fortalecer la parte preventiva de la Jurisdicción para evitar la penetración de la Delincuencia Organizada dentro del Poder Judicial mediante el reforzamiento de la Inspección Judicial y la Unidad de Investigación Social y Antecedentes (UISA) de la Dirección de Gestión Humana, y en tal sentido, se proponen algunos ajustes que se exponen de seguido: 

2.1. Plazas requeridas para la Unidad de Investigación Sociolaboral y Antecedentes (UISA) de la Dirección de Gestión Humana:

En la Ley 9481, concretamente en el “Artículo 18- Adiciones”, se refiere la adición de los artículos 93 ter, 96 ter, 101 bis y 107 bis a la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial. Específicamente el Artículo 101 bis refiere lo siguiente:

“…Todas las personas que se desempeñen en la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada deberán ser valoradas cada dos años por la Dirección de Gestión Humana, con el fin de constatar que mantienen la idoneidad para desempeñarse en el cargo, según lo establece el Estatuto de Servicio Judicial y cuando excepcionalmente sea solicitado por instancias superiores. Los resultados no favorables serán remitidos a conocimiento de la Corte Plena y el Consejo Superior respectivamente, quienes, entre otras opciones, podrán revocar o suspender su nombramiento en esta jurisdicción y devolverlo a su puesto en propiedad…”

[bookmark: _Hlk97884882]En virtud de lo expuesto y, ante la carga de trabajo que deberá ser atendida por parte de la Dirección de Gestión Humana, al tener que asumir una labor tan importante como es la clasificación del personal idóneo para formar parte de la Jurisdicción y adicionalmente realizar las valoraciones cada dos años de todo el personal, se considera necesario reforzar su estructura, concretamente en la Unidad de Investigación Sociolaboral y Antecedentes (UISA), con 1 plaza adicional de Profesional 2 de manera ordinaria durante el 2023, para lo cual se estaría recomendando la recalificación de la plaza número 383892, correspondiente a una plaza de Técnico Especializado 5 otorgada de manera extraordinaria en el 2022 a la Dirección de Tecnología de la Información, en la etapa de implementación, lo anterior, con el propósito de velar por el mantenimiento de las personas idóneas que laborarán en esta Jurisdicción. A continuación, se muestra el detalle de la plaza referida y el costo que implica anualmente: 

Tabla 8: Detalle de la plaza propuesta para la UISA y su costo anual:

	Oficina
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza
	Período 2023
	Costo anual

	Unidad de Investigación Social y Antecedentes
	1
	Profesional 2
	12 meses
	₡34 981 000


Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.

Se hace la observación que en el apartado 1.1.5 se consideró una continuidad de la plaza de Profesional 1 de Salud Ocupacional, sin embargo, se estima que el Consejo Superior debe valorar si existe mayor necesidad institucional en que esa plaza sea reasignada a Profesional 2 dentro de la misma Dirección de Gestión Humana pero fortaleciendo a la UISA, en tareas que son más directas de la jurisdicción de crimen organizado. 

2.2. Plazas requeridas para la Inspección Judicial:

En igual orden de ideas, con la finalidad de contener la Delincuencia Organizada y su posible penetración dentro de las estructuras del Poder Judicial, desde una óptica preventiva, se considera importante utilizar los cuatro recursos extraordinarios restantes otorgados durante el 2022 para la etapa de implementación, concretamente, tres plazas de Técnico de Implantación (número de plaza 383887, 383888 y 383889) y una plaza de Técnico en Normalización de Formatos Jurídicos (número de plaza 383890), para recalificarlas a tres plazas de Inspector General 1 y una plaza de Inspector Asistente, para un total de cuatro plazas, e incorporarlas de manera ordinaria durante el 2023 en la Inspección Judicial.

Adicionalmente, con esta propuesta se brindaría soporte al Tribunal de la Inspección Judicial para conformar la cuarta Sección (Tribunal “D”) que se recomienda en el informe 321-PLA-EV-RH-2022, del Subproceso de Evaluación, de la Dirección de Planificación, relacionado con el seguimiento y análisis de la carga de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial, en el cual se está recomendando la prórroga de los permisos con base en los presupuestos del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de tres plazas de Inspector General 1 y cuatro plazas de Inspector Asistente (para un total de siete plazas), y en tal sentido, esta propuesta apoyaría con cuatro de las siete plazas requeridas en el Tribunal de la Inspección Judicial. 

A continuación, se muestra el detalle de las plazas propuestas y su costo anual: 

Tabla 9: Detalle de plazas requeridas para la Inspección Judicial:

	Oficina
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza
	Período 2023
	Costo

	Inspección Judicial
	3
	Inspector General 1
	12 meses
	₡175 854 000

	
	1
	Inspector Asistente
	12 meses
	₡54 211 000

	Total
	4
	-
	-
	₡230 065 000


Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.

3. Actualización del costo por Recurso Humano:

Es importante indicar que, la estimación (base completa) del costo de plazas para el 2023, en términos generales, presenta una disminución en el costo de todas las categorías de puestos respecto del 2022, debido a que, según los datos brindados por la Dirección de Gestión Humana, existe una baja en el promedio de puntos de carrera profesional, en las anualidades y en los días de sustitución. 

La actualización de los costos por recurso humano para el 2023 (“Remuneraciones”) se realizó de acuerdo con la información de costos para el 2023, información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales de la Dirección de Planificación.

[bookmark: _Hlk101857581]En cuanto a la estimación por concepto de incentivo salarial que se debe otorgar al personal que atenderá la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, identificado como “Incentivo JEDO”, se mantiene el monto nominal de los ₡2.000.000.000[footnoteRef:70], establecido desde el 2018. Si bien es cierto, la Dirección de Gestión Humana ha remitido algunas estimaciones en relación con posibles escenarios, lo cierto es que, no se cuenta con ningún documento formal que haga referencia a dicho porcentaje. Se tiene conocimiento de que el informe se encuentra en etapa de revisión por parte del Consejo Superior. [70:  A dicho monto se adicionan los costos por concepto de cargas sociales y cálculos del décimo tercer mes (vacaciones).] 

Al respecto, se torna necesario que la Dirección de Gestión Humana realice la actualización de costos por concepto de remuneraciones, con la inclusión del porcentaje de incentivo salarial (“Incentivo JEDO”), de acuerdo con la aprobación del presente informe por parte del Consejo Superior y Corte Plena, según los escenarios que se detallarán en el siguiente apartado:

[bookmark: _Hlk101876575][bookmark: _Hlk68677765]4. Presupuesto para la continuación del Proyecto de Implementación de la Ley 9481, Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, durante el 2023:

Las proyecciones realizadas por la Dirección de Planificación para la construcción del presente presupuesto tienen como base lo establecido en la Ley 9481, y las referencias de cada uno de los ámbitos involucrados en su implementación.

Es importante reiterar que, tanto la Subcomisión de Delincuencia Organizada como el resto de las oficinas intervinientes en la implementación de la Ley, están realizando esfuerzos importantes con la finalidad de conseguir algún tipo de cooperación internacional, así como también, eventuales redireccionamientos del presupuesto ordinario del 2022 en cada uno de sus ámbitos, con la finalidad de aportar contenido económico a la implementación de esta Ley.

[bookmark: _Hlk101879236]4.1. Escenario 1: Presupuesto JEDO 2023 que considera las 413 plazas aprobadas para el 2022.

Esta estimación del presupuesto para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada contempla los requerimientos expuestos en el informe 436-PLA-RH-MI-2021, de los cuales, únicamente se aprobaron los costos correspondientes para la compra de licencias y equipo de cómputo. 

Para la estimación del costo de recurso humano se tomó en consideración la estimación del costo promedio por tipo de puesto para el 2023; información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales de la Dirección de Planificación.

El escenario 1, contempla las 413 plazas aprobadas para el 2022, de las cuales, 402 corresponden a plazas ordinarias y 11 extraordinarias.

A continuación, se presenta la estructura correspondiente al escenario 1:

Tabla 10: Detalle del recurso humano aprobado para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada durante el 2022:

	Oficina
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3

	
	1
	Coordinador Judicial 2

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 2

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	10
	Juezas o Jueces 4

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinador Judicial 3

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	6
	Juezas o Jueces 5

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinador Judicial 3

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judicial 3

	Defensa Pública 
	13
	Defensoras o Defensores

	
	1
	Defensor Público Coordinador 2

	
	5
	Investigador de la Defensa Pública

	
	3
	Técnico Jurídico

	
	3
	Auxiliar Administrativo

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	MP
	1
	Fiscal Adjunto 1

	
	6
	Fiscalas o Fiscales

	
	14
	Fiscales Auxiliares

	
	1
	Coordinador Judicial 2

	
	1
	Gestor en Capacitación 2

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	18
	Técnicos Judiciales 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	OAPVD
	2
	Psicólogo

	
	1
	Trabador Social

	
	1
	Profesionales 2 (Criminólogos)

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima

	
	1
	Técnico Judicial 2

	
	1
	Asistente Administrativo 2

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	12
	Agentes de Protección 2

	
	30
	Agente de Protección 1

	
	1
	Secretaria 1

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	UPROV
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	64
	Agentes de Protección 1

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	
	2
	Técnico Administrativo 2

	OIJ
	24
	Custodios (Dirección OIJ)

	
	31
	Oficiales de Investigación 

	
	44
	Investigador 2

	
	10
	Oficial Intervención Táctica (SERT)

	
	1
	Jefe de Investigación 1 (SERT)

	
	1
	Profesional en Informática 2 (UTI)

	
	1
	Técnico Especializado 5 (Armero)

	
	2
	Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)

	
	1
	Profesional 2 (Adm. o Ing.) (UPRO-UPROV)

	
	4
	Investigador de Localización y Presentación

	
	1
	Gestor de Capacitación 3

	
	3
	Profesional 2 (Psicólogos UPI)

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	Gestión Humana
	4
	Profesional 2

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	Dirección Ejecutiva
	1
	Arquitecto

	
	1
	Ingeniero Electromecánico

	
	1
	Profesional 2 (Proveeduría)

	
	1
	Asesor Jurídico 1

	
	1
	Profesional 1 (Salud Ocupacional)

	
	1
	Profesional Telemática

	
	14
	Auxiliar de Seguridad (Salas y Tribunales)

	
	10
	Auxiliar de Seguridad (Local OIJ + Casetas Ext.)

	
	4
	Auxiliar de Seguridad (Casetilla)

	
	1
	Supervisor de Seguridad (Nuevo)

	
	2
	Técnicos Especializados 2 (Nuevos)

	
	2
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	Dirección de Planificación
	1
	Profesional 2

	Dirección de Tecnología de la Información
	3
	Técnicos Especializado 5 (de Implantación)

	
	1
	Técnico en formatos jurídicos

	
	2
	Técnico Especializado 5

	
	1
	Técnico Especializado 5 (Telemática)

	Total
	413
	


Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.

Seguidamente, se presenta el detalle del escenario 1 referente a los costos por programa presupuestario de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada durante el 2023:

TABLA 11: PRESUPUESTO JEDO 2023 QUE CONSIDERA LAS 413 PLAZAS APROBADAS PARA EL 2022
(ACTUALIZADO A ENERO 2023).


De la tabla anterior se desprende que, ₡15.511.765.231, equivalente al 83% del presupuesto total, corresponde a gasto corriente, mientras que el 17% restante, es decir, ₡ 3.189.764.956 equivale a gasto de capital.

4.2. Escenario 2: Presupuesto JEDO 2023 con recomendaciones y recalificaciones propuestas en el cuerpo del informe, que incorpora un total de 405 plazas:

Las estimaciones contempladas en el escenario 2 para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, considera las recalificaciones expuestas por los ámbitos involucrados, así como también, la actualización del gasto corriente y gasto de capital, conciliada con cada una de las oficinas. 

De igual manera, para la estimación del costo de recurso humano se tomó en consideración la estimación del costo promedio por tipo de puesto para el 2023; información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales de la Dirección de Planificación.

El escenario 2, contempla 405 plazas debido a la reestructuración propuesta por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial en el apartado 1.3 del presente informe y que por tal motivo, prescinden de ocho plazas ordinarias con la finalidad de no incrementar los costos de recurso humano.

A continuación, se presenta la estructura correspondiente al escenario 2:

Tabla 12: Detalle del recurso humano propuesto para la Jurisdicción Especializada
en Delincuencia Organizada durante el 2023:

	Oficina
	Cantidad de Plazas
	Tipo de plaza

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3

	
	1
	Coordinador Judicial 2

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 2

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	10
	Juezas o Jueces 4

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinador Judicial 3

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	6
	Juezas o Jueces 5

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinador Judicial 3

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judicial 3

	Defensa Pública 
	13
	Defensoras o Defensores

	
	1
	Defensor Público Coordinador 2

	
	4
	Investigador de la Defensa Pública

	
	2
	Técnico Jurídico

	
	2
	Profesionales 2

	
	3
	Auxiliar Administrativo

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	MP
	1
	Fiscal Adjunto 1

	
	6
	Fiscalas o Fiscales

	
	14
	Fiscales Auxiliares

	
	1
	Coordinador Judicial 2

	
	1
	Gestor en Capacitación 2

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	18
	Técnicos Judiciales 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	OAPVD
	2
	Psicólogo

	
	1
	Trabador Social

	
	1
	Profesionales 2 (Criminólogos)

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima

	
	1
	Técnico Judicial 2

	
	1
	Asistente Administrativo 2

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	12
	Agentes de Protección 2

	
	30
	Agentes de Protección 1

	
	1
	Secretaria 1

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	UPROV
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	19
	Agentes de Protección 1

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	
	2
	Técnico Administrativo 2

	OIJ
	53
	Custodios (Dirección OIJ)

	
	31
	Oficiales de Investigación 

	
	44
	Investigador 2

	
	5
	Oficial Intervención Táctica (SERT)

	
	1
	Jefe de Investigación 1 (SERT)

	
	1
	Profesional en Informática 2 (UTI)

	
	1
	Técnico Especializado 5 (Armero)

	
	2
	Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)

	
	1
	Profesional 2 (Adm. o Ing.) (UPRO-UPROV)

	
	4
	Investigador de Localización y Presentación

	
	1
	Gestor de Capacitación 3

	
	3
	Profesional 2 (Psicólogos UPI)

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	ADMINISTRACIÓN-OIJ
	3
	JEFE ADMINISTRATIVO 4 (1 JEFE C/UNIDAD)

	
	1
	PROFESIONAL 1 (UNIDAD APOYO)

	
	1
	PROFESIONAL 2 (UNIDAD POTENCIAL INTERNO)

	
	2
	TECNICO ADMINISTRATIVO 3 (UNIDAD POTENCIAL INTERNO)

	OPO-OIJ
	1
	JEFE DE INVESTIGACIÓN 3 (JEFATURA UPRO)

	
	1
	ASESOR OPERATIVO

	DIC-OIJ
	1
	PROFESIONAL 1

	OFICINA DE INVESTIGACIONES DE ESTRUCTURAS CRIMINALES
	1
	JEFE DE PLANES Y OPERACIONES

	
	1
	SUBJEFE DE PLANES Y OPERACIONES

	
	1
	ASISTENTE ADMINISTRATIVO 3

	Gestión Humana
	4
	Profesional 2

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	Unidad de Investigación Social y Antecedentes de las Personas Oferentes
	1
	Profesionales 2

	Dirección Ejecutiva
	1
	Arquitecto

	
	1
	Ingeniero Electromecánico

	
	1
	Profesional 2 (Proveeduría)

	
	1
	Asesor Jurídico 1

	
	1
	Profesional 1 (Salud Ocupacional)

	
	1
	Profesional Telemática

	
	14
	Auxiliar de Seguridad (Salas y Tribunales)

	
	10
	Auxiliar de Seguridad (Local OIJ + Casetas Ext.)

	
	4
	Auxiliar de Seguridad (Casetilla)

	
	1
	Supervisor de Seguridad (Nuevo)

	
	2
	Técnicos Especializados 2 (Nuevos)

	
	2
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	Dirección de Planificación
	1
	Jefe Administrativo 4

	Dirección de Tecnología de la Información
	2
	Técnico Especializado 5

	Inspección Judicial
	3
	Inspector General 1

	
	1
	Inspector Asistente (Instructor de Juicio)

	Total
	405
	


Fuente: Dirección de Planificación.

En el caso de que el Consejo Superior decida no acoger la propuesta de estructura del Organismo de Investigación Judicial, según el riesgo expuesto por la Licda. Sara Arce mediante el oficio 706-OAPVD-2022, existiría la posibilidad de que la Dirección del Organismo de Investigación Judicial valore recalificar los 5 recursos de Oficial de Intervención Táctica a las necesidades identificadas por dicha dependencia, en el entendido que dicho programa debe cubrir los costos asociados a las diferencias respectivas.

En el caso de que el Consejo Superior no apruebe el escenario número dos, la Dirección de Planificación debe indicar que la propuesta de recalificación de una plaza de Técnico Jurídico de la Defensa Pública a Profesional 2 cuenta con criterio técnico a partir del modelo de tramitación aprobado para dicha dependencia, adicionalmente se considera que existe la necesidad justificada de fortalecer la UISA, inclusive con un recurso adicional al expuesto en el escenario dos con el recurso que originalmente estaba destinado para Salud Ocupacional dentro de la misma Dirección de Gestión Humana.

A continuación, el detalle del escenario 2 referente a los costos por programa presupuestario de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada durante el 2023:

TABLA 13: PRESUPUESTO JEDO 2023 QUE CONSIDERA LAS 405 PLAZAS
(ACTUALIZADO A ABRIL 2023).

 Fuente: Elaboración de la Dirección de Planificación. 

En el caso del escenario 2, el gasto corriente está representado por el 85% de la totalidad del presupuesto, es decir, ₡15.480.249.110, mientras que el 15% restante, representa el gasto de capital, para un monto de ₡2.703.738.917.

Imagen 5: Resumen comparativo entre el Presupuesto de Gasto Variable 2022 enviado al Ministerio de Hacienda durante el 2021 y el Presupuesto Formulado para el 2023:

Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.

A continuación, se muestra un resumen del gasto corriente y gasto de capital para cada uno de los escenarios (sin considerar el costo de recurso humano):

Imagen 6: Resumen de costos del escenario base o cero
(escenario de la Dirección de Gestión Humana):


Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.

Imagen 7: Resumen de costos del escenario 1
(escenario de la Dirección de Planificación actualizado a enero 2023):


Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.


Imagen 8: Resumen de costos del escenario 2
(escenario de la Dirección de Planificación actualizado a abril 2023):


Fuente: Elaborado por la Dirección de Planificación.

5. Recomendaciones: 

5.1. Al Consejo Superior y Corte Plena: 

Valorar la recalificación de las plazas señaladas en el cuerpo del informe, de acuerdo con la información recibida por los diferentes programas y de la plaza referida en el apartado 1.1.3., “Dirección de Planificación”, según lo expuesto previamente.

Valorar la solicitud de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, relacionada con la propuesta de reestructuración y conformación de la nueva Oficina de Investigación de Estructuras Criminales donde se ubicaría la Sección Especializada contra la Delincuencia Organizada. Considerar el criterio emitido por la Oficina de Atención a la Víctima, recopilado en el presente informe. Se hace la observación que la Dirección de Planificación no revisó la estructura del OIJ, esta fue presentada el 19 de abril de 2022 en su versión definitiva y el acuerdo entre la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, la Subcomisión de Crimen Organizado y esta dependencia era incluir la propuesta en el proyecto de presupuesto tal como fue presentado por el OIJ.

Valorar la solicitud de la Defensa Pública del fortalecimiento del área administrativa de dicha dependencia con la recalificación de dos recursos de crimen organizado, tomando en cuenta que uno de los dos recursos si cuenta con criterio técnico por basarse la recomendación en el modelo de tramitación, específicamente la de técnico jurídico.

Valorar la aprobación de los recursos económicos contenidos en el presente informe de presupuesto para la continuación de la atención de la Ley 9481: “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.

Valorar la adición del recurso humano expuesto en el apartado 1.1.5. “Dirección Ejecutiva”, según lo expuesto por la Dirección Ejecutiva y la Dirección Jurídica, a fin de convertir las plazas que conforman el ente técnico de apoyo a la Dirección Ejecutiva en plazas ordinarias durante el 2023 y, en caso de considerar necesario su continuidad, se deberá adicionar ₡197.554.000,00 en el monto total del Programa 926.

Valorar la incorporación de los recursos económicos contenidos en el Escenario 1 (puestos que se habían recomendado en la propuesta del 2022) o el Escenario 2 (recalificaciones de puestos sugeridos por diferentes instancias recopiladas en el presente informe técnico) con la finalidad de continuar el proceso de implementación de la Ley 9481. Asimismo, en relación con la estructura aprobada, ordenar a la Dirección de Gestión Humana realizar las estimaciones y actualizaciones correspondientes en cuanto a remuneraciones con la incorporación del Incentivo Jedo.

Valorar si la plaza de Profesional en Telemática una vez que finalice la implementación de la jurisdicción de crimen organizado se convierta en una plaza de desarrollo de mejoras tecnológicas para dicha jurisdicción. 

Valorar si la plaza de Profesional en Salud Ocupacional debe convertirse en una Plaza de Profesional 2 para el fortalecimiento de la UISA.

5.2. A la Dirección de Gestión Humana: 

Valorar si las categorías de las plazas de jefatura propuestas por el Organismo de Investigación Judicial para dirigir la Oficina de Investigaciones de Estructuras Criminales, a saber, “Jefe de Planes y Operaciones” y “Subjefe de Planes y Operaciones” se ajustan dentro de las posibilidades y la realidad de la relación de puestos del Poder Judicial.

Valorar si la creación de la estructura propuesta por el OIJ puede tener algún conflicto o repercusión a futuro relacionada con el pago del Incentivo Jedo.

Valorar si es necesario la recalificación de algún puesto adicional a los indicados en el escenario 1 y 2.

A partir del escenario seleccionado por el Consejo Superior y la Corte Plena realizar el costeo total de la propuesta considerando remuneraciones.

5.3. A la Dirección Jurídica: 

Realizar una valoración integral de la solicitud del Organismo de Investigación Judicial (Programa Presupuestario 928) relacionada con el cambio de estructura, con la finalidad de determinar la competencia de este Organismo en relación con la administración de los recursos de la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos, concretamente la Oficina 1106 del Programa Presupuestario 950, 
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Manifiesta la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, yo quería consultar si conforme a la norma en este caso ya tenemos el informe técnico de la Dirección de Planificación que nos respalde que se integra en el informe que estamos conociendo.
Por su parte, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indicó: La sección del Tribunal de la Inspección Judicial si tiene criterio técnico, como ustedes escucharon la exposición de ingeniera Gabriela, lo que requiere la Inspección son las 2 secciones adicionales, una es la que se esta proponiendo a partir del informe de las plazas del Juzgado Contencioso y otra a partir de este requerimiento que esta aquí planteado. Entonces, el informe técnico si esta sustentado en la necesidad de la Inspección y el de la UISA responde al cambio de Legislación que ahora le da a la Dirección de Gestión Humana la responsabilidad de cada dos años de hacer esa revisión, solamente que el sustento actual de la UISA no lo tenemos, sabemos que el impacto es enorme pero no está, bajo el principio solamente tendríamos en el fondo el informe de la Inspección Judicial.
La integrante Pizarro Gutiérrez indica: “Una consulta breve, ese cambio que ustedes sugieren a que se debe.”
La licenciada Valverde Bermúdez, indicó: “No, aquí la consulta más bien es, como ustedes el espíritu original es que se mantenga tal cual la propuesta original, y como nosotros dentro de la propuesta venían una plazas extraordinarias, no en condición de ordinarias, nosotros las extraordinarias si las valoramos convertir bajo esa posición la decisión sería mantener todo tal cual estaba la estructura o autorizar este segundo escenario.
Este segundo escenario de la conversión de plazas extraordinarias el informe de la Inspección Judicial esta soportado para esa sección.
Las demás ya estaban, salvo la de la UISA las otras ya venían operando solo que venían operando de forma extraordinaria y por un plazo perentorio de 2, 3 o 6 meses, aquí se estarían dando por el año completo”.
Por su parte, la integrante Álvarez Acosta, indicó: “es algo que hay que hacer, porque es normativa, cada dos años revisar los antecedentes.” 
Se acordó: 1.) Aprobar el informe 364-PLA-MI-RH-2022 y sus recomendaciones, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023- relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial por la implementación de la jurisdicción especializada de crimen organizado. 2.) De los escenarios planteados por la Dirección de Planificación aprobar mantener el escenario qu